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INTRODUCCIÓN 
1. Planteamiento general.  
Las industrias pueden producir el ejercicio de su actividad la emisión de sustancias 
nocivas, peligrosas, insalubres o molestas. La contaminación industrial puede provocar 
dos tipos de daños: a) Los daños civiles por contaminación (o tradicionales) son los 
padecidos por los particulares en sus personas, bienes y derechos, causados por la con-
taminación. Se regulan principalmente en los arts. 590, 1902 y 1908.2 C.c. b) Los daños 
medioambientales son los daños a las especies silvestres y a los hábitat, aguas, ribera del 
mar y de las rías y suelo, ocasionados por el cambio adverso y mensurable de un recurso 
natural o el perjuicio de un servicio de recursos naturales, tanto si se produce directa 
como indirectamente, incluidos aquellos ocasionados por elementos transportados por el 
aire (art. 2 LRM). No obstante, los daños medioambientales pueden tener la condición 
simultánea de bien de propiedad o titularidad del particular, en cuyo caso la forma de 
reparación se ajustará a lo dispuesto en la LRM, sin perjuicio de que también pueda 
instarse su reparación en sede judicial civil (art. 5.2 LRM).  
En su momento muchas leyes sectoriales regulaban la protección del medio am-
biente e incluían una cláusula de responsabilidad civil en favor de las Administraciones 
para la recuperación de los daños. En los años 90 se pretendió, tanto a nivel Europeo 
(Libro Blanco de la Comisión Europea sobre Reparación Medioambiental) como nacio-
nal (Anteproyecto de ley de responsabilidad civil derivada de actividades con incidencia 
ambiental), la regulación de la responsabilidad civil por daños medioambientales y tra-
dicionales (privados) ocasionados por industrias anormalmente peligrosas, en un intento 
por refundir en un solo texto la prevención y reparación de los daños producidos como 
consecuencia de un hecho contaminante común. Para su confección, tuvieron que solu-
cionarse los tradicionales problemas con los que se enfrentaba el Derecho civil a la hora 
de resarcir los daños ocasionados al medio ambiente, tales como la legitimación, rela-
ción causal, atribución subjetiva de la responsabilidad, etc. Así, en estos documentos se 
establecía un sistema de responsabilidad objetiva para los daños provocados por instala-
ciones industriales peligrosas, perfectamente delimitadas, y uno por culpa para el resto 
de actividades, para cuya sustanciación se remitían, generalmente, al tratamiento que se 
hacía en los códigos civiles de las inmisiones u otros daños tradicionales; se reconocía 
la legitimación activa de las asociaciones ecologistas y de las administraciones públicas 
para la reclamación del daño ecológico y la legitimación activa individual para la re-
clamación de los daños tradicionales; finalmente, se establecían limitaciones en la 
cuantía máxima a abonar y se imponía un seguro obligatorio para aquellas actividades 
consideradas peligrosas o con incidencia ambiental. Con este sistema se hacía plena-
mente efectivo el principio de que “quien contamina paga” y el de prevención o precau-
ción, pues en todas las legislaciones se conseguía actuar de manera preventiva ante una 
amenaza inminente del daño, con todas las novedades que ello suponía desde el instituto 
tradicional de la responsabilidad civil. Finalmente, se justificaba la responsabilidad ob-
jetiva de las instalaciones peligrosas de una manera precisa.  
Con la aprobación de la Directiva 2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 21 de abril de 2004, sobre Responsabilidad Medioambiental (Directiva 
2004/35/CE), y de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambien-
tal (LRM), en relación con la prevención y reparación de daños medioambientales, se 
eliminó la posibilidad de regular los denominados daños tradicionales o civiles por con-
taminación, centrándose únicamente en la regulación del daño medioambiental. En la 
Directiva y en la LRM se recoge un supuesto de responsabilidad objetiva para los daños 
medioambientales ocasionados por actividades de riesgo. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   17 
Sin perjuicio de que la LRM excluye los daños a particulares, es conveniente estu-
diarla por varias razones: 1) la LRM regula lo que se denomina en la propia Ley daños 
en bienes de condición simultánea de bien medioambiental y bien de propiedad o titula-
ridad del particular, a los cuales se les aplica el régimen de reparación establecido en la 
LRM, que exige la reparación in natura, con independencia de que se pueda iniciar el 
procedimiento de reparación del bien medioambiental a través de la LRM (responsabili-
dad medioambiental) o en sede judicial civil. 2) El Anexo III LRM incluye un listado de 
aquellas actividades que el legislador considera potencialmente peligrosas para el medio 
ambiente, y que, a su vez, vienen enumeradas en el Anejo 1 de la Ley de Prevención y 
control integrados de contaminación (LPCIC), sometiéndolas al régimen de autorización 
ambiental integrada (AAI). 3) Estas clasificaciones pueden servir de orientación a los 
jueces civiles. En cambio, éstos suelen remitirse al listado de actividades peligrosas es-
tablecido en el reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, 
Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre (RAMINP), si bien éste no distingue entre ac-
tividades peligrosas y anormalmente peligrosas.  
Para poder establecer una adecuada clasificación del régimen jurídico aplicable a 
los DCC, conviene tener en cuenta previamente los siguientes elementos diferenciado-
res: 1) La invasión contaminante puede afectar perjudicialmente: 1.1.) el uso y disfrute 
de la propiedad inmobiliaria (daños causados por inmisiones). 1.2) Otros intereses 
(otros DCC). 2) En cuanto a la forma de causación de la contaminación, el operador 
puede haber actuado de forma: 2.1) intencional (dolosa). 2.2) Conocida, pero no inten-
cional: el operador es conocedor de que la emisión está teniendo lugar, o es muy proba-
ble que así sea, como resultado de su actividad, pero aun así persiste. No obstante, el 
operador no tiene ni la intención ni el conocimiento de la causación de perjuicios graves 
a particulares. Generalmente provocan invasiones continuadas. Cuando estas invasiones 
afecten el uso y disfrute de la propiedad se le llamará “inmisiones”. 2.3) No conocida: el 
operador no es conocedor del escape, siendo éste imprevisto y extraordinario con res-
pecto al ejercicio de la actividad, con efectos contaminantes normalmente repentinos. 3) 
Con respecto a su peligrosidad, las actividades del operador pueden ser: 3.1) inocuas. 
3.2) Peligrosas. 3.3) Anormalmente peligrosas.  
En función de los intereses afectados por la invasión, la conducta del causante y la 
peligrosidad de la actividad, el fundamento de la responsabilidad puede basarse en: 1) 
Responsabilidad por hecho excesivo (inmisión): son las inmisiones excesivas y nocivas 
del art. 1908.2 C.c. Surge cuando la invasión perjudique intereses en el uso y disfrute de 
la propiedad, causando daños personales o patrimoniales, con conocimiento del opera-
dor de que la emisión está acaeciendo o es sustancialmente cierto que acaecerá como 
resultado de su conducta, con independencia de la peligrosidad de la actividad. 2) Res-
ponsabilidad por culpa: cuando el escape ha tenido lugar de forma desconocida para el 
operador de una actividad potencialmente no peligrosa, pero su conducta ha sido negli-
gente, provocando daños a cualquier tipo de intereses. Se aplica el art. 1902 C.c 3) Res-
ponsabilidad cuasi objetiva: escape desconocido causado por actividades peligrosas. Se 
aplican expedientes objetivadores de la culpa: la teoría del riesgo, la inversión de la car-
ga de la prueba o el aumento de la diligencia exigible. 4) Responsabilidad objetiva por 
riesgo: cuando el escape ha tenido lugar de forma desconocida para el operador, y se ha 
producido por una actividad anormalmente peligrosa, ocasionando daños a cualesquiera 
tipo de intereses dentro del ámbito de riesgo, con independencia del cuidado del opera-
dor (Inglaterra y EEUU). En Alemania, la UmweltHG se aplica también a las emisiones 
conocidas por el operador y continuas. En España, parte de la doctrina aplica la respon-
sabilidad por objetiva por riesgo ex art. 1908.2 C.c.fundamentada en la inmisión excesi-
va y nociva y en la peligrosidad de la actividad.  
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Cuando hayan sido ocasionados DCC será de aplicación la acción de responsabili-
dad civil por contaminación (ARCC). Sobre la misma, habrá que hacer el análisis de sus 
presupuestos y elementos procesales, distinguiendo entre las inmisiones (excesivas y 
nocivas del art. 1908.2. C.c.) y el resto de DCC ocasionados por un escape desconocido 
para el operador, y, dentro de éstos, en función de la peligrosidad de la actividad. En 
función de lo anterior, los factores subjetivos de atribución de la responsabilidad son: a) 
culpa; b) responsabilidad cuasi objetiva, y c) responsabilidad objetiva por riesgo. Entre 
los presupuestos de la ARCC se puede destacar el daño, la antijuridicidad, la atribución 
subjetiva y la relación causal. En los elementos procesales se incidirá en las especialida-
des en materia de legitimación y prescripción.  
Dentro de las inmisiones la tutela jurídica del particular puede ser: 1) Preventiva 
pura del daño ocasionado por invasiones en el uso y disfrute de la propiedad, sin perju-
dicio de que tengan causa conocida o desconocida por el operador. Viene regulada en el 
art. 590 C.c. Éste se aplica cuando la actividad industrial no haya cumplido con las exi-
gencias de la normativa reglamentaria en materia de urbanismo y medidas preventivas, 
o con los usos locales, para exigir su cumplimiento. 2) Inhibitoria típica de las inmisio-
nes excesivas y nocivas, ex art. 590 C.c. En sede de acción negatoria en su vertiente de 
cesación sirve para solicitar la reducción de la inmisión a los niveles de normal tolerabi-
lidad, es decir, aceptables desde un punto de vista objetivo. 3) Reparadora e inhibitoria 
atípica (evitación de ulteriores daños). Se aplica el art. 1908.2 C.c., en virtud del cual 
los daños ocasionados por inmisiones excesivas y nocivas que causen daños a las perso-
nas y propiedades deben ser reparados y evitados.  
Se hará mención a la importancia “relativa” que tienen las normas administrativas 
en la prevención de las inmisiones, según las situaciones de hecho que puedan darse: 1) 
El incumplimiento de las normas sobre distancias u obras de resguardo permitirá a los 
potenciales perjudicados solicitar el cumplimiento de las mismas por el operador ex art. 
590 C.c. (tutela preventiva pura). 2) El cumplimiento de las normas puede provocar que, 
ante la inexistencia o falta de prueba de las inmisiones excesivas y nocivas, podría exi-
mir de responsabilidad al operador, salvo que exista riesgo inminente de inmisiones 
excesivas. 3) Si se están ocasionando inmisiones, el incumplimiento de las normas ad-
ministrativas relativas a los valores de inmisión (VLI), y no tanto los de emisión (VLE), 
pueden “ayudar” a los tribunales a presumirlas excesivas.  
Por su parte, a la tutela reparadora de los DCC causados por un escape desconocido 
para el operador de una actividad no peligrosa se aplicará el art. 1902 C.c.; mientras que 
el art. 1902 C.c. o el 1908.2 C.c. cuando la actividad sea peligrosa. La responsabilidad 
por riesgo este tipo de daños tradicionales ocasionados por actividades anormalmente 
peligrosas requerirán de ley especial. En Alemania, la UmweltHG regula los DCC oca-
sionados por este tipo de actividades, con independencia de los intereses afectados y del 
grado de certeza de la emisión o de su continuidad. En cualquier tipo de DCC cabrá la 
acción reparadora y de evitación de ulteriores daños.  
Sería conveniente contar con un seguro de responsabilidad civil por contaminación 
(SRC) para la cobertura de DCC ocasionados por una actividad peligrosa o anormal-
mente peligrosa, al igual que sucede en Francia. Por otro lado, la aprobación una ley de 
responsabilidad civil para la prevención, evitación y reparación de este tipo de daños 
podría ser muy útil para poder establecer un seguro obligatorio de responsabilidad civil 
para los DCC ocasionados por actividades anormalmente peligrosas (anexo I LPCIC) y 
para coordinarse con el seguro de responsabilidad medioambiental (SRM) para las acti-
vidades anormalmente peligrosas (Anexo III LRM). 
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2. Objeto del estudio. 
Este trabajo tiene por objeto analizar, desde un punto de vista jurídico-civil, la tute-
la del particular frente a los DCC: las inmisiones y el resto de DCC ocasionados inten-
cionalmente o por escapes desconocidos para el operador, y dentro de estos últimos, los 
causados mediante una conducta negligente, peligrosa o anormalmente peligrosa, desde 
el punto de vista de la prevención, evitación y reparación del daño. Se excluyen los da-
ños medioambientales, que pasan a regularse por la LRM. 
Se puede hacer una clasificación de los DCC en función del régimen de atribución 
de la responsabilidad: 1) Hecho excesivo (inmisiones excesivas y nocivas del art. 1908.2 
C.c.); 2) negligencia; 3) responsabilidad cuasi objetiva, y 4) responsabilidad objetiva 
por riesgo. No obstante, generalmente se ha prescindido de la clasificación anterior por 
la jurisprudencia y parte de la doctrina, denominando “inmisiones” a todo tipo de con-
taminación industrial que perjudique a los particulares, aplicandoles una responsabilidad 
cuasi objetiva fundamentada en la peligrosidad de la actividad mediante las técnicas de 
objetivación de la responsabilidad por culpa.  
Una parte del estudio se centrará en los arts. 590, 1908 y 1902 C.c. Se analizarán 
las normas de responsabilidad civil extracontractual reguladas por los códigos civiles, 
así como el papel que la doctrina y la jurisprudencia le reservan. También se hará men-
ción a los distintos regímenes forales (Navarra o Aragón) o civiles (Cataluña) en mate-
ria de inmisiones, así como al Derecho comparado de los principales países representan-
tes del Derecho continental europeo (Alemania, Francia, Italia) y del common law an-
glosajón (EEUU e Inglaterra). También se mostrarán las leyes especiales existentes en 
materia de responsabilidad civil por contaminación.  
Por otra parte, el estudio se centrará en los principales instrumentos jurídicos de tu-
tela del particular frente a los DCC: la tutela preventiva, pura e inhibitoria de inmisio-
nes, a travé de la acción negatoria (art. 590 C.c.) y la tutela reparadora a través de la 
ARCC por inmisiones excesivas y nocivas (art. 1908.2 C.c.). La ARCC también podrá 
nacer por escapes contaminantes ocasionados de forma desconocida por una conducta 
negligente (art. 1902 C.c.) o por una actividad peligrosa (arts. 1902 o 1908.2 C.c.). Se 
verá cómo, a pesar de que sólamente las inmisiones gozan de un régimen doctrinal es-
pecial, en ocasiones las diferencias entre este régimen (responsabilidad objetiva) y el 
general de responsabilidad civil (cuasi objetiva) se diluyen.  
El propropósito será llevar a cabo un análisis en profundidad, desde una optica 
jurídica ius privatista, comparada y sistematizada, del régimen jurídico español de los 
DCC y, si bien las inmisiones del art. 1908.2 C.c. acaparan gran parte del interés doctri-
nal, no se dejan de lado aquellas invasiones causadas por escapes desconocidos -las que 
no son causadas en el ejercicio loable de la empresa-, a las que se les aplicará la respon-
sabilidad civil extracontractual por culpa, cuasi objetiva u objetiva por riesgo, en fun-
ción de la peligrosidad de la actividad que los causa.  
Se propondrán dos actuaciones capitales para la mejora del régimen jurídico actual 
de tutela del particular frente a los DCC: 1) Regular un Derecho de inmisiones que pon-
dere los intereses de los perjudicados gravemente en el uso y disfrute de la propiedad, 
con los intereses del operador industrial que ha cumplido con las normas reglamentarias 
y con las licencias o autorizaciones. 2) Aprobar una ley especial de responsabilidad 
civil por contaminación para cualquier tipo de DCC ocasionados por actividades anor-
malmente peligrosas. Esta ley serviría, a su vez, para establecer límites cuantitativos en 
la reparación de los daños y, a su vez, incorporar la obligación de suscripción de un se-
guro de responsabilidad civil por contaminación. 
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3. Estructura del estudio. 
La estructura de este trabajo se divide en tres Partes y ocho Capítulos. En la Parte I 
se describirá el régimen jurídico de los daños civiles por contaminación: inmisiones y 
otros daños. En la Parte II se analizará el régimen jurídico de las inmisiones en las rela-
ciones de vecindad industrial, así como la acción negatoria como tutela inhibitoria de 
las inmisiones. También se estudiará la aplicación del art. 590 C.c. en la tutela preventi-
va pura de las invasiones en el uso y disfrute de la propiedad. En la Parte III se anali-
zarán los presupuestos de la acción de responsabilidad civil por contaminación indus-
trial, la tutela posible y su posible aseguramiento. 
En la Parte I, Capítulo 1, se define el medio ambiente y la contaminación, así co-
mo los tipos de daños que pueden producirse: a) tradicionales (o daños civiles por con-
taminación), y b) medioambientales. Estos últimos, a su vez, pueden tener la condición 
simultánea de bien de propiedad o titularidad del particular. 
En el Capítulo 2, se propone una clasificación de los factores de atribución de la 
responsabilidad, como fundamento del deber de resarcir: 1) Responsabilidad por hecho 
excesivo (inmisiones excesivas y nocivas del art. 1908.2 C.c.); 2) responsabilidad por 
culpa; 3) responsabilidad cuasi objetiva, y 4) responsabilidad objetiva por riesgo. Las 
inmisiones son las producidas de forma normalmente continua como efecto previsto del 
ejercicio de la industria que las causa. La responsabilidad por negligencia, la cuasi obje-
tiva y la responsabilidad objetiva por riesgo se aplican cuando el escape haya sido oca-
sionado de forma desconocida para el operador, es decir, fuera del ejercicio loable de la 
empresa, y dependerá del grado de peligrosidad respectiva de la actividad que la causa: 
inocua, peligrosa o anormalmente peligrosa. No obstante, un escape desconocido por el 
operador que afecte intereses en el uso y disfrute de la propiedad puede convertirse en 
inmisiones cuando la misma sea continua con su beneplácito. 
En la Parte II, Capítulo 1, apartado I), se dará un repaso a los orígenes y definición 
de las inmisiones en las relaciones de vecindad, y a su evolución de unas de tipo predial 
a otras industriales. Por otro lado, se tratará la naturaleza jurídica de las relaciones de 
vecindad industrial, apostando por unas relaciones interindividuales y no entre fundos, 
lo que tiene como consecuencia principal la reconducción de la problemática de las in-
misiones al terreno de la acción de responsabilidad civil extracontractual y no solamente 
al terreno de la propiedad inmobiliaria. Se estudiarán las teorías de resolución de con-
flictos derivados de las inmisiones que se han sucedido en muchos lugares y desde 
tiempos muy remotos (Roma) hasta la actualidad. También se estudiará el concepto, 
caracteres y dominio de las inmisiones, así como del significado del criterio de excesi-
vidad y nocividad que recoge el art. 1908.2 del C.c.  
En el apartado II) se tratará el criterio de excesividad de las inmisiones, desde el 
punto de vista de los efectos y del operador industrial que las causa. En el primer caso, 
el estudio se centrará en la idea de tolerancia vecinal y en el análisis fenomenológico de 
la inmisión y de la tolerancia natural del hombre y de su medio ambiente, ayundando a 
determinarla a través de unos parámetros objetivos como: la intensidad de la inmisión 
(también los valores límite de inmisión o VLI); duración, frecuencia, momento del día, 
tipología del daño, etc. Desde el punto de vista activo se analizarán los criterios que 
sirven para determinar el uso normal de la actividad o la utilidad de la conducta, aten-
diendo a la emisión y al emitente, según los usos y costumbre local, a través del análisis 
del cumplimiento o no de la normativa administrativa (por ejemplo la urbanística en 
cuanto a los usos urbanísticos y distancias); la intensidad de la emisión (también los 
valores límite de emisión o VLE); adecuación a las medidas de precautorias según las 
normas administrativas o licencias o autorizaciones, etc.  
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En el Capítulo 2 de la Parte II se decribe el régimen jurídico aplicable a los DCC, 
con especial hincapié en las inmisiones vecinales industriales. En el apartado I) se ex-
plicará la teoría de las inmisiones que ha venido desarrollándose por la doctrina españo-
la, dentro de la cual destaca la aplicación de los arts. 590 C.c. –inmisiones- y 1908.2 
C.c. -inmisiones (causadas en el ejercicio loable de la empresa). El primero responde a 
una perspectiva jurídico-real y preventiva del daño potencial producido en sede de las 
relaciones de vecindad, mientras que el segundo responde a una jurídico-obligacional y 
reparadora del daño causado por inmisiones. La construcción jurisprudencial de las in-
misiones en España se asemeja al existente en Francia (troubles de voisinage) o en el 
common law inglés. No obstante, en ningún caso se llega al nivel de desarrollo legislati-
vo catalán, alemán o norteamericano, donde se recogen aspectos como: ilegitimidad de 
la inmisión; acción negatoria y la indemnizatoria, de forma independiente; supuestos en 
los que un perjuicio sustancial debe ser tolerado (p. ej. cuando se ajuste la actividad al 
uso normal o autorización), etc. Se incluirá en el apartado II) la regulación de otros 
DCC: dolo o abuso de derecho (art. 7.2 C.c.); responsabilidad por culpa (art. 1902 C.c.), 
sin olvidar que en el ámbito de los DCCI se aplican expedientes objetivadores de la res-
ponsabilidad; y la responsabilidad por riesgo (1908.2 C.c.).  
El capítulo 3 de la Parte II se analizará la tutela preventiva e inhibitoria del daño 
ocasionado por inmisiones ex art. 590 C.c., que permite al potencial perjudicado exigir 
al agente el cumplimiento de la normativa jurídica administrativa aplicable en materia 
de urbanismo y obras de resguardo, así como la que se estime necesaria. Por su parte, se 
ha justificado la existencia de una tutela inhibitoria típica de la acción negatoria de in-
misiones, cuando éstas sean excesivas, ex art. 590 C.c., que pemite: a) la pretensión de 
cesación de las actuales y la abstención de otras futuras del mismo género, mediante la 
adopción de medidas correctoras que atenúen los efectos perjudiciales de las mismas 
reduciéndolas a un nivel tolerable; b) subsidiariamente, mediante la adopción de medi-
das de cesación o abstención de la actividad inmisiva. No obstante lo anterior, en el De-
recho civil español ambos tipos de tutela han sido desarrolladas por la doctrina, y poco 
implantadas por parte de la jurisprudencia. 
En la Parte III del trabajo se desarrollarán los elementos, presupuestos, tutela y 
aseguramiento de la acción de responsabilidad civil por contaminación. En concreto, el 
capítulo 1 contiene los presupuestos de la ARCC: daño (apartado I), antijuridicidad 
(apartado II), atribución subjetiva de la responsabilidad (apartado III), relación causal y 
la atribución objetiva de la responsabilidad (apartado IV). Se verá cómo los aspectos 
relativos al daño, a la relación causal y la imputación objetiva de la responsabilidad no 
difieren mucho entre el régimen aplicable a las inmisiones y al resto de DCC. No obs-
tante, surgen diferencias notables entorno a los elementos de la antijuridicidad y atribu-
ción subjetiva. En cuanto a la antijuridicidad, en los DCC ocasionados por escapes no 
conocidos por el operador, al producirse los DCC la mayoría de veces por actividades 
peligrosas, la antijuridicidad deriva de la vulneración del principio del alterum non lae-
dere y en la peligrosidad intrínseca a la actividad industrial; en cambio, en las inmisio-
nes habrá que estar a la antijuridicidad de la inmisión, predicable de su excesividad. Por 
otra parte, la atribución subjetiva de la responsabilidad varía en función del tipo de daño 
así como de la actividad productora del mismo: en las inmisiones la responsabilidad es 
objetiva, por razón del riesgo creado (art. 1908.2 C.c.), siempre y cuando la inmisión 
sea ilegítima (excesiva y nociva). En cambio, en los DCC ocasionados por un escape-
desconocido para el operador, la responsabilidad varía en función de la peligrosidad de 
la actividad, al distinguirse entre actividades inocuas (negligencia), peligrosas (respon-
sabilidad cuasi objetiva) y, si así lo previera la legislación especial creada a tal efecto, 
también las actividades anormalmente peligrosas (objetiva por riesgo). 
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En el capítulo 2 de la Parte III, apartado I), se explicará la tutela de reparación in 
natura o por equivalente de los DCC ocasionados. Asimismo, en materia de daños pro-
ducidos por inmisiones (excesivas y nocivas) ex art. 1908.2 C.c. se posibilita la aplica-
ción de la tutela inhibitoria atípica, también llamada acción de evitación de ulteriores 
daños, como efecto jurídico del agravio (daño). La tutela inhibitoria en sede de respon-
sabilidad civil por inmisiones ha sido la más utilizada por la jurisprudencia, en detri-
mento de la acción negatoria. No obstante, hay que diferenciar este último tipo de tutela 
de los efectos inhibitorios típicos a través de la acción negatoria de inmisiones ex art. 
590 C.c. La tutela de evitación de ulteriores daños a través de la acción de responsabili-
dad civil ex art. 1908.2 C.c. requiere la producción de un daño, mientras que la acción 
negatoria de inmisiones en su vertiente de cesación no, bastando en este caso con que la 
inmisión sea excesiva y susceptible de producir daños si no se pone remedio reduciendo 
las inmisiones a la normal tolerabilidad y al uso normal. 
En el apartado II) se conocerán los elementos procesales de la acción de responsa-
bilidad civil por contaminación: jurisdicción, competencia, legitimación, prescripción, 
prueba, etc. Se centrará el estudio en los efectos de la continuidad que generalmente 
caracterizan las inmisiones en la prescripción de los daños, pues suelen producir daños 
continuados. En cuanto a la compentencia, se distinguirá entre el interés general de la 
actividad industrial y del medio ambiente, atribuible al ordenamiento jurídico-
administrativo y a los tribunales contencioso-administrativos, y la nula influencia del 
cumplimiento de las normas públicas y de las licencias administrativas cuando el daño 
se haya producido por una inmisión excesiva. En materia de prescripción se hará men-
ción a que, en materia de inmisiones, se producirá generalmente un daño continuado, 
derivado de la continuidad del proceso contaminador.  
Finalmente, en el capítulo 3 de la Parte III se contendrá lo relativo al seguro de res-
ponsabilidad civil por contaminación (SRC). Si bien esta cobertura es de constitución 
voluntaria para los operadores, se ha considerado conveniente inluir en el trabajo el mo-
delo de póliza del seguro de responsabilidad medioambiental (SRM) y civil por conta-
minación (SRC) del Pool Español de Riesgos Medioambientales por la importancia que 
puede tener la cobertura total para los daños “por contaminación”, civiles y medioam-
bientales, ocasionados por actividades anormalmente peligrosas (Anexo III LRM). Se 
comparará el SRC con el SRM por contaminación recogido en el Pool. Este último sirve 
como garantía para el cumplimiento de la obligación exigida por la LRM para aquellas 
actividades del Anexo III que no estén exoneradas de la obligación de adopción de una 
garantía que cubra la prevención, evitación y reparación de los daños medioambientales. 
Esta cobertura del SRM suele incluirse de forma complementaria al SRC en la póliza 
del Pool, de manera quea los operadores pueden tener una cobertura global de todos los 
daños producidos por un mismo suceso contaminante. Ello sin perjuicio de que pudiera 
extenderse la obligación de adoptar por parte de todas las industrias peligrosas un segu-
ro de responsabilidad civil por contaminación, o, al menos, desarrollar un modelo de 
póliza que, aun siendo voluntaria, resulte atractiva para el sector. Puede ser interesante 
estudiar el modelo de póliza establecida en Francia (Assurpol) que cubre la responsabi-
lidad por DCC ocasionados por este tipo de actividades.. 
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METODOLOGÍA 
El método de análisis ha pasado por distintas fases y modalidades en relación a la 
documentación analizada, tanto en su forma de obtención, lectura, tratamiento y sis-
temática, como en su ordenación en el conjunto de la Tesis. 
Dado el carácter prácticamente universal del daño medioambiental por contamina-
ción, ha sido necesario el estudio de las diferentes leyes preexistentes a la Ley 27/2007, 
de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, sobre todo las sectoriales que 
regulan la contaminación según el medio que se trate: agua, costas, suelos, etc. De la 
LRM interesa especialmente su régimen de concurrencia con otros órdenes normativos 
y otro tipo de daños. Desde un punto de vista del análisis funcional, el estudio de la 
LRM también es necesario: en primer lugar, porque contiene la exclusión de los daños 
tradicionales (DCC) del sistema de responsabilidad medioambiental, lo que abandona la 
idea de que una ley de responsabilidad civil pueda tutelar los daños medioambientales, 
si bien deja la puerta abierta a que los daños medioambientales de propiedad o titulari-
dad del particular puedan repararse a través del procedimiento de la LRM o instando la 
acción judicial civil, aunque en cuanto al contenido de las medidas haya que estar a lo 
dispuesto en aquélla. En segundo lugar, el Anexo III LRM contiene una serie de activi-
dades que pueden considerarse anormalmente peligrosas, a las cuales se les aplica la 
responsabilidad objetiva por riesgo. En tercer lugar, porque la póliza de responsabilidad 
medioambiental que adopten los operadores de las actividades del Anexo III LRM no 
exentas puede servir de “modelo” para la póliza de SRC. 
Ha sido necesario analizar el contenido de algunas leyes, como la Ley alemana so-
bre Responsabilidad por Daños al Medio Ambiente, de 10 de diciembre de 1990 (Um-
weltHG) y el anteproyecto español de responsabilidad civil derivada de actividades con 
incidencia ambiental (APL), y en en ámbito de la Unión Europea el Libro Blanco de la 
Comisión Europea sobre Reparación Medioambiental, donde se regulan conjuntamente, 
a través de la responsabilidad civil, el daño ecológico y tradicional (excepto en la Um-
weltHG), conteniendo estas normas un supuesto de responsabilidad objetiva cuando el 
daño haya sido ocasionado por actividades peligrosas enumeradas y donde se establece 
la obligatoriedad de suscribir un seguro obligatorio. El estudio de estas normas es nece-
sario para observar las diferencias y similitudes con el sistema actual, así como para 
analizar sus ventajas y desventajas. Este estudio puede servir para que el legislador se 
decante por uno u otro sistema jurídico. La UmweltHG alemana regula aquellos supues-
tos en los que por un impacto ambiental se han producido lesiones a las personas y a sus 
bienes, pero no los “daños ecológicos” en sentido estricto. 
Se han analizado las diferentes soluciones del Derecho comparado en materia de 
DCC, especialmente las recogidas en el derecho del common law, así como en los orde-
namientos francés, alemán e italiano, sin olvidar referencias puntuales a otros países 
europeos o latinoamericanos. Para ello, se han estudiado en dichos ordenamientos ele-
mentos jurídicos funcionalmente equivalentes, que sirvan para clasificar los DCC en 
función de los intereses afectados, el grado de conocimiento de la emisión o desconoci-
miento del escape por parte del operador, y de la peligrosidad de la actividad. Los dis-
tintos sistemas de los DCC son: 1) regulación “amplia”: Alemania y Cataluña, espe-
cialmente en materia de inmisiones; 2) regulación mínima: Italia; 3) sistemas sin regula-
ción expresa donde tanto el régimen de las inmisiones como el resto de DCC originados 
por un escape desconocido, si bien sustentados en fundamentos distintos, se reconducen 
a la acción de responsabilidad civil extracontractual: Reino Unido, Francia y España; 4) 
ordenamientos que no tienen regulación expresa de las inmisiones, pero donde se han 
plasmado comentarios que arrojan luz al sistema: EEUU.  
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En materia de inmisiones, a falta de régimen jurídico legal expreso en España, la 
doctrina y la jurisprudencia han creado una teoría con base en los arts. 590 y 1908.2 C.c. 
No obstante, hay que separar el ámbito de aplicación de la tutela preventiva ex art. 590 
C.c., aplicable al peligro de daño ocasionado invasiones en el uso y disfrute de la pro-
piedad, del art. 1908.2 C.c., aplicable a la regulador de la tutela reparadora y de evita-
ción de las inmisiones excesivas y nocivas. Ello con independencia de que las medidas 
inhibitorias de las inmisiones excesivas puedan articularse también a través del percepto 
del 590 C.c. En parecido sentido, en Francia el régimen de inmisiones se contempla en 
la teoría de los troubles de voisinage, declarándolas prohibidas y resarcibles cuando 
superen los inconvenientes u obligaciones ordinarias de vecindad.  
Uno de los objetivos de la comparación de la teoría de las inmisiones española con 
otros ordenamientos es averiguar cuál es el mejor sistema jurídico para solucionar los 
distintos problemas a los que se enfrenta la regulación de los DCC (en terminología 
anglosajona “better law”). De todos los ordenamientos, el que mayor precisión y siste-
matización tiene es el alemán, en el cual la regulación de los daños civiles por contami-
nación diferencia nítida y suficientemente el régimen de las inmisiones del resto de da-
ños civiles por contaminación. En materia de inmisiones es de aplicación el § 906 Bür-
gerliches Gesetzbuch von 18.8.1896 (BGB), que diferencia entre inmisiones legítimas e 
ilegítimas y, en definitiva, recoge la antijuridicidad de las mismas; y el § 1004 BGB, 
que regula la acción negatoria de perturbaciones ilegítimas, salvo que las mismas se 
hayan producido por actividades autorizadas (§ 14 BundesImmissionschutzgesetz o Ley 
Federal de Protección contra Inmisiones, de 15 de marzo de 1974 –BimSchG-). La ac-
ción de responsabilidad civil se regula en el § 823 BGB, cuando dolosa o negligente-
mente de forma antijurídica se dañe la vida, el cuerpo, la salud, la libertad, la propiedad 
u otro derecho de otra persona (apartado I), o cuando se infringa culposamente una 
norma de protección (apartado II), como el § 906 BGB. Finalmente, la UmweltHG regu 
la responsabilidad por DCC, sin distinción, por los intereses afectados o el grado de 
conocimiento de la emisión o del desconocimiento del escape, cuando haya sido ocasio-
nada por instalaciones potencialmente peligrosas.  
Por otra parte, la enorme producción de artículos, obras, sentencias, leyes, y comen-
tarios en materia de responsabilidad civil por contaminación demuestran el enorme in-
terés por el asunto tratado por parte de los analistas y especialistas del Derecho ambien-
tal, tanto en el área de Derecho Público como en el Privado. Este interés por el tema se 
debe, en gran manera, a las constantes implicaciones jurídicas, ambientales, económicas 
y de salud que tienen los daños producidos por la contaminación, sean en bienes medio-
ambientales o privados, e, incluso, en bienes medioambientales de condición simultánea 
de bien de propiedad o titularidad del particular. 
Existe una gran diversidad de opiniones y regulaciones en la materia, lo que ha su-
puesto una motivación extra para intentar analizar, comprender y “diseccionar” cada 
una de aquéllas, intentando encontrar una explicación coherente del tema, tanto desde el 
punto de vista de nuestro ordenamiento, como del derecho comparado, intentando apor-
tar una idea original y sistemática de los aspectos relativos a la tutela preventiva y 
reparadora de los daños civiles por contaminación. Esto último demandaba y justifi-
caba la realización de un estudio amplio y sistemático de la doctrina, jurisprudencia y 
legislación en un solo compendio que permitiera al lector comprender la situación actual 
del derecho privado en nuestro país respecto de los daños civiles por contaminación y 
ofrecer unas ideas y conclusiones encaminadas a integrar el sistema jurídico en un todo, 
con compartimentos separados pero interconectados. 
  
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   25 
DESARROLLO 
PARTE I. FUNDAMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL POR CON-
TAMINACIÓN EN EL DERECHO COMPARADO CONTINENTAL Y EN EL 
COMMON LAW. 
Capítulo 1. Medio Ambiente, contaminación y reparación del daño. 
I) Medio Ambiente y contaminación industrial. 
1) El medio ambiente como objeto de tutela jurídica. 
A) Concepto de Medio ambiente y principios aplicables. 
Para entrar a conocer la materia de daños civiles por contaminación (DCC) es nece-
sario, en primer lugar, conocer qué se entiende por medio ambiente, puesto que la con-
taminación se transmite por un elemento del mismo.  
La definición de medio ambiente no ha sido una cuestión fácil, dadas las distintas 
disciplinas jurídicas que lo intentan delimitar y la constante evolución a la que está so-
metida la interacción entre desarrollo económico, el deterioro ambiental y la propia 
concienciación del mismo por el ser humano. Esto se debe, en gran parte, a que el ser 
humano ha empezado, en las últimas décadas, a ser consciente de la necesidad de esta-
blecer un equilibrio entre la salvaguarda del medio ambiente y el desarrollo económico, 
materializado en el principio de “desarrollo sostenible”. Por otra parte, la relación hom-
bre-medio ambiente ha oscilado entre aquéllos que otorgan un aspecto central al prime-
ro (antropocentristas) o al segundo (ecologistas).  
Un sector doctrinal relaciona el medio ambiente con todos aquellos aspectos vincu-
lados con el hombre, incluida la cultura1 o el patrimonio histórico2, a veces con dudas 
respecto de estos últimos supuestos3. Otros relacionan el concepto de medio ambiente 
con todos aquellos factores que fomentan un adecuado desarrollo físico, emocional y 
estético del hombre respecto de la naturaleza4.  
                                                 
1
 MARTÍNEZ-CALCERRADA GÓMEZ, L.: “El medio ambiente y el Derecho Civil”, Estudios Jurídicos 
en Homenaje al profesor Luís Díez-Picazo, Ed. Civitas, 2003, p. 2516. ROCA JUAN, J.: “Sobre el deber 
general respecto a la persona (Derecho civil y medio ambiente)”, Anuario de Derecho Civil, 1986, pp. 
764 y ss. VELASCO CABALLERO, F.: “El Medio Ambiente en la Constitución: ¿Derecho público subjetivo 
y/o princpio rector?, Administración de Andalucía: revista andaluza de administración pública, Nº 19, 
1994, p. 82.  VILALTA NICUESA, A. E. y MÉNDEZ TOMÁS, R. M.: Acción de responsabilidad extracontrac-
tual por daños al medio ambiente, Biblioteca básica de práctica procesal, Ed. Bosch, Barcelona, 2002, p. 
7. La definición que hacen estos últimos es la siguiente: «Un ambiente en condiciones aceptables de vida 
significa que resulta favorable para la conservación de la salud física y la conservación de cualidades 
emocionales y estéticas del entorno que rodea al hombre». 
2
 JORDANO FRAGA, J.: La protección del derecho a un medio ambiente adecuado, Ed. Bosch, Barce-
lona, 1995, pp. 101, 105. 
3
 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad civil por daños al medio ambiente, Madrid, Civitas, 
1997, pp. 86-87. El autor indica que el medio ambiente comprende: «(i) los recursos naturales abióticos y 
bióticos, tales como el agua, el suelo, la fauna y la flora y la interacción entre estos factores, (ii) los bienes 
que componen la herencia cultural, y (iii) y los aspectos característicos del paisaje, aunque […] podría 
defenderse una exclusión del segundo elemento citado (herencia cultural)». 
4
 MARTÍNEZ-CALCERRADA GÓMEZ, L.: “El medio ambiente…”, op. cit., p. 2516. Llega a afirmar que 
la calidad de vida es «el objetivo básico que integra el contenido fundamental del derecho protector del 
medio ambiente». YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial en el derecho del medio ambiente, 
Ed. Aranzadi, Thompson Civitas. Navarra, 2006, p. 36. 
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Otra visión es la que dice que el medio ambiente lo conforma el conjunto de ele-
mentos naturales (aire, agua, suelo, flora, fauna, paisaje) y, por otro, aquellos factores 
naturales que pueden contribuir al goce o disfrute de los bienes de la naturaleza, como el 
silencio o la tranquilidad5, o la calidad de vida6. 
Por su parte, la jurisprudencia también ha definido el concepto de medio ambiente. 
Por ejemplo, la STS 2.2.2001 (STS 2001, 1003) dice: 
«Por ambiente, entorno o medio, se entiende la sistematización de diferentes valores, 
fenómenos y procesos naturales, sociales y culturales, que condicionan en un espacio y mo-
mento determinados, la vida y el desarrollo de organismos y el estado de los elementos iner-
tes, en una conjunción integradora, sistemática y dialéctica de relaciones de intercambio con 
el hombre y entre los diferentes recursos. Un ambiente en condiciones aceptables de vida, no 
sólo significa situaciones favorables para la conservación de la salud física, sino también cier-
tas cualidades emocionales y estéticas del entorno que rodea al hombre». 
En mi opinión, el medio ambiente hay que definirlo desde una concepción estricta, 
comprensiva del conjunto de elementos naturales (agua, suelo y aire) y organismos vi-
vos que determinan las características de un lugar7. Sobretodo a raíz de la aprobación y 
entrada en vigor de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioam-
biental (LRM) que, si bien no recoge una definición de medio ambiente, ésta se puede 
deducir de la definición que ofrece de daño medioambiental, que comprende los daños a 
las especies silvestres y a los hábitats, los daños a las aguas8, a la ribera del mar y de las 
rías y los daños al suelo (art. 2.1 LRM).  
El medio ambiente ha sido objeto de descripción a través de la normativa comunita-
ria, como consecuencia del desarrollo de principios como el de que “quien contamina 
paga” (PQCP) o el de “desarrollo sostenible”. Una de las fuentes normativas más rele-
vantes desde el punto de vista de la responsabilidad ambiental fue el Tratado de Roma 
que, en su art. 130 R 2, tras la reforma por el Acta Única, dispone: «La acción comuni-
taria, en lo que respecta al medio ambiente, se basará en los principios de acción pre-
ventiva, de corrección, preferentemente en la fuente de la misma, de los ataques al me-
dio ambiente, y de quien contamina, paga». El PQCP se centra en los costes de preven-
ción, evitación, reparación y aseguramiento del daño, la investigación y el desarrollo de 
tecnologías más limpias, mejores técnicas disponibles, etc.  
                                                 
5
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños al medio ambiente, Pamplona, Aranzadi, 
1996, p. 26. Según el autor, el medio ambiente se corresponde con la palabra inglesa environment, la 
francesa environnement, la italiana ambiente y la alemana Unwelt; “El daño ambiental”, Revista de Dere-
cho Ambiental, nº 12, 1994, p. 10.  
6
 JORDÁ CAPITÁN, E.: El derecho a un medio ambiente adecuado, Ed. Aranzadi, Navarra 2002, pp. 
105 y 108. La autora afirma que el medio ambiente «no es otro que el denominado natural o físico, con 
las evidentes repercusiones que éste tiene respecto de la calidad de vida de las personas». 
7
 CONDE ANTEQUERA, J.: El deber jurídico de restauración ambiental, Ed. Comares, Granada, 2004, 
p. 17. Según el autor, el núcleo esencial en el concepto del medio ambiente es el relativo a los recusos 
naturales. HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: El aseguramiento de la responsabilidad civil por daños al medio 
ambiente, Dykinson, 2002, p. 21. Según el autor, en el concepto de medio ambiente debería incluirse la 
vida animal y vegetal y otros componentes de la naturaleza, así como las relaciones entre los mismos; 
pero no el patrimonio cultural. MORENO TRUJILLO, E.: La protección jurídico-privada del medio ambiente 
y la responsabilidad por deterioro, Ed. J.M. Bosch, S.A., Barcelona 1991, p. 321. Para la autora, el medio 
ambiente es «El conjunto equilibrado de componentes naturales naturales que conforman una determina-
da zona, en un determinado momento, que representa el substrato físico de la actividad de todo ser vivo, y 
es susceptible de modificación por la acción humana». 
8
 Según la modificación del art. 2.1 b) LRM efectuada por la Ley 11/2014, de 3 de julio, dentro del 
concepto de daños a las aguas se incluyen los daños significativos al estado ecológico, químico y cuanti-
tativo de las superficiales o subterráneas, como en el potencial ecológico de las masas de agua artificiales 
y muy modificadas, e incluso a las aguas marinas.  
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El PCQP manda distribuir los costes de la contaminación entre los contaminadores, 
el conjunto de la sociedad civil o ambos, y sirve de función pedagógica para el sector 
industrial sobre la responsabilidad ambiental que cada uno ha de asumir. Tradicional-
mente, la acción de responsabilidad civil por daños civiles por contaminación se centra 
más en la reparación y no en la prevención del daño, por lo que no tiene como objetivo 
la internalización de costes al industrial que produce la contaminación, sino solamente 
le importa si tiene patrimonio suficiente para hacer frente al coste de la reparación indi-
vidualizada, ex post, en el patrimonio del perjudicado. 
A nivel internacional, la primera ocasión en la que se reconoció la naturaleza inte-
gral e independiente de la tierra y la necesidad de adoptar una serie de principios tales 
como el de “acción preventiva” 9 y el de “quién contamina paga” fue en la Conferencia 
de Río de Janeiro de 1992 sobre medio ambiente y desarrollo (CNUMA) cuyo resultado 
fue la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y desarrollo y la Agenda 21 (ambos 
ratificados por España). El PQCP se debía aplicar desde una perspectiva amplia, dentro 
de la cual se incluían no sólo los costes de prevención y los de lucha contra la polución, 
sino también los costes de los daños causados por los sujetos contaminantes y las medi-
das reparadoras, incluyendo las indemnizaciones de las víctimas, el coste de las medidas 
de limpieza y de rehabilitación del medio ambiente degradado por la contaminación, las 
multas o penas punitivas de tipo fiscal, etc. Se le criticó que en la práctica trasladaba la 
responsabilidad a las aseguradoras, o repercutía el coste al consumidor final mediante 
una práctica sistemática de internalización de costes10. 
Por su parte, según el Informe Bruntlad el término “desarrollo sostenible” significa 
«el desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad 
de las generaciones futuras de satisfacer sus necesidades, y se basa en la capacidad de 
sustentación del medio natural». No obstante, es insuficiente si se entiende desde la 
perspectiva “contaminador-pagador”, pues puede convertirse en excusa para que el que 
tenga más posibilidades económicas contamine. De hecho, se ha denunciado11 que el 
PQCP ha evolucionado al principio «contaminador-descontaminador o reparador», de 
tal manera que el que contamina el medio ambiente lo repara; si además es infractor, 
pagará una multa, y, si además ha causado algún perjuicio individual, lo paga. Con base 
a ello, el responsable de la actividad está obligado a reparar el daño causado, ya sea in-
demnizando los daños y perjuicios causados por la actividad lesiva, ya restaurando el 
medio ambiente dañado o afectado12. Se ha criticado el poco acierto de esta expresión 
por cuanto no recoge la obligación de reposición al estado natural del medio dañado, 
aspecto fundamental en la protección del mismo13. 
                                                 
9
 El principio de “acción preventiva” significa que cuando haya peligro de un daño grave o irrever-
sible, la falta de certeza absoluta no debe utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas 
eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente.  
10
 SERRANO GÓMEZ, E.: “La protección medioambiental: especial consideración de la responsabili-
dad civil por daños al medio ambiente (A propósito Sentencia de la Audiencia Provincial de Asturias de 
10 de abril de 2000), Actualidad Civil, Nº 1, 2001, pp. 291-293. 
11
 CONDE ANTEQUERA, J.: op. cit., p. 179. Dice que «La reformulación del principio quien contami-
na pa en el sentido que aludimos serviría para configurarlo como un principio preventivo, puesto que los 
contaminadores potenciales, siendo conscientes de que van a tener que hacer frente a una responsabilidad 
pro los costes de reparación del daño provocado, tendrán un fuerte incentivo para evitar causarlo». 
12
 PÉREZ DE GREGORIO CAPEÑÑA, J. J.: “La responsabilidad civil por daños al medio ambiente”, Re-
vista Jurídica Española La Ley 1993, vol. IV, pp. 1053-1057. 
13
 CAMPOS-DÍAZ BARRIGA, M.: La responsabilidad civil por daños al medioambiente: el caso del 
agua en México, Universidad Nacional Autónoma, 2000, p. 89. JORDANO FRAGA, J.: La protección del 
derecho…, op. cit., p. 138. 
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B) Dimensión constitucional del medio ambiente. El art. 45 CE.  
El art. 45 CE introdujo en el ordenamiento jurídico español la dimensión constitu-
cional del medio ambiente cuyo contenido dice:  
«1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarro-
llo de la persona, así como el deber de conservarlo.  
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos natura-
les, con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida y defender y restaurar el medio am-
biente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.  
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije 
se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de 
reparar el daño causado». 
El mandato del art. 45 CE fue objeto de desarrollo a través de diferentes normas 
jurídicas que no fueron capaces de prevenir la producción reiterada de accidentes de 
diversa naturaleza que han producido daños al entorno natural. Se pueden citar algunas 
regulaciones sectoriales en materia ambiental que recogen la necesaria protección de la 
salud y patrimonio de las personas: art. 1 de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de 
Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera; art. 1 de la Ley 25/1964, de 29 de abril, 
de Energía Nuclear; art. 9.1 de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria; art. 1 de la 
Ley 22/2011, de 29 de julio, de residuos y suelos contaminados; art. 1 de la Ley 
37/2003, de 17 de noviembre, del ruido, etc.  
Se hizo patente la necesidad de contar con una legislación ambiental que instrumen-
tara nuevos sistemas de responsabilidad que impusieran medidas de prevención y de 
reparación de los daños ambientales para el supuesto de que se produjera el daño, se-
parándose de la responsabilidad civil clásica en la que los conflictos entre el causante 
del daño y el perjudicado se dirimen en sede judicial. De este modo, el art. 45 CE plan-
tea la horizontalidad del Derecho ambiental y, por lo tanto, el carácter intersectorial e 
interinstitucional de la problemática ambiental.  
Entrando a conocer el significado de cada uno de los tres apartados que componen 
el art. 45 CE, podría afirmarse, en primer lugar, que el derecho a un medio ambiente 
adecuado del art. 45.1 CE es un principio rector, no susceptible de su inclusión como 
derecho subjetivo o fundamental de aplicación directa14. No obstante, ello no obsta a su 
concreta operatividad jurídica y vinculación para los poderes públicos, dado que tal 
norma programática participa del valor normativo que se preconiza de los preceptos de 
la Norma Normarum, sin que se pueda limitar su eficacia al campo de la retórica políti-
ca o la inútil semántica propia de las afirmaciones demagógicas, sirviendo para interpre-
tar otras normas al actuar de límite de otros bienes o derechos constitucionales (propie-
dad, desarrollo económico, actividad empresarial, etc).  
                                                 
14
 CÁRCABA FERNÁNDEZ, Mª.: “Defensa civil del medio ambiente”, Revista de derecho urbanístico y 
medio ambiente, año nº 33, nº 171, 1999, p. 151.CARRASCO PERERA, A.: “El régimen civil de la responsa-
bilidad por inmisiones ambientales preexistente a la Ley”, en Lozano Cutanda, B.: (coord.) Comentarios 
a la Ley de Responsabilidad Medioambiental (Ley 26/2007, de 23 de octubre), Navarra, Thomson-
Civitas, 2008, p. 148. CONDE ANTEQUERA, J.: op. cit., p. 27. DE MIGUEL PERALES, C.: “La responsabili-
dad civil por daños al medio ambiente”, en Estudios sobre la Responsabilidad civil Medioambiental y su 
aseguramiento, MAPFRE: AIDA, Sección Española, Madrid 1997, p. 65. GONZÁLEZ HERNÁNDEZ, R.: 
“La responsabilidad civil por daños al medio ambiente”, Anuario jurídico y económico escurialense, Año 
2012, núm. 45, p. 179. JUNCEDA MORENO, J.: Derecho ambiental, Guía Jurisprudencial de Legislación y 
Procedimiento, Ed. Difusión Jurídica y Temas de actualidad, S.A., Barcelona, 2002, p. 23. MORENO TRU-
JILLO, E.: La protección jurídico-privada …, op. cit,. pp. 26-30, 63-71, 85 y 281-282. ROCA JUAN, J.: op. 
cit., pp. 780 y ss. PARRA LUCÁN, Mª. A.: “El derecho civil del medio ambiente”, Revista de responsabili-
dad civil, circulación y seguro, Nº 4, 2006, p. 5.  
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   29 
El art. 45 CE puede ser alegado directamente por los demandantes ante los Tribuna-
les ordinarios según dispone el art. 53.3 CE15, por ejemplo en supuestos de inmisiones 
vecinales16, al gozar de carácter normativo y vinculante para los Tribunales. No obstan-
te, dicha invocación sólo podrá hacerse de acuerdo con lo que dispongan las leyes de 
desarrollo (art. 53.1 CE), por lo que se le priva al ciudadano de la mayor protección que 
concede el art. 53.2 CE a los derechos fundamentales y libertades públicas regulados en 
la Sección 1ª del Capítulo II y en el art. 14 CE (posibilidad de recabar su tutela directa-
mente ante los Tribunales Ordinarios por un procedimiento preferente y sumario y, en 
su caso, a través del recurso de amparo ante el TC). En realidad, los particulares tienen 
únicamente pretensiones civiles en la medida en que la agresión ambiental afecte a un 
interés privado perfectamente individualidado. Esto sucede porque no exite un derecho 
subjetivo al medio ambiente; tampoco es un derecho de la personalidad ex art. 10.1 CE 
o, ni siquiera como parte del derecho a la salud17. 
Por su parte, el párrafo 2º del artículo 45 CE establece la necesidad de conservar los 
recursos naturales y el derecho a su disfrute, imponiendo a los poderes públicos la tarea 
de velar por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger 
y mejorar la calidad de vida18 y defender y restaurar el medio ambiente. En consecuen-
cia, no puede considerarse objetivo, primordial y excluyente la explotación al máximo 
de los recursos naturales, sino que se ha de armonizar la “utilización racional” de esos 
recursos con la protección de la naturaleza, todo ello para el mejor desarrollo de la per-
sona y para asegurar una mejor calidad de vida, debiendo compaginar el medio ambien-
te y el desarrollo económico19 (desarrollo sostenible). Fruto de este apartado provienen 
las distintas leyes especiales sectoriales de protección al medio ambiente, de donde sur-
ge la posibilidad de que la Administración pueda reclamar la reparación o indemniza-
ción de los costes de reparación del medio dañado. 
Finalmente, el art. 45.3 CE recoge los supuestos de responsabilidad por daños am-
bientales tanto en su perspectiva penal, administrativa y civil (o jurídico-privada)20, con 
la dificultad que a veces conlleva la determinación de los elementos o requisitos que las 
diferentes ramas del Derecho exigen para el nacimiento de la misma y la propia natura-
leza del bien dañado al existir bienes ambientales de dominio público, propiedad priva-
da o res nullius21. Los tres grandes bloques normativos que afectan a la regulación de las 
vecindades industriales orbitan alrededor del Derecho civil vecinal, la normativa de po-
licía administrativa y la urbanística de las actividades22. Sin olvidar la regulación de la 
responsabilidad civil por contaminación. 
                                                 
15
 El art. 53.3 CE dispone: «El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconoci-
dos en el Capítulo 3º informará la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes 
públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las 
leyes que los desarrollen». 
16
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido y otras inmisiones, Ed. La Ley, Madrid, 
2004, pp. 189-190. 
17
 CORDERO LOBATO, E.: “Daños a particulares y medio ambiente”, en Tratado de Derecho Ambien-
tal, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, p. 321. 
18
 MARTÍN BERNAL, J. M.: “Comentarios a dos sentencias del Tribunal Supremo sobre el ruido”, 
BFD: Boletín de la Facultad de Derecho de la UNED, Nº 24, p. 274. 
19
 STC 64/1982 de 4.11.1982 (RTC 1982, 64); STS 12.12.1980 (RJ 1980, 4747). 
20
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., p. 193.  
21
 CONDE ANTEQUERA, J.: op. cit., p. 5. 
22
 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.: El medio ambiente urbano y las vecindades industriales: estudios 
jurídicos, Madrid, Instituto de Administración Local, 1973, pp. 27-29. 
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2) La contaminación industrial y su prevención. 
A) Concepto y tipos de contaminación industrial. 
Se puede definir la contaminación como la introducción de sustancias o formas de 
energía en el medio ambiente que impliquen molestias, riesgo o daño para las personas, 
el medio ambiente y demás bienes de cualquier naturaleza, independientemente del 
régimen jurídico aplicable en la respuesta al daño o riesgo23.  
LABRADOR BERNARD y ARBUES SALAZAR dicen que la contaminación debe ser pro-
ducto del hombre, ser aprehensible y medible en el contexto tecnológico del momento, 
provocar un daño y generar perturbaciones en el medio24. 
En el ordenamiento francés CABALLERO dice que, en lugar de clasificar los tipos de 
contaminación en función de las fuentes de daños (establecimientos industriales, cons-
trucciones, obras públicas…), o sobre la naturaleza de los intereses lesionados (propie-
dad, actividad profesional, habitación…), es mejor hacerlo en función de la tipología de 
los troubles. Esto permite tomar el pulso de la jurisprudencia y la evolución cualitativa 
y cuantitativa de los troubles de voisinage y es indispensable para no confundir conta-
minación (nuisance) e inmisión (trouble de voisinage). Estos últimos pueden proceder 
de la contaminación, el ruido, los desórdenes inmobiliarios, las nuisances espaciales y 
aquello que se puede llamar perturbaciones de agrado25.  
Las pollutions se clasifican en la polución del aire, las aguas y el suelo. Según CA-
BALLERO la industria concentra la mayor parte de la polución atmosférica (metalurgia, 
cementeras, químicas, alimentarias, agrarias, etc.)26. Las formas de polución y efectos 
más comunes son los humos y polvo que atentan a los bienes y a las explotaciones co-
                                                 
23
 Esta es la definición que recoge la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Pro-
tección de la Atmósfera que, en su art. 3: «La presencia en la atmósfera de materias, sustancias o formas 
de energía que impliquen molestia grave, riesgo o daño para la seguridad o la salud de las personas, el 
medio ambiente y demás bienes de cualquier naturaleza». Por su parte, el Real Decreto Legislativo 
1/2001, de 20 de julio, Texto Refundido de la Ley de Aguas define la contaminación de las aguas como: 
«(…) la acción y el efecto de introducir materias o formas de energía, o inducir condiciones en el agua 
que, de modo directo o indirecto, impliquen una alteración perjudicial de su calidad en relación con los 
usos posteriores, con la salud humana, o con los ecosistemas acuáticos o terrestres directamente asociados 
a los acuáticos; causen daños a los bienes; y deterioren o dificulten el disfrute y los usos del medio am-
biente». Asimismo, la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y suelos contaminados define este último 
como: «(…) aquel cuyas características han sido alteradas negativamente por la presencia de componen-
tes químicos de carácter peligroso procedentes de la actividad humana, en concentración tal que comporte 
un riesgo inaceptable para la salud humana o el medio ambiente, de acuerdo con los criterios y estándares 
que se determinen por el Gobierno, y así se haya declarado mediante resolución expresa». Además, la 
contaminación acústica viene regulada en la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido (art. 3 d) LR): 
«(…) la presencia en el ambiente de ruidos o vibraciones, cualquiera que sea el emisor acústico que las 
origine, que impliquen molestia, riesgo o daño para las personas, para el desarrollo de sus actividades o 
para los bienes de cualquier naturaleza, o que causen efectos significativos sobre el medio ambiente». En 
materia de contaminación nuclear, el art. 3.1 h) LRCDN dice que se considerará que existe daño nuclear 
cuando: «(…) la pérdida o el daño se deriven o resulte de radiaciones ionizantes emitidas por alguna de 
las siguientes sustancias: i) Una fuente de radiaciones que se encuentre en el interior de una instalación 
nuclear. ii) Combustibles nucleares o desechos radiactivos que se encuentren en una instalación nuclear. 
iii) Sustancias nucleares que procedan, se originen o se envíen a una instalación nuclear. En todos estos 
supuestos se considerará que existe daño nuclear tanto si la pérdida o el daño ha sido causado por las 
propiedades radiactivas de estas sustancias, como si lo ha sido por una combinación de dichas propieda-
des con las propiedades tóxicas, explosivas o peligrosas de estas sustancias». 
24
 LABRADOR BERNARD, J., Y ARBUES SALAZAR, J.J.: “Seguro de responsabilidad civil por daños al 
medio ambiente”, Revista Derecho y Medio Ambiente, v. I, núm. 1, enero-marzo, 2000, p. 16.  
25
 CABALLERO, F.: Essai sur la notion juridique de nuisance, París, 1981, p. 208. 
26
 Ibid.: p. 209. 
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merciales, así como a las condiciones de habitación; gas o de otros vapores deletéreos, 
que afectan no solamente al hombre, sino igualmente a los animales; finalmente, los 
olores que indisponen principalmente a los terceros. La razón, según el autor, es que el 
olor es el tipo de polución del aire más molesto y el más inmediatamente perceptible por 
las poblaciones. Generalmente, las víctimas invocan además de la depreciación de sus 
propiedades, el trouble en sus condiciones de existencia. Incluso ha sucedido que los 
troubles olfativos sean la fuente de perjuicios corporales.  
Dice CABALLERO que en materia de contaminación de las aguas, la aplicación de la 
teoría de los troubles de voisinage ha sido poco utilizada y de forma subsidiaria. Ello se 
explica porque la mayoría de la población está conectada a una red de alimentación de 
agua potable y porque la situación del agua es diferente a la del aire. El agua es, en efec-
to, susceptible de individualización, y por tanto de apropiación, y, en este título, nume-
rosas disposiciones reglamentan su uso, entre las que figuran las servidumbres legales 
de vecindad27. Las actividades contaminantes del agua se dividen en tres tres categorías 
correspondientes a las principales fuentes de polución: industriales (curtiembres, fábri-
cas de cosméticos, químicas, papelerías, etc.), actividades agrícolas (mataderos, por-
querías, etc.) y las municipalidades, si bien los vertidos aquí dan lugar a la interposición 
de contenciosos administrativos. Los daños varían en función de los diferentes usos que 
los vecinos hagan del agua. Puede tratarse en primer lugar de industrias que la utilizan 
para las necesidades de sus fábricas e invocan pérdidas de explotación, sobretodo explo-
taciones agrícolas o piscícolas28. Incluso a veces ciertas asociaciones de pescadores pue-
den obtener el reembolso de sus desovaderos y criaderos o del perjuicio debido a la re-
ducción del número de asociados. Se acepta, en cambio, indemnizar ciertos perjuicios 
de recreo. Así, los propietarios de hoteles y de establecimientos de alquiler junto a los 
planos de agua (orillas) pueden hacer valer las pérdidas que la polución cause a sus co-
mercios. Incluso, ciertos propietarios ribereños del curso del agua han sido admitidos a 
invocar la depreciación y el trouble de disfrute resultante de los olores nauseabundos de 
las aguas contaminadas29. Finalmente, la contaminación de las aguas puede provocar 
nuisances por repercusión, cuando la acción corrosiva de ciertos vertidos provoca 
désordres immobiliers en los fundos ribereños. 
La contaminación del suelo provoca troubles de voisinage cuando la existencia de 
un depósito de residuos sobre un fundo entraña, por vía de las consecuencias, inconve-
nientes para los vecinos. No obstante, más que polución de suelo propiamente dicha, 
son más bien las nuisances inducidas (por ejemplo olores).  
Finalmente, dice CABALLERO que el ruido constituye la vía principal de acción de la 
teoría de los troubles de voisinage, pudiendo ordenarse, según la jurisprudencia, en cua-
tro categorías de actividades ruidosas: la industrial, los transportes, el comercio y la 
habitación. Todos ellos provocan troubles que atentan a la tranquilidad de los habitan-
tes, y a veces son tan intensas que perturban la salud. 
                                                 
27
 Ibid.: p. 211. Dice CABALLERO que «solamente algunas decisiones recientes, esencialmente admi-
nistrativas, califican sin equívoco los vertidos contaminantes de troubles de voisinage. Pero esto proviene 
del hecho que la mayoría de las veces la gravedad de los troubles es patente. Parece por tanto razonable, 
en estas condiciones, considerar todas las decisiones similares condenando a un contaminador sin consta-
tar su culpa, como aplicaciones inconscientes de la teoría de troubles de voisinage» 
28
 Ibid.: pp. 212-213. Dice el autor que «En cuanto a las primeras, las quejas provienen de que el 
agua que se utiliza es impropia para el riego, lo que daña a los cultivos, o al consumo de la ganadería. Las 
piscifactorías se quejan de que sus poblaciones pueden ser diezmadas y tener que cesar la actividad». 
29
 Ibid.: p. 213. Dice CABALLERO que en estos casos parece «que la polución del agua entraña una 
polución del aire que constituye el verdadero problema de vecindad».  
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En este trabajo no se incluirán las molestias o daños derivadas de la ejecución de 
trabajos de construcción. Tampoco se estudiarán las inmisiones espaciales (molestias en 
el acceso, privación de luces y vistas, etc.) puesto que son inmisiones negativas, es de-
cir, no se produce una contaminación del medio ambiente que funciona como elemento 
transmisor de la contaminación al sujeto privado, por ejemplo, cuando se producen 
avances de las ramas sobre los fundos vecinos. En cambio, las agresiones luminosas sí 
constituyen una forma relativamente nueva de atentado a la tranquilidad de los particu-
lares, pudiendo ser equiparada a lo que sucede en el caso de inmisiones causadas por el 
ruido, y, aunque no se producen por causa de la polución mediante sustancias químicas, 
sí pueden producir alteraciones a los sujetos que las padecen (por ejemplo afecciones 
negativas el descanso nocturno). Igualmente, las inmisiones por ondas de radio y de 
televisión responden a las perturbaciones de confor. 
En la jurisprudencia española se pueden ver numerosos casos de inmisiones y otros 
daños civiles por contaminación a los particulares en su propiedad, bienes muebles, sa-
lud o moral30, lo que pone de relieve la importancia cuantitativa y cualitativa de este tipo 
de daños en relación a la actividad industrial contaminante. La nota común imperante en 
la casuística es la producción por parte de una industria de contaminación continua, que 
suele sobrepasar los niveles reglamentarios, y que, por su excesividad –en términos civi-
les-, afecta negativamente intereses privados. 
                                                 
30
 La jurisprudencia española en materia de daños civiles por contaminación, aunque se le suela lla-
mar “inmisiones” es abundante. Se pueden citar numerosos ejemplos: emanaciones de sustancias conta-
minantes (STS 12.12.1980 [RJ 1980, 4747]); polvo proyectado de centro fabril (STS 17.3.1981 [RJ 1981, 
1009]); emanaciones de polvo que las instalaciones de dichas empresas colindantes y contiguas a la citada 
finca (STS 14.7.1982 [RJ 1982, 4237]); empresa suministradora de fuel-oil a una Central Térmica por el 
uso que hace ésta del fuel suministrado (STS 27.10.1983 [RJ 1983, 5346]); vertido de sustancias conta-
minantes al río (STS de 31.1.1986 [RJ 1986, 444]); emisión de polvo por hornos de cal (STS de 
16.1.1989 [RJ 1989, 101]); vertidos de una fábrica a un río (STS 27 octubre 1990 [RJ 1990, 8053]); exce-
sivas emanaciones de gas y polvo arcilloso de dos empresas azulejeras (STS 15.3.1993 [RJ 1993, 2284]); 
emanaciones de flúor y otros gases tóxicos procedentes de una factoría de aluminio (STS de 24.5.1993 
[RJ 1993, 3727]); contaminación o el empeoramiento de las condiciones ambientales (STS 9.4.2003 [RJ 
2003, 3041]); salida de humos y vahos de cocina de Bar y Restaurante (SAP Cáceres 21.11.1996 [AC 
1996, 2258]); emanaciones tóxicas y residuales procedentes de una factoría (STS 7.4.1997 [RJ 1997, 
2743]); contaminación causada por fluorosis procedente de industria vecina (SAP Cantabria 24.12.1997 
[AC 1997, 2410]); contaminación sufrida derivada de la descarga de bauxita proveniente de las empresas 
demandadas (SAP Lugo 11.9.1998 [AC 1998, 1838]); polvo y ruidos de origen industrial (STS de 
2.2.2001 [RJ 2001, 1003]); polvo producido por una cantera y por el tránsito de camiones (SAP Castellón 
25.6.1999 [AC 1999, 1357]); humos y gases expelidos por la fábrica del demandado (SAP Tarragona 
21.9.1999 [AC 1999, 7073]); construcción del depósito de agua junto a la vivienda, e inmisiones de pol-
vo, vibraciones y ruidos (SAP Lleida 15.9.2000, FD 4º (AC 2000, 1619); contaminación derivada de 
humos con boro procedentes de la entidad demandada (SAP Castellón 21.10.2000 [JUR 2001, 159740]); 
humos y emanaciones de la actividad industrial de la demandada (SAP Lugo 26.12.2000 [JUR 2001, 
67558]); recalentamiento de las aguas de un río y, consecuentemente, de una piscifactoría (STS de 
16.1.2002 [RJ 2002, 8]); gases tóxicos provinientes de una industria (SAP de Castellón 21.10.2000 [JUR 
2001, 159749]); inmisión de ruidos en la vivienda de su propiedad (SAP Valladolid 20.7.2004 [JUR 
2004, 211055]); contaminación producida por el anormal funcionamiento de las fábricas en las fincas de 
los demandantes, emitiendo al aire sustancias contaminantes para las fincas de los demandantes, (STS 
14.3.2005 [RJ 2005, 2236]); contaminación por inmisión de aguas residuales procedentes de lávado de 
áridos y de planta de hormigón existentes en la finca del demandando (SAP Cáceres 8.6.2007 [JUR 2007, 
293674]); contaminación de las aguas del pozo que les suministraba agua, que a su vez recibía agua del 
río Tordera, contaminado a causa de los vertidos ocasionados por una depuradora (STS 2.11.2007 [RJ 
2008, 13]); emanaciones tóxicas de flúor de las instalaciones propiedad de los demandados (STS 
12.6.2008 [RJ 2008, 4690]); contaminación concerniente a la demandada por su explotación industrial 
relativa a la elaboración de fertilizantes (STS 29.10.2008 [RJ 2008, 5801]); polvo depositado en paredes 
de piscinas, micro partículas cementosas en plástico de invernaderos, barrotes y verjas con la pintura 
comida (STS 26.11.2010 [RJ 2011, 1387]), entre otras. 
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B) Prevención de la contaminación en el derecho público. 
La prevención de la contaminación industrial tiene por objeto evitar o, cuando ello 
no sea posible, reducir y controlar la contaminación de la atmósfera, del agua y del sue-
lo, mediante un sistema de prevención y control integrados de la contaminación (art. 1 
LPCIC). Esta Ley será aplicable a las instalaciones en las que se desarrolle alguna de las 
actividades incluidas enumeradas en el anejo 1 de la misma.  
Al otorgar una AAI el órgano competente autonómico deberá tener en cuenta que 
en el funcionamiento de las instalaciones se adopten las medidas adecuadas para preve-
nir la contaminación, particularmente las MTD, así como que se adopten las medidas 
necesarias para prevenir los accidentes graves y limitar sus consecuencias sobre la salud 
de las personas y el medio ambiente (art. 4.1 aps. a) y b) LPCIC). Las MTD se centra en 
la fase más eficaz y avanzada de desarrollo de las actividades y de sus modalidades de 
explotación, que demuestren la capacidad práctica de determinadas técnicas para consti-
tuir, en principio, la base de los VLE (art. 3 ap. ñ)). Por emisión se entiende en la 
LPCIC la expulsión a la atmósfera, el agua o el suelo de sustancias, vibraciones, calor o 
ruido procedentes de forma directa o indirecta de fuentes puntuales o difusas de la insta-
lación (art. 3 ap. k)). Los VLE son la masa o la energía expresada en relación con de-
terminados parámetros específicos, la concentración o el nivel de una emisión, cuyo 
valor no debe superarse dentro de uno o varios períodos determinados y se aplicarán 
generalmente en el punto donde las emisiones salen de la instalación y en su determina-
ción se tendrá en cuenta una posible dilución (art. 3 ap. l). 
El Real Decreto 815/2013, de 18 de octubre, aprueba el Reglamento de emisiones 
industriales y de desarrollo de la LPCIC (REI), tras las modificaciones de esta última a 
raíz de la Ley 5/2013, de 11 de julio, así como de la Directiva EIS (Directiva 
2010/75/UE “sobre las emisiones industriales”) conocida también en la terminología 
inglesa “Directiva IED” (Industrial Emissions Directive). El REI tiene por objeto des-
arrollar y ejecutar la LPCIC, así como establecer el régimen jurídico aplicable a las emi-
siones industriales, con el fin de alcanzar una elevada protección del medio ambiente en 
su conjunto. Asimismo, establece unos VLE para evitar y, cuando ello no sea posible, 
reducir la contaminación provocada por las instalaciones del anejo 1, en concreto las 
actividades industriales incineración y coincineración de residuos; grandes instalaciones 
de combustión; e instalaciones de producción de dióxido de titanio (art. 1.1 REI), reco-
giéndose por el REI unas disposiciones especiales en los Capítulos IV, V y VI respecti-
vamente31. Para el resto de sectores industriales del anejo 1 LPCIC que emitan contami-
nantes a la atmósfera, les será de aplicación los VLE establecidos por la AAI de acuerdo 
con las prescripciones contenidas en la LPCIC y en el propio REI, quedando excluidas 
del ámbito de aplicación de este reglamento (D.A. 1ª).  
El REI tiene carácter de legislación estatal básica (D.A. 5ª) y deroga el Reglamento 
de desarrollo de la LPCIC (RD 509/2007) y al RD 653/2003, sobre incineración de resi-
duos. Si en la AAI se incluyen varios procesos o actividades potencialmente contami-
nantes de la atmósfera (tanto si pertenecen a una instalación o a varias, incluso de distin-
tos titulares, que tengan la misma ubicación ), se podrá considerar un foco virtual que 
sumando todos los focos atmosféricos permita establecer los VLE globales, siempre que 
se garantice un nivel de protección equivalente a la utilización de los VLE individuales. 
Asimismo, los requisitos de control de las emisiones se basarán en las conclusiones so-
bre monitorización recogidas en las conclusiones sobre MTD. 
                                                 
31
 Por ejemplo, el art. 33 REI del Capítulo IV establece unos VLE a la atmósfera, remitiéndose para 
las instalaciones de incineración al anejo 2 parte 5 y a las de coincineración al anejo 2 parte 2. 
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Además, la licencia o autorización pertenece a las “autorizaciones de funciona-
miento”, en las que la intervención administrativa no se agota con el simple acto de la 
licencia, sino que continúa durante el desarrollo de la industria velando para que ésta se 
ajuste al interés general, pudiendo en cualquier momento producir variaciones en el 
contenido de aquélla. Por ello, cuando las precauciones sean insuficientes el particular 
podrá exigir ante los tribunales de lo contencioso-administrativo el cumplimiento de las 
distancias reglamentarias y el establecimiento de medidas de resguardo a fin de evitar 
efectos nocivos sobre los vecinos o el entorno. 
Por otro lado, no se ha de confundir la gravedad de una inmisión desde el punto de 
vista civil, el nivel de inmisión desde el punto de vista administrativo (VLI) y los VLE. 
Analizar la calidad del medio en un punto determinado no refleja necesariamente que el 
mismo haya sido causado por el supuesto responsable, sino que puede ser fruto de otros 
factores temporales, pluralidad de agentes, etc. Aun así, los niveles de inmisión (VLI) 
desde el punto de vista de la calidad del medio (del aire, suelo o agua) sí pueden ser 
indicativos de la contaminación del medio a efectos civiles, y, por lo tanto, del padeci-
miento o perjuicio sufrido por el particular en su persona o en sus bienes, lo que tendrá 
aun mayor validez desde el punto de vista de la atribución del daño si se logra probar 
causalmente que la calidad del medio productor del daño y, por lo tanto, el daño, ha sido 
producido por la industria a la que se le imputa el mismo.  
En los EEUU el sistema del «command and control» es el principal medio de regu-
lación de las actividades potencialmente peligrosas para el medio ambiente y la salud de 
las personas. El control se realiza a través de los estándares de emisión de sustancias 
contaminantes al medio ambiente por parte de las industrias, especificando los pasos 
que los operadores deben cumplir en todo momento y vienen reflejados en los corres-
pondientes permisos o autorizaciones que la autoridad competente otorgue de forma 
singularizada. Por lo tanto, en el sistema norteamericano de control de la contaminación 
industrial juegan un papel fundamental el estándar de emisión y el permiso de licencia32. 
Hay tres tipos de estándares ambientales: 1) estándares stricto sensu, que se establecen 
sobre la base de niveles totales de concentración en el medio natural (o niveles de inmi-
sión o VLI)33; 2) estándares de emisión (o VLE), que especifican la precisa cantidad de 
emisión proveniente de una fuente concreta de contaminación, siendo más fáciles de 
medir por cuanto atienden a la concreta instalación y se recogen en el título autorizato-
rio; y 3) estándares en el centro de trabajo. Dice FORTES MARTÍN que los estándares de 
emisión en EEUU pueden clasificarse a su vez en: (a) los «effluent» o «performance-
based estandars», siendo los estándares que fijan un tope de sustancias contaminantes 
que una instalación puede emitir, aunque deja plena libertad a su titular para decidir los 
medios por los que se alcance y cumpla esa limitación, y (b) los «technology-based 
standards», que al igual que los anteriores fijan los topes máximos, pero difieren de 
aquél en que no dejan libertad al operador para cumplir con esa limitación, sino que 
obligan a incorporar cierta tecnología para reducir las inmisiones34. 
                                                 
32
 FORTES MARTÍN, A.: “Algunos apuntes sobre el origen, conformación y posterior desarrollo del 
sistema regulatorio ambiental de los Estados Unidos de Norteamérica”, Revista interdisciplinar de gestión 
ambiental, Año 6, nº 61, 2004, p. 13. El autor afirma que en este sistema: «el título autorizatorio contiene 
los estándares de emisión, (…) de sustancias contaminantes en el medio natural y que se basan fundamen-
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Los criterios que permiten decantarse por uno u otro tipo de estándar son los: 1) cri-
terios de salud («health-based standards»), 2) criterios tecnológicos («technology-based 
standards»), y 3) coste-beneficio («cost-benefit standards»). Los primeros tienen estre-
cha relación con los criterios de calidad ambiental (niveles de inmisión), por ejemplo los 
«National Ambient Air Quality Standards» (NAAQS) recogidos en la Clean Air Act. En 
cambio, los basados en criterios tecnológicos se encuentran en la Clean Water Act y la 
determinación particularizada de los mismos se hace en atención a las particularidades 
de las instalaciones (niveles de emisión). Finalmente, los criterios basados en el coste-
beneficio tratan de alcanzar niveles de protección ambiental en los que el coste de la 
reducción de la contaminación conseguido con los mismos no supere el beneficio real-
mente alcanzado, si bien su aplicación es dificultosa. 
No obstante ser prevalente en EEUU el sistema del «command and control» (orde-
no y mando) hasta nuestros días, a lo largo de estos últimos años ha sufrido críticas y se 
han sugerido alternativas o complementos a la misma. La regulación basada en este cri-
terio es reactiva en sí a la protección ambiental, mientras que los sistemas de prevención 
integrada de la contaminación («integrated pollution prevention») tienen una visión más 
proactiva. El establecimiento y aplicación uniforme de estándares no propicia la mejor 
protección sobre los recursos naturales al no considerarse las especificidades propias de 
cada instalación industrial y las condiciones locales del medio ambiente. Un análisis 
económico basado en el coste-beneficio no es muy acertado para la industria por cuanto 
éstas no encuentran ningún incentivo positivo para controlar la contaminación, o incluso 
ir más allá de lo que exige la regulación. La aplicación del sistema de incentivos del 
«command and control» basado en estándares uniformes o tecnología, así como en el 
exceso de regulación, puede resultar ineficiente, rígido, desincentivar la innovación, y 
saturar el sistema de control de la contaminación, al dejar el papel del industrial en la 
toma de decisiones reducido a la mínima expresión. En este sistema las variables «qué» 
y «cómo», «vienen fijadas por el regulador desplazándose el juicio del responsable de 
las instalaciones que puede encontrarse en una mejor posición para la toma de decisio-
nes afectantes a su industria». Las soluciones que propone FORTES MARTÍN son: aplicar 
la prevención de la contaminación («pollution prevention»), según los postulados de la 
Pollution Prevention Act de 1990; el control integrado de la contaminación y la evalua-
ción de riesgos; los esquemas de regulaciones negociadas («reg neg»); y los mecanis-
mos de mercado que tratan de flexibilizar el sistema como las tasas por unidades de 
emisión generadas y los mercados de derechos de emisión. 
Según BELL & MC GILLIVRAY en el derecho del common law la regulación del me-
dio ambiente conlleva el establecimiento de estándares, que pueden o bien referirse a los 
procesos técnicos o bien a la cantidad de emisiones permitidas. En ambos casos el in-
cumplimiento da lugar a responsabilidad administrativa, si bien en el primer supuesto 
no es necesaria la producción de un daño medioambiental y en el segundo sí. La moni-
torización de estas dos situaciones se lleva a cabo en el lugar donde desarrolla la activi-
dad la industria que supuestamente ha incumplido los estándares, y rara vez se producen 
toma de muestras en el medio ambiente dañado35. No obstante, cuando se trata de la 
producción de daños a intereses privados suele surgir un conflicto entre el derecho pri-
vado y la regulación pública, en el sentido de que una actividad quizá es lícita bajo un 
régimen y al mismo tiempo ilícito en el otro36.  
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3) Tipos de daños ocasionados por la contaminación industrial. El daño 
ecológico y el daño tradicional. Efectos de la Ley de Responsabilidad Me-
dioambiental. 
La contaminación industrial puede provocar fundamentalmente dos tipos de daños 
claramente diferenciados: 1) medioambientales (daños ecológicos, deterioro ambiental o 
daño medioambiental), y 2) civiles por contaminación o tradicionales (los daños sufri-
dos por los particulares en sus bienes patrimoniales o en su salud o bienestar físico o 
psíquico) . Los primeros trascienden de los intereses privados, afectando a intereses di-
fusos o derechos colectivos (medio ambiente) y se han reconducido generalmente por 
los cauces del Derecho público, mientras que los daños tradicionales se han solucionado 
a través del instituto de la responsabilidad civil extracontractual por contaminación, 
actuando aquí el daño medioambiental o la contaminación como elemento transmisor 
del propio perjuicio que acaba proyectándose en la esfera personal o patrimonial del 
sujeto37. La clave de la diferenciación estriba en que en el deterioro ambiental o daño 
ecológico los intereses privados quedan excluidos, mientras que en el daño tradicional o 
civil por contaminación sólo son relevantes los daños que, degradando el medio am-
biente, o simplemente ejerciendo éste de elemento transmisor de la contaminación, per-
judican un interés particular38. No obstante, habrán daños medioambientales que no se 
consideren elementos transportadores de contaminación, como por ejemplo los daños a 
las especies (art. 2.1 a) LRM), y otros que, a pesar de servir como elementos transporta-
dores de la contaminación, como lo pueda ser la contaminación atmosférica, no supon-
gan daño medioambiental a efectos de la LRM ni daños civiles por contaminación. No 
obstante, pueden haber también daños medioambientales que tengan la condición si-
multánea de bien de propiedad o titularidad del particular (p. ej. un bosque privado o 
un espacio natural de titularidad privada)39. En este tipo de daños la forma de reparación 
se ajustará a lo dispuesto en la LRM, sin perjuicio de que también pueda instarse su 
reparación en sede judicial civil (art. 5.2 LRM).  
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La mayor parte de la doctrina civilista afirma que la responsabilidad civil extracon-
tractual no tiene como principal finalidad la protección del medio ambiente sino que 
sólo de forma indirecta, cuando hubiera un bien patrimonial o personal dañado, puede 
proteger el medio ambiente40. Ello sin perjuicio de la valoración positiva que se pudiera 
hacer de la aplicación generalizadora e integradora de los arts. 7, 590 y 1908 C.c. que, 
junto con el 1902 C.c., constituye, con el respaldo del art. 45 CE, una defensa más que 
aceptable de los intereses privados, sobre todo en lo referente a la tutela de evitación de 
ulteriores daños41 y de la reparación de los daños ocasionados por inmisiones u otros 
daños civiles por contaminación. Otros autores, a pesar de admitir el efecto indirecto de 
la vía civil en la protección y defensa del medio ambiente, a su vez niegan una rígida 
separación entre los daños tradicionales y los ocasionados al medio ambiente, justi-
ficándose en que cuando se producen atentados ambientales se afectan también los de-
rechos patrimoniales o personales del particular 42.  
El legislador europeo contempló las limitaciones del mecanismo tradicional de la 
responsabilidad civil en materia de daños medioambientales al afirmar que no es posible 
subsanar todas las formas de daño medioambiental mediante el mecanismo de la res-
ponsabilidad civil. La Directiva 2004/35 CE adoptó un régimen administrativo de res-
ponsabilidad ambiental de carácter objetivo e ilimitado por el cuál pretendía enfrentarse 
a una serie de problemas que dificultaban la aplicación efectiva del principio “quien 
contamina paga” y el de prevención, de manera que quedaran garantizadas la sostenibi-
lidad del desarrollo económico y la protección medioambiental43.  
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En la citada Directiva quedaban fuera del daño medioambiental la regulación de los 
daños tradicionales44, pues la regulación de éstos a través de la acción de responsabili-
dad civil ya estaba muy desarrollada en los países miembros45, y no presentan caracterís-
ticas jurídicas específicas que justificaren un régimen legal ad hoc.46 La Directiva pre-
tendió solucionar la ineficacia de la responsabilidad civil derivada de delito o de infrac-
ción administrativa47, o de la inoperancia de las indemnizaciones como medio para me-
jorar la calidad del medio ambiente y no simplemente resarcir los daños, cuestión que sí 
que es de utilidad para los daños privados. De hecho, la solución tradicional sería la 
correcta si los sistemas internos de responsabilidad civil estuvieran lo suficientemente 
desarrollados y se incluyera un tipo de responsabilidad objetiva e inversión de la carga 
de la prueba sobre quien realiza la actividad de riesgo48. La Directiva supuso la “punti-
lla” del APL español que pretendía regular en una misma ley de responsabilidad civil 
los daños medioambientales y los civiles por contaminación49.  
La Ley LRM introduce un sistema público de prevención, evitación y reparación de 
daños medioambientales. El ámbito de aplicación material se determina por la combina-
ción de las actividades económicas susceptibles de dañar el ambiente, y el concepto de 
daño medioambiental como cambio adverso y mensurable de un recurso natural o el 
perjuicio de un servicio de recursos naturales, incluidos los producidos por elementos 
transportados por el aire (art. 2.2). Cubre los daños a las aguas, entendidos como cual-
quier daño que produzca efectos adversos significativos tanto en el estado ecológico, 
químico y cuantitativo de las masas de agua superficiales o subterráneas, como en el 
potencial ecológico de las masas de agua artificiales y muy modificadas, los daños a las 
aguas marinas y los daños al suelo, estos últimos cuando supongan un riesgo significa-
tivo de que se produzcan efectos adversos para la salud humana o para el medio am-
biente debidos al depósito, vertido o introducción de sustancias50.  
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La LRM excluye los daños a los particulares ( art. 5 LRM), por lo que no ha modi-
ficado el statu quo del régimen de derecho privado de los daños tradicionales: 
«1. Esta Ley no ampara el ejercicio de acciones por lesiones causadas a personas, a los 
daños causados a la propiedad privada, a ningún tipo de pérdida económica ni afecta a 
ningún derecho relativo a este tipo de daños o cualesquiera otros daños patrimoniales que no 
tengan la condición de daños medioambientales, aunque sean consecuencia de los mismos 
hechos que dan origen a responsabilidad medioambiental. Tales acciones se regirán por la 
normativa que en cada caso resulte de aplicación.  
2. Los particulares perjudicados a que se refiere el apartado anterior no podrán exigir 
reparación ni indemnización por los daños medioambientales que se les hayan irrogado, en la 
medida de que tales daños queden reparados por la aplicación de esta ley. El responsable que 
hubiera hecho frente a esa doble reparación podrá reclamar del perjudicado la devolución o 
la compensación que proceda.  
3. En ningún caso la reclamaciones de los particulares perjudicados en cualesquiera 
procesos o procedimientos exonerarán al operador responsable de la adopción plena y efecti-
va de las medidas de prevención, de evitación o de reparación que resulten de la aplicación 
de esta ley ni impedirán las actuaciones administrativas encaminadas a ello». 
El art. 5.1 LRM regula los daños privados stricto sensu, que deberán resarcirse a 
través de la cláusula general de responsabilidad civil ex art. 1902 C.c., o específica de 
inmisiones ex art. 1908 C.c.51. La LRM no puede privarles a los particulares del derecho 
a la tutela judicial efectiva en la vía civil para la defensa de sus derechos52. Advierte P. 
CANE53 que los daños tradicionales ocasionados por la contaminación no presentan unas 
características jurídicas específicas simplemente por ser resultado de la contaminación, 
ya que todos los sistemas legales cuentan con los principios legales reguladores de la 
responsabilidad extracontractual por este tipo de daños.  
Se regula un régimen de responsabilidad objetiva en virtud del cual el operador (art. 
2.10 y 11) que desarrolle una actividad económica o profesional de las enumeradas en el 
anexo III LRM54, sin perjuicio de las exenciones previstas en el art. 28, deberá adoptar 
las medidas de prevención, evitación o reparación reguladas en la ley55. Para el resto de 
actividades establece un régimen subjetivo. La legislación de suelos contaminados ope-
ra autónomamente, si bien debe conjugarse con lo establecido en el apartado 2 del 
Anexo II de la LRM en lo que se refiere al ámbito de reparación de la contaminación 
del suelo, no así en lo relativo a las medidas preventivas y de evitación56.  
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En el art. 5 2º LRM se regula el supuesto de daños medioambientales, en el sentido 
del art. 2 LRM, que tienen la condición simultánea de bien de propiedad o titularidad 
del particular (art. 5.2 LRM) en cuyo caso los particulares tendrán la opción de solicitar 
la iniciación del procedimiento establecido en la LRM (acción ciudadana de los arts. 41 
y ss.) o bien iniciar un procedimiento judicial civil para exigir al juez la reparación del 
daño medioambiental sufrido. En cualquier caso, la recuperación deberá hacerse con 
base a lo dispuesto en el Anexo II, tal y como exige la DA 9ª57 y no suponer una doble 
recuperación. La regulación de estos daños puede ser un foco de problemas, en parte 
debido a las dudas que suscita la posibilidad de que el juez de lo civil pueda imponer las 
medidas del Anexo II sin contar con las administraciones públicas. Por otro lado, se 
establece en la LRM la imposibilidad de los sujetos privados de ser compensados por 
los daños económicos producidos al medio ambiente (apartados 1 c) y d) y 1.1.3 Anexo 
II). Esto supone un cambio en la tendencia de los tribunales a la hora de reparar y com-
pensar el daño producido a este tipo peculiar de bienes de doble condición58. En cual-
quier caso, algunos autores advierten de que, dado que no existe prejudicialidad en el 
orden civil y contencioso-administrativo, las pretensiones de reparación del daño de 
doble condición pueden desarrollarse en paralelo y correr suertes dispares o, al contra-
rio, pueden solapar o duplicar partidas indemnizatorias59.  
  
                                                                                                                                               
Según la autora, no es necesaria la remisión que efectúa el art. 5 RLRM por cuanto queda bastante claro 
que en el caso de que la descontaminación del suelo se haga a través de la LRSC no habrá de iniciarse un 
nuevo procedimiento al amparo de la LRM y de su reglamento. 
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 DA 9ª: «las normas del anexo II o las dispuestas con carácter complementario por la normativa 
autonómica con el mismo objeto se aplicarán en la determinación de la obligación de reparación del daño, 
con independencia de que tal obligación se exija en un proceso judicial civil, penal o contencioso-
administrativo o en un procedimiento administrativo». 
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 ALONSO GARCÍA, E.: op. cit., pp. 67-68. Este autor dice: «si en una finca privada en la que el pro-
pietario ha estado cuidando de los nidos de águila imperial para asegurar su reproducción, por puro in-
terés privado, porque su mayor valor reside en ser de las pocas fincas de España donde dicho águila se 
reproduce (…) se produce un daño por un tercero –por una actividad de las del Anexo III-, y desaparece 
el nido o queda vacío para siempre, la LRM –juego de los arts. 2 y 5- dirá que se trata de un daño medio-
ambiental que deberá ser reparado recuperando la especie, pero el propietario nada recibirá por la pérdida 
de valor de su finca mientras no se vuelva a reproducir en ella el águila y, lo que es más grave, si no es 
recuperable dicha función, no podrá ser recompensado -¡sólo la Administración podrá serlo!-». 
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 GOMEZ POMAR, F., GILI SALDAÑA, Mª. A.: op. cit., pp. 10-11. Según los autores (p. 10), este pro-
blema se agravaría «si se tiene en cuenta la posible insuficiencia de recursos del responsable», en cuyo 
caso «puede darse una “carrera” de exigencia de responsabilidades entre los damnificados particulares y 
las autoridades públicas competentes». 
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II) Régimen jurídico aplicable a los daños civiles por contaminación. 
1) Clasificación de los daños civiles por contaminación. 
Para poder establecer una adecuada clasificación del régimen jurídico aplicable a 
los DCC, conviene tener en cuenta previamente que: 1) La invasión contaminante puede 
afectar perjudicialmente: 1.1.) el uso y disfrute de la propiedad inmobiliaria (daños cau-
sados por inmisiones); 1.2) otros intereses (otros DCC). 2) En cuanto a la forma de cau-
sación de la contaminación, el operador puede haber actuado de forma: 2.1) intencional 
(dolosa); 2.2) conocida, pero no intencional: el operador es conocedor de que la emisión 
está teniendo lugar, o es muy probable que así sea, como resultado de su actividad, pero 
aun así persiste, sin que exista intención de dañar ni el conocimiento de la causación de 
perjuicios graves a particulares (generalmente provocan invasiones continuadas). 2.3) 
No conocida: el operador no es conocedor del escape, siendo éste imprevisto y extraor-
dinario con respecto al ejercicio de la actividad, teniendo efectos contaminantes nor-
malmente repentinos. 3) Con respecto a su peligrosidad, las actividades pueden ser: 3.1) 
inocuas; 3.2) peligrosas; 3.3) anormalmente peligrosas.  
A) Desde la perspectiva de los intereses afectados: inmisiones y otros daños. 
Desde el punto de vista de los intereses afectados, las invasiones contaminantes 
pueden afectar al uso y disfrute de la propiedad (inmisiones), o a otros intereses (otros 
DCC). P. ej. los daños ocasionados por una industria en unos cultivos próximos son 
inmisiones, mientras que no lo son los que puedan ocasionarse cuando la contaminación 
afecte a otros intereses jurídico-protegidos que no tengan relación de estabilidad tempo-
ral y legal con un bien inmueble inmitido (p. ej. daños corporales ocasionados a una 
persona que paseaba por la zona contaminada).  
El alcance de qué se entiende por “uso y disfrute de la propiedad inmobiliaria” es 
un aspecto fundamental para la clasificación. En los países donde existe una regulación 
expresa de las inmisiones (Alemania, Italia, Austria, Suiza, Grecia, etc.) los intereses 
afectados tienen que ver con la propiedad inmobiliaria, tanto los daños a los bienes pa-
trimoniales (cultivos, bienes muebles, etc.) como a las pérdidas de valor del propio te-
rreno. Las inmisiones se regulan dentro de las relaciones de vecindadad como una forma 
de restricción recíproca del derecho de propiedad. En cambio, en los ordenamientos en 
los que no se regulan las inmisiones (Francia, España), la doctrina y la jurisprudencia la 
remiten a la acción de responsabilidad civil, por lo que quedan incluidos dentro del con-
cepto anterior los intereses personales y patrimoniales.  
En EEUU el § 822 del Restatement (Second) of United States on tort law por la 
American Law Institute (resume los General principles) –en adelante RST- dice que: 
«Uno está sujeto a responsabilidad por private nuisance si, solo si, su conducta es causa 
legal de la invasión de los intereses de otro en el uso privado y en el disfrute del inmue-
ble». Para otros países del common law (p. ej. Inglaterra) se suele asociar por la mayoría 
de la doctrina el término de private nuisance a aquélla que ocasiona de forma continua e 
ilegítima daños a la propiedad y no daños personales60. No obstante, tanto en los orde-
namientos europeos que regulan expresamente las inmisiones como en los países del 
common law la jurisprudencia suele ampliar, de facto, el alcance de la expresión “uso y 
disfrute de la propiedad” a los daños personales (corporales y salud) de las personas que 
ocupen legalmente y de forma estable el bien inmueble, incluidos los familiares, como 
ocurre con la teoría de los troubles de voisinage en Francia. 
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El art. 1908.2 C.c. español tiene unas particularidades o indefiniciones que pueden 
hacer dudar si se trata de un supuesto de inmisiones vecinales o de responsabilidad por 
riesgo. Tampoco aclara si las inmisiones que recoge son fruto de emisiones conocidas o 
no por el operador. Solamente vincula a que el origen de la inmisión provenga del uso 
de una industria y a que sea excesiva. De hecho, se pueden comprobar las siguientes 
indeficiones existentes en este artículo: 1) no dice que los intereses afectados tengan que 
ver con el uso y disfrute de la propiedad, sino que lo amplía a todo tipo de daños a las 
personas o a las propiedades, por lo que estrictamente podría pensarse que excede del 
ámbito determinado para las inmisiones (el uso y disfrute de la propiedad); 2) no exige 
tampoco que las personas tengan una relación de estabilidad con el fundo inmitido; 3) 
solamente se refiere a los humos, por lo que no excluye otros tipos de contaminación; 4) 
exige que éstos sean excesivos, no explicitando si son excesivos en relación a la emisión 
o a la inmisión; 5) no dice si la inmisión puede ser continua o repentina; 6) son provo-
cadas por industrias, pero no establece el grado de peligrosidad; 7) tampoco se establece 
ninguna mención a la vecindad de los sujetos, ni siquiera al área de influencia de las 
inmisiones; y 8) no se utiliza el término “inmisiones”.  
Una opción razonable en la interpretación del art. 1908.2 C.c. podría diferenciar en 
función de los casos de inmisiones o de responsabilidad por riesgo, teniendo en cuenta: 
1) si la contaminación se ha producido de forma conocida por el operador en el ejercicio 
loable de la industria (prevista), y afecta intereses en el uso y disfrute de la propiedad, se 
aplicará el régimen de las inmisiones (excesivas y nocivas). 2) Por otra parte, se podrá 
aplicar la responsabilidad objetiva por riesgo a otros daños civiles por contaminación 
producidas por escapes desconocidos por el operador de industrias peligrosas y anor-
malmente peligrosas, en cuyo caso la mención a la excesividad de la inmisión es inne-
cesaria, dado que lo que se analizaría es más bien que el daño (significativo) haya sido 
producido en el ámbito de riesgo típico de la empresa. 
No obstante, podría también interpretarse que el art. 1908.2 C.c. regula un supuesto 
de responsabilidad objetiva por riesgo, siempre que se entienda que las actividades que 
recoge son las peligrosas o anormalmente peligrosas, y que las perturbaciones sean ex-
cesivas y nocivas, es decir, produce un daño significativo en su ámbito de riesgo, con 
independencia del grado de conocimiento de la emisión por parte del causante, y de la 
continuidad o no de la invasión. La doctrina mayoritaria vincula el art. 1908.2 C.c. a las 
inmisiones cuando son causadas de forma indirecta, excesiva y continua, sin separarse, 
en general, de los fundamentos de la doctrina del riesgo.  
B) Según el grado de conocimiento de la contaminación por parte del opera-
dor industrial causante: emisiones conocidas y escapes desconocidos. 
La solución ideal para poder separar los distintos regímenes jurídicos aplicables a 
los DCC pasan también por diferenciar la conducta del operador. El grado de conoci-
miento de la certeza de la producción de la emisión por parte del sujeto contaminante 
tiene que ver con el hecho de que, al producirse aquélla en el ejercicio loable de la acti-
vidad, el operador es consciente de que se están produciendo emisiones o existe una alta 
probabilidad de dicho resultado. Son las inmisiones excesivas del art. 1908.2 C.c., cuyo 
fundamento de la responsabilidad es el hecho excesivo. Son las invasiones normalmente 
producidas en la actividad y suelen acontecer de forma continuada en el tiempo, p. ej., 
las inmisiones de “humos” producidas en el ejercicio de la actividad cuando su produc-
ción forme parte de las consecuencias habituales del ejercicio de la actividad. No obs-
tante, las emisiones conocidas también pueden provocar inmisiones repentinas, como 
por ejemplo las vibraciones provocadas por una industria extractiva que causan daños 
en las paredes de una vivienda. 
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Cuando los DCC se produzcan por escapes desconocidos por el operador, como 
consecuencia ajena al proceso “normal” de la actividad, serán de aplicación los funda-
mentos de la responsabilidad civil por culpa, cuasi objetiva, u objetiva por riesgo, según 
el grado de peligrosidad de la actividad. Generalmente, este tipo de invasiones se oca-
sionan de forma repentina, como por ejemplo la rotura total de un depósito que alberga 
residuos peligrosos. Pero también puede causar contaminación gradual, como por ejem-
plo una pequeña rotura en el mismo depósito que, mediante el efecto “gota a gota”, con-
tamina un acuífero subterráneo que daña gradualmente una finca vecina. No obstante, 
podrán pasar a considerarse emisiones conocidas aquellas que si bien originariamente 
son desconocidas e imprevistas por el operador y fuera del ejercicio loable de la activi-
dad (extraordinarias), al producir invasiones continuas pasan a ser emisiones conocidas 
por el causante cuando éste es consciente de ello y no pone remedio. No obstante, da la 
sensación de que la jurisprudencia no distingue entre los intereses afectados ni en el 
grado de conocimiento de la emisión, aplicándose indistintamente una responsabilidad 
cuasi objetiva ex art. 1902 o por riesgo ex 1908.2 C.c. 
Una solución correcta, en mi opinión, es la adoptada por el comentarista del Tort 
Law en EEUU, cuando en el § 822 RST dice que una invasión en los intereses de una 
persona en el uso y disfrute de la propiedad por cualquier tipo de conducta es una priva-
te nuisance, independientemente de que ésta pueda ser a) intentional (dolosas o conoci-
das-no dolosas) y unreasonable (irrazonable), o b) unintentional (inintencional) y pro-
ducida por una conducta negligente o por condiciones o actividades anormalmente peli-
grosas. El principal elemento diferenciador en la aplicación de las soluciones jurídicas 
frente a una inmisión es su carácter intencional o inintencional, por cuanto en el primer 
caso la ilegitimidad se determinará en función del carácter no razonable (unreasonable) 
de la inmisión (§§ 826-830 RST), mientras que en el segundo caso se tratará mediante 
los institutos de la negligencia (negligence, § 281 RST), imprudencia (reckleness, § 500 
RST) o responsabilidad objetiva (strict liability, §§ 519, 520 RST).  
Cuando la private nuisance sea intencional y dolosa se aplicará la regla específica 
del § 829 RST y no a la regla general del § 826 RST. Dice el § 825 RST que «para ser 
intencional, una invasión en los intereses en el uso y disfrute de la propiedad, o del de-
recho público, no necesita ser inspirada en malicia o maldad de parte del actor hacia 
otro. Una invasión tales características es intencional, pero también lo es la invasión de 
a sabiendas se cause en la persecución de una loable empresa sin deseo de causar daño. 
Es el conocimiento que el actor tiene al tiempo que actúa u omite lo que determina si la 
invasión resultado de su conducta es intencional o no intencional. No es suficiente para 
hacer una invasión intencional que el actor conozca o debiera conocer que su conducta 
conlleva un un serio riesgo o probabilidad de causar la invasión. Él debe o bien actuar 
con el propósito de causarla o conocer que ésta está siendo resultado o es sustancial-
mente cierto que resultará de su conducta».  
El comentarista del RST argumenta que la razón de que dentro del concepto de nui-
sance puedan albergarse instrumentos jurídicos tan dispares se debe a que el interés en 
el uso y disfrute privado del inmueble puede ser invadido por más de un tipo de conduc-
ta. Una interferencia negligente en el uso y disfrute de la propiedad es una private nui-
sance respecto del interés invadido y negligencia respecto del tipo de conducta que la 
causa. En cambio, si la private nuisance es unintentional (inintencional), las acciones 
que derivan de la misma son las aplicables al resto daños civiles por contaminación, y, 
aunque pueden ser identificadas, deben ser distinguidas, por cuanto en los supuestos de 
negligencia, imprudencia o responsabilidad por riesgo que afecen al uso y disfrute de la 
propiedad (private nuisance) la importancia de los intereses invados influirá en la pon-
deración que se hace en estos institutos jurídicos.  
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Por otro lado, muchos de los supuestos de private nuisance conllevan situaciones 
en las cuales hay una invasión continua o periódica resultante de una conducta continua 
o periódica. La primera invasión puede ser intencional o no intencional, pero cuando la 
conducta del operador se continúa después de que el actor conozca la invasión que está 
resultando, las siguientes invasiones serán intencionales.  
Cuando la probabilidad de las consecuencias (invasión) decrece y se convierte en 
menos que sustancialmente cierto, la conducta del actor pierde el carácter de intencional 
y se convierte en mera imprudencia, definida en § 500 RST. Si la probabilidad decrece 
todavía mas, y se tiene en cuenta solamente el riesgo potencial, se convierte en negli-
gencia, definida en § 282 RST. Si el daño no ha sido causado con intención (en sentido 
amplio) por parte del demandado, ni está basado en ningún supuesto de negligencia, 
cuando el causante del daño lleve a cabo el ejercicio de una actividad anormalmente 
peligrosa se someterá a responsabilidad por objetiva por riesgo aunque haya ejercido el 
máximo cuidado para prevenir el daño (§ 519 RST). 
A diferencia del régimen establecido para la private nuisance, cuando la invasión 
afecte otros intereses privados diferentes al uso y disfrute de la propiedad, se deben 
aplicar las reglas generales del tort law, en cuyo caso los daños intencionales se regirán 
como si el daño hubiera sido causado por dolo (§ 8A “Intent” RST), mientras que el 
resto de daños se regirán por los supuestos de imprudencia (reckleness), negligencia 
(negligence) o responsabilidad objetiva (strict liability).  
En el common law inglés las soluciones propuestas por la doctrina distan mucho de 
ser homogéneas, pues en unos casos algunos autores se centran en la definición de inmi-
sión en función de los intereses, y dentro de éstos diferenciando en función de la con-
ducta, y otros autores los separan totalmente. Entre los primeros, CABANILLAS SÁNCHEZ 
dice que la private nuisance es un aspecto de tortius liability más que de un simple tipo 
de tortios conduct: el rasgo determinante es el interés invadido, relativo al uso y disfrute 
de una fincas, por lo que se suelen entender como private nuisance solamente aquellas 
que de forma larga en el tiempo producen daños a la propiedad o molestias a las perso-
nas en el uso y disfrute del fundo, aunque se reconocen otras reglas de nuisance, como 
la establecida por el caso Rylands v. Fletcher (1866) en la que se admite la responsabili-
dad por un escape aislado (isolated escaped) sin que exista culpa por parte del deman-
dado61. Entre los segundos, BELL Y MC GILLIVRAY dicen que los mecanismos tradiciona-
les en litigación civil ambiental por daños son: private nuisance, trespass, negligence y 
la regla Rylands v. Fletcher. Para estos autores la private nuisance se refiere a aquellas 
invasiones intencionales y no razonables en el uso y disfrute del fundo, mientras que el 
resto de casos no se ciñe solamente a aquellos casos en que resultan afectados este tipo 
de derechos, sino que incluye todo tipo de daños a las propiedades y cosas y lesiones a 
las personas, siempre y cuando queden fuera del régimen especial de la private nuisan-
ce, p.ej. cuando el daño se haya ocasionado al margen del uso y disfrute de la activi-
dad62. Otra opinión distinta a las anteriores es la efectuada por EEKELAAR, según el cua-
la diferencia entre la private nuisance intencional y la ocasionada por una actividad pe-
ligrosa estriba en que en el primer caso se contempla una invasión de los intereses del 
propietario, teniendo en cuenta el lugar de destino, mientras que en el segundo el daño o 
lesión emana de la propiedad, teniendo en cuenta el lugar de origen de la invasión. En 
mi opinión, una correcta clasificación del régimen jurídico aplicable al los DCC debe 
evitar toda posibilidad de solapamiento. 
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C) Por la peligrosidad de la actividad: peligrosas o anormalmente peligrosas. 
Se puede hacer una clasificación de los distintos tipos de DCC ocasionados por es-
capes desconocidos desde el punto de vista de la peligrosidad inherente a la actividad 
industrial que los ocasiona: 1) Actividades no peligrosas. El fundamento de la responsa-
bilidad se someterá a la regla de la culpa ex art. 1902 C.c. 2) Actividades peligrosas 
(RAMINP, o legislación autonómica). El fundamento de responsabilidad será la culpa, 
si bien aplicándose expedientes de objetivización de la culpa tales como la teoría del 
riesgo, la inversión de la carga de la prueba o el aumento de la diligencia exigible. 3) 
Actividades anormalmente peligrosas (Anexo I LPCIC). El fundamento de la responsa-
bilidad objetiva será el riesgo intrínseco a este tipo de industrias. En Alemania, la Um-
weltHG regula esta responsabilidad objetiva con independencia del tipo de interés afec-
tado y del grado de conocimiento de la emisión por parte del operador, concretándose 
dichas actividades en un anexo. En Inglaterra, la regla Rylands v. Fletcher se aplica a las 
invasiones desconocidas (isolated escape) producidas a intereses relacionados con el 
uso y disfrute de la propiedad. En EEUU, las inmisiones producidas de forma aislada, 
imprevista y desconocida para el operador, se les llama “absolute nuisance”. En España 
no se ha desarrollado esta regla, si bien podría invocarse el art. 1908.2 C.c. o bien utili-
zarse la responsabilidad cuasi objetiva del régimen anterior. 
Se deben hacer una serie de precisiones a lo dicho anteriormente. En primer lugar, a 
los DCC industrial por escapes no conocidos rara vez se les aplicará la primera de las 
clasificaciones (actividades no peligrosas o inocuas), por cuanto las industrias suelen 
clasificarse como peligrosas o anormalmente peligrosas. En segundo lugar, se podría 
pensar, como hace HINTEREGGER, que no existe en el derecho civil español un verdade-
ro derecho de inmisiones vecinales ex art. 590 o 1908 C.c., puesto que ninguno de estos 
artículos aclara el criterio según el cual se determina si la inmisión es o no tolerable, 
según las circunstancias del lugar, sino que recoge un caso de responsabilidad objetiva 
por razón del riesgo creado63. En tercer lugar, no existe en el ordenamiento una ley o 
previsión normativa expresa que regule un supuesto de responsabilidad objetiva por 
daños civiles por contaminación ocasionados por actividades anormalmente peligrosas, 
con independencia del grado de conocimiento de la emisión o de los intereses perjudi-
cados, como sí sucede en la UmweltHG alemana. Por ello, creo que sería conveniente 
aprobar una ley de responsabilidad civil por contaminación al objeto de clarificar el tipo 
de sujetos a los que se les aplica, el régimen de responsabilidad, las facilidades en el 
nexo causal, la limitación de la cuantía de la reparación para determinados daños y la 
exigencia de un seguro obligatorio de responsabilidad civil.  
D) Por el fundamento del ilícito civil por contaminación. 
En algunos ordenamientos autonómicos o de otros países extranjeros (p. ej. el ca-
talán o el alemán) se regulan las inmisiones dentro de las relaciones de vecindad y de las 
restricciones al derecho de la propiedad, alejándose, por tanto, del instituto clásico de la 
responsabilidad civil extracontractual. Suelen coincidir en que cuando se produzcan 
inmisiones sustanciales causadas por una actividad que se ajusta al uso normal o autori-
zado, deberán ser toleradas y resarcidos los daños producidos y compensados los futu-
ros, sin perjuicio de que el causante deba adoptar las medidas que sean técnica y 
económicamente posibles para reducir las inmisiones a la normal tolerabilidad. En cam-
bio, cuando las inmisiones que produzcan perjuicios sustanciales no vengan legitimadas 
podrán ser prohibidas y generarán responsabilidad.  
                                                 
63
 HINTEREGGER, M.: op. cit., pp. 70, 73, 156-157. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   46 
No obstante, la tutela del particular frente a los DCC se remite en España a la ac-
ción de responsabilidad civil por contaminación ex art. 1902 o 1908.2 C.c., si bien el 
fundamento de la misma, relacionado con la atribución subjetiva de la responsabilidad, 
varía según el supuesto de hecho en función de los intereses afectados por la invasión, la 
conducta del causante y la peligrosidad de la actividad: 
a) Responsabilidad por hecho excesivo: se trata de la inmisión excesiva y nociva 
del art. 1908.2 C.c. Surge cuando se produzca una invasión -normalmente continua-, en 
el uso y disfrute de la propiedad, con conocimiento del operador industrial de que la 
emisión está teniendo lugar o es sustancialmente cierto que se producirá como resultado 
de su conducta, con independencia de la peligrosidad de la actividad. Se aplicará el art. 
1908.2 C.c. al resarcimiento del daño y a la evitación de ulteriores daños. Puede causar 
daños personales o patrimoniales. El art. 590 C.c. se aplicará a la tutela preventiva de 
inmisiones procedentes de una emisión conocida o no y a la inhibitoria de inmisiones 
excesivas a través de la acción negatoria de cesación.  
b) Responsabilidad por culpa: el escape se desconoce por el operador de una acti-
vidad no peligrosa, pero éste se ha conducido negligentemente. Alcanza todo tipo daños 
(uso y disfrute de la propiedad u otros). Se aplicará el art. 1902 C.c. en su tenor literal, 
es decir, generará responsabilidad el acto dañoso producido por una conducta culposa. 
El problema de aplicar este tipo de atribución subjetiva es que la mayoría de casos de 
DCC industrial por escapes desconocidos, las actividades o condiciones que los produ-
cen son peligrosas, pasando a aplicarse una culpa cuasi objetiva.  
c) Responsabilidad cuasi objetiva: el escape ha tenido lugar de forma desconocida 
por el operador de una actividad peligrosa. Alcanza todo tipo de daños (uso y disfrute de 
la propiedad u otros). Se utilizan expedientes objetivadores de la culpa tales como la 
teoría del riesgo, la inversión de la carga de la prueba o el aumento de la diligencia exi-
gible, de forma que ni el cumplimiento de la normativa reguladora de la actividad, li-
cencias o autorizaciones, ni el caso fortuito, eximen de responsabilidad al operador. De 
esta forma, si bien los tribunales aplican el art. 1902 C.c., utilizando una teoría propia. 
Se advierte el problema de que la jurisprudencia y parte de la doctrina suelen aplicar 
este tipo de responsabilidad también a las inmisiones. 
d) Responsabilidad objetiva: el escape ha tenido lugar de forma desconocida por el 
operador de una actividad o instalación anormalmente peligrosa. Alcanza todo tipo de 
daños, siempre que se ocasione dentro del ámbito de riesgo de la actividad, con inde-
pendencia del nivel de cuidado adoptado por el operador (Inglaterra y EEUU). En Ale-
mania, la UmweltHG se aplica también a las invasiones conocidas por el operador y 
continuas. En España un sector doctrinal basa la responsabilidad por riesgo en el art. 
1908.2 C.c., derivado de la peligrosidad de la actividad. En algunas legislaciones espe-
ciales la fuerza mayor no exonera de responsabilidad. 
También se pueden clasificar las distintas categorías por las que se rige el ilícito ci-
vil por contaminación de la terminología del common law, que los clasifica en private 
nuisance, negligence y stric liablity –Regla Rylands):  
- Las inmisiones (private nuisance) se someten a un régimen específico, aunque 
en España se desarrolla por la doctrina y la jurisprudencia a la vista de una interpreta-
ción extensiva de los arts. 590 C.c. (restricciones al derecho de propiedad vecinal) y 
1908.2. C.c. (responsabilidad por inmisiones excesivas y nocivas). Estos artículos han 
tenido un desarrollo doctrinal notable, al igual que ha sucedido con la teoría francesa de 
los troubles de voisinage. En otros ordenamientos (Cataluña, Alemania, etc.) las inmi-
siones se regulan en el C.c. de forma independiente y detallada, dentro de las relaciones 
de vecindad y las restricciones al derecho de propiedad.  
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- Los casos de negligencia se refieren al resto de DCC producidos por escapes no 
conocidos, con independencia de que la contaminación sea repentina o gradual, si bien 
cuando el daño haya sido ocasionado por una industria, al estar normalmente clasificada 
como peligrosa, se le aplicará una responsabilidad cuasi objetiva a través de la inversión 
de la carga de la prueba y aumento de diligencia. Se suele aplicar la culpa o negligencia 
del art. 1902 C.c., mientras que puede invocarse también si bien con la interpretación 
jurisprudencial de responsabilidad cuasi objetiva. En muchas ocasiones, la doctrina o la 
jurisprudencia españolas aplican elart. 1908.2 C.c., basado en el riesgo de la actividad 
cuando se produce una inmisión excesiva. En mi opinión, la responsabilidad cuasi obje-
tiva se deberá aplicar en virtud del art. 1902 C.c.  
- La responsabilidad objetiva por riesgo se puede aplicar a las actividades anor-
malmente peligrosas que, mediante un escape no conocido y normalmente repentino, 
han ocasionado un DCC en el ámbito de riesgo típico, con independencia del grado de 
diligencia adoptado por el operador que lo causa, siendo de aplicación en este caso el 
art. 1902 o el art. 1908.2 C.c. En mi opinión, la utilización del art. 1908.2 C.c. se más 
apropiada que el art. 1902 C.c., pues en estos casos cualquier nota de culpa desaparece. 
En Alemania, la UmweltHG regula los DCC ocasionados por actividades anormalmente 
peligrosas, con independencia del tipo de interés afectado.  
2) Problemática en la búsqueda del fundamento de la responsabilidad. 
A) Relación entre “private nuisance”, “strict liability” y “negligence”. 
Es necesario huir de clasificaciones de los DCC que utilicen aleatoriamente crite-
rios dispares como el de los efectos de la conducta del causante del daño y el de la con-
ducta misma. En este punto, sería útil seguir al comentarista norteamericano del RST, 
que distingue la private nuisance de la negligence en que la primera se centra en la natu-
raleza de las consecuencias dañosas de las acciones del demandado, y la segunda en el 
grado de cuidado ejercitado por aquél64. Se confunde muchas veces la causa de las inmi-
siones (irrazonabilidad de la misma) con la de la negligencia (incumplimiento del cui-
dado debido) cuando se dice que una private nuisance surge cuando el causante ha fa-
llado en el ejercicio de un razonable cuidado de evitar la interferencia65. Esta solución 
jurisprudencial que puede resultar aparentemente clarificadora, no lo es en absoluto, 
porque no dice qué sucede cuando se causa una invasión en el uso y disfrute de la pro-
piedad por una conducta negligente (inmisión negligente).  
En ocasiones, la confusión es aun mayor cuando se trata de ver las diferencias entre 
la private nuisance y la strict liability en los supuestos en los que la primera provenga 
de una instalación peligrosa66. En algunas sentencias se dice simplemente que la respon-
sabilidad objetiva será impuesta bajo la teoría de la private nuisance por actividades 
anormalmente peligrosas que produzcan daños67. En estos casos la private nuisance se 
denomina “absolute nuisance” o nuisance per se”68. Esto no es más que una consecuen-
cia, en mi opinión, de no delimitar correctamente el ámbito de las emisiones conocidas 
de los escapes desconocidos y otros daños civiles por contaminación producidos de 
forma desconocida, generalmente de forma súbita.  
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En ocasiones, la doctrina tampoco ofrece soluciones clarificadoras de los casos de 
negligence, private nuisance y strict liability. Por ejemplo, HARRY J. FORD II, afirma 
que la contaminación de las aguas subterráneas puede producirse por: 1) Negligence. 
Dice el autor que suelen aplicarse en los casos de filtraciones provenientes de tanques 
de almacenamiento de gasolina, filtraciones de agua y generalmente donde la polución 
sea causada por una actividad que ni es consecuencia inevitable ni naturalmente antici-
pada. 2) Private nuisance. Se aplica en los casos en los que la polución es considerada 
como una invasión de los intereses de otro en el uso y disfrute de la propiedad. Y pone 
como ejemplos los de la contaminación de aguas subterráneas por filtraciones de gasoli-
na de tanques de almacenamiento, escorrentías de basura, y permeabilidad de residuos 
comerciales de lugares de almacenamiento. 3) Strict liability. Cada vez más utilizada –
dice-, en general, en minas, fabricación e industrias de petróleo y gas69. Si bien la prime-
ra de las clasificaciones podría relacionarse con la necesaria certidumbre, o rallana cer-
teza, de la producción de inmisiones - para que el caso se reconduzca a un caso de pri-
vate nuisance (inmisiones) en lugar de la negligencia-, de seguir la clasificación anterior 
pueden darse casos en los que se superpongan las causas. 
También pueden surgir dudas a la hora de clasificar y definir las inmisiones dolo-
sas. En algunos casos se les denomina “private intentional nuisance”, como aquellas en 
las que el demandado es notificado del daño que está produciendo con su conducta, y 
aún así falla en poner fin la actividad dañosa70. En cambio, en el § 825 RST se define 
como invasión intencional tanto la que se causa con dicho propósito, como la que resul-
ta de una conducta conocida en cuanto su producción o alta probabilidad de producción, 
pero sin intención de producirla. También se consideran intencionales aquellas que, si 
bien inicialmente son desconocidas, el causante continúa con la actividad a pesar de 
haber sido requerido para su cesación por parte del perjudicado. 
J. MURPHY71 reconoce que los principales elementos de confusión existentes entre la 
private nuisance y la regla Rylands v Fletcher tienen que ver con la conexión con la 
propiedad del suelo, las interferencias no tangibles, los daños materiales (physical 
harm), el uso razonable (private nuisance) y el uso no natural del suelo (regla Rylands), 
si bien existen notables diferencias entre ellos. 
Entorno a la conexión de la propiedad del suelo existe una estrecha relación entre la 
private nuisance y la regla Rylands v. Fletcher, ya que históricamente ambas acciones 
se centran en la propiedad privada de la tierra. No obstante, la conexión con la propie-
dad del fundo no es la misma en el caso de la private nuisance que en la regla Rylands 
v. Fletcher, por cuanto en el primer caso los intereses en el uso y disfrute de la propie-
dad, y su consiguiente vinculación con la propiedad, se centran en el perjudicado, mien-
tras que la regla Rylands v. Fletcher lo hace en la ocupación legal de la tierra por parte 
del demandado, desde donde proceden las emanaciones nocivas72. Los orígenes del de-
recho de inmisiones (nuisance law) provienen de la influencia que tuvo en su interpreta-
ción y régimen jurídico la existencia desde 1166 de casos de desposesión ilegítima 
(wrongful disseisin), que suponían una privación total de la oportunidad de las personas 
propietarias de ejercer sus derechos sobre la tierra.  
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Estas acciones posesorias no se centraban en la persona y se ejercitaban las accio-
nes ante las cortes reales (royal courts) y no ante las cortes locales (local courts). Estas 
acciones estaban estrechamente relacionadas con las situaciones de private nuisance, 
por lo que fueron incluidas dentro de las acciones reales, desde el momento en que exis-
te una asociación con el pleno dominio73. Posteriormente se amplió a los derechos del 
arrendatario así como a cualquiera otro que tuviera un derecho que le confiriera la ocu-
pación legal del fundo, si le otorgaba su posesión exclusiva74. No se llegó a plantear en 
ese momento la posibilidad de cubrir daños personales del propietario. En cambio, la 
Regla Rylands v. Fletcher apareció en la época de la explosión de la revolución indus-
trial, donde las empresas exponían a los particulares a nuevos riesgos no confinados a 
las reglas estrictamente propietarias ni vecinales. La Inglaterra rural y propietaria del 
suelo no tenía por qué aceptar los costes externalizados impuestos por parte de la polu-
ción industrial75, pues existía un desequilibrio evidente.  
En lo referente al tipo de interferencias y a los daños cubiertos en ambas acciones, 
en la private nuisance las interferencias continuas están relacionadas con las amenida-
des asociadas con la propiedad, afectando el uso y disfrute de la propiedad del suelo 
(land) 76. Si bien algunas sentencias vuelven a las reglas ortodoxas que niegan no sola-
mente la cobertura de los daños personales (personal injury) sino también los daños 
materiales a la propiedad77, con el paso del tiempo la private nuisance ha incluido estos 
últimos78. Los únicos “daños personales” que se cubren son las incomodidades (perso-
nal discomfort) por el daño causado a la propiedad, por la disminución de su utilidad. El 
demandante, en cualquier caso, debe tener un interés propietario (propietry interest) en 
la propiedad del suelo. Por el contrario, la regla Rylands v Fletcher no está histórica-
mente restringida a las acciones basadas en los derechos sobre la propiedad del suelo, 
puesto que cubre los daños causados por escapes excepcionales de materiales tanto a la 
propiedad (physical damages to land), los bienes muebles allí incluídos (chattels), e 
incluso los daños personales (personal injury)79.  
También existen diferencias importantes entre el uso razonable de la propiedad y el 
uso no natural del suelo. En relación con el primero, hay que distinguir que el uso razo-
nable no es lo mismo que un razonable cuidado: mientras que el primero se relaciona 
con una cuestión de “toma y daca” entre vecinos80 en el disfrute de sus derechos, el se-
gundo tiene que ver con el grado de cuidado demandado por un riesgo dado. En el uso 
no natural no se hace ninguna referencia al uso racional del suelo ni a la responsabilidad 
entre vecinos, y, si bien el test en ambos casos puede ser parecido, la categoría de uso 
no natural es más amplio que el de uso razonable, por cuando puede haber un uso razo-
nable pero extraordinario (o inusual) y viceversa81.  
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B) Subsunción de la responsabilidad por riesgo en el resto de fundamentos. 
Existen dos formas en que la regla Rylands v Fletcher, por confusión, puede ser ab-
sorbida en la nuisance y en la negligence. En muchas ocasiones las tres reglas se aplican 
alternativamente por una mera cuestión de oportunidad, lo que supone una superposi-
ción de sus ámbitos de dominio en la materia.  
En primer lugar, la regla Rylands puede ser subsumida en los casos de private nui-
sance. Por ejemplo, se suelen regular como nuisance casos de responsabilidad por esca-
pes aislados82; o se acciona por daños a la propiedad y a los bienes muebles (chattels)83. 
La mayoría de veces, no obstante, la regla Rylands v Fletcher se trata como una forma 
especial de private nuisance, como una acción (tort) solamente contra la propiedad del 
suelo84. J. MURPHY da dos razones por las que cabe separar la regla Rylands y la private 
nuisance. La primera es que mientras que la private nuisance solamente cubre las inco-
modidades personales y los daños a la propiedad inmobiliaria85, la regla Rylands sirve 
también para proteger de daños personales y bienes muebles. La segunda se basa en que 
la regla Rylands establece una responsabilidad objetiva por daños ocasionados por esca-
pes aislados, con base a que de forma autorizada se llevan a cabo actividades poten-
cialmente peligrosas, o que el propietario de la industria que se beneficia de su actividad 
debe hacerse cargo de los daños que ésta ocasione86. Creo que la regla Rylands exige 
una previsibilidad del daño por el operador, mientras que en la private nuisance conoci-
da debe ser conocedor de la invasión o con una alta probabilidad87. 
Por otro lado, la subsunción de la regla Rylands en la negligence (negligencia) se ha 
producido tradicionalmente por varias razones. En primer lugar, la prueba de la culpabi-
lidad del agente se hace muy difícil88. En ocasiones, puede aplicarse el principio “res 
ipsa loquitur”, aunque este principio solamente permite rechazar la presunción de culpa, 
pero no produce una inversión de la carga de la prueba. En segundo lugar, las grandes 
industrias suelen oponerse a la acusación de culpa o negligencia argumentando que la 
actividad cumple con los principios BATNEEC89, o alternativamente ponen en tela de 
juicio los argumentos vertidos por el demandante entorno a su falta de un razonable 
cuidado de acuerdo con una negligencia ordinaria90. Otras voces –la gran mayoría- creen 
que la regla Rylands cada vez tiene menos importancia y debe ser reemplazada por el 
deber no delegable del control de las instalaciones91. 
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Dice J. MURPHY92 que a pesar de la claridad en su construcción de la Regla Rylands 
v. Fletcher93, así como la expansión de la aplicación del derecho de inmisiones también 
a los casos de escapes aislados, aquélla sigue aplicándose en los tribunales. El autor 
propugna porque la regla Rylands se aplique a emanaciones súbitas producidas por inci-
dentes aislados, a instalaciones peligrosas y cubra todo tipo de daños. No obstante, el 
autor no cierra la posibilidad de que la regla Rylands se aplique también a las invasiones 
continuas, lo mismo que la private nuisance pueda ampliarse a invasiones aisladas. En 
mi opinión, sería más apropiado aplicar los supuestos de negligencia a las invasiones 
aisladas producidas por actividades no peligrosas, dejando al margen las inmisiones 
conocidas para los casos de private nuisance (inmisión).  
C) Necesidad de construir un sistema estructurado y coherente.  
En nuestro ordenamiento jurídico, a falta de una regulación expresa de las inmisio-
nes vecinales o de una ley de responsabilidad civil por contaminación para actividades 
anormalmente peligrosas, los DCC se remiten al instituto de la responsabilidad civil por 
contaminación. Teniendo en cuenta lo anterior, en función de los intereses afectados por 
la invasión, el conocimiento de la emisión y/o la conducta del operador, la peligrosidad 
de la actividad y el fundamento de la responsabilidad, tenemos: 
1) Invasiones en el uso y disfrute de la propiedad ocasionadas por emisiones cono-
cidas por el operador como consecuencia del ejercicio loable de la industria (inmisio-
nes). El fundamento de la responsabilidad se produce por el hecho excesivo (art. 1908.2 
C.c.). No obstante, aun cuando un escape fuera desconocido, si la actividad prosigue sin 
poner remedio el operador a las mismas a pesar de que tenga conocimiento de su exis-
tencia, pasarán a ser consideradas emisiones conocidas.  
2) Invasiones dolosas. El fundamento de la responsabilidad es el dolo. Si bien:  
2.1) cuando las invasiones afecten el uso y disfrute de la propiedad solamente 
tendrán lugar cuando se causen maliciosamente;  
2.2) cuando las invasiones afecten otros intereses, serán dolosas también cuan-
do se produzcan como consecuencia de un hecho conocido.  
3) Invasiones a cualquier interés ocasionado por escapes no conocidos. En función 
de la peligrosidad de la actividad, el fundamentos de la responsabilidad será:  
2.1) responsabilidad por culpa: cuando un daño era previsible o evitable, apli-
cable a las actividades inocuas;  
2.2) responsabilidad cuasi objetiva: daños ocasiondos por industrias clasifica-
das, donde se aplican expedientes objetivadores de la culpa tales como la inversión 
de la carga de la prueba y el aumento de diligencia exigible;  
2.3) responsabilidad objetiva por riesgo: se aplica a los todos los daños produ-
cidos por un escape no conocido por el operador, por los riesgos anormales ocasio-
nados por actividades anormalmente peligrosas y siempre que el daño ocasionado 
entre dentro de los posibles riesgos típicos de la actividad (Regla Rylands en el 
common law, o por una ley especial), con independencia del grado de diligencia 
adoptado por el operador causante de la invasión. En ocasiones la responsabilidad 
por riesgo se aplica en materia de inmisiones (Regla Rylands).  
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Sería conveniente incoporar en el ordenamiento español una regulación de las inmi-
siones, siempre que logre un contenido sistemático y coherente con el devenir de la doc-
trina y la jurisprudencia, y con las soluciones existentes en el derecho comparado, des-
lindando los sujetos causantes de las inmisiones, los legitimados, la acción negatoria de 
inmisiones, los intereses afectados, etc. Su objetivo sería establecer un equilibrio entre 
los intereses de la industria y de los particulares. 
También debería aprobarse una ley de responsabilidad civil por contaminación para 
actividades anormalmente peligrosas (Anexo LPCIC). Serviría para aplicar este tipo de 
responsabilidad a toda clase de daños, con independencia del grado de conocimiento de 
la emisión. También serviría para establecer limitaciones a las cuantías reparables y 
para incorporar un seguro obligatorio de responsabilidad civil. Para el resto de supues-
tos de escapes no conocidos ocasionados por actividades peligrosas del RAMINP no 
incluidos en el régimen especial, podrá serguir utilizándose la jurisprudencia que desa-
rrolla la teoría de la responsabilidad cuasi objetiva. 
En la presente tabla se recoge los distintos fundamentos de la responsabilidad civil 
por contaminación, en función de los intereses perjudicados, grado de conocimiento de 
la emisión por el operador, y la peligrosidad de la actividad: 
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Tabla 1. Clasificación de los daños civiles por contaminación en función de los intereses perjudicados, 
conocimiento de la emisión por el operador, y de la peligrosidad de la actividad. 
La jurisprudencia y doctrina españolas no se rigen por compartimentos estancos, si-
no que suele aplicar la responsabilidad cuasi objetiva a todos aquellos daños ocasiona-
dos por las industrias, llamándoles “inmisiones”, independientemente de los intereses 
invadidos y del grado de conocimiento respecto de la emisión. Creo que para conseguir 
una armonización de la solución jurisprudencial española con países como Alemania o 
EEUU, se debería dotar de coherencia y sistematización al régimen jurídico de la tutela 
jurídica de los daños civiles por contaminación.  
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   53 
HINTEREGGER94 efectúa una clasificación de las distintas categorías del ilícito civil 
por contaminación: 1) El derecho de vecindad se aplica cuando de manera continua, 
excesiva e indirecta, una industria contamina e invade, de forma intolerable, los inter-
eses de propietarios u ocupantes legales en el uso y disfrute de la propiedad (inmisio-
nes). Tiene la desventaja, con respecto a los supuestos de responsabilidad por culpa u 
objetiva, que en la mayoría de regulaciones no se cubren los daños personales. Este 
régimen no requiere la prueba de la culpa. 2) Responsabilidad cuasi objetiva, a través de 
los expedientes de inversión de la carga de la prueba o aumento de la diligencia exigi-
ble, lo que le aproxima, de facto, a la responsabilidad objetiva. Este tipo de responsabi-
lidad se aplica a todo tipo de daños: morales, personales (y salud) y patrimoniales. 3) La 
responsabilidad objetiva por riesgo se aplica cuando una ley especial en materia am-
biental lo prevea. También se regula por previsiones específicas recogidas en los códi-
gos civiles por daños ocasionados en la realización de una actividad peligrosa: por su 
naturaleza o la naturaleza de los medios utilizados (art. 2050 C.c. italiano); derivado de 
las personas o cosas de las que el titular responde por estar bajo su dirección o guardia 
(arts. 1384 1º C.c. francés); cuando los objetos peligrosos sean defectuosos, que se rela-
ciona con una condición peligrosa (art. 1384 1º belga); por sustancias peligrosas y con-
taminación que conlleve un significativo riesgo de daño (art. 6:175 BW holandés); o por 
inmisiones excesivas y nocivas (art. 1908.2 C.c. español).  
Por su parte, EEKELAAR95 los clasifica en: 1) intentional and unreasonable invasión 
en el uso y disfrute de la propiedad. La invasión intencional se produce cuando el cau-
sante de la misma conocía que el escape era el resultado, o podía serlo con una alta pro-
babilidad, del ejercicio de una actividad de su propiedad y aún así persiste en la misma. 
La intencionalidad se predica de la previsibilidad de la invasión con respecto del acto u 
omisión que lo causa. 2) Negligence: invasiones no intencionales producidas con una 
conducta negligente. Aquí el causante no tiene el nivel de conocimiento o certeza ante-
rior y se juzga si conocía o debería haber conocido las circunstancias que razonable-
mente podían prever el daño, es decir, si las consecuencias del escape eran razonable-
mente previsibles, así como si debería haber tomado precauciones para evitarlo96. 3) 
Strict liability. Escape proveniente de una actividad especialmente peligrosa, con inde-
pendencia de si el responsable conocía o debería haber conocido los factores que hacían 
el escape probable y si tomó o debería haber tomado precauciones para evitarlo. En los 
casos de negligencia y responsabilidad estricta, a diferencia de la private nuisance, se 
cubren los daños a las propiedades y a las personas. 
En definitiva, en common law inglés, la private nuisance, la negligence y la regla 
Ryland vs. Fletcher (strict liability) son las tres causas por las que se fundamenta la ac-
ción de responsabilidad civil por contaminación. 
  
                                                 
94
 HINTEREGGER, op. cit., pp. 67-76. 
95
 EEKELAAR, J.M.: op. cit., pp. 203-207.  
96
 Meehan v. State, 95 Miss. 2d 678, 408 N.Y.S.2d 652 (N.Y.Ct.Cl. 1978).  
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Capítulo 2. Tutela del particular frente a los daños civiles por conta-
minación. Mención especial a la regulación de las inmisiones y a la ac-
ción de responsabilidad civil. 
I) Tutela jurídica frente a los daños civiles por contaminación. 
1) Responsabilidad patrimonial de la Administración. 
En la redacción del art. 9.4º LOPJ anterior a la modificación efectuada por el art. 
Único de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio, se indicaba que:  
«Los [tribunales] del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones 
que se deduzcan en relación con los actos de la Administración Pública sujetos a Derecho 
Administrativo y con las disposiciones reglamentarias». 
 Con la modificación efectuada por el art. Único de la Ley Orgánica 6/1998, de 13 
de julio se añadió un 2º párrafo a este artículo en el que se indicaba que  
«Conocerán, asimismo, de las pretensiones que se deduzcan en relación con la respon-
sabilidad patrimonial de las Administraciones públicas y del personal a su servicio, cualquie-
ra que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que se derive. Si a la produc-
ción del daño hubieran concurrido sujetos privados, el demandante deducirá también frente a 
ellos su pretensión ante este orden jurisdiccional». 
Esto significa que, en el caso de que el perjudicado deseara accionar contra la Ad-
ministración y contra el sujeto privado (el litisconsorcio pasivo en este caso no es nece-
sario), deberá acumular esta última acción a la primera, pues de lo contrario se extin-
guiría su acción por haber renunciado tácitamente. Ello sin perjuicio de que el perjudi-
cado pueda entablar únicamente la acción de responsabilidad civil contra el particular 
causante del daño, lo que se dilucidará en el orden civil, salvo que el órgano judicial 
tenga constancia de que previa o simultáneamente a la acción civil se haya interpuesto 
demanda en el orden contencioso-administrativo contra la Administración, en cuyo caso 
se declarará incompetente y se remitirá a éste último. 
Demandados ambos sujetos en el orden contencioso-administrativo cada uno de 
ellos responderá de acuerdo con el régimen jurídico que le sea aplicable, es decir, a la 
Administración le será aplicable la LRJPAC y el RPRP –responsabilidad patrimonial- y 
al sujeto privado, a falta de normas especiales, el art. 1902 C.c. –responsabilidad civil 
extracontractual general- y concordantes del C.c. En el caso de que no se pueda deter-
minar el grado de imputación de responsabilidad de cada una de las partes causantes del 
daño, los demandados responderán de forma solidaria, sin perjuicio de que la Adminis-
tración, en el caso de que satisfaga la totalidad de la indemnización, pueda repetir contra 
el codemandado hasta el importe del 50% del daño, si no ha sido posible, en el proce-
dimiento en el que se dilucide esta cuestión, la determinación exacta de la responsabili-
dad de cada demandado. Así, en los casos en los que se pretenda demandar conjunta-
mente a ambos sujetos, previamente habrá que demandar a la Administración Pública, 
por lo que, dado que el plazo de la acción de responsabilidad patrimonial del demanda-
do particular prescribe en un año desde la producción del daño será conveniente que se 
comunique a éste la iniciación del procedimiento de responsabilidad patrimonial, lo que 
servirá a efectos de interrupción de la prescripción. 
El procedimiento de responsabilidad patrimonial contra la Administración se regula 
en los arts. 132 a 146 LRJPAC y, en su caso, contencioso-administrativa, cuando el res-
ponsable, por acción u omisión, es una Administración Pública. Los supuestos en los 
que cabe la responsabilidad patrimonial son:  
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1) Por la acción administrativa97, de la propia Administración o por bienes objeto de 
protección administrativa. La Administración puede causar también un daño por acción 
o culpa “in commitendo” (desviación de poder). 
2) Omisión de su función de control o protección ambiental98. La Administración 
puede causar un daño por culpa “in vigilando” (cuando no impide la causación de un 
daño por ignorar su deber impuesto legalmente de vigilancia o de control de ciertas ac-
tividades o actuaciones), o culpa “in ommitendo” (al no prestar el servicio de protección 
del medio ambiente que tiene atribuido). Estos dos últimos tipos de responsabilidad se 
configuran dentro de la categoría de funcionamiento anormal, por lo que la clave se 
centra en determinar en qué casos esa omisión o esa falta de vigilancia es causa del 
hecho dañoso, que habrá que ver en términos de negligencia, es decir, de eficacia exigi-
ble a los servicios públicos (en el caso de las actividades sujetas a autorización tiene un 
contenido ambiental muy elevado)99. Un supuesto muy habitual es el relativo a los casos 
en que pese a las denuncias de terceros sobre los posibles riesgos ambientales derivados 
de una actividad autorizada, la Administración no actúa y posteriormente se produce un 
resultado dañoso (culpa in omittendo)100. 
                                                 
97
 CONDE ANTEQUERA, J., El deber jurídico de restauración ambiental…, op. cit., pp. 366-373. La 
actividad de la propia Administración se refiere a su actividad de prestación de servicios de forma directa, 
ya sea prestado por funcionarios o por cualquier agente empleado; su actividad jurídica consistente en la 
emisión de normas, cuando la regulación que desarrolla no es la adecuada, y concesión de autorizaciones, 
cuando éstas son ilícitas o no se ha verificado el cumplimiento de medidas correctoras; responsabilidad 
subsidiaria del Estado y demás entes públicos por los delitos o faltas que cometan las autoridades o fun-
cionarios (Código Penal y art. 145 LRJPAC);o por su actividad de prestación de servicios públicos de 
forma indirecta, a través de concesiónes principalmente. Finalmente, por los daños causados por recursos 
naturales protegidos a particulares en su persona o en sus bienes. 
98
 CONDE ANTEQUERA, J., El deber jurídico de restauración ambiental…, op. cit., pp. 366-373. Los 
supuestos son: por la omisión de un servicio público obligatorio, para lo cual hay que estar al listado de 
servicios obligatorios del a LRBRL, tanto si vulnera derechos de los particulares personales o patrimonia-
les o derechos fundamentales; por la omisión de su deber normativo cuando es preciso, es decir, cuando 
no haga uso de su potestad reglamentaria para producir esa normativa protectora que tiene la obligación 
de dictar, así como por la falta de previsión exigible a la normativa en cuestión en cuanto a los límites; 
por no instar judicialmente la restauración de sus bienes ambientales en las que corresponda solicitar al 
órgano judicial la condena a la restauración ambiental; cuando se causen daños por actividades prohibidas 
o que sobrepasen lo dispuesto en la autorización administrativa, en el caso de que la Administración com-
petente haya omitido su deber de vigilancia; cando se produzcan daños ambientales a causa de accidentes 
de gran magnitud y trascendencia en actividades y la Administración no actúe con carácter de urgencia; y 
cuando se causen daños por actividades permitidas que no sobrepasen los límites establecidos por la nor-
mativa administrativa o la autorización, por no haber prevenido suficiententente la causación del daño 
mediante una regulación adecuada (culpa in vigilando). En este supuesto «sería procedente fundamentar 
la responsabilidad en la existencia de culpa o negligencia administrativa cuando, pudiendo haber regulado 
efectivamente una materia conforme al estado de la técnica, por tardanza o negligencia no lo ha hecho en 
el momento y forma oportunos».  
99
 SERRANO PAREDES, O.: “En torno a la existencia o no de responsabilidad ambiental por el ejerci-
cio de actividades autorizadas”, Revista Jurídica Española La Ley, núm 6126, 12 de noviembre de 2004, 
pp. 18-21. Pero dicha negligencia, según el autor (pág. 18) «no tiene un contenido estático sino, por el 
contrario, cambiante en función de la naturaleza del servicio público, de tal forma que habrán de tenerse 
en cuenta multitud de elementos entre los que se hayan: el grado de tutela de la Administración en este 
tipo de actividad y el que efectivamente prestó (si el daño hubiera sido previsible y evitable con una ade-
cuada inspección), la naturaleza del contenido del título autorizatorio, el nivel de discrecionalidad de la 
Administración que lo ha otorgado, las previsiones que se tuvieron en cuenta en el momento del otorga-
miento de la autorización, etc.; esto es, habrá que determinar que nivel de funcionamiento, en definitiva, 
de eficacia se exige a cada servicio público». 
100
 MORETÓN SANZ, Mª. F.: “Responsabilidad civil extracontractual e inmisiones medioambientales: 
los daños causados por inmisiones sonoras y electromagnéticas”, Revista crítica del derecho inmobiliario, 
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Para la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración se requiere 
la existencia de un daño, que ha de ser efectivo, evaluables económicamente e indivi-
dualizado en una persona o grupo (art. 139.2 LRJPAC) y antijurídico (art. 141.1 
LRJPAC). Para considerarse antijurídico el daño basta con que el administrado no tenga 
el deber jurídico de soportarlo101. La responsabilidad es de carácter objetivo, pues surge 
del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, por lo que es indiferente 
que el daño se haya causado interviniendo culpa o negligencia o que la conducta sea 
conforme o no a Derecho. Se requiere relación de causalidad entre el funcionamiento 
normal o anormal de los servicios públicos y el daño causado a los particulares (art. 
139.1 LRJPAC), que podrá surgir tanto por la actividad como por la inactividad admi-
nistrativa. Según CONDE ANTEQUERA, se establecen diferentes consecuencias al hecho 
de que se produzca el daño por el funcionamiento normal o anormal del servicio, indi-
cando que en el primer caso la relación de causalidad existirá cuando el daño sea conse-
cuencia de la actuación administrativa, mientras que en el segundo caso, se permite la 
responsabilidad por omisión, así como con la concurrencia de factores en la producción 
del daño cuya influencia ha de ser analizada para inferir la existencia o no de dicho nexo 
de causalidad y que se dilucidará aplicando la teoría de la causalidad adecuada102. La 
rotura del nexo causal se produciría en casos de fuerza mayor.  
Si no hay autorización debiendo haberla, o no hay respeto de su contenido, el juez 
deberá decidir si, con independencia de la responsabilidad que le corresponda al infrac-
tor, la Administración hubiera cumplido con sus potestades funcionales y con sus pode-
res-deberes ese daño se hubiera podido evitar. 
En materia de contratación pública, la titularidad de una competencia administrati-
va de policía no comporta por sí misma la asunción de responsabilidad por parte de la 
Administración en relación con los daños causados por las infracciones cometidas por 
parte de los sujetos sometidos a la intervención administrativa, siendo además necesaria 
la concurrencia de los requisitos necesarios para la existencia de responsabilidad patri-
monial de la Administración103.Por otra parte, la solidaridad entre los responsables se 
vincula a la concurrencia de los presupuestos necesarios para la existencia de responsa-
bilidad (STS 2.11.2007 [RJ 2008 ,13]). Lo mismo cuando concurran otras administra-
ciones territoriales (art. 140.2 LRJPAC104)105.  
El plazo de prescripción en el caso de daños que sean permanentes, persistentes, 
evolutivos y no estáticos no comienzan a computarse hasta su definitiva producción, 
supuesto habitual de los casos de omisión de los poderes de policía y vigilancia106. La 
legitimación activa se amplia a las comunidades de propietarios y a las asociaciones de 
vecinos, con base en una interpretación flexible del art. 19 LJCA107.  
                                                                                                                                               
Nº 722, 2010, p. 2960. SERRANO PAREDES, O.: “En torno a la existencia o no de responsabilidad…”, op. 
cit., p. 18. En este último caso se suscitan más problemas que en la culpa in vigilando, en cuanto «no 
aparece fijado el grado o nivel de vigilancia que la Administración debió ejercer».  
101
 SERRANO PAREDES, O.: “En torno a la existencia o no de responsabilidad...”, op. cit., p. 17. 
102
 CONDE ANTEQUERA, J.: El deber jurídico de restauración ambiental…, op. cit., págs. 359-362. 
103
 STS 2.11.2007 (RJ 2008 ,13). 
104
 El art. 140.2 LRJPAC dispone que «En otros supuestos de concurrencia de varias Administracio-
nes en la producción del daño, la responsabildiad se fijará para cada Administración atendiendo a los 
criterios de competencia, interés público tutelado e intensidad de intervención. La responsabilidad será 
solidaria cuando no sea posible dicha determinación». 
105
 STS 2.11.2007 (RJ 2008 ,13). 
106
 JORDANO FRAGA, J., “Administración y responsabilidad por daños…”, cit. , pág. 320. 
107
 SAP Córdoba 23.12.2009 (JUR 2009, 200426), FD 4º. 
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2) Tutela jurídico-privada del particular. 
La tutela del daño civil por contaminación puede regularse por: relaciones de ve-
cindad (art. 590 C.c.)108, responsabilidad civil extracontractual (1902 C.c.)109 y por inmi-
siones (art. 1908.2 C.c.110), y por abuso de derecho (7.2 C.c.)111. A veces se citan los arts. 
590, 1902 y 1908.2 y 4 C.c. de manera genérica112. 
También se suele utilizar por la doctrina y la jurisprudencia la tutela posesoria fren-
te a perturbaciones ilegítimas113, art. 7.2 LPH y arrendamientos urbanos114, tutela suma-
ria de los DDFF - integridad física y moral (art. 15 CE), intimidad personal y familiar 
(art. 18 CE) e inviolabilidad del domicilio (art. 21 CE) y recogida por la doctrina del 
TEDH115-. Finalmente, por intromisiones ilegítimas a la intimidad familiar y familiar del 
art. 7 LO 1/82116, y por demolición de construcciones que no respeten las prescripciones 
y limitaciones vecinales ex art. 49 TRLS08117.  
A) En el Derecho civil común: inmisiones en las relaciones de vecindad, ac-
ción de responsabilidad civil y prohibición del abuso del derecho.  
Existen opiniones dispares por parte de la doctrina española en torno a la funda-
mentación jurídica de la tutela por DCC. Por ejemplo, MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO 
afirma que, siendo el art. 1902 C.c. la base del Derecho de daños codificado, el TS ha 
acudido a él a la hora de resolver los conflictos que plantean los daños medioambienta-
les118. Por su parte, MORENO TRUJILLO dice que la responsabilidad civil tradicional por 
daño ambiental se refiere a la aplicación del instituto de la responsabilidad civil extra-
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 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental… (I)”, op. cit., p. 799. CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: “La 
responsabilidad por daños ambientales según la jurisprudencia civil”, Revista de Derecho Ambiental, 
núm. 6, julio-diciembre 1990, p. 84. HERRERA DEL REY, J.: La defensa jurídica contra la contaminación 
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 ÁLVAREZ LATA, N.: loc. cit. CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: loc. cit. CILLERO DE CABO, P.: “La prue-
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contractual (arts. 1902 y 1908 C.c.) en conjunción con la teoría de las inmisiones indus-
triales en sede de las relaciones de vecindad (arts. 1908 y 590 C.c.) e, incluso, mediante 
la aplicación de la prohibición del abuso del derecho ante la amenaza del daño (art. 7.2 
C.c.)119. Según PARRA LUCÁN, solamente tendrá lugar la acción de responsabilidad civil 
ambiental ex art. 1.902 C.c. cuando se produzcan daños a particulares, para lo cual pone 
el ejemplo de la contaminación de las aguas que causan perjuicios a explotaciones agrí-
colas o piscícolas, sin tener en cuenta el daño ecológico experimentado por el curso del 
agua120. Por su parte, SANTOS BRIZ relaciona los daños tradicionales en materia de aguas 
al art. 1.902 y 1.903 C.c.121 Asimismo VINAIXA MIQUEL dispone que, en defecto de un 
régimen genérico o sectorial de responsabilidad civil por daños al medio ambiente de-
berá acudirse al régimen de responsabilidad civil del art. 1.902 C.c., salvo que se trate 
de daños que estén expresamente excluidos del ámbito de aplicación del régimen 
común, que se regirán bien por el art. 1.908 C.c., o mediante leyes especiales como la de 
responsabilidad civil por daños nucleares122. POZUELO PÉREZ directamente vinculan el 
daño producido a los particulares con una agresión ambiental subsumible en el art. 
1.908 C.c., sin hacer mención alguna del art. 1.902 C.c.123. MORENO TRUJILLO dice que el 
art. 590 C.c. sirve tanto para fundamentar una acción negatoria como para determinar si 
se ha obrado con diligencia cuando lo ejercitado es una acción de responsabilidad124. Por 
su parte, el art. 1902 C.c., como cláusula general de responsabilidad civil, podría abar-
car todo tipo de daños. Además, el art. 7.2 C.c. sirve de soporte para argumentar cuándo 
una inmisión es abusiva, es decir, cuando supera lo “tolerable” que se encuentra en el 
espíritu del art. 590 C.c., así como para decidir si las inmisiones denunciadas entran 
dentro del concepto de “humos excesivos” del art. 1908.2 C.c.125.  
En mi opinión, la construcción doctrinal de la utilización de los remedios jurídico-
civiles en materia de DCC es confusa y en ocasiones llega a fallos de los tribunales ma-
nifiestamente opuestos en supuestos de hecho sustancialmente iguales entre sí. Por ello, 
creo necesario, una vez más, realizar una clarificación y ordenación sistemática en la 
línea existente en otros países con mayor tradición de regulación, legal o a través de la 
jurisprudencia, de este tipo de daños, p. ej. en EEUU. 
En Argentina, la regulación de los daños civiles por contaminación se hace en sede 
de los arts. 2618 C.c. (inmisiones) y 2621 C.c. (relaciones de vecindad), dentro de las 
normas referentes a restricciones y límites del dominio; art. 2499 C.c. (denuncia del 
daño temido), y, art. 1113 C.c. como eje central regulador de la responsabilidad por 
daños causados por cosas o personas bajo control o dependencia126. 
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En el common law, los principales remedios jurídicos contra una contaminación que 
perjudique intereses privados son: acción de daños y perjuicios (reparación) -damages 
(compensation)-, acción de cesación y abstención –injunction-, y medidas de reducción 
adoptadas por el propio afectado por el daño -abatement (self-help)127-. La action for 
damages es compensatoria y la injunction preventiva, si bien esta última en la mayoría 
de los casos se suspende para permitir a los demandados corregir las causas de la con-
taminación128. También existe la denominada abatement (self-help), pero se ha dicho 
que se trata de un remedio un tanto anclado en el pasado. La injunction permite que las 
actividades que produzcan problemas ambientales puedan ser paralizadas o restringidas 
por orden de los tribunales. La action for damages permite la compensación por cual-
quier daño sufrido (en materia de nuisance tendrá relación con el uso y disfrute de la 
propiedad inmobiliaria), así como por los costes de limpieza. Desde un punto de vista 
positivo, estos remedios civiles no provocan un nuevo análisis en el balance de los dere-
chos del demandante y del demandado. Analizado en su faceta negativa, estos remedios 
no sirven para la protección directa del medio ambiente.  
Por otro lado, la aplicación del abuso del derecho puede servir, a priori, para tutelar 
al particular contra determinados DCC. El art. 7.2 C.c. reza lo siguiente: 
«La Ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo. Todo acto u 
omisión que por la intención de su autor, por su objeto o por las circunstancias en que se re-
alice sobrepase manifiestamente los límites normales del ejercicio de un derecho, con daño 
para tercero, dará lugar a la correspondiente indemnización y a la adopción de las medidas ju-
diciales o administrativas que impidan la persistencia en el abuso».  
La doctrina mayoritaria129 ha clasificado los requisitos del abuso del derecho en: 1) 
un acto inicialmente lícito, consistente en el ejercicio de una prerrogativa que el Dere-
cho reconoce como derecho subjetivo (en el caso de la omisión siempre que haya obli-
gación de hacer). 2) La acción ha de sobrepasar manifiestamente los límites normales 
del derecho, es decir, ha de constituir un ejercicio anormal del mismo. Son los tribuna-
les quienes deben valorar cuáles son estos límites, para lo que deben atender a las nor-
mas administrativas, a los usos del lugar o a dictámenes periciales (art. 590 C.c.)130. 3) 
El acto ha de producir un daño para tercero. El bien dañado no deberá ser un derecho 
subjetivo, sino un interés protegible no protegido por una específica prerrogativa jurídi-
ca (naturaleza excepcional del art. 7.2 C.c.) 131.  
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No obstante, en los DCC los bienes gozan de protección específica en los arts. 590, 
1902 y 1908 C.c.132. Por ejemplo, DE MIGUEL PERALES dice que la solución de la STS 
14.2.1944 (RJ 1944, 293) ya no es necesaria, en cuanto «se ha aceptado la existencia de 
una responsabilidad civil objetiva aplicable a ciertas áreas de la actividad humana». La 
responsabilidad civil comprende el abuso del derecho, ya que ambas figuras contienen 
los mismos supuestos de hecho (hecho generador de un daño) y la misma reacción jurí-
dica: la reparación del daño y la adopción de medidas para evitar que el daño se repita el 
el futuro. Al menos en lo que se refiere a los casos de responsabilidad objetiva, siendo 
de aplicación prevalente en este tipo de daños133.  
Hay quien dice que las inmisiones perjudiciales pueden fundamentarse en el art. 7.2 
C.c. o en el art. 1908.2 C.c., indistintamente134; o a mayor abundamiento. Por otro lado, 
un sector doctrina afirma que la aplicación de la doctrina del abuso del derecho sirve de 
gran utilidad a las agresiones privadas originadas por la contaminación, pues permite 
indemnizar los daños causados y adoptar las medidas judiciales o administrativas de 
cesación, lo que puede otorgar viabilidad a la tutela preventiva del daño135, pero no si el 
daño ha acaecido, por cuanto en este caso se aplicaría la acción de responsabilidad civil 
extracontractual136. Creo que la tutela que se consigue con el abuso del derecho solo 
puede acometer la evitación de nuevos daños (tutela inhibitoria) y, en ningún caso, la 
tutela preventiva pura, al igual que en el art. 1908.2 C.c.  
Finalmente se afirma que el abuso del derecho puede servir como criterio determi-
nante del límite a partir del cual una conducta inmisiva puede considerarse abusiva o no. 
Por ejemplo, hay autores que opinan que suele acontecer que toda relación de vecindad 
en que se producen inmisiones que exceden el límite de la normal tolerancia implica un 
manifiesto abuso del derecho, por lo que, a falta de precepto específico en el ordena-
miento jurídico-civil español que haga referencia a los criterios del uso normal y de la 
normal tolerancia, puede aplicarse el art. 7.2 C.c137. El abuso del derecho permite decla-
rar la ilicitud de intromisiones molestas, que tiene su concreción normativa en los arts. 
590 y 1908 C.c.138, o de forma conjunta con éstos, para ayudar a determinar el concepto 
de “humos excesivos” del art. 1908.2139. Por su parte, el Tribunal Supremo señala que es 
regla fundamental que la propiedad no puede llegar más allá de lo que el respeto al ve-
cino determina140, cuando las inmisiones sobrepasen manifiestamente los límites norma-
les del ejercicio de un derecho (art. 7.2. C.c.) 141.  
                                                 
132
 EVANGELIO LLORCA, R.: “El límite entre las inmisiones…”, op. cit., pp. 887-888. 
133
 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., p. 127-132.  
134
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: “La responsabilidad civil por inmisiones y daños al medio ambiente”, 
Anuario de Derecho Civil, Vol. Nº 49, Nº 1, 1996, p. 16.. 
135
 CÁRCABA FERNÁNDEZ, M.: op. cit., pp. 157. JORDÁ CAPITÁN, E.: El derecho…, op. cit., pp. 274-
276. LUQUÍN BERGARECHE, R.: op. cit., pp. 215 y 216. MORENO TRUJILLO, E.: La protección jurídico-
privada…, op. cit., p. 159. 
136
 JORDÁ CAPITÁN, E.: El derecho…, op. cit., pp. 277-279. 
137
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, op. cit., p. 61. DÍAZ ROMERO, Mª DEL 
R.: “La acción negatoria frente a inmisiones en el derecho de propiedad”, en Estudios jurídicos en home-
naje al profesor L. Díez-Picazo, coord. por Cabanillas Sánchez, A. Vol. 3, Madrid, Civitas, 2003, pp. 
3699, 3705-3706. 
138
 DÍAZ ROMERO, Mª DEL R.: “Comentario a la STS 19 julio 2006 (RJ 2006, 4731)”, Revista de de-
recho patrimonial, Nº 18, 2007, p. 371. 
139
 NIETO ALONSO, A.: op. cit., pp. 1620-1621. 
140
 SSTS 17.2.1968 (RJ 1968, 1111) y 12.12.1980 (RJ 1980, 4747). 
141
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, op. cit., p. 62. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   61 
Otros autores afirman que explotar normalmente una industria no puede considerar-
se abuso de un derecho, y sin embargo, de una explotación realizada sin excesos (y sin 
intención de dañar y con un fin serio y legítimo), sin sobrepasar los límites del ejercicio 
del derecho, pueden derivarse inmisiones, concretadas a través de la teoría del uso nor-
mal y de la normal tolerancia142. Esto se puede interpretar en el sentido de que el abuso 
de derecho actúa sobre el ejercicio del derecho, mientras que el uso normal sobre la in-
misión misma. En el primer caso se está en presencia de una análisis jurídico, mientras 
que en el segundo en un análisis fáctico. 
B) El derecho a la vida privada y familiar y a la inviolabilidad del domicilio. 
La Constitución Española ha de situarse en la cúspide del Derecho de vecindad, so-
bre todo en lo referente a su interpretación143, tanto en cuanto a los principios rectores y 
sociales: derecho a un medio ambiente adecuado (art. 45 CE) 144, protección a la salud 
(art. 43) y función social de la propiedad (arts. 33.2). También a los derechos y valores 
de la persona en su sentido individual: integridad física y moral (art. 15 CE), intimidad 
personal y familiar (art. 18.1 CE), inviolabilidad del domicilio (art. 18.2 CE), la digni-
dad de la persona y el libre desarrollo de su personalidad (art. 10), etc. En concreto, la 
protección contra el ruido se halla en los arts. 15145, 10 y 18 CE146, que garantizan el li-
bre desarrollo de la personalidad de los ciudadanos en el seno del domicilio147. En estos 
casos, en el ámbito civil, este tipo de daños se suscitarán a través del juicio ordinario 
previsto en los arts. 249.2 y 399 a 436 LEC.  
Por otro lado, los atentados graves al medio ambiente pueden afectar al bienestar de 
las personas y privarlas del disfrute de su domicilio perjudicando su vida privada y fa-
miliar, como consecuencia de la influencia de una jurisprudencia del TEDH148 que in-
terpreta en este sentido el art. 8º del Convenio de Roma de 1950 relativo al derecho a la 
vida privada y familiar y a la inviolabilidad del domicilio. Citando el tenor literal del 
art. 8.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos de 1950: «Toda persona tiene 
derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su corresponden-
cia». Este artículo hay que ponerlo en conjunción con el art. 10.2 CE, por cuanto con 
base a éste habrá que tener en cuenta el sistema de garantías y control de aplicación del 
Convenio de 1950: «Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las liberta-
des que la Constitución reconoce, se interpretarán de conformidad con la Declaración 
Universal de Derecho Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las 
mismas materias ratificados por España».  
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El caso más significativo de la jurisprudencia del TEDH es la S. 9.12.1994 (caso 
López Ostra contra el reino de España [TEDH 1994, 3]), que afirma que «los atentados 
graves contra el medio ambiente pueden afectar al bienestar de una persona y privarla 
del disfrute de su domicilio de un modo que llegue a perjudicar su vida privada y fami-
liar, sin necesidad de que también haya de poner en grave peligro la salud de la intere-
sada, por lo que resulta preciso atender al justo equilibrio entre los intereses concurren-
tes del individuo y de la sociedad en su conjunto». La STEDH 9.12.1994 fue asimilada 
por el TC en sus SSTC 24.5.2001 (RTC 2001, 119) y 16/2004, de 23.2.2004, en las cua-
les está la noción de “intimidad domiciliaria” como un derecho fundamental emanado 
del art. 18 CE en relación con el art. 10.1 CE, y que garantiza el libre desarrollo de la 
personalidad de los ciudadanos en su propio domicilio149.  
Es jurisprudencia consolidada150 que afirma que, a raíz del reconocimiento constitu-
cional de unos DDFF, con tutela jurídica reforzada, se ha abierto paso la tendencia a 
considerar las inmisiones gravemente nocivas151, cuando afectan a la persona152, en rela-
ción con su sede o domicilio, atentados o agravios inconstitucionales a su derecho a la 
intimidad (art. 18.1 CE) 153, puesto que dicho derecho reclama para su ejercicio pacífico, 
muy especialmente, dentro del recinto domiciliario y su entorno, un ámbito inmune 
frente a las agresiones perturbadoras, procedentes del exterior, que no exija el deber 
específico de soportarlas, entre las que se encuentran los ruidos desaforados y persisten-
tes, pues, aunque estos procedan en principio del desarrollo de actividades lícitas, dejan 
de serlo cuando se traspasan determinados límites, en la medida en que impidan o difi-
culten gravemente el libre desarrollo de la personalidad, siempre y cuando la lesión o 
menoscabo provenga de actos u omisiones de entes públicos a los que sea imputable la 
lesión producida154. La aplicación del art. 18 CE implica la existencia de un ámbito pro-
pio y reservado frente a la acción y defensa de la calidad de vida155, lo que se ha venido 
relacionado en ocasiones con un auténtico derecho a la tranquilidad derivado del dere-
cho a la intimidad domiciliaria, y que se conecta con la protección de un cierto nivel de 
calidad medioambiental de vida156; un ámbito excluido tanto del conocimiento ajeno 
como de las intromisiones de terceros, y cuya delimitación de este ámbito ha de hacerse 
en función del libre desarrollo de la personalidad157.  
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Si bien se constata con cada vez mayor frecuencia el uso del procedimiento de pro-
tección de los DDFF158, la realidad es que los tribunales159 suelen desestimar este tipo de 
demandas, por cuanto resulta difícil fijar en qué medida las inmisiones suponen la vul-
neración del derecho a la intimidad personal y familiar y a la inviolabilidad del domici-
lio, o si se trata de una cuestión simplemente de jurisdicción ordinaria. Tradicionalmen-
te los poderes públicos han rehuido la aplicación del art. 18.1 CE en casos de inmisiones 
en el ámbito de la intimidad domiciliaria, inclinándose por otras categorías constitucio-
nales como la calidad de vida (art. 45 CE)160.  
Algunos autores muestran rechazo a la invocación del derecho a la inviolabilidad 
del domicilio frente a molestias domiciliarias a causa de inmisiones, entendiendo que 
este derecho debe proteger sólo las invasiones domiciliarias de carácter físico, ya que la 
intimidad, de acuerdo con la concepción tradicional, se identifica con el poder concedi-
do a la persona sobre el conjunto de actividades que forman su círculo íntimo, personal 
y familiar, poder que le permite excluir intromisiones ilegítimas161. De admitirse que las 
inmisiones son también intromisiones, el ámbito de las inmisiones en las relaciones de 
vecindad sería tan amplio que abarcaría todo tipo de normas162.  
En la práctica, se suele aplicar por los tribunales la doctrina del TEDH a mayor 
abundamiento en cuanto es susceptible de incrementar la protección prestada desde los 
institutos tradicionales del Derecho Civil. Además, los fenómenos inmisivos atentan 
más que contra la intimidad o la inviolabilidad domiciliaria, contra un mínimo exigible 
de calidad de vida, entendida ésta como desenvolvimiento del libre desarrollo de la per-
sonalidad consagrado en el art. 10.1 CE.  
También se apuesta por utilizar los preceptos constitucionales a modo de elementos 
de interpretación de las inmisiones ilegítimas, reinterpretando el contenido de los artícu-
los tradicionales en materia de relaciones de vecindad, mediante una lectura moderna de 
las mismas a la luz de los preceptos de la Constitución, o acudiendo a la LO 1/82. Se ha 
dicho que esta solución reelabora una teoría ya existente en el propio C.c.a costa de la 
desnaturalización del contenido de determinados DDFF como el de la intimidad o la 
privacidad, cuestión que puede no ser necesaria163.  
En materia de ruidos, la mayoría de la doctrina apuesta porque las inmisiones rui-
dosas sigan formando parte de las inmisiones en sede de las clásicas relaciones de ve-
cindad, sin necesidad de buscar enrevesadas argumentaciones para aplicar la doctrina 
del TEDH, o, a lo sumo, considerando las inmisiones sonoras como intromisiones ilegí-
timas de la LO 1/82164. Otros autores han invocado el derecho la integridad física y mo-
ral (art. 15)165, cuando la exposición continuada a unas inmisiones (generalmente acústi-
cas) ponga en grave peligro la salud de las personas166.  
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C) La Ley Orgánica 1/1982 en materia de intromisiones ilegítimas. 
Una parte de la doctrina167 y la jurisprudencia168 han planteado la posibilidad de que 
ciertos daños ambientales o inmisiones, señaladamente la contaminación acústica, sean 
calificados como intromisión ilegítima a la intimidad personal y familiar, y protección 
del domicilio, incardinado en el art. 7 de la LO 1/1982. Por ejemplo, ALONSO PÉREZ 
considera que las intromisiones ilegítimas en la intimidad personal y familiar son tam-
bién inmisiones169. HERRERA DEL REY dispone que, cuando los ruidos molestos afectan 
al individuo dentro de su domicilio, considerando estas inmisiones como daño moral, 
los particulares pueden acudir al art. 7 LO 1/1982, ya que «por una u otra vía, lo cierto 
es que los Tribunales civiles españoles están poco a poco tejiendo un cierto «derecho a 
la tranquilidad», en particular dentro del domicilio, derivado del derecho a la intimi-
dad»170. En la jurisprudencia, afirma la STS 29.4.2003 (RJ 2003, 3041) que se tratan de 
nuevas formas o procedimientos que alteran la paz familiar y el entorno privado que 
constituyen intromisiones ilegítimas frente a las cuales cabe y es obligada la tutela judi-
cial, pudiendo incardinarse este tipo de intromisiones ilegítimas en el art. 18 CE y, por 
tanto, en la LO 1/82. La STS 29.4.2003 (RJ 2003, 3041) dispone que «En efecto, el de-
recho a la intimidad […], ha cobrado una mayor dimensión que, en cierto modo, espiri-
tualiza su finalidad, relacionándolo con el ámbito propio de la personalidad, que debe 
ser protegido de cualquier in[j]erencia o intromisión». No obstante, la acción de respon-
sabilidad civil y la acción de intromisión ilegítima de la LO 1/82 se pueden ejercer de 
forma acumulada, dado que no son acciones contradictorias171, ni imposibilitan que por 
el juego del principio iura novit curia el órgano judicial resuelva la cuestión aplicando 
una u otra acción. Es posible la incardinación de un mismo hecho relativo a inmisiones 
contaminantes que afecten al ámbito domiciliario que se resuelvan tanto al amparo del 
art. 7 LO/1982 como en el art. 1902 C.c., al concurrir también los requisitos exigidos 
tradicionalmente por la jurisprudencia para su apreciación, como son la excesividad de 
la inmisión o la culpa, el daño y el nexo de causalidad.  
Entrando a conocer el contenido de la LO 1/82, la tutela del particular comprenderá 
la reparación del daño ocasionado, así como «la adopción de todas las medidas que sean 
necesarias para poner fin a la intromisión ilegítima de que se trate y restablecer al perju-
dicado en el pleno disfrute de sus derechos, así como para prevenir o impedir intromi-
siones ulteriores» (art. 9.2), lo que se asimila a la acción de cesación y abstención de 
inmisiones en el Derecho civil común172 (emisiones “conocidas”). Por su parte, el art. 
7.3 recoge una enumeración de intromisiones ilegítimas que son objeto de protección de 
dicha ley, entre las cuales no se observa ningún supuesto relativo a las inmisiones con-
taminantes. Por otro lado, el art. 9.3 establece ciertos criterios para cuantificar la indem-
nización del daño moral «atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la 
lesión efectivamente producida» y el beneficio que haya obtenido el causante de la le-
sión como consecuencia de la misma.  
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El carácter antijurídico de las intromisiones ilegítimas a la luz de la LO 1/82 se de-
termina por lo dispuesto en los arts. 2.1173 y 8.1174 LO 1/82. El daño se presume siempre 
que se acredite la intromisión ilegítima en los términos recogidos en el art. 7175, si no 
concurren en el comportamiento descrito ni las causas de justificación previstas en los 
arts. 2.2º y 8 que, según la Exposición de Motivos de la Ley, se basan en «razones de 
interés público que imponen una limitación de los derechos individuales»; tampoco en 
las causas genéricas de exclusión176; sin embargo, para la doctrina mayoritaria, esta pre-
sunción solamente alcanza a los daños morales y no los patrimoniales, que seguirán 
rigiéndose por las disposiciones comunes. El art. 8.1 ha sido invocado en ocasiones por 
parte de los demandados por causar inmisiones acústicas molestas para los vecinos con 
base a que la actividad industrial goza de licencia para ejercer su actividad, así como 
que tiene autorización que delimita el límite máximo acústico que no debe superar y que 
evidentente –siempre se argumenta- no se ha superado. No obstante, según indica la 
STS 29.4.2003 (RJ 2003, 3041) una autorización no justifica per se una intromisión, 
pues «no es de suyo bastante para entender que fue otorgada ponderando un justo y 
equitativo equilibrio entre el interés general y los derechos de los afectados, dato esen-
cial para la legitimación de la lesión a la intimidad».  
También existen críticas a su aplicación. Por ejemplo YANGUAS MONTERO dice 
que, pese a la amplitud del art. 7 LO 1/82, una simple lectura permite comprobar con 
facilidad que esta Ley Orgánica fue concebida para regular una problemática muy dis-
tinta a la que plantean los daños ambientales, por lo que este tipo de daños han de regir-
se por los arts. 1902 y ss. del C.c. y del art. 18 CE177. 
En mi opinión, la consideración de las inmisiones como perturbaciones ilegítimas y 
su reconducción a la LO 1/82 no es la mejor solución por varias razones: en primer lu-
gar, desde el punto de vista de técnica legislativa, porque la intención del legislador era 
la constituir un límite al ejercicio de las libertades de expresión que recoge el art. 20.4 
CE; en segundo lugar, este tipo de invasiones pueden tratarse a través del régimen de las 
inmisiones ex arts. 590 y 1908, 2º y 4º C.c. o de la cláusula general de responsabilidad 
civil ex art. 1902 C.c.; finalmente, los artículos constitucionales que protegen la esfera 
de la personalidad pueden invocarse al margen de esta Ley, sobre todo en casos de da-
ños morales por contaminación acústica. Creo que la LO 1/82 no resulta de aplicación a 
los daños civiles por contaminación, ya que encuentran su regulación en los arts. 590, 
1908 y 1902 C.c., por cuanto, en puridad, la LO 1/82 regula intromisiones físicas (in-
tromisiones domiciliarias) y no las producidas mediante agresiones indirectas contami-
nantes. No obstante, ello no empece a que puedan ser invocados los artículos de la CE 
cuando ello sirva como refuerzo jurídico ante la defensa de los derechos personalísimos 
que pudieran resultar afectados por las inmisiones.  
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D) Inmisiones en materia de propiedad horizontal y arrendamientos urbanos. 
Tanto la Ley 29,1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, como la 
Ley 49/1960, de 21 de julio, de Propiedad Horizontal, no contienen una regulación es-
pecífica de las inmisiones, sino una genérica de las relaciones de vecindad donde tienen 
cabida aquéllas178. En ambas leyes se contempla la concreta problemática de las inmi-
siones en la prohibición de las actividades incómodas e insalubres179. La justificación de 
la regulación de estos conflictos se ha ubicado en los conflictos acontecidos en la inter-
actuación de los ciudadanos en las relaciones vecinales domésticas180. En materia de 
propiedad horizontal, el art. 7.2 de LPH establece que: 
«Al propietario y al ocupante del piso o local no les está permitido desarrollar en él o en 
el resto del inmueble actividades prohibidas en los estatutos, que resulten dañosas para la 
finca o que contravengan las disposiciones generales sobre actividades molestas, insalubres, 
nocivas, peligrosas o ilícitas. 
El presidente de la comunidad, a iniciativa propia o de cualquiera de los propietarios u 
ocupantes, requerirá a quien realice las actividades prohibidas por este apartado la inmediata 
cesación de las mismas, bajo apercibimiento de iniciar las acciones judiciales procedentes. Si 
el infractor persistiere en su conducta el Presidente, previa autorización de la Junta de Pro-
pietarios, debidamente convocada al efecto, podrá entablar contra él acción de cesación que, 
en lo no previsto expresamente por este artículo, se sustanciará por las normas que regulan el 
juicio ordinario. Presentada la demanda, acompañada de la acreditación del requerimiento 
fehaciente al infractor y de la certificación del acuerdo adoptado por la Junta de propietarios, 
el juez podrá acordar con carácter cautelar la cesación inmediata de la actividad prohibida, 
bajo apercibimiento de incurrir en delito de desobediencia. Podrá adoptar asimismo cuantas 
medidas cautelares fueran precisas para asegurar la efectividad de la orden de cesación. La 
demanda habrá de dirigirse contra el propietario y, en su caso, contra el ocupante de la vi-
vienda o local. 
Si la sentencia fuese estimatoria podrá disponer, además de la cesación definitiva de la 
actividad prohibida y la indemnización de daños y perjuicios que proceda, la privación del 
derecho al uso de la vivienda o local por tiempo no superior a tres años, en función de la 
gravedad de la infracción y de los perjuicios ocasionados a la comunidad. Si el infractor no 
fuese el propietario, la sentencia podrá declarar extinguidos definitivamente todos sus dere-
chos relativos a la vivienda o local, así como su inmediato lanzamiento».  
El art. 7.2 LPH se enmarca en el ámbito de las relaciones de vecindad “de Comuni-
dad”, dada la necesidad de armonizar en este tipo de propiedad la tendencia de la plena 
autonomía de los derechos recayentes sobre los elementos susceptibles de aprovecha-
miento independiente, configurados en la Ley como propiedad separada, «con la inelu-
dible interdependencia objetiva y recíprocas limitaciones derivadas de la unidad física 
del edificio en su conjunto»181. Configura las relaciones jurídicas derivadas del régimen 
de propiedad horizontal con criterios inspirados en las relaciones de vecindad y de las 
especiales caraterísticas de esta institución182. No obstante, su objeto no es el de disci-
plinar el régimen jurídico de las inmisiones, sino simplemente el de lograr una armónica 
convivencia entre los vecinos de un inmueble183.  
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El art. 7.2 LPH incluye algunos supuestos que no cabe considerar estrictamente 
como generadoras de inmisiones, como pueden ser las actividades no permitidas en los 
estatutos. Es preciso una objetivación de las actividades que puedan encuadrarse en la 
indicada prohibición, pudiendo recurrirse al RAMINP como indudable e importante 
elemento interpretativo al contener un nomenclátor anejo en el que se incluyen las acti-
vidades así calificadas. Ahora bien, su aplicación a la realidad fáctica puede presentar 
dificultades derivadas de la necesidad de probar objetivadamente la realización de las 
actividades molestas que se imputan, esto es, «que sean superiores a los inconvenientes 
social y reglamentariamente tolerables, probanza que recae como obligación en quien 
imputa la existencia de tales actividades, es decir, en el actor»184. No obstante, la contra-
vención de las disposiciones generales del RAMINP (art. 7.2 1º LPH) «en absoluto li-
mita el necesario arbitrio judicial en la valoración de las molestias en relación con las 
exigencias de la convivencia vecinal». Por ello, habrá que estar al análisis del criterio 
del uso normal y de la normal tolerancia, con especial hincapié en la relación que puede 
existir con la normativa administrativa en cuanto a la posible superación de los niveles 
administrativos, como indicadores de intolerancia185. 
Las pretensión de cesación ex art. 7.2 LPH comprenderá la imposición de medidas 
de corrección de las deficiencias que posibilitan la inmisión ilícita en el plazo que se 
conceda186. Existe una medida radical que debe aplicarse restrictivamente: la privación 
del derecho al uso de la vivienda o local por tiempo no superior a tres años, que pueden 
incluso llegar a la extinción definitiva de los derechos de uso y ocupación y el lanza-
miento inmediato del ocupante, cuando éste no fuere su propietario187. Esta medida es 
subsidiaria de la anterior188, por lo drástica y desproporcionada que resulta, sobre todo 
cuando los avances de la técnica hacen pensar que sea dable prevenir o corregir el daño 
en el futuro, sin perjuicio de lo que en un eventual proceso posterior, ante la posible 
reaparición de la perturbación pudiera llegar a acordarse189. 
Por otro lado, el art. 27.2 e) LAU permite al arrendador instar la resolución de ple-
no derecho del contrato «cuando en la vivienda tengan lugar actividades molestas, insa-
lubres, nocivas, peligrosas o ilícitas». Se le ha criticado a este artículo la parca legitima-
ción activa para ejercitar la acción, pues solamente la tiene el arrendador. Por su parte, 
el art. 1560 C.c. dispone que «El arrendador no está obligado a responder de la pertur-
bación de mero hecho que un tercero causare en el uso de la finca arrendada; pero el 
arrendatario tendrá acción directa contra el perturbador». Si bien la acción que dicho art. 
concede al arrendatario lo es frente al tercero ajeno al contrato que desconoce, por la 
simple vía de los hechos, la posesión arrendaticia, al atentar contra el goce pacífico de la 
posesión que ostenta el arrendatario, «no pueden entenderse comprendidas en dicho 
precepto aquellas otras inmisiones o molestias que no entrañen desposesión la cosa 
arrendada, como son las provinientes de ruidos, humos, malos olores (…) al no producir 
una privación de la posesión arrendaticia»190.  
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II) Regulación de los daños tradicionales en el Derecho comparado. 
1) Inmisiones en las relaciones de vecindad, según regulación específica.  
En muchos países europeos la ley en materia de inmisiones juega un rol importante: 
§ 364 a) ABGB austríaco, 684 ZGB suizo, § 906 II BGB y § 14 BLmSchG alemán, arts. 
1003 y 1108 Astikos Kodikas griego, art. 844 C.c. italiano, art. 1346 C.c. portugués. 
También en el ordenamiento autonómico se observan referencias a este tipo de regula-
ción: art. 546-14 C.c. catalán o Ley 367 FNN. Todos ellos son inspiración del derecho 
alemán de vecindad (nachbarretchs). Los artículos que regulan las inmisiones en estos 
ordenamientos suelen incluirse dentro de las relaciones de vecindad, y, a su vez, dentro 
de las restricciones al derecho de propiedad. 
En Austria se aplica la responsabilidad por culpa cuando no se hubieran cumplido 
los estándares legales de contaminación (o aplicarse de forma objetivada); en caso con-
trario, y habiéndose legitimado mediante licencia o autorización la emisión contaminan-
te, se deberá analizar la intolerancia de la inmisión191. En cambio, la Corte Suprema de 
Justicia austríaca–OGH- ha ampliado por analogía la aplicación de este precepto incluso 
a los supuestos en que la actividad contaminante actúa sin licencia cuando el propietario 
del fundo perjudicado no tiene la oportunidad legal o factual de prevenir el daño me-
diante una demanda de cesación192, o cuando el causante opera en una instalación o par-
ticipa en una actividad que expone a sus vecinos a inminentes efectos perjudiciales193. 
Esto lo convierte, según HINTEREGGER, en una regla general de responsabilidad objetiva 
por daño ambiental que cubre todo tipo de daños a la propiedad causados por activida-
des peligrosas o dañinas al medio ambiente194.  
En Alemania, el § 906 BGB regula ampliamente las inmisiones en las relaciones de 
vecindad industrial195, y excluye las injerencias ideales y negativas196, aplicando sola-
mente las indirectas, materiales o positivas:  
«I. El propietario de una finca no puede prohibir las emisiones de gases, vapores, olores, 
humos, hollín, calor, ruido, vibraciones y otras inmisiones parecidas que pueden provenir de 
otro inmueble en tanto que la injerencia no afecte al uso de su propiedad, o bien sólo le afecte 
de manera no sustancial. De modo general, se da una perturbación no sustancial cuando los 
valores límite o indicativos, previstos en las leyes o reglamentos, no se superan por las inje-
rencias allí previstas. Lo mismo vale para los valores de las disposiciones administrativas que 
se han fijado de acuerdo con el § 48 de la ley federal de protección contra las inmisiones, y 
que reproducen el estado de la técnica.  
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II. La misma regla anterior se aplica si se produce un perjuicio sustancial como conse-
cuencia del uso del inmueble vecino según la costumbre local, y no se puede evitar con medi-
das que sean económicamente exigibles a quien lo utiliza. Para el caso de que el propietario 
vecino deba soportar estas inmisiones, tiene derecho a una compensación dineraria adecuada 
si la perturbación afecta, por encima de la medida de lo exigible, el rendimiento del inmueble 
o bien su uso según la costumbre local. 
III. Es ilícita la penetración a través de un conducto especial». 
Este parágrafo se encuadrada en el Derecho de vecindad (Nachbarrecht), concre-
tamente entre las disposiciones que disciplinan el contenido del derecho de propiedad 
(Inhalt des Eigentums) como un precepto limitador de las facultades de exclusión con-
cedidas al propietario en el 1004 BGB (acción negatoria), concretamente del propietario 
perjudicado por inmisiones, que no puede exigir el cese de las mismas cuando concu-
rran las circuntancias recogidas en dicho parágrafo. La acción de responsabilidad civil 
extracontractual se regula en los §§ 823 y ss. 
El art. 364.2 C.c. austríaco (ABGB), el 684 C.c. suizo (ZGB) y 1346 C.c. portugués 
regulan las inmisiones. Estos tres códigos civiles se sitúan históricamente en una época 
en la que la industrialización provocó que los criterios de desarrollo económico se hicie-
ran notar, a diferencia de los códigos español y francés, que se sitúan en la época del 
liberalismo y de la defensa absoluta de la propiedad.  
En Austria, el art. 364 (2) ABGB se basa en la excesividad de la inmisión desde el 
punto de vista de la intensidad de la inmisión y de la emisión, según los niveles habitua-
les en el lugar y el perjuicio causado. El mismo dice: 
Art. 364 (2) ABGB: «El propietario de una finca tiene derecho a prohibir al de la finca 
vecina la emisión desde esta última de aguas residuales, humo, gases, calor, olores, ruidos, vi-
braciones o similares que afecten a la primera, cuando tales emisiones sobrepasen los niveles 
habituales en el lugar y obstaculicen sustancialmente los usos de su finca localmente admiti-
dos (…)». 
En Suiza, el art. 684 ZGB contiene una restricción al dominio en interés del propie-
tario, imponiendo al propietario inmitente abstenerse de emitir de forma excesiva sus-
tancias contaminantes en el fundo vecino, lo que sucede cuando éstas producen un efec-
to dañoso y exceden los límites de tolerancia entre vecinos, teniendo en cuenta el uso 
local y la situación y naturaleza de los inmuebles: 
 Art. 684 ZGB: «1. El propietario debe, en el ejercicio de su derecho, especialmente en 
sus trabajos de explotación industrial, abstenerse de todo exceso en detrimento de la propie-
dad vecina. 2. Están prohibidas en particular las emisiones de humo o de hollín, las emanacio-
nes incómodas, los ruidos, las trepidaciones, que tengan un efecto dañoso y que excedan de 
los límites de la tolerancia que se deben los vecinos, teniendo en cuenta el uso local la situa-
ción y la naturaleza de los inmuebles». 
El art. 679 ZGB confiere una acción al perjudicado pasa ser reparado, tanto si la 
perturbación se produjo ya (Beseitigungsanspruch), como si es temida para evitar que 
llegue a cometerse (Unterlassungsanspruch). El art. 641 ZGB protege el derecho de 
propiedad a través de la acción reivindicatoria y la negatoria. 
En Portugal, la excesividad de la inmisión se predica de la producción de un perjui-
cio sustancial o de la utilización anormal del fundo emisor, pudiendo ejercer la acción 
negatoria y, en su caso, exigir indemnización. El art. 1346 C.c. dice: 
Art. 1346 C.c. portugués: «Emisión de humos, producción de ruidos y hechos semejan-
tes. El propietario de un inmueble puede oponerse a las emisiones, olores, calores o ruidos, así 
como a la producción de trepidaciones y cualquiera otros actos semejantes, provenientes del 
predio vecino, siempre que tales actos causen un perjuicio sustancial para el uso del inmueble 
o no resulten de la utilización normal del predio del que emanan». 
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En Italia, el art. 844 C.c. regula de forma específica las inmisiones197, centrándose 
en el criterio de la normal tolerancia: 
«Inmisiones. El propietario de un fundo no puede impedir la inmisiones de humo, o de ca-
lor, vapores, ruidos, trepidaciones y otras propagaciones semejantes procedentes del fundo veci-
no siempre que no superen la normal tolerancia, teniendo en cuenta, además, las condiciones de 
los lugares. En aplicación de esta norma la autoridad judicial debe contemplar las exigencias de 
la producción con las razones de la propiedad. Puede tener en cuenta la prioridad de un determi-
nado uso». 
El art. 844 C.c. pretende conciliar los interes de la industria con los de la propiedad 
fondiaria del particular y con la producción agrícola198, prevaleciendo aquélla frente a 
éstas199. Confronta las consecuencias de la forma de utilización de un acto en otro fundo, 
por lo que su objeto no es la propia actividad inmisiva, sino sus efectos200. No obstante, 
en la valoración de la normal tolerabilidad se tienen en cuenta ambos criterios: el de la 
normalidad de la actividad de la cual deriva la inmisión y el de la normalidad del daño 
causado, correlativo a la situación del lugar201.  
El art. 844 C.c. tiene carácter objetivo, debido a la prohibición de la inmisión por el 
sólo presupuesto de su carácter excesivo con respecto a la normal tolerabilidad, en fun-
ción del riesgo de la empresa, con independencia de la cualidad del propietario o del 
empresario autor de la inmisión. Ante una inmisión intolerable, el propietario –o cual-
quier otro sujeto que ostente un derecho fruitivo- podrá ejercitar la acción negatoria ex 
art. 949 C.c., así como solicitar la indemnización por daños ocasionados por las pertur-
baciones o molestias202, si bien algunos autores basan el resarcimiento del daño en la 
cláusula general de responsabilidad civil ex art. 2043 C.c.203. Por otro lado, el art. 890 
C.c. obliga a respetar determinada distancia al objeto de eliminar o disminuir el riesgo 
de propagación204, equivalente al art. 590 C.c. español. 
En el sistema jurisprudencial italiano, ante una inmisión intolerable, el juez, a ins-
tancias del propietario afectado por la misma, podrá: a) inhibir la inmisión y resarcir 
integralmente el daño; b) no inhibir y no obtener ningún resarcimiento; c) no inhibir 
pero obtener una indemnización equitativa (compensación). La licitud de la inmisión 
intolerable se hace al amparo del párrafo 2º del art. 844 C.c. 
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En Cataluña, las inmisiones continuas se regulan en el art. 546-13 y 14 C.c.: 
Art. 546-13. Inmisiones ilegítimas.  
«Las inmisiones de humo, ruido, gases, vapores, olor, calor, temblor, ondeas electro-
magnéticas y luz y demás similares producidas por actos ilegítimos de vecinos y que causan 
daños a la finca o a las personas que habitan en la misma quedan prohibidas y generan res-
ponsabilidad por el daño causado». 
Ar. 546-14. Inmisiones legítimas. 
«1. Los propietarios de una finca deberán tolerar las inmisiones provenientes de una fin-
ca vecina que son inocuas o que causan perjuicios no sustanciales. En general, se consideran 
perjuicios sustanciales los que superan los valores límite o indicativos establecidos por las 
leyes o reglamentos.  
2. Los propietarios de una finca deben tolerar las inmisiones que produzcan perjuicios 
sustanciales si son consecuencia del uso normal de la finca vecina, según la normativa, y si 
poner fin a las mismas comporta un gasto económicamente desproporcionado.  
3. En el supuesto a que se refiere el apartado 2, los propietarios afectados tienen derecho 
a recibir una indemnización por los daños producidos en el pasado y una compensación 
económica, fijada de común acuerdo o judicialmente, por los que puedan producirse en el fu-
turo si estas inmisiones afectan exageradamente al producto de la finca o al uso normal de 
esta, según la costumbre local. 
4. Según la naturaleza de la inmisión a que se refiere el apartado 2, los propietarios afec-
tados pueden exigir, además de lo establecido por el apartado 3, que esta se haga en el día y 
el momento menos perjudiciales y pueden adoptar las medidas procedentes para atenuar los 
daños a cargo de los propietarios vecinos. 
5. Las inmisiones sustanciales que provienen de instalaciones autorizadas administrati-
vamente facultan a los propietarios vecinos afectados para solicitar la adopción de las medi-
das técnicamente posibles y económicamente razonables para evitar las consecuencias daño-
sas y para solicitar la indemnización por los daños producidos. Si las consecuencias no pue-
den evitarse de esta forma, los propietarios tienen derecho a una compensación económica, 
fijada de común acuerdo o judicialmente, por los daños que puedan producirse en el futuro. 
6. Ningún propietario o propietaria está obligado a tolerar las inmisiones dirigidas espe-
cial o artificialmente hacia su propiedad.  
7. La pretensión para reclamar la indemnización por daños y perjuicios o la compensa-
ción económica a la que se refieren los apartados 3 y 5 prescribe a los tres años, contados a 
partir del momento en que los propietarios tengan conocimiento de las inmisiones». 
Se introduce en el ordenamiento civil catalán una serie de novedades en materia de 
regulación de las inmisiones vecinales. Según GARRIDO MELERO205, el texto catalán es 
innovador, al separar las relaciones de vecindad (naturaleza real) de las inmisiones 
(obligacional). Afirma DÍAZ BRITO206 que el legislador reconduce el problema de las 
inmisiones al ámbito de la tutela de la propiedad y del goce pacífico de los fundos, rom-
piendo la solución imperante en el Derecho común de reconducir el asunto al ámbito de 
la responsabilidad civil extracontractual. EGEA FERNÁNDEZ207 dice que, además, regula 
ampliamente la acción negatoria, como instrumento más adecuado para impedir las inje-
rencias que se consideren ilegítimas. También es interesante ver cómo el art. 546-13 
C.c. establece una cobertura de los daños a las propiedades o personas que habitan en el 
inmueble cuando las inmisiones provengas de actos ilegítimos. 
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En la Comunidad Foral de Navarra, el uso razonable del derecho constituye el eje 
sobre el que ha de gravitar la limitación de los derechos de los propietarios en las rela-
ciones de vecindad. La Ley 367 FNN dice: 
«Los propietarios u otros usuarios de inmuebles no pueden causar a sus vecinos más inco-
modidad que la que pueda resultar del uso razonable de su derecho, habida cuenta de las necesi-
dades de cada finca, el uso del lugar y la equidad». 
Finalmente en Aragón, el art. 538 CDFA dice que: 
«Los propietarios de inmuebles o sitios y los titulares de cualquier otro derecho real o 
personal de uso y disfrute de los mismos, en el ejercicio de sus derechos, no pueden causar 
riesgo, ni tampoco más perjuicio o incomodidad que los que resulten del uso razonable de la 
finca según su naturaleza, destino, condiciones generales del entorno y usos del lugar, todo 
ello conforme al principio de buena fe». 
Dice SANAGUSTÍN que esta norma viene a ser la consagración en Aragón de la regla 
general prohibitoria de toda inmisión perjudicial o nociva que la STS 12.12.1980 (RJ 
1980, 4747) establece para el derecho civil español, y se inspira en la Ley 367 FNN. El 
precepto incluye en el uso razonable de la finca el criterio de licitud de la actuación, 
atendiendo a la naturaleza y destino de la finca. El criterio de razonabilidad se fija en el 
aspecto activo, el uso del derecho, si bien no se excluye la posibilidad de que se tengan 
en cuenta las necesidades de la finca inmitida. La exigencia de buena fe sirve para admi-
tir genéricamente el abuso de derecho en esta materia208. 
En general, las leyes y normas sobre vecindad cubren principalmente los daños pa-
trimoniales en relación con la propiedad, p. ej. los costes de reparación o disminución 
del valor de la propiedad (Austria, Alemania, Portugal, Países Bajos). En Austria no se 
cubren, en principio, los daños personales, excepto cuando sean como consecuencia del 
daño a la propiedad sufrido por el propietario u otros con interés cualificado en la pro-
piedad, lo que es un agravio comparativo con la negligencia o el riesgo209. A grandes 
rasgos, en estos países, las características de este derecho se circunscribe al uso y disfru-
te de la propiedad fondiaria. No obstante, la jurisprudencia y la doctrina ha ido flexibili-
zando estos criterios ampliándolos, desde el punto de vista activo, al ejercicio de un 
industria (no se requiere la propiedad del suelo) y, desde el punto de vista pasivo, se 
extienden los perjuicios a los daños personales. En Cataluña se cubren los daños a la 
propiedad y los personales de los propietarios del bien inmitido. 
2) Fundamentos de la acción de responsabilidad civil extracontractual 
por contaminación según los códigos civiles y el desarrollo jurisprudencial. 
A) Responsabilidad por hecho excesivo: inmisiones del art. 1908.2 C.c. 
En España no existe una regulación expresa de las inmisiones en las relaciones de 
vecindad industrial, si bien la doctrina y la jurisprudencia han construido una teoría ge-
neralizadora de las mismas en la aplicación de los arts 590 y 1908 C.c. Ambos artículos 
se complementan recíprocamente y se dan base suficiente para fraguar una teoría gene-
ral de las inmisiones a través de una analogía generalizadora que configura una prohibi-
ción civil genérica de las inmisiones perjudiciales o nocivas, o molestas en la finca del 
vecino, que no sea conforme al uso o a los reglamentos o, en último término, al criterio 
de la buena vecindad, basado en la buena fe210.  
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En los países del common law tampoco existe una regulación expresa de las inmi-
siones, si bien la doctrina y la jurisprudencia han desarrollado el ilícito civil basado en 
la private nuisance. La private nuisance supone un tort, un ilícito extracontractual ca-
racterizado como perturbación continua dañosa para la finca o para quien la posee211. 
Ésta consiste en una interferencia continua, ilícita e indirecta en el uso o disfrute del 
fundo, que cubre los daños a la propiedad inmobiliaria (land) y mobiliaria (chattels)212, 
o cualquier otro derecho en conexión con aquél213. La “private nuisance” –civil wrong, 
based on a disturbance of Rights in Land- irrazonable debe tener en cuenta los intereses 
concretos en juego a través de los hechos y las intenciones (the law will judge a man by 
what he does, not by the reasons for wich he does it)214. Para determinar la ilicitud se 
suele hacer un balance entre la razonabilidad de la actividad del demandado y el impac-
to sobre los perjudicados (daño grave)215. En estos casos, aunque las reglas sobre la pre-
visibilidad y la lejanía del daño también se aplica a este tipo de responsabilidad, la 
búsqueda de la culpa en la creación de la nuisance no es necesaria. Se dirige a la protec-
ción de los intereses del propietario en lugar de controlar la conducta individual. Acerca 
de la previsibilidad del daño, se ha reconocido que la doctrina inglesa entiende que pa-
recer ser necesario un cierto nivel de conocimiento por parte del demandado en que su 
actividad supone una amenaza a los derechos de otros216.  
Por otro lado, los daños ocasionados por negligencia o riesgo no se limitan a los 
daños en el uso o disfrute de la propiedad y se rigen por las reglas generales, si bien no 
se especifica que tengan que haberse producido por emisiones desconocidas por el ope-
rador y al margen del loable ejercicio de la actividad. 
La private nuisance se ha convertido en la acción más frecuente en los EEUU para 
la recuperación de los DCC217. A diferencia del derecho del common law inglés, la pri-
vate nuisance puede ser intencional o no intencional, y dentro de esta última puede ser 
imprudente, negligente o por riesgo. El § 822 del RST dice que el concepto “intencio-
nal” no necesita ser inspirado por malicia de la parte actora hacia la otra parte, en cuyo 
caso se remitiría a la invasión dolosa del § 829 RST218, sino que también puede serlo una 
invasión que el actor, a sabiendas, causa por su actividad en la persecución de una loa-
ble empresa sin ningún deseo de causar daño219. Es en realidad el conocimiento que el 
actor tiene en el momento en el que comete la acción o la omisión el que determina si la 
invasión que resulta de su conducta es intencional o no. No es suficiente para que una 
invasión sea intencional que el actor conozca o deba conocer que su conducta conlle-
vará un riesgo serio o probabilidad de causarla. Asimismo, una invasión originariamente 
inintencional puede convertirse en intencional cuando el actor continúe después de que 
conozca que la invasión resulta de su conducta. 
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Ha existido confusión entre la private nuisance y la responsabilidad por negligencia 
o actividades anormalmente peligrosas. Se debe al hecho de que la private nuisance se 
ha asociado tradicionalmente al interés invadido y la negligencia y las actividades peli-
grosas al tipo de conducta. Según la § 822 General Rule (Rest 2d Torts), siempre que 
exista una invasión en el uso y disfrute de la propiedad y ésta sea: a) intencional e irra-
zonable, o b) no intencional pero negligente, imprudente o anormalmente peligrosas se 
está dentro del terreno de la private nuisance, independientemente de que muchos inter-
eses distintos de aquellos en el uso y disfrute de la tierra pueden ser invadidos por con-
ducta negligente, imprudente o anormalmente peligrosa. Por otra parte, habiéndose in-
vadido el uso y disfrute de la propiedad, la regla Rylands v Fletcher –responsabilidad 
estricta- se aplicará en los términos de responsabilidad por actividades anormalmente 
peligrosas, denominándose “absolute nuisance”220.  
En Francia, la teoría jurisprudencial de los troubles de voisinage se aplica a aque-
llas perturbaciones que exceden las obligaciones o los inconvenientes ordinarios de ve-
cindad, siempre que el daño no haya sido ocasionado por dolo y además se hayan adop-
tado por el causante todas las precauciones necesarias, pues de lo contrario podría ba-
sarse en un supuesto de dolo o negligencia respectivamente. Para no causar el perjuicio 
sólo existe una posibilidad: renunciar al modo de explotación221. La teoría de los trou-
bles de voisinage se aplica cuando se produce una invasión continua o progresiva en un 
bien inmueble que afecta intereses personales o patrimoniales de las personas que lo 
ocupan legal y de forma estable o temporal (continua en el tiempo), siempre y cuando la 
perturbación excede los inconvenientes anormales de vecindad. No obstante, esta solu-
ción se aplicará en defecto de la existencia de legislación especial sectorial de daños 
ambientales, así como siempre y cuando el daño no se hubiera producido por productos 
defectuosos (condición anormalmente peligrosa). En este último caso se aplica preferen-
temente el art. 1384 1º C.c. tanto a las perturbaciones de naturaleza continua como a las 
producidas repentinamente. Los troubles de voisinage se aplican caso por caso, cabien-
do tanto la reparación del daño como la tutela inhibitoria e implica la necesaria lesión 
del derecho subjetivo ostentado, y no la mera privación de una comodidad o ventaja de 
la que disfrutaba el propietario afectado. A partir del Siglo XIX la jurisprudencia fran-
cesa comenzó a señalar que cada uno puede gozar de su propiedad como le plazca, pero 
sin causar daño a otro, respetando la propiedad de su vecino222. Otras establecieron la 
necesidad de que la perturbación tuviese carácter extraordinario (perjuicio real y nota-
ble)223. No obstante, será la sentencia de la Cour Cass. de 27 de noviembre de 1844224 
donde se inicia la teoría de los troubles de voisinage, con base en la cual se deben repa-
rar los daños que exceden de la medida de las obligaciones ordinarias de vecindad, pues 
en otro caso se imposibilitaría todo uso de la propiedad. Sobrepasada esta medida, se 
establece una responsabilidad de carácter objetivo por el hecho mismo de causar un 
daño225, con independencia de la culpabilidad del agente226.  
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En muchos países la construcción jurisprudencial que se hace de las inmisiones cu-
bren los daños al suelo y otros daños patrimoniales, por ejemplo los costes de repara-
ción o disminución del valor de la propiedad (Inglaterra.). El lucro cesante no se permite 
en Inglaterra; tampoco se cubren, en principio, los daños personales, excepto cuando 
sean como consecuencia del daño a la propiedad sufido por el propietario u otros con 
interés cualificado en la propiedad. Esto provoca una discriminación entre aquellos que 
simplemente sufren daños personales con aquellos que sufren daños a la propiedad. No 
obstante, la jurisprudencia y la doctrina han ido flexibilizando estos criterios ampliándo-
los también al ejercicio de la actividad industrial y a los daños personales con vincula-
ción en el fundo. En Irlanda, una persona cuyo interés en la propiedad haya sido acredi-
tado también puede demandar por daños personales, si bien los tribunales prefieren fun-
damentarlo en una conducta negligente. En España, Francia y Bélgica se cubren tanto 
los daños a la propiedad como a las personas que se hayan ocasionado por humos (ex-
tendible a inmisiones) excesivos en el art. 1908.2 C.c., si bien se podría entender el 
mismo como un supuesto de responsabilidad por riesgo más que de inmisiones. En mi 
opinión, este artículo regula las inmisiones vecinales.  
B) Responsabilidad por culpa o negligencia. 
Cuando los DCC son provocados por un escape desconocido por el operador cau-
sante, esto es, de forma imprevista y fuera del ejercicio loable de la actividad, son apli-
cables la regla de la responsabilidad por culpa o por riesgo. 
En el sistema del Derecho Romano primitivo y el de los Pueblos Germánicos no se 
tenía en cuenta la intención y voluntad del autor del daño227. Hay que remontarse a las 
instituciones romanas clásicas que recogen la premisa de indemnizar el daño causado en 
la «Lex Aquilia» basada en el criterio resarcitorio del daño y la culpa del agente. En la 
imputación por culpa permanecía latente la idea canónica referida a que la reparación 
del daño “constituía la penitencia que se ligaba a la conducta negligente, y en la que la 
función compensatoria no desempeñaba sino un papel meramente complementario”228. 
La responsabilidad civil cumplía una doble función: reparar el daño y punir la culpa, lo 
que se ajustaba perfectamente a una sociedad profundamente individualista y liberal, sin 
conciencia de la colectivización del riesgo. 
Pocos cambios hubo hasta la codificación del Siglo XIX, momento en el que se es-
tableció un verdadero sistema de responsabilidad civil extracontractual por daños basa-
do en la culpa, con criterios individualistas basados en la conducta del agente y la dili-
gencia para no causar daño alguno, según la doctrina liberal del momento que le repug-
na la posible responsabilidad del sujeto que ha actuado libremente. Este sistema nace en 
la época de desarrollo económico e industrial tanto en Europa como en EEUU, donde el 
agente responderá del daño causado siempre que se haya debido a culpa o negligencia, 
en cuanto pueda haber vulnerado un preexistente deber especial de cuidado o diligencia. 
Los postulados de la responsabilidad por culpa se basaban en: a) no hay responsabilidad 
sin culpa o dolo; b) la culpa se caracteriza por un actuar negligente, imprudente y mo-
ralmente reprobable; c) la responsabilidad asume la sanción de la culpa y se dirige a 
prevenir eventuales comportamientos dañosos. Así, la culpa se convierte en la “razón 
suficiente” que tiene el perjudicado por un daño que le ha irrogado un tercero, que le 
legitime para solicitar su reparación.  
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La aplicación del art. 1902 C.c. se correspondería, en su aplicación práctica, con 
una primera fase evolutiva en la que «el Tribunal supremo venía exigiendo que el de-
mandante perjudicado acreditara siempre la existencia de culpa por parte del causante 
del daño»229. En este sistema basado en la culpa o negligencia (pura) se prevén las con-
secuencias jurídicas de un comportamiento no adecuado a derecho. El problema de su 
aplicación estriba en que el régimen probatorio es muy exigente para el demandante, por 
cuanto deberá demostrar la existencia y cuantía del daño y que el mismo es resultado de 
un comportamiento culposo o negligente del causante.  
En Alemania, cuando existe una interferencia contaminante y el daño se produce 
por una instalación o actividad que no está incluida en el Apéndice 1 de la UmweltHG, 
y, además, la conducta es culposa o negligente, es aplicable el § 823 I BGB, tal y como 
lo prevé el § 18 1º UmweltHG, que establece que esta ley no tendrá efectos en la res-
ponsabilidad civil basada en otras previsiones. 
En Francia y en Bélgica existen dos tipos de categorías responsabilidad porculpa: 1) 
incumplimiento de un específico deber de cuidado (regla legal de conducta). Pueden 
provenir de las leyes o reglamentos, decisiones individuales tomadas por autoridades 
administrativas, reglas de derecho internacional con efecto directo, e incluso principios 
generales del derecho. En este tipo de responsabilidad no importa a qué rama del dere-
cho pertenecen las normas, ni es necesario que la regla tienda a proteger la víctima con-
tra cierta categoría del daño, a diferencia de otros ordenamientos como el alemán o 
austríaco donde se exige la noción del derecho de protección. Cuando haya un incum-
plimiento de este deber específico la previsibilidad del daño potencial no es un requisito 
necesario. 2) Incumplimiento de un genérico deber de cuidado, que se determina me-
diante el estándar de un hombre razonable, para lo cual los tribunales normalmente to-
man en cuenta la capacidad y experiencia profesional230. 
En EEUU, según dice la Section 282 of the RST, la negligence (negligencia) abarca 
toda conducta «que cae por debajo del estándar establecido por la ley para la protección 
de otros contra un riesgo irrazonable de daño»231. Sus elementos son: 1. Un deber de 
cuidado (duty of care) hacia el demandante por parte del demandado. 2. Una conducta 
negligente por el demandado como resultado de una infracción (breach) de su deber. 3. 
Una relación de causalidad (legal causation) entre el daño al demandante y la conducta 
del demandado. 4. Un daño actual al demandante (actual harm). La prueba de cada uno 
de estos elementos se hace difícil para el demandante, por cuanto el deber de cuidado 
depende de la prueba de si era razonablemente previsible que una particular acción u 
omisión del demandado podría causar el daño, para lo cual los jueces generalmente em-
plean el estándar de un cuidado razonable.  
C) Responsabilidad por culpa cuasi objetiva. 
En materia de daños civiles por contaminación la doctrina y la jurisprudencia sue-
len aplica al factor subjetivo de la culpa o negligencia expedientes objetivadores que 
aproximan al resultado que se podría obtener por una responsabilidad objetiva. Esto es 
lo que sucede también en España a la hora de aplicar la responsabilidad civil cuasi obje-
tiva por contaminación industrial ex art. 1902 C.c.  
En la siguiente tabla se puede ver de forma esquemática los supuestos de responsa-
bilidad civil extracontractual cuasi objetiva:  
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Negligencia. El dte. debe demostrar que el ddo. tenía un deber de cuidado y que lo 
ha incumplido, y que el hecho y el daño eran previsibles. Los tribunales facilitan la 
carga de la prueba mediante: (i) aumento del deber de cuidado correspondiente a 
los peligros inherentes en su actividad y (ii) aplicando la regla res ipsa loquitur. 
Alemania y 
Austria 
Inversión carga de la prueba del operador. El operador está en mejor situación que 
la víctima. Deriva de las reglas de prueba del demandado del Derecho vecinal.  
Grecia Inversión carga de la prueba para daños al bienestar. 914 AK, 57 AK y 24 GC.  
Portugal Presunción culpa del operador para actividades peligrosas (492 2º C.c.)  
Francia Aplicación de una culpa más rigurosa basada: 1) Incump. regla específica: incre-
mento de la legislación (no importa cuál) ni se exige previsibilidad del daño poten-
cial. 2) Incump. deber general de cuidado: ddo. debe cumplir con el estado del arte 
y buenas prácticas en su profesión (falta mantenimiento instalaciones o uso de 
tecnología desfasada). 
Bélgica 
España Objetivización de la culpa mediante el aumento de diligencia exigible y la inver-
sión carga de la prueba.  
Tabla 2. Expedientes objetivadores de la culpa en el Derecho comparado. 
Dice HINTEREGGER que en Alemania cuando se produzca un daño a la propiedad 
por una interferencia continua causada por una actividad no incluida en el Apéndice 1 
de la UmweltHG se podrá reconducir a la regla general de responsabilidad por culpa ex 
§ 823 I BGB, si bien en estos casos la jurisprudencia establece una inversión de la carga 
de la prueba si la causa del daño constituye una significativa infracción en los términos 
de la § 906 BGB. Esta inversión se fundamenta en que la parte perjudicada no está en la 
posición de tener una visión de las condiciones de las actividades que conducen a las 
emisiones, mientras que el operador sí lo está. En cambio, cuando se produzcan daños 
personales o a la salud, dice el autor que no se aplica la regla de la inversión de la carga 
de la prueba dado que la cuestión de la culpa surge independientemente del tipo de in-
terés legal del § 823 I BGB que ha sido violado. Además, el demandado puede accionar 
también en virtud del § 253 BGB (daño moral).  
En todas las jurisdicciones analizadas, las acciones ejercitadas por el perjudicado 
por los daños civiles por contaminación causados con negligencia normalmente cubre 
los daños al suelo, a la propiedad y los personales. 
D) Responsabilidad objetiva por riesgo. 
En algunos países (p. ej. Finlandia232, Suecia233 o Alemania234) una ley especial de 
protección del medio ambiente y de las personas proporciona una detallada regla de 
responsabilidad objetiva cuando el DCC conlleve daños a las personas o a sus propieda-
des. En Finlandia, el régimen de responsabilidad objetiva tiene una conexión estrecha 
con las causas de la acción en materia de inmisiones porque está basado en el uso real 
de la propiedad, y cuando produzca daños a la propiedad exige que la invasión exceda 
de un cierto umbral de tolerancia de acuerdo con las circunstancias del lugar. De todas 
las anteriores es de destacar la UmweltHG alemana. 
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 Ley 737/1994 de Daños al Medio Ambiente de 1994.  
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 Capítulo 32 del Código del medio ambiente de 1999.  
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Otros e países (Bélgica, Francia, España) no contienen ninguna previsión legislativa 
acerca de este tipo de responsabilidad objetiva, si bien en los Códigos civiles se prevén 
algunas reglas específicas: en Francia235 y en Bélgica236 en el art. 1384 § 1 C.c.237 impone 
responsabilidad objetiva en la custodia de objetos peligrosos; en Italia en el art. 2050 
C.c.238 y en España algún autor lo basa en el art. 1908.2 C.c. cuando el daño sea causado 
por humos tóxicos excesivos239. En mi opinión, la responsabilidad del art. 1908.2 C.c. se 
ubica tanto en materia de inmisiones como en la responsabilidad por riesgo, según el 
supuesto concreto, es decir, cuando la invasión al uso y disfrute sea fruto de una emi-
sión conocida por el operador, habrá que estar a la inmisión excesiva y nociva, mientras 
que si el escape es desconocido, al riesgo típico. 
En Italia, el art. 2050 C.c. regula la responsabilidad civil extracontractual por daños 
ocasionados por actividades peligrosas. Las diferencias en el ámbito de aplicación del 
art. 2050 y el 844 C.c. es que en aquél se exonera al autor del daño cuando pruebe haber 
adoptado todas las medidas con el fin de evitarlo, mientras que en el art. 844 C.c. se 
responde del daño aunque sí se ofrezca tal prueba240. También hay quien arguye que el 
art. 2050 C.c. se aplica cuando el daño es accidental y el art. 844 C.c. no241. En Bélgica 
se sigue una regla de responsabilidad objetiva por razón del origen (cosas bajo custo-
dia), y no la naturaleza del daño, con el matiz de que se impone la responsabilidad obje-
tiva cuando las actividades llevadas a cabo en una propiedad provoquen inconvenientes 
excesivos a los vecinos (ídem que en Finlandia).  
En Inglaterra no existe una regla general de responsabilidad objetiva, siendo la opi-
nión generalizada que esta regla impuesta para aquellas actividades de alto riesgo es 
más apropiado que sea impuesta por el Parlamento en lugar de los tribunales, dado que 
se tiene mucha más información y se tiene una estructura legislativa más centrada en ese 
objetivo242. Se ha desarrollado jurisprudencialmente la regla de strict liability a raíz del 
caso Rylands v. Fletcher243, y, si bien se vincula con las inmisiones desde el punto de 
vista de los intereses afectados, no así por el hecho que lo produce (aislado)244. La regla 
Rylands dice que: «La persona que, por sus propios propósitos, trae a su propiedad y 
reúne y mantiene allí cualquier cosa susceptible de producir un daño si se escapa, debe 
mantenerlo en su peligro, y, si esto no sucede, es a primera vista responsable de todo el 
daño que sea consecuencia natural de dicho escape».  
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Esta regla se incluyó como una específica forma de nuisance. No obstante, un sec-
tor doctrinal se posiciona a favor de que esta regla sea es aplicable a todo tipo de daños, 
patrimoniales y personales245. En Irlanda, por ejemplo, los tribunales aplican la Regla 
Rylands v. Fletcher de forma más liberal, al igual que sucede en la negligencia, o por el 
hecho de no exigirse la previsibilidad del daño por parte del demandado246. La Regla 
Rylands v. Fletcher tiene que cumplir los siguientes requisitos: 1) Non-natural use (uso 
no natural) de la propiedad. Esta definición tradicional provocaba que el uso industrial 
no se consideraba no natural y, por tanto, no había responsabilidad objetiva aunque 
existiera un uso anormal o extraordinario del fundo o un acopio de materiales peligrosos 
de tal naturaleza. Con el tiempo el concepto se extendió también al uso extraordinario 
de la propiedad, asemejándolo al concepto de unreasonableness (irrazonabilidad) típico 
de la private nuisance247. 2) Algo probable de ser perjudicial si se escapa. Se refiere a 
las cosas que son acumuladas en la propiedad y tienen un carácter peligroso. El escape 
se refiere a que la contaminación se transporta por un elemento del medio ambiente y 
que causa un daño fuera de la propiedad de donde surge. 3) Previsibilidad del daño. La 
regla Rylands v. Fletcher es una específica forma de nuisance, relativa a incidentes ais-
lados en lugar de acontecimientos continuos y, por ello, son de aplicación las mismas 
reglas de la previsibilidad del daño. Sin embargo, la responsabilidad en la regla Rylands 
es objetiva, siempre y cuando el daño sea del tipo que el demandado, en el momento de 
la acumulación de las sustancias peligrosas en la propiedad, debería haber previsto co-
mo probable que ocurriría si se escapara248. Lo único que se exige es que el daño produ-
cido tenga relación con el riesgo potencial. 
En Austria, la jurisprudencia de la Corte Suprema ha aceptado la aplicación de la 
responsabilidad objetiva a ciertas instalaciones específicas, que se rigen por leyes espe-
ciales: centrales eléctricas249, y, en general, funcionamiento de una planta que pone un 
alto riesgo al medio ambiente250. Además, según reglas jurisprudenciales, habrá respon-
sabilidad objetiva cuando el daño haya sido causado por actividades extremadamente 
peligrosas para el medio ambiente251. Todo ello con independencia de si la contamina-
ción tiene origen desconocido o conocido, o se manifiesta de forma continua o repenti-
na, cubriendo tanto los daños a la propiedad como los personales, lo que provoca una 
posición favorable respecto de la cobertura en materia de inmisiones ex §364ABGB, 
que no permite recuperar los daños personales, que solamente podrían recuperarse en 
los casos de culpa o riesgo252.  
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3) Legislación especial de responsabilidad civil por contaminación. 
A) Responsabilidad civil por daño y deterioro ambiental.  
Si existe una ley de responsabilidad civil ambiental (Finlandia, Suecia o Alemania) 
se aplicará con preferencia sobre el recogido en las normas civiles de derecho común 
(tort law en la definición anglosajona). En cambio, si esta ley no existe, será de aplica-
ción una especie de “mix” entre todas las soluciones que brinda el derecho civil común: 
inmisiones, negligencia y responsabilidad objetiva, obtenidas fundamentalmente de la 
legislación (códigos civiles), de la jurisprudencia y de la doctrina (p. ej. Francia y Espa-
ña). También hay otros como las acciones posesorias, la protección de derechos funda-
lentales, responsabilidad civil derivada de la penal, etc. 
Varios autores vieron la necesidad de que en España hubiera una ley de responsabi-
lidad civil por daño y deterioro ambiental253. En el derecho español, a diferencia de lo 
que sucedía en Italia, no existía una norma de responsabilidad civil por deterioro del 
medio ambiente (o daño ecológico puro). Había una “laguna” jurídica en lo que se refie-
re a la reparación de los daños ambientales mediante instrumentos normativos de carác-
ter civil, ya que los instrumentos administrativos y penales agotaban las posibilidades de 
reacción del ordenamiento jurídico en esta materia254.  
Uno de los primeros documentos de relevancia a nivel europeo en materia de res-
ponsabilidad civil ambiental fue el Convenio de Lugano de 21 de julio de 1993 (Council 
of Europe Press Release Ref. 102/93). Su objetivo era regular la responsabilidad civil 
por daños tradicionales y medioambientales resultantes de actividades peligrosas, des-
cartando las soluciones sectoriales. El daño comprendía la muerte o lesiones corporales, 
pérdida o el daño causado a bienes diferentes de la misma instalación, pérdidas o daños 
resultantes de la alteración del medio ambiente y el coste de las medidas de salvaguardia 
así como toda pérdida o daño causado por tales medidas. “Daño” sería toda pérdida o 
daño resultante de la alteración del medio ambiente, excepcionándola cuando el ejerci-
cio de la actividad peligrosa provocare un nivel aceptable de contaminación teniendo en 
cuenta las circunstancias locales pertinentes. Asimismo se establecía una responsabili-
dad de carácter objetiva para los daños causados por actividades peligrosas; la facilita-
ción de la prueba (acceso a información); prueba de presunciones de la relación causal; 
plazo de prescripción de 3 años; legitimación colectiva, etc.  
No obstante, ante la demostración de la ineficacia del sistema tradicional público-
sancionador y ante los desastres ecológicos acontecidos en la época, como por ejemplo 
el vertido de Aznalcóllar, el naufragio del Erika y la rotura de una balsa con resultado 
de contaminación del río Danubio a su paso por Hungría por metales pesados, se hizo 
patente la necesidad de articular un nuevo sistema facilitador de las reglas de responsa-
bilidad civil adaptado al daño ambiental, que resultara claro y contundente y provocara 
la certeza en el contaminador de que ante el daño ambiental ocasionado como conse-
cuencia de la actividad de las instalaciones existe la obligación de indemnizar con toda 
seguridad y celeridad, con independencia del procedimiento sancionador que pudiera 
llevarse a cabo por los mismos hechos.  
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Para dar respuesta a estos problemas, el Libro Blanco de la Comisión Europea so-
bre Responsabilidad Ambiental estableció un sistema de internalización de costes y del 
PCQP del art. 174.2 del Tratado de la CE, en el que se recogían los principios clásicos 
de la responsabilidad extracontractual, si bien debidamente adaptados a las peculiarida-
des del daño ambiental255. Su ámbito de aplicación debía extenderse tanto a los “daños 
al medio ambiente” como a los “daños tradicionales” (DCC), salvando las deficiencias 
observadas en los ordenamientos nacionales respecto de la falta de cobertura de los da-
ños al medio ambiente256. El Libro Blanco establecía un supuesto de responsabilidad 
objetiva en los daños ocasionados por actividades peligrosas; facilitaba la prueba al de-
mandante; establecía la obligación de destinar la indemnización a la restauración del 
medio ambiente, etc. Debía dar respuesta a los problemas que planteaba el mecanismo 
clásico de la responsabilidad civil frente a la especificidad del daño ambiental (qué, 
quién y cómo se va a reparar). El Libro Blanco fue la precursora del cambio en la ten-
dencia hacia un sistema de responsabilidad administrativa. 
El Anteproyecto español de Ley de Responsabilidad Civil derivada de actividades 
con incidencia ambiental (APL) tenía por objeto regular el régimen de responsabilidad 
civil por los daños y el deterioro del medio ambiente causados en el ejercicio de las ac-
tividades con incidencia ambiental, con la finalidad de prevenirlos y garantizar su repa-
ración cuando se ocasionaren (art. 1.1). El APL establecía un régimen concreto de res-
ponsabilidad civil que el Libro Blanco no podía cubrir, por aplicación del principio de 
subsidiariedad respecto de la potestad soberana de los Estado Miembros para regular los 
aspectos concretos, si bien recogía sus líneas esenciales257. Existía una doble naturaleza 
del daño. Por una parte, el “daño ambiental”, que entraba dentro de la categoría de los 
daños personales, patrimoniales y económicos. Por otra parte, si se producía un atentado 
al medio natural, se situaba dentro “deterioro al medio ambiente”, que se definía como 
«toda degradación del medio ambiente que, sin tener la consideración de daño, sea cau-
sada como consecuencia del ejercicio de alguna de las actividades con incidencia am-
biental y ocasionada por una modificación de las condiciones físicas, químicas o bio-
lógicas sobre la fauna, la flora, la gea, el suelo, el aire, el agua, el paisaje, el patrimonio 
histórico artístico y la estructura y funcionamiento de los ecosistemas presentes o rela-
cionados con el área afectada». El APL se aplicaría con independencia de los intereses 
afectados y el grado de conocimiento de la emisión. 
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Se efectuaron por parte de la doctrina algunas críticas al Anteproyecto. Por ejem-
plo, JORDANO FRAGA dijo que258: el régimen se debía extender a todos los daños y no 
sólo para los provocados por las actividades del Anejo; se declaraban impunes los ries-
gos del desarrollo; se declaraba la supletoriedad única del Derecho civil cuando la Ley 
regula aspectos medioambientales; constituyó un grave defecto de técnica legislativa la 
omisión de la actualización del importe de las sanciones previstas en el Anteproyecto; 
se redujo la legitimación; se estableció, sin concretar el procedimiento, una norma de 
restauración voluntaria por el causante del daño, con los riesgos que ello suponía, etc. 
Asimismo, SANTOS MORÓN259 se preguntó si realmente tenía algún sentido intentar 
adaptar el sistema clásico de la responsabilidad civil a las peculiaridades del daño 
ecológico, especialmente si ya existía una responsabilidad “administrativa” que regulara 
los daños al medio ambiente (art. 130 LRJPAC y legislación especial). La autora indi-
caba que no había apenas espacio para el hecho antijurídico a resultas de la responsabi-
lidad civil, por cuanto quedaban absorbidos en su totalidad en las infracciones adminis-
trativas, más si cabe si en las leyes ambientales solía haber una cláusula genérica que 
calificaba como infracción administrativa el incumplimiento de lo establecido en la ley. 
Por ello, DÍEZ-PICAZO, G. se preguntó «hasta qué punto no sería más conveniente regu-
lar en instrumentos distintos los daños estrictamente ecológicos de los daños por conta-
minación». La autora dudaba que se pudieran asimilar bienes jurídicos tan diversos y 
dignos de una distinta protección por el ordenamiento, al menos formalmente. Además, 
criticó que llevar a cabo una regulación especial para los perjudicados de clase A y per-
judicados de clase B, dado que aquellos que sufrieran daños producidos por alguna de 
las actividades con incidencia ambiental gozarían de un sistema específico de responsa-
bilidad, y aquellos producidos al margen de dichas actividades se seguirían sujetando al 
régimen del art. 1.902 C.c.260. Por su parte, CÁRCABA FERNÁNDEZ criticó que no se esta-
bleciera una presunción de causalidad del daño, cuando la jurisprudencia civil de la 
época ya establecía facilidades al demandante261. 
Soy de la opinión de YANGUAS MONTERO, para quien la aprobación en aquella épo-
ca de una norma especial relativa a la responsabilidad civil extracontractual por daños 
ambientales permitía solucionar muchos de los problemas que se planteaban en la apli-
cación de los artículos 1902 y ss. C.c. y facilitaba la labor de los órganos judiciales, con-
tribuyendo a aumentar la seguridad jurídica permitiendo una mayor protección del me-
dio ambiente y la salud de las personas262. No obstante, se puede ver que este régimen 
jurídico solamente era aplicable a los daños ocasionados por actividades anormalmente 
peligrosas, estando debidamente concretadas, pero no alcanzaba a otro tipo de industrias 
de menor entidad de riesgo. Para este tipo de actividades no recogidas en el APL se les 
aplicaba el régimen tradicional de los daños civiles por contaminación ex arts. 1908 y 
1902 C.c., y en su vertiente preventiva el art. 590 C.c. 
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El sistema que pretendía crear el Libro Blanco se diferencia del que preveía el An-
teproyecto de Ley español en los siguientes elementos263: 
Elemento a 
comparar 
Del Libro Blanco De Anteproyecto de Ley 
Ámbito objetivo  Régimen comunitario de responsabilidad 
de daños al medio ambiente y daños tradi-
cionales 
Régimen de responsabilidad civil por daños y 
deterioro al medio ambiente 
Ámbito subjetivo Actividades peligrosas o potencialmente 
peligrosas para el medio ambiente 
Actividades con incidencia ambiental 
Régimen de res-
ponsabilidad 
Objetiva en el caso de daños personales y 
ambientales ocasionados por actividades 
peligrosas y por culpa para las no peligrosas 
Objetiva para las actividades con incidencia 
ambiental. Nada dice con respecto a las que 




Daños de escasa cuantía, fuerza mayor y 
riesgos del desarrollo 
Ídem, con el matiz de que los “daños meno-
res” sólo se aplicarán si la actividad cuenta 
con todas las autorizaciones ambientales 
pertinentes 
Carga de la prue-
ba 
El demandante no tendrá que soportar el 
peso de la carga de la prueba 
Ídem. Obviamente, tendrá que probar la 




La persona o empresa que ejerce el control 
sobre la actividad que causa el daño 
Las personas o entidades que ejerzan profe-
sionalmente o sean titulares de las actividades 
con incidencia ambiental 
Criterios de cuan-
tificación 
Es conveniente establecer determinados 
criterios objetivos para evaluarlos 
Apenas hace mención, debido a que se trata 
de una norma civil, concediendo un ámplio 
márgen a los jueces para determinarlos 




Se destinará a la restauración del medio 
ambiente dañado 
Ídem. Se sustituirá la reparación en especie 
por medidas compensatorias equivalentes, o 
si no fuera posible, por una idemnización 
económica compensatoria 
Acceso a la justi-
cia 
Es preciso ampliar la legitimación activa 
para solicitar la reparación del deterioro 
ambiental a los Estados, las ONGs ambien-
tales 
Necesidad de ampliar la legitimación activa 
para reparar el deterioro ambiental a las 
AAPP, las ONGs ambientales y el Ministerio 
Fiscal 
Medidas cautela-
res y preventivas 
Se deberá conceder a las ONGs ambienta-
les el derecho de solicitar a los tribunales 
las medidas cautelares y el abono de los 
gastos 




Sería interesante acudir al arbitraje o me-
diación, que tienen por objeto la reducción 




La asegurabilidad es importante, si bien se 
recomienda que no se imponga el asegura-
miento obligatorio hasta que no se cuente 
con la debida experiencia 
Aseguramiento obligatorio de los riesgos 
producidos por las actividades con incidencia 
ambiental, limitado a 90.151.815 € 
Tabla 3. Comparación de la configuración de la responsabilidad civil por daño ambiental tradicional y 
ecológico en el Libro Blanco y en el Anteproyecto español de Responsabilidad Civil. 
Ante el fracaso del APL español la única posibilidad real era regular los daños me-
dioambientales por una parte y por otra los daños tradicionales. El problema es que, a 
diferencia de la clarificación del sistema en el caso de los daños medioambientales 
(LRM), estableciendo importantes cotas de seguridad jurídica, el régimen tradicional de 
Derecho privado para los daños civiles por contaminación adolece de esta clarificación 
o sistematización del régimen jurídico, a diferencia de países como Alemania, donde se 
aplica la UmweltHG para daños producidos por actividades peligrosas, el § 906 BGB 
para determinar cuando una emisión conocida provoca una inmisión ilegítima, y el § 
823 BGB para la acción de responsabilidad civil. 
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En Alemania, la aplicación de los §§ 823 y 906 BGB se demostraron insuficientes 
para los daños ocasionados por actividades con incidencia ambiental, dada la alta indus-
trialización del país, lo que requería un derecho más ágil y acorde con los tiempos, en 
los que la responsabilidad objetiva y la búsqueda de la reparación del daño fueran la 
norma general, lo que dio lugar a la aprobación de UmweltHG264. Esta ley establece la 
responsabilidad objetiva en los daños tradicionales por un impacto ambiental265 produci-
do por las actividades contenidas en el Apéndice 1 de la Ley266, pero no los daños 
ecológicos267, que solamente reciben una protección indirecta268. Esta ley ha adaptado las 
condiciones tradicionales de la responsabilidad civil a los problemas concretos que se 
plantean en relación al medio ambiente. Recoge una prueba de presunciones de la rela-
ción de causalidad (§ 6.1) y prevé costes de reposición de los gastos sufragados por el 
perjudicado cuando el daño sea medioambiental y privado (§ 16.1). Por otro lado, el § 
BimSchG establece una indemnización de carácer objetivo para los daños ocasionados 
por un impacto ambiental procedente de actividades autorizadas. 
En Finlandia, la Ley 737/1994 de Daño Medioambiental regula una responsabilidad 
objetiva por daños a la vida, daños personales y patrimoniales causados por actividades 
permanentes producidos por emisiones transmitidas por el aire, el agua y el suelo, in-
cluido el ruido y la radiación. Se exige, no obstante, una conexión entre la actividad 
contaminante y el daño (relación causal)269. Los daños personales no requieren sustan-
cialidad, no así en los daños patrimoniales. 
B) Previsiones en la legislación administrativa ambiental sectorial. 
Existen varios supuestos de responsabilidad civil legal en las siguientes legislacio-
nes: Ley de Responsabilidad Civil por Daños Nucleares; Ley 22/2011, de 28 de julio, de 
Residuos y suelos contaminados; Convenio Internacional sobre responsabilidad civil 
por daños causados por la contaminación de las aguas del mar por hidrocarburos, en 
Bruselas el 29 de noviembre de 1969; Real Decreto 833/1988, de 20 de julio por el que 
se aprueba el reglamento para la ejecución de la Ley 20/1986, de 14 de mayo, Básica de 
Residuos Tóxicos y Peligrosos. El propio apartado 5 LRM excluye del ámbito de apli-
cación de la Ley los daños reconducibles a Convenios Internacionales (anexo IV 
LRM)270, ni los relativos a Energía Nuclear (Anexo V LRM)271.  
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Las exclusiones de la LRM de los daños sujetos a Convenios Internacionales no 
han quedado exentas de críticas por parte de la doctrina. RUDA GONZÁLEZ272 entiende 
que existen ciertos daños cubiertos por Convenciones que además de ser poco coheren-
tes con el carácter de mínimos de la LRM podrían verse incluso como un privilegio in-
justificado, ya que algunos daños de especial gravedad no se indemnizan por el simple 
hecho de que se admite sólo la reparación in natura pero no su equivalente pecuniario, 
con lo que deja fuera el denominado daño ecológico puro, lo que claramente es contra-
rio a la doctrina tradicional de la responsabilidad civil (que sí la admiten). El resultado 
de este aparente despropósito no será otro que la existencia de daños ecológicos puros 
derivados de actividades recogidas por las Convenciones que no darán lugar a responsa-
bilidad conforme a las mismas ni a la LRM, lo que habrá que completarse mediante las 
reglas generales de los arts. 1902 y 1908 C.c.  
Por otro lado, el Protocolo de 27 de noviembre de 1992, de enmienda del Convenio 
Internacional sobre responsabilidad civil por daños debidos a la contaminación por 
hidrocarburos, de 29 de noviembre de 1969273, introdujo en su régimen normativo la 
responsabilidad por las medidas preventivas (art. 2.b), para lo cual hay que acudir tam-
bién al Convenio Internacional, de 27 de noviembre de 1992, de constitución de un 
Fondo internacional de indemnización de daños debidos a la contaminación por hidro-
carburos. El Convenio recoge un sistema de responsabilidad objetiva, que se imputa al 
propietario del buque, prescindiendo de cualquier elemento de culpa, que se debe al 
especial riesgo creado por el sujeto responsable con el transporte marítimo de hidrocar-
buros. Sin perjuicio de que, en la mayoría de los casos, el propietario del buque lo 
arriende o ceda en flete a persona distinta con la obligación o facultad, según sea, de 
proveer el buque en arrendamiento a “casco desnudo”274. Los daños cubiertos se ciñen a 
los daños emergentes susceptibles de estimación directa y a las ayudas por cese de acti-
vidad, pero no comprendería los daños personales sufridos por los afectados, ni los mo-
rales ocasionados por el sufrimiento psicológico derivado de un accidente, así como 
tampoco los daños específicamente ecológicos.  
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Un ejemplo gráfico de las deficiencias de este Convenio es lo que sucedió con el 
caso del Prestige y que vino regulado en el RDL 7/2002, de 22 de noviembre y 8/2002, 
de 13 de diciembre, que se remitían en exclusiva a los Convenios internacionales de 
responsabilidad civil y del FIDAC275. Esta cobertura tiene dos aspectos importantes a 
destacar: por una parte se limita cuantitativamente por el recurso a techos indemnizato-
rios (art. 5º.1) a los que podrá acogerse el propietario del buque, que dependerá del to-
nelaje del mismo, salvo que se demuestre su dolo o culpa grave; en segundo lugar, la 
indemnización se refiere al siniestro y no al daño en sí mismo, es decir, se centran en el 
acontecimiento o serie de acontecimientos de origen común del que se deriven daños 
ocasionados por la contaminación o que creen una amenaza grave e inminente de cau-
sarlos, lo que reduce las indemnizaciones276.  
En el derecho inglés del common law la transmisión de la contaminación por medio 
del agua tiene sus ventajas respecto de otros medios como el aire: a) la relación de cau-
salidad es más fácil de demostrar pues se ciñe al curso natural de las aguas del río; b) la 
prueba de la contaminación del agua es más sencilla, pues basta con analizarla antes del 
vertido y en su evacuación. De todas las acciones jurídico-privadas en esta materia des-
taca por su utilidad práctica los riparian rights (derechos ribereños), que consisten en 
que los propietarios de tierras ribereñas al curso del agua del río, incluidos los estuarios 
tienen el derecho a recibir el agua en su estado natural (no tenga una disminución o in-
cremento o cualquier alteración en su composción o calidad277), y a su vez están sujetos 
a un uso normal del río278. Los propietarios de piscifactorías tienen el mismo derecho 
que los propietarios ribereños. En las soluciones previstas en el common law no se esta-
blece ningún estándar absoluto en relación con la calidad del agua, si bien el test de ca-
lidad sí servirá para demostrar un uso no ordinario. Respecto de los daños a piscifactor-
ía, dado que se entiende equivalente una invasión en el derecho natural al agua a un 
daño al suelo, ningún daño ha de demostrarse sino meramente una sensible alteración 
del agua279. En cuanto a la relación causal (en su vertiente de imputación objetiva), pue-
de ser imputado cualquier contaminador ubicado río arriba, aunque solo lo sea de una 
fracción, siempre y cuando haya contribuido a la misma280. Asimismo, en el derecho del 
common law inglés existe la responsabilidad por nuisance en casos de contaminación de 
aguas subterráneas. La responsabilidad no es estricta en aquellos casos en los que la 
actividad contaminante esté llevándose a cabo en la actualidad o cuando la contamina-
ción sea reciente. La responsabilidad es personal en el sentido de que el contaminador 
original es responsable, pero no sigue tal responsabilidad al comprador del negocio cau-
sante de la contaminación. A diferencia de las riparian rights, en la acción por contami-
nación de las aguas subterráneas no hay derecho a ninguna cantidad sobre las mismas281. 
Finalmente, existe un tipo de acción privada por la cual el propietario de un lecho de un 
río demanda basándose en una trespass por los depósitos de resíduos sólido282s, si bien 
también es posible una acción por negligencia. 
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En Alemania la § 22 1º de la Water Supply Code (WHG) establece que cualquiera 
que introduzca –sustancia sólida- o descargue –sustancia líquida o gaseosa- cualquier 
sustancia en el agua, o de otro tipo de impacto –extracción, represamiento o calor-, que 
afecte perjudicialmente la misma cambiando sus propiedades físicas, químicas o bio-
lógicas, es responsable. La conducta en estos casos se considera intencional –dolosa o 
conocida por el causante-, por lo que la responsabilidad en estos casos no se aplica a los 
daños producidos por perturbaciones o un accidente-. Las instalaciones responsables 
son cualquier planta que está diseñada para producir, procesar, almacenar, mantener, 
transportar o conducir sustancias contaminantes al agua. Esta responsabilidad cubre los 
daños a la propiedad, muerte, personales o daños a la salud, provenientes tanto de una 
contaminación conocida como continua283. 
En Bélgica existen leyes epeciales por la materia que tratan supuestos de responsa-
bilidad civil objetiva por daño ambiental: Ley de 25 de febrero de 1991, que implemen-
ta la Directiva Europea de 25 de julio de 1985 sobre productos; las Leyes 22 de julio de 
1985, 10 de agosto 1998 y 20 de julio de 1976 que implementan, respectivamente, las 
previsiones de los tratados internacionales por daños nucleares y polución de combusti-
bles en el mar; Ley de 12 de abril de 1965, que impone responsabilidad objetiva a los 
operadores de tuberías; operadores de minas, según el art. 58 del Real Decreto de 13 de 
septiembre de 1919, coordinador de la legislación de minas; operadores de aguas sub-
terráneas cuando éstas bajen de nivel284; productor de resíduos tóxicos por los daños 
producidos por éstos (art. 7 Ley 22 julio 1974). 
En Austria se establece en el § 262(2) de la Ley de Aguas285 un supuesto de respon-
sabilidad sin culpa por daños a la propiedad inmobiliaria e interferencias en los dere-
chos de pesca causados por instalaciones de agua (p.ej. centrales hidroeléctricas o pre-
sas), que otorga un derecho a la compensación286. 
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PARTE II. ESPECIALIDADES DEL DERECHO DE INMISIONES INDUS-
TRIALES VECINALES DENTRO DE LOS DAÑOS CIVILES POR CONTAMI-
NACIÓN. 
Capítulo 1. Construcción doctrinal y jurisprudencial de la teoría de las 
inmisiones en las relaciones de vecindad industrial.  
I) Las inmisiones en las relaciones de vecindad industrial. 
1) Inmisiones y relaciones de vecindad. 
A) Concepto y evolución de las relaciones de vecindad. 
a) Concepto y caracteres de las relaciones de vecindad. 
Las relaciones de vecindad (en sentido amplio) conforman el ámbito espacial, so-
ciológico y jurídico en el que tienen lugar las inmisiones. 
Coincido con HERNÁNDEZ GIL en que el derecho (real) de vecindad se basa en el 
establecimiento de los requisitos y condiciones jurídicas y fácticas necesarias para el 
establecimiento de una comunidad cuya convivencia esté en perfecta armonía. Se en-
marcan jurídicamente en el ámbito del derecho de propiedad inmobiliaria, delimitando 
su contenido, sobre la base de la situación de proximidad, estableciendo límites y limi-
taciones de obligado cumplimiento. Sin embargo, al ser una relación jurídica, no puede 
prescindirse de las personas, dado que el derecho toma siempre en consideración, de 
modo directo o indirecto, la conducta humana. Por ello, los problemas que suscitan las 
relaciones de vecindad se dan principalmente en el plano del ejercicio de los derechos287. 
Todo propietario tiene derecho de uso y disfrute y facultades de exclusión respecto de 
su propiedad, por lo que las relaciones de vecinad lo que pretenden es evitar los posibles 
conflictos de intereses que puedan surgir en el ejercicio de estas facultades. Significa la 
exclusión de aquellas injerencias que superan un nivel de tolerancia razonable y el deber 
de tolerar las que no superen dicho límite, en una serie de límites o limitaciones que 
configuran el contenido normal de la propiedad288.  
Por otro lado, GONZÁLEZ-ALEGRE dice que las relaciones de vecindad se caracteri-
zan por una triple cualidad: la relación jurídica, por cuanto interesa al derecho regular 
los intereses contrapuestos en juego; la razón de vecindad, determinada por la situación 
de contigüidad o proximidad y de los que las ocupan legalmente; y el necesario mante-
nimiento de una buena convivencia vecinal289. Partidario de un doble perspectiva de las 
relaciones de vecindad, real y obligacional, el autor las define290:  
«Aquellas relaciones a que da lugar, en la actuación ordinaria de la vida práctica de las 
personas, el ejercicio de sus derechos o facultades subjetivas que por el hecho de su vecindad 
o la de sus fundos de los que son propietarios produzcan mutuas y recíprocas invasiones de 
las esferas de interés personal o patrimonial jurídicamente protegidos o dignos de protección, 
que hace preciso limitar, mediante su regulación o reglamentación por parte de la Ley en or-
den al mantenimiento de una necesaria y buena convivencia vecinal, factor esencial, dentro 
del concierto social».  
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Sigue diciendo este autor que el Derecho de vecindad291, objetivamente considera-
do, contemplando la doble perspectiva real y obligacional, es el: 
«conjunto de normas que regulan las relaciones más ordinarias y generales de las perso-
nas en cuanto a su vida en vecindad, compaginando o armonizando, los intereses personales 
o patrimoniales en posible lucha por este hecho; así como las surgidas entre los propietarios 
por razón de la continuidad de sus fundos, en cuanto al mantenimiento de una buena vecin-
dad –derecho obligacional o derecho real de vecindad-». 
Y subjetivamente como:  
«conjunto de derechos correspondientes a las personas en cuanto a su condición de ve-
cinos, o propietarios de fundos vecinos para hacer valer y respetar sus intereses jurídicamen-
te protegidos o dignos de protección personales o patrimoniales, frente a la actuación de 
otros vecinos, en cuanto, alteran, perjudican o imposibilitan el mantenimiento de aquella 
buena vecindad a las que se tiene derecho en la vida en sociedad».  
ALGARRA PRATS define el Derecho de vecindad como292:  
«conjunto de normas y principios que disciplinan aquellas relaciones que se producen 
entre las personas por razón de proximidad o contigüidad de los inmuebles en que habitan o 
desarrollan sus actividades, a título de dominio o por cualquier otro título fruitivo, con el fin 
de que en el ejercicio de sus facultades no se lesionen en sus respectivos intereses jurídica-
mente protegidos, asegurando así la tutela de la propiedad, la salud y el bienestar de las per-
sonas».  
GONZÁLEZ-ALEGRE establece un listado de los caracteres de las relaciones de ve-
cindad, que él estima en sentido amplio, real y personal293: 1) Limitación normal del 
dominio. Requiere límites en ese actuar personal o dominical en la medida que exige el 
respeto mutuo de los vecinos o a la propiedad del vecino. 2) Reciprocidad o bilaterali-
dad. Reciprocidad en el sentido de que el propietario limitado halla en la limitación de 
los otros propietarios la contrapartida adecuada. 3) No suponen deber de indemnizar. Se 
debe a que las relaciones de vecindad son limitaciones normales al derecho del dominio 
sobre una cosa, y de la reciprocidad. 4) Son inmanentes a la propiedad por el solo 
hecho de la vecindad. 5) Nacimiento automático. 6) Imprescriptibilidad. 7) Su razón es 
más la persona que el patrimonio. Se justifica en una armónica y pacífica conviviencia 
vecinal. 8) La derogación de toda relación de vecindad supone la creación de una ser-
vidumbre; la derogación de ésta reintegra el dominio a su contenido normal. 9) Las 
relaciones de vecindad son presumibles a efectos de prueba. 10) Contenido obligacional 
y real. Suponen limitaciones recíprocas en el ejercicio de derechos subjetivos, de donde 
derivan obligaciones y de cuyo incumplimiento surgen acciones personales como la de 
responsabilidad civil ex art. 1908.2 C.c.; pero también al gravar los bienes inmuebles 
somete el derecho de propiedad a ciertas configuraciones patrimoniales (carácter real) y 
de cuyo incumplimiento cabe la acción negatoria o interdictales, incluidas las distancias 
para ciertas construcciones y plantaciones (art. 590 C.c.). 
Finalmente, también debe interpretarse el marco geográfico en el que se desenvuel-
ve la “vecindad” desde un punto de vista amplio, en el sentido de no asociar necesaria-
mente vecindad con contigüidad o colindancia, sino en la proximidad o cercanía, mar-
cado por la zona de influencia de las inmisiones294.  
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b) Evolución de las relaciones de vecindad hacia una industrial y urbana. 
No en todas las épocas se ha tenido una misma concepción de las relaciones de ve-
cindad, por lo que es necesario ver en cada una de ellas los rasgos fundamentales.  
El punto de partida de las relaciones de vecindad se encuentra en la existencia del 
principio “qui suo iure utitur naeminem laedit” (quien hace uso de su derecho no daña a 
otro) que recoge el Digesto y que posteriormente plasman las Partidas mediante la regla 
XIV del Título XXXIV “del non face tuerto a otro quien ufa de fu derecho”295. Las rela-
ciones de vecindad en Roma venían marcadas por la precisa delimitación perimetral del 
los inmuebles, viéndose superado por la realidad de los conflictos derivados del uso y 
disfrute de la propiedad y por el criterio de contigüidad. La concepción de la propiedad 
era individualista y absoluta296 -“plena in re potestas”-, ya que se hacía hincapié en la 
protección de los diversos derechos de propiedad que pudieran entrar en conflicto, en 
lugar de proteger la persona. Estos límites tuvieron su traslación en la prohibición del 
immittere in alienum. Parte de un texto de Ulpiano en el que se establece el principio 
general de que a cada uno es lícito hacer en su fundo lo que le plazca, con tal de que no 
se verifique una inmisión en el fundo ajeno297. Salvo servidumbre constituida, son ilíci-
tas las inmisiones de sólidos, líquidos o gases. 
En la Alta Edad Media, fruto del sistema feudal, el régimen de propiedad de la tie-
rra pasa a manos de la monarquía, los nobles y demás señores feudales. En la Baja Edad 
Media, por el contrario, aumenta la actividad económica junto a un desarrollo incipiente 
de las ciudades, con sus comercios y mercados. El cristianismo de la época impregna el 
derecho de propiedad de un cierto sentido colectivista que hace dudar de la concepción 
ilimitada y absoluta de la propiedad. Aunque, con posterioridad, los glosadores y post-
glosadores retornaron al concepto absolutista de la propiedad que tenían los romanos, se 
conservaron las limitaciones derivadas de la división entre el dominio directo y dominio 
útil originario de la Edad Media. 
En la Edad Moderna la propiedad pasa a ser unitaria, individual y libre, por influen-
cia del iusnaturalismo y racionalismo, elevando el derecho incluso a la categoría de de-
recho humano. Se incluyen en la Declaración Universal de los Derecho del Hombre y 
del Ciudadano, promulgada en 1789 -arts. 2 y 17- la propiedad entre los derechos natu-
rales e impresciptibles del hombre. Con la Revolución Francesa se libera la propiedad 
de la servidumbre y se permite el acceso de la burguesía a la propiedad, incluyéndose la 
propiedad inmobiliaria en las transacciones privadas. Convive la producción agrícola y 
artesanal con una cada vez mayor e incipiente industria en las ciudades, lo que conlleva 
cada vez mayores disputas en torno a los límites del ejercicio del dominio privado. Se 
extirpan las relaciones de vecindad del Código, salvo dentro de las servidumbres lega-
les, reemplazándose por los reglamentos, creando un complejo sistema para encuadrarlo 
dentro de la responsabilidad extracontractual298. Esto tuvo su reflejo directo en el art. 
674 del Code (Francia), que fue adoptado posteriormente por la codificación española e 
italiana de 1865, aunque con resultados muy diversos al francés pues en estos últimos se 
utilizó para construir la teoría de las inmisiones. 
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Será a partir de la Constitución alemana de Weimar de 1919 cuando las modernas 
Constituciones europeas integran el concepto de función social a la propiedad privada, 
entre las cuales se encuentra la Constitución Española (art. 33). Frente a los viejos es-
quemas tradicionales, individualistas y absolutos, se abre paso la moderna concepción 
de la propiedad, más limitada y acentuada en su función social299. Así, las limitaciones 
por razón de vecindad, que tuvieron como causa originaria la utilidad privada y se con-
sideraban restricciones al derecho de cada propietario en la medida en que lo exigiera el 
ejercicio del derecho de propiedad de los vecinos propietarios, pasan a entenderse como 
restricciones legales por interés social300. Según el art. 33 CE, la propiedad debe cumplir 
tanto la satisfacción de intereses particulares del propietario, como los generales o co-
lectivos y la realización del bien común, limitándose internamente el derecho de propie-
dad para coordinarlo con los generales de la comunidad. Este artículo determina e im-
pregna el carácter del dominio, imponiendo normas de conducta a la ley, si bien no 
constituye una auténtica norma de conducta, dado que la actividad del propietario no es 
función, pues actúa en su propio interés. La función social es inherente al concepto 
mismo de propiedad, por lo que no puede considerarse como un límite. La razón de es-
tos límites puede encontrarse en la función económica y social del derecho, en la nece-
sidad de que se permita una normal explotación de las fincas301. Las inmisiones no so-
lamente se ciñen al derecho de propiedad y normalmente se estudian en un momento 
posterior al ejercicio del derecho, determinando si el daño que ha causado la inmisión es 
antijurídico, dentro de la responsabilidad civil302. 
Dice IANNELLI que en Italia también se ha producido una evolución de la concep-
ción liberal de la propiedad a una determinada por la función social de la misma, impul-
sada a través del articulado de la Constitución italiana. Esta nueva visión del derecho 
produce una funcionalización social del poder propietario basado en que se establecen 
los límites en el ejercicio del derecho de uso o disfrute de la misma, tanto respecto al 
sujeto que lo ejerce como al poder de exclusión que tiene el que recibe la inmisión. Deja 
de ser relevante la conexión entre la noción de inmisión y la de fundo (en sentido físi-
co), debiendo considerarse lesiva para el tercero la “invasión” de la “esfera jurídica del 
otro” y no del “bien” en sí mismo considerado. El estatuto del propietario será el que 
marque los límites internos de su poder sobre el mismo (qui iure suo utitur neminem 
laedit –quien hace uso de su derecho no daña a otro-)303. Un mismo bien es objeto de 
dos distintos derechos. El titular de los dos derechos no tiene la exclusividad sobre el 
bien, no siendo necesario, como sucedía con una concepción liberal de la propiedad, la 
necesidad de equilibrar el poder de contaminar del inmitente con un poder indiscrimina-
do de exclusión del inmitido. Visto desde este punto de vista, el art. 844 C.c. italiano 
tiene un fundamento inconciliable con la nueva estructura de la propiedad “constitucio-
nal”, porque no disciplina la actividad inmisiva (derecho del inmitente), sino que prevé 
expresamente una tutela civilística de la inmisión industrial. No obstante, esta traba 
puede solucionarse, según la autora, si se entiende que la prohibición de inmisiones con-
forma un límite interno del derecho de propiedad304. 
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A finales del siglo XVIII y principios del XIX se desarrolló la industria, lo que trajo 
cambios sociales y jurídicos. Las soluciones fueron dos: por un lado, en aquellos orde-
namientos característicos de la Codificación, en los que se plasmó el derecho de propie-
dad privada como derecho subjetivo individual, libre, absoluto, e ilimitado en esencia, 
siendo una excepción los límites del dominio, que sólo podían establecerse por ley me-
diante las servidumbres legales, recondujeron las relaciones de vecindad a las existentes 
entre propietarios vecinos (art. 1804 Code francés, art 348 C.c. español, etc.). En aque-
llos ordenamientos donde la propiedad adquirió un significado básicamente económico 
(BGB alemán, C.c. catalán), se afronta el dominio desde una concepción subjetiva, de-
terminando las facultades del propietario (vecindad industrial) y definiéndose el poder 
del propietario de excluir a los demás del goce del bien305.  
Entre los factores que han provocado la evolución de las relaciones de vecindad, se 
destacan los siguientes tres306: 1) jurídico, en el que la propiedad se concibe hoy menos 
absoluta; 2) sociológico, caracterizado por las concentraciones poblacionales y el au-
mento de la relación entre propietarios; y 3) evolución económica y tecnológica que ha 
traído consigo modificaciones en el destino de las propiedades. De esta forma se puede 
afirmar que, junto a la vecindad clásica caracterizada como interindividual o interpredial 
aparece una vecindad industrial307 y urbana, donde las actividades inmisivas pueden 
provenir de grandes distancias y afectar a un gran número de sujetos, y en definitiva ser 
más perjudiciales308. Se amplia el concepto de colindancia a proximidad309, e incluso se 
introduce la denominada “responsabilidad por riesgo” o cuasi objetiva, alejándose de los 
tradicionales criterios de las inmisiones310. Aparecen nuevas formas de inmisión (elec-
tromagnetismo, calor, radiaciones, etc.)311. Ya no se trata de daños o molestias tolerables 
o no, si éstas son provocadas por energía nuclear o industrias químicas, pues las inmi-
siones que estas causan puden provocar daños incalculables o irreversibles. En el Dere-
cho vecinal moderno, especialmente el industrial, han de compaginarse las exigencias 
de la industria con la de otros valores constitucionales312.  
Si bien la introducción de actividades altamente contaminantes y la ampliación de 
los posibles intereses y la gravedad de los daños son la causa del “abandono” de la vin-
culación de las relaciones de vecindad con el fundo, no obstante, creo que las inmisio-
nes ocasionadas por emisiones conocidas quedarían desvirtuadas si se incluyeran úni-
camente los casos de responsabilidad por riesgo o culpa cuasi objetiva, pues no sería 
necesario equilibrar los intereses en juego de las partes. 
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c) Relación entre contaminación, inmisiones y relaciones de vecindad. 
La relación entre contaminación e inmisión es prácticamente de causa-efecto, es 
decir, son los hechos generadores de la contaminación los que pueden conducir a una 
invasión de la esfera jurídica de los particulares. En el ordenamiento español se podría 
denominar la relación existente con los términos contaminación e inmisión, cuando 
aquella afecten el uso y disfrute de la propiedad. El ámbito material de inmisión coinci-
de en gran parte con el de los hechos generadores de la contaminación, entre los que se 
pueden incluir los tipos de contaminación y el hecho de la vecindad. Asimismo, la cuali-
ficación jurídica de inmisión, a través del criterio de excesividad y nocividad (art. 
1908.2 C.c.), sirve como instrumento para delimitar jurídicamente el hecho contaminan-
te. En definitiva, las inmisiones no son más que la contaminación percibida por los par-
ticulares. En los países del common law la relación se produce entre la nuisance-private 
nuisance. En Francia, de forma similar, los términos empleados serían nuisance-
troubles de voisinage. No obstante, cuando se asimila inmisión y contaminación, en el 
entorno marcado por las relaciones de vecindad, en muchas ocasiones se olvida por la 
doctrina que las inmisiones deberían quedar excluidas. 
En Francia, CABALLERO asimila la noción de nuisance (contaminación) a la de 
trouble de voisinage (perturbación de vecindad) con respecto a dos planos: en primer 
lugar, el plano de la definición material de trouble coincide de manera satisfactoria con 
aquel de los hechos generadores de nuisance; en segundo lugar, el plano de la cualifica-
ción jurídica de trouble, a través del criterio de anormalidad, sirve como instrumento 
para delimitar el concepto jurídico de nuisance313. De esta manera, la jurisprudencia 
utiliza a título de troubles de voisinage los tipos de daños más variados resultantes de la 
contaminación, con la excepción del daño ecológico, por lo que, a salvo de este último, 
«la adaptabilidad del droit de voisinage [derecho de vecindad] a los hechos generadores 
de nuisances es del todo remarcable»314. «[E]l dominio de la responsabilidad por trou-
bles de voisinage no ha cesado de extenderse después del fallo de la Cour de Cassation 
de 1844. […]. En primer lugar está delimitada por […] la voisinage [vecindad], que 
determina el marco geográfico, sociológico y jurídico en el cual se ejerce la responsabi-
lidad […]. Ella depende en segundo lugar de la typolgie des troubles […]. Éstas intere-
san la casi totalidad de las actividades generadoras de nuisances y testimonian una 
asombrosa capacidad de adaptación a las circunstancias»315. De esta forma, dice el autor, 
«El domino delimitado por la teoría de troubles de voisinage se circunscribe de manera 
muy satisfactoria a aquella de nuisances tal y como son percibidas por los particulares. 
De una parte, el entorno de vecindad es un marco muy flexible que permite aprehender 
todas las actividades generadoras de nuisance; de otra parte, la tipología de los troubles 
es de una extrema variedad interesante para la mayoría de las agresiones contra el medio 
ambiente de los vecinos»316. «[P]ara poder válidamente asimilar nuisance y trouble de 
voisinage, hace falta que la calificación de trouble anormal, que define para los vecinos 
el límite entre lo lícito y lo ilícito, se confunda con aquella donde los particulares juzgan 
intolerable una agresión contra su medio ambiente […]. Buscar la significación de crite-
rio de anormalidad es explicar porqué el carácter anormal de trouble comanda el princi-
pio de una reparación cualquiera»317.  
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B) Naturaleza jurídica de las relaciones de vecindad. 
La vecindad en sentido estricto implica relaciones entre fundos, es decir, entre pro-
pietarios, donde la obligación legal y consuetudinaria establece límites o limitaciones al 
derecho de propiedad, configurándolo, delimitando la esfera de derechos y obligaciones 
recíprocos en relación con las propiedades. Los derechos y obligaciones dependen del 
estatuto de la propiedad fondiaria (inmobiliaria) y las acciones y cargas son reales318. 
Asimismo, desde un punto de vista geográfico, exige que la propiedad esté próxima o 
contigua (área de influencia). Desde este punto de vista las relaciones de vecindad, de-
ben ser objeto de estudio en el Derecho de bienes. Su sentido original se adapta mejor a 
la época de redacción del Código civil que a la actual. 
La vecindad en sentido amplio se da entre particulares independientemente de su 
cualidad de propietarios, bastando su consideración de vecinos cuando ejerzan faculta-
des de uso y disfrute del inmueble319. Lo trascendente es que las inmisiones se introduz-
can en la esfera de exclusión ajena. Implican tanto las obligaciones que surgen tras la 
realización de un hecho personal culposo u objetivo, como las relaciones donde la obli-
gación consuetudinaria expresa una regla de conducta320. Se establecen normas que 
prevén la solución de conflictos vecinales. Las relaciones de vecindad si sitúan en el 
marco de la responsabilidad civil. Los vecinos no tienen porqué estar contiguos sino en 
el área de influencia de la perturbación.  
a) Basado en límites o limitaciones al derecho real de propiedad. 
El C.c organiza las relaciones de vecindad a través de las servidumbres legales y 
consuetudinarias o directamente como límites o limitaciones del ejercicio del derecho 
de propiedad fondiaria321 ejercitables erga omnes. La organización entre propietarios 
vecinos comporta un conjunto de derechos reales y de obligaciones propter rem que les 
permite oponerse a las agresiones provenientes de los fundos vecinos susceptibles de 
comprometer la calidad de su ambiente. Entre estos medios figuran: el derecho de pro-
piedad mismo y la posesión; las servidumbre legales que completan el estatuto de la 
propiedad fondiaria e imponen especialmente a los vecinos no dañarse y soportarse, y, 
finalmente, las servidumbre convencionales, individuales y sobretodo colectivas, que 
tienen por objeto proteger el entorno322. Las servidumbres son limitaciones legales a los 
propietarios (facultades dominicales del propietario). Dice CABALLERO que la propiedad 
inmobiliaria se puede considerar desde un punto de vista defensivo, en la atribución de 
una porción de espacio (ambiente), en cuyo interior puede oponerse a todo atentado al 
disfrute pacífico de su derecho. Los hechos constitutivos de troubles de voisinage no 
implican una contradicción a la posesión323. 
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El C.c. establece una serie de limitaciones legales a los propietarios (facultades do-
minicales de éstos) en razón de la vecindad o proximidad de los predios, para hacer 
compatible su disfrute y evitar que determinados usos de una finca perjudiquen el dere-
cho de los propietarios de fincas próximas a disfrutar de las propias. Es el derecho 
común de la propiedad fondiaria. Estos límites se inspiran en la función social de la 
propiedad que se encuentra recogido en el art. 33 CE y en el art. 348 C.c. Las obligacio-
nes vecinales tienen carácter semirreal (obligaciones propter rem). El objeto del Dere-
cho real de vecindad será delimitar, configurar o enmarcar el derecho real de propiedad, 
en razón de la contigüidad de los fundos, para armonizar el derecho de propiedad por las 
exigencias de una buena vecindad patrimonial inmobiliaria dentro de la más plena co-
existencia social impuesta por la colectividad. Estos límites dominicales establecidos 
por la vecindad real marca hasta donde llegan las facultades del dueño, es decir, la in-
tensidad del ejercicio de nuestro derecho de propiedad324. 
Se han confundido los límites a la propiedad y las servidumbres, debido al carácter 
absoluto del derecho de propiedad (art. 348 C.c.). En cambio, se diferencian en que los 
límites configuran el contenido normal del derecho de propiedad (facultades del dueño), 
mientras que las servidumbres son una limitación anormal de aquel derecho; los límites 
son internos, connaturales a la propiedad, no recortan el derecho y se imponen a todos 
los inmuebles, mientras que las servidumbres son un recorte excepcional y extintrínseco 
del contenido normal del derecho; los límites tienen un carácter recíproco, por lo que no 
es posible distinguir entre un predio dominante y otro sirviente, mientras que en las ser-
vidubres existe sujeción de uno de los fundos en utilidad o provecho de otro325. En mi 
opinión, en materia de inmisiones, hay que hacer mención al concepto de límite del de-
recho, aunque éstos vengan recogidos en nuestro Código civil en sede de servidumbres, 
si bien admitimos el calificativo de servidumbres “recíprocas”, o el término directo de 
“limitaciones” 326, siempre y cuando éstas se distingan de los gravámenes o cargas (ser-
vidumbres unilaterales o forzosas)327.   
En Francia, sólo las servidumbres legales recíprocas pueden limitar el carácter ab-
soluto de la propiedad ex art. 544 C.c. El art. 674 C.c., relativo a distancias y obras in-
termedias, establece la obligación de no dañar a los vecinos. BLAISE328 dice que sola-
mente las relaciones de vecindad en sentido estricto, entre fundos y propietarios, son 
tratadas y reguladas por las servidumbres legales, aunque no deja de lado las consuetu-
dinarias (secundum legem), que pueden ser susceptibles de una interpretación amplia y 
servir para regular las relaciones nacidas de la vecindad industrial. Dice CABALLERO 
que este artículo sirvió, junto a la obligación de tolerar ciertos daños derivados de la 
inmisión, para establecer una idea de equilibrio que más tarde sería la base de la teoría 
de los troubles de voisinage, si bien acabó sirviendo únicamente para exigir el cumpli-
miento de la normativa administrativa. El autor propugna por una interpretación exten-
siva del art. 674 para que los propietarios puedan superar el régimen primario (legal) de 
vecindad, rígido y obsoleto, por uno secundario, fundado sobre la organización de las 
relaciones a partir de las servidumbres convencionales329. 
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En Cataluña, la regulación de las relaciones de contigüidad (Sección I) e inmisiones 
(Sección III) se encuentran recogidas dentro del Capítulo VI “Relaciones de vecindad”, 
que, junto con el Capítulo V “Restricciones al derecho de propiedad”, se encuentran 
incluidos en el Título IV “Del derecho de propiedad”. El art. 545-3 1º dice que «Las 
restricciones en interés privado afectan a la disponibilidad y al ejercicio del derecho, 
constituyen límites ordinarios del derecho de propiedad en beneficio de los vecinos ». El 
ap. 2º dice que «Las restricciones que resultan de las relaciones de vecindad […] tienen 
la consideración de restricciones en interés privado». EGEA FERNÁNDEZ matiza que 
mientras el art. 546-14 1º del C.c. supone un límite al derecho de la propiedad (obliga-
ción de tolerar las inmisiones de una finca vecina si éstas son inocuas o causan perjui-
cios no sustanciales), los apartados 2º al 5º suponen limitaciones (inmisiones legítimas), 
por cuanto «deja de ser algo normal inherente al contenido del derecho de propiedad y 
deviene, precisamente, en una modificación de dicho contenido, ya que se sustrae al 
propietario el disfrute normal de su derecho»330. 
La Ley 367 FNN se ubica e en el Capítulo II “De las limitaciones de la propiedad”, 
incluido en el Título Primero “De la propiedad y posesión de las cosas”, del Libro II 
“De los bienes”.  La Ley 365 dice que «Las limitaciones de la propiedad son impuestas 
por la Ley o de carácter voluntario, como las servidumbres u otros derechos reales cons-
tituidos sobre cosa ajena». El precepto se ubica sistemáticamente en el Capítulo dedica-
do a las limitaciones de la propiedad, pero dejando claro que se trata de una limitación 
legal y no de una servidumbre, tal y como refleja la Ley 394 “Distinción”, incluida en el 
Título III “De las servidumbre” del Capítulo II, que reza: «No son servidumbres 1) Las 
limitaciones legales por razón de vecindad».  
En Alemania se regula en la Libro 3 “Derecho de Propiedad”, División 3 “Propie-
dad” una sección específica el régimen de las inmisiones § 906 BGB) “Introducción de 
sustancias imponderables”. La regulación de las servidumbres tienen un tratamiento 
separado: División 4 “Servidumbres” (§§ 1018 y ss). No se ve mención alguna en la ley 
acerca de su tratamiento como límite o como limitación, si bien no sucede lo mismo en 
la doctrina. Por ejemplo, hay autores que defienden que el § 906 BGB recoge las limita-
ciones en la esfera de poder de los vecinos, tanto en relación con la actividad del inmi-
tente, como con el derecho de exclusión del inmitido. Las limitaciones vendrían deter-
minadas por el principio de buena fe y varían en función de las circunstancias de tiempo 
y lugar, la técnica, el tráfico real, etc.331. 
En Italia el art. 844 C.c. “Inmisiones” se ubica en el Libro Tercero “De la Propie-
dad”, Título II “De la Propiedad”, Capítulo II “De la propiedad fondiaria”, como una 
norma limitativa del principio de la exclusividad del dominio, incardinada dentro del 
esquema de los límites al derecho de propiedad derivados de las relaciones de vecindad, 
tal y como se deduce del art. 832 C.c.: «El propietario tiene el derecho de disfrutar y 
disponer de las cosas en forma plena y exclusiva, dentro de los límites y con la obser-
vancia de las obligaciones establecidas por la ley». No obstante, ALVINO dice que el art. 
844 C.c. establece una específica norma de contenido general, con el objetivo de fijar un 
criterio objetivo de limitación en el ejercición de la propiedad, y al mismo tiempo un 
limite general de tolerancia»332. 
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b) Inmisiones vecinales y responsabilidad civil. 
Las relaciones de vecindad estrictamente personales se producen cuando el solo 
hecho de la vecindad sea causa de relaciones entre vecinos motivadoras de intereses en 
conflicto, como consecuencia de los derechos de uso y disfrute de los derechos, sin que 
se haga referencia alguna a la condición de propietarios de los fundos ni al derecho do-
minical, ya que, el hecho de que la propiedad sea el epicentro en torno al cual se des-
arrollan las relaciones de vecindad no significa que éste sea el exclusivo marco en el 
que tienen lugar. Dice GONZÁLEZ-ALEGRE el presupuesto sociológico de las relaciones 
de vecindad personales impone unos deberes u obligaciones de no dañar a los demás, 
limitando para ello el ejercicio de los derechos que puedan repercutir o influenciar las 
esferas jurídicas de otros. El Derecho obligacional de vecindad establecerá la medida 
del ejercicio de los derechos, impuesta por aquéllas obligaciones, así como la responsa-
bilidad en caso de incumplimiento333. MACÍAS CASTILLO dice que «La inmisión es un 
presupuesto que depende no de la propiedad, sino de la vecindad […]. Quien inmite no 
ejercita su ejercita su derecho de propiedad. Y no lo hace porque realiza un acto que es 
antijurídico y que, por tanto, excede del contenido, limitado o no, de cualquier derecho 
y, en particular, del derecho de propiedad»334. La jurisprudencia regula la mayoría de 
supuestos en materia de inmisiones producidas vecinales dañosas a través de la respon-
sabilidad civil extracontractual335. 
Un parte de la doctrina ha criticado la posible “disolución” de las relaciones de ve-
cindad en el instituto de la responsabilidad civil. NAVARRO MENDIZÁBAL336 dice que se 
genera un modelo de responsabilidad híbrido: 1) la diferente naturaleza: las relaciones 
de vecindad se insertan en los derechos reales, mientras que la responsabilidad civil en 
las personales; 2) las molestias derivadas de una situación de vecindad suelen entender-
se como una responsabilidad objetiva, lo que no sería discutible para la acción negato-
ria, pero no tanto para la de responsabilidad civil; 3) la finalidad de la acción de respon-
sabilidad tampoco se precisa, debiendo entender que la pretensión de cesación es la 
principal de las acciones reales y la resarcitoria la de la responsabilidad civil. En una 
línea también crítica, Para DÍAZ BRITO resulta «contradictorio que un problema de orí-
genes clarísimamente jurídico-reales, se intente solucionar reconduciéndolo en bloque a 
un ámbito ajeno al tratado de los derechos reales, como es el de la responsabilidad aqui-
liana». Además, según el autor, «Los mecanismos resarcitorios propios de la responsa-
bilidad civil extracontractual pueden resultar eficientes frente a las inmisiones derivadas 
de un uso no industrial de los fundos, pero no frente a las inmisiones propias de la acti-
vidad industrial, ya que el empresario preferirá casi siempre pagar las indemnizaciones 
que corresponda, antes que cambiar o adaptar el proceso»337. 
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Dice GONZÁLEZ-ALEGRE que el cuasicontrato de vecindad se basa en la obligación 
de que cada vecino use de su heredad de modo que no dañe a su vecino. Su finalidad es 
la existencia de obligaciones que garanticen una correcta y pacífica coexistencia social 
al imponerse la obligación general de no causar daño a otro, previniendo los conflictos 
que el ejercicio, más allá de los límites normales de los derechos subjetivos pudieran 
ocasionar entre vecinos, limitando el ejercicio de estos derechos de manera que se per-
mitan por un lado y se deban tolerar por otro. Se basan en razones de equidad, justicia y 
necesidad social. Su contenido, según el autor, «no será otro que el de delimitar, confi-
nar o configurar, todos aquellos derechos subjetivos que, en cuanto invadan o se proyec-
ten, por consecuencia connatural de los mismos, en la esfera protegida de los demás, en 
razón a la vecindad en la que conviven sus titulares, puedan perturbar, alterar, la coexis-
tencia vecinal determinando, por aquellas recíprocas obligaciones, hasta dónde debemos 
llegar y hasta dónde se tiene que soportar o tolerar para en su caso señalar las responsa-
bilidades procedentes en cuanto incumpliendo aquellas respectivas y recíprocas obliga-
ciones que puedan excederse más allá de los límites marcados por las esferas de los de-
más en el grado hasta donde llegue la tolerancia de los mismos»338. 
En Francia la solución jurisprudencial imperante funda la responsabilida por trou-
bles de voisinage sobre la idea de la culpa, aunque presunta, ex art. 1382 C.c339. Resulta 
supérfluo un esfuerzo conceptual directo a construir una obligación legal, o derivada del 
cuasi contrato, a cargo del propietario vecino, porque es suficiente el recurso al princi-
pio neminem laedere para retener la responsabilidad del que causa daño excesivo al 
vecino por no haber adoptado la precaución idónea para evitarla340. Ello tiene relación 
con la concepción de las obligaciones consuetudinarias de vecindad como normas de 
conducta, en este caso como límites impuestos a la libertad de los individuos. La razón 
de la sustitución de este criterio por el de la responsabilidad por culpa u objetiva más 
allá de la propiedad se halla en la siempre creciente y nueva serie de daños procedentes 
de la vecindad industrial, donde la consolidación de reglas casuísticas se hace cada vez 
más difícil y la necesidad de ser propietario para el legitimado activo la hace inoperati-
va. No obstante, la tentativa de reconducir la sistematización de la materia en el marco 
del límite a la propiedad y en la específica obligación de vecindad, aunque es un recla-
mo aislado, no se puede desconocer la utilidad de esta solución, pues es ampliamente 
usada como directiva por los jueces en la solución de los conflictos de vecindad. Según 
BLAISE, la reconducción de las perturbaciones de vecindad a la responsabilidad civil 
adolece de tres defectos: 1) Es imposible discernir cuál es el dominio propio a cada una 
de estas responsabilidades, y es difícil comprender porqué la regla del perjuicio excesi-
vo no absorbe el criterio de la culpa. 2) Sólo el perjuicio excesivo abre el derecho a re-
paración, lo que en muchas ocasiones se traduce en que los tribunales imponen una re-
paración in natura consistente en ordenar al causante que deje de superarse la excesivi-
dad. 3) Se resucita la disputa relativa al ejercicio del derecho. En mi opinión, el proble-
ma del legislador francés es que no existe un artículo que regule las inmisiones excesi-
vas como sí hay en el ordenamiento español (art. 1908.2 C.c.), por lo que debe recondu-
cirse al art. 1382 C.c. (equivalente al 1902 C.c. español). 
En EEUU los comentaristas del Restatement (Second) of Torts dicen, respecto del § 
822 coment a) “Type of conduct”, que una «private nuisance es materia de responsabi-
lidad por ilícito civil extracontractual».  
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c) Naturaleza míxta jurídico-real ex art. 590 y obligacional ex art. 1908.2 C.c. 
Como consecuencia de la concepción amplia de las relaciones de vecindad, el con-
tenido normativo del Derecho de vecindad engloba la vertiente jurídico-real ex art. 590 
C.c. y jurídico-obligacional ex art 1908.2 C.c., lo que da lugar a la aparición de instru-
mentos de protección con carácter real (acción negatoria) y obligacional (responsabili-
dad civil). La mayor parte de la doctrina ius privatista apuesta por la existencia de esta 
naturaleza mixtade las relaciones de vecindad.  
Por ejemplo, ALGARRA PRATS dice que: «el Derecho de vecindad se integra por las 
disposiciones que delimitan la esfera de derechos y obligaciones recíprocas en relación 
con las propiedades vecinas, así como por aquellas normas que prevén la solución de 
conflictos de intereses contrapuestos que resultan de la situación de vecindad. Las rela-
ciones de vecindad deben ser objeto de estudio en el Derecho de bienes, pero sin olvidar 
su especificidad propia, que obliga a acudir también en el campo del Derecho civil, al 
Derecho de obligaciones», si bien reconociendo que «la vertiente eminentemente real 
está en todo momento presente, pues la configuración del derecho de propiedad y sus 
límites, así como las servidumbres, allí encuentran su tratamiento». Por su parte, la 
perspectiva obligacional surge, en este caso, cuando se superan los límites de la propie-
dad, aplicándose la responsabilidad civil ex art. 1908 C.c. También entran en juego otros 
institutos como el del abuso del derecho; otras normas de aplicación como las jurídico-
públicas; o los valores y principios constitucionales. El objetivo de las relaciones de 
vecindad, dice la autora, consiste en que «en el ejercicio de sus facultades no se lesionen 
en sus respectivos intereses jurídicamente protegidos, asegurando así la tutela de la pro-
piedad, la salud y el bienestar de las personas»341. 
Por su parte, GONZÁLEZ-ALEGRE342 clasifica las relaciones de vecindad en: a) per-
sonales; y b) reales, por razón de propiedad de fundos contiguos. Los límites en el ejer-
cicio de los derechos ya no tienen que limitarse al dominio, sino que pueden referirse 
también al ejercicio de cualquier derecho subjetivo cuyos efectos irradien a la esfera 
protegida del vecino. Las relaciones de vecindad en sentido amplio sirven para marcar 
los límites en el ejercicio de los derechos, en razón de una buena vecindad. Los límites 
coinciden en ambos supuestos: evitar un perjuicio al vecino, en la medida en que pueda 
evitarse. Las relaciones de vecindad son las que tienen entre personas sean o no propie-
tarias por el simple hecho de ser vecinas. En materia de inmisiones, las “relaciones ve-
cinales reales” se plasman en el art. 590 C.c., mientras que las “relaciones vecinales 
obligaciones” en el art. 1908.2 C.c. La primera es una norma relacionada con los límites 
de las facultades dominicales, mientras que la segunda se relaciona con la producción de 
derechos y obligaciones de vecindad con independencia del derecho de propiedad. De 
ambos preceptos se deriva la responsabilidad civil para el propietario que se ha excedi-
do en el ejercicio de su derecho contraviniendo el art. 590 C.c. 
Según MASFERRER DOMINGO el art. 590 C.c. se inserta formalmente en el marco de 
ejercicio del derecho de la propiedad de otros derechos más limitados sobre la cosa, 
mientras que el 1908 C.c. se mueve más a sus anchas en el seno de la responsabilidad 
extracontractual. «De ahí la necesidad de enfocar esta materia desde ambas vertientes, la 
real (derecho de propiedad) y la obligacional (responsabilidad extracontractual). Sin 
embargo, en la práctica, ha sido la vertiente obligacional la que ha terminado –y sigue- 
ejerciendo una mayor vis atractiva sobre las inmisiones»343.  
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Para ROCA TRIAS, la técnica de las inmisiones está destinada a proteger el Derecho 
de propiedad frente a agresiones provenientes de actos realizados por vecinos, por una 
doble vía: 1) la protección de la propiedad en sentido estricto, donde se imponen obliga-
ciones al inmisor; y 2) la protección de las personas frente a las inmisiones, con inde-
pendencia de la propiedad, a través del mecanismo de la responsabilidad civil, cuando 
aquéllas les hayan ocasionado daños344.  
Por su parte, SÁNCHEZ-FRIERA dice que el art. 590 C.c. impone limitaciones al do-
minio conectadas con circunstancias de hecho determinadas por la situación de las fin-
cas, mientras que el art. 1908 C.c. limita los actos del titular para que no causen perjui-
cios injustificados. En el primer caso se busca una indemnidad patrimonial y en el se-
gundo una indemnidad personal345.  
En mi opinión, la perspectiva real de las relaciones de vecindad se produce entre el 
titular de un derecho de propiedad o de explotación de inmuebles vecinos, para lo cual 
el art. 590 C.c. establece una serie de limites al dominio en materia de distancias y obras 
de resguardo. La perspectiva obligacional se produce en relación a un área de influencia 
de las inmisiones, siendo suficiente la condición de vecino del perjudicado y la existen-
cia de un derecho real sobre el mismo que le confiera la ocupación legal del fundo. Es-
tablece límites en el ejercicio de derechos subjetivos además del derecho de la propie-
dad inmobiliaria y tiene como objetivo reparar los daños producidos por inmisiones que 
resulten excesivas y nocivas a las personas o a las propiedades, se haya cumplido o no 
con lo dispuesto en el art. 590 C.c. Una perspectiva mixta, real y obligacional, de las 
relaciones de vecidad, permite, en virtud del art. 590 C.c. limitar la propiedad (distan-
cias y obras de resguardo) y, en virtud del art. 1908.2 C.c., limitar el ejercicio de la in-
dustria (inmisiones excesivas y nocivas). Las relaciones de vecindad en sentido amplio 
marcan los límites en el ejercicio de los derechos, sean los de propiedad u otros, para 
evitar perjuicios injustificados a los vecinos, desde el punto de vista del área de influen-
cia de las inmisiones. En la siguiente tabla se ve reflejado: 
 
Relaciones de vecindad desde una 
perspectiva real  




Conflictos en las relaciones de vecindad 
entre propietarios vecinos, como conse-
cuencia del ejercicio del derecho de 
propiedad sobre el fundo.  
Conflictos en las relaciones de vecindad entre 
vecinos, como consecuencia del ejercicio de 
los derechos de uso y disfrute de sus derechos 
subjetivos sean o no dominicales. 
Objeto de la 
normativa 
Coexistencia dominical pacífica, previ-
niendo conflictos que el ejercicio anor-
mal del derecho de propiedad pudiera 
ocasionar, limitando las facultades domi-
nicales.  
Coexistencia vecinal pacífica, previniendo 
conflictos que el ejercicio anormal del dere-




Límites o limitaciones de las facultades 
dominicales, que delimitan los derechos 
de propiedad en cuanto impidan al pro-
pietario vecino el ejercicio de su derecho.  
Derechos y obligaciones de vecindad, con 




Art. 590 C.c. Recoge la esfera preventiva 
en materia de inmisiones vecinales, con 
contenido jurídico-real, a través de la 
acción negatoria de inmisiones.  
Art. 1908.2 C.c. Recoge la esfera resarcitoria 
en materia de inmisiones vecinales, con con-
tenido jurídico-obligacional, a través de la 
acción de responsabilidad civil. 
Tabla 4. Semejanzas y diferencias entre la configuración de las relaciones de vecindad desde un punto de 
vista jurídico-real y jurídico-obligacional. 
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C) Principales teorías para resolver los conflictos vecinales. 
Existe un viejo principio que dice que “mediante el ejercicio del derecho propio no 
se puede lesionar el derecho ajeno” (“qui iure suo utitur neminem laedit”), que prohíbe 
considerar lesivo a la esfera ajena el acto realizado en el legítimo ejercicio de un dere-
cho propio. Este principio fue posteriormente superada por aquellas teorías que se basan 
en el uso abusivo (abuso del derecho), anormal o excesivo del derecho, así como en los 
supuestos de responsabilidad civil objetiva. 
a) Los actos de emulación y el abuso del derecho. 
En la Edad Media se instauró de un sistema feudal que trajo consigo el derrumba-
miento del derecho de propiedad y una sociedad poco desarrollada predominantemente 
agrícola y rural346. La idea de la emulación surgió de los numerosos supuestos en los que 
se causaba un daño a otro en el ejercicio de un derecho, entendiendo que la intención 
del autor era la razón por la que se calificaban los actos lícitos o ilícitos347. Se pueden 
identificar dos criterios dentro de los actos de emulación: 1) el animus nocendi, es decir, 
la intención de quien realiza actos sin utilidad propia o con utilidad mínima, con el fin 
de dañar o molestar a otros, de difícil prueba348; y 2) el uso extraordinario del acto que, 
perjudicando a un tercero, no reporta ningún beneficio al autor, extralimitación que no 
tiene que ver con una necesidad económica sino con una hostilidad deliberada349. Es la 
utlilidad o no utilidad la clave de la emulación.  
Las críticas de la teoría de la emulación se centraron en el aspecto moral, pues no se 
puede juzgar la intención del que daña, pues no ofrece solución a la problemática de las 
inmisiones, ya que su propagación por medios naturales vacía el contenido intencional. 
Se criticó tambien la dificultad de prueba de que se había obrado con intención de da-
ñar350; no obstante, se entendió que era el propietario causante del perjuicio quien debía 
probar que aquello que hacía sí le suponía un beneficio, de lo contrario se presumía la 
intención de ocasionar el daño351. Por otro lado, hay autores que afirman la influencia de 
esta doctrina en la teoría de las inmisiones moderna. Para algunos autores los actos de 
emulación se convierte en la primera gran cláusula prohibitoria de los fenómenos inmi-
sivos352, como inmediato precedente de la doctrina del abuso del derecho, si bien en la 
actualidad su invocación es más anecdótica que frecuente353. NAVARRO MENDIZÁBAL354 
duda que los actos de emulación sean el germen de la doctrina del abuso de derecho, así 
como presentar ésta cómo una mera continuación de aquellos.  
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En España, con anterioridad a la STS 14.2.1944 (RJ 1944, 293), el Tribunal Supre-
mo no admitía el abuso del derecho, sino que venía aceptando el principio general qui 
iure suo utitur neminem laedit. Tras el fallo de esta sentencia se produjo una admisibili-
dad explícita y directa de la figura, momento a partir del cual nadie está obligado a so-
portar las consecuencias lesivas del uso anormal o abusivo del derecho de propiedad, 
como fuente de responsabilidad ex art. 1902 C.c. Se dijo que este artículo no exige que 
el acto u omisión dañoso o culposo sea ilícito, sino basta que haya sido realizado con 
culpa o negligencia, lo que equivaldría a la inmoralidad o antisocialidad en el abuso del 
derecho355 o, incluso, al exceso en el ejercicio del derecho ex art. 1908.2 C.c.356. Quien 
abusa de un derecho comete una falta en el ejercicio del mismo. Esta sentencia dijo que 
puede hablarse de abuso en el ejercicio de un derecho en varios sentidos: 1) como acto 
de emulación, es decir, sin utilidad propia y sólo para perjudicar a los demas; 2) como 
forma anormal en cuanto a su intensidad; y 3) conduciendo a formas particularmente 
incómodas para los terceros, comprometiendo su normal goce y creando una despropor-
ción objetiva entre la utilidad del ejercicio del derecho por parte de su titular y las con-
secuencias del mismo. En cualquier caso, se debía determinar si los derechos subjetivos 
habían de ejercerse guardando la debida concordancia con los fines perseguidos por el 
ordenamiento jurídico (Derecho objetivo). La sentencia considera ilícito el ejercicio de 
los derechos cuando es abusivo, pues a junto a los límites legales (o cuantitativos) de los 
derechos, existen otros límites de orden teleológico, moral o social (cualitativos), por lo 
que incurre en responsabilidad el que obrando al amparo de una legalidad externa y de 
un aparente ejercicio de su derecho, traspasa en realidad los límites impuestos al mismo 
por la equidad y la buena fe, con daño para tercero o para la sociedad357. La combina-
ción entre el criterio subjetivo y objetivo del abuso del derecho implica la confrontación 
de un acto producto de una voluntad jurídica (aspecto subjetivo), con la función social 
de un derecho (aspecto objetivo): en forma subjetiva, cuando se actúa con la intención 
de perjudicar o sin un fin serio y legítimo; en forma objetiva, cuando el daño proviene 
del exceso o anormalidad en el ejercicio del derecho.  
Algunos autores niegan que la doctrina del abuso del derecho aporte, por sí sólo, un 
criterio determinante en materia de inmisiones358. Otros critican que la aplicación de la 
figura siempre comporta un desvío del derecho de su función social y su ámbito perte-
nece más al Derecho de daños359, mientras que en el campo de las inmisiones el proble-
ma no es si se hace o no un uso correcto del derecho de propiedad, sino establecer el 
equilibrio entre los intereses de la actividad industrial y los propietarios vecinos, sin 
extender el posible uso excesivo a la consecuencia dañosa360. También se ha afirmado 
por algún autor que si se obra dentro del ejercicio de un derecho toda actuación es váli-
da independientemente de la intención que el agente tenga361. 
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b) La teoría de la immissio y su reelaboración por la pandectística. 
Las inmisiones en las relaciones de vecindad tienen sus orígenes más remotos en el 
Derecho romano, en el concepto de la immissio, concretamente desde las postrimerías 
de la época republicana, en la que los juristas empezaron a articular soluciones que ven-
ían a resolver determinados conflictos surgidos en las relaciones de vecindad, recogidas 
más tarde en la compilación justinianea y, en particular, en el Digesto362. El Derecho 
romano concebía la propiedad como “plena in re potestas”, esto es, como poder absolu-
to y exclusivo sobre la cosa (dominium ex iure Quiritium)363, admitiendo limitaciones 
sólo en casos excepcionales y determinados de forma taxativa. Surge al objeto de regu-
lar, a través de la propiedad y la posesión, el uso de los bienes inmuebles. Los intereses 
protegidos se situaron en el ámbito privado, a través de mecanismos como la negatoria, 
los interdictos, la Lex Aquilia, las sanciones y las prohibiciones364.   
El fragmento del Digesto D. 8, 5, 8.5 (Ulp. XVII ad Ed)365 es el punto de partida de 
la prohibición general del immitere in alienum: In suo enim alii hactenus facere licet, 
quatenus nihil in alienum im mittat (“a cada cual le está permitido proceder como guste 
en su esfera jurídica, con tal de que no invada de forma intolerable la ajena”)366. Se trata 
de una industria de fabricación de quesos ubicada en los bajos de un edificio que propa-
ga humos “altamente molestos” a los pisos superiores (fumi autem sicut aquae esse im-
missionem), prohibiéndose la injerencia de sustancias desde el fundo propio en la esfera 
jurídica ajena, salvo que se haya constituido una servidumbre (in suo enim alii hactenus 
facere licet, quatenus nihil in alienum im mittat), en tanto es lícito hacer cosa alguna en 
el fundo propio –in suo-, mientras no inmita nada en lo ajeno. Dado que lo que se inten-
ta proteger es el uso y disfrute de la cosa, son útiles los interdictos posesorios para su 
defensa, y,como es necesario contar con una servidumbre, la inmisión excesiva también 
podrá atacarse mediante la acción negatoria.  
La prohibición del immittere in alienum es una dedución lógica del carácter absolu-
to que tiene la propiedad, y como tal conlleva la ventaja de establecer una demarcación 
del uso de las cosas, no bastando que una persona se abstenga de hacer en lo propio si 
las consecuencias repercuten en lo ajeno. Se examina únicamente si el efecto necesario 
de una causa actuada por el vecino entra dentro de su ámbito de actuación jurídica, al 
seguir la línea prohibitiva del immittere in alienum proveniente de una acción que si en 
principio era lícita y estaba realizada en fundo propio (facere in suo), se propagaba a los 
fundos vecinos afectándoles negativamente367. Se ha criticado que la teoría de la immis-
sio se centra en los efectos de la actividad, por lo que no sirve para prevenir los proble-
mas vecinales368, ni define los límites de la immissio369. 
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A comienzos del Siglo XIX, debido al auge de la industria, la pandectística alemana 
elaboró una teoría que dio respuesta a los problemas vecinales, construyendo la propie-
dad bajo la noción de límite, relegando a un segundo lugar la servidumbre legal como 
instrumento técnico de conflictos de dominio. A partir de mitad de dicho Siglo se trató 
la problemática desde la perspectiva del análisis que permite la teoría de la immissio y 
las enseñanzas de IHERING, entendiendo que las inmisiones deben abordarse como limi-
tación general de la propiedad derivada de la vecindad370.  
La teoría de la immissio tiene su origen en las aportaciones de SPANGENBERG al 
Derecho de vecindad en un comentario que hizo del Digesto 8, 5, 8, 5-7 en 1826371, del 
cual extraen dos principios: 1) cada uno puede proceder en su propiedad como guste, 
siempre y cuando no inmita nada en la finca vecina de lo que a uno mismo o al vecino 
moleste (doctrina de la immissio); y 2) no puede tratarse de molestia con entidad sufi-
ciente lo que es resultado del aprovechamiento usual, de la vida ordinaria. Este último 
principio supone una evolución del principio tradicional de que quien hace uso de su 
derecho no provoca daño (qui suo iure utitur neminem laedit) según el cual no se podía 
reprimir una inmisión cuando fuere consecuencia de una actividad ejercitada en fundo 
propio. Para el autor, la mención que hace el Digesto a las inmisiones por agua, humo y 
piedra es meramente ejemplificativa, siempre que sea corporal (también el polvo y el 
vapor). Así, serán molestias extraordinarias para el propietario los influjos adversos que 
se originan en el uso de una especial industria por parte del vecino, aun cuando éstos 
sean sólo la consecuencia usual de la industria. A la vista de lo expuesto, faltaba incluir 
a las personas en el ámbito de protección. 
Por su parte, PAGENSTECHER372 disoció la propiedad del propietario, considerando 
que son ilícitas las inmisiones únicamente cuando influyen en la finca, mientras que las 
que afectan al ocupante no (olores, ruidos, vibraciones, etc.). HESSE373 dijo que la pro-
tección jurídico-civil en materia de inmisiones sólo alcanza a la propiedad como dere-
cho patrimonial, por lo que no puede extenderse a las inmisiones incorporales, incluso 
aunque sean nocivas para la salud del propietario, por cuanto queda reservada al Dere-
cho de policía. Este autor indicó que el uso normal de la finca es un criterio demasiado 
relativo e indeterminado dado que nunca hay un aprovechamiento usual de la la finca, 
sino un aprovechamiento individual que obedece a necesidades y condiciones del pro-
pietario; por otra parte, tampoco puede considerarse una regla objetiva, por cuanto no 
puede prescidir de la intención del sujeto actuante374. Finalmente, WERENBERG375 señaló 
que las injerencias indirectas que se propagan al vecino por obra de factores naturales 
serán ilícitas siempre y cuando pudieran haberse previsto.  
Se puede atisbar el germen de la teoría del uso normal, si bien limitado a los su-
puestos de daños a las cosas y no a las personas376, propio de los tiempos en que la vida 
se desarrollaba bajo una esfera de actividad económico-doméstica, aunque se podía ob-
servar un incipiente crecimiento industrial. 
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c) La teorías del uso normal y de la normal tolerancia. 
Se ha indicado con anteriodidad que en los albores de la teoría del uso normal se 
conciliaban los dos puntos de vista relativos, por una parte, la teoría de la immissio, ba-
sada solamente en los efectos, y, por otra, al principio qui suo irure utitur neminem lae-
dit, basada únicamente en la actividad inmitente, llevando a la teoría, ya apuntada por 
los autores de la pandectística alemana (v.gr. SPANGENBERG) de que están prohibidas, 
además de las inmisiones directas, aquellas indirectas que derivan de un uso extraordi-
nario que exceda de las necesidades y de la esfera de la vida normal, estando permitidas 
las que derivan de las necesidades de la vida cotidina. Esto es fruto del tránsito de una 
economía doméstica a una incipiente industrialización. IHERING dijo que la pura y sim-
ple prohibición de las inmisiones, el principio in suo hactemus facere licet, cuatenus 
nihil in alienum in mittat (en principio, está está permitido hacer hasta el punto de que 
no se inmita en lo ajeno), es un concepto mezquino377. 
IHERING puso de manifiesto que el concepto de immissio era insuficiente desde el 
punto de vista de las sustancias que la podían producir. Asimismo, el autor consideró 
que había que ir más allá de las sustancias corporales, para lo cual sustituyó el criterio 
de la immissio por el de Eingriff (influjo, influencia) 378, lo que servía para dotar a éste 
último de un contenido más amplio (por ejemplo el ruido, el vapor, los olores o las vi-
braciones)379; y estableció la prohibición de los influjos indirectos cuando fueran noci-
vos para la cosa, o molestos para las personas en medida superior a lo tolerable ordina-
riamente380, pues su protección jurídica tiene que venir determinada por los efectos per-
judiciales que causan, y no al modo en que se producen.  
El autor distinguió un plano objetivo (influjos perjudiciales para las cosas), según la 
regla del uso normal -aprovechamiento usual y regular-, y otro subjetivo (influjos perju-
diciales a la persona) que debía valorarse conforme a la sensibilidad de los sujetos en 
general -normal tolerancia-381. El primer criterio se aplica más a la conducta y el segun-
do a los daños382. Según el autor, los influjos indirectos solo deben prohibirse en el caso 
de que sean nocivos para la cosa, o molestos para las personas en medida superior a la 
tolerable ordinariamente, ya que en este caso también hay lesión a la propiedad al impe-
dirse el ejercicio del mismo. Ambos criterios han sido los que, de forma separada o con-
juntamente, han sido aplicados por la gran mayoría de la doctrina y los Tribunales383. 
Incluso hay quien, enfocando estos criterios dentro del instituto de la responsabilidad 
civil, dice que se convierten en la medida que concretará el principio rector de las rela-
ciones de vecindad: alterum non laedere384.  
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El uso normal de la propiedad deberá averiguarse mediante las circunstancias del 
lugar, en un sentido fáctico y no normativo (actuación habitual), lo que dará soluciones 
distintas en función del “ambiente” donde nos instalemos. No obstante, hay autores que 
en la apreciación de la “normalidad” con base a criterios objetivos, han ligado el uso 
anormal a lo recogido en los reglamentos, en la costumbre, en el uso local, atendiendo 
en cada caso a las circunstancias concurrentes385. Si bien el criterio del uso normal es 
práctico y llega a aplicaciones buenas, no es lógico y, en ocasiones, es injusto, por cuan-
to si bien en la vida ordinaria el uso normal responde, en general, a una normal toleran-
cia, por el contrario, en la industria -especialmente en la gran industria- puede hacerse 
un uso normal y causar molestias intolerables. Lo que pretendía IHERING era resolver la 
problemática suscitada cuando se produce una inmisión producida por un uso industrial 
no extraordinario, pero sí excesivo, antendiendo en ambos casos a la normalidad e in-
tensidad de las industrias de la zona. Es decir, no es suficiente con que el uso sea ordi-
nario o normal sino también no excesivo386. Es en este momento cuando se sientan las 
bases elementales de la disciplina de las inmisiones387. 
Si se separan los conceptos de uso normal y normal tolerancia, este último tiene en 
consideración la incidencia que la inmisión produce en el fundo vecino, mientras que el 
uso normal parte de la consideración de la medida del uso del propio derecho por parte 
de un propietario, independientemente de la incidencia de ese uso en el fundo vecino. 
No obstante, como afirma ROTONDI, ambos principios son recíprocos y deben aplicarse 
conjuntamente, por la relación de causa y efecto que los caracteriza. Por ejemplo, el art. 
844 C.c. italiano, que recoge la regla de la normal tolerancia, lo hace como fórmula abs-
tracta, que se concreta según la situación de los dos fundos. Cuando las inmisiones su-
peren la normal tolerabilidad, se otorga la posibilidad de ejercitar la acción negatoria 
además del resarcimiento del daño. No obstante, desde un punto de vista preventivo, 
habrá que enjuiciar la cuestión desde la parte del acto causante al que se atribuye tal 
efecto intolerable, por lo que será prevalente la teoría del uso normal como determinante 
de la tolerabilidad normal de las inmisiones.  
Finalmente, existe una relación del abuso de derecho en su vertiente objetiva con la 
doctrina del uso normal ya que «el abuso es exceso, y éste tiene como medida la norma-
lidad»388. No obstante, existen diferencias entre ambas figuras: 1) el criterio del uso 
normal supone una superación de los actos de emulación, puesto que serán ilícitas las 
inmisiones que, aunque no supongan intención de dañar, procedan de un uso extraordi-
nario o excedan de las necesidades y la esfera de la vida normal; 2) cualquier molestia 
que provenga de un uso anormal es ilegítima, mientras que en el caso del abuso del de-
recho se requiere que se sobrepase manifiestamente la normalidad; 3) no se impone 
desde el abuso de derecho ninguna forma del ejercicio del derecho, mientras que el uso 
normal sí, pues se exige una actuación inocua o, en su defecto, normal. No obstante, en 
toda relación vecinal afectada por inmisiones que exceden del índice de la normal tole-
rancia se esconde un manifiesto abuso del derecho389. 
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No obstante, el criterio del uso normal no cierra los problemas en los conflictos ve-
cinales, por cuanto por sí sola es insuficiente para regularlas y por que precisa dar entra-
da a otros factores que la determinen, lo que pretendió superar FERRARA y su teoría de 
la gravedad de las inmisiones, y que está relacionada con la gravedad del daño390. Las 
condiciones para que se de una invasión excesiva, independientemente de que sea dire-
cta o indirecta, es que la misma sea considerable (por la cualidad, cantidad, duración, 
excepción grave al derecho del propietario, etc.), permitiéndose su cesación e indemni-
zación de los daños producidos, salvo en el primer caso cuando el uso esté permitido 
por concesión administrativa, donde solamente cabrá indemnización. GONZÁLEZ-
ALEGRE valora la posición de FERRARA, en cuanto «intercala en aquellas inmisiones o 
influencias, y en relación con el uso normal, un elemento apreciativo de máximo in-
terés: la gravedad de las mismas»391. En mi opinión, la excesividad de la inmisión se 
incardina mejor en el análisis de la normal tolerancia de la inmisión, pues ésta mide los 
efectos del acto: lo que se ataca es la excesividad del acto puesto de manifiesto por las 
consecuencias del mismo (imisiones intolerables). 
d) La teoría de la necesidad social de BONFANTE. 
BONFANTE criticó la teoría del uso normal en el sentido de que el criterio dirimente 
en la misma es reducido para señalar las inmisiones lícitas o ilícitas por cuanto las pro-
venientes de la industria se habían convertido en algo “normal” y difícilmente evitable 
por falta de medios392. Pretende llegar a una solución lógica y equitativa que, sin sacrifi-
car la propiedad y la libertad, preste suficiente atención a las exigencias de la vida so-
cial393. Las relaciones entre derechos de los propietarios son, por definición, inviolables 
y absolutos y sólo encuentran como límite la “necesidad social general y absoluta” (de 
lo contrario no hay inmisión394), pues no existe ningún criterio lógico que sustente que el 
uso de un inmueble haya de ser el que en definitiva deba de dársele siempre y un bene-
ficio a costa de un perjuicio al afectado, provocando un empobrecimiento de una parte y 
un enriquecimiento de la otra395. El autor propuso sustituir el criterio de la necesidad del 
uso por el de necesidad social, cotidiana y civil, no industrial, para frenar lo que él de-
nominaba “molestias antisociales de la nueva feudalidad de los señores de las fábricas y 
de los automóviles”, si bien permitía elevar al grado de necesidad social el funciona-
miento de centros industriales que se consideren vitales, lo que genera, a su vez, la duda 
de si esto establecía una primacía de la gran industria396. 
BONFANTE distingue entre la esfera interna y externa del derecho de propiedad. La 
primera viene determinada por los confines del fundo, de forma que su lesión es lesión 
de mi derecho; la esfera externa no forma parte del contenido del derecho y, por lo tan-
to, su mantenimiento constituye sólo un interés cuya lesión no puede reputarse de daño 
jurídico397. La lesión al derecho ajeno puede producirse por la repercusión de operacio-
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nes que se ejecutan en terreno propio (facere in alienum). No hay inmisión en el caso de 
peligro porque nada penetra en el fundo ajeno ni se altera su sustancia, sino que se trata 
de una modificación de las condiciones externas respecto a las cuales no se tiene dere-
cho. El inmittere o facere serán constitutivos de lesión cuando sean de tal entidad que 
socialmente se consideren dañosas o molestas, sin razón para ser toleradas (límite de 
tolerancia). Las inmisiones serán las de calor, sonidos, rumores, estrépitos, luces des-
lumbradoras, electricidad, fuerza magnética y fuerzas radioactivas. Se excluyen cuando 
sean obra de la Naturaleza (caso fortuito o fuerza mayor) o, siendo obra del vecino, no 
cause molestias según el grado de sensibilidad de un ambiente social determinado, con-
cretado o señalado por las necesidades sociales generales, cotidianas y civiles de un 
pueblo398. Varios autores critican que el concepto de necesidad social es sumamente 
impreciso399, por lo que será necesaria la intervención judicial y, en ocasiones la doctri-
nal, a la hora de acotar la extensión de sus efectos400.  
Por otro lado, los medios jurídico-civiles aplicables a las inmisiones ilícitas son la 
acción negatoria y la de responsabilidad por daños. En materia preventiva, cabrá la ac-
ción negatoria para poner término a toda actividad molesta o dañosa, perturbadora de 
toda normal vida en vecindad; y en materia represiva, habrá una acción de resarcimiento 
de daños, para la reparación o indemnización de los daños causados401. De hecho, si la 
inmisión o la actividad son de naturaleza permanente cabrá la acción negatoria para 
hacer cesar la perturbación y la acción de daños para solicitar el resarcimiento de los 
mismos. En cambio, cuanto el immittere sea transitorio o el facere se reduzca a un solo 
acto o solo se manifieste por el daño causado, no tendrá cabida la acción negatoria pero 
sí la acción de daños402. No obstante, no cabe confundir los requisitos que dan lugar a 
una u otra acción, puesto que la acción de daños exige ante todo el daño como condi-
ción objetiva, si bien como lesión de un derecho y no de un mero interés; criterio este 
último que resulta también de interés para determinar si cabe o no la acción negatoria en 
materia de vecindad inmobiliaria: hay daño jurídico cuando hay lesión sustancial de 
elementos internos del fundo. La responsabilidad por daños exige, en general, la culpa 
como condición subjetiva, en el sentido de que el acto pueda ser imputado a mi voluntad 
libre y consciente. Quedan excluidos todo lo que sea obra de la propia Naturaleza en su 
vertiente de caso fortuito. Asimismo quedan excluidos el immittere o facere que, siendo 
obra del vecino, no cause menor molestia, o lo bastante por no atacar el grado de sensi-
bilidad de un ambiente social determinado, concretado por las necesidades sociales ge-
nerales, cotidianas y civiles.  
Algunos autores han visto ventajas en la teoría de BONFANTE. Según GONZÁLEZ-
ALEGRE las relaciones de vecindad en la moderna sociedad industrial ha adaptado a 
ellas las viejas soluciones del Derecho común; han delimitado mejor las diversas formas 
de inmisión y ha distinguido entre remedios reales (acción negatoria) y obligacionales 
(reparación del daño)403; ha propugnado la generalización en esta materia de la respon-
sabilidad civil objetiva, y ha situado el límite entre inmisión lícita o ilícita en las de-
mandas de las necesidades sociales y no en criterios teóricos. 
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ALGARRA PRATS, aparte de criticar también la indeterminación de cuándo un uso ha 
adquirido el carácter de necesidad social, añade que el requisito de que se trate de nece-
sidades generales absolutas, civiles, no industriales, convierte la fórmula en ineficaz 
cuando se trata de conciliar los intereses entre los usos industriales y otros usos, que es 
donde mayor intensidad se plantea el problema404. Según AMUNATEGUI PERELLÓ, esta 
teoría ha sido parcialmente recogida en algunas legislaciones en las que se impone al 
vecino la tolerancia de ciertas inmisiones que exceden del uso normal, siempre que no 
puedan ser evitadas, por lo que más que como criterio autónomo respecto al uso normal, 
suele actuar como su correlato moderador en circunstancias excepcionales, por lo que 
debe ser establecido expresamente por el legislador, ya que las limitaciones al domilio 
relativas a la necesidad social son, por término general, materia de ley405.  
e) La teoría francesa de los troubles de voisinage. 
La teoría francesa de la responsabilidad por troubles de voisinage surge tras la sen-
tencia de la Cour de Cassation de 27 de noviembre de 1844406. Nació al margen de la 
doctrina del abuso del derecho en general y del derecho de propiedad (intención del 
propietario o condiciones o circunstancias en que realiza el acto), y pone el acento en la 
anormalidad en el ejercicio del derecho de propiedad revelada por sus consecuencias 
mismas, reprimiéndose el ejercicio del derecho cuando se cause al vecino un perjucio 
apreciable cuyas consecuencias no tiene que de tolerar, o lo que es lo mismo, se estable-
ce la obligación de reparación cuando el daño o perjuicio excede la medida de las obli-
gaciones ordinarias de vecindad407, o cuando las perturbaciones exceden los inconve-
nientes ordinarios de vecindad. Sólo el perjuicio excesivo podía motivar la responsabili-
dad del autor de la transgresión. El causante de la perturbación actúa sin intención de 
dañar y con un fin serio y legítimo, satisfaciendo su propio interés, pero su conducta es 
excesiva respecto a los inconvenientes normales de la vecindad. Esta teoría se ubica 
sistemáticamente por la doctrina indistintamente en el estudio de la propiedad o en el 
tratamiento de la responsabilidad civil extracontractual (posición adoptada en su gran 
mayoría por la jurisprudencia), e incluso en ambos campos a la vez.408.  
No obstante, si por un lado en algunas ocasiones los fallos judiciales encuentran en 
el sólo perjuicio excesivo el fundamento de la responsabilidad, a veces parecen exigir, 
de otra, una falta de negligencia imputable al autor de la transgresión409. A pesar de esta 
aparente confusión, en lo que sí parece estar de acuerdo la jurisprudencia es en el carác-
ter relativo de la perturbación410, que depende de los usos o condiciones de un lugar, la 
frecuencia y duración de la perturbación, en la receptividad personal de la víctima, o, en 
el caso de que ésta sea otra industria o un profesional, la receptividad específica411, por 
lo que la determinación de la anormalidad de la perturbación es una cuestión de hecho, 
que deberá ser concretada por el juez de instancia412.  
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Esta fórmula fue bien acogida por la doctrina francesa de la época413, pero no por la 
doctrina moderna, que ha criticado que la solución jurisprudencial no ha satisfecho los 
actuales problemas de las relaciones de vecindad414. Por ejemplo BLAISE critica que la 
teoría de les troubles de voisinage, además que no tener regulación expresa, resulta im-
precisa en sus fundamentaciones, tanto como fuente de responsabilidad como de la res-
ponsabilidad misma, caracterizándose por su ineficacia en orden al funcionamiento de la 
reparación. Asimismo, en lo referente a su fundamentación teórica, critica que se con-
funde el perjuicio con la falta y hace de aquél la condición de ésta, cuando en realidad 
son dos elementos de la responsabilidad civil totalmente diferenciados.  
En cambio, las ventajas de esta teoría son varias, según APPERT: a) sustituye una 
cuestión de hecho a una cuestión de derecho; b) concilia fuertemente las necesidades de 
la industria con el deseo general de la tranquilidad y del bienestar; c) es flexible a las 
modificaciones introducidas dentro de la industria y en la vida social; y d) tiene la ven-
taja de ser equitativa entre los intereses de las partes implicadas415. Según el autor, el art. 
1382 C.c. francés sirve de base en las decisiones jurisprudenciales en materia de vecin-
dad, autorizando la condena a los daños y perjuicios que ocasione el autor de los mis-
mos mediando faute, bien sea como resultado de una imprudencia, una negligencia o 
una falta de precauciones. Pero también sirve en los casos en que el daño es consecuen-
cia de un ejercicio normal de la industria, que ninguna medida podría prevenir. En estos 
casos, los jueces consideran como faute el sólo hecho de sobrepasar la medida de los 
inconvenientes ordinarios de vecindad (mesure des inconvénients ordinaires du voisi-
nage). Según el autor, esta concepción de la faute esta bien legitimada porque favorece 
el progreso, pues si los tribunales rechazaran la indemnización de daños en ausencia de 
negligencia o imprudencia, la administración o el legislador se verían en la necesidad de 
imponer a los industriales condiciones de explotación más onerosas416. 
Por su parte, opina CABALLERO que la cuestión que ha preocupado esencialmente a 
la doctrina es la del fundamento de la responsabilidad417. Por ejemplo, en la doctrina, las 
principales teorías que fundamentan la responsabilidad civil extracontractual por trou-
bles de voisinage excesivos basada en una faute, son:  
- La tesis del cuasi contrato (POTHIER). El fundamento de la responsabilidad se ba-
sa en que la vecindad integra un cuasicontrato entre los vecinos fundado en la propia ley 
o en una regla de equidad natural y cuya expresión consiste en no causar daño al vecino 
(neminem laedere) 418. La Ley y la equidad natural son la fuente del cuasi-contrato, y la 
norma general es que cada uno haga en su fundo lo que estime conveniente, pero sin 
molestar al vecino. Se basa en los art. 674 C.c., relativo a las distancias y obras interme-
dias para ciertas construcciones, y el art. 1370 C.c., donde se recoge la idea del cuasi 
contrato de vecindad. El autor interioriza en la propiedad la regla general de la prohibi-
ción de dañar al vecino, si bien en el desarrollo y aplicación de esta regla reenvía a la 
teoría de las obligaciones. Este cuasi contrato se consigue unificar la compleja normati-
va relativa a distancias, medianería, inmisiones, etc.  
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- La tesis del abuso del derecho, fundamentada en la causación de un daño excesivo 
a los vecinos (LEYAT). Según el autor la prohibición de las inmisiones es consecuencia 
directa del art. 544 del Code, tanto en su vertiente activa (hacer en el fundo lo que se 
quiera) como pasiva (orden de respetar al propietario en su dominio). La apreciación del 
límite de la faute la realizará el juez como una cuestión de hecho, debiendo complemen-
tarse con el criterio del abuso del derecho. Aquél que, en ejercicio de su derecho de pro-
piedad, cause un daño excesivo a su vecinos, abusa de este derecho.  
- Henri y León MAZEAUD defienden que exceder de la medida de las obligaciones 
ordinarias de vecindad supone cometer una falta ex art. 1382 C.c., por el hecho de des-
arrollar una actividad que obliga a los vecinos a soportar más de lo que es soportable. 
Esto no debe llevar a confundir la faute y el perjuicio, ya que se aplican las reglas gene-
rales que gobiernan la faute: «Un individuo prudente causa daños ligeros a sus vecinos: 
no se podría vivir en sociedad sin causarlos; pero ello no les impone perjuicios excesi-
vos»419. Los autores dicen que esta teoría no difiere de la de la faute, pues consideran el 
abuso del derecho una variedad particular de aquélla. 
- CAPITANT justifica la teoría de la obligación legal de vecindad, de carácter recí-
proco, cuyo contenido es no dañar al vecino (alterum non laedere), derivada implícita-
mente de los arts. 651 y 1370 C.c. Hay un límite mínimo por debajo del cual esta obli-
gación no se aplica, y se determinará según las circunstancias y será, en última instan-
cia, el juez el que aplique esta regla. Estas obligaciones tienen el mismo carácter: no 
pueden ser más que derechos personales. Hay que probar el hecho material de la contra-
vención, y el deudor no puede escapar a su condena más que en casos de fuerza mayor. 
Estas obligaciones son propter rem y recíprocas (no forzosas) constituyendo límites al 
ámbito de aplicación de su derecho de propiedad y son establecidos por la ley al objeto 
de asegurar el ejercicio concurrente y pacífico de estos derechos. Tienen como objeto 
prohibir al propietario ciertos actos o imponerle otras observaciones de ciertas condi-
ciones (obligaciones negativas ex. art. 674 C.c.)420. 
- La tesis de la obligación consuetudinaria de vecindad (BLAISE)421 defiende la exis-
tencia de una obligación recíproca entre vecinos de no causarse daños unos a otros ba-
sado en la costumbre, como la establecida en el art. 674 C.c. Resultan de la costumbre 
praeter legem y, como no está prevista en la ley su sanción, incumbe al juez exigirla; se 
impone al vecino una limitación de una libertad dictada por la costumbre, un deber de 
abstención más allá de una cierta medida. La reparación del perjuicio podrá ser acorda-
do por aplicación de los artículos 1382 y 1384.1º C.c., dado que la violación de la obli-
gación consuetudinaria constituye una falta422. André ROBERT dice que la costumbre 
modela a menudo las obligaciones de derecho de los bienes, ya que los usos locales re-
gionales pueden separarse de las reglas legales, y, por ello, puede explicar que la res-
ponsabilidad por los troubles de voisinage no se vea influenciada por el cumplimiento 
de las normas administrativas o la obtención y cumplimiento de las licencias y autoriza-
ciones423. CABALLERO critica que la costumbre no existe, puesto que la comunidad de 
vecindad tampoco existe. La tolerancia no es recíproca»424. 
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Existen otras teorías que explican el fundamento de la responsabilidad civil por 
troubles de voisinage en ausencia de una faute basada en reglas de equidad o equilibrio, 
pero no en la responsabilidad por riesgo: 
- La tesis de la equidad natural (SAVATIER) 425: todo propietario tiene el derecho a 
molestar al vecino, buscando la línea divisoria de lo tolerable o intolerable a través de 
“la règle générale Neminem laedere suffit”, para lo cual utiliza la categoría de los faits 
justificatifs del daño o droits de nuire à autri, que se producen cuando una ley o una 
orden legítima de la autoridad permiten la molestia a otro. En ausencia de previsión 
legal, se fundamentarán la equidad en la necesidad social (derechos de molestar), que se 
hará en función del tiempo y lugar en que se desarrollan. Se tienen encuenta también la 
posible pre-ocupación colectiva pero no la individual. Basándose también en reglas de 
equidad se fundamenta la opinión de TUNC, cuando dice que la idea de reparación sin 
faute proviene del hecho de una persona que impone a los otros una inmisión superior a 
aquella que resulta normal de una vida en sociedad426.  
- En la teoría de la expropiación (DEMOGUE)427 las perturbaciones constituyen una 
especie de expropiación entre vecinos; este hecho, junto con el provecho que el causante 
de la molestia obtiene, justifica el nacimiento de la indemnización. Esta teoría tiene el 
inconveniente principal de otorgar al contaminador un derecho a contaminar, previo 
pago del justiprecio al perjudicado. 
- La doctrina del equilibrio entre las propiedades vecinas se basa en la igualdad de 
los diversos derechos de propiedad (art. 544 C.c.). Distingue entre los daños que se pue-
den ocasionar al vecino en el ejercicio del derecho de propiedad por negligencia o abuso 
(que se reconduce a través de la responsabilidad civil), y los daños inherentes a una ac-
tividad normal del propietario, que dan lugar a una compensación. 
- Principio de igualdad ante las cargas públicas que, si bien deriva del Derecho 
público, puede ser aplicado a los establecimientos industriales privados, al objeto de que 
la carga sea repartida entre el beneficiario directo de la actividad (la industria) y los be-
neficiarios indirectos (los ciudadanos)428.  
CABALLERO critica la esterilidad de las teorías anteriores, y propone que cada indi-
viduo tiene un derecho subjetivo a la pureza natural de su marco de vida: existirá falta 
en toda inmisión que viole este derecho429. No es en la obligación sino a partir del trou-
ble donde se construye la responsabilidad por troubles de voisinage: la condición de 
anormalidad resulta de una tolerabilidad natural del hombre y del medio ambiente a un 
cierto umbral de agresión, tolerabilidad que tiende a la naturaleza de las cosas430. «[L]os 
fenómenos perturbadores tiene estructura progresiva; la capacidad de absorción sin daño 
del hombre y del medio ambiente resultan de la naturaleza de las cosas. Si ciertos in-
convenientes son considerados como normales, no es porque los vecinos se deban una 
mutua tolerancia, sino porque son tolerables en sí mismos. Si el juez está obligado a 
hacer la distinción entre normal y anormal, no es porque la vida en sociedad lo exija, 
sino porque la fenomenología del trouble lo impone431.  
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f) Responsabilidad objetiva en las relaciones de vecindad. 
JOSSERAND  fundamenta la responsabilidad por troubles de voisinage en la realiza-
ción de un riesgo anormal (acto excesivo) cuando se causa un perjuicio anormal, es de-
cir, cuando un acto sea extraño en su explotación y ocasione molestias por encima de lo 
ordinario, y rompa el equilibrio de la situación jurídica de los fundos vecinos, excluyén-
dose de la responsabilidad aquellos que no agraven las molestias típicas de vecindad, 
aun siendo inhabituales, o las que, aun dañando severamente al vecino, sean producto de 
una explotación normal. Para su apreciación habrá que estar a la época y lugar de los 
inmuebles relacionados, analizando tanto la actividad inmitente como la entidad de la 
molestia, determinándose la responsabilidad por la intensidad del daño causado, con 
carácter objetivo. Se basa en la justicia distributiva: aquel que crea un riesgo debe repa-
rar los daños causados a terceros, pues la organización inmobiliaria implica una igual-
dad de tratamiento y de riesgos entre vecinos432. El problema del criterio del riesgo es 
que requiere un precepto expreso que lo establezca433.  
BESSON afirma que la responsabilidad civil en caso de troubles de voisinage se basa 
en la responsabilidad por hecho de las cosas, siendo de aplicación el art. 1384.1 C.c. 
Esta solución ha sido criticada por Henri y León MAZEAUD basándose en que contradice 
la línea jurisprudencial que aplica el art. 1382 C.c.; el art. 1384.1 C.c establece la res-
ponsabilidad por todo tipo de daños y no solo los excesivos; y tampoco refleja un crite-
rio que fundamente la responsabilidad434. También André ROBERT critica que la juris-
prudencia no aplica dicho artículo y que el propietario puede ser condenado incluso si 
no tiene la cualidad de guardián de las cosas435.  
g) El arbitrio judicial y la teoría de la equidad italiana. 
El criterio del arbitrio judicial sirve para resolver los conflictos de vecindad dado 
que no propone ningún principio específico para su solución, sino que deja en manos 
del juez la determinación de la tolerancia entre vecinos436, dejando abierta la posibilidad 
del surgimiento de continuas adaptaciones en función de cuales sean las necesidades 
sociales a las que haya de darse cobertura en cada momento. ALGARRA PRATS critica 
que esta solución no es, en puridad, una fórmula o criterio ya que no ofrece al juez ele-
mentos con los que operar en el juicio acerca de la tolerancia o intolerancia de una inmi-
sión, sino sólo unos criterios generales. Es verdad que los tribunales han aportado solu-
ciones ad hoc en muchos casos, pero ello puede subvertir el sistema, al darse soluciones 
totalmente dispares ante casos sustancialmente idénticos, por lo que sería conveniente 
encontrar una fórmula aplicable a la disciplina de las inmisiones.  
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Esta posibilidad se debe a que, como afirma EGEA FERNÁNDEZ, «desde la perspec-
tiva civil de las relaciones de vecindad no se dispone de un criterio cuantitativo que nos 
sirva para determinar qué inmisiones deben tolerarse y qué otras pueden hacerse cesar», 
por lo que la «fijación de la legitimidad o ilegitimidad de una inmisión quedará en ma-
nos de juez, que, normalmente, se guiará por los estándares administrativos contenidos 
para algunos tipos concretos de inmisiones, en las distinas normas que fijan unos valo-
res límite (niveles de inmisión) que en cierta medida facilitan la tarea y pueden servir de 
indicador respecto de su tolerabilidad». Según el autor, esto es una plasmación de la 
necesaria aproximación del derecho civil y administrativo437. 
GONZÁLEZ-ALEGRE es partidario de compatibilizar la necesidad de un principio 
jurídico-legal como base de las resoluciones judiciales, que sirva de seguridad jurídica y 
que proporcione una visión abstracta y general de las necesidades jurídicas de cada 
momento histórico, con la visión concreta y particular que al Juez le toca para llevar 
aquel principio general al caso concreto. Dos clases de materiales debe tener en cuenta 
el Juez para ejercer su función judicial: la norma y las circunstancias extrajurídicas, de 
manera que el arbitrio judicial sirva como instrumento corrector, integrador y adaptador 
del que resulte principio informador de las relaciones de vecindad, a no ser que se quie-
ra un principio no ajustado a la realidad. Según el autor, solamente el criterio del juzga-
dor es capaz de conseguirlo, para lo cual debería constituir el fondo del hecho y relacio-
narlo con las circunstancias más diversas. Al criterio del juzgador habrá de quedar para 
decidir el resultado de la legitimidad o ilegitimidad de la inmisión atendiendo a los cri-
terios del uso normal y de la normal tolerancia438. 
En Italia, la fórmula normativa que intenta conciliar el criterio de la normal tolera-
bilidad con las exigencias de la producción atribuye al juez (giudice di merito) un nota-
ble margen de discrecionalidad ya que no se establece una medida con base a la cual 
individualizar dicho límite, si bien los intereses prevalentes no deberán fijarse de mane-
ra individual sino a través del interés social439. No obstante, el juez nunca opera de for-
ma independiente del legislador ya que las reglas se encuentran en la ley de forma 
explícita o implícita, por lo que el criterio del arbitrio puede encuadrarse en el esquema 
del juicio de equidad, entendido como un juicio sobre el caso concreto desvinculado de 
toda norma positiva preexistente que prevea cómo debe ser regulado el hecho. LUZZATO 
efectúa una sistematización racional que sirva de guía legítima para el juez, obtenida 
indirectamente de la ley. El autor diferencia: 1) el criterio del uso social, ordinario y 
normal, que sirve como guía para valorar la legitimidad de una cierta actividad de la 
cual deriva la inmisión. 2) El daño y la utilidad del sujeto que sufre la inmisión. 3) El 
criterio subjetivo del acto emulativo, en caso de que el daño haya sido intencional, o el 
de la culpa, cuando sea imputable a la inobservancia de la regla de prudencia, en cuyo 
caso el daño es intolerable per sé, por cuanto el mismo es evitable440. 4) Responsabilidad 
objetiva del empresario para asegurar el resarcimiento, no la cesación, del daño grave 
causado en la vecindad industrial.  
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Por su parte, VISINTINI afirma que en la determinación del criterio de la normal to-
lerabilidad del art. 844 C.c. italiano el juez tiene un amplio margen de apreciación en el 
caso de que no esté todavía formado el uso local en relación a un determinado género de 
inmisión, en cuyo caso no se trata tanto de apreciar el uso normal como de la razonabi-
lidad de la misma, en relación a un determinado disfrute del fundo en el ambiente cir-
cundante. El mismo margen de valoración discrecional asiste al juez cuando se trate de 
ejercitar un arbitraje entre dos actividades de disfrute del fundo que no exceden la me-
dida de los inconvenientes de vecindad respecto al uso local, en cuyo caso se puede uti-
lizar el criterio del preuso o el subjetivo de la culpa441.  
2) Concepto, caracteres y dominio de la inmisión. 
A) Concepto de inmisión. 
Lo habitual entre la doctrina civilista es la no definición expresa del término de in-
misión, dotándose así de la mayor flexibilidad posible. El concepto de inmisión deberá 
ser lo más comprensivo posible y con total neutralidad axiológica, por cuanto se trata de 
una realidad fáctica susceptible de calificación jurídica, si bien no es necesario que re-
coga exhaustivamente todos los supuestos considerados como tales, sino que deberá 
elaborarse un concepto genérico que fije los criterios fundamentales que deben reunir 
para ser consideradas “verdaderas” inmisiones. No obstante, un buen número de autores 
ha procurado establecer una definición lo más completa posible: 
«injerencias perjudiciales que se producen mediante la introducción de sustancias im-
ponderables procedentes de la finca causante del perjuicio que son conducidas mecánica o 
físicamente, por tierra o por aire, sobre una finca vecina (en sentido lato)» (ALGARRA 
PRATS)442. 
«La injerencia en la esfera jurídica ajena mediante la propagación de sustancias nocivas 
o perturbadoras, y comprende también la realización de actos que tienen lugar en el inmueble 
propio pero repercuten también en el del vecino» (ALONSO PÉREZ)443 .  
«La inmisión significa una penetración en la propiedad ajena, provocando una interfe-
rencia en el disfrute pacífico y útil de la misma por su propietario o poseedor y comprendería 
las siguientes sustancias: «humos excesivos, emanaciones de clocas, depósitos de materias 
infectantes, olores, vapores, gases», etc.» (ÁLVAREZ LATA)444. 
«Aquellas injerencias, apreciables físicamente, que se propan sin intervención de la vo-
luntad humana, pero que se producen como consecuencia del disfrute del derecho de propie-
dad, o ejercicio de la posesión sobre un bien inmueble y que provocan una interferencia en el 
disfrute pacífico y útil del derecho de propiedad sobre otro bien inmueble vecino» (AMAT 
LLARÍ)445. 
«Una injerencia o intromisión en la esfera jurídica ajena, mediante el ejercicio normal o 
anormal de un derecho de uso y disfrute que provoca la propagación reiterada de sustancias o 
repercusiones molestas o nocivas al fundo vecino, excediendo del límite de normal toleran-
cia, según las circunstancias del tiempo y lugar, y lesionando los derechos patrimoniales o 
personales relacionados con el goce del fundo vecino» (DÍAZ ROMERO)446. 
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«Injerencias perjudiciales que se producen mediante la introducción de materias impon-
derables procedentes de la finca causante del perjuicio que son conducidas mecánica o físi-
camente, por tierra o por aire, sobre una finca vecina (en sentido lato)» (EGEA FERNÁN-
DEZ)447. 
«La invasión de la esfera jurídica mediante sustancias o fuerzas, con cierta entidad físi-
ca, que se producen como consecuencia del disfrute de un bien inmueble y que, por medios 
naturales, se propagan y penetran en un bien inmueble vecino, de forma reiterada, produ-
ciendo daños al mismo o daños o molestias a las personas que lo habitan o que, por otros 
motivos (laborales, por ejemplo), lo frecuentan» (EVANGELIO LLORCA)448. 
«Aquellas injerencias, apreciables físicamente, que se propagan sin intervención de la 
voluntad humana, pero que se producen como consecuencia del disfrute del derecho de pro-
piedad, o ejercicio de la posesión sobre un bien inmueble y que provoca una interferencia en 
el disfrute pacífico y útil del derecho de propiedad sobre otro bien inmueble vecino» 
(HERRERA DEL REY)449. 
«Aquella injerencia consistente en sustancias, materias, partículas, elementos o fuerzas 
incorporales de escasa corporalidad, que se producen  por la actuación humana en el ejerci-
cio del derecho de propiedad u otro derecho fruitivo, con una cierta reiteración y por encima 
del nivel de tolerancia que la vecindad impone, y que, separándose del punto de origen, se 
propaga por medios naturales y penetra en la esfera interna de la propiedad ajena, resultando 
dañosa para el inmueble o nociva y molesta para las personas que lo disfrutan por cualquier 
título» (MACÍAS CASTILLO)450. 
«La invasión de la finca vecina que se produce por medio de la penetración de sustan-
cias molestas, como pueden ser, por ejemplo, ruidos, vibraciones, humos, gases, olores, pol-
vo, calor, cenizas, nocivas para las actividades que se desarrollan en el predio vecino y per-
judiciales para la salud de las personas o peligrosas por razón de los riesgos que comportan» 
(MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO)451.  
«Injerencia en la esfera jurídica ajena que provoca un daño, consecuencia del ejercicio 
de un derecho dominical que se inicia en el propio inmueble y que trasciende a otros próxi-
mos, o por la propagación de sustancias nocivas para la salud» (MASFERRER DOMINGO)452. 
Las inmisiones causada por humos, gases y olores (contaminación atmosférica) son 
los supuestos más paradigmáticos del art. 1908.2º C.c.453. Las emanaciones pasan a re-
gularse en el art. 1908 4º C.c., limitándose a las provenientes de cloacas o depósitos de 
materias infectantes producidas sin adoptar las precauciones necesarias. La contamina-
ción a través de la aguas también ha sido tratado como posible inmisión454. Un caso muy 
habitual es el del ruido455, si bien la contaminación acústica no se recoge como agresión 
al medio ambiente en la legislación medioambiental.  
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No obstante, la analogía generalizadora (art. 4.1 C.c.) de los arts. 590 y 1908 Cc. ha 
sido aplicado por la doctrina con base a la realidad social del tiempo en que han de ser 
aplicadas (art. 3.1 C.c.), para ampliar el elenco de inmisiones al polvo, vibraciones, sus-
tancias tóxicas, calor, frío, hollín, humedad etc.456, siempre que tengan carácter indirec-
to, material y positivo. También se pueden extender asupuestos de radiaciones y ondas 
electromagnéticas457, de gran repercusión actual.  
En Alemania, en virtud del § 906 I BGB, la immissio (inmisión), dentro del concep-
to más amplio de Einwirking (injerencia), es la penetración de imponderables tales co-
mo «gases, vapores, olores, humos, hollín, calor, ruido, trepidaciones e inmisiones simi-
lares procedentes de otra finca», teniendo en cuenta que la enumeración es meramente 
ejemplificativa , siempre que sea indirecta, material y positiva, tales como las corrientes 
eléctricas y otras energías, el polvo, la ceniza, la arena, vapor de agua, etc. Aunque se 
reconoce que la penetración de agua no es en sí misma una inmisión, sin embargo sí 
puede ser medio conductor de inmisiones. 
En Cataluña, el art. 546-13 C.c. se refiere a las inmisiones de humo, ruido, gases, 
vapores, olor, calor, temblor, ondas electromagnéticas y luz y demás similares. 
En Italia, el art. 844 C.c. habla de «penetración de gases, vapores, ruidos, trepida-
ciones y otras propagaciones semejantes», si bien la jurisprudencia dispone que dicho 
artículo contiene una enumeración abierta que permite incorporar supuestos similares, 
siempre que guarden los caracteres y requisitos de materialidad, carácter indirecto, ac-
tualidad (no simple peligro) y reiteración. En el supuesto concreto de filtraciones de 
agua la jurisprudencia se divide al respecto. También se considera inmisión el vertido de 
sustancias y vertidos contaminantes en el agua (en cuyo caso el agua actúa como medio 
transmisor de la contaminación458), vibraciones, ondas electromagnéticas, el humo, va-
por, ruido459, polvo, calor, frío, olor, etc. 460 
En Francia, es la jurisprudencia la que define qué conductas constituyen inconvé-
nients y cuales no, si bien la enumeración es amplia: vapor, calor, polvo, humo y olores, 
ruido, vibraciones y sacudidas, cualquier actividad que, causando una molestia, provo-
que la disminución del valor de mercado de la finca, e incluida en la más genérica defi-
nición de les troubles de voisinage. Desde un punto de vista objetivo, no solamente se 
incluyen las inmisiones en sentido estricto (concepto tradicional de immissio) sino tam-
bién todo tipo de perjuicios que puedan derivarse de la vecindad461. 
En el derecho del common law, la interferencia indirecta puede referirse a humos462, 
contaminación fluvial463, ruido, etc. 
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B) Caracteres de la inmisión del art. 1908.2 C.c. 
De un estudio general de la doctrina464 se pueden extraer los siguientes caracteres y 
requisitos de la inmisión: 1) Indirecto, es decir, se separa siempre de su punto de origen, 
lo que permite su propagación por medio de factores naturales (aire, tierra o agua), sin 
intervención de la voluntad humana. 2) Material: la inmisión, atendiendo a criterios físi-
cos, tiene una mínima corporeidad, o bien es incorporal. 3) Positivo: la inmisión ha de 
interferir en el disfrute pacífico y útil del derecho de propiedad o de la posesión de un 
bien inmueble vecino. 4) Causada por una emisión conocida por el operador en el ejer-
cicio loable de la actividad, es decir, en el disfrute de la misma.  
En el Derecho comparado, el § 906 BGB alemán está orientado a las inmisiones in-
directas, materiales y positivas, por lo que las inmateriales y negativas encuentran su 
acomodamiento en los §§ 903 y 1004 BGB respectivamente. El art. 684 ZGB suizo con-
templa las inmisiones indirectas, materiales y positivas, si bien añade las ideales. En 
Austria, el art. 364 AGB comprende las inmisiones indirectas, materiales y positivas, 
quedando prohibidas las directas (art. 364 párrafo 2º, in fine).  
a) Emisión conocida por el operador en el ejercicio de la actividad. 
La inmisión requerirá haber sido producida por una emisión conocida por el opera-
dor, como consecuencia del ejercicio de la actividad o disfrute de su derecho de propie-
dad inmobiliaria, es decir, con un fin serio y legítimo y satisfaciendo su propio interés, 
en la persecución de una loable empresa.  
En EEUU, una private nuisance puede ser intencional o no intencional. La primera 
se produce cuando se actua con el propósito de causar una invasión (dolo) o sabiendo 
que la misma está siendo resultado o es sustancialmente cierto que resultará de la con-
ducta465 que el actor causa a sabiendas en la persecución de una loable empresa sin de-
seo de causar el daño. No es suficiente para hacer la invasión intencional que el actor se 
haya dado cuenta o debería haberse dado cuenta que su conducta conlleva un riesgo 
grave (responsabilidad objetiva por riesgo) o probabilidad de causar la invasión (res-
ponsabilidad por culpa o negligencia). La conducta intencional debe haber sido irrazo-
nable466 (Section 822 of the RST, Division 10)467.  
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Las inmisiones deben tener su origen en el ejercicio (normal o anormal) de un dere-
cho468, es decir, de una actividad de un bien inmueble, como consecuencia del ejercicio 
de sus facultades de goce o disfrute469. Ello comporta una doble exigencia: por una par-
te, la obligación de que la inmisión sea originada por una actividad humana470 (se ex-
cluirán las fuerzas de la naturaleza); y, por otra, será necesario que la actividad inmisiva 
guarde cierta relación con el fundo en el que se realiza, es decir, que constituya una ma-
nifestación del disfrute de un derecho de goce sobre el mismo. Esto tiene relación dire-
cta con el requisito relativo a que la inmisión sea consecuencia normal del ejercicio de 
la propiedad, por cuando de lo contrario se estaría probablemente en el terreno de las 
invasiones en el uso y disfrute de la propiedad ocasionadas por escapes no conocidos 
por el operador, en cuyo caso no sería evaluable desde la perspectiva de las relaciones 
de vecindad sino desde la responsabilidad civil471.  
No hay que confundir el hecho de que la actividad sea consecuencia del disfrute del 
fundo propio, con el hecho de que se exija un ejercicio lícito de la actividad para que 
puedan estar comprendido en esta materia. Una cosa es el tipo de ejercicio que se puede 
hacer, según la normativa, y otra cosa bien diferente es cómo realizar la actividad desde 
el punto de vista normativo o según los usos del lugar, tanto desde el punto de vista del 
cumplimiento de las distancias como de las medidas de prevención del daño adecuadas 
(uso normal), o desde el punto de vista del receptor de la inmisión (normal tolerancia), 
teniendo en cuenta las circunstancias de tiempo y lugar. El primero se convierte en re-
quisito de la inmisión desde el punto de vista conceptual, mientras que el segundo se 
convierte en requisito de legitimidad o no de la inmisión.  
En Inglaterra se exige como requisito de la private nuisance la previsibilidad del 
daño por el causante en el desarrollo de su actividad. Si bien se puede encontrar juris-
prudencia en la que no se precisa el significado de la previsibilidad del daño, remitién-
dose a la regla general establecida en la negligencia472, estoy de acuerdo con la línea que 
defiende que, aunque el daño haya sido previsible en el caso de un incidente dañoso, el 
incidente en sí mismo no necesita ser previsible473. La negligencia en la nuisance no es 
un elemento esencial de responsabilidad474. Por tanto, no es necesaria la previsibilidad 
del preciso proceso industrial conducente a la inmisión475. La carga de la prueba de la 
previsibilidad del daño corresponde a los demandantes476.  
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En la mayoría de inmisiones, tanto el proceso causante como los efectos serán nor-
malmente continuos o periódicos. Por ejemplo, el clásico caso de emisión de humos de 
una fábrica, o la producción de ruidos de una obra de construcción que se encuentren 
dentro del ámbito de influencia de los efectos de la inmisión. La mayor parte de la doc-
trina española apuesta por el requisito de la continuidad o periodicidad de la inmisión, 
pues de lo contrario –dicen- se podría situar en el terreno de la responsabilidad civil ex 
art. 1902 C.c. y no en el concepto clásico de inmisión477. No obstante, las inmisiones 
pueden producir efectos repentinos, como las vibraciones provocadas por una industria 
extractiva que esporádicamente efectúe voladuras. 
Por otro lado, también pueden considerarse inmisiones aquellas producidas por in-
vasiones en el uso y disfrute de la propiedad que, si bien son producidas originariamente 
por un escape desconocido, se reproducen en el tiempo por la mera continuidad de la 
actividad y son conocidas y asumidas por el operador. No obstante, en estos casos creo 
que el afectado, sea en la primera ocasión que sufra daños, o en las siguientes, podría 
acudir a los supuestos de responsabilidad cuasi objetiva. 
El § 825 RST llega a una solución diferente: no exige la continuidad de la invasión, 
puesto que admite las momentáneas, primando el estado de “previsión” y “conocimien-
to” del causante en lugar de la forma de manifestación de la inmisión. Su frecuente uti-
lización se debe a varias razones: 1) La duración o frecuencia de la invasión es un factor 
considerado en la determinación de la gravedad del daño en comparación con la utilidad 
de la conducta del demandado, sobre todo en casos de ruidos molestos o los olores478. 2) 
La demanda frecuentemente es por injunction (acción de cesación) contra la continua-
ción de la inmisión, y alguna continuación o frecuencia es normalmente requerida como 
fundamento de la misma. 3) Una invasión continua cuyo origen es desconocido para el 
operador puede calificarse de intencional por la mera continuación de la actividad des-
pués de que el actor conozca que la invasión479. 
En el common law inglés salvo alguna oposición doctrinal480, se afirma que la nui-
sance requiere generalmente un elemento de permanencia481.  
En Francia, CABALLERO dice que no se puede hablar de permanencia de las inmi-
siones, sobretodo en las que son intermitentes. Pero tampoco se puede habar de periodi-
cidad –retorno de un hecho con intervalos más o menos regulares- por cuanto no es una 
característica fenomenológica absoluta de troubles de voisinage; «[m]ejor decir sim-
plemente que estos son propagados en el tiempo, y que el proceso dañoso presenta un 
carácter progresivo en función del tiempo»482. 
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b) Interferencia indirecta: propagación a través del medio ambiente.  
El carácter indirecto de la inmisión significa que el fenómeno tiene su origen en la 
propia finca y desde ahí extiende sus efectos a la finca del vecino, es decir, se trata de 
un facere in suo que da lugar a un immittere in alienum483. Una vez producida la emi-
sión, ésta debe adquirir independencia o autonomía del lugar de donde procede y propa-
garse por medios naturales (agua, atmósfera o suelo-subsuelo) en los que no intervenga 
el hombre484 y así penetrar en la finca ajena.  
La inmisión tiene que ser incorporal (gases, olores, calor, ruidos, etc.) o tener una 
corporalidad mínima (vapores, humo, hollín), quedando fuera las injerencias inmateria-
les o ideales y los cuerpos sólidos de proporciones considerables, que no pueden propa-
garse en circunstancias normales por medios naturales sin intervención del hombre485. 
La calificación de incorporal se realiza como aquello que no se puede tocar, que es invi-
sible y tangible por los sentidos humanos486. Por el contrario, las injerencias ideales (p.ej 
las ofensas al decoro o a la moral, la contaminación estética o la intromisión en la vida 
privada), no se consideran materiales, sino inmateriales487.  
En otros supuestos es la tierra la que actúa como medio transmisor: trepidaciones, 
sacudidas y vibraciones. El agua como elemento transmisor solamente se puede cir-
cunscribir a las inmisiones producidas entre fundos ribereños a un río, siempre y cuando 
se consideren como tales los vertidos tóxicos y las sustancias, partículas o materias con-
taminantes integradas por elementos de escasa corporalidad488.  
Todo lo anterior implica que las inmisiones directas (p. ej. la construcción en suelo 
de otro) son prohibidas por el ordenamiento jurídico con independencia del límite de la 
normal tolerancia, salvo que se constituya una servidumbre. En ocasiones no es necesa-
ria la canalización directa en el fundo del vecino para considerar la inmisión como dire-
cta489. Si la actividad humana interviniera en esta propagación, se consideraría un inje-
rencia directa y no una inmisión, por lo que no se tolerarán490, en cuyo caso se aplicaría 
el art. 1902 C.c. En cambio, existen usos indebidos del término “inmisión” cuando en 
realidad se están enjuiciando injerencias directas491. 
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La inmisión debe poder ser medida objetivamente a través de aparatos técnicos, 
conforme al estado de la técnica, si bien determinadas inmisiones como los olores difí-
cilmente pueden ser objeto de medición492 u otras como la contaminación electromagné-
tica requerir de apartados tecnológicamente avanzados.  
c) Vecindad ampliada desde el punto de vista geográfico y jurídico. 
Otro de los requisitos de las inmisiones es la vecindad de las fincas, entendidas no 
como colindancia entre el fundo inmitente y el inmitido, sino como proximidad, es de-
cir, se encuentren en una relación de influencia de una sobre la otra, dentro de la cual 
pueden propagarse los efectos de la inmisión493, que variará en función de las caracterís-
ticas de la misma494, siendo elástico dicho concepto.  
La vencidad marcada por el área de influencia de la inmisión se debe a que se ha 
evolucionado de unas relaciones de vecindad de tipo predial, marcadas por la colindan-
cia de las propiedades, por unas relaciones de vecindad de tipo industrial y urbana, ca-
racterizadas por la proximidad de los vecinos. El alcance geográfico de la nocividad de 
la inmisión será lo relevante a la hora de marcar el área de influencia de aquélla. De 
hecho, los perjuicios más importantes, a menudo, no son los ocasionados por una finca 
vecina en sentido estricto, sino por otras más alejadas (p. ej. industrias), es decir, las que 
no tiene una relación de inmediata vecindad495. Se podría pensar que cuando más se ale-
jen las inmisiones de la “zona de influencia” más restrictimamente se debe aplicar el 
derecho de vecindad. No obstante, creo que siempre que se sufra una inmisión, ello pro-
voca la presunción de que se está en dicho área. Precisamente, las modernas relaciones 
de vecindad industrial se caracterizan por la existencia de actividades que pueden oca-
sionar inmisiones notables. Además, hay que tener en cuenta por la atmosfera o por el 
curso de un río, el área de influencia es muy grande. 
En Alemania, la doctrina mayoritaria reconoce que lo verdaderamente relevante es 
hasta dónde se extiende la inmisión496. En Austria la jurisprudencia es unánime a la hora 
de entender que la vecindad no significa colindancia497.  
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En Italia, el art. 844 C.c. se refiere a la vecindad entre fincas, pero la doctrina dice 
que el concepto de vecindad no debe entenderse en sentido restrictivo, sino en sentido 
amplio, por lo que no será necesaria su colindancia498. La jurisprudencia sólo legitima al 
propietario que es titular de un derecho real o de goce del fundo vecino; sin embargo 
desde una perspectiva amplia, se debe considerar como vecino no sólo el limítrofe, sino 
también todos aquellos que pueden sufrir la inmisión499. 
En Francia, dentro del concepto de vecindad se incluyen también las relaciones en-
tre personas que estén relativamente próximas unas a otras. CABALLERO indica que la 
noción de vecindad delimita el dominio de la responsabilidad dentro de un doble cua-
dro: geográfico, de una parte, jurídico de otro500. En el primer caso, dice que la doctrina 
es unánime en ampliar el campo geográfico hacia un criterio de proximidad, zona o re-
gión contaminada. Ello se debe, según el autor, a que las técnicas modernas amplían, en 
efecto, la contaminación industrial y aumentan en las mismas proporciones la intensidad 
y la propagación de las nuisances. Además, no existe por otra parte ninguna decisión 
rechazando una acción de responsabilidad más allá de la condición de proximidad. Esta 
condición se reduce, según el autor, a la especie de una simple condición de causalidad 
ecológica, por lo que este límite geográfico corresponde en términos generales al marco 
geográfico de la noción. Más allá, -dice el autor- por ejemplo varios centenares, o inclu-
so miles de kilómetros- no se puede hablar de vecindad.  
En Bélgica, la noción de vecindad se entiende ampliamente, hasta el punto de que 
es suficiente que el uso de una propiedad afecte otra propiedad, independientemente de 
la distancia existente entre las mismas501. 
d) Interferencia en el uso y disfrute de la propiedad inmobiliaria. 
Se debe producir una afectación negativa del uso y disfrute de la propiedad por par-
te del vecino502, que incluye los daños a la propiedad y los personales, o demás perjui-
cios económicos derivados de aquéllos, siempre que se mantenga un vínculo estable con 
aquélla, derivado del hecho de que si no se tutelara a la persona se estaría negando el 
goce de la finca, ya que la noción de propiedad no puede prescindir del mismo503 y de 
que son cubiertos expresamente por el art. 1908.2 C.c.  
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El daño patrimonial en se refiere a los relativos a los bienes inmuebles y muebles, 
en cuanto formen parte del inmueble, mientras que el el daño no patrimonial504 se pro-
ducirá como consecuencia de la alteración de la calidad de vida, de la salud505 o por la 
lesión de los DDFF a la integridad física y moral506, a la intimidad personal o a la invio-
labilidad del domicilio507, sobretodo en materia de ruidos, siempre que se trate de una 
injerencia no tolerable508, para la sensibilidad media o la conciencia social509, con inde-
pendencia de los niveles reglamentariamentarios510.  
La cobertura de los intereses personales y patrimoniales que permite el art. 1908.2 
C.c. y de la teoría de los troubles de voisinage francesa difiere de la regulación alemana 
de las inmisiones (§906 BGB). No obstante, hay jurisprudencia que dice que las inmi-
siones son aquellas que «o influyen de forma nociva en la finca y en las cosas existentes 
en ella o molestan a las personas que permanecen en la finca, de tal modo que se pertur-
ba su salud o se les causa un malestar físico»511. No hay que fijarse únicamente en crite-
rios económicos en relación al aprovechamiento de la finca, sino también en la finalidad 
de proteger a las personas: el derecho a la vida, a la integridad física y a la salud debe 
marcar el límite de las inmisiones permitidas512. Los Tribunales no se han referido sobre 
qué ruidos, cuando afecten a la esfera de la persona en su domicilio, pueden constituir 
una violación del derecho general de la personalidad que también se incluye, si bien no 
en la lista de los derechos absolutos, sí del § 823 I BGB. Este parágrafo incluiría, según 
MARTÍN VIDA, los daños medioambientales que tienen la condición simultánea de bien 
de propiedad o titularidad del particular 513.  
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En Italia, el daño intolerable lo sufren las personas en la esfera del propio dominio, 
reduciendo el valor del uso provechoso de la cosa514. La tutela de la protección del parti-
cular frente a las inmisiones incluye la vulneración de los daños a la salud515 entendido 
de forma amplia, es decir, no sólo la integridad física, sino también la calidad de vida y 
el bienestar psíquico516. Si bien el derecho a la salud es un derecho absoluto y primario, 
ello no excluye la necesidad de acertar cuales son las condiciones objetivas en cuyo 
contexto el derecho es ejercitado, así como ver si es racional el sacrificio total de cual-
quier otra exigencia en el conflicto potencial, teniendo en cuenta que la existencia del 
daño no puede ser computado con criterios puramente abstractos, que prescindan del 
concreto ambiente en el cual la persona vive517. Así, cuando la inmisión en una zona 
industrial sea excesiva para la salud de aquellos que habitan en la zona, debe ser dis-
puesta la eliminación sin dar lugar a la indemnización, al no garantizar en dicho lugar el 
mínimo necesario518. Para ello, se propugna una interpretación del art. 844 C.c. que pon-
ga en evidencia la equivocación del postulado por el cual la propiedad se ciñe única-
mente a los intereses privados y a la exigencia de la producción519, pues reservar el in-
terés a la salud a la sola tutela resarcitoria ex art. 2043 C.c., aunque sea de terceros no 
propietarios520, parece aberrante, porque permitiría la perpetuación de un hecho ilícito a 
través del pago de sumas periódicas de dinero, como si este tipo de lesión pudiera ser 
tratada como un negocio de naturaleza económica521.  
En el Derecho del common law se protegen derechos a la propiedad: materiales o 
interferencias en el disfrute de la misma. Los daños patrimoniales que no tienen que ver 
con el uso y disfrute de la propiedad inmobiliaria no son recuperables, salvo alguna ex-
cepción, como el supuesto de Halsey v. Esso Petroleum en la que se concedió una in-
demnización por daños ocasionados en un vehículo aparcado en la vía pública522. La 
doctrina no se pone de acuerdo a la hora de decidir si los daños personales tienen cabida 
en una private nuisance. Los que la incluyen se basan en que éstos fluyen de la invasión 
en la propiedad523. Los tribunales parece inclinarse por excluirlos de este tipo particular 
de nuisance. Por ejemplo, Lord Macmillan, en la sentencia Read v. Lyons, afirmó que 
los daños personales solamente son recuperables en los supuestos basados en negligen-
cia524. Otros autores se sitúan en un punto intermedio cuando afirman que, una vez que 
el interés de la persona en la propiedad inmobiliaria afectada haya sido establecido, 
serán recuperables los daños patrimoniales y los personales que sean consecuencia del 
daño anterior525 y que tengan interés en la propiedad invadida526. 
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En EEUU, la Section 821 D RST dice que el uso y disfrute de su propiedad com-
prende no sólo el interés que tiene una persona en el uso actual de la propiedad, sino 
también el interés en que el valor de la misma permanezca intacto por cambios en su 
condición física. También comprende el placer, el confort y el disfrute que una persona 
normalmente tiene en la propiedad ocupada527, si bien el estrés emocional (emotional 
distress) (§ 46) es un interés de la personalidad. No obstante, la jurisprudencia amplía su 
ámbito de aplicación a los daños personales (personal injury), siempre sean ocupantes 
legales y estables de la propiedad invadida528. La invasión comprende los intereses que 
la persona tiene en: 1) el uso de la propiedad, 2) el valor de la propiedad, 3) el placer, 
confor y disfrute, 4) la tranquilidad529 y 5) la salud530.  
En Austria el § 364 a) ABGB cubre los daños a la propiedad inmobiliaria: coste de 
las reparaciones y disminución del valor de la propiedad531. Los daños personales sola-
mente pueden reclamarse bajo las reglas de la culpa o de la responsabilidad objetiva, lo 
que sitúa la cobertura de estos daños en una posición menos favorable con respecto de 
la cobertura de los daños a la propiedad532. 
e) Interferencia ilegítima basada en la excesividad de la inmisión. 
La regla general es que no toda inmisión está prohibida y debe ser resarcida533. La 
producción de ciertas inmisiones es hoy en día inevitable y resulta difícil, aunque nece-
sario, encontrar el equilibrio entre el libre ejercicio del derecho y el respeto de los dere-
chos de los demás534, compatibilizando los intereses privados con las exigencias inevita-
bles de la industria y de la producción535. La ilegitimidad de la inmisión surge de la coli-
sión entre dos derechos legítimos536: la libre actividad y la libertad de exclusión, pues 
son las mismas necesidades sociales y económicas las que obligan al propietario a tole-
rar los daños no sustanciales, ya que éstos se ven compensados por los beneficios gene-
rales que la actividad reporta a todos537. Será inmisión ilegítima aquella que alcance 
cierta entidad o nivel, que excede de las mínimas molestias o incomodidades que toda 
convivencia impone, que no hay obligación de soportar538, basándonos en una tolerabili-
dad natural del hombre y de su entorno.  
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La excesividad de la inmisión es un concepto que determina la ilegitimidad de la 
misma, y es el equivalente al concepto inglés “unreasonable”, francés “excessif” o al 
catalán “ilegítima”. El juez tendrá en cuenta la costumbre del lugar, el tiempo y dura-
ción de la inmisión, y la naturaleza del lugar, las exigencias de la producción y la priori-
dad en el uso539, dependiendo de las circunstancias del caso540.  
Desde el punto de vista de los efectos de la inmisión, serán tolerables aquellos da-
ños o molestias que se refieran a menoscabos patrimoniales de tan poca entidad que, 
teniendo presentes los gravámenes que se impondrían sobre el derecho del otro particu-
lar para que aquéllos desaparecieran, no merecen ser protegidos por el ordenamiento 
jurídico. La idea de tolerabilidad debe significar en la práctica que lo que debe ser so-
portado no son daños graves, sino los menos importantes541. Se ha alabado el criterio de 
la normal tolerancia como uno de los más respetuosos con los derechos de los vecinos, 
al no tener en cuenta las características de la actividad542.  
Desde el punto de vista de la conducta dañosa, en Cataluña y el Alemania se esta-
blece expresamente que las inmisiones serán legítimas siempre que la actividad que las 
causa se ajuste al uso normal, no implicando un uso anormal o excesivo del derecho del 
agente causante543, o esté autorizada. El problema de este criterio estriba en conocer has-
ta donde puede llegar la producción “normal” y por ello tolerable, y cuando, por exce-
derse en la misma, pasa a ser “anormal” y por ello intolerable544. El problema en el or-
denamiento español es que el art. 1908.2 C.c. se ubica en sede de responsabilidad civil, 
por lo uqe cuesta entender que se tenga en cuenta la actividad. 
En Alemania, el nivel de tolerancia se fija en función de si las inmisiones producen 
en el fundo inmitido perjuicios sustanciales, si son económicamente evitables y si son o 
no exigibles en función del uso local. Según ALGARRA PRATS545, el § 906 BGB recurre a 
la teoría de la normal tolerancia (inmisiones sustanciales), complementada con la teoría 
del uso normal (adecuación de las inmisiones al uso local). Los criterios para diferenciar 
entre las inmisiones permitidas y las no permitidas son: la esencialidad (Wesentlichkeit), 
la adecuación al uso local (Ortsüblichkeit) y las medidas económicamente razonables 
(wits-chaftlich zumutbare Massnahmen) tendentes a la evitación de la inmisión. Asi-
mismo, el hecho de asociar el concepto de perjuicio no sustancial con el de las inmisio-
nes que se ajusten a las disposiciones administrativas, pierde en gran medida su carácter 
relativo y abstracto para ganar mayor vinculación.  
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En Cataluña, según el art. 546-14 C.c. las inmisiones legítimas serán aquellas que: 
1) sea incocuas o produzcan perjuicios no sustanciales (ap. 1º); 2) produzcan perjuicios 
sustanciales si son consecuencia del uso normal de la finca inmitente y si poner fin a las 
mismas comporta un gasto económicamente desproporcionado (ap. 2º); y 3) inmisiones 
sustanciales que provienen de instalaciones autorizadas.  
En nuestro país la mayoría de la doctrina aplica el criterio del uso normal y el de la 
normal tolerancia conjuntamente para determinar la inmisión excesiva546, a la vista de 
los arts.1908.2 C.c.547 o 590 C.c.548. El abuso del derecho ha sido también bastante utili-
zado por la doctrina: en unos casos se basa en la existencia de un daño grave549, al supo-
ner una extralimitación del derecho de propiedad; en otros en la mera existencia del 
daño, basado en la vulneración del principio general del neminem laedere550, al afirmar 
que el abuso del derecho de una actuación aparentemente lícita por revestir todas las 
formalidades legales, devienen ilícita por la antisocialidad del act, que se manifestará a 
través de la producción de un daño »551; otros lo fundamentan en la extralimitación del 
derecho de propiedad que lesione intereses legítimos552. También hay quien combina el 
uso razonable con la prohibición del abuso de derecho553, aunque sea este último ad 
abundantiam554. O quienes compaginan el uso razonable con el criterio de la normal 
tolerabilidad555, o con la necesidad social556. También se ha utilizado el criterio del arbi-
trio judicial limitado por la prevalencia de la normal tolerabilidad557.  
El art. 844 1º C.c. italiano utiliza dos criterios principales (normal tolerancia y 
atemperación de la producción con la propiedad) y dos subsidiarios (condiciones del 
lugar y el criterios de la prioridad de un determinado uso, este último facultativo). Mien-
tras que hay autores que afirman que no se tiene en cuenta el criterio del uso normal558, 
otros autores y parte de la jurisprudencia, si bien admitiendo que el código no pretende 
tanto considerar el principio del uso normal como el de la tolerabilidad, lo consideran 
básico para justificar las inmisiones lícitas dañosas559.  
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En el common law inglés la interferencia en el uso y disfrute del fundo debe ser no 
razonable (unreasonable)560, concepto de gran flexibilidad. Para ello se tendrá en cuenta 
si la interferencia es sustancial y no meramente trivial, desde el punto de vista ordinario 
y no especialmente sensible de los afectados, así como de la localidad donde la activi-
dad se está llevando a cabo. Sin embargo, se ha apuntado que cuando se produce un 
daño material a la propiedad la naturaleza de la localidad es irrelevante561. Sin embargo, 
la localización de la propiedad es irrelevante cuando hay un daño real y físico a la pro-
piedad (Inglaterra) o daños a la salud (Austria, Italia).  
En EEUU se tienen en cuenta tanto los efectos comolas causas. Según el § 826 RST 
una invasión intencional es no razonable cuando (a) la gravedad del daño supera la uti-
lidad de la conducta del actor, o (b) el daño causado por la conducta es grave y la carga 
financiera de compensarlo podría hacer la continuación de la conducta no factible. En el 
primer caso, habrá que sopesar los factores que establecen la gravedad del daño (§ 
827)562 con los que definen la utilidad de la conducta del actor (§ 828)563. Según el co-
mentario b. y c. del § 826 RST la invasión irrazonable es un problema de valoración 
relativa determinado por el juez de los hechos del caso a la luz de todas las circunstan-
cias de hecho y se analizado desde un punto de vista objetivo.  
Según el art. 684 ZGB suizo, una inmisión es excesiva cuando sobrepasa los límites 
de tolerancia que se deben los vecinos, y viene complementado en la norma con los cri-
terios del uso local y la situación y naturaleza de los inmuebles, además de las circuns-
tancias e intereses en juego. También el art. 1346 C.c. portugués, aplica de forma com-
binada los criterios del uso normal y de la normal tolerabilidad (prejuizio substancial y 
utilização normal)564, en atención a las circunstancias del momento y lugar, permitiendo 
el resto. En Austria se exigen los dos criterios conjuntamente (art. 364 ABGB): es ilícita 
la inmisión que exceda de la medida de los usos normales del lugar, y además perjudi-
que gravemente un uso de la propiedad conforme a su situación.  
En Argentina, el art. 2618 C.c. recoge el límite de la normal tolerancia por encima 
del cual las inmisiones se consideran excesivas, que se determinará por el juez, sin que 
sea arbitario pero sí discrecional, por cuanto su determinación es objetiva, debiendo 
tomarse como referencia un hombre normal. En caso de conflicto de intereses debe re-
currirse a los principios de preferencia y conciliación: de un lado el derecho del titular 
de la finca y del otro el derecho a la tranquilidad, la paz y el sosiego, el derecho al res-
peto de su domicilio y a su vida privada y familiar565. En la aplicación de esta disposi-
ción, el juez deberá contemporizar las exigencias de la producción y el respeto al uso 
regular de la propiedad, y la prioridad del uso.  
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C) Ámbito subjetivo de la inmisión. 
El ámbito subjetivo de la inmisión afectará a todo titular de un derecho real que 
haya sido afectado en su derecho de goce y disfrute del inmuble, por ejemplo el derecho 
de propiedad, derecho de superficie, usufructo, etc., según se desprende del art. 590 C.c. 
No obstante, el art. 1908 C.c. regula las “relaciones vecinales con carácter obligacio-
nal”, por lo que no exige que los vecinos sean propietarios de las fincas o titulares de un 
derecho real de goce y disfrute, sino que es suficiente cualquier título atributivo del uso 
del los bienes, la simple posesión de los mismos o el hecho sólo de usarlos566. En todo 
caso, ambos sujetos deberán tener una relación estable con el fundo inmitido, porque de 
lo contrario se estaría en la esfera del art. 1902 C.c. 
En el Código civil catalán, la tutela de las inmisiones viene residenciada en la ac-
ción negatoria, en cuyo art. 544-4 C.c. faculta para la interposición de la misma a los 
propietarios de una finca y a los titulares de derechos reales contra las perturbaciones 
ilegítimas no posesorias. No obstante, nada impide pedir indemnizaciones por los daños 
personales o a la salud cuando una inmisión ilegítima. 
En Alemania, el § 906 BGB legitima activamente para poder rechazar las inmisio-
nes ilegítimas al propietario perjudicado; no obstante, ha habido una ampliación juris-
prudencial que reconoce también la legitimación a sujetos que disfruten la propiedad 
por cualquier otro título (ocupantes autorizados), como por ejemplo el usuario del fundo 
o el arrendatario567. La legitimación pasiva corresponde al perturbador de hecho 
(“Störer”): el causante de la perturbación (“Handlungstörer”) o la persona que tiene el 
control de las fuentes de la perturbación (“Zustandstörer”)568.  
En Austria, el art. 364 AGB reconoce la facultad del propietario para prohibir las 
inmisiones mediante la acción negatoria, si bien la jurisprudencia y la doctrina han am-
pliado la legitimación activa a otros titulares de derechos reales569. La acción irá dirigida 
contra la persona responsable de la interferencia y/o el propietario de la propiedad de 
donde surgen las mismas570. En Suiza, el art. 684 ZGB otorga legitimación activa al 
propietario perjudicado por las inmisiones. No obstante, el art. 928 ZGB recoge la ac-
ción posesoria que se concede a todo poseedor perturbado en su posesión contra el autor 
de la posesión, incluidas las emisiones excesivas. 
En Italia, el art. 844 C.c. menciona al propietario como sujeto legitimado, si bien se 
ha ampliado la posibilidad a otros sujetos distintos del propietario (arrendatario, usu-
fructuario, enfiteuta, etc.), e incluso a aquellos afectados en su salud que ejercitan la 
facultad de goce perjudicada571, considerando que la tutela meramente resarcitoria del 
art. 2043 C.c. es del todo punto insatisfactorio, pues es necesario acompañarla de la in-
hibición del daño. No obstante, se ha criticado la insuficiencia del art. 844 C.c. para la 
tutela de la salud, con base a que la legitimación para accionar corresponde siempre a 
las personas en relación con la propiedad y a que no puede significar la constitución de 
un instrumento a la tutela de la persona en cuanto a tal572.  
                                                 
566
 SÁNCHEZ-FRIERA GONZÁLEZ, Mª. C.: La responsabilidad civil…, op. cit., p. 95. 
567
 BGH 15.4.1959, BGHZ 30, 273, 276; BGH 14.10.1994, NJW 1995, 132.  
568
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 346. 
569
 OGH 20.6.1990, 1 Ob 19/90, JB1 1991, 247; 12.3.1992, 8 Ob 523/92, JB1 1992, 641. 
570
 OGH 5.3.1986, 1 Ob 9/86, JB1 1985, 719; 11.12.1991, 2 OB 591/91, JB1 1992, 643. 
571
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 278.  
572
 PERLINGIERI, P.: “Il diritto alla salute quale diritto della personalità”, en Rass. dir. civ., 1982, pp. 
1029-1030.  
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   131 
En Francia, las personas implicadas por la perturbación podrán ser el propietario, el 
usufructuario, un simple ocupante, mientras que el autor del perjuicio puede ser el pro-
pietario, una persona que reside el lugar, e incluso el empresario ligado con contrato con 
el propietario573. No obstante, existen autores que afirman que la legitimación activa en 
el caso de daños a la propiedad corresponderá al propietario, mientras que correspon-
derá a las personas dañadas que ocupan el inmueble de forma estable en el caso de da-
ños personales574. Dice CABALLERO que la cualidad de vecino se reduce a una condición 
de estabilidad de exposición a las nuisances y existe independientemente de la de pro-
pietario, reduciéndose a una situación de puro hecho. Concierne tanto a la víctima como 
al autor del trouble, por ejemplo de arrendatario, poseedor, usufructuario o incluso de 
mero ocupante, como por ejemplo aquellos que hagan un uso de hecho (hijos, amigos, 
huéspedes) siempre que su origen no sea irregular575. 
En el derecho del common law inglés, cualquiera que cree una private nuisance, o 
que posea el inmueble desde donde ésta se produce y la continúa o asume, es considera-
do responsable. También los poseedores serán resposables de los actos de sus emplea-
dos576, y los arrendatarios lo serán por sus propias nuisances. Por su parte, el legitimado 
activo se ha señalado por la mayoría de la doctrina y de la jurisprudencia en el propieta-
rio u ocupante del terreno577. Por ejemplo, la Court of Appel en el asunto Hunter v Ca-
nary Wharf Ltd [1997] 2 WLR 684 dijo que una nuisance no solamente proteje los de-
rechos de propiedad sin cualquiera otro con un vínculo sustancial con el uso y disfrute 
de la propiedad578. A pesar de que el nuisance law se entronque con el derecho de pro-
piedad, no se liga necesariamente a ésta, sino que cualquier usuario del inmueble puede 
invocarla, reconociéndose así una amplia legitimación activa, si bien limitado a que, al 
menos, sea ocupante de la propiedad en cuestión. Por ejemplo, en el caso Khorasand-
jian v Bush [1993] QB 727 se pretendió ampliar el uso de la private nuisance para pro-
teger intereses personales que no tuvieran protección legal, tales como los del resto de 
ocupantes del inmueble que no tuvieran título alguno.  
En EEUU, la § 821 E del RST establece que «Para una private nuisance hay res-
ponsabilidad sólo para aquéllos quienes tienen derecho y privilegios en relación con la 
propiedad respecto del uso y disfrute de la misma, incluyendo (a) Poseedores del in-
mueble (b) Titulares de servidumbres y beneficios en el inmueble, y (c) Titulares no 
poseedores del inmueble que son afectados negativamente en su uso y disfrute». Como 
se puede ver, los comentaristas del derecho civil norteamericano hay plasmado formal-
mente la concepción amplia del ámbito subjetivo de la private nuisance, sin distinguir 
entre la intentional y la non-intentional por negligencia, imprudencia o responsabilidad 
estricta. En mi opinión, la protección de los intereses personales en EEUU se incluye 
entre los protegidos por una private nuisance, si bien se exige que tengan un derecho de 
ocupación que les legitime a usar y disfrutar de la propiedad. 
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II) Determinación de la excesividad de las inmisiones. 
1) Criterios de determinación del criterio de excesividad. 
A) Relación entre inmisión excesiva y culpa, daño y hecho de la cosa 
a) Relación entre inmisión excesiva y culpa. 
Existen dos corrientes jurisprudenciales francesas que relacionan la culpa ex art. 
1382 C.c. con las pertubaciones de vecindad579:  
1) En presencia de culpa, basada en que la explotación que causa a los vecinos un 
perjuicio que excede la mésure del inconvenients ordinaires du voisinage comete una 
falta si descuida las precauciones que serían apropiadas adoptar para prevenir aquéllos. 
Fundamenta la responsabilidad en el principio neminem laedere y las normas sobre res-
ponsabilidad extracontractual. Esta culpa surge bien por negarse a repararlos una vez 
producidos; o por la posibilidad de disminuir o sumprimir los inconvenientes resultantes 
de la explotación adoptando las precauciones necesarias, al no hacer lo necesario580; por 
el hecho de haber realizado un uso excepcional o extraordinario de la finca581; o, incluso, 
una interpretación extensiva del art. 1384 C.c.  
2) En ausencia de culpa, cuando se cause un perjuicio que excede de la mésure des 
obligations ordinaires de voisinage: bien no haciendo ninguna referencia a una culpa 
del autor, bien haciendo referencia al mero hecho de causar un perjuicio excesivo582. Se 
ha dicho que en estos casos el ejercicio de propiedad toma el carácter de culpa desde el 
instante en que aquél conlleve la producción de un atentado grave y serio a los derechos 
de los vecinos, no siendo necesaria la prueba de la negligencia583. BLAISE se muestra 
decepcionado con esta solución, por cuanto el art. 1382 C.c. exige tanto un perjuicio 
como una falta, por lo que no se trata de una responsabilidad objetiva584. El autor reco-
noce la peligrosidad de la solución jurisprudencial por varias razones: 1) deja en manos 
de los jueces la sanción de las perturbaciones de vecindad, reduciéndolas a un principio 
de equidad. 2) El conflicto de vecindad tiende a confundirse con cualquier perjuicio. La 
jurisprudencia poco ha poco ha ido ampliando la noción de vecindad, comprendiéndola 
como una relación entre personas y no entre fundos, poniendo el acento sobre el ejerci-
cio de la actividad industrial y no en el derecho de propiedad585. 3) El alejamiento de las 
reglas positivas, tanto en lo referente a las servidumbres, como a las leyes y reglamentos 
administrativos586. 4) Tampoco está de acuerdo el autor con entender que existe una res-
ponsabilidad objetiva de aquél que causa a sus vecinos una perturbación excesiva, basa-
dos en la idea del riesgo o garantía, pues el art. 1382 exige la culpa. 5) Finalmente, no 
cree que haya que afirmar la existencia de una falta del autor del trouble por el mero 
hecho de la existencia de un perjuicio excesivo al vecino. 
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Dice CABALLERO que la responsabilidad entre vecinos no está fundada sobre la cul-
pa relacionada con un deber general de abstención y de prudencia, teniendo la culpa un 
carácter marginal. El razonamiento seguido por la jurisprudencia que basa los troubles 
de voisinage en la obligación ordinaria de vecindad y el art.1382 C.c., «era artificial, y 
llevaba a confundir faute y perjuicio». Esto explica que la referencia a la obligation or-
dinaire va poco a poco siendo suplantada por la de inconvénnient anormal. Hoy en día, 
dice el autor, el daño es el verdadero asiento de la condición de anormalidad y no el 
trouble. En realidad los tribunales cuando hacen referencia a la culpa es puramente for-
mal, pues ella se deduce del carácter excesivo del trouble.  
Dice el autor que existen casos en que la culpa todavía tiene relevancia en materia 
de troubles de voisinage: el dolo y la culpa por incumplimiento de normas reguladoras 
de la conducta587. Asimismo, en el el caso de que el trouble tenga un carácter accidental 
y no progresivo la anormalidad es una constatación supérflua588. No obstante, la respon-
sabilidad por trouble puede permitir la reparación de un daño proveniente de un acci-
dente, en la medida en que este accidente es asimismo la consecuencia de un trouble de 
voisinage. En realidad, no hay que confundir la manifestación de trouble y la actividad 
generadora de trouble. La manifestación de trouble puede revertir formas muy diversas, 
pudiendo comprender las accidentales en la medida donde puede aparecer de una mane-
ra repentina, inesperada y en un solo evento no repetido. Por el contrario el origen del 
trouble consiste en una situación persistente o repetida justamente susceptible de cau-
sar un daño no soportable más allá de un cierto límite (hecho derivado del ejercicio de 
la actividad que provoca una contaminación repentina). 
En Italia, GALLINARI dice que todas las veces que tales emisiones se transformen 
necesariamente en inmisiones en el fundo vecino más allá de la medida de la tolerabili-
dad, la prohibición de éstas convierte en acto ilícito el uso del medio que las produce589. 
Así, la ilicitud de la inmisión determina la ilicitud del acto que lo produce. Por ello, el 
requisito de la culpa no puede referirse a la inmisión en sí misma, en cuanto ésta no es 
más que un hecho natural consecuente al acto que la provoca, sino a este último. Por 
ello al inmitente no le servirá demostrar haber intentado evitar o reducir la inmisión, 
puesto que siendo ilícita su actividad que, como causa primera, tal inmisión produzca, 
tendrá siempre el deber de cesar la actividad misma; él podrá ser liberado de tal deber 
de resarcir el daño sólo si demuestra que el acto que ha producido indirectamente la 
inmisión ha sido llevada a cabo por causa no imputable a él. En definitiva, la culpa se 
basa en haber hecho culposamente un acto ilícito. El autor critica la solución de algunas 
sentencias que sostienen que el daño producido por inmisiones intolerables no deben ser 
resarcidas con base a la responsabilidad aquiliana (art. 2043 C.c.) sino con base al prin-
cipio de la convivencia de los derechos, esto es, al principio del uso normal o de la ne-
cesidad social. Dice el autor que este último argumento se fue aplicando, poco a poco, 
por la jurisprudencia a la inmisión ilícita y a la lícita: «la inmisión prescinde, en su regu-
lación, de la culpa del autor de la misma»590; o «en orden a las relaciones de vecindad el 
resarcimiento del daño es debido independientemente de la constatación de la culpa, en 
relación por lo tanto solo al principio de la armónica convivencia del derecho»591. Este 
razonamiento le acercaría a la responsabilidad objetiva.  
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Las razones de esta confusión jurisprudencial, según GALLINARI, se basan en que 1) 
las inmisiones indirectas derivaban normalmente de una actividad lícita desde el punto 
de vista del ordenamiento administrativo, lo que entraba dentro del ejercicio de su dere-
cho; 2) mientras que la actividad del industrial aparece más a la vista, no así los efectos 
que ésta produce en su ejercicio; 3) hacía uso de su derecho el inmitente cuando demos-
traba haber usado todas las posibles medidas para eliminar la inmisión intolerable, en 
cuyo caso no debía resarcir ningún daño salvo que los jueces lo impusieran por motivos 
de la necesaria convivencia de los derechos. En definitiva, el autor apuesta por que la 
ilicitud de la inmisión (basada en la superación de la normal tolerancia ex art. 844 C.c.) 
determina la ilicitud del acto que lo produce (antijurídico y culpable), resarcible en vir-
tud de la responsabilidad civil ex 2043 C.c.592. 
En el common law norteamericano, los daños civiles por contaminación producidos 
por negligencia no tienen en cuenta la razonabilidad en el uso del fundo sino la razona-
bilidad en las acciones del demandado. Además, a diferencia de la nuisance conocida o 
continua, no hay defensa posible mediante la invocación del estado del arte en la tecno-
logía aplicable en el desarrollo de la actividad, mientras que en los supuestos de negli-
gencia sí constituye un probable factor crítico, y el cumplimiento de los estándares regu-
latorios pueden ser suficientes para evitar la responsabilidad. Finalmente, debe ser pre-
visible el tipo de daño. Estas son razones suficientes para entender, como hacen algunos 
autores, que la negligencia tiende a aser aplicable en defecto de otros remedios del 
common law cuando éstos no son disposibles593. 
En materia de daños, dice GONZÁLEZ-ALEGRE, la fórmula del uso normal se presen-
ta aún mejor en toda su equívoca falacia, pues si se causa un daño al vecino y hay culpa 
en el agente, poco importa que el acto del propietario haya sido normal o anormal. La 
culpabilidad choca de por sí con la normalidad de un uso, que de ser así quizá resulte 
violento calificar la conducta culpable de la que procede. Lo que sucede, según el autor, 
es que si el daño al vecino procede de un acto absolutamente normal por parte de otro 
vecino en la vida vecinal, será difícil, de no mediar responsabilidad objetiva, que se 
pueda considerar responsable del mismo; en cambio, si en la conducta existe culpabili-
dad lo que sucede es que la normalidad es una mera apariencia de un acto que en defini-
tiva no lo era: no hay que confundir la licitud del acto con su normalidad, puesto que lo 
lícito sí puede ser anormal y por ello culpable594.  
En mi opinión, la falta en el ordenamiento francés de un artículo que regule los mo-
tivos de legitimidad o ilegitimidad de las inmisiones, alimenta la duda de qué hacer con 
el requisito de la culpa ex art. 1382 C.c. Incluso en el ordenamiento italiano, a pesar de 
que el art. 844 C.c. establece la ilegitimidad de las inmisiones, y a pesar de que un sec-
tor de la doctrina diga que el art 949 C.c. permite el resarcimiento de los daños en sede 
de acción negatoria, otros lo reconducen al art. 2043 C.c., que exige la concurrencia de 
culpa. En España, estos problemas no se dan con el art. 1908.2 C.c., pero sí con el 1902 
C.c. No obstante, en cualquier sistema jurídico que pretenda regular ordenadamente las 
inmisiones, el requisito de la culpa no es necesario, salvo que en los casos de invasiones 
en el uso y disfrute del a propiedad ocasionados por un escape desconocido. Basta con 
que la inmisión sea excesiva y produzca daños, sin perjuicio de que en el análisis del 
uso normal de la actividad se tenga en cuenta si el causante de la inmisión excesiva hab-
ía hecho todo lo posible para evitar los efectos nocivos. 
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b) Relación entre inmisión excesiva y daño efectivo. 
Hay que distinguir necesariamente también entre inmisión excesiva y daño efecti-
vo, para lo cual es necesario, en primer lugar, determinar si es necesaria o no la existen-
cia de daño como requisito de la existencia de una inmisión ilegítima. Entre los autores 
que lo exigen, ALGARRA PRATS dispone que los mecanismos de protección frente a las 
inmisiones actúan porque éstas tienen como consecuencia la causación de un daño a la 
propiedad o bien la causación de daños o molestias a las personas en su relación con la 
propiedad, por cuanto de lo contrario, es decir, cuando no genera un daño o molestia, o 
cuando no excedan de los límites fijados, no tienen más consecuencia jurídica que la 
obligación de tolerancia por parte del sujeto pasivo de la inmisión. Para la autora, el 
daño habrá de ser jurídico, es decir, producir la lesión de un derecho, por lo que no cabe 
incluir en los mismos una mera privación de ventajas595. Por su parte, LORANCA RUILÓ-
PEZ cree que no existe ninguna inmisión ilegítima que no sea perjudicial596; cosa distinta 
es que la finalidad natural de la acción negatoria de inmisiones sea la de eliminar o im-
pedir el efecto dañoso, no otro597, es decir, a la acción negatoria no le interesa la repara-
ción del daño sino la eliminación de la causa de los mismos. Por su parte, DE ÁNGEL 
YAGÜEZ dice que el acontecimiento que no se puede tolerar determina necesariamente, 
para quien lo padece, el «daño» mismo de tener que resistirlo, por lo que no existe nin-
guna inmisión ilegítima que no sea perjudicial598. Asimismo, DÍAZ ROMERO ha afirmado 
que uno de los requisitos de las inmisiones es la provocación de consecuencias dañosas, 
personales o patrimoniales relacionadas con el disfrute del fundo vecino afectado, si 
bien aclara que la actividad inmitente provoca injerencias en derechos ajenos que pue-
den llegar a producir o ya han ocasionado daños599.  
Otros autores no consideran el daño como requisito de la excesividad de la inmi-
sión. DÍEZ-PICAZO600 argumenta que si la propia inmisión es el daño no habrá lugar a 
que una fuera lícita y el otro no, por lo que habría que diferenciar entre la actividad cau-
sante de la inmisión y ésta misma; en estos casos, la antijuridicidad propia del Derecho 
de daños entraña un juicio de desvalor del resultado que parta de la lesión de intereses 
protegidos por el ordenamiento jurídico, lo cual no excluye la posibilidad de que la acti-
vidad lesiva sea lícita. Una solución intermedia es la de ÁLVAREZ LATA, según la cual 
acreditada la anormalidad de la injerencia el daño se presumirá, basándose en el tenor 
del art. 590 C.c., por lo que para instar la cesación de la inmisión no ha de existir daño 
(actual y cierto): «para evitar el daño en el futuro», independientemente de que pueda 
existir una relación íntima entre inmisión y daño, pues lo habitual es que haya un daño, 
aunque sólo sea la disminución del valor patrimonial de la finca, o incluso aquellos gas-
tos ocasionados a los propietarios que habrán de ser resarcidos en tanto que daños pa-
trimoniales ocasionados por una acción antijurídica601. 
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En mi opinión, la existencia acreditable de un daño efectivo no es indicador, por sí 
mismo, de la ilegitimidad de la inmisión, si bien ello no impide que se pueda afirmar 
que en toda inmisión ilegítima existe un perjucio sustancial, actual o potencial, por 
cuanto las inmisiones que sean inocuas o causen molestias leves no pueden considerarse 
excesivas y, por lo tanto, existe el deber jurídico de soportar. Una inmisión es ilegítima, 
desde el punto del análisis de los efectos en el fundo inmitido, cuando cause un daño, o 
pueda causar (potencialidad) grave o perjuicio sustancial, de una clase que sería sufrido 
por una persona normal en la comunidad o por una propiedad en condiciones normales 
de ser usada para un propósito normal (lo mismo en los EEUU)602. La potencialidad del 
daño puede darse en dos situaciones de hecho: 1) cuando sin existir inmisiones el de-
mandado instala una actividad con incumplimiento de las normas reguladoras de la acti-
vidad en cuanto a distancias u obras de resguardo, o en contra de los usos del lugar, o de 
lo que se demuestre como peligroso mediante informe pericial: 2) cuando se estén pro-
duciendo inmisiones excesivas potencialmente nocivas.  
No obstante, la existencia o no de daño efectivo sí puede ser un elemento diferen-
ciador para la aplicación de la acción de responsabilidad civil por inmisiones (art. 
1908.2 C.c.) o la acción negatoria. En el primer caso, el daño efectivo (“nocivo” ex art. 
1908.2 C.c.) es un requisito necesario para poder accionar frente al mismo, junto con el 
criterio de la excesividad de la inmisión. En cambio, en la acción negatoria de inmisio-
nes no será necesario la existencia de daño, sino que será suficiente con una amenaza 
del mismo que, en caso de darse, produciría un daño grave que daría lugar a la ilegiti-
midad de la inmisión (también en los EEUU)603. 
Asimismo, se pueden efectuar unas precisiones entorno a la relación entre inmisión 
ilegítima y daño grave. En primer lugar, el concepto de daño grave o perjuicio sustan-
cial, desde el punto de vista objetivo, se refiere a los efectos de la inmisión excesiva en 
la parte pasiva de la relación. No obstante, el daño grave (o intolerable) repercute en la 
inmisión y no del daño, siendo excesiva aquélla y no éste. Para su análisis habrá que 
tener en cuenta varios factores: la intensidad de la inmisión, el perjuicio sustancial real o 
potencial, el valor social que se atribuye al interés invadido, la idoneidad del uso al 
carácter de la localidad y a la carga de evitar el daño.  
En definitiva, toda inmisión excesiva requiere la existencia real o potencial de un 
daño significativo o perjuicio (no una mera molestia). Las inmisiones que son (o pueden 
ser) inocuas o producen (o pueden producir) daños leves o poco significativos no intere-
san al derecho, por lo que se tienen que tolerar. La inmisión excesiva se analizará, desde 
el punto de vista pasivo, a través del análisis de la gravedad del daño o de la normal 
tolerancia. La forma de analizar la gravedad del daño se hará de una forma objetiva, 
teniendo en cuenta la sensibilidad media de las personas o el uso común del fundo, aun-
que para ello se tengan en cuenta los efectos reales del daño. La realidad del mismo se 
exigirá para ejercitar la acción de daños, mientras que para el ejercicio de la acción ne-
gatoria es sufiente el temor de su producción. El daño grave es un factor más a tener en 
cuenta en la normal tolerabilidad de la inmisión. 
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Dice CABALLERO que no hay que confundir la prueba de un dommage o de un trou-
ble excédant les inconvénients normaux du voisinage, pues hay que aplicar la condición 
de anormalidad al trouble y no al daño604. En el trouble anormal se constata que el daño 
es real, realizado a partir de un umbral de agresión (hecho cualificado en derecho). La 
práctica judicial, al confundir trouble anormal y dommage anormal, permite una deriva 
de la anormalidad en tolerable al servicio de imperativos económicos. El autor apuesta 
porque «[e]l dominio de aplicación de la condición de anormalidad sigue en efecto aquel 
que le asigna la realidad fenomenológica»605. Sigue diciendo el autor que hace falta ir 
más lejos y revelar que, de una manera general, la especificidad de los fenómenos de 
nuisance la lleva sobre los recovecos jurídicos tradicionales. En efecto, cuando el trou-
ble es accidental (causa desconocida) o anormal «por naturaleza» (salud, daños persona-
les, etc.)606, el derecho a reparación no depende de la constatación de la anormalidad. En 
cambio, cuando es progresivo, la exigencia jurisprudencial reaparece y se superpone a 
las condiciones jurídicas de la responsabilidad.  
En los daños ocasionados a la salud por inmisiones, VISINTINI dice que la aplica-
ción del art. 2043 C.c. italiano sirve sólo en la medida en que es útil para encuadrar 
dogmáticamente la inmisión nociva a la salud en la categoría de acto ilícito, al objeto de 
solicitar el resarcimiento del daño; pero teniendo en cuenta que este artículo se limita a 
imponer tal obligación a quien causa un daño injusto pero no precisa el criterio para 
apreciar tal injusticia, por lo que hay que remitirse a los criterios recogidos en el art. 844 
C.c. para su antijuridicidad607. En cambio, DE TILLA omite mencionar la aplicación del 
art. 844 C.c. en materia de inmisiones, al decir que «la lesión de la integridad psico-
física del individuo va incluida en el ámbito del ilícito extracontractual del art. 2043 
C.c., en relación con el art. 32 de la Constitución»608. 
c) Distinción entre inmisión y hecho de la cosa. 
CABALLERO distingue entre inmisión y hecho de la cosa, dicendo que «[s]in duda se 
puede objetar que el daño no ha sido causado por la máquina o por la fábrica, sino más 
bien por el ruido, el humo o el gas cuyo autor del trouble no es guardian»609. Critica que 
«confinado a los daños causados por las obras de construcción y la caída de hojas, el art. 
1384.l. C.Civ. no tiene en materia de vecindad la recepción que podría tener […]610. No 
obstante, el autor propone la extensión de la condición de anormalidad a otros regíme-
nes de responsabilidad civil, cuando la progresividad del fenómeno dañoso implique 
una verificación de la tolerabilidad de la víctima de la agresión. Superposición de una 
condición impuesta por la naturaleza de las cosas. El ejemplo más significativo que po-
ne el autor es el del artículo 141.2 C.A.C., que instituye una responsabilidad de pleno 
derecho por todo daño causado por la aeronave a la superficie, y por la cual la jurispru-
dencia exige la prueba de la anormalidad del trouble.  
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B) Elección de los criterios de ponderación de la excesividad de la inmisión. 
a) Ponderación general de los criterios de excesividad basados tanto en los efectos y 
entidad de la inmisión como en la conducta del causante. 
La excesividad de la inmisión tiene en cuenta, desde el punto de vista pasivo, la 
gravedad del daño o normal tolerabilidad de aquélla: la intensidad y duración, el cum-
plimiento o superación de los VLI, así como la gravedad o entidad de los perjuicios, o 
peligro de su producción. Desde el punto de vista del sujeto activo de la inmisión; se 
tiene en cuenta, de una manera genérica, la utilidad de la conducta, el cumplimiento de 
las normas que regulan la actividad, en especial el sometimiento a los VLE y el cum-
plimiento de medidas preventivas exigidas por los reglamentos o los usos del lugar, así 
como, en concreto, si ha podido o no evitar la invasión.  
Para la mayoría de autores, los criterios a tener en cuenta para delimitar la ilicitud o 
antijuridicidad de una inmisión son el del uso normal y el de la normal tolerabilidad. Por 
ejemplo, ALGARRA PRATS defiende que ambos criterios pueden funcionar de forma 
complementarios para un mejor funcionamiento de la disciplina de las inmisiones en la 
protección de la propiedad y de las personas611. DÍAZ ROMERO fundamenta la ilegitimi-
dad de la inmisión en su gravedad, que se determinará mediante la interrelación entre 
los criterios del uso normal por el sujeto emitente y de la normal tolerancia del sujeto 
afectado, según la intensidad de la emisión y el nivel de inmisión, en relación con el 
principio que prohíbe el abuso del derecho y de las normas que regulan las relaciones de 
vecindad612. GONZÁLEZ-ALEGRE parece inclinarse por la de los criterios del uso normal 
y de la normal tolerancia, moderados por el prudente arbitrio judicial, acomodados a los 
factores sociales, económicos y jurídicos de cada momento613. SÁNCHEZ-FRIERA opina 
que «no todo daño causado en las relaciones de vecindad es indemnizable, sino sólo 
cuando se sobrepasan determinados niveles, bien porque la inmisión exceda de la que 
sería consecuencia de un uso normal de bienes o bien porque se sobrepase aquello que 
sea normalmente tolerable por la generalidad, según las circunstancias de tiempo y de 
lugar»614. Estoy de acuerdo con ALGARRA PRATS en que «si se adopta sólo el criterio del 
uso normal, se estaría primando la importancia de los usos propietarios, con una menor 
atención a sus consecuencias nocivas, tanto a las cosas como esencialmente a las perso-
nas, y si se sigue únicamente el criterio de la normal tolerancia, difícilmente se podría 
aplicar la fórmula de la sensibilidad de un individuo medio normal en aquellos supues-
tos en que la inmisión sólo produce un daño material a los bienes. En el primer caso, la 
protección al perjudicado, en su persona o bienes, dependería directamente de la actua-
ción del emitente; en el segundo, la normal tolerancia en el supuesto de daños a las co-
sas, tendría que determinarse por la resistencia al daño de una propiedad media normal, 
cosa bastante difícil. La relatividad de ambos criterios y la necesidad de atender a todas 
las circunstancias en juego en la atemperación del conflicto de intereses justifican el 
recurso a ambos criterios, lo que ofrece además una mayor garantía de solucionar el 
problema de la manera más acertada posible»615.  
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No existe un criterio que nos sirva para determinar qué inmisiones deben ser tolera-
das y cuales no, pues han sido objeto de variación en cada momento histórico, debiendo 
acudir a los estudios doctrinales y opiniones jurisprudenciales sobre la materia616. Hay 
autores que apuestan por el criterio del uso normal617, mientras que otros por el de la 
normal tolerancia618; la mayoría apuesta por la aplicación conjunta del uso normal y de 
la normal tolerancia619. Estos criterios deberán ser medidos teniendo en cuenta la situa-
ción, condiciones y naturaleza de los fundos. La jurisprudencia cita la expresión “medi-
da normalmente tolerable”, o de forma combinada con el del uso normal620 o con lo 
«normalmente consentido por la conciencia social»621. 
Entre los autores que apuestan por el criterio del uso normal, ALONSO PÉREZ cita el 
texto recogido en D. 8, 5, 8, 6, donde Pomponio admite como tolerables todas aquellas 
inmisiones que derivan de un uso normal del fundo –Licet immittere fumum non gra-
vem-. Dice el autor que «La mayor importancia de este precepto radica en que contiene 
el germen de toda la materia de las limitaciones de dominio por razón de vecindad, y 
con el apoyo en dicho pasaje se ha construido en buena medida la doctrina de la toleran-
cia de aquellas inmisiones derivadas del uso normal de la propiedad […]. El significado 
verdadero podría ser éste: el propietario responde de los daños causados por humos que, 
precisamente por su exceso, resultan nocivos a personas o propiedades […] por su 
carácter anormal o extralimitado»622. En mi opinión, de seguir únicamente el criterio del 
uso normal se desatienden los efectos que puede causar en el sujeto inmitido y en su 
propiedad, centrándose solamente en la conducta del operador causante de las mismas. 
Es decir, una conducta anormal no tiene porque provocar per se un daño grave o intole-
rable. Por su parte, LORANCA RUILÓPEZ señala que habrá que estar a la actividad y el 
proceder del causante, con total abstracción de las medidas de protección que el afecta-
do pueda haber adoptado para eliminar o reducir sus efectos623.  
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Otros autores propugnan por la única aplicación del criterio de la normal tolerancia 
(o daño grave). Por ejemplo, MACÍAS CASTILLO defiende que la antijuridicidad de las 
inmisiones vecinales debe predicarse del daño y no de la conducta, por lo que el daño 
vecinal será antijudídico cuando sobrepase los límites de la normal tolerabilidad. El 
autor critica que «los criterios del uso normal y la normal tolerancia en nuestro ordena-
miento no tienen una virtualidad autónoma y suficiente. Cuando son invocados, operan 
como circunstancias concretas que se toman en consideración por el juzgador», por lo 
que el autor finalmente se decanta por el criterio de la normal tolerancia como determi-
nante de la antijuridicidad del daño ocasionado por inmisiones vecinales624. En realidad, 
el autor remite toda la regulación de las inmisiones a la responsabildiad civil ex art. 
1908.2 C.c., por lo que los límites del derecho de propiedad que pueden ayudar a demi-
litar el alcance de las facultades de los propietarios, representados en el uso normal, 
poco le importan. Esta solución es la más cercana a la jurisprudencia del TS, que utiliza 
la producción del daño como piedra angular sobre la que basar la responsabilidad civil 
en materia de inmisiones, sin distiguir éstas del resto de daños tradicionales.Opinión que 
se apoya en que en nuestro país no existe una norma que regule el uso normal de la acti-
vidad, a diferencia de como sucede en Alemania.  
No obstante, no se debería perder de vista la posible utilización de la doctrina del 
abuso del derecho ex art. 7.2 C.c., o incluso que el art. 1908.2 C.c. no excluya la excesi-
vidad de la inmisión basada en la intensidad de las emisiones. En mi opinión, los crite-
rios del uso normal y la normal tolerancia son los más adecuados para delimitar la ilegi-
timidad de las inmisiones industriales. El primero servirá para determinar si la actividad 
el lícita desde el punto de vista del cumplimiento de las normas reguladoras, así como 
de la licencia o autorización, sin perjuicio de que también desde el punto de vista del 
uso local. El segundo se centra en el análisis de la gravedad del daño a través de las ca-
racterísticas de la inmisión. Es necesaria una armonización de criterios de compatibili-
dad entre los usos de la industria y la convivencia pacífica con los particulares ubicados 
en el área de influencia del alcance de las inmisiones. También permite privilegiar los 
intereses de los particulares dañados cuando el daño sea importante, especialmente en 
aquellos casos en los que se afecte la esfera psicofísica. 
En Italia, según TRIMARCHI, los crierios del uso normal y de la normal tolerancia, 
siendo distintos, están relacionados entre sí, por ejemplo: «un uso normal del fundo cau-
sará por sí solo inmisiones tolerables, porque, si así no fuera, aquel uso no habría podido 
afirmarse […]. Es posible en cambio que un uso no normal cause inmisiones tolerables. 
Es claro que el criterio del uso normal constituiría un freno al desarrollo de la industria, 
porque el ejercicio de una industria constituirá siempre una actividad «no normal» en 
una zona desde entonces dedicada exclusivamente a la agricultura. Parece por lo tanto 
más oportuno el criterio adoptado de la ley, cual es el de la normal tolerabilidad». Sigue 
diciendo el autor que este criterio viene justificado «también de la consideración de que 
la inmisión normalmente tolerable socialmente no viene incluso advertida como intro-
misión en la esfera jurídica del otro, a causa de su necesidad y de la escasa entidad del 
daño. Se observa que tal limitación del derecho de propiedad tiene un carácter recípro-
co», lo que se traduce en la máxima «vive y deja vivir»625. Por otro lado, dice GALLINA-
RI que de aplicar únicamente el criterio de la normal tolerancia la ilicitud de la inmisión 
determinaría la ilicitud del acto que lo produce626. 
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En el common law norteamericano la irrazonabilidad de la inmisión intencional 
viene representada por la ponderación del criterio de la gravedad del daño (§ 827 RST) y 
el de la utilidad de la conducta (§ 828 RST). Dice el comentarista que los términos “gra-
vedad” y “utilidad” son usados para expresar la evaluación legal del daño y de la con-
ducta (comentario g), respectivamente. Ambos criterios se tienen en cuenta desde un 
punto de vista objetivo y legal. La irrazonabilidad de una invasión intencional es deter-
minada en cada caso individual de los hechos, y la decisión de si la utilidad de la con-
ducta supera la gravedad del daño normalmente se hace del juicio de hecho a través de 
la consideración de los factores generales establecidos en los §§ 827 y 828 RST. De este 
modo, «[l]a responsabilidad por daños se impone en aquellos supuestos en los cuales el 
daño o riesgo del mismo, del que el que soporta la invasión, es mayor que el que debería 
soportar según las circunstancias concretas del caso, al menos sin compensación»627. En 
cuanto a la gravedad del daño, dice el comentarista (§ 827 Comment b. Gravity of 
harm”) que «no hay una regla general que pondere el peso relativo de los factores parti-
culares en todos los casos». Cuando el daño sea grave por sí sólo requerirá compensa-
ción, sin tener en cuenta el peso de la utilidad de la conducta, según la regla especial 
recogida en la § 829 A RST628. El significado de la “utilidad” responde a las preguntas 
de si la conducta tiene utilidad y cuánta utilidad tiene. Si no tiene utilidad, la invasión 
será irrazonable de pleno derecho (§§ 829-31 RST). En otros supuestos es, sin embargo, 
difícil responder a esta cuestión. La cantidad de utilidad depende principalmente de la 
importancia del valor social que la ley atribuye al propósito principal de la actividad y 
es necesariamente indefinido por el hecho de que no existe un estándar uniformemente 
aceptado, sino que lo decidirán los tribunales en cada caso. Solamente cuando la con-
ducta tiene utilidad desde el punto de vista de todos los factores es considerada para 
ponderarla con el criterio de la gravedad del daño. Asimismo, el comentarista añade la 
precisión de que «aunque el problema en la determinación de la utilidad en estos casos 
es fundamentalmente la misma que en los casos por negligencia, los factores son de 
alguna forma diferentes, desde que los casos de negligencia en la conducta del actor 
conlleva meramente un riesgo en lugar de un daño cierto»629. 
b) Cristalización de reglas específicas de determinación de la excesividad (EEUU). 
En EEUU, además de las reglas legales o jurisprudenciales cristalizadas existen re-
glas generales recogidas por el comentarista del Restatemen Second of Tort que estable-
cen una guía para los jueces y jurados en la ponderación de la gravedad contra la utili-
dad y están recogidas en los §§ 829- 831 RST. En caso de duda habrá que acudir a la 
regla general (§ 826 RST). Las reglas especiales son: 
«§ 829 Gravedad vs. Utilidad- Conducta Maliciosa o Indecente. Una invasión intencio-
nal en los intereses de otro en el uso y el disfrute de la propiedad es no razonable si el daño 
es significativo y la conducta del autor tiene es (a) llevada a cabo con el solo propósito de 
causar daño hacia el otro; o (b) contraria a los estándares comunes de decencia». 
Dice el comentarista “b. Private nuisance” que la regla establecida en esta Sección 
es una específica aplicación de la regla general establecida en el § 826 que pasa a consi-
derar la inmisión dolosa y dañosa de pleno derecho.  
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«§ 829A Gravedad vs. Utilidad –Daño severo. Una invasión intencional en los intereses 
de otro en el uso y el disfrute de la propiedad es no razonable si el daño derivado de la inva-
sión es severo y mayor que otro que debería ser soportado sin indemnización».  
La regla aplicable en esta Sección establece una responsabilidad de pleno derecho 
en los casos en los que el daño sea tan severo que es independiente de la conducta que 
lo causa. El comentarista del RST matiza que esto es particularmente verdadero si el 
daño resultado de la invasión es corporal.  
«§ 830 Gravedad vs. Utilidad. – Invasión evitable. Una invasión intencional en los in-
tereses de otro en el uso y el disfrute de la propiedad es no razonable si el daño es significa-
tivo y pudiera ser practicable para el actor evitar el daño en su totalidad o en parte sin priva-
ciones excesivas». 
El comentario “b” dice que esta regla específica se aplica solamente si el daño es 
significativo a la vista de los factores establecidos por la Sección § 827 RST (factores 
generales que ponderan la gravedad del daño), y pudiera ser evitado en una medida sus-
tancial por el actor sin excesivas dificultades. El comentario “c” dice que la posibilidad 
o no de evitar la invasión también se encuentra entre los aspectos a tener en cuenta en la 
utilidad de la conducta, regla general § 828, comentario “h” RST. Si una invasión parti-
cular puede ser prácticamente evitada por el actor es una cuestión de hecho y debe ser 
determinada según las circunstancias del caso. Dice el comentarista que «La cuestión no 
es si la actividad en sí misma es impropia, inadecuada o ilegal en el lugar en que se está 
llevando a cabo, sino si el actor está haciéndolo de una manera cuidadosa o en el mo-
mento adecuado». Por lo tanto, dice «El problema es si el actor podía efectiva y renta-
blemente conseguir su objetivo principal de manera que el daño a los otros pudiera ser 
sustancialmente reducido o eliminado». Si pudiera, entonces su omisión en evitar el 
daño priva a su conducta de utilidad. Esta regla específica se convierte en la otra cara de 
la moneda del apartado c) de la Sección § 828 RST que establece, entre los requisitos a 
tener en cuenta en la determinación de la utilidad de la conducta, la imposibilidad en la 
prevención o evitación de la invasión.  
«§ 831 Gravedad vs. Utilidad – Conducta inadecuada a la Localidad. Una invasión in-
tencional en los intereses de otro en el uso y el disfrute de la propiedad es no razonable si el 
daño es significativo, y (a) el particular uso o disfrute interferido se adapta bien al carácter de 
la localidad, y (b) la conducta del actor es inadecuada al carácter de tal localidad». 
Dice el comentarista del RST que «hay numerosos lugares que son idoneos o inido-
neos para llevar a cabo actividades legales y una política pública sólida exige que la 
gente las continúe en lugares convenientes para evitar tanto el conflicto entre los inter-
eses incompatibles como sea posible. El planeamiento y las regulaciones son pertinentes 
y a menudo controlan las determinaciones de si una actividad es adecuada en una parti-
cular localidad630. […]». En los supuestos en que se cumple lo dispuesto en la § 831 RST 
la invasión es irrazonable aunque la conducta tenga valor social y aunque el actor esté 
adoptando todas las medidas posibles parar evitar el daño». En su determinación, añade 
el comentarista «algunas localidades son dedicadas a un particular tipo de actividad y 
tienen un carácter distintivo por este propio hecho. Cuando la invasión tiene lugar en 
estas localidades es simple determinar» la idoneidad o no, «pero en localidades dedica-
das a grupos o actividades heterogéneas es a menudo difícil asegurar el uso particular, 
por lo que esta regla particular no suele aplicarse. Lo mismo se puede decir de la inido-
neidad de la conducta a la localidad.  
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Asimismo, en la section § 826 Comment “e. Gravity vs. utility” RST se dice que 
«Con respecto a ciertos tipos de invasión intencional, ha habido una cristalización de la 
opinión legal en relación a la gravedad y a la utilidad, según la cual resulta que la inva-
sión es considerada como razonable o no razonable de pleno derecho. Esta cristalización 
quizá aparece en forma de ley o de reglamento o como resultado de una serie de deci-
siones judiciales». Las normas urbanísticas destacan sobre otras muchas. Por ejemplo, 
«el planificador urbanístico quizá prohíbe la continuación de empresas en ciertos distri-
tos residenciales y de este modo, en efecto, declara que una invasión sustancial que de-
riva de una empresa es irrazonable en estas áreas».  
Finalmente, dice el comentarista que «una serie de decisiones judiciales quizá esta-
blecen una regla de derecho en cuanto a que ciertos tipos de interferencia con el uso 
residencial de la propiedad en distritos totalmente residenciales constituye invasiones 
irrazonables cuando las interferencias son causadas por garages públicos, motuorios o 
cualquier otro tipo particular de negocio. Estas cristalizaciones judiciales, sin embargo, 
no deben obscurecer el hecho de que hay que analizar la irrazonabilidad de la invasión 
en cada caso». De hecho, estas reglas son «constantemente re-examinadas a la luz de los 
cambios de las condiciones y opiniones de la comunidad». 
c) Diferencias entre la acción indemnizatoria y la negatoria. 
Los criterios que determinan la excesividad de la inmisión pueden sufrir o no modi-
ficaciones en función de si lo que se reclama es una acción de cesación –acción negato-
ria- o meramente resarcitoria del daño causado –acción de responsabilidad civil-, de-
pendiendo del ordenamiento aplicable. En los ordenamientos como el alemán y el ca-
talán, la acción indemnizatoria surge cuando se ocasionan perjuicios sustanciales, a pe-
sar de que la inmisión se pueda considerar legítima en algunas ocasiones, y por ende, 
tener que tolerarse (uso normal y actividades autorizadas). 
La private nuisance en el common law norteamericano es una cuestión de respon-
sabilidad por ilícito extracontractual (tort liability)631. No obstante, existen algunas dife-
renciaciones a la hora de determinar la irrazonabilidad de la invasión intencional en 
función de la acción a ejercitar. La sección § 822 comment b) “Action for damages dis-
tinguished from suit for injunction”, RST) dice que la «acción de cesación [injunction] 
es inaplicable o tiene un peso menor en la determinación del derecho de daños. Una 
acción de cesación quizás se obtiene de forma apropiada contra una amenaza de private 
nuisance, pero la acción indemnizatoria no puede ser ejercitada a menos que se haya 
sufrido un daño. […] Incluso cuando está presente el daño, una cosa es decir que el de-
mandado debería pagar la indemnización por los daños causados y otra cosa diferente es 
decir que debe cerrar su fábrica si el daño no se detiene. Para el propósito de determinar 
la responsabilidad por daños por private nuisance, una invasión puede ser considerada 
no razonable incluso aunque la utilidad de la conducta sea elevada y el daño sea relati-
vamente pequeño. ([ver] § 826, Comment f). Pero con el propósito de determinar si la 
conducta productora de la invasión debe ser prohibida, se deben considerar factores 
adicionales. Quizá es razonable continuar una actividad importante si el pago se ha 
hecho por el daño que está causándose pero irrazonable iniciarla o continuarla sin pago. 
De este modo la denegación de la acción de cesación no siempre es un precedente de la 
denegación de la acción de indemnización. Consecuentemente, la responsabilidad por 
daños debería ser tratada independientemente» de la injunction632.  
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Por ejemplo, el § 826 RST dice que «una invasión intencional en los intereses de 
otro en el uso y disfrute de la propiedad es no razonable si […] (b) el daño es grave y la 
carga financiera para compensar este y similares daños a otros podría no hacer no facti-
ble la continuación de la conducta». El comentarista del RST, en relación al apartado 
anterior, dice que en la acción de indemnización (suit for damages) «la utilidad legal de 
la actividad quizá puede ser reducida notablemente por el hecho de que el actor esté 
operando su industria y produciendo el ruido y el humo sin compensación a sus vecinos 
por el daño que les ha ocasionado. La conducta por la cual la utilidad es ponderada in-
cluye tanto la actividad general como las consecuencias que produce»633. De hecho, «a 
veces quizá es razonable operar una actividad importante si el pago se hace por el daño 
causado, pero no razonable continuarlo sin el pago»634.  
Dice el comentarista del RST que el proceso de ponderación general entre la grave-
dad del daño y de la utilidad de la conducta evalua el valor social de la actividad en ge-
neral. El proceso resulta adecuado si la demanda es por una injunction (acción de cesa-
ción) prohibiendo la actividad. Pero será a veces incompleto y de esta manera inapro-
piado cuando la demanda sea por la compensación del daño. La action for damages 
(acción indemnizatoria) no se centra en la actividad; ella busca obtener los costes de 
compensación por los daños ocasionados. La carga financiera de estos costes es por lo 
tanto un factor significativo en la determinación de si la conducta que causa los daños 
sin compensarlos es irrazonable. En la estimación de esta carga, se consideran no solo 
los costes de compensación por el daño en la demanda ante los tribunales sino también 
la responsabilidad potencial en la compensación de otras personas que quizá también 
han sido lesionadas por la actividad. De esta manera, concluye que en la acción indem-
nizatoria «la invasión es irrazonable no solamente cuando la gravedad del daño supera 
la utilidad de la conducta, sino también cuando la utilidad supera la gravedad siempre y 
cuando la carga financiera de compensar los daños causados por la actividad no hicieran 
inviable la continuación de la actividad. Si la imposición de esta carga financiera pudie-
ra hacer la continuación de la actividad inviable, el proceso de ponderación para deter-
minar la irrazonabilidad es similar a la establecida en una demanda por injunction»635 
según el Capítulo 48, § 941 “balancing the equities” RST. 
C) La tolerancia de las inmisiones. 
a) Diferencias entre tolerancia de derecho y de hecho. 
En el derecho civil francés, CABALLERO hace una excelente argumentación sobre 
las diferencias de la tolerancia de derecho y de hecho en la denominada tolerancia de 
vecindad. Según el autor, «Caracterizar la noción de nuisance como una tolérance de 
voisinage viene a afirmar la incapacidad de la teoría de los troubles de voisinage para 
asegurar a los particulares una protección seria contra las agresiones que afectan a su 
medio ambiente. Esta incapacidad, de la que importa dilucidar sus causas, se situa sobre 
dos planos. Sobre el plano de su régimen en primer lugar, está claro que la construcción 
pretoriana, detrás del aparente rigor de su fachada, favorece, en realidad, una laxitud 
institucional con respecto a las actividades generadoras de nuisance (…). Sobre el plano 
de su dominio (…), la jurisprudencia ignora una masa considerable de daños que golpe-
an en primer lugar el medio ambiente»636. 
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La tolerancia de derecho (adquirida sin indemnización) se debe a la confusión entre 
inmisión y daño, por lo que se está abriendo la puerta a la posibilidad de que por moti-
vos económicos o sociales (uso normal o preocupación colectiva) inmisiones que pro-
ducen daños graves son sin embargo tolerables debido a la fuente “normal” de donde 
proceden637. El límite más allá del cual habría inmisión, en el sentido o en el entendi-
miento de los particulares, debería coincidir con el umbral de anormalidad definido por 
la jurisprudencia. Para ello, haría falta que el criterio de anormalidad no fuera desviado 
de su sentido original, y de otra parte, que la ilicitud del trouble entrañase su cesación. 
Critica CABALLERO que la imprecisión teórica del principio ha favorecido un desliza-
miento del concepto de trouble normal, hacia aquel de dommage normal. De otra parte 
y sobre todo, la relación a la idea de pré-ocupación colectiva en la apreciacion de la 
anormalidad ha institucionalizado las nuisances»638.  
El sistema español de inmisiones es, a pesar de su notable simplicidad, el que más 
salvaguarda los derechos del inmitido, por cuanto declara antijurídica la inmisión que 
produzca daños graves, según la intensidad de la inmisión y los efectos nocivos de la 
misma, con independencia del cumplimiento de la actividad inmitente de las normas 
que regulan la actividad, del cumplimiento de los valores límite de emisión, de la exis-
tencia de autorización o de la adecuación al uso local. Es decir, la ilegitimidad de la 
inmisión se tiene en cuenta desde el punto de vista de los efectos, a través de la intensi-
dad de la misma (duración y alcance) así como de los daños producidos (patrimoniales, 
personales, salud o morales). En mi opinión no se debería excluir el aspecto activo de la 
relación en la poderación de la ilegitimidad de la inmisión. 
Por otra parte, -dice CABALLERO- la tolerancia de hecho (adquirida mediante in-
demnización) significa que «el juez, después de haber constatado la anormalidad del 
trouble, rechaza ordenar la cesación. «Esta revela un cierto número de obstáculos que 
se oponen al poder del juez: unos son de orden jurídico, otros de orden extrajurídico. 
Ellos corresponden a una tolerancia tanto involuntaria, como voluntaria al respecto de 
actividades generadoras de nuisance»639. Enumera dentro de los primeros el principio de 
separación de la autoridad administrativa y judicial civil en lo referente a inmisiones 
producidas por actividades clasificadas (autorizadas) y al principio de intangibilidad de 
la obra pública. Sucede que, «[c]uando el trouble es declarado anormal, por lo tanto 
ilícito, la jurisprudencia no se pronuncia sobre su cesación […]». La anormalidad decla-
rada del trouble no impide por tanto a su autor seguir produciendo emisiones, ni a sus 
víctimas continuar sufriéndolas. «La indemnización que se les acuerda conduce en rea-
lidad a una tolerancia de hecho con respecto a las situaciones intolerables, cuya utilidad 
económica o social justifica el mantenimiento»640.  
En el derecho civil catalán, la legitimidad de las inmisiones funde en un único aná-
lisis la tolerancia de derecho y de hecho, pues se regula una compensación económica 
por los daños que se puedan ocasionar en el futuro por inmisiones legítimas. La inmi-
sión ilegítima tendrá lugar cuando se produzca un perjuicio sustancial y no autorizado o 
no ajustado al uso normal. En mi opinión, esta solución es la más completa desde el 
punto de vista legislativo, pues no existe contradicción desde el punto de vista jurídico 
entre inmisión anormal y daño anormal. En Alemania, la solución del legislador es pa-
recida a la adoptada por el legislador catalán. 
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b) Clasificación de las inmisiones en función de su tolerancia o no. 
La realidad jurisprudencial española nos muestra que solamente caben dos tipos de 
inmisiones: las ilícitas o lícitas, en función de si el agente causante cumple o no con los 
cánones establecidos en los reglamentos y en la prudencia que las circunstancias del 
caso requerían (con una diligencia mayor en función de la responsabilidad cuasi objeti-
va), o bien en caso de cumplirlo, cuando el daño ocasionado supera la normal toleran-
cia, presumiéndose en virtud del art. 1908.2 C.c. que cuando la inmisión produce un 
daño grave el acto que lo causa es excesivo. En mi opinión, no se puede mezclar la ex-
cesividad de las inmisiones con las invasiones contaminantes ocasionadas por un escape 
desconocido por el operador basado en la culpa o riesgo. En el primer caso se está al 
hecho excesivo y en el segundo a la conducta del causante. 
Nos parece interesante y completa la clasificación que hace GONZÁLEZ-ALEGRE de 
la legitimidad o ilegitimidad de las inmisiones, en función de la tolerabilidad de los da-
ños, y de la conducta del causante de las mismas: 1) Actividades prohibidas: 1.1) activi-
dades que corresponden a un uso o disfrute anormal y/o extraordinario en el ejercicio de 
los derechos y que producen daños, perjuicios o molestias en el vecino. 1.2) Actividades 
que corresponden a un uso o disfrute normal y ordinario pero que producen daños into-
lerables, que pasan a ser ilícitos por sus consecuencias. 2) Actividades permitidas: 2.1) 
actividades que corresponden a un uso o disfrute anormal y/o extraordinario y, aun cau-
sando daños o molestias al vecino, existen circunstancias concurrentes que los justifi-
can. 2.2.) Actividades que corresponden a un uso o disfrute normal y ordinario y que o 
bien no producen daños, o produciéndolos, estos no se consideran intolerables. 3) Acti-
vidades no prohibidas pero que generan obligación de compensar: actividades indus-
triales autorizadas que, ejercitando su derecho, causan un daño excesivo, en cuyo caso, 
si no lo indemnizan, se convierte el acto en abusivo641. 
En el derecho civil alemán, la clasificación de las inmisiones a la vista del § 906 
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En Italia, las inmisiones se dividen en: 1º inmisiones lícitas, dentro del límite de la 
normal tolerabilidad (art. 844 1º); 2º inmisiones lícitas dañosas: las que excediendo ese 
límite se consideran lícitas cuando ello corresponda a exigencias de la producción, si 
bien sólo cuando no sea posible eliminarlas o reducirlas con medidas técnicas no exce-
sivamente gravosas; a cambio de ser toleradas se establecerá una compensación econó-
mica por el daño (art. 844 2º); y 3º) inmisiones ilícitas, las que superen el limite de la 
normal tolerabilidad y no respondan a los intereses de la producción, en cuyo caso habrá 
obligación de cesar la actividad, o bien reconducirla a los límites de la normal toleran-
cia, y a resarcir el daño642. Como se puede obsevar, esta solución es la que se reproduce 
por la mayoría de la doctrina en muchos ordenamientos. 
Por su parte, la jurisprudencia francesa de los troubles de voisinage clasifica las 
inmisiones en: 1) cuando no superen la normal tolerabilidad el juez no acuerda ni la 
acción inhibitoria ni la de resarcimiento. 2) En el caso de inmisiones intolerables conce-
de al vecino: a) la inhibición de la inmisión más el resarcimiento integral del daño, en 
ciertos casos; b) el resarcimiento integral del daño sin inhibitoria, en otros. 3) El juez 
está investido de una poder de control difuso de la actividad industrial, pues distingue 
entre inmisión provocada por empresa industrial y no industrial, penalizando el primero, 
pues extrapola la regla del exploitant professionnel y lo hace responsable de forma obje-
tiva, atribuyendo el daño a la empresa, que es quien mejor la puede soportar, distri-
buyéndose bajo la forma de costes, seguro o evitación mediante oportunas medidas 
técnicas, lo que refleja una coherencia lógica y económica643.  
Por su parte, en Cataluña, el art. 516-14 del C.c. establece las siguientes clases de 
inmisiones: 1) Ilegítimas: Inmisiones producidas por actos ilegítimos de vecinos y que 
causan daños a la finca o a las personas que habitan en la misma quedan prohibidas y 
generan responsabilidad por el daño causado (546-13). Efectos: No tolerarlas (acción 
negatoria de inmisiones) y reparación de daños (acción indemnizatoria). 2) Legítimas. 
2.1). Regla general: Inocuas o que causan perjuicios no sustanciales (546-14.1). En ge-
neral, se consideran perjuicios sustanciales los que superan los valores límite o indicati-
vos establecidos por las leyes o los reglamentos. Efectos: Tolerarlas (546-14.1). 2.2.) 
Inmisiones que produzcan perjuicios sustanciales si son consecuencia del uso normal de 
la finca vecina, según la normativa, y si poner fin a las mismas comporta un gasto 
económicamente desproporcionado (546-14.2, 3 y 4). Efectos: Tolerarlas (546-14.2). 
Podrán recibir una indemnización por los daños producidos en el pasado y una compen-
sación económica, fijada de común acuerdo o judicialmente, por los que puedan produ-
cirse en el futuro si estas inmisiones afectan exageradamente al producto de la finca o al 
uso normal de esta, según la costumbre local (546-14.3). Según la naturaleza de la inmi-
sión, podrán exigir, además, que la inmisión se haga en el día y en el momento menos 
perjudiciales y pueden adoptar las medidas procedentes para atenuar los daños a cargo 
de los causantes (546-14.4). 2.3) Inmisiones sustanciales que provienen de instalaciones 
autorizadas administrativamente (546-14.5). Efectos: Tolerarlas (546-14.5). Se podrá 
solicitar la adopción de las medidas técnicamente posibles y económicamente razona-
bles para evitar las consecuencias dañosas y solicitar la indemnización por los daños 
producidos. Si las consecuencias no pueden evitarse de esta forma, los propietarios tie-
nen derecho a una compensación económica, fijada de común acuerdo o judicialmente, 
por los daños que puedan producirse en el futuro.  
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2) Criterios de ponderación de la excesividad de la inmisión. 
A) Análisis de normal tolerancia o de la gravedad del daño. 
a) Gravedad de la inmisión, según el grado, duración y peligrosidad.  
El análisis de la excesividad de la inmisión se hará, en primer lugar (y en algunos 
ordenamientos solamente), a través del análisis del criterio de la normal tolerancia o de 
la gravedad del daño (en sentido objetivo). En definitiva, deberá haber una real y apre-
ciable interferencia en el uso o disfrute de la propiedad. 
El daño grave o inmisión intolerable tendrá en cuenta los siguiente factores: la in-
tensidad –los valores límite de inmisión (VLI) servirán de referencia-, duración y fre-
cuencia de la misma644; entidad de los perjuicios en el sujeto pasivo, para considerar 
tolerables aquellas inmisiones que así deban calificarse atendiendo a un grado medio de 
receptividad o sensibilidad hacia las mismas, cuando se trata de daños personales, y del 
uso normal de la actividad inmitida cuando se produzcan daños a las cosas645; la obliga-
ción del perjudicado de evitar el daño, etc. De todos estos criterios, la intensidad de la 
inmisión y la entidad del daño serán los más importantes, por cuanto marcarán los efec-
tos nocivos y entidad de la inmisión. En los daños a la propiedad será más sencillo de-
terminar el carácter de inmisión intolerable o daño grave646. 
b) Influencia de la normativa administrativa, licencias y autorizaciones. 
Existe discusión doctrinal a la hora de dilucidar si una inmisión que supere los 
máximos fijados por los valores límite de inmisión reglamentarios (VLI) ha de recibir 
automáticamente la calificación de intolerable (o tolerable siempre que no los supere); o 
entender que hay una independencia entre ambos. 
A veces la propia naturaleza del daño ocasionado por la actividad inmitente (p. ej. 
lesiones a la salud) o su cuantía (pérdidas de cosechas) no deja lugar a dudas en torno a 
la relevancia del perjuicio sufrido y la inexistencia de soportarlos. No obstante, con fre-
cuencia es difícil fijar los límites entre las inmisiones prohibidas y las que no lo están. 
De ahí que la normativa ambiental sirva como índice orientador para determinar si una 
inmisión supera o no el límite de lo tolerable, aunque no sea concluyente647, pues consti-
tuyen, con carácter indicativo, el tope que en todo caso se está obligado a soportar648. 
Estos límites pueden resultar bastante fiables a la hora de determinar el posible grado 
perjudicial al contrario que los límites de emisión, por cuanto éstos se limitan a recoger 
el nivel de contaminación en el punto de origen649. 
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Los VLI son especialmente útil en materia ruidos, pues aunque la normativa jurídi-
co-civil no determina por sí misma un criterio de normalidad en el nivel de molestias al 
que puede estar obligado a soportar cada vecino650, sí pueden servir para completar la 
antijuridicidad de las mismas651. Asimismo, los VLI en materia de ruidos suelen utilizar-
se por la jurisprudencia para condenar al demandado a la reducción de las inmisiones a 
lo establecido en las ordenanzas locales: p. ej. los informes periciales que demuestren 
una contaminación acústica superior a los niveles permitidos sí suelen constituir prueba 
suficiente para que el juez estime la pretensión del demandante652; se condena a la adop-
ción de medidas correctoras para que la actividad empresarial del demandado no emita 
ruidos que superen los límites reglamentarios653; se prohíbe lo que exceda de lo objeti-
vamente tolerable, de acuerdo con los límites máximos de la reglamentación administra-
tiva654. También se ha señalado por algún autor que el parámetro que determina si la 
inmisión es el resultado del uso normal o normal tolerancia deberían ser, como regla 
general, las establecidas para las zonificaciones los límites de emisión e inmisión esta-
blecidos655, tal y como se hace en Alemania.  
En materia de contaminación electromagnética, DE ÁNGEL YAGÜEZ656 analiza el fa-
llo de la SAP de Murcia 13.2.2001, que afirma que no resulta fácil entender que se con-
sidere inmisión intolerable el efecto de una actividad en la que el inmitente se ajusta a 
las reglas legales, aunque se venga declarando por los tribunales que: «la justificación 
de haber aplicado las medidas reglamentarias gobernantes de una determinada actividad 
no excluye la responsabilidad, por que el deber de diligencia va más allá (llega hasta la 
contemplación de todos los daños que podrían haberse previsto), pero este pronuncia-
miento, admisible en principio para demandas de responsabilidad civil, no parece que 
sea trasladable al ámbito de las inmisiones; en concreto, al momento del proceso inte-
lectual en que se juzga sobre la tolerabilidad de la inmisión». De lo contrario sucedería 
«que los tribunales pudieran resolver una acción negatoria sobre la base de una presun-
ción iuris tantum de nocividad». En la citada sentencia se descarta la existencia de daño 
demostrable, y por ende de la responsabilidad civil, y centrándose por tanto en la posi-
ble acción negatoria de inmisiones, a la hora de determinar el límite de lo que se entien-
de tolerable o no, se remite a lo dispuesto en la Recomendación del Consejo de la Unión 
Europea de 12 de julio de 1999657.  
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En Alemania, existe un perjuicio no esencial si la inmisión no sobrepasa los valores 
límite sustantivos o fijados en las leyes y reglamentos administrativos. A la inversa, una 
invasión es significativa si los supera. Parece que la § 906 I 3ª equipara el derecho sus-
tantivo con las regulaciones administrativas al amparo de la § 48 BimSchG. Se ha criti-
cado esta solución, pues se priva de independencia a los tribunales civiles y puede aca-
bar convirtiendo el juicio de esencialidad en un mero juicio de adecuación a la normati-
va administrativa, debiendo ajustarse por el contrario a la valoración de la esencialidad 
de la inmisión658. Por ello, los tribunales a veces consideran una invasión significativa 
incluso cuando los valores legales no han sido superados, usando en su lugar el estándar 
de la percepción de una persona media, donde tiene una importancia decisiva el tipo y el 
objetivo del fundo afectado659. En mi opinión, parece que el legislador alemán pretende, 
por una parte, dotar de coherencia al sistema legal de prevención de la contaminación 
con los posibles daños que produzca, y, por otra, protejer los intereses de la industria de 
acciones privadas que pueda poner el peligro su actividad. En Cataluña, la solución es 
parecida al caso alemán (art. 546-14 1º C.c.). 
En Italia, para algunos autores no hay vinculación alguna entre los VLI y la deter-
minación de la intensidad de la inmisión ex art. 844 C.c. (límite “elástico”)660. Ello con 
independencia de que sea consecuencia de una actividad autorizada661, debido a que la 
autorización instaura una presunción de utilidad social de la actividad inmitente, lo que 
no deja de ser criticable sobre todo cuando se afecte la salud de las personas662. En cam-
bio, para otros autores el incumplimiento de los estándares administrativas provocará la 
ilicitud debido a la violación de los cánones de prudencia y diligencia. Entre estos auto-
res, PARADISO justifica que el límite máximo de tolerancia consentido en la ley debe 
considerarse como umbral mínimo en la tutela del sujeto expuesto a propagaciones, toda 
vez que la emisión constituya al mismo tiempo una inmisión in alienum dañosa. Para el 
autor, la disciplina ambiental puede adquirir relevancia en el régimen privado de la in-
misión como codificación de un resultado razonable con base al desarrollo de la técni-
ca663. En cualquier caso, los intereses defendidos en los VLE sirven como argumento 
suplementario en la determinación del límite a la vista del art. 844 C.c., puesto que 
otorgan una nueva visión colectiva de los intereses en juego al dar una mayor importan-
cia social a la preservación del ambiente y la salud de las personas, abandonando la pre-
eminencia del interés de la industria y dando paso a la consolidación de criterios tan 
importantes como el del “coste social”664. 
                                                                                                                                               
tivamente, la perspectiva de las acciones preventivas o las de responsabilidad)». Este límite se fija en 100 
microteslas, y puesto que es 50 veces más reducido de los valores límite en relación con los efectos agu-
dos a la salud de las personas concluye en autor que la hipótesis de la «incertidumbre científica» como 
presupuesto de la puesta en práctica del principio de precaución no se da en este caso 
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Dice CABALLERO que en Francia existe independencia del umbral de anormalidad 
de los troubles de voisinage con respecto a los valores límite reglamentarios, tanto des-
de el punto de vista de su cumplimiento como de su incumplimiento. La jurisprudencia 
ha sido fijada por aplicación de la regla de la separación de autoridades administrativas 
y judiciarias. Se ha visto que las autorizaciones administrativas, otorgadas bajo reserva 
de derecho de terceros, no confieren a su beneficiario la inmunidad contra las acciones 
en responsabilidad de vecinos pues estos umbrales reglamentarios no sirven más que 
para utilizar los elementos técnicos de comparación, no para interferir en el ejercicio de 
su poder soberano de apreciación. No obstante, a medida que se generalizan las normas 
de policía ecológica, el juez tiene la tendencia a utilizar no solamente los elementos de 
apreciación sino también el criterio de su decisión, lo que, según el autor, debe ser con-
ducido con prudencia. La Cour de Cassation ha reconocido que algunas de ellas no fijan 
un umbral de molestia sino un umbral de peligro. Hace falta, por tanto, -dice el autor- 
guardarse de la solución cómoda consistente a remitir el poder soberano del juez al po-
der tecnocrático de la Administración. De esta forma, corresponde a a la apreciación 
soberana de los jueces de fondo, que tienen un verdadero poder de juzgar en equidad, no 
solamente porque la imprecisión de la regla le deje un inmenso poder de apreciación, 
sino también porque son investidos de un poder de composición que les permite decidir 
en la medida en que el perjuicio sea reparado665.  
c) Nivel de afectación en el uso y disfrute de la propiedad. Diferentes estándares de 
gravedad en los daños personales y en los daños a la propiedad. 
En EEUU la extensión del daño depende del grado y duración de la invasión (pri-
vate nuisance). El § 827, comentario “c” RST, dice que, en cuanto al grado de interfe-
rencia, ésta puede conllevar desde una ligera inconveniencia o molestia hasta llegar a 
una completa interrupción del uso o una privación del disfrute de la propiedad. Debe 
haber un daño apreciable, incluso en daños a la propiedad, que puede ser evidenciado 
científicamente. Por otra parte, la duración de una interferencia puede ser momentánea, 
temporal, periódica o continuada. La expresión “extensión del daño” no se debe enten-
der limitado al daño concreto sufrido (efectivo), sino que se tienen que tener en cuenta 
los daños o amenazas a otras personas, así como a los riesgos de otros daños que en que 
quizás incurra el demandante. Esta precisión lo distingue del carácter del daño efectivo, 
donde sí se tiene en cuenta el tipo de daño sufrido.  
Por otro lado, el carácter del daño depende del tipo de daño. Las incomodidades o 
molestias personales suelen ser tan graves como los daños a las cosas; no obstante, es 
más difícil demostrar los daños en el primer caso. Además, si la invasión conlleva daños 
materiales a la propiedad, la gravedad del daño se considera normalmente como grave, 
aunque la exensión del daño sea relativamente pequeña. Pero si la invasión conlleva 
solamente molestias o incomodidades menores y temporales, la gravedad del daño será 
pequeña.Tratándose de daños producidos a las personas, el criterio para diferenciar en-
tre las inmisiones permitidas y las prohibidas ha de venir dado por la normal tolerancia, 
es decir, por la sensibilidad de un hombre medio normal frente a la inmisión, teniendo 
en cuenta las características del lugar, de manera que aunque la actividad causante de 
las inmisiones responde a un uso normal, no se le permitirán inmisiones nocivas a las 
personas que superen la normal tolerancia666. 
                                                                                                                                               
deberá ofrecer una ulterior directiva útil para la gestión en sede jurisdiccional del conflicto de intereses 
correspondientes a la contaminación ambiental». 
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En Francia se tiene en cuenta la receptividad personal de la víctima, a través de 
elementos objetivos particulares de la situación de la víctima (su actividad o profesión), 
y también factores subjetivos (estado físico o mental) de sensibilidad media667. Algunos 
autores justifican que el hecho de ser hipernervioso es un estado patológico y, por tanto, 
normal, aunque también existen posiciones contrarias. P. ej. CABALLERO dice que, en 
cuanto al aspecto psíquico, el trouble de jouissance (inmisión de disfrute) debe ser exa-
minado teniendo en cuenta las repercusiones posibles que pueden haber sobre una per-
sona normal y bien saludable y no sobre una persona enferma e hipersensible668. La 
Cour de Cassation afirma, por su parte, que la molestia probada por las personas sensi-
bles «no excedería los inconvenientes normales más que si ella se produjeran en un caso 
donde las personas particularemente sensibles y necesitadas de reposo estarían en dere-
cho de encontrar una tranquilidad y una calma excepcionales669», justificación que no 
convence plenamente a CABALLERO670. 
En el Derecho germano, el juicio de la esencialidad de una inmisión se hace toman-
do en cuenta criterios objetivos, pero ajustándose a su vez al caso concreto. Se sigue una 
regla objetivada-diferenciada (differenziert-objektiver Masstab) en la que hay que aten-
der a a la sensibilidad de un hombre medio normal (regla objetiva), si no en función de 
las condiciones locales, sí atendiendo a un hombre medio en sus condiciones concretas 
(diferente de la regla objetiva). No obstante, se asume que la muerte, los daños persona-
les o el daño a la salud de las personas son percibidos como significativos según una 
persona medida, considerándose por ello perjuicios sustanciales, pero sin excluir el aná-
lisis de la normalidad de la conducta que los causa671.  
En Italia, en la valoración de la normal tolerabilidad se tiene en cuenta la eventual 
nocividad de la inmisión en la salud672. En los daños a la salud algún autor resuelve el 
conflicto entre el inmitente e inmitido ex art. 844 C.c., aplicando directamente el art. 32 
de la Constitución. TORREGROSA673 critica que para tomar en consideración la idoneidad 
de la inmisión para producir daños a la salud se valore de modo objetivo teniendo pre-
sente la «reactividad del hombre medio», pues sería constitucionalmente ilegítima no 
solo en aplicación del principio de igualdad, sino específicamente por violación del art. 
32, por cuanto no puede excluirse que las inmisiones abstractamente nocivas a la salud 
puedan ser consideradas, en concreto. IANNELLI dice que casi todas las inmisiones in-
dustriales son potencialmente nocivas a la salud, por lo que la ilicitud de la misma deri-
va, en hipótesis, más de la lesión del art. 32 que del art. 844 C.c.,674 debiendo tener en 
cuenta que la salud humana necesita una mayor tutela.  
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Por otro lado, los daños a las cosas deben tener un tratamiento diferente, pues hay 
que hacer mención al uso normal de la propiedad, pero esta vez desde el punto de vista 
de quien recibe la inmisión. Por ejemplo, ALGARRA PRATS lo explica con meridiana 
claridad, partiendo del supuesto de que la actividad productora de la inmisión se ajuste 
al uso normal: «Tratándose de daños a las cosas, el grado de tolerancia vendrá a su vez 
determinado por la normalidad de uso de la propia finca afectada, atendiendo también a 
las condiciones de la zona: si la finca perjudicada se dedica a una actividad completa-
mente inusual en la zona, deberán tolerarse los efectos nocivos de las inmisiones, puesto 
que éstas son normales en la zona y ninguna de las demás fincas se ven afectadas por las 
mismas […]675; si ambas actividades son normales, porque son habituales en la zona los 
distintos usos a los que ambas responden, el grado de tolerancia deberá encontrar su 
límite cuando las inmisiones sean de tal entidad que impliquen un daño que conlleve el 
total sacrificio de la propiedad afectada».  
En el common law inglés no solamente se tiene en cuenta la razonabilidad del uso 
del fundo que causa la invasión, sino también la del fundo que la recibe, cuando depen-
de de la hipersensibilidad de la actividad que realiza el demandante en el fundo invadi-
do676. En el caso Robinson v Klivert (1889) 41 ChD 88, el juez dispuso que un hombre 
que lleva a cabo un negocio de forma excepcionalmente delicada no puede quejarse 
porque ha sido dañado por su vecino haciendo algo que no sería dañoso a cualquier sino 
a aquél tipo de actividades. En el caso McKinnon Industries Ltd v Walker [1951] 3 DLR 
577, el demandado solicitó la desestimación de la demanda basada en que los daños que 
había sufrido el demandante se debían a la plantación de orquídeas, siendo éstas muy 
sensibles a la contaminación, fallando que si la invasión es no razonable dada su inten-
sidad ello es independiente de la especial sensibilidad del demandante. Pero esta regla 
se aplica solamente cuando la irrazoabilidad de la conducta del demandado depende de 
la especial sensibilidad del uso y disfrute que lleva a cabo el demandado, pero no se 
aplica cuando la acción se base en el carácter no razonable de la invasión, independien-
temente del uso “delicado” que se haga del fundo.  
En EEUU, el Comentario al párrafo (d) del 827 RST677, “g. Carácter de la locali-
dad” y “h. Ordenanzas de zonificación”, disponen que la incompatibilidad entre varios 
usos beneficiosos resulta de la segregación de ciertos usos en ciertas localidades con el 
objeto de evitar innecesarios conflictos entre los usos radicalmente incompatibles, por 
ejemplo la existencia de mataderos en un centro urbano. Si un uso particular en el uso y 
disfrute del inmueble es adecuado según el carácter de la localidad, una interferencia es 
más seria y la gravedad del daño derivado de ésta es mayor que si el particular uso o 
disfrute no está disponible en la localidad. Ello no es óbice a que el carácter particular 
de la localidad pueda ser objeto de cambio durante un período de tiempo. Las ordenan-
zas de zonificación constituyen una determinación legislativa que disponen que ciertos 
usos de actividades no se llevarán a cabo o que ciertos tipos de condiciones no serán 
permitidass en áreas particulares. En cualquier caso, esta obligación del perjudicado no 
suele ser un factor decisivo de la gravedad del daño, en perjuicio de la extensión del 
daño y su duración como verdaderamente importantes.  
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d) La carga del perjudicado de evitar el daño. 
En EEUU, el daño derivado de una invasión intencional en los intereses de otro en 
el uso y disfrute de su inmueble puede a veces, parcial o totalmente, ser evitada por el 
que la provoca. En la mayoría de los casos, sin embargo, la evitación de un daño impli-
ca otro en forma de molestias y gastos, y la carga que conlleva esta evitación es a me-
nudo mayor que el que intentaban evitar. No obstante, siempre hay algunas situaciones 
en las que el perjudicado puede evitar la mayoría del alcance del daño derivado de la 
invasión con una muy pequeña dificultad o cuantía económica. Este factor de carga de 
la persona perjudicada de evitar o reducir el daño no es a menudo decisivo para evaluar 
la gravedad del daño, sino que meramente encarna la común idea de que las personas 
que viven en sociedad deben hace un razonable esfuerzo para ajustar sus usos inmobi-
liarios a aquellos semejantes antes de quejarse678. Creo que este parámetro debería for-
mar parte del análisis de la gravedad del daño, como en EEUU. La razón es que la con-
ducta del sujeto que recibe la inmisión no puede ser completamente indiferente al dere-
cho, ya que pueden haber supuestos que de puro sentido común deban utilizarse por los 
jueces, al menos, para ponderar los intereses en juego.  
En Alemania, en la determinación de la tolerancia la jurisprudencia suele fallar que 
no puede incidir una eventual conducta del vecino perjudicado, en el sentido de que éste 
podría haber adoptado las medidas para evitar o disminuir los efectos de la inmisión, 
como por ejemplo el hecho de no dormir con las ventanas cerradas ante un suspuesto de 
molestias originadas por ruidos679. En cambio, la doctrina alemana ha señalado que en 
los casos en que una inmisión se convierta en esencial por una conducta anormal o ilíci-
ta del perjudicado (p.ej. construcciones ilegales), el perjudicado no puede impedir la 
penetración de la inmisión, por cuanto de no haber ejercitado una conducta prohibida, 
no se hubiera producido el perjuicio esencial680. 
B) Análisis del uso normal o de la utilidad de la conducta. 
a) Adaptabilidad al uso local en cuanto al modo de utilización e intensidad. 
Dice ALGARRA PRATS que el análisis del uso normal tiene en cuenta tanto el tipo de 
uso individual del fundo, como la adecuación del mismo al uso local. Éste se hace com-
parando el aprovechamiento de la finca con el de otras incluidas en una zona (Geprä-
getheorie) teniendo en cuenta las normas urbanísticas de clasificación del suelo y califi-
cación de los usos y aprovechamientos permitidos, si bien a modo meramente indicati-
vo, pues en sede judicial civil hay que estar al análisis del estado fáctico de la zona en 
cuestión, que tendrán en cuenta: 1) la adecuación al uso local de la actividad (modo de 
utilización), teniendo en cuenta el aprovechamiento parecido al de otras fincas, es decir, 
que son explotadas de un modo similar; 2) la adecuación de la actividad en cuanto a sus 
efectos (intensidad), teniendo en cuenta el aprovechamiento de la finca que no provoque 
inmisiones más intensas681. EGEA FERNÁNDEZ dice que el uso normal atiende: 1) al uso 
según destino de la finca, atendiendo al tipo de uso de la finca individualmente; 2) el 
modo de utilización, que se regula tanto por la costumbre del lugar como por la medida 
necesaria para obtener el goce y por el uso local. Su vulneración implica un uso anormal 
(modo) o excesivo (medida) respectivamente682.  
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El art. 590 C.c. recoge el criterio del uso normal en cuanto a la adecuación a los 
usos locales (modo de utilización)683, remitiéndose también a la norma urbanística y 
obras de resguardo con el objeto de evitar daños a los fundos vecinos. La determinación 
del criterio del uso normal se realiza teniendo en cuenta el lugar de origen, la emisión y 
el emitente, predicándose de la actividad o conjunto de actividades que caracterizan los 
usos habituales o normales en un determinado lugar, teniendo en cuenta que los efectos 
y proporciones de aquéllas sean similares, con independencia del las incomodidades que 
pueda provocar al fundo inmitido684.  
En Alemania, el concepto “usos locales” no hace referencia a un derecho consuetu-
dinario local, sino a usos del hecho, dotados de virtud normativa. La determinación del 
uso local hace una comparación entre el aprovechamiento de la finca emitente y el de 
otras fincas del lugar (Geprägetheorie), en cuanto a si la mayoría de las fincas son ex-
plotadas de un modo igual o similar, produciendo inmisiones nocivas semejantes. Asi-
mismo, se ha concedido también especial importancia a las proporciones del aprove-
chamiento en particular, considerando adecuado al uso local un aprovechamiento de la 
finca que, en la zona afectada, no provoca inmisiones más intensas que las que allí sue-
len producirse685. Las condiciones de la zona delimitadas gográficamente no necesaria-
mente debe coincidir con los límites municipales686. La legitimidad de la inmisión basa-
da en el uso local halla sus límites allí donde la molestia pueda ser evitada o reducida a 
límites más tolerables mediante la adopción de medidas protectoras, para lo cual hay 
que tener en cuenta el coste de las mismas, la propia gravedad de los daños687, así como 
los avances de la técnica y al desarrollo del tráfico. 
En Navarra, la racionalidad del uso se determinará en cada caso concreto en fun-
ción de las necesidades de cada finca, el uso del lugar (generales y locales) y la equi-
dad, así como normas de cualquier índole y territorialidad, global o particular688: 
1) Las necesidades de las fincas dependerán de su naturaleza y su destino, es decir, 
de los usos de que son susceptibles o a que se dedican, tanto de la finca que produce la 
inmisión como la que la sufre, teniendo en cuenta además que, respecto de estas últi-
mas, en caso de ser varias las afectadas, habrá que estar a los usos dominantes en su 
área de influencia, siendo un criterio no decisivo pero sí referencial la clasificación y 
calificación urbanística del suelo.  
2) El uso del lugar se refiere tanto a: 2.1) la forma y las condiciones de uso o apro-
vechamiento de la finca, con que se ejerce el derecho, en relación con las que son co-
munes o habituales en otras de su mismo destino en la zona; 2.2) el tipo de uso en rela-
ción con los que son comunes o habituales en su área de influencia, en cuanto manifes-
tación de la teoría del «uso normal», que reputa tal aquel cuyas inmisiones no sean, por 
su naturaleza e intensidad, superiores a las usuales del entorno que las padece, para lo 
cual se exige un análisis cuantitativo y cualitativo689.  
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Desde el punto de vista de las necesidades de las fincas y del uso del lugar, la ra-
cionalidad del uso del derecho impone la adecuación de su ejercicio a las características 
de la actividad desplegada y a la incidencia de sus efectos en las fincas de su entorno y 
en quienes por cualquier título las habitan; y, de otra, la acomodación de su ejercicio a 
los procedimientos, pautas y exigencias comunes en actividades de esas características 
en consideración a sus propias necesidades y a las de sus vecinos.  
3) La equidad exige la adaptación del derecho a las circunstancias en que ha de ser 
ejercitado y el objetivo de la naturaleza, contenido y función propia de cada derecho que 
enlaza con el Derecho natural y con los criterios éticos que conectan el abuso del dere-
cho con los principios de buena fe y la equidad, enfocado principalmente a la incidencia 
domiciliaria de quien sufre las inmisiones, el derecho a la intimidad personal y familiar 
en el ámbito de su domicilio (art. 18 CE), así como la calidad de vida (art. 45), la pro-
tección de la salud (art 43) o a una vivienda digna y adecuada (art. 47)690. Se ha dicho 
que el criterio del uso razonable se sitúa próximo al criterio de la normalidad del uso, si 
bien la equidad lo acerca al prudente arbitrio del Juez y a la normal tolerancia691; o que 
es más adecuado que el de “normalidad” del uso692. 
En EEUU el § 828 RST recoge como uno de los requisitos en la determinación de 
la utilidad de la conducta la adecuación de la misma al carácter de la localidad, pues lo 
que puede ser nuisance en una zona, no tiene que serlo necesariamente en otra693 y lo 
que es tolerable en una zona puede ser intolerable en otra694. El comentario “g. Adecua-
ción al carácter de la localidad” dispone que «El carácter de la localidad depende del 
tipo de actividad que es desarrollada en primer lugar. […] [D]epende de su compatibili-
dad con las actividades que predominantemente se llegan a cabo», si bien matiza que 
«el mero hecho de que la actividad o inactividad sea adecuada a un lugar particular no 
significa que la invasión que cause de este modo la haga razonable y justificable. Quizás 
será o no razonable, dependiendo de la gravedad del daño […]. Si la actividad o inacti-
vidad particular no es adecuada al carácter de la localidad, a la conducta generalmente 
le faltará utilidad y la invasión que cause será generalmente no razonable como cuestión 
de derecho si el daño causado es, en cualquier caso, grave»695. BELL & MCGILLIVRAY 
citan el famoso caso Sturges v Bridgman (1879) 11 ChD852, en el que el tribunal dis-
tingue entre el daño a la propiedad y el disfrute de la propiedad (personal discomfort), 
diciendo que solamente en este último caso el carácter de la localidad puede ser un fac-
tor a tener en cuenta en el balance de los derechos e intereses en juego, si bien matizan 
que, en la práctica, ambos efectos se superponen, ya que el efecto económico negativo 
puede afectar tanto a las personas como a la propiedad696.  
En Inglaterra, influyen en el uso natural el hecho de que la actividad se siga por un 
gran número de personas; o cuando un uso puede ser inusual simplemente por el paso 
del tiempo y en las técnicas de desarrollo en cada momento697. 
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Se le ha criticado al criterio del uso normal que: 1) favorece los intereses del inmi-
tente y en especial los de la industria, ya que la progresiva implantación de la misma 
determina que vayan considerándose normales un mayor número de inmisiones sobre 
los fundos vecinos698. 2) Si se atendiera solamente al criterio del uso normal podría ocu-
rrir que una actividad normal produjese inmisiones intolerables, pero que deberían de 
soportarse atendiendo a la normalidad en su origen; o que un uso completamente anor-
mal y extraordinario tenga como consecuencia inmisiones tolerables que, sin embargo, 
podrían prohibirse699. Del ordenamiento catalán se ha criticado: 1) La utilización del 
criterio del uso normal puede llevar al intérprete a una completa identificación con el 
derecho administrativo que regula las emisiones700, como ha sucedido en el art. 546-14.2 
C.c. catalán, que exige la tolerancia de las inmisiones que «produzcan perjuicios sustan-
ciales si son consecuencia del uso normal de la finca vecina, según la normativa». 2) 
Nunca deberían permitirse inmisiones que produzcan perjuicios sustanciales, que difí-
cilmente pueden ser consecuencia del uso normal; además, cualquier gasto es propor-
cionado o racional si se trata de evitar daños de entidad701.  
A diferencia de otros ordenamientos como el alemán, catalán o el sistema del com-
mon law según el sistema norteamericano del Restatement Second of Torts, en el orde-
namiento jurídico-privado español –al igual que sucede en el sistema de los troubles de 
voisinage francés-, cuando la inmisión afecte gravemente a los derechos e intereses de 
los particulares, por ejemplo cuando se producen daños graves a la salud, daños corpo-
rales –especialmente en estos casos-, o la destrucción de cosechas, etc., poco parece que 
pueda importar el uso normal de la actividad, o el cumplimiento de la normativa admis-
trativa reguladora da la actividad, pues de lo contrario se acabaría entrando en un círcu-
lo vicioso contaminación-pago, sin poner solución definitiva al asunto, además de privi-
legiar claramente la industria frente al derecho de los individuos y del medioambiente. 
En cambio, el criterio del uso normal sí puede servir para ponderar los intereses en jue-
go cuando los daños producidos, o potenciales, sean meramente patrimoniales y no ex-
cesivamente graves. Solamente cuando las medidas a adoptar fueran técnica o económi-
camente inviables, se podría exigir la tolerancia de las inmisiones a cambio del resarci-
miento de los daños causados y una compensación por los futuros, en una situación de 
perfecto equilibrio entre los intereses en juego de la industria y de los ciudadanos. Así, 
en el caso de que fueran evitables, deberían adoptarse tales medidas, sin tenen que tole-
rar las inmisiones el perjudicado. No obstante, la jurisprudencia y la mayoría de la doc-
trina en nuestro país no parece aceptar esta solución, ya que ante cualquier daño que 
supere la normal tolerancia, la inmisión se declara automáticamente excesiva, pues, ante 
la producción de un daño el uso normal de la actividad pasa a ser un mero criterio “es-
tilístico” de cara a “la galería”, pero sin ninguna efectividad. Se argumenta por la ma-
yoría de la doctrina y la jurisprudencia que el perjudicado no tiene el deber jurídico de 
soportar el daño, basándose en parámetros de antijuridicidad derivada del principio del 
alterum non laedere y de responsabilidad cuasi objetiva.  
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b) Influencia de la normativa administrativa, licencias y autorizaciones. 
El ordenamiento urbanístico no tiene una relación directa en la determinación del 
uso normal desde el punto de vista jurídico-civil, pues fija los usos urbanísticos de las 
fincas desde un punto de vista general. EGEA FERNÁNDEZ opina que «El elemento de-
terminante para la fijación de la adecuación a la costumbre local es el carácter del terri-
torio y no la finalidad que a éste se le atribuye en los planes de ordenación», de ahí que 
«la habitualidad de la inmisión no puede tomar como base referencial la citada planifi-
cación, sino la situación fáctica del territorio»; por lo tanto, «la planificación sólo debe 
servir como apoyo general para averiguar la utilización de la finca de acuerdo con la 
costumbre local y se referirá al tipo de uso que, en principio, no está regulado por la 
costumbre local»702. Por su parte, ALGARRA PRATS considera que «la disciplina de las 
inmisiones debe atender a la situación de hecho, en definitiva, a la fuerza de lo fáctico, 
en la indagación de si un uso es normal o no en el caso concreto, porque los tribunales 
civiles no están realizando un juicio valorativo sobre la adecuación del emitente a la 
normativa administrativa, sino a un juicio valorativo sobre la adecuación del emitente a 
las condiciones de la zona, que deben ser reales y no las teóricas»703. La legislación del 
suelo y urbanística puede ser útil al Derecho civil en atención a las condiciones de los 
usos y calificación permitidas en cada zona urbanística704. 
Apuntan BELL & MAC GILLIVRAY que en el derecho del common law existe inde-
pendencia entre las normas urbanísticas y los conflictos privados que puedan surgir tras 
la aprobación de una planificación urbanística que cambie los usos705. No obstante, a la 
hora de planificar la ordenación del uso del suelo y regular las condiciones para su 
transformación o conservación (definición de planeamiento) el legislador (generalmente 
local) suele analizarse, con mayor o menor nivel de precisión, el impacto de los futuros 
desarrollos urbanísticos en los intereses privados de la zona en cuestión, si bien los tri-
bunales otorgan una considerable discrecionalidad a las autoridades para decidir cuánto 
peso hay que dar a estas consideraciones. En este aspecto, mediante una interpretación 
estricta de la Borough Council v Madway (Chatham) Dock Co. Ltd [1993] QB 343, la 
licencia urbanística no actúa como defensa frente a una demanda por nuisance, sino a lo 
sumo puede afectar desde el punto de vista civil a la naturaleza de la zona en cuestión. 
Esta decisión fue apoyada por la Court of Appeal en Wheler v J.J. Saunders Ltd [1996] 
Ch 19, si bien restringía dicha posibilidad a aquellas situaciones donde los efectos del 
desarrollo produjeran un cambio real y específico en la naturaleza de la localidad706. En 
cualquier caso, como dispone el juez Gibson Lj en Wheler, «los tribunales no deberían 
consentir la extinción de los derechos privados sin compensación como resultado de 
resoluciones administrativas que no son apeladas y existe dificultad de cambiarlas». El 
valor de la flexibilidad del derecho privado, dicen los autores, consiste en que tiene que 
ver con la manera en la cual influyen las decisiones tomadas por los legisladores en sis-
temas más responsables y abiertos707. 
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En Alemania se configura el concepto civil de uso normal como criterio indepen-
diente de la normativa sobre la planificación urbanística y las licencias o autorizaciones 
de construcción y similares, constituyendo sólo un indicio o apoyo. En Francia, la ade-
cuación de una actividad a las normas administrativas no evita la calificación anormal 
de la perturbación; ni la no conformidad con aquéllas convierte el trouble en anormal. 
Sin embargo, en Cataluña, el uso normal de la finca emitente se comprobará en función 
de la normativa reguladora de la actividad y si poner fin a las mismas comporta un gas-
to económicamente desproporcionado (art. 546.14 2º C.c.). 
Por otro lado, salvo pocas excepciones como p. ej. cuando en la jurisprudencia es-
pañola se dice que el uso “normal” del inmueble es el que se encuentre dentro de los 
valores límite de emisión (VLE)708, el ordenamiento administrativo y el nivel de toleran-
cia de las inmisiones determinado por el uso normal son independientes entre sí. Los 
VLE que se recogen en las licencias o autorizaciones constituyen, a efectos civiles, ba-
remos indicativos que podrán tenerse en cuenta para enjuiciar en el orden civil la tolera-
bilidad de una inmisión709. En el common law inglés el hecho de actuar dentro de los 
términos de una emisión consentida por las normas reglamentarias o por la autorización 
o licencia no sirve como defensa frente a una acción civil, ya que el sistema de derecho 
privado opera de forma separada de los mecanismos de regulación pública710. En sentido 
inverso, la superación de los estándares públicos no significa por sí mismo la ilegitimi-
dad de la inmisión desde el punto de vista civil711. No obstante, si la causa de la inmisión 
se produce por negligencia, existe jurisprudencia que afirma que los stándares legales 
quizás dictan los stándares del common law712. 
Asimismo, la existencia de licencia o autorización no es motivo suficiente para 
eximir de responsabilidad al demandado por los daños ocasionados, si bien en algunos 
ordenamientos (Alemania, Cataluña) sí se da el efecto de legitimar las inmisiones, de-
biendo tolerarlas (se excluye la acción negatoria), siempre y cuando no puedan reducir-
se las inmisiones con un coste razonable y los perjuicios sean compensados. La impor-
tancia de las autorizaciones estriba en que la industria constituye un elemento beneficio-
so para la economía del país, y por ello, cuando la actividad ha sido adoptada con todas 
las medidas preventivas y se ha otorgado la correspondiente autorización, surje la obli-
gación de tolerar las injerencias que puedan producirse713.  
Por ejemplo, en Alemania, el § 14 BImSchG (Ley Federal) priva al propietario per-
judicado por instalaciones autorizadas del ejercicio de la acción negatoria, concediéndo-
le a cambio una indemnización siempre y cuando se den las condiciones de los §§ 906 y 
1004 BGB, es decir, si el propietario perjudicado pudiera ejercitar esta acción de no 
tratarse de una instalación autorizada714. Como se puede ver, en Alemania se procura 
dotar de mayor seguridad jurídica a la Industria. 
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En Cataluña, también se califican las inmisiones procedentes de actividades autori-
zadas como “legítimas”, con independencia de que no se ajusten al uso normal (art. 546-
14 5º C.c.). Esto ha sido calificado de desafortunado715 al introducir un tercer criterio 
(junto con el del uso normal y el de la normal tolerabilidad) que puede mermar derechos 
subjetivos de carácter civil y constitucional como la salud de las personas. DÍAZ BRI-
TO716 ha criticado el injustificado trato de favor de la propiedad industrial frente a la 
estática; y de la facultad menguada del propietario de pedir solamente la adopción de las 
medidas técnicamente posibles para evitar consecuencias dañosas en el caso de activi-
dades autorizadas que produzcan perjuicios sustanciales.  
Hay autores que dicen que la inexistencia de licencia o autorización, debiendo te-
nerla, o el incumplimiento de la misma y/o de las normas administrativas, sí tiene efec-
tos jurídicos en materia de inmisiones. Antes de proceder a determinar la tolerabilidad 
de la inmisión habría que comprobar si el emisor cumple con las normas reglamentarias, 
en el caso de que hubiera licencia, o si no consta la existencia de esta última, pues en 
ambos casos serían indicadores de la ilicitud de la actividad (dolosa o culposa), y, por 
tanto, podría solicitarse su cesación a través de una acción negatoria ex art. 590 C.c., y 
reparación del daño ex art. 1902 C.c.717. Asimismo, HERRERA DEL REY afirma que la 
licencia de actividad tiene una repercusión civil máxima en el caso de que no exista, y 
una repercusión mínima en el caso de tenerla, pues cabría infracción civil solamente si 
se exceden los límites de tolerabilidad718.  
En los EEUU se suele aceptar por los tribunales que la violación de la ley o los re-
glamentos constituye un caso de nuisance per se719, al ser la conducta del causante im-
propia. En mi opinión, en materia de inmisiones este incumplimiento determinaría per 
se uso anormal de la actividad, pero requerirá de un daño grave o intolerable. Sin em-
bargo, coincidimos con HARRY J. FORD II720 en que el mero incumplimiento de la nor-
mativa administrativa no crea un derecho privado721.  
Se puede concluir que en ordenamientos como el francés o el español, la indepen-
dencia de las normas urbanísticas, las reguladoras de la actividad y las autorizaciones es 
casi total respecto de la calificación del uso normal, lo que no deja de ser una salva-
guarda de los intereses de los afectados por las inmisiones y un consiguiente perjuicio 
para los industriales que hayan cumplido. En cambio, en ordenamientos como el alemán 
o el catalán la incidencia es máxima, por lo que se consigue una mayor seguridad jurídi-
ca del industrial en el ejercicio de su actividad.  
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c) Uso normal y preocupación colectiva. 
En Francia, la pre-ocupación colectiva “normaliza”, de alguna manera, los incon-
venientes graves722. La jurisprudencia y la doctrina suelen coincidir en admitir que 
aquélla debe tenerse en cuenta como usos generalizados de una determinada zona723, por 
lo que cuando es la víctima la que acude al lugar donde preexisten las inmisiones, éstas 
no deberán tenerse en cuenta como anormales (no procediendo la indemnización)724 y sí 
se tendrán en cuenta razones de realidad y necesidades de vida en sociedad que impone 
un ambiente diversificado. En este sentido, la pre-ocupación colectiva serviría para de-
terminar el umbral de anormalidad de las inmisiones en función del criterio de la tole-
rancia social, y para que el juez module su apreciación de “trouble” anormal en función 
de circunstancias de tiempo y lugar725. CABALLERO critica que esta teoría puede provo-
car «la normalidad en el estado de medio ambiente existente, especialmente en las zonas 
donde está tradicionalmente degradado». Ha habido un esfuerzo doctrinal por justificar 
la idea de la pre-ocupación colectiva en: 
- La aceptación de riesgos consiste en que la instalación en un barrio ya invadido 
por nuisances, los vecinos aceptan con todo conocimiento de causa soportar las conse-
cuencias. Dice CABALLERO que este lenguaje evoca irresistiblemente y erróneamente la 
idea de culpa subyacente, o que el vecino juega un rol causal en la producción de daños 
(equivalencia de las condiciones). Pero no es exacto decir que el vecino que se instala 
en una zona contaminada participa de la producción del daño, pues el daño era eventual 
pero existía. Tampoco se produce un consentimiento tácito del vecino a soportar con 
antelación los inconvenientes del barrio donde se instala726.  
- La solución basada en los usos locales es irrealista en un mundo urbano e indus-
trializado, sujeto a transformaciones rápidas. Además, nadie conoce exactamente el con-
tenido de estos pretendidos usos, sino que es el juez quien la determina. El carácter cir-
cular del razonamiento explota: se pretende justifica la jurisprudencia por el uso, mien-
tras que es la jurisprudencia misma la que funda y fija el uso.  
- La teoría de la equidad se basa en que es injusto hacer soportar a una sola indus-
tria el perjuicio que todas han causado. Critica CABALLERO que «la equidad rechaza que 
la pluralidad de autores de un daño pueda representar una molestia para la víctima». Al 
lado de la víctima, se razona por algunos autores que «aquel que persigue la compra o el 
alquiler de un inmueble en una zona contaminada se supone que ha obtenido una reduc-
ción del precio correspondiente», criterio dificultoso de verificar.  
- Necesidad social (producción industrial). Critica CABALLERO que «[p]rivilegiar 
ciertas actividades es casi irremediablemente desventajoso para otros y finalmente con-
ducir a lo que se temía sea comprometiendo seriamente la actividad económica de la 
región. Nada prueba la utilidad social de zonas de polución inhabitables». 
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Concluye CABALLERO que la aplicación de la idea de pre-ocupación colectiva con-
duce a agravar las desigualdades ecológicas y a consagrar los derechos de contaminar 
adquiridos ilegalmente por los contaminadores. Si uno se ubica del lado de las víctimas, 
instituye un mecanismo de reparación muy poco justo, «[e]n primer lugar, él funciona 
de tal manera que cuanto más se expone una víctima a las nuisances, más se reduce su 
indemnización. Pero a la inversa, cuanto más agradable es su medio ambiente, más au-
menta la misma» […]. Pero hay algo más grave. Al modificar los límites de la normali-
dad «para permitir a ciertas actividades esenciales perseguir su desarrollo» la jurispru-
dencia reconoce que el siemple hecho de ocupación es en materia de medio ambiente 
generador de derechos adquiridos. […]. Por una suerte de curioso mecanismo de usuca-
pion colectiva, […] ellos se benefician del derecho de gravar los fundos vecinos de una 
servidumbre tan oculta como imprecisa: la obligación de soportar sin contrapartida un 
cierto nivel de nuisance necesario a la actividad económica […]. Vemos inmediatamen-
te donde está el interés colectivo: mantener este umbral a un nivel tan elevado que dilu-
ya la responsabilidad de cada uno. Se crea así un peligroso mecanismo de incitación a 
contaminar» […]. Por tanto, «Todas estas razones militan por un cambio de jurispru-
dencia: la supresión pura y simple de la llamada a la noción de pre-ocupación colectiva 
en la apreciación de la anormalidad y su reemplazo por el principio según el cual la 
normalidad debe ser la misma para todos en todos los lugares. El juez dispone ya de 
poder de composición que le permite, una vez la anormalidad es constatada, de modular 
soberanamente el montante de la reparación (situación que […] favorece […]los propie-
tarios que disponen de un marco de vida agradable, más aptos a hacer valer sus derechos 
que los habitantes expuestos permanentemente a las nuisances»727. 
En Italia puede darse un caso en el que la prioridad del uso haya provocado la asun-
ción a la localidad el carácter, por ejemplo, de zona industrial; en este caso, cuando el 
daño o molestia causado por la inmisión no sea grave, se podrá hacer entrar en el caso, 
en lugar de bajo la norma de la prioridad del uso, bajo la regla general del art. 844 C.c.; 
teniendo en cuenta que, dada la preexistente condición del lugar, tal inmisión debe con-
siderarse normalmente tolerable. En este caso no será necesario recurrir a la constitu-
ción de una servidumbre ni compensación728. Esto significa que en los daños que sean 
intolerables difícilmente será aplicable la prioridad de uso, quedando relegados a aque-
llos casos en los que se produzcan daños de menor entidad. 
En EEUU prevalece el criterio de la «conduct of others», que está relacionado di-
rectamente con la pre-ocupación colectiva y marca el límite del carácter unreasonable 
(no razonable) de la inmisión, pues significa que si el demandante se instala en una zona 
donde el uso predominante es el industrial (Coming-to-the-nuisance), tendrá menos de-
recho para protestar por el ruido y los humos de las industrias que si tuviera aquella zo-
na carácter residencial. Según este criterio, el recién llegado no puede presentar obje-
ción alguna al uso del vecino que, antes de su llegada, no causaba molestias a nadie729, 
excluyéndose de esta manera la pretensión de indemnización al perjudicado que se ha 
establecido en el lugar después de la actividad perturbadora730. 
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d) La imposibilidad de prevenir, evitar o reducir la inmisión. 
En el derecho civil español la posibilidad de evitar el daño ha sido tradicionalmente 
reconducida por la jurisprudencia mayoritaria a la responsabilidad civil por negligencia 
ex art. 1902 C.c., sin diferenciar si se está en un caso de inmisiones o en otro tipo de 
DCC ocasionados por un escape desconocido por el operador. En materia de inmisiones, 
la jurisprudencia suele afirmar que el incumplimiento de la normativa jurídico-pública 
reguladora de la actividad, sobre todo en materia de distancias y obras de resguardo 
(medidas preventivas) pueden ser indicadores de la evitabilidad del daño y, por lo tanto, 
considerarse una negligencia per se. Este razonamiento es útil para los DCC ocasiona-
dos por un escape desconocido, pero en un supuesto de inmisiones ex art. 1908.2 C.c., 
donde el criterio a tener en cuenta es si la inmisión es excesiva y nociva, independien-
temente del cumplimiento de las normas administrativas. 
En Cataluña, el art. 546-14 2º C.c. dice que «Los propietarios de una finca deben 
tolerar las inmisiones que produzcan perjuicios sustanciales si son consecuencia del uso 
normal de la finca vecina, según la normativa, y si poner fin a las mismas comporta un 
gasto económicamente desproporcionado». Dicho con otras palabras, lo que está dicien-
do el legislador es que para que una inmisión que produzca perjuicios sustanciales deba 
ser tolerada, además de ajustarse la actividad que lo causa al uso normal, deberá haber 
adoptado todas las medidas técnica y económicamente razonables para evitar la inmi-
sión, o mejor dicho para reducirla a la normal tolerabilidad. 
En Italia, PARADISO cita el “estado de la técnica” como elemento que sirve para va-
lorar la legitimidad del comportamiento del inmisor, según normativa o principios gene-
rales. Sirve como criterio para la minimización de los efectos de la contaminación o 
degradación del ambiente, y se plasma en la mayor tutela posible del bien de otro afec-
tado por la actividad dañosa dada la tecnología actual. Establece la medida de diligencia 
de la actividad contaminante y sirve como criterio inspirador de la normativa regulado-
ra, así como de la disciplina de la actividad731.  
En EEUU el comentarista del RST exige como requisito para determinar la utilidad 
de la conducta que cause una invasión intencional el de la imposibilidad de prevenir o 
evitar la invasión (§ 828 (c) RST). El comentario “h” efectuado al párrafo (c) dispone 
que si pudiera ser practicable para el causante de la inmisión prevenir o evitar parte o 
toda la interferencia y todavía consiguiera su objetivo, su conducta caracería de utilidad 
si falla en la adopción de las medidas necesarias para evitarlo. Solo cuando una invasión 
intencional es prácticamente inevitable puede ser justificada para causarla; pero incluso 
en estos casos puede no estar justificada cuando la gravedad del daño sea demasiado 
grande. Una invasión es prácticamente evitable si el actor por cualquier medio puede 
reducir sustancialmente el daño sin incurrir en gastos o privaciones. De este modo, si el 
actor puede continuar con esta actividad con mayor habilidad o cuidado o de una mane-
ra o momento diferente y de este modo evitar una parte sustancial del daño sin disminu-
ción sustancial del valor de su propia empresa, o si el puede hacer algo añadido a aque-
llo que está ahora haciendo que pudiera eliminar parte sustancial del daño sin gastos 
prohibitivos, la invasión es prácticamente evitable. En estos casos de invasión intencio-
nal, «es impropio hablar de que el actor está siendo negligente para evitar la interferen-
cia cuando pudiera ser practicable hacerlo, dado que la negligencia hace referencia sólo 
a daños inintencionales». Por otro lado, el § 830 RST establece la regla especial de que 
una invasión es no razonable si el daño es significativo y pudiera ser practicable para el 
actor evitar el daño en su totalidad o en parte sin privaciones.  
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3) Tolerancia de derecho de inmisiones ya declaradas como excesivas. 
A) El principio de prioridad de uso o de no agravación de las inmisiones. 
El criterio de prioridad de uso significa que el mejor derecho corresponde a aquel 
que antes se ha instalado en la zona o ha iniciado su actividad, de manera que el perju-
dicado debe soportar las molestias e incovenientes que se le irrogan, porque inicia su 
actividad o se instala en un momento posterior, sin atender cuantitativa ni cualitativa-
mente la intensidad de las perturbaciones, ni a los usos habituales de la zona o al grado 
de tolerancia de los sujetos, sino solamente al aspecto cronológico.  
Este criterio se ha rechazado por la mayor parte de la doctrina732 y la jurispruden-
cia733. La prioridad de uso impondría una permanente limitación en el disfrute de la pro-
piedad, facultando al vecino más antiguo a apropiarse de la esfera externa del dominio 
ajeno, e impondría a los demás el sacrificio del disfrute futuro de la cosa propia, sancio-
nando una especie de prescripción de las molestias, servidumbre o expropiación unilate-
ral por causa de utilidad privada y sin indemnización734, incitando a continuar ejercitan-
do su actividad sin ningún temor y sin preocuparse de adoptar mecanismos que amino-
rasen las inmisiones. Ello significaría favorecer a los económicamente más fuertes (in-
dustria), que pueden alejarse de los focos de inmisiones pagando un precio más alto. 
Aquel que compra lo hace condicionado por las características del bien, pero también 
con todas las acciones que poseía el anterior para reclamar735.  
No obstante, si se determinase que una inmisión excesiva (actual) viniera produ-
ciéndose en el pasado antes de que el perjudicado (actual) llegue a la zona, se podría 
determinar culpa concurrente por parte de los demandantes, en cuyo caso disminuiría la 
indemnización, o debería excluirse la depreciación patrimonial del inmueble, ya que el 
valor de compraventa reflejaría esta disminución de valor. En esta línea, se ha apuntado 
que, si bien en el ámbito de la acción negatoria de inmisiones el uso previo debería ser 
irrelevante, no tanto en el ámbito de la acción civil extracontractual de reparación para 
la determinación de la indemnización de los daños, dado que, al comprarse la vivienda 
el perjudicado a un precio inferior, el perjuicio es menor736. Esta afirmación se puede 
vincular con los usos urbanísticos a instalarse con anterioridad737.  
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En el ordenamiento foral navarro se prescinde del elemento temporal de la pre-
ocupación738. De hecho, la tutela que el ordenamiento concede a los usuarios de inmue-
bles para que no vean impedido el ejercicio de su derecho no puede quedar condiciona-
da al conocimiento del estado de perturbación en el goce en que se se podría encontrar 
el inmueble adquirido. Por otra parte, el carácter usual en la zona del aprovechamiento 
de una finca no se deriva del modo de aprovechamiento más antiguo, sino de las condi-
ciones y situación presentes, a diferencia del criterio de la pre-ocupación colectiva, que 
necesariamente tiene en cuenta el elemento temporal.  
En Francia se rechaza la pre-ocupación porque: 1) constituye una especie de servi-
dumbre de urbanismo o una suerte de expropiación privada sin indemnización739; 2) no 
siempre puede hablarse de culpa de quien se instala en una zona industrial ya que en 
ocasiones el individuo no tiene libertad de elección del lugar de residencia debido a sus 
escasos recursos económicos740; y, finalmente, 3) se agrava la contaminación en las zo-
nas industriales al aumentar el nivel de tolerancia741.  
En el Derecho del common law inglés el criterio de la pre-ocupación individual no 
tiene valor en la adopción de la decisión del tribunal acerca del carácter razonable o no 
de la nuisance742, por cuanto el agresor no puede individualmente dictar lo que sea un-
reasonable en una zona aunque sea anterior. En el caso Bliss v. Hall (1838) 4 Bing NC 
183, el juez argumenta que el demandante que llega a un lugar y ocupa un inmueble lo 
hace con todos los derechos que la ley le permite, entre los cuales se encuentra el no 
sufrir inmisiones intolerables. En el asunto Sturges v. Bridgman (1879) 11 ChD 852, el 
juez afirma que cualquier individuo que llega a un área crea una nueva “nuisance histo-
ry”, interrumpiendo e iniciando un nuevo plazo de prescripción. Sin embargo, en el caso 
Miller v. Jackson [1977] Q.B. 966; [1977] 3 W.L.R. 20 sí se tiene en cuenta la preexis-
tencia de la actividad generadora de la perturbación. 
B) La doctrina del pre-uso en la legislación especial o civil común. 
En Francia ha sido consagrada la doctrina del preuso o pre-ocupación individual en 
el art. L. 421-9 del Code de l’urbanisme743, cuyo objetivo es suprimir el derecho a repa-
ración de las víctimas de nuisance que vienen a instalarse a la vecindad de actividades 
autorizadas. CABALLERO ha criticado que esta previsión es inconstitucional y discrimi-
nadora, por cuanto favorece ciertas categorías de contaminadores y penaliza ciertas ca-
tegorías de vecinos. Del lado de los contaminadores, la protección acordada por el legis-
lador es voluntariamente selectiva ya que son las actividades más peligrosas para el me-
dio ambiente y los terceros ven sus nuisances legalizadas. Del lado de las víctimas, la 
pérdida del derecho a reparación viene marcada según la fecha en la que se haya solici-
tado el permiso de construir, lo que no conjuga bien con el criterio de conocimiento de 
la emisión, sino que prima el de la construcción744. 
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En Italia, el art. 844.2 C.c. prevé que el Juez pueda tener en cuenta la “priorità di 
un determinato uso” a la hora de resolver si se tiene o no derecho a impedir una inmi-
sión”745 como criterio complementario y facultativo del Juez746. Se aplica objetivamente, 
en cuanto al uso o al destino, pero no se refiere al momento de la adquisición de la pro-
piedad o de la titularidad de la empresa747, y no vale ex se para excluir la ilicitud de la 
inmisión y la consiguiente oligación de eliminarla748. Corresponderá a la prudente apre-
ciación del juez juzgar si la actividad precedente del propietario inmitente es digna, con 
base a las circunstancias del caso singular.  
La “priorità di un determinato uso” en Italia parte de que una inmisión que es ini-
cialmente tolerable con relación a las condiciones del lugar, deviene intolerable, bien 
por una modificación del carácter de la zona, o por un cambio de destino de la propie-
dad inmitida749. La prioridad no es relevante cuando la inmisión haya tenido, desde el 
inicio, el carácter de intolerable en relación a la zona, y haya sido tolerada por el fundo 
expuesto sólo porque todavía no lo disfrutaba conforme al carácter de la zona. Además, 
solo sería aceptable en el caso de que la mutación del carácter de la zona sea verificada 
después de un tiempo muy largo, o sea imprevisible.  
El derecho defendido por la “priorità di un determinato uso” revestirá la naturaleza 
de una facultad que supera el contenido del derecho de propiedad, en forma de servi-
dumbre coactiva. No obstante, en el caso de inmisiones inicialmente tolerables que se 
hacen intolerables por causa del propio inmitido, a pesar de que el inmitente deba solici-
tar al juez la constitución de la servidumbre, mientras el inmitido no denuncie al juez la 
sobrevenida intolerabilidad de la inmisión, el inmitente no deberá responder por daño 
ilícito, pues no le corresponde la carga de hacerlo. La compensación responderá al 
hecho de la existencia de la misma servidumbre750.  
En ningún caso la defensa de la prioridad puede justificar la adopción de una solu-
ción socialmente dañosa. Por ejemplo, si el daño derivado de la prohibición de la inmi-
sión fuera muy superior a aquel derivado de la inmisión, este último debería ser permi-
tido solo con base al principio de la contemperación de los intereses de la industria y de 
la propiedad. En cambio, en el caso de que la relación entre la entidad de los dos daños 
sea igual, o el daño derivado de la prohibición de la actividad sea levemente superior, 
podría aplicarse el criterio de la prioridad de uso. Resulta que sólo la prioridad de la 
actividad que causa la inmisión puede determinar una derogación del principio general. 
En favor de la actividad cuyo ejercicio es dañado por la inmisión es siempre supérfluo 
invocar la prioridad temporal, porque ésta no determinaría un efecto más favorable de 
aquél que derive ya del principio general751. 
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Capítulo 2. Régimen jurídico aplicable a la tutela preventiva y repara-
dora de las inmisiones y de otros daños civiles por contaminación. 
I) Régulación de las inmisiones en las relaciones de vecindad. 
1) Construcción doctrinal y jurisprudencial.  
A) Construcción doctrinal y jurisprudencial, extensiva y actualizada del Dere-
cho de inmisiones ex arts. 590 y 1908.2 y 4 y 1902 del Código civil español. 
A diferencia de otros europeos (italiano –art. 844 C.c.-, portugués –art. 1346 C.c.-, 
suizo –art. 684 ZGB-, austriaco -§ 364.2 ABGB- o alemán -§ 906 BGB-) o autonómicos 
(Cataluña –art. 546-14 C.c.- Fuero Nuevo de Navarra –Ley 367 1º- o Fuero de Aragón –
art. 538 C.c.-), ante la falta de regulación expresa en el derecho civil español, la doctri-
na752 y la jurisprudencia han construido una teoría generalizadora de las inmisiones en 
las relaciones de vecindad en la aplicación de los arts 590 y 1908 C.c. Ambos artículos 
se complementan recíprocamente y se dan base suficiente para fraguar una teoría gene-
ral de las inmisiones a través de una analogía generalizadora que configuran una prohi-
bición civil genérica de las inmisiones perjudiciales o nocivas, o molestas en la finca del 
vecino, que no sea conforme al uso o a los reglamentos o, en último término, al criterio 
de la buena vecindad, basado en la buena fe753.  
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El art. 590 C.c. dispone que:  
«Nadie podrá construir cerca de una pared ajena o medianera pozos, cloacas, acueduc-
tos, hornos, fraguas, chimeneas, establos, depósitos de materias corrosivas, artefactos que se 
muevan por el vapor, o fábricas que por sí mismas o por sus productos sean peligrosas o no-
civas, sin guardar las distancias prescritas por los reglamentos y usos del lugar, y sin ejecutar 
las obras de resguardo necesarias, con sujeción, en el modo, a las condiciones que los mis-
mos reglamentos prescriban.  
A falta de reglamento se tomarán las precauciones que se juzguen necesarias, previo 
dictamen pericial, a fin de evitar todo daño a las heredades o edificios vecinos». 
Existen artículos análogos en otros países al 590 C.c. español: En Francia el art. 
674 C.c.754; en alemania el § 907 BGB755, etc. 
Por su parte, el art. 1908.2 y 4 C.c. dispone:  
«Igualmente responderán los propietarios por los daños causados: […] 
2º Por los humos excesivos, que sean nocivos a las personas o a las propiedades”. […] 
4º Por las emanaciones de cloacas o depósitos de materias infectantes, construidos sin 
las precauciones adecuadas al lugar en que estuviesen».  
Los apartados 1º y 3º del art. 1908 C.c. no se aplican a las inmisiones756. Hay quien 
duda también de la idoneidad de los arts. 590 y 1908.2 y 4 C.c. a las inmisiones. Por 
ejemplo, DÍAZ BRITO dice que el art. 1908 C.c. no constituye una norma sobre inmisio-
nes, si bien reconoce su interés en que «viene a reafirmar que el ejercicio del derecho de 
propiedad está sujeto a límites y genera la responsabilidad del propietario cuando causa 
daños a terceros»757. Según el autor, el art. 1908 C.c. se trata de una norma distinta y que 
opera fuera del ámbito normativo propio de las inmisiones, cubriendo finalidades a ve-
ces diversas y a veces coincidentes, pero, en cualquier caso, operando de manera autó-
noma758. DE MIGUEL PERALES opina que la aplicación de ambos arts. es insuficiente para 
extraer una teoría general de prohibición de las inmisiones759. HERRERA DEL REY indica 
que «el art. 1908, párrafos 2º y 4º, que regula la responsabilidad civil extracontractual 
civil, no se refiere a las relaciones de vecindad»760.  
De este modo, los mecanismos que la doctrina y la jurisprudencia han tenido que 
utilizar pasan, en unas ocasiones, por forzar extraordinariamente la interpretación de los 
arts. 590 y 1908 C.c. y, en otras, por reubicar directamente el problema de las inmisio-
nes en ámbitos en principio bien distintos (vgr. responsabilidad aquiliana). Con ello el 
régimen de las inmisiones y el debate doctrinal sobre las mismas es ambiguo y casuísti-
co ya que mezcla normas y principios aparentemente lejanos entre sí (responsabilidad 
civil, abuso del derecho, relaciones de vecindad, etc.).  
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La relación jurídico-material existente entre ambos artículos parece tener que ver 
con la perspectiva jurídico real del art. 590 C.c. y obligacional del art. 1908 C.c., de 
manera que el marco sustantivo queda definido por dos principios, respectivamente: el 
derecho a la integridad patrimonial y el derecho a la indemnidad personal761. Por ejem-
plo, WICHMANN ROVIRA afirma que el art. 1908 C.c. trata casos relacionados con las 
obligaciones que el art. 590 C.c. impone al propietario a fin de evitar todo daños a las 
heredades vecinas762. Por su parte, EGEA FERNÁNDEZ afirma que el art. 1908.2º y 4º C.c. 
es el equivalente, en sede de responsabilidad civil, a las normas de vecindad que recoge 
el art. 590 C.c.763. También se ha señalado que el art. 590 C.c., al no establecer directa-
mente sanciones, sino únicamente los supuestos de hecho de la prohibición de lesión a 
las propiedades vecinas, debe completarse con lo dispuesto en el art. 1.908 C.c.764. Asi-
mismo, SANTOS BRIZ argumenta que si el art. 590 C.c. es infringido, da lugar a la res-
ponsabilidad civil del art. 1908 C.c., si bien el autor asume que se trata de dos esferas 
jurídicas distintas765. O que el art. 590 C.c. fija una norma prohibitiva y el 1908 C.c. (y 
el art. 1902 C.c.)766 reparadora767. Según YZQUIERDO TOLSADA ha afirmado que el art. 
1908 C.c. se ubica en un Derecho vecinal clásico, de conflictos intersubjetivos768, mien-
tras que el art. 590 C.c. en un Derecho vecinal moderno, de conflictos intervecinales. 
Para FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ el art. 590 C.c. marca límites y fija fronteras entre dos 
derechos de propiedad, dos fincas y dos actividades vecinas, mientras que el art. 1908 
C.c. se aplica en un sentido represivo, sentando las bases de la responsabilidad patrimo-
nial inherente al rebasamiento dañoso de estos límites769. SÁNCHEZ-FRIERA dice que el 
art. 590 C.c. limita los actos del titular de la actividad para que no causen perjuicios 
injustificados770. Según HERNÁNDEZ GIL, «[d]ado el carácter de limitación y relación de 
vecindad con significado real que tiene lo dispuesto en el art. 590, hay un derecho a 
exigir judicialmente su cumplimiento o ejecución en forma específica». Por su parte, 
dice que el art. 1908.2 C.c. se trata de una norma en materia de inmisiones encuadrable 
como relación de vecindad de carácter obligacional771. 
Otros autores distinguen entre los apartados 2º y 4º del art. 1908 C.c., atribuyéndo-
les efectos y relaciones distintos con el art. 590 C.c. Por ejemplo, GONZÁLEZ-ALEGRE 
distingue el ap. 2º del art. 1908 C.c., que se se ubica dentro del Derecho vecinal obliga-
cional, del apartado 4º, que sitúa dentro del Derecho de vecindad jurídico-real, por 
cuanto la responsabilidad que se determina en este párrafo 4º (art. 1908 C.c.) es conse-
cuencia de la infracción del art. 590 C.c., mientras que el apartado 2º (art. 1908 C.c.) 
tiene una carácter independiente respecto del art. 590 C.c.772.  
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Fue necesario deducir de las pocas normas existentes un criterio general que permi-
tiera un equilibrio entre el ejercicio libre del propio derecho y el respeto al ajeno773: los 
arts. 590 y 1908 C.c. En este sentido, a pesar de la evolución de la industria, la masifi-
cación de las urbes, y, en definitiva, el cambio en las relaciones de vecindad774, se con-
sidera vigente la aplicación de estas dos normas en materia de inmisiones, si bien de-
berán interpretarse conforme a la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas 
con base al art. 3.1 C.c.775 y analógica (art. 4.1 C.c.) 776, ampliándose a los supuestos de 
inmisiones emitidos por cualquier máquina industrial.  
Hay quien atribuye completa independencia de ambos artículos, dada su diferente 
naturaleza. SÁNCHEZ-FRIERA opina que si hay un daño indemnizable a personas o cosas 
el artículo aplicable es el 1908 C.c., se haya infringido o no el art. 590 C.c., pero si 
además se ha infringido, cabría no sólo la indemnización, sino también la posibilidad de 
exigir medidas correctoras ex art. 590 C.c.777. Esta diferente naturaleza permite al art. 
1908 C.c., según DÍAZ ROMERO, servir de cláusula de cierre del sistema de las inmisio-
nes, sin las limitaciones del art. 590 C.c. en relación a a la propiedad y a las relaciones 
de vecindad, pues aquél se aplica en un sentido más amplio que el marco de las relacio-
nes de vecindad y ante una sola perturbación dañosa, sin necesidad del requisito de re-
iteración, ni de continuidad de las inmisiones y sin aplicar el resto de criterios y presu-
puestos que intervienen en las relaciones de vecindad778.  
Las relaciones del art. 590 C.c. con los arts. 1902 y 1908 C.c. según la doctrina son: 
1) aplicación autónoma del art. 590 C.c.779 cuando se solicite el cumplimiento de las 
distancias o medidas de precaución reglamentarias y no exista daño. 2) Como funda-
mento de la acción de cesación y/o de abstención de inmisiones, de forma independiente 
de la acción de responsabilidad civil780, o subsumidos en ésta. 3) En el caso de daños 
ocasionados con incumplimiento del art. 590 C.c. se suele apuntar que la responsabili-
dad civil es la propia transgresión de éste, por lo que en estos supuestos la condena lle-
vará aparejada además del resarcimiento del daño, la obligación de adopción de medi-
das, en cumplimiento del art. 590 C.c., que eviten el reiterado daño781, al haber sido la 
conducta culposa, no necesitando que sea excesiva782.  
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En esta tabla se mostrará resumidamente la distinta naturaleza de los arts. 590 y 
1908.2 C.c., en cuanto a su ámbito de aplicación objetivo y subjetivo, efectos jurídicos, 
vecindad geográfica, intereses protegidos, requisitos, finalidad, medidas, y lo más im-
portante, la posible coordinación entre ambos: 
Contenido Artículo 590 C.c. Artículo 1908.2º y 4º C.c. 
Ámbito 
objetivo 
Esfera preventiva del daño causado por in-
vasiones en el uso y disfrute de la propiedad. 
Esfera reparadora del daño causado por in-
misiones. 
Ámbito 
subjetivo Propietarios  
Vecinos con un derecho otorgue ocupación 
legal del imueble. 
Efectos  Jurídico-reales  Jurídico-obligacionales. 
Vecindad 
geográfica Área de influencia de las inmisiones. 







1. Peligro de inmisión excesiva como con-
secuencia de la construcción de la instalación 
o el ejercicio de la actividad sin cumplir con 
los reglamentos y usos en relación a las 
distancias y medidas de precaución regla-
mentarias. 
2. Inmisiones excesivas de las que se pre-
vea la producción futura e inminente de un 
daño, o se esté produciendo. 
1. Existencia de un daño efectivamente cau-
sado por una inmisión ilegítima (excesiva y 
nociva).  
2. Independencia del cumplimiento de la 
normativa administrativa. 
Finalidad 
1. Preventiva pura en el caso de peligro de 
invasión ilegítima y dañosa. 
2. Inhibitoria de inmisiones en su vertiente 
de cesación y/o abstención. 
3. Establecimiento del carácter de ilegítimo 
de las inmisiones desde el punto de vista del 
causante (uso normal). 
1. Reparadora del daño a las personas o pro-
piedades ocasionados por humos excesivos. 
2. Inhibitoria: evitación de ulteriores daños.  
3. Establecimiento del carácter excesivo  de 
la inmisión, desde el punto de vista del inmiti-
do (normal tolerancia). 
Medidas a 
adoptar 
1. En el caso de la tutela preventiva pura 
del daño: cumplimiento con lo regulado en 
las normas reguladoras de distancias u obras 
de resguardo, o con las que se consideren 
necesarias.  
2. En el caso de la tutela inhibitoria: 2.1. En 
su vertiente de cesación, la adopción de 
medidas que reduzcan las inmisiones a la 
tolerabilidad (como mínimo a los límites 
reglamentarios). 2.2. En su vertiente de abs-
tención, evitar otras del mismo género. 
1. En el caso de la tutela reparadora: se exi-
girá la reparación in natura o por equivalente 
(indemnización).  
2. Tutela de evitación de ulteriores daños: 
medidas de cesación que reduzcan las inmi-
siones a la tolerabilidad (como mínimo a los 
límites reglamentarios), y de abstención de 





1. Aplicación autónoma, en el caso de que 
no se haya producido un daño, o habiéndose 
producido no se haya solicitado su repara-
ción.  
2. Posibilidad de aplicación subsumida o 
acumulada a la acción de responsabilidad 
civil, en el caso de que haya habido un daño 
y se haya reclamado su reparación. 
1. Aplicación única en el caso de que haya 
acaecido un daño ocasionado por inmisiones y 
la inmisión haya cesado.  
2. Posibilidad de aplicación conjunta o acu-
mulada con la acción negatoria en el caso de 
que las inmisiones no hayan cesado. 
Tabla 6. Configuración de los arts. 590 y 1908.2º y 4º del Código Civil en relación a la teoría de las inmi-
siones en las relaciones de vecindad. 
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B) Abuso del derecho y de la responsabilidad por culpa y riesgo. 
En la jurisprudencia era frecuente que las reclamaciones se vinieran planteando y 
resolviendo al amparo de la regla general del ar. 1902 C.c.783 Posteriormente se aplicó 
una objetivización de la culpa en aquellos supuestos en que la contaminación procedía 
de industrias perligrosas, aproximándose bastante a los resultados de los arts. 1908 y 
590 C.c.784. A partir de la STS 12.12.1980 (RJ 1980, 4747) a la que le siguieron otros 
pronunciamientos785, se construye una teoría sobre las inmisiones por generalización 
analógica de los arts. 590 y 1.908 C.c.786: 
STS 12.12.1980: «Si bien el Cc no contiente una norma general prohibitoria de toda inmi-
sión perjudicial o nociva, la doctrina de esta Sala y la científica entienden que puede ser in-
ducida de una adecuada interpretación de la responsabilidad extracontractual impuesta por el 
art. 1902 de dicho cuerpo legal y en las exigencias de una correcta vecindad y comporta-
miento según los dictados de la buena fe que se obtienen por generalización analógica de los 
arts. 590 y 1908, pues la regla fundamental es que la propiedad no puede llegar más allá de 
lo que el respeto al vecino determina».  
En mi opinión, la tutela del particular frente a las invasiones en el uso y disfrute de 
la propiedad dependen de las siguientes situaciones de hecho:  
1) Tutela preventiva pura: no se ha producido ni inmisión ni daño alguno. En estos 
casos, el incumplimiento de las medidas correctoras o las normas de distancias, incluso 
las relativas a los usos del lugar, puede ser motivo de estimación de la tutela preventiva 
pura para pedir su demolición o acomodo a las normas reglamentarias y, en su caso, las 
necesarias mediante informe técnico.  
2) Tutela inhibitoria de inmisiones: se están produciendo inmisiones excesivas, con 
independencia de la acreditación o no del daño efectivo. Tipos de tutela: 
2.1) “Típica” ex art. 590 C.c. Acción de cesación y/o abstención por inmisiones ex-
cesivas mediante la acción negatoria.  
2.2.) “Atípica” ex art. 1908.2 C.c. Acción de evitación de ulteriores daños por inmi-
siones excesivas. El art. 1902 C.c. se aplicará al resto de DCC. 
En materia de inmisiones se exigirá la adopción de medidas correctoras que las re-
duzcan a la normal tolerancia. En el resto de DCC ocasionados por escapes no conoci-
dos se exigirá la adopción de las medidas necesarias para evitar daños. En ambos casos, 
el umbral marcado por la normativa será el mínimo exigible.  
3) Tutela reparadora: se ha producido un daño. Será de aplicación el art. 1908.2 
C.c. en materia inmisiones y el 1902 en el resto de DCC.  
Por otro lado, en el caso de que se haya ocasionado un daño con origen en un acto 
abusivo, será de aplicación el art. 7.2 C.c. (abuso de derecho), que sirve tanto para soli-
citar las medidas correctoras que sean necesarias para evitar ulteriores daños, como para 
pedir el resarcimiento de los daños ocasionados. 
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C) Tutela jurídica frente a las invasiones en el uso y disfrute de la propiedad. 
Según NAVARRO MENDIZÁBAL existen tres posibles respuestas a las inmisiones: 1) 
tutela inhibitoria, que comprende tanto la eliminación de la inmisión como su reducción 
hasta los límites de la tolerabilidad787; 2) resarcitoria, destinada a reparar el daño causa-
do por la inmisión; y 3) preventiva, mediante la que se tiende a evitar la producción de 
las molestias. Cada una de estas formas de protección jurídica frente a las inmisiones se 
despliegan en momentos distintos: 1) preventiva antes de la producción de las inmisio-
nes intolerables; 2) inhibitoria durante la producción de las inmisiones intolerables y 
antes o después de haberse producido el daño; y 3) resarcitoria, una vez producido el 
daño. Estos modelos se articulan a través de diversos mecanismos: acción negatoria, 
interdictos, responsabilidad civil, abuso del derecho, leyes especiales, etc. La acción 
negatoria para la prevención e inhibición de las inmisiones es la más importante e utili-
zada788. La finalidad de la acción negatoria se centra en las medidas anteriores, si bien la 
tutela preventiva y la resarcitoria no son cuestiones pacíficas en la doctrina y la juris-
prudencia, en especial esta última. Si fracasa la prevención, y se causan daños a terce-
ros, además, de la reparación de los daños y perjuicios ex. art. 1908.2 o 4º C.c., podría 
pedirse la cesación de aquéllas con base al art. 590 C.c.  
El art. 590 C.c. se centra en la prevención -limitaciones del dominio-, y el 1908.2 y 
4º C.c. en la reparación del daño -consecuencias de los daños-, siendo ambos comple-
mentarios789. La aplicación del art. 590 C.c. no requiere la existencia de un daño, pero sí 
un riesgo de su producción790, al construir la instalación o ejercer la actividad sin guar-
dar las distancias prescritas por los reglamentos y usos del lugar, y sin ejecutar las obras 
de resguardo necesarias, con sujeción, en el modo, a las condiciones que los mismos 
reglamentos prescriban. Permitirá solicitar: a) medidas preventivas: exigir el cumpli-
miento de lo establecido en los reglamentos en relación a las distancias y medidas técni-
cas791, con el fin de evitar un daño a las propiedades vecinas; b) pretensión de cesación 
de las inmisiones intolerables, con independencia de que se hayan cumplido las medidas 
reglamentarias relativas a obras de resguardo. La tutela preventiva ha sido la gran olvi-
dada por las siguientes razones: i) es más función del derecho administrativo, pues el 
art. 590 C.c. se remite a normas administrativas para integrar su contenido; ii) no existe 
regulación expresa de la acción negatoria en el C.c., por lo que su régimen jurídico no 
deja de ser una construcción doctrinal o jurisprudencial. Por todo ello, los jueces prefie-
ren imponer las medidas correctoras en sede de la acción de responsabilidad civil ex art. 
1908 C.c. para poner fin a las molestias792.  
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Algunos autores utilizan el término “prevención” cuando en realidad se están refi-
riendo a la tutela inhibitoria de inmisiones o de evitación de ulteriores daños. por ejem-
plo, DÍAZ FUENTES le atribuye a la inmisión ilegítima un doble efecto, ya que la protec-
ción de los derechos, como sin duda lo es el dominio, no se contrae exclusivamente a la 
reparación de los perjuicios originados, sino que también ha de extenderse a las medidas 
de prevención que razonablemente impidan ulteriores lesiones793.  
Otros autores diferencian el ámbito de la acción negatoria o de responsabilidad civil 
en función de los intereses afectados. Según AMAT LLARÍ, se podrá acudir a la acción 
negatoria de inmisiones cuando se provoque una interferencia en el disfrute pacífico y 
útil del derecho de propiedad o de la posesión de un bien inmueble; se aplicará el insti-
tuto de la responsabilidad civil si el perjudicado no ostenta estos derechos respecto del 
inmueble794. Estoy de acuerdo en la primera afirmación de la autora, por cuanto el ejer-
cicio de la acción negatoria requiere una interferencia en el uso o disfrute de los dere-
chos de la persona en relación con la propiedad inmobiliaria. En cuanto a la segunda, 
haría que diferenciar, dentro de la responsabilidad civil, entre el ámbito de aplicación 
del art. 1908 C.c., relativo a inmisiones excesivas, del art. 1902, que se aplicaría al resto 
de DCC. También podrá ser aplicado el art. 1908.2 C.c. en el caso de inmisiones produ-
cidas por un escape no conocido cuando haya sido causado por actividades peligrosas o 
anormalmente peligrosas, en aplicación de la teoría del riesgo. 
Otros autores niegan la posibilidad de que ante un daño ocasionado por inmisiones 
pueda la acción de responsabilidad plantear medidas medidas para evitar el daño (de 
prevención y/o evitación), y/o cesar la acción contaminante, sino que es atribución de la 
acción negatoria ex art. 590 (CABANILLAS SÁNCHEZ)795. 
El TS suele justificar la pretensión de inhibición del daño con la ARC ex arts. 1908 
o 1902 C.c.796, argumentando la imposición de medidas correctoras y, en su caso de ce-
sación de la actividad, en base a la consideración de que sería ilógico imponer indemni-
zaciones de un daño y permitir por otro lado que éste siguiera produciéndose, apare-
ciendo entonces la acción negatoria de forma implícita a la de responsabilidad civil797. 
La jurisprudencia civil parece poco proclive al reconocimiento de acciones basadas ex-
clusivamente en el art. 590 C.c. cuando la actividad no ha ocasionado un daño real y 
efectivo, remitiendo al resto de casos al orden contencioso-administrativo798. Se aprove-
cha por los tribunales la flexibilidad propia de las normas sobre responsabilidad aquilia-
na, cuya aplicación supone dejar un importante margen de juego a la discrecionalidad 
del juzgador. Se produce un desplazamiento de la cuestión de las inmisiones desde su 
ámbito natural de la propiedad inmobiliaria al campo de la responsabilidad extracon-
tractual, lo que determina que la jurisprudencia se centre en comprobar la concurrencia 
de los presupuestos para declarar la responsabilidad, que, además, y como consecuen-
cias de la tendencia a objetivar la responsabilidad, se han reducido prácticamente a la 
existencia de un daño y de una relación de causalidad, olvidándose, en la mayoría de las 
ocasiones, de aclarar qué inmisiones deben soportarse y cuáles no.  
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Esto ha provocado una situación de tutela injustificadamente preferencial para los 
intereses del inmitente, sobre todo del industrial, en detrimento del perjudicado por la 
actividad inmisiva799. Normalmente, los efectos de la acción negatoria se suelen acumu-
lar a la acción de responsabilidad civil, ya que siempre que se produzca un daño, caben 
estas medidas correctoras, aunque se haya cumplido lo establecido en el art. 590 C.c. 
(reglamentos o autorizaciones) 800. De esta forma, el esfuerzo de los Tribunales se ha 
centrado en presumir, siempre que haya una inmisión perjudicial, la falta de distancias o 
la falta de obras de resguardo801. Sin embargo, existen algunas sentencias de la jurispru-
dencia menor en las que, aun sin estimarse probados los daños concretos, se condena a 
adoptar medidas correctoras a una industria. 
En el Derecho del common law frente a la private nuisance (invasión conocida –
intentional- en el uso y disfrute de la propiedad) cabe una indemnización por el daño 
causado (action for damages) así como la pretensión de reducción o eliminación de la 
nuisance (injunction)802. También cabe la acción de cesación y evitación (injunctive re-
lief)803. Alternativamente, el actor tiene un derecho limitado de impedir (abate) la nui-
sance, p.ej. en casos de daño inminente (self-help)804. 
En Cataluña, el medio de defensa frente a las inmisiones será la acción negatoria 
(art. 544), en virtud de la cual se podrá reclamar, además de la cesación de la perturba-
ción, los daños y perjuicios ocasionados (art. 544-6 C.c.). 
En Francia, los DCC se regulan dentro del instituto de la responsabilidad civil del 
art. 1382 C.c., sin bien el elemento clave en materia de troubles de voisinage (por emi-
siones conocidas) es la anormalidad de la perturbación, mientras que en el resto de da-
ños tradicionales, es el carácter culposo. Por su parte, el art. 1384 C.c. regula los su-
puestos de responsabilidad objetiva derivada de actividades de riesgo. El Código Civil 
francés no contempla la acción negatoria aunque la jurisprudencia la ha aplicado en 
ocasiones ante perturbaciones de vecindad para la cesación de la actividad, salvo en el 
caso de que la actividad inmitente esté autorizada. 
En Italia, la respuesta frente a una inmisión ilícita es la acción negatoria ex art. 949 
C.c. y, en su caso, la del resarcimiento del daño, bien en virtud del propio artículo 949 
2º C.c., cuando persista la molestia, bien ex art. 2043 C.c.805. Se entiende que las inmi-
siones que produzcan daños a la propiedad deberían resarcirse vía art. 949 2º C.c., y el 
resto por la cláusula general del art. 2043 C.c. Un sector doctrinal y de la jurisprudencia 
ciñen el ámbito de las inmisiones estrictamente a la propiedad, por lo que sólo se pue-
den ejercitar acciones reales. Pero ello no significa que se deba reconducir todo el ámbi-
to de las inmisiones a la acción negatoria de inmisiones, por cuanto la acción de respon-
sabilidad civil para el resarcimiento (e incluso para la inhibición del daño) ex art. 2043 
C.c. puede ser aplicable a los DCC ocasionados fuera del proceso “normal” de la activi-
dad, así como a los daños ocasionados por inmisiones ya cesadas en el momento de de-
mandar . Por otro lado, el art. 2050 C.c., recoge un caso de responsabilidad civil deriva-
do de daños ocasionados por actividades peligrosas.  
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D) Relación del Derecho de inmisiones con el ordenamiento público. 
A la aplicación de los mecanismos jurídicos civiles en materia de inmisiones no es 
obstáculo la regulación administrativa de la actividad y de las condiciones técnicas para 
su desarrollo, de inequívoca naturaleza administrativa, pues no es óbice para que el or-
denamiento jurídico-privado pueda y deba intervenir en cuantos conflictos se originen 
en el ámbito de las relaciones de vecindad, en los supuestos de culpa contractual o ex-
tracontractual y en aquellos otros que impliquen un abuso del derecho cuando afecta a la 
propiedad privada y a su protección, porque hay que distinguir el interés general de los 
intereses privados, civilmente protegibles806.  
La remisión del art. 590 C.c. a disposiciones administrativas807 no sustrae al derecho 
civil las relaciones que disciplinan ni traslada su conocimiento a la Administración y a 
su jurisdicción808. Además, el desarrollo de la actividad con observancia de las normas y 
medidas administrativamente requeridas para su ejercicio no colocan al obligado al 
abrigo de la correspondiente acción civil que los perjudicados puedan ejercitar en defen-
sa de sus derechos subjetivos lesionados, ni alteran la responsabilidad de quienes las 
cumplen cuando las medidas reglamentarias se revelan insuficientes para evitar eventos 
lesivos809. Incluso cuando el causante haya cumplido órdenes de restauración previstas 
por la legislación administrativa810, o de la satisfacción a la Administración de costes de 
restauración del medio (p. ej. canon de vertidos811). 
Idéntica solución acontece en lo referente al ejercicio de la actividad emisora con la 
preceptiva licencia, siempre y cuando el Juez de lo civil no revise la licencia812. De 
hecho, el ejercicio de la actividad emisora con la preceptiva licencia administrativa813 se 
limita a las relaciones entre la Administración concedente y el sujeto a quien se refiere y 
su neutralidad con respeto a los derechos privados de terceros, por lo que la actividad 
emprendida y ejercida con la oportuna licencia puede ser impedida por los tribunales del 
orden civil a instancia de los particulares cuyos derechos lleguen a ser lesionados por 
ella814. A lo que hay que atender es a la molestia o incomodidad, pues la cesación y la 
indemnización son independientes de la concesión de la licencia de actividad ya que 
afectan a las relaciones de índole estrictamente civil815.  
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La relación de la temática de las inmisiones con la normativa jurídico-pública pasa 
por los siguientes situaciones: 1) Si no se han producido inmisiones y el empresario ha 
cumplido con las normas administrativas de aplicación (distancias y obras de resguar-
do), el demandante deberá probar que con las medidas de resguardo actuales existe ries-
go de daño al uso y disfrute de la propiedad. En la tutela preventiva pura ex art. 590 
C.c., dado que no hay inmisión, es necesario, al menos, el temor fundado de que se pro-
ducirá de forma inminente un daño grave a este tipo de intereses. 2) Si existen inmisio-
nes ilegítimas, la jurisprudencia viene señalando la completa independencia entre un 
ordenamiento y otro a la hora de determinar las medidas de prevención o corrección 
necesarias para cesar la inmisión desde el ordenamiento jurídico-privado y, con ello, 
evitar la producción de ulteriores daños, bien sea desde el instituto de la acción negato-
ria, bien desde la responsabilidad civil extracontractual cuando se haya constatado el 
daño, tanto cuando se ha producido un daño como consecuencia de una inmisión exce-
siva816, como en los casos de responsabilidad objetivada817. 
No obstante, el ordenamiento administrativo sí puede tener efectos en sede jurisdic-
cional civil. Por ejemplo los planes de urbanismo tienen una notable imporancia en la 
configuración del uso local y las condiciones del lugar; las licencias administrativas 
para la industria calificada pueden condicionar o limitar la actuación de los mecanismos 
civiles de protección; la normativa ambiental puede o no servir de guía en la cuantifica-
ción de la gravedad de las inmisiones (normal tolerancia), sobretodo a través de los va-
lores límite de inmisión818; asimismo, el incumplimiento de la normativa reguladora 
puede presumir la anormalidad de la inmisión, etc. 
En Italia, dice VISINTINI que el control del juez debe subsistir cuando se haya cau-
sado un daño injusto (antijurídico) a la cosa o a las personas, aunque la prescripción de 
la ley especial haya sido observada. Si bien la autora entiende que no cabe discrimina-
ción en el caso de daños a las cosas y a las personas a la hora de entender la tutela civil 
de forma independiente de la administrativa, reconoce que esta solución se reafirma en 
el caso de daños a la salud de las personas a la vista de la tutela (directa) reforzada del 
art. 32 de la Constitución y de la legislación ambiental especial, dado que el derecho a la 
salud constituye un límite inviolable a la discrecionalidad administrativa y que su lesión 
(o peligro de la misma) es relevante al objeto de la sanción civil en vía aquiliana, tanto 
inhibitoria como de resarcimiento del daño819. 
En los EEUU, para determinar el carácter no razonable de la invasión, la normativa 
administrativa, la jurisprudencia y las reglas generales, tienen una gran influencia en su 
determinación (§ 826 (a) RST), de manera que se cristalizan algunas reglas que sirven 
de orientación a los jueces. Las normas urbanísticas, por ejemplo, pueden declarar las 
invasiones sustanciales no razonables en determinadas zonas, no ponderándose la gra-
vedad del daño con la utilidad de la conducta. Asimismo, entre los criterios de determi-
nación de la utilidad de la conducta se encuentra el de la “impractibilidad de la preven-
ción o evitación de la invasión”(§ 828 (c) RST). 
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 SÁNCHEZ-FRIERA GONZÁLEZ, Mª. C.: La responsabilidad civil…, op. cit., pp. 25,66. La autora di-
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En Inglaterra se ha afirmado por LARSSON que existe una regla consistente en que 
si la actividad es lícita según autoridad pública, la acción de cesación (injunction) en la 
private nuisance es denegada, pero la actividad no es inmune a la acción indemnizatoria 
(action for damages)820. No estoy de acuerdo con esta afirmación por cuanto el único 
supuesto en el que no cabe la injunction es cuando la inmisión es razonable, en los 
términos del § 826 (a) RST (a sensu contrario), es decir, cuando la utilidad de la conduc-
ta es superior a la gravedad del daño. La excepción a esta regla se produce en el terreno 
de la action for damages -no en la injunction- en lo dipuesto en el apartado (b), que es-
tablece que la invasión será irrazonable, aun superando la utilidad de la conducta al da-
ño grave, cuando el causante del daño no compense los mismos aunque la carga econó-
mica de hacerlo no haga inviable la actividad. Esta cláusula del RST es útil para salva-
guardar los intereses de la industria estratégica (astilleros, aeropuertos, etc.), por cuanto 
la utilidad de la conducta será siempre notable. En definitiva, en EEUU las reglas por 
las que se determina el cáracter no razonable de la invasión difiere, en ocasiones, de-
pendiendo de si se pretende cesarla o resarcir el daño. 
2) Tutela preventiva del daño a la propiedad vecinal ex art. 590 C.c. 
A) Finalidad preventiva de invasiones en el uso y disfrute de la propiedad. 
El art. 590 C.c. proviene de la casuística romana, y más en concreto del Digesto 
8,5,17,2821, en el cual el jurista Alfeno da respuesta a una consulta sobre un estercolero 
que se ubica junto a pared en el linde de una finca822.  
Este precepto se ubica en sede de las relaciones de vecindad823, desde una perspec-
tiva real, en el que el bien jurídico protegido son las heredades o edificios824. Las rela-
ciones de vecindad, según HERNÁNDEZ GIL, son aquellas en las que la exclusión (como 
manifestación del derecho de propiedad), la normal tolerancia (como deber limitativo de 
su ejercicio) y, en todo caso, la conformación del contenido de la propiedad, deriva de la 
concurrencia de derechos que presupone la existencia de fincas colindantes o vecinas, 
por lo que, con mayor o menor efectividad, según se trate de fincas colindantes o veci-
nas, existe una relación entre los bienes que, a través de ellos, alcanza a sus titulares. Y 
aunque no configure un derecho real de vecindad, sí se trata de un derecho inherente a 
las cosas, que le dota de una configuración específica825. Según SÁNCHEZ-FRIERA, el art. 
590 C.c. configura una relación de vecindad real conformadora de los objetos de la pro-
piedad y con efecto en su contenido, que posibilita el derecho a exigir su efectividad 
real, pues en caso de incumplimiento habrá un específico deber de comportamiento, sin 
que sea necesaria la producción de un daño826. 
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El art. 590 C.c. tiene las siguientes finalidades: 1) Preventiva, preferentemente para 
evitar el daño patrimonial827. Cuando se construya la instalación o la actividad sin guar-
dar las distancias prescritas o sin cumplir las medidas de precaución necesarias, el “po-
tencial” perjudicado podrá exigir el fin de la situación de riesgo mediante la reposición 
de las cosas a su estado correcto: distancia adecuada, obras de resguardo o precauciones 
necesarias828 y, en último extremo, clausurar la misma829, incluyendo todas aquellas me-
didas correctoras y de prevención que razonablemente impidan cualquier perjuicio a las 
propiedades vecinas830. 2) Inhibitoria de las inmisiones excesivas (pretensión de cesa-
ción) o futuras una vez ya producidas (pretensión de abstención), por lo que sirve para 
cesar el daño o peligro de su sucesiva producción831, mediante la adopción de medidas 
reglamentarias y necesarias para evitar la producción del daño, si bien también se puede 
solicitar en sede de responsabilidad civil por inmisiones. En la práctica, se aplicará la 
pretensión de abstención de inmisiones, pues el afectado operará casi siempre a resultas 
de la inmisión perjudicial; de lo contrario, habría que indagarlo o presumir que, aún no 
producido el daño, de la persistencia de la conducta el menoscabo sería inevitable. El 
aspecto más importante de las inmisiones no es el de reparar el daño sino que el afecta-
do pueda solicitar a los tribunales el ejericio del derecho dentro de unos límites832. 3) En 
combinación con el art. 1908.2 C.c., serviría para ayudar a determinar la excesividad de 
las inmisiones según el uso normal y la normal tolerabilidad833.  
Este artículo supone un límite al ejercicio de la propiedad de la finca cuya finalidad 
es evitar el riesgo de producción de un daño, peligro que en sí mismo constituye una 
perturbación (“inmisión de peligro”) 834. Al mismo tiempo que sirve de limitación del 
derecho de propiedad, al establecer la prohibición de propagar sustancias perniciosas y 
peligrosas para los fundos vecinos835. Se diferencia del “peligro de inmisión” en que en 
éste la inmisión ya ha acaecido y se temen otras futuras del mismo grado, que se podrán 
impedir mediante la acción de abstención de inmisiones836, tutelable a través de la ac-
ción negatoria de inmisiones con fundamento en el art. 590 C.c., basándose en el cum-
plimiento de los reglamentos y usos del lugar, así como la pretensión de cesación de 
inmisiones actuales y abstención de otras futuras.  
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Es cierto que cuando la actividad cumpla con las normas reglamentarias y no cause 
un daño a través de la producción de inmisiones excesivas, generalmente no tiene lugar 
la aplicación de la tutela preventiva pura del art. 590 C.c., por cuanto ni existen daños ni 
la prueba de la previsibilidad del daño es sencilla. Aun así, el demandante podrá fundar 
la demanda en un dictamen pericial que demuestre que, en incumplimiento de los usos y 
costumbres del lugar, y de las medidas necesarias para evitar un daño, existe un peligro 
del mismo. En el caso de que la inmisión esté teniendo lugar, el cumplimiento de las 
normas administrativas que regulan la actividad no excluye de responsabilidad civil ni 
de la adopción de las medidas necesarias que reduzcan las inmisiones a la normal tole-
rabilidad. Además no se vulnera ningún orden de prelación, por cuanto la prohibición 
del párrafo 1º parece indicar que a la hora de prohibir tales instalaciones se tendrán en 
cuentas distancias, los reglamentos y los usos del lugar en un mismo plano; en el caso 
de obras de resguardo, el precepto dice que éstas serán las necesarias, y no las regla-
mentarias, a pesar de que “en el modo” se sometan a las condiciones que los mismos 
reglamentos presciban. En cuanto al párrafo 2º, la expresión «A falta de reglamento se 
tomarán las precauciones que se juzgan necesarias, previo dictamen pericial, a fin de 
evitar todo daño a las heredades vecinas», se puede interpretar que lo primero también 
puede significar en el caso de que sean insuficientes837. 
DÍAZ BRITO ha criticado que la aplicación del art. 590 C.c. a las inmisiones es limi-
tada, ya que con él se intenta impedir que, como consecuencia de ciertas construcciones, 
se produzcan injerencias, pero en ningún momento se determina qué sucederá cuando 
efectivamente se produzcan, es decir, no se regula su régimen jurídico838. MARTÍNEZ 
VÁZQUEZ DE CASTRO dice que es necesaria una interpretación correctora de la norma, 
ya que literalmente sólo cabe pedir medidas correctoras cuando las instalaciones se han 
realizado sin guardar las distancias o si en su realización no se ha atendido a la normati-
va pertinente839. Según NAVARRO MENDIZÁBAL el alcance de la acción negatoria será 
mayor que el del art. 590 C.c. por cuanto la cesación y abstención de las molestias es la 
finalidad típica de la acción negatoria, y aunque se ha considerado que el art. 590 C.c. es 
un «reflejo» de esta acción, agota en ella su ámbito de actuación. Por tanto, cuando los 
tribunales dicen estar aplicando el art. 590 C.c. y, a pesar de cumplirse los reglamentos 
(primera remisión que cierra las ulteriores), condenan a la realización de obras de res-
guardo o incluso a la demolición o cesación de la actividad, más bien están recurriendo 
a la acción negatoria general que pervirtiendo la prelación del art. 590 C.c. De ahí que 
ante una actividad o construcción de las prescritas por este artículo no será suficiente el 
cumplimiento de la legislación administrativa si se causan molestias al vecindario. Las 
prescripciones que haga la regulación administrativa son un mínimo ineludible, pero no 
suficiente, para evitar la acción de cesación de molestias y la obligación de tomar otras 
medidas precautorias. Según el autor, la forma más sencilla de probar la insuficiencia de 
las obras de resguardo será la demostración de los daños producidos, que serán condi-
ción suficiente, pero no necesaria, por lo que la jurisprudencia aplica el art. 590 C.c. 
importando conceptos de responsabilidad civil840.  
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En Italia, el art. 890 C.c. permite una tutela contra la inmisión de peligro, discipli-
nada en materia de construcción, al objetivo de preservar el fundo vecino de cualquier 
daño a la solidaridad, salubridad y seguridad, debiendo coordinarse con el art. 844 C.c. 
cuando el daño derivado de construcción en el fundo vecino (tutela preventiva) coincida 
con el de las inmisiones (tutela inhibitoria y resarcitoria)841. Dice TRIMARCHI que «de-
beríamos […] aplicar analógicamente el régimen de las inmisiones a la hipótesis en la 
cual la actividad desarrollada en un fundo no inmite […] en el fundo vecino, pero expo-
ne a peligro aquello que se encuentra en él»842. Esto viene justificado en que la inmisión 
de peligro, no es sin embargo antijurídica, sino que lo que constituye una actividad cier-
tamente antijurídica es la exposición al peligro al bien del otro. Para ello reclama «una 
regulación particular en la hipótesis en la cual la relación entre el que crea el riesgo y 
quien se ve amenazado sea estable y fundado sobre la propiedad del fundo contiguo. La 
analogía de estructura de las dos situaciones determina una analogía del tratamiento 
jurídico […]. [S]e considera que el art. 890 [C.c.] [sirve para] […] evitar la disminución 
de la seguridad. Esta norma está ciertamente coordinada con aquella del art. 844 [C.c.], 
[p]ero entonces está claro que también la regulación citada por esta última no deba refe-
rirse solo a la actividad que causa inmisiones dañosas, sino que deba extenderse a aque-
lla que crea un riesgo para el fundo vecino»843. Se puede ver cómo a pesar de estar ínti-
mamente relacionados los arts. 590 y 1908.2 C.c. en realidad tratan cuestiones distintas: 
el primero un caso de peligro y el segundo de inmisión. 
Finalmente, algunos autores españoles han relacionado el art. 590 C.c. con la pro-
tección del medio ambiente en las relaciones de vecindad, ya que que constituye el 
núcleo que permitió posteriormente el desarrollo de la teoría de las inmisiones844. 
EVANGELIO LLORCA cree que dicho artículo tutela tanto el interés privado de los vecinos 
como el público a conservar el medio ambiente, si bien el legislador pensó de forma 
prioritaria en el interés privado debido al carácter individualista del Código y por las 
circunstancias de la época en que se aprobó, siendo no obstante muy importante la dis-
tinción entre ambas finalidades por cuanto de ello puede derivar o no el carácter impera-
tivo de la norma845. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ otorga al art. 590 C.c. un fundamento 
público argumentando que su interés lo es también, por cuanto tiene por objeto la utili-
dad pública o comunal846. Otros autores opinan que el interés tutelado es el medio am-
biente. NAVARRO MENDIZÁBAL, no obstante afirmar lo anterior, recuerda que el citado 
artículo se articula a través del reconocimiento de un evidente interés privado847. FRIE-
RA-GONZÁLEZ ve lógica la afirmación que hacen otros autores en cuanto que el interés 
tutelado por el art. 590 C.c. es el medio ambiente, por cuanto, en principio, una buena 
parte de los problemas de la contaminación tiene su origen en la inadecuada localiza-
ción de actividades o en un deficiente crecimiento de las poblaciones848. En mi opinión, 
el interés tutelado por el art. 590 C.c. es estrictamente privado, aun cuando con su apli-
cación pueda tutelar indirectamente el medio ambiente.  
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B) Interpretación extensiva y actualizada del art. 590 C.c. 
La interpretación extensiva y actualizada del art. 590 C.c. puede verse desde diver-
sas ópticas, según la doctrina: 1) la expresión «Nadie podrá construir…» no va dirigida 
sólo a los propietarios sino a todos los que construyan en un determinado terreno. 2) La 
enumeración que hace el art. 590 C.c. es meramente enunciativa (demostrationis causa), 
por lo que caben todas aquellas construcciones que, aún no expresamente previstas, 
constituyan molestias, incomodidades, insalubridad o amenaza de posibles daños a per-
sonas o cosas en el predio vecino, comprendiendo la industria más moderna849. 3) Las 
relaciones entre fundos trascienden el estrecho vínculo vecinal ampliándose a aquellas 
fincas potencialmente dañadas por su situación de proximidad, en función de la inmi-
sión en cuestión850. 4) La remisión a la legislación administrativa facilita su adaptación a 
las necesidades de cada momento851. 5) La construcción se suele entender de forma am-
plia en el sentido de nueva construcción o reconstrucción y se extiende la prohibición al 
constructor y a los eventuales adquierentes posteriores852. 6) El art. 590 C.c. tiene un 
contenido más amplio (personal y real) que implica la limitación del derecho de propie-
dad, la protección de la salud, la integridad física y moral, etc.853, siempre que tengan un 
derecho real de goce o disfrute del fundo854. 7)El art. 590 C.c. prevé la adopción de me-
didas correctoras conducentes a evitar del daño, reduciendo la producción de inmisiones 
intolerables o cesando las mismas (o evitando otras futuras)855, según lo establecido en 
los reglamentos o en los usos de lugar856. 
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C) Remisión al ordenamiento administrativo, en especial al Reglamento de ac-
tividades Molestas, Insalubres, Nocivas o Peligrosas.  
La remisión a las normas administrativas supone la incorporación de aquéllas a la 
normativa civil (heterointegración de la norma), lo que facilita la adaptación del art. 590 
C.c. a las necesidades de cada momento857, no sin riesgo de hacer perder de vista el mar-
co sustantivo en el que deben integrarse858. Los reglamentos y usos pasan a concretar las 
limitaciones de la propiedad, de forma que las infracciones previstas en el art. 590 C.c. 
se tipifican en la contravención de aquéllos859. Esta norma en blanco genera una dificul-
tad de aplicación práctica, por cuanto habrá que acudir a la normativa administrativa 
urbanística y ambiental para su concreción, no habiendo una regulación específicamente 
determinada para dar cobertura del art. 590 C.c., sino más bien una normativa genérica 
sobre actividades que determinan el alcance de la remisión, por lo que el juez deberá 
entresacar las reglas en cuestión, pues más allá de las mismas carece de competencia 
para analizar el contenido de la normativa administrativa860.  
De toda la legislación ambiental la que mayor influencia tiene en relación a la lucha 
frente a las inmisiones el RAMINP porque estas actividades suelen ser, por regla gene-
ral, causantes de contaminación ambiental861. Esta normativa no está vigente en todo el 
territorio español862, pues se establecen regímenes diferentes de calificación ambiental 
para Galicia, Cataluña, Andalucía y Murcia, así como es posible su inclusión en proce-
dimientos de autorización ambiental integrada863, en el ámbito estatal o autonómico. El 
objetivo del RAMINP es evitar que las instalaciones, establecimientos, actividades, in-
dustrias o almacenes, sean oficiales o particulares, públicos o privados, produzcan in-
comodidades, alteren las condiciones normales de salubridad e higiene del medio am-
biente y ocasionen daños a la riqueza pública o privada o impliquen riesgos graves para 
las personas o bienes (art. 1), para lo cual contará con la licencia de apertura, la imposi-
ción de medidas correctoras y el establecimiento de distancias mínimas entre las activi-
dades y los núcleos de población, y, como medida extrema, la suspensión o el traslado 
de la actividad, mediante indemnización al propietario864.  
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Las actividades incluidas en el RAMINP son: 1) molestas: constituyen una inco-
modidad por los ruidos y vibraciones que produzcan o por los humos, gases, olores, 
nieblas, polvos en suspensión o sustancias que eliminen; 2) insalubres: dan lugar a des-
prendimiento o evacuación de productos que puedan resultar directa o indirectamente 
perjudiciales para la salud humana; 3) nocivas: las que den lugar a desprendimiento o 
evacuación de productos que puedan ocasionar daños a la riqueza agrícola, forestal, 
pecuaria o piscícola; y 4) peligrosas: las que tengan por objeto fabricar, manipular, ex-
pender o almacener productos susceptibles de originar riesgos graves por explosiones, 
combustiones, radiaciones u otros de análoga importancia para las personas o los bienes 
de su propiedad. Independientemente de que estas actividades no costen en el No-
menclátor del RAMINP, no significa que no deban considerarse no peligrosas, pues 
aquél es meramente ejemplificativo. El art. 4 ordena que las actividades se sometan a las 
Ordenanzas municipales y el Planeamiento municipal.  
Por su parte, existen unas determinadas actividades que por su peligrosidad anormal 
requieren de una autorización ambiental integrada (AAI) regulados en la LPCIC. Según 
el Exponendo 6º, la AAI los efectos de este tipo de autorización únicamente fijan las 
condiciones exigibles, desde un punto de vista ambiental, para la explotación de las ins-
talaciones afectadas, por lo que se otorga con carácter previo al de otras autorizaciones 
o licencias sustantivas exigibles, como las reguladas en la licencia de actividades clasi-
ficadas del RAMINP, o en la normativa autonómica de aplicación, que permanecen vi-
gentes. Por lo tanto, la mayoría de los trámites del procedimiento de licencia municipal 
de actividades clasificadas encajan casi en su totalidad en el procedimiento de otorga-
miento de la AAI, siempre que quede garantizada la participación local en lo referente a 
materias de su exclusiva competencia y al pronunciamiento final de la autoridad muni-
cipal sobre la concesión de la mencionada licencia. 
Además, la normativa administrativa servirá para regular el funcionamiento de la 
actividad industrial, pudiendo destacar la siguiente: 1) en materia de impacto ambiental, 
RD Legislativo 1302/1986 de 28 de junio de EIA; 2) en materia de contaminación de las 
aguas por vertidos, Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, Texto Refundido de 
la Ley de Aguas y el Reglamento de Dominio Público Hidráulico; c) en materia de con-
taminación atmosférica, la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Contaminación At-
mosférica; d) en materia de contaminación del suelo y residuos, la Ley 22/2011, de 28 
de julio de residuos y suelos contaminados; e) en materia de responsabilidad medioam-
biental, la Ley de Responsabilidad Medioambiental y su reglamento de desarrollo; f) en 
materia de suelo y ordenación urbana, el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de ju-
nio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo; g) en materia de con-
taminación acústica, desde el punto de vista del ordenamiento administrativo hay que 
estar a lo dispuesto en la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido (LR), normas de 
desarrollo865 y a la regulación autonómica.  
Por otro lado, los usos del lugar cumplen una función jurídica que ayudarán a fijar 
los límites del uso normal y normal tolerabilidad de las inmisiones, así como las distan-
cias a las que deben ubicarse los inmuebles866, en el caso de que no exista normativa 
urbanística al respecto. Al no considerarse usos normativos, no vulnera el orden de pre-
lación de fuentes del art. 1.3 C.c.867.  
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Estos usos vienen referidos a la repetición de unos mismos actos que conforman 
una conducta generalizada y uniforme, que se materializan en un valor normativo equi-
parable al de la legislación. Habrá que probarlos acreditando la repetición de los actos 
que la configuran. La referencia a los usos del lugar no es clara, ya que, o bien estos 
lugares no existen, o bien porque aunque se prefiera sustituirlos por meros usos sociales, 
sin necesidad de opinio iuris, éstos se ven en desventaja con los usos empresariales y 
mercantiles donde los intereses económicos priman sobre los medioambientales868. En 
cualquier caso, la progresiva utilización de normas administrativas en todos los ámbitos 
de la vida económica y social ha reducido a la mínima expresión la remisión del art. 590 
C.c. a los usos, al tener prelación los reglamentos869. 
Finalmente, el dictamen pericial se podrá aportar por el demandante cuando no 
exista norma reglamentaria que contemple expresamenet las distancias, medidas correc-
toras o límites de contaminación, o cuando se considere que las medidas reglamentarias 
no van a ser, o de hecho son, insuficientes para evitar el daño o dejar de ocasionar ulte-
riores de la misma naturaleza870. El informe es una cuestión de hecho que quedará a la 
libre apreciación del juez de instancia, por lo que no prosperará un recurso basado en 
una lectura diferente del informe realizada por el recurrente871.  
D) Efectos del cumplimiento de la normativa administrativa. 
Es opinión mayoritaria que las licencias administrativas producen efectos entre la 
entidad local y el sujeto licenciado, por lo que no excluyen por sí sóla la competencia 
civil para el conocimiento de las acciones civiles ejercitadas por terceros en defensa de 
la propiedad y demás derechos subjetivos afectados872. El control por la Administración 
de la actividad calificada obedece a los intereses generales y públicos contemplados en 
la normativa cuya observancia está llamada a fiscalizar, si bien estas medidas protecto-
ras no excluyen las que en el campo del Derecho civil pueden y deban acordarse cuando 
el ejercicio de la actividad perjudique o afecte a derechos subjetivos privados, aunque lo 
sea en una explotación acorde a las precauciones reglamentarias, puesto que el acata-
miento y observancia de las normas administrativas no colocan al obligado al abrigo de 
la correspondiente acción civil de los perjudicados o interesados873. De esta forma, una 
actividad que es lícita desde el punto de vista del Derecho Administrativo puede no ser-
lo desde el punto de vista del Derecho Civil874.  
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En cuanto a las normas en materia de distancias y obras de resguardo, se puede di-
fenciar entre los siguientes supuestos:  
1) En el caso de que el industrial incumpla con las normas administrativas a las que 
se remite el art. 590 C.c., el particular perjudicado -o potencialmente perjudicado- podrá 
exigir al incumplidor que cumpla con lo preceptuado. Se ha dicho que el incumplimien-
to de lo establecido en el art. 590 C.c. puede ser motivo de transgresión de un específico 
deber de comportamiento generador de culpa, en cuyo caso podría no ser necesario la 
prueba de una conducta negligente o culposa por parte del perjudicado875. En mi opi-
nión, esto es posible en el caso de DCC producidos por un escape desconocido por el 
operador y negligente, pero no en el ámbito de inmisiones excesivas, pues el efecto de 
tal incumplimiento es considerar el uso como anormal.  
2) En el caso de que sí cumpla con las remisiones del art. 590 C.c. no se excluye la 
posibilidad de que posteriormente se produzcan inmisiones, ni que la inobservancia de 
las medidas de precaución convierta automáticamente en ilícitas las injerencias876 De 
hecho, queda “libre” de interpretación al art. 1908.2 ó 4 C.c. en lo que se refiere a inmi-
siones que, aun habiendo cumplido con lo reglamentado, hayan producido un daño gra-
ve o intolerable, pues en este caso se puede presumir que los daños han sobrevenido por 
haber construido el operador sin las precauciones adecuadas o por no estar las cosas en 
lugar seguro o por faltar las reparaciones necesarias877. 
Un ejemplo de la limitación que tiene la técnica de la remisión en cuanto al alcance 
de la competencia jurisdiccional civil a la hora de aplicar las normas administrativas a 
las que se remite el art. 590 C.c., se encuentra en la STS 18.3.1992 (RJ 1992, 2202), en 
cual se desestima la pretensión de un particular afectado por una actividad en la que no 
ha quedado demostrado el incumplimiento de normas relativas a distancias u obras de 
resguardo; no se han presentado otros argumentos ni medios de prueba que demuestren 
que existen usos del lugar vulnerados por la actividad; tampoco se demuestra la existen-
cia de inmisiones perjudiciales traducidas en un daño878.  
                                                 
875
 HERNÁNDEZ GIL, A.: op. cit., p. 131. 
876
 DÍAZ BRITO, F.J.: op. cit., p. 34. Según el autor, «Puede ocurrir perfectamente que una construc-
ción en la que se han observado todas las medidas citadas en el art. 590 llegue a causar perturbaciones 
que haya que reputar ilícitas. Si las inmisiones se producen finalmente es porque las medidas de precau-
ción no eran realmente suficientes y, por ello, no cabe fundar en su observancia la licitud de las mismas». 
SÁNCHEZ-FRIERA GONZÁLEZ, Mª. C.: La responsabilidad civil…, op. cit., pp. 66, 108, 145. En esta última 
página la autora afirma que «si bien se entiende que para la acción de indemnización por daños, sea ex 
art. 1908 o ex 1902 efectivament no es obstáculo el cumplimiento de la normativa administrativa, sí lo es, 
en cambio, para el ejercicio de la acción negatoria ex art. 590». 
877
 HERNÁNDEZ GIL, A.: op. cit., p. 132. SÁNCHEZ-FRIERA GONZÁLEZ, Mª. C.: La responsabilidad ci-
vil…, op. cit., pp. 65-66. 
878
 Según esta sentencia «a) […] las leyes sustantivas civiles -no administrativas-, aplicables, como 
son los arts. 551 y 590 del Código Civil nos reenvían a esas costumbres [costubre local ex art. 1.1 C.c.], 
así como a las Ordenanzas y Reglamentos de naturaleza administrativa y como quiera que esas disposi-
ciones administrativas -dada la inexistencia de Ordenanzas locales al efecto-, quedan residualmente resi-
denciadas en el [RAMINP], es evidente que siendo su aplicación de exclusiva atribución administrativa 
(arts. 4, 6, 7, 29, 30, 38 y Disposiciones Transitorias Primera y Segunda), no cabe estimarse por esta ju-
risdicción infracción alguna, de las disposiciones del Código Civil por ser normas en blanco, máxime 
cuando ni se ha acreditado la existencia de Ordenanzas prescriptivas de distancias ni de usos de buena 
vecindad, ni se ha interesado en la demanda la ejecución conforme a ellas; b) El art. 25.2.h), i) y j) 
[LBRL] confirman lo expuesto precedentemente en punto a la carencia de facultades de esta jurisdicción 
en lo atinente a la estricta aplicación de Ordenanzas o Reglamentos para ubicación y traslado de instala-
ciones que infrinjan esas normas administrativas; c) […]; y d) Habida cuenta de la declaración fáctica de 
que no se ha acreditado la existencia de daños y perjuicios, que como se ha dicho ha de ser respetada 
como premisa irreversible, no cabe establecer infracción por la sentencia recurrida de los arts. 1902 y 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   187 
Los motivos de desestimación de la demanda son: 1) tiene un peso importante el 
hecho de que no se ha interesado en la demanda la ejecución conforme a distancias u 
obras de resguardo, por lo que no es de recibo que el supuesto perjudicado utilice ins-
tancias distintas y posteriores a la vía administrativa para hacer valer su pretensión. 2) 
Es acertada la razón aducida por el demandado en cuanto a que no se producen daños al 
demandante, lo que presupone que existen inmisiones que se han de tolerar por el mis-
mo y, por lo tanto, no hay razón para imponer medidas correctoras algunas o para cesar 
la actividad879. 3) La falta de acreditación de Ordenanzas prescriptivas de distancias o de 
usos de buena vecindad entroncan con lo dispuesto en el art. 590 C.c. en cuanto a la 
remisión que hace a «las distancias prescritas por los reglamentos y usos del lugar», 
cuyo incumplimiento daría lugar al ejercicio de la acción negatoria en su vertiente pre-
ventiva pura o aplicación del art. 49 TRLS08. En consecuencia, no se ha producido un 
incumplimiento del art. 590 C.c., pues según el tribunal ni existe normativa o usos, ni se 
ha presentado dictamen y, ante la falta de daño y por lo tanto de inmisiones que se anto-
jen intolerables, resulta inadecuado suplir estas deficiencias procesales exigiendo en vía 
civil una competencia que correspondería al ámbito administrativo como es la solicitud 
de que la Comisión Provincial de Servicios señale el lugar adecuado donde haya de em-
plazarse la actividad. No habrá, pues, en este caso, pugna entre lo que se considera una 
actividad lícita desde el punto de vista administrativo, y los intereses de los propietarios, 
reconduciéndose su solución a través del equilibrio de los derechos afectados que, en 
este caso, resultan de parte del demandado, al no producirse inmisiones perjudiciales ni 
incumplirse la normativa administrativa.  
DÍAZ FUENTES880 dice que la solución judicial anterior cambiaría en el caso de que 
hubieran existido usos de buena vecindad, cosa que la sentencia ni despeja ni contradi-
ce, pues «no quedarían éstos excluidos de la aplicación en la jurisdicción civil, porque el 
ámbito de los usos y costumbres está en cobertura ordinaria del ordenamiento civil y en 
el marco de los art. 1.3, 2º párrafo, 1104 y 1287 CC». Hay que entender que a lo que se 
refiere el autor es que ante la inexistencia y/o falta de prueba de una infracción de los 
reglamentos, así como cuando no se ha producido daño ni se han acreditado inmisiones 
intolerables que prevean su producción, el demandante sólo puede “agarrarse”, en sede 
judicial civil, a la existencia de usos del lugar o costumbre local que establezca el con-
tenido del ejercicio del derecho de propiedad. En definitiva, si existe daño producido 
por inmisiones, la competencia es absoluta, con independencia del cumplimiento de la 
normativa reglamentaria y de los usos del lugar si las inmisiones son intolerables, pues 
el daño o bien se presupone por no cumplir con lo reglamentado, por adolecer de sufi-
ciencia o deficiencia los medios empleados, o simplemente por la existencia de una in-
misión excesiva. Si no existe daño grave o las inmisiones se ajustan al nivel de toleran-
cia y se han cumplido las normas reglamentarias, los jueces civiles, en principio, care-
cerán de competencia para conocer del asunto. 
                                                                                                                                               
1908 del Código Civil, ya que su conjugación requiere imprescindiblemente la constatación de los mis-
mos, pues en caso contrario habría que especular como hace el motivo haciendo supuesto de la cuestión, 
partiendo de su existencia, lo que está proscrito en casación». 
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 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, Civitas, Madrid, 1993, p. 578. Según 
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caminó hacia la utilización también de los textos administrativos como auxiliaries de la jurisdicción ci-
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Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   188 
3) Tutela reparadora y de evitación de inmisiones ex art. 1908.2 C.c. 
A) Responsabilidad por inmisiones que exceden del uso ordinario de la pro-
piedad y resultan nocivas a las personas y propiedades vecinas. 
No todo daño causado por inmisiones genera responsabilidad, ya que depende de 
que la inmisión sea excesiva en virtud de los arts. 7.2 y 590 C.c.881 o del art. 1908.2 C.c., 
pudiendo predicarse de la actividad, de los efectos o de ambos882. En mi opinión, hay 
que estar al art. 1908.2 C.c. y centrarse especialmente en los efectos. 
En cuanto a la actividad, se admitirán como tolerables todas aquellas inmisiones 
que derivan de un uso normal. La teoría de la immissio se adaptó a la iniuria ex Lege 
Aquilia (responsabilidad extracontractual por daño antijurídico) cuando se inmitan 
humos excesivos883, lo que se puede derivar del daño grave que, entre otras cuestiones, 
analiza la intensidad y alcance de la inmisión. No significa que sólo sea responsable de 
los humos excesivos cuando sean perjudiciales, sino también que responde de los daños 
causados por humos que, precisamente por su exceso -carácter anormal o extralimitado, 
resultan nocivos a las personas o a las propiedades. ALONSO PÉREZ sitúa el significado 
del art. 1908.2 C.c. en el Licet inmittere fumum non gravem (Pomponio D. 8,5,8,6)884, en 
virtud del cual se admitían como tolerables todas aquellas inmisiones que derivaban de 
un uso normal del fundo, como es el humo poco espeso procedente de un fogón. Según 
el autor, éste es el germen de las limitaciones del dominio por razón de vecindad y en 
ella se apoya gran parte la doctrina de la tolerancia de aquellas inmisiones derivadas del 
uso normal de la propiedad, en cuanto consecuencias del goce adecuado y ordinario del 
fundo de conformidad con su naturaleza.  
En cambio, la mayoría de autores proponen una lectura del término “excesividad” 
del art. 1908.2 C.c. basándose tanto en el uso como en las consecuencias. MARTÍNEZ-
CALCERRADA GÓMEZ dice que el término “excesivo” reúne dos notas que caracterizan la 
tutela frente al daño ambiental: «primero la causa, esto es, que se trate de humos excesi-
vos […], computable por el término medio consuetudinario y, sobre todo, por la pro-
ducción del daño; y en segundo lugar, el ingrediente del daño derivado de la nocividad o 
perjuicio tanto para la persona como para su propiedad»885. SÁNCHEZ-FRIERA GONZÁLEZ 
argumenta que serán indemnizables los daños en las relaciones de vecindad «cuando se 
sobrepasan determinados niveles, bien porque la inmisión exceda de la que sería conse-
cuencia de un uso normal de bienes o bien porque se sobrepase aquello que sea nor-
malmente tolerable por la generalidad, según las circunstancias de tiempo y de lugar»886. 
CABANILLAS SÁNCHEZ dice que del texto del artículo 1908.2º se infiere la prohibición 
de las inmisiones que exceden del uso ordinario de la propiedad», si bien añade el crite-
rio de la normal tolerabilidad cuando dice que el perjudicado «no podrá ejercitar actos 
que generen inmisiones perturbadoras por encima de la tolerancia normal, teniendo en 
cuenta el uso del lugar y las reglas de equidad»887. 
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En mi opinión, las posibles pretensiones del perjudicado en materia de inmisiones 
ex art. 1908.2 C.c. podrían ser las siguientes: a) declarar la responsabilidad civil por 
humos excesivos nocivos a las personas o a las propiedades, siempre y cuando éstos 
tengan vinculación estable con el fundo que recibe la invasión; b) adoptar las medidas 
correctoras necesarias para evitar ulteriores daños, tanto en su vertiente de cesación (re-
duciendo las inmisiones a la normal tolerancia) como de abstención, lo que se ha deno-
minado “tutela inhibitoria atípica”888, entendiendo que la adopción de estas medidas 
técnicas es consecuencia de la producción de una inmisión excesiva que causa daño a 
otro y se reconduce al mecanismo de la responsabilidad civil889; c) se suele vincular cada 
vez más con la protección al medio ambiente ex art. 45 CE890. 
B) La doctrina del riesgo basado en la inmisión excesiva y nociva. 
Un sector doctrinal parece vincular la responsabilidad por riesgo en el hecho de que 
la inmisión resulta excesiva y se causa por actividades peligrosas, argumentando que el 
art. 1908 2º C.c. recoge un supuesto de responsabilidad de claro matiz objetivo, por 
razón del riesgo creado891, al establecer que los propietarios responden de los daños cau-
sados «por los humos excesivos, que sean nocivos a las personas o a las propiedades». 
Otro sector doctrinal, en mi opinión, parece mezclar dos posibles causas de antijuridici-
dad del daño absolutamente distintas: el acto excesivo y la conducta culposa (si bien 
objetivada) o por riesgo. De aceptar esta doctrina –mayoritaria por otro lado- podría 
traer como consecuencia el abandono de todo el régimen específico relativo a las inmi-
siones y la reconducción del art. 1908.2 C.c. a la responsabilidad por riesgo892. Si se 
quisiera atribuir el riesgo como factor de atribución subjetiva de la responsabilidad por 
inmisiones no sería necesario que ésta se fundamentara en la excesividad de la inmisión, 
sino en el riesgo caracterizado por la potencialidad de producción de daños derivados de 
una actividad peligrosa. Por ello, creo que el término “inmisión excesiva” y responsabi-
lidad riesgo son entidades jurídicas distintas. 
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En mi opinión, y como se ha avanzado anteriormente, la responsabilidad por riesgo 
puede dar lugar en casos de inmisiones cuando un escape desconocido por el operador 
(normalmente aislado) produzcan un daño (personal o patrimonial) en relación con el 
uso y disfrute de inmueble. La ventaja de aplicar el art. 1908.2 C.c. frente a la responsa-
bilidad genérica del 1902 C.c. es la evitación de la aplicación de los expedientes objeti-
vadores de la inversión de la carga de la prueba y del aumento de la diligencia exigible, 
acercándolo a una responsabilidad que exige prácticamente la relación causal entre el 
acto y el daño. No obstante, la posibilidad de aplicar el art. 1908.2 C.c. a la responsabi-
lidad objetiva en función del riesgo creado por actividades peligrosas a todo tipo de da-
ños civiles por contaminación no es tan sencilla desde el punto de vista de la sistemática 
jurídica. Por una parte, podría “devaluar” el análisis de excesividad de la inmisión, ya 
que los propietarios perjudicados preferirían acudir en todo caso a la responsabilidad 
por riesgo -que supuestamente se estableciera en este artículo- y no a los alambicados 
criterios del análisis de la gravedad del daño por parte del demandante y de la utilidad 
de la conducta por parte del demandante.  
C) Aplicación analógica y actualizada. 
El art. 1908.2 C.c. se redactó en un momento que desde el punto de vista socio-
económico, y sobretodo tecnológico, se ubicaba en una sociedad agraria o, como mucho 
incipientemente industrial, por lo que ha necesitado de adaptación a cada momento 
histórico y a cada lugar. En la actualidad, la existencia de grandes industrias y el creci-
miento de grandes áreas metropolitantas hace que el régimen jurídico de las inmisiones 
tenga que adaptarse a los nuevos tiempos y lugares. 
La mayoría de la doctrina hace una aplicación extensiva y actualizada del art. 
1908.2 C.c. se puede hacer desde varios puntos de vista:  
1) La referencia a “humos” puede ampliarse a todo tipo de inmisiones indirectas893; 
se trata de un supuesto ad exemplum, por lo que tiene alcance general894. Por lo tanto, 
podrían tener cabida todo tipo de inmisiones: humos, gases, olores, vertidos, ruidos, 
vibraciones, ondas electromagnéticas, etc. Se eliminan aquellas invasiones producidas 
de forma directa, en las que se necesita la intervención del hombre para su “traslado” 
desde el fundo inmitente al inmitido. 
2) En materia de invasiones provocadas por un escape no conocido podría aplicarse 
al establecimiento de toda clase de industrias peligrosas o nocivas o a instalaciones o 
construcciones895 que ofrezcan algún riesgo para las personas o propiedades (criterio del 
riesgo)896. En materia de inmisiones entiendo que no es necesario que éstas provengan 
de instalaciones peligrosas, lo que sirve para entenderlo de aplicación a todas las agre-
siones ambientales897. Ídem respecto del art. 1908.4 C.c.898. No obstante, si se aplica este 
artículo como la otra cara de la moneda del art. 590 C.c. sí podríamos ceñirlo a las inmi-
siones provocadas por actividades peligrosas. 
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3) La expresión “propietarios” se aplica a todo aquel que en virtud de cualquier títu-
lo explote el negocio en cuestión (empresario)899, sea propietario o simplemente arrenda-
tario del local donde la actividad se lleva a cabo900.  
4) La responsabilidad del agente se amplía con respecto al art. 590 C.c. por cuanto 
respondería aún cumpliendo con la normativa reguladora. Algún autor dice que si se han 
cumplido las normas a las que remite el art. 590 C.c. habrá que estar a los supuestos de 
culpa del art. 1902 C.c.901, por cuanto el incumplimiento de las obligaciones del art. 590 
C.c. podrían significar una negligencia por el mero hecho de este incumplimiento, sien-
do además bastante difícil que, en cumplimiento del art. 590 C.c. se pueda actuar sobre 
el art. 1902 C.c. Por otro lado, no existe acuerdo a la hora de precisar las consecuencias 
en el caso de que se incumplan las mismas. Si bien un sector doctrinal se remite a la 
consecuencia de la conducta culposa, en mi opinión en materia de inmisiones dicho in-
cumplimiento no tiene por que implicar una responsabilidad por culpa, sino que el uso 
de la actividad no se ajusta a la normalidad.  
5) Las inmisiones pueden causar daños a la salud y daños morales cuando se oca-
sionen molestias y se lesione el derecho de goce y disfrute de la propiedad902, lo que 
permite la incorporación de los valores de protección de la persona proclamados en la 
Constitución, como el derecho a la vida, a la intimidad, etc.903.  
6) No es necesaria la “nocividad” (daño) de la inmisión excesiva, sino que es sufi-
ciente cualquier molestias o que pueda causar daños904.  
7) No se precisa colindancia entre el agresor y el agredido, pues éste, puede ser 
cualquier tercero afectado905. La vecindad que se predica es entre vecinos, delimitada 
por el área de influencia de las inmisiones. 
MARTÍN CASALS906 ha criticado que se hace una generalización quizá excesiva y po-
co justificada del art. 1908.2 C.c., ya que la responsabilidad alcanza a cualquier tipo de 
inmisiones, siempre que sean intolerables. De ser así, dice el autor, no sería necesario 
que el TS recurriese a los expedientes técnicos por los cuales se aproxima a una respon-
sabilidad objetiva. Bastaría, entonces, la extensión de la responsabilidad legalmente 
prevista a otros supuestos análogos, previa verificación de una identidad de razón entre 
ambos, lo que daría lugar a la ampliación del alcance de la responsabilidad objetiva por 
analogía, lo que podría provocar inseguridad jurídica, especialmente en lo relativo al 
aseguramiento de la responsabilidad civil, y además, podría provocar incongruencias 
con la protección de la salud de las personas que se regulan a través de la regla general 
de responsabilidad por culpa del art. 1902 C.c. 
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II) Regulación de otros daños civiles por contaminación. 
1) Causados con intención o abuso de derecho (art. 7.2 C.c.). 
Los daños civiles por contaminación pueden ser producidos por dolo o abuso de de-
recho. En España, el art. 7.2 C.c. regula esta posibilidad: 
«La Ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo. Todo acto u 
omisión que por la intención de su autor, por su objeto o por las circunstancias en que se re-
alice sobrepase manifiestamente los límites normales del ejercicio de un derecho, con daño 
para tercero, dará lugar a la correspondiente indemnización y a la adopción de las medidas ju-
diciales o administrativas que impidan la persistencia en el abuso».  
La jurisprudencia francesa subsumió los actos emulativos en los actos abusivos a 
partir de la segunda mitad del Siglo XIX, al margen de que existiera o no relación veci-
nal, a pesar de que éstas se centran en los titulares de derechos reales que pueden verse 
afectados por inmisiones molestas, nocivas y altamente peligrosas907. Asimismo, se fue 
abandonando el criterio del animus nocendi hacia criterios que tienen en cuenta valores 
de solidaridad908 (criterio objetivo). Se incluyó la figura del abuso del derecho dentro de 
los márgenes de la figura de la responsabilidad civil, intentando configurar de esta ma-
nera la función del abuso del derecho “como acto lícito excesivo o extralimitado”, 
basándose en la regla general de la responsabilidad civil ex art. 1382 C.c. De esta forma, 
el acto que en principio sería lícito se convierte en ilícito (genéricamente o sui géneris) 
a través de una actuación antisocial que contraviene un deber genérico de no dañar el 
interés ajeno en base a los principios generales del derecho (buena fe, buenas costum-
bres o prohibición del abuso de los derechos).  
En otros países, los artículos equivalentes al art. 7.2 C.c. son: el § 226 BGB909 
alemán, si bien la prohibición del abuso de derecho se aplica solamente en los casos en 
que la finalidad de perjudicar sea única910; art. 833 C.c. italiano911; art. 2 ZGB suizo912; 
art. 840 C.c. mexicano913, etc.  
2) Responsabilidad basada en la culpa o negligencia. 
A) Responsabilidad por culpa o negligencia ex art. 1902 C.c.  
En mi opinión, el art. 1902 C.c. será de aplicación en materia de daños tradicionales 
por contaminación, en los siguientes supuestos de hecho:  
1) Daños tradicionales que no tengan que ver con la invasión en el uso y disfrute de 
la propiedad inmobiliaria, causados por un escape no conocido por el operador. Si fue-
ran causados por un hecho conocido y aceptado por el operador pasará directamente a 
considerarse un supuesto de dolo y se aplicaría el art. 7.2 C.c.  
2) Daños ocasionados en el uso y disfrute de la propiedad ocasionados por un esca-
pe desconocido y culpable del operador de una actividad no peligrosa.  
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No está de acuerdo la doctrina a la hora de aplicar el art. 1902 C.c. en materia de 
daños civiles por contaminación. Para algún autor será de aplicación cuando los daños 
ambientales no sean constitutivos de delito o infracción administrativa, o no entran de-
ntro del ámbito de la LRM914. En parecido sentido, otros autores se suelen incluir las 
inmisiones en las relaciones de vecindad bajo la genérica regulación del art. 1902 C.c. 
como principio general de responsabilidad extracontractual que es aplicable a los casos 
más variados de acciones y omisiones culposas que dañan a otro, especialmente cuando 
se hayan violado los reglamentos o autorizaciones administrativas 915.  
En mi opinión, las soluciones doctrinales anteriores confunden, por una parte, los 
intereses invadidos, y, por otra, el grado de conocimiento de la emisión o desconoci-
miento del escape por parte del operador causante del daño. Creo que el art. 1908.2 C.c. 
tiene la ventaja de que se puede aplicar en materia de inmisiones mediante una respon-
sabilidad objetiva por el mero hecho de causar un daño (nocividad) a través de una in-
misión excesiva, normalmente basada en el análisis de los efectos de la misma en el 
fundo inmitido, y sin atender al cumplimiento del operador de la normativa administra-
tiva de aplicación o de su adecuación al uso normal de la actividad, lo que facilita 
enormemente la prueba por el perjudicado. Si el escape es desconocido y la actividad 
peligrosa sí será de aplicación la responsabilidad cuasi objetiva con base a una interpre-
tación jurisprudencial “generosa” del art. 1902 C.c. 
También es de aplicación el art. 1902 C.c. a los supuestos de daños civiles por con-
taminación desconocida producida en bienes medioambientales con condición simultá-
nea de bien de propiedad o titularidad del particular. Por ejemplo, algunas sentencias 
que fundamentan la responsabilidad en el art. 1902 C.c. corresponden a supuestos de 
existencia de daño ambiental (piscifactorías, vertidos, movimientos de tierras, etc.), es 
decir, situaciones de daño a los intereses privados, pero a su vez con incidencia ambien-
tal sobre el equilibrio natural o paisajístico de la zona916. No obstante, este tipo de daños 
también pueden regularse mediante la aplicación de los instrumentos previstos en la 
LRM, con la ventaja de que la misma goza de responsabilidad objetiva para determina-
das actividades y de que se establecen mecanismos de garantía (generalmente seguros) 
que cubren el coste de la reparación ambiental. 
                                                 
914
 GUIDO VILLEGAS, S.: op. cit., p. 17. LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., p. 89. Para la autora, el art. 
1902 C.c. «supone el principio general en la materia». CAMPINS ERITJA (y otros), Environmental Law in 
Spain, Ed. Wolters Kluwer, Holanda 2011, p. 221. 
915
 CERDÁ OLMEDO, M.: op. cit., p. 639. Según este autor, en el caso de que se hayan violado los re-
glamentos o autorizaciones administrativas la acción más conveniente es la del art. 1902 C.c. por cuanto 
habrá culpa por parte del agente, haciendo innecesario acudir a la teoría de las relaciones de vecindad 
para obtener reparación. RODRÍGUEZ RUIZ DE VILLA, D.: op. cit., p. 904. Según el autor, sería más fácil la 
invocación del art. 1902 C.c. en los supuestos de daños producidos como consecuencia del incumplimien-
to de la normativa administrativa, sin que sea necesario acudir a la responsabilidad objetivada del 1908.2. 
Por ejemplo, podría suceder que la actividad que desarrolle actividades nocivas o peligrosas, esté en fun-
cionamiento sin la preceptiva licencia, o que contando con la misma, no cumple con las condiciones allí 
estipuladas. «De este modo, si consiguiésemos acreditar, pongamos por caso, que una planta de este tipo 
carece de las referidas medidas de protección, ello supondría, a mi entender, tener ya probada la falta de 
diligencia de dicha entidad». 
916
 LORANCA RUILÓPEZ, A.: op. cit., pp. 566, 568. MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el 
ruido…, op. cit., pp. 338-339. Según el autor, se producen por los tribunales «pronunciamientos dispares 
en su fundamentación jurídica y, frecuentemente, no siempre acomodables a los supuestos de inmisiones 
vecinales en sentido estricto […]. Más bien responden a la otra gran categoría: el daño ambiental». En la 
jurisprudencia, encontramos que la mayoría de supuestos de daños tradicionales por contaminación pro-
ducidos a piscifactorías se dilucidan al amparo del art. 1902 Cc. si bien no debemos desconocer que se 
trata de supuestos en los que se ha actuado con verdadera culpa extracontractual». 
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En el Derecho privado alemán la norma general básica sobre responsabilidad civil 
extracontractual es el § 823 BGB917, sean por inmisiones o no918, si bien, cuando el daño 
a la propiedad sea ocasionado por inmisiones, la ilicitud vendrá dada por el §906 BGB. 
En mi opinión, habrá que tener en cuenta: 1) si las inmisiones afectan el uso y disfrute 
de la propiedad se aplicará el § 823 I BGB, debiendo diferenciar: 1.1) si la inmisión se 
produce por una conducta no ajustada al uso normal de la propiedad, la antijuridicidad 
se determinará por las reglas especiales del § 906 BGB, de la cual se presumirá la culpa. 
1.2) Si la conducta dañosa es lícita (tolerable) habrá que acudir al § 906 II BGB para 
exigir una compensación económica. 2) Si se producen daños a otros intereses más allá 
de la propiedad, o las invasiones tienen causa desconocida por el operador, la responsa-
bilidad se dará por una conducta culposa y antijurídica del § 823 I BGB, o por la vulne-
ración de una norma de protección, ex § 823 II BGB. 
En Italia, la responsabilidad civil por contaminación se fundamenta en el art. 2043 
C.c. y se determina por el hecho ilícito que recae sobre el que con dolo o culpa lesiona 
un derecho de otra persona o una disposición legal destinada a proteger intereses aje-
nos919. Según ALVINO, cuando la inmisión se produce mediante un uso anormal del de-
recho y produce un daño grave o extraño a cualquier exigencia, constituye una expre-
sión injustificada del derecho de propiedad sobre un fundo vecino. Igualmente dice que 
con base en aquél artículo puede ser solicitada por el perjudicado la eliminación (o re-
ducción) de la inmisión920. En mi opinión, el art. 2043 C.c. no es de aplicación en mate-
ria de inmisiones, sino el art. 943 2º C.c. (acción negatoria). 
En Francia, algunos autores fundamentan la responsabilidad por troubles de voisi-
nage en la culpa, dolo, negligencia o como resultado de la explotación de un fundo (por 
dolo o negligencia), pero sólo si el daño excede la medida de las obligaciones ordinarias 
de vecindad921. CABALLERO dice que puede haber nuisance por culpa en «la violación de 
una regla precisa preexistente o aquella de un deber general de abstención. La violación 
de una regla precisada preexistente oponiéndose a la producción de nuisances debería 
jugar en la materia un rol considerable pues, como se ha visto, los reglamentos de polic-
ía ecológica tienen un campo de aplicación cada vez más extendido. Toda infracción al 
orden público ecológico consituye una falta, y estas infracciones siendo muy frecuentes, 
deberían encontrar numerosas decisiones condenando también los causantes de troubles 
hacia sus vecinos. Sin embargo, solamente las infracciones de las reglas de urbanismo 
son objeto de un importante contencioso»922.  
                                                 
917
 § 823 BGB: «I. Quien dolosa o negligentemente de forma antijurídica dañe la vida, el cuerpo, la 
salud, la libertad, la propiedad u otro derecho de otra persona, está obligado a indemnizarle cualquier 
daño causado por esto. II. La misma obligación incumbe a aquel que infrinja una norma que tenga como 
objeto la protección de otro. Si, de acuerdo con las disposiciones de la norma, la infracción de ésta es 
posible sin culpa, la obligación de indemnizar sólo aparece en caso de culpa». DE MIGUEL PERALES, C.: 
La responsabilidad…, op. cit.,  pp. 59-61. Según el autor (pp. 60-61) «El § 823 BGB es la normativa 
básica sobre responsabilidad civil en el Derecho alemán. En cuanto tal, y específicamente en cuanto pro-
tege expresamente la propiedad y la salud, sirve de base para poder exigir responsabilidad civil por daños 
al medio ambiente». GOMIS CATALÁ, L.: Responsabilidad por Daños…, op. cit., pp. 126-127. LARSSON, 
M-L.: op. cit., pp. 346-347. Según la autora, esta norma es similar al (“breach of duty of care”) y este 
incumplimiento es causado por negligencia, siendo el estándar el de un “razonable operador”. 
918
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op.cit., pp. 65 y 77. 
919
 Art. 2043 C.c. italiano: «Cualquier acto doloso o culposo que ocasione a otro un daño injusto, 
obliga al que ha cometido el acto a resarcir el daño». 
920
 ALVINO, E.: op. cit., pp. 1367-1369. 
921
 MAZEAUD, H./ MAZEAUD, L./ TUNC, A.: op. cit., pp. 686, 688,704. 
922
 CABALLERO, F.: op. cit., p. 192. 
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En EEUU se aplica la negligencia a los supuestos de inmisiones inintencionales, y 
exige que el demandado tenga un deber de cuidado; un incumplimiento del mismo; y 
una causa próxima entre la falta y el daño actual. La irracionalidad de la conducta se 
determina (§ 291 RST)923 relacionando la magnitud del riesgo (§ 293 RST)924y la utilidad 
de la conducta (§ 292 RST)925 empleada. Se trata de hacer un balance similar al estable-
cido en materia de private nuisance intentional cuando se determina si ésta es no razo-
nable según las reglas de los §§ 826-830 RST. No obstante, en inmisiones ininenciona-
les es el riesgo de daño el que hace la conducta no razonable. El test de negligencia in-
cluye el concepto de gravedad del daño dentro del concepto de magnitud del riesgo (§ 
293 RST, especialmente c) y d)), llevando un riesgo no razonable de una invasión no 
razonable de los intereses en el uso y disfrute del inmueble.  
En mi opinión, el ordenamiento norteamericano, a través de los comentarios del 
Restatement Second of Torts, se llega a un grado de sistematización de los tipos de pri-
vate nuisance verdaderamente notables, lo que podría servir para que nuestra doctrina y 
jurisprudencia pudieran adaptar dichos criterios. 
B) Responsabilidad cuasi objetiva ex art. 1902 C.c. 
El primer giro jurisprudencial de la culpa ex art. 1902 C.c. se produce hacia finales 
del siglo XIX y principios del XX, como consecuencia del desarrollo industrial926, lo 
que convierte a la indemnización como verdadero imperativo social» imponiéndose la 
necesidad de una mayor protección de la persona (principio pro damnato o del resarci-
miento del daño)927. En esta época se hicieron palpables las limitaciones de la culpa de-
bido a dos fenómenos: 1) La aparición de leyes que aplicaban una responsabilidad de 
carácter objetivo, de manera progresiva, en aquellos sectores de la actividad humana 
que más se caracterizan por su peligrosidad928, así como en la falta de equidad de que el 
perjudicado sea quien ha de soportar las consecuencias dañosas de tales situaciones929; y 
2) la necesidad de llegar a la máxima protección de las víctimas de los daños, lo que 
trajo a una interpretación judicial flexible del art. 1902 C.c. En el fondo hay un principio 
de actuación culposa ya sea meramente social930.  
                                                 
923
 § 291 RST: «Por regla general un acto que un hombre razonable reconocería que conlleva un 
riesgo de daño a otro, el riesgo es irracional y el acto es negligente si el riesgo es de tal magnitud que 
superan lo que la ley considera la utilidad de la ley o de la forma particular en el cual se hace». 
924
 § 293 RST «(a) El valor social que la ley atribuye a los intereses que están en peligro. (b) La po-
sibilidad de que la conducta del actor causará una invasión en cualquier interés del otro o uno de la clase 
de la cual el otro es miembro. (c) La probabilidad de que el daño sea causado a los intereses en peligro. 
(d) El número de personas cuyos intereses son probables de ser invadidos si el riesgo se materializa en 
daño». 
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 § 292 RST «(a) el valor social que ley atribuye al interés que está alcanzado o protegido por la 
conducta; (b) la posibilidad de que el interés será previsto o protegido por la particular conducta; (c) la 
posibilidad de que cada interés puede ser adecuadamente previsto o protegido por otra y menor peligrosa 
conducta». 
926
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 451.  
927
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, en Comentario al 
Código Civil, Libro IV, De las obligaciones y contratos (Arts. 1790 a 1902), Sierra Gil de la Cuesta, I 
[Coord.], pp. 338-339. DÍEZ-PICAZO, L.: “La responsabilidad civil hoy”, Anuario de Derecho Civil, Vol. 
32, nº 4, 1979, pp. 731-732. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.: op. cit., p. 48. REYES LÓPEZ, Mª. J.: op. cit., p. 
191. 
928
 SÁNCHEZ CALERO, F.: “Evolución de la responsabilidad civil de la empresa”, en Estudios sobre el 
aseguramiento de la responsabilidad en la gran empresa (dir.), Ed. Musini, Madrid 1994, p. 23. 
929
 REGLERO CAMPOS, L. F.: op. cit., p. 248.  
930
 HERRERA DEL REY, J.: La defensa…, op. cit., p. 83. 
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La responsabilidad cuasi objetiva se fundamenta por la jurisprudencia del TS en la 
teoría del riesgo931, la inversión de la carga de la prueba932, incluso con una presunción 
absoluta de la culpa933, y en la exigencia de una mayor diligencia, más allá de la estable-
cida reglamentariamente. Se produce una evolución jurisprudencial acorde con la reali-
dad social (art. 3.1 Cc.) que, manteniendo un fondo de reproche culpabilístico, desplaza 
cada vez más la prueba de la culpa a la prueba del nexo causal ya que subsume en la 
causa del daño la existencia de culpa934, siendo cada vez mayores las semejanzas con los 
criterios de la responsabilidad objetiva935, cuando dice que la culpa:  
«se orienta hacia un sistema que, sin hacer abstracción total del factor psicológico o mo-
ral y del juicio de valor sobre la conducta del agente, acepta soluciones cuasi objetivas de-
mandadas por el incremento de las actividades peligrosas consiguientes al desarrollo de la 
técnica y el principio de ponerse a cargo de quien obtiene el provecho la indemnización del 
quebranto sufrido por tercero, a modo de contrapartida del lucro obtenido con la actividad pe-
ligrosa («cuius est commodum eius est periculum»; «ubi emolumentum, ibi onus»), y es por 
ello por lo que se ha ido transformando la apreciación del principio subjetivista, ora por el 
acogimiento de la llamada «teoría del riesgo», ora por el cauce de la inversión de la carga de 
la prueba, presumiendo culposa toda acción u omisión generadora de un daño indemnizable, 
sin que sea bastante para desvirtuarla, el cumplimiento de reglamentos, pues éstos no alteran 
la responsabilidad de quienes los cumplan, cuando las medidas de seguridad y garantía se 
muestran insuficientes en la realidad para evitar eventos lesivos»936.  
La responsabilidad civil cuasi objetiva ex art. 1902 C.c. será aplicable a los DCC 
ocasionados por un escape desconocido por el operador de actividades peligrosas. Esta 
solución aparentemente sencilla se complica al haber opiniones que entienden de apli-
cación el art. 1908.2 C.c. para todo tipo de DCC producidos por actividades de riesgo937, 
por cuanto esta afirmación entraña varios errores de precisión terminológica. En primer 
lugar, los DCC ocasionados por un escape no conocido por el operador pueden afectar a 
todo tipo de intereses. En segundo lugar, si bien es cierto que las invasiones en el uso y 
disfrute de la propiedad pueden nacer de un hecho desconocido, y por lo tanto en cuanto 
a la negligencia o imprudencia se remiten a los expedientes típicos de la responsabilidad 
civil ex art. 1902 C.c., lo cierto es que resulta “seductor” que, cuando sean producidoss 
por actividades peligosas, se acuda al art. 1908.2 C.c. basándose en el riesgo derivado 
de la peligrosidad de la actividad, evitando así acudir a los expedientes de inversión de 
la carga de la prueba o aumento de la diligencia típicos de la responsabilidad cuasi obje-
tiva ex art. 1902 C.c. En cualquier caso, los resultados prácticos de aplicar una respon-
sabilidad cuasiobjetiva u objetiva son prácticamente iguales, ya que los expedientes de 
objetivación lo acerca a una responsabilidad objetiva. 
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 REY HUIDOBRO, L. F.: “La responsabilidad por daños al medio ambiente y su personificación en 
la figura de los administradores de la sociedad”, en Estudios sobre la Responsabilidad civil Medioam-
biental y su aseguramiento, MAPFRE: AIDA, Sección Española, Madrid, 1997, pp. 101-102. En estos 
casos, el sujeto sabe de la existencia del peligro y de la posibilidad súbita de que se produzca el daño y 
aún así, sigue desempeñando su actividad. 
932
 CÁRCABA FERNÁNDEZ, Mª.: op. cit., p. 176. Según el autor, se llega a una cuasi-objetivización de 
la responsabilidad, fundamentalmente a través de una inversión de la carga de la prueba de la culpabili-
dad. 
933
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 177. 
934
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., pp. 338-339. 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.: op. cit., p. 48. GARCÍA Y VALLÉS, R.: op. cit., p. 470.   
935
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., p. 228. 
936
 SSTS 24.5.1993 (RJ 1993, 3727), 7.4.1997 (RJ 1997, 2743). 
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 SERRANO GÓMEZ, E.: op. cit., p. 283.  
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3) Responsabilidad objetiva por riesgo del art. 1908.2 C.c. 
A) El art. 1908.2 C.c. aplicable a las invasiones en el uso y disfrute de la pro-
piedad causadas por un escape desconocido por el operador. 
En ocasiones, un escape no conocido por el operador de una actividad anormalmen-
te peligrosa invade los intereses en el uso y disfrute de la propiedad, en cuyo caso sería 
más acertado aplicar el art. 1908.2 C.c. en lugar del art. 1902 C.c. 
En EEUU, los daños ocasionados por una invasión inintencional en el uso y disfrute 
de la propiedad proveniente de una actividad anormalmente peligrosa se determinarán a 
través de un balance del los factores en conflicto que se indican en los §§ 519-520 RST 
(“absolute nuisance”), pudiendo afectar a daños corporales o patrimoniales, y a bienes 
inmuebles y muebles. La regla Rylans v. Fletcher se reencarna en las sections 519 y 520 
RST como principio de responsabilidad objetiva en este tipo de actividades, incluso si el 
demandado ha ejercido el máximo deber de cuidado en la prevención del daño. El fun-
damento de la responsabilidad se basa en que si el demandado ha llevado a cabo una 
actividad conscientemente del riesgo hacia otros, por su propio beneficio, deberá aca-
rrear con la reparación del daño. Pero sólo será responsable de aquellos daños dentro del 
alcance del riesgo anormal. Si la utilidad de la actividad no justifica el riesgo, su conti-
nuación es una negligencia per se938.  
B) Responsabilidad por riesgo basada en la explotación de industrias peligro-
sas, con independencia del grado de conocimiento del operador.  
Un sector doctrinal suele vincular los DCC a los producidas por actividades indus-
triales peligrosas ex art. 1908.2 C.c. 939, con base a que se trata de una responsabilidad 
propia y directa del propietario que explota la fábrica y de cuyo funcionamiento se bene-
ficia, con base a los principios «cuius es commodum y ubi emolumentum, ibi onus», 
aunque se hayan observado en el establecimiento de la industria las precauciones regla-
mentarias, pues aunque cuantitativamente las inmisiones emitidas hayan podido respetar 
los niveles de contaminación reglamentariamente establecidos, pueden haber sido cuali-
tativamente nocivos y causar daños, lo que evidencia que las medidas preventivas adop-
tadas han sido insuficientes para evitarlos. Por ejemplo, CONDE ANTEQUERA afirma que 
el art. 1908 C.c. puede considerarse el principal fundamento legal para la exigencia de 
responsabilidad civil por daños causados por actividades o industrias contaminantes, sin 
perjuicio de la responsabilidad que, con carácter general, establece el art. 1902 C.c.940 
En parecido sentido, ATIENZA NAVARRO establece que el art. 1908.2 C.c. «en la actuali-
dad cabría generalizarlo a todos los casos en que cabe imputar el daño con base en el 
criterio del riesgo en su vertiente económica y también en el de creación de un peli-
gro».941. Según DÍEZ-PICAZO, L., y GULLÓN «Siempre que una actividad industrial sea 
peligrosa o insalubre, la responsabilidad ha de producirse de acuerdo con los criterios 
más estrictos, en beneficio de la víctima, que presiden algunos de los preceptos citados 
(inmisión en la esfera ajena, infracción reglamentaria, etc.).  
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 LARSSON, M-L.: op. cit., pp. 387-388. 
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 ATIENZA NAVARRO, Mª L.: op. cit., p. 525. CONDE ANTEQUERA, J.: op. cit., p. 136. DÍEZ-PICAZO, 
L., y GULLÓN, A.: op. cit., pp. 350-351. LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., p. 97. ROCA TRIAS, E., y NAVARRO 
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tos contaminantes. Responsabilidad civil por inmisiones”, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, Año 
nº 80, Nº 683, 2004, p. 1521. 
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 CONDE ANTEQUERA, J.: loc. cit. 
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Existen críticas a la hora de aplicar la teoría del riesgo como solución preventiva en 
materia de relaciones de vecindad. P.ej., GONZÁLEZ-ALEGRE opina que la teoría del 
riesgo no entra a conocer el límite en el ejercicio del propio derecho, sino solamente en 
la esfera sancionadora, al obligar a resarcir el daño causado942. Existen dificultades en 
vincular la excesividad de la inmisión con el riesgo causado. 
Creo que el art. 1908.2 regula la responsabilidad por daños producidos a personas o 
propiedades desde un establecimiento fijo, lo que podría acercarlo a un supuesto de res-
ponsabilidad por riesgo cuando se entienda que el mismo se aplica para daños ocasiona-
dos por actividades peligrosas. No obstante, el calificativo de “excesividad” del artículo, 
además de que no clarifica si es de aplicación únicamente a instalaciones o actividades 
peligrosas, puede acercarlo más a la materia de inmisiones vecinales con causa conocida 
y generalmente continuas. Sin perjuicio de ello, también es cierto que el término “exce-
sivo” no está claro si se refiere a la inmisión o al DCC, o si es aplicable a daños produ-
cidos por hechos conocidos o desconocidos por parte del causante, o de aquellos que, 
siendo originariamente desconocidos, hayan sido conocidos más tarde por aquél debido 
a la continuidad de la actividad. Las dudas son notables, debido principalmente a la am-
bigüedad en la redacción del art. 1908.2 C.c. 
Esta confusión reinante en el derecho civil español en materia de responsabilidad 
por riesgo en materia de daños civiles por contaminación no sucede en en el ordena-
miento italiano, por cuanto en éste se aplica el art. 2050 C.c. a daños ocasionados por 
actividades peligrosas, que establece una excepción al art. 2043 C.c. sobre responsabili-
dad aquiliana. Hay que ponerlo en relación con el art. 890 C.c. sobre distancias y obras 
de resguardo en relación a fábricas y depósitos nocivos o peligrosos, en el sentido que 
una de las condiciones reclamadas en el art. 2050 C.c. para excluir el resarcimiento del 
daño será el de contemplar la distancia prevista en aquél943. Por lo tanto, en este país sí 
existe un artículo concreto que recoja la responsabilidad civil por contaminación no 
conocida, a diferencia de lo que sucede en países del entorno, lo que puede ayudar a 
completar un ya de por sí completo régimen jurídico de los DCC.  
En mi opinión, para poder aplicar la responsabilidad por riesgo a los daños civiles 
por contaminación ex art. 1908.2 se requiere que: 1) los daños deben haberse producido 
con causa desconocida, con independencia de que los efectos de la contaminación sean 
súbitos o graduales. Si el hecho contaminador es conocido por el operador habría que 
reconducirse a las inmisiones. 2) Actividad peligrosa, en el sentido de que produzca 
riesgo de daño grave o que la probabilidad de que el daño resulte de la actividad sea 
alto. El problema es que el artículo 1908.2 C.c. no excluye la posibilidad de que los da-
ños sean ocasionados por actividades no peligrosas. Se podría pensar que, como la ma-
yoría de supuestos del art. 590 C.c. se tratan de o industrias peligrosas, al ser el art. 
1908.2 C.c. la otra cara de la moneda (en el ámbito del daño y no del preventivo) de 
aquél, se le tienen que aplicar los mismos supuestos de hecho. En mi opinión, ambos 
artículos pueden actuar conjuntamente pero también pueden hacerlo de forma separada. 
Creo que para que la ley debería explicitar los casos de responsabilidad por riesgolo. 3) 
El hecho productor del daño ha de ser aleatorio (fortuito). El riesgo no debe poder evi-
tarse con un razonable cuidado o haber incumplido las normas reguladoras de la activi-
dad. En caso contrario se estaría en un caso de negligencia. 4) El daño debe producirse 
dentro del riesgo derivado de la actividad. Es decir, el daño debe estar dentro de los po-
sibles daños que pueden causarse debido al riesgo. 
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C) Propuesta de separación del ámbito de aplicación de los arts. 1902 C.c. 
Existe confusión doctrinal en cuanto a si aplicar el art. 1.902 o 1908 C.c. en la res-
ponsabilidad civil por contaminación944, resumida en las siguientes posturas: 1) Si lo que 
se trata es de reparar daños, el instrumento por excelencia es el art. 1902 C.c., sin olvi-
dar que, cada vez más, la doctrina y la jurisprudencia construyen el Derecho de inmisio-
nes (590-1908 C.c.), más específico en materia de medio ambiente945. 2) La ARCC se ha 
fundamentado en el art. 1908 C.c., invocando el art. 1902 C.c. a mayor abundamiento. 
3) La consideración de que el daño resulta de haber omitido aquel que la tiene enco-
mendada las medidas necesarias para evitarlo, explica que la jurisprudencia haya prefe-
rido el art. 1902 C.c.946. 4) Ante la ausencia de un marco legal, la generalidad en la re-
dacción del art. 1902 C.c. y flexibilidad con la que ha sido aplicado por la jurispruden-
cia ha llevado a la aplicación del art. 1902 C.c. en lugar del 1908 C.c.947. 5) Abandono 
de la aplicación exclusiva de los preceptos dedicados a las inmisiones, dada la dificultad 
práctica que presentan a la hora de solucionar problemas medioambientales, para vol-
carse, en las normas que rigen la responsabilidad civil general948.  
No obstante, un sector doctrinal sí ha pretendido delimitar ambos ámbitos de res-
ponsabilidad: 1) Para algunos, la acción se fundamenta en el art. 1902 C.c. cuando los 
daños son ocasionados por culpa949, lo que encuentra un acoplamiento más difícil en la 
responsabilidad por inmisiones en sentido estricto950. 2) Para otros, en función de los 
intereses afectados, se aplica el art. 1902 C.c. cuando se insta el resarcimiento por daño 
derivado de la lesión de un bien, salud, o derechos de la personalidad951. 3) El art. 1902 
C.c. supone un límite genérico a la libertad de actuación de las personas, mientras que el 
1908 C.c. es un límite específico al ejercicio del derecho de propiedad. Éste regula un 
supuesto que responde a la responsabilidad objetiva derivada del daño ilícito (excesivo), 
mientras que el art. 1902 C.c. a una responsabilidad por culpa952. 4) No parece correcto 
mezclar el art. 1902 con el 1908 C.c. por cuanto el primero recoge una responsabilidad 
basada en la culpa y el segundo un supuesto de responsabilidad objetiva953 o por riesgo 
aplicable a las actividades industriales contaminantes954. 
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MARTÍNEZ, V.: op. cit., p. 10. 
945
 MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 18. 
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Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   200 
Según EVANGELIO LLORCA para aplicar el art. 1902 C.c. bastando que la invasión 
afecte otros intereses al margen del uso y disfrute de la propiedad955. En mi opinión, si 
se entiende el art. 1908.2 C.c. como un supuesto regulador específico de los daños pro-
vocados por invasiones que afectan el uso y disfrute de la propiedad, la interpretación 
anterior sería correcta. De optar por esta solución, habría que descartar la posibilidad de 
que el art. 1908.2 C.c. regulase casos de responsabilidad objetiva por razón del riesgo 
creado, por cuanto parecer obviar la peligrosidad de la actividad, así como si la invasión 
ha sido ocasionada en el ejercicio loable de la empresa. 
La diferenciación más utilizada por la doctrina se ha basado en que si la actividad 
causante del daño incumple con lo previsto en la normativa administrativa a la que se 
remite el art. 590 C.c. se considerará negligente ex art. 1902 C.c., mientras que si tiene 
los permisos en regla y además cumple las medidas exigibles, se reconduce al art. 
1908.2  C.c.956. Se da por hecho que, en materia de inmisiones, la actividad ha cumplido 
con las normas administrativas957. En mi opinión, este criterio no es útil para determinar 
el régimen jurídico aplicable, pero sí para: a) completar el análisis de la culpa ex art. 
1902 C.c. si la norma establece una regla de conducta en las invasiones en el uso y dis-
frute de la propiedad producidas por un escape desconocido; b) para determinar la posi-
bilidad de que la inmisión excesiva era evitable. 
En mi opinión, cuando se produzcan DCC, la responsabilidad por culpa o negligen-
cia del art. 1902 C.c. será aplicable cuando el escape que los haya causado sea descono-
cido por el operador de una industria no peligrosa; si la actividad es peligrosa (o anor-
malmente peligrosa, al no distinguir nuestra doctrina y jurisprudencia), se aplicará la 
responsabilidad cuasi objetiva, aunque formalmente se invoque el art. 1902 C.c. o inclu-
so el 1908.2 C.c., fundados ambos en el riesgo de la actividad958 (y, además, el art. 
1908.2 C.c. cuando se afecte el uso y disfrute de la propiedad). Cuando se ocasionen 
DCC que afecten el uso y disfrute de la propiedad como consecuencia de una emisión 
conocida por el operador, con independencia del grado de peligrosidad de la actividad, 
se aplicará la inmisión excesiva y nociva del art. 1908.2 C.c.  
No servirán como criterios diferenciadores, por ejemplo el criterio de la separabili-
dad del punto de origen y propagación a través del medio ambiente; la vecindad indus-
trial, pues ésta viene determinada por el área de influencia de la contaminación; que la 
contaminación provenga como consecuencia del disfrute del fundo propio cuando los 
intereses afectados no tengan que ver con el uso y disfrute de la propiedad: por ejemplo, 
cuando una industria produce un daño a un vehículo aparcado en las inmediaciones de 
la industria por contaminación derivada de una emisión conocida por el operador. Fi-
nalmente, la permanencia y continuidad de la contaminación solamente será necesaria 
para ejercer la acción negatoria de inmisiones de cesación, debiendo recordar que el art. 
1902 C.c. se aplicará preferentemente a daños civiles por contaminación repentina, en 
cuyo caso “poco” habrá que cesar. Sin perjuicio de que la evitación de ulteriores daños 
podrá intarse también en el art. 1902 y 1908.2 C.c. 
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En la presente tabla se pretenden reflejar los diferentes ámbitos de aplicación de los 
arts. 1902 C.c. (y 1908.2 C.c.: 
Requisitos 
procesales 
Otros daños civiles por contaminación 
ex art. 1.902 C.c. 
Acción de responsabilidad civil por inmi-
siones ex art. 1.908.2 C.c. 
Intereses afec-
tados 
Cualquier tipo de intereses, salvo cuando 
los daños afecten el uso y disfrute de la 
propiedad como consecuencia de una 
emisión conocida por el operador.  
Cuando los daños afecten el uso y disfrute 
de la propiedad como consecuencia de una 
emisión conocida por el operador. 
Causa de la 
invasión  
No conocida (escape). Generalmente son 
aisladas. 
Conocida por el operador (emisión), al pro-
ducirse en el ejercicio loable de la empresa. 
Generalmente son continuas. 
Antijuridicidad En actividades no peligrosas, negligentes 
o imprudentes al no adoptar las medidas 
adecuadas para evitar el daño, o en la 
violación de normas positivas o del prin-
cipio general del alterum non laedere. 
En actividades peligrosas, el riesgo deri-
vado de la actividad. 
Independientemente de la peligrosidad de la 
actividad, se determinará por la excesividad 
(y nocividad) de la inmisión, de acuerdo con 
las circunstancias del caso. 
A veces se ha aplicado la doctrina del riesgo 
para las actividades peligrosas. 
Efectos de la 
normativa 
administrativa 
Independencia como regla general, so-
bretodo si se trata de actividades peligro-
sas. En las no peligrosas, puede tener una 
incidencia mayor o incluso directa, pre-
sumiendo culposo el daño cuando se han 
incumplido las normas. 
Independencia total, con la salvedad de que 
pueden ayudar a determinar el uso anormal 
de la actividad industrial. 
Relación causal Nexo causal: juicio de probabilidad cualificada y prueba de presunciones. Atribución 




Actividades no peligrosas: responsabilidad 
subjetiva. 
Actividades peligrosas: responsabilidad 
cuasi objetiva, con inversión de la carga de 
la prueba y aumento de la diligencia.  
Responsabilidad sin culpa: inmisiones por 
excesivas y nocivas sean ocasionadas por 
actividades peligrosas o no.  
A veces se aplica a los daños causados por 




Si la contaminación y el daño es continuo, 
además, la evitación de daños futuros. 
Indemnización y evitación de ulteriores 
daños. Podrá aplicarse, no obstante, la 
tutela inhibitoria a través de la acción nega-
toria de inmisiones. 
Legitimación Activa: perjudicado/víctima del daño. 
Pasiva: causante del daño (propietario de 
la industria/arrendatario) 
Activa: propietario de la finca o titular de 
derecho real sobre la misma. 
Pasiva: índem que en el 1902 C.c. 
Prescripción Regla general: 1 año desde el conocimiento del daño por el agraviado. Especialidades en 
el cómputo de la prescripción en el daño continuado. 
Tabla 7. Comparación entre la responsabilidad civil por inmisiones ex art. 1.908.2 C.c. y por otros daños 
civiles por contaminación ex art. 1902 C.c. 
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Capítulo 3. El art. 590 C.c. y la acción negatoria de inmisiones. 
I) Régimen jurídico de la acción negatoria de inmisiones. 
1) Aproximación a la figura de la acción negatoria. 
A) Delimitación y ámbito de aplicación. 
a) Concepto y ámbito de aplicación. 
La acción negatoria de inmisiones tiene como objeto prevenir la producción de da-
ños por inmisiones vecinales, mediante el ejercicio de las pretensiones de cesación y/o 
abstención. Es una pretensión de libertad de la propiedad959 inmobiliaria. El origen está 
en la actio romana, si bien hay que diferenciar la actio negatoria de la reivindicatio. 
Esta última pretendía la restitución de la posesión, mientras que la actio negatoria de-
fiende el goce pacífico de la cosa frente a perturbaciones externas. La diferencia funda-
mental estriba en que toda privación de la posesión supone una molestia en el goce pací-
fico de la cosa, pero no a la inversa. La diferencia entre desposesión y perturbación en el 
goce no es meramente cuantitativa (de intensidad de molestia), sino también cualitativa 
(diferente tipo de molestia)960. Por lo tanto, ambas acciones son incompatibles si lo que 
se pretende es ejercitar la defensa frente a una misma agresión.  
No existe en nuestro ordenamiento una regulación completa de la acción negatoria 
por cuanto las acciones de la tutela de la propiedad en el C.c. de 1889 estaban pensadas 
únicamente para resolver los conflictos posesorios y de linderos, dada la sociedad rural 
y preindustrial de la época. Con posterioridad, se invirtió la situación y se empezó a 
defender a ultranza al empresario, pasando a ser la acción negatoria un límite, un recorte 
sobre bienes jurídicos protegidos, no rentable ni atractiva para la actividad mercantil del 
momento, por lo que se prefirió la utilización de la acción de responsabilidad civil961. Un 
factor clave en el desarrollo de la acción negatoria en su aplicación a las inmisiones 
perjudiciales lo constituye el hecho de que hoy en día haya ha adquirido gran relevancia 
la defensa de la sociedad frente al abuso industrial962. 
En la actualidad el concepto de la acción negatoria de inmisiones no es del todo 
preciso por lo que este vacío legal ha tenido que ser rellenado por la doctrina y la juris-
prudencia963. Estoy de acuerdo con la definición de acción negatoria que hace el legisla-
dor catalán en el 544-4 1º del Código civil como aquella acción que «permite a los pro-
pietarios de una finca poner fin a las perturbaciones e inmisiones ilegítimas en su dere-
cho que no consistan en la privación o el retención indebidas de la posesión, así como 
exigir que no se produzcan perturbaciones futuras y previsibles del mismo género». 
Para algunos autores, la acción negatoria sirve, además, para reclamar la indemnización 
correspondiente por los daños y perjuicios producidos y el restablecimiento de la cosa al 
estado anterior a dicha perturbación jurídica o material964.  
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La acción negatoria permite cesar las inmisiones ilegítimas que presentes, sin nece-
sidad de esperar a que la molestia o la amenaza se concrete en un daño real (acción de 
cesación) y/o a lograr que no se produzcan o se repitan en el futuro, si hay un peligro 
real de que ello ocurra (acción de abstención)965, constituyendo un importante instru-
mento al servicio de los particulares para la protección de su propio ambiente cuando la 
perturbación afecte a elementos de carácter patrimonial de su titularidad966, en virtud de 
título de propiedad o de cualquier otro derecho real limitativo de goce. Esta vinculación 
con los derechos reales conlleva que algunos autores prefieran evitar el término “acción 
negatoria” para referirse más concretamente a la acción de cesación y abstención de 
inmisiones, en la que no sería necesaria vinculación jurídica real al inmueble receptor967, 
bastando una relación de estabilidad con el mismo.  
b) Fundamentación jurídica. 
La acción negatoria no se encuentra expresamente regulada en el Código Civil, ni 
definida jurisprudencialmente, ya que se parte de la premisa de su indiscutible existen-
cia968. Algunos autores han fundamentado la acción negatoria en la aplicación del art. 
348 2º C.c.969, pues al no venir regulada irá dirigida al derecho de propiedad, eliminando 
cuantos actos materiales o jurídicos se realicen contra la afirmación del derecho o contra 
su efectividad práctica. También se ha sugerido la inclusión de un tercer párrafo en aras 
a aclarar dicha posibilidad y no tener que acudir a artículos específicos que regulan 
cuestiones de relaciones de vecindad a lo largo del código, entre los cuales se incluye el 
art. 590 C.c.970. Otro sector doctrinal971 y jurisprudencial972 mayoritario apuesta por la 
aplicación del art. 590 C.c. También hay quienes afirman que el art. 348 y el art. 590 
C.c. son perfectamente compatibles973. Otros ven la posibilidad de aplicación del art. 
590 C.c. sin perjuicio de que, en casos especiales, pueda aplicarse el 49 TRLS08974, el 
art. 45 de la Ley de Aguas, el art. 7 LPH975 o la Ley 367 del FNN976.  
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En mi opinión, el art. 49 TRL08 no sirve tanto para la fundamentación de la acción 
negatoria de inmisiones como para el ejercicio de la acción de demolición. Incluso, hay 
quien fundamenta la acción negatoria de inmisiones en los arts. 590 y 1908.2 y 4 C.c. y 
en la responsabilidad extracontractual del art. 1902 C.c977. Creo que lo que el contenido 
literal del art. 590 C.c. permite es exigir el cumplimiento de lo preceptuado en las nor-
mas relativas a distancias y obras de resguardo, a lo que digan los usos locales y, en 
última instancia, al dictamen pericial, al objeto de prevenir la producción de daños en 
las inmisiones vecinales. No creo que dicho artículo fundamente la acción negatoria de 
inmisiones, sino, a lo sumo, las medidas necesarias y/o correctoras para evitar la pro-
ducción de daños, sea en sede de acción negatoria o de responsabilidad civil. No se ob-
serva ningún precepto que pueda fundamentar la acción negatoria de inmisiones en su 
vertiente inhibitoria, pero no se debería cometer el error de residenciarlo en el art. 
1908.2 C.c., por cuanto éste es un precepto claro de responsabilidad civil, a pesar de que 
determine la ilegitimidad de las inmisiones excesivas. 
La acción negatoria en Cataluña se configura como un mecanismo de defensa de la 
propiedad y del goce pacífico de los inmuebles frente a las inmisiones, evitando acudir a 
la acción de responsabilidad extracontractual978. El régimen catalán sobre inmisiones es 
similar al construido doctrinalmente alrededor del art. 590 y el art. 1908 C.c.979, si bien 
ha sido el primer ordenamiento del territorio español que ha positivizado la acción nega-
toria con rango de ley, respondiendo a unas necesidades de defensa social, dentro de un 
marco institucional moderno980. Aquí se combina en un solo instrumento jurídico las 
medidas de cesación con pretensiones indemnizatorias de los daños producidos, si bien 
las reglas económicas del resarcimiento que se prevén en el supuesto de inmisiones sus-
tanciales derivadas del uso normal según la costumbre local, como en las provenientes 
de instalaciones autorizadas, participan de una naturaleza distinta a la de la responsabi-
lidad civil prevista de los arts. 1902 a 1908 C.c.981. Esto es posible porque se tiene una 
visión más economicista de la propiedad que en el derecho civil español, que tiene un 
alcance absoluto, solamente limitado por la ley (art. 348 C.c.). 
En Alemania, el § 1004 BGB recoge la acción negatoria (Abwehranspruch) o pre-
tensión de defensa982. Corresponderá a todo propietario que se sienta lesionado en su 
propiedad sin haber perdido ésta ni su posesión, así como al que lo esté en copropiedad 
con él (§ 1011 BGB). Sirve para la defensa de la propiedad, de otros derechos absolutos 
y de otros bienes jurídicos. La legitimación pasiva corresponderá a aquél que haya ori-
ginado la perturbación o no la haya impedido, pudiendo hacerlo. Esta acción podrá ser 
ejercitada en aquellos supuestos en los que no exista obligación de soportar o tolerar la 
inmisión, y concede al propietario la acción de cesación de las inmisiones y de absten-
ción cuando sean de prever ulteriores perturbaciones983. 
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En Italia, la acción negatoria viene reflejada en el art. 949 C.c.984. Ésta responde a 
criterios clásicos (a diferencia del alemán), ya que se basa en la pretensión alegada por 
otro de tener un derecho sobre la cosa y no tanto en el acto perturbador, si bien la doc-
trina amplía este criterio acercando la acción negatoria al Derecho germano985. La pro-
tección de la propiedad de inmisiones dañosas, concedida por los arts. 949 y 844 C.c. 
hace surgir el derecho al resarcimiento del daño y a una declaración judicial que sancio-
na la ilegitimidad de la inmisión986. Dicho en otros términos, la inmisión molesta deter-
mina la aparición de dos acciones distintas: una real, dirigida a la eliminación de la cau-
sa del hecho lesivo, y otra, de naturaleza resarcitoria, dirigida a obtener la atribución de 
la indemnización987, no siendo necesario en este último supuesto fundamentarlo en la 
cláusula general de responsabilidad civil ex art. 2043 C.c.  
En Francia no existe un régimen legal de la acción negatoria, por lo que dentro del 
concepto de obligaciones ordinarias de vecindad es habitual estudiar los conflictos ve-
cinales dentro de la responsabilidad civil, incluyéndose la medida de cesación como 
efecto natural de la acción de responsabilidad civil.  
En Bélgica existe una discusión doctrinal entorno a si la acción por inmisiones (ac-
tion for nuisance) puede conllevar una pretensión de cesación (injunction), siendo la 
opinión de muchos autores afirmativa988. La Cour de cassation (Hof van cassatie) no ha 
tomado este punto de vista, pero en su lugar ha decidido que no es posible una completa 
interdicción de la actividad causada por la inmisión989, y este punto de vista es compati-
ble, según HINTEREGGER, con el hecho de que solamente la inconveniencia excesiva es 
accionable bajo el derecho de inmisiones990. 
En el Derecho anglosajón se desconoce la acción negatoria bajo los parámetros que 
se conocen en el Derecho civil español. Ahora bien, sí tiene carta de naturaleza y apli-
cación el llamado «equitable remedy» de la injunction, que el juez puede negar o con-
ceder según su prudente criterio. La private nuisance responde a situaciones de reiterada 
perturbación (trespass). La injunction se trata de una acción de eliminación (o reduc-
ción) de la nuisance, sin necesidad de acudir a los Tribunales mediante acuerdo inter 
partes991. Las molestias frente a las que se puede interponer la nuisance son las interfe-
rencias en el uso o disfrute de la tierra por inmisiones992. Se ha criticado que la injunc-
tion no ha sido muy utilizada por los tribunales norteamericanos993, salvo algunas sen-
tencias en las que se establece la justificación de esta acción con base a que, de lo con-
trario, equivaldría en la práctica afirmar el derecho de la industria, a cambio de una in-
demnización, a continuar perjudicando a sus vecinos994. 
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c) Finalidad de la acción negatoria. 
La acción negatoria corresponde tanto al propietario como al poseedor del bien in-
mueble contra todo tipo de perturbaciones no posesorias dirigidas contra su derece-
cho995. No posesoria, por cuanto de lo contrario la acción a ejercer sería la de los anti-
guos interdictos996. Ilegítima, por cuanto sirve para impedir las inmisiones molestas y 
nocivas más allá de lo permitido por el criterio de la tolerancia normal997. La acción ne-
gatoria de inmisiones, en concreto, es la acción que permite dirigir el ocupante legal de 
un inmueble, con cierta relación de estabilidad, contra el productor de inmisiones que 
afectan al mismo, pudiéndole causar o causándole perjuicios que no se tiene el deber 
jurídico de soportar para que reduzca las inmisiones a los niveles de normal tolerancia 
o, en su defecto, para que cese en la actividad.  
En términos generales, la finalidad de la acción negatoria es preventiva del daño, en 
contraposición con la responsabilidad civil, que actúa siempre cuando el daño se ha 
producido (ex post)998. Las pretensiones posibles son999:  
1) tutela preventiva pura, para adoptar medidas precautorias que eviten la aparición 
de invasiones ilegítimas en el uso y disfrute de la propiedad, causando daños, basado en 
el temor inminente de los mismos. Esta pretensión se vincula más con los efectos del 
art. 590 C.c. y no tanto como acción negatoria de inmisiones 
2) Tutela inhibitoria de inmisiones, para hacer cesar las inmisiones ilegítimas per-
judiciales de su derecho (pretensión de cesación), así como para exigir que no se pro-
duzcan inmisiones futuras y previsibles del mismo género (pretensión de abstención)1000, 
si bien el cese ha de entenderse prioritariamente referido a las propias inmisiones, a fin 
de suprimirlas y reconducirlas a los límites de tolerancia, mediante la adopción de las 
oportunas medidas correctoras, y sólo de manera residual, a la actividad que las genera, 
para el caso de no adoptarse las medidas precisas o revelarse su aplicación inoperante o 
incapaz de contenerlas (STSJ 3.5.2004 [RJ 2004, 3734])1001.  
3) Tutela reparatoria del daño, consistente en la tutela resarcitoria propia de la res-
ponsabilidad civil. No obstante, la mayoría de autores excluye la función indemnizato-
ria1002, a diferencia del ordenamiento catalán.  
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EGEA FERNÁNDEZ dice que mediante el uso de la acción negatoria de inmisiones, de 
carácter real, se pueden reclamar perjuicios que se producen en la esfera personal, como 
puedan ser los producidos a la integridad física y moral, siempre y cuando éstos se rela-
cionen con el uso y disfrute de la propiedad y tengan una relación estable con la misma, 
pues la distinción entre intereses patrimoniales y personales para excluir estos últimos 
del posible ejercicio de una acción real sería arbitraria, ya que tutelando al vecino sólo 
respecto de las injerencias que afectan a la finca y no en relación a las que afectan a la 
persona, se estaría negando que el goce a la finca implica, de hecho, la relación de la 
persona con aquélla y la noción de propiedad no puede prescindir de dicho goce1003. En 
mi opinión, esto es posible en ordenamientos donde está prevista la pretensión indemni-
zatoria dentro de la acción negatoria, así como que los daños cubran también los perso-
nales. En el C.c. español, a los daños personales sufridos por las personas que tengan 
una relación de ocupación estable y legal del inmueble que padece las inmisiones se les 
podrá aplicar el art. 1908.2 C.c., en lugar del 590 C.c. 
En Cataluña, según el art. 544-4 1º C.c. la acción negatoria de inmisiones permite a 
los propietarios de una finca poner fin a las perturbaciones e inmisiones ilegítimas, así 
como exigir que no se produzcan perturbaciones futuras y previsibles del mismo género. 
Parece estar refiriéndose el legislador, respectivamente, a la acción de cesación de inmi-
siones presentes y a la abstención de otras futuras, si bien parece haber incluido ambas 
en una única pretensión de abstención (art. 544-6 2º C.c.). Finalmente, este artículo dice 
que, junto a la acción de cesación, pudede reclamarse la indemnización correspondiente 
por los daños y perjuicios producidos. Por tanto, el derecho civil catalán regula de forma 
completa las inmisiones y la acción negatoria. 
En Navarra, se puede citar la STSJ 3.5.2004 (RJ 2004, 3734) a la hora de definir el 
objeto de la acción negatoria: «la eliminación o cesación de las inmisiones que sobrepa-
san los límites de la tolerancia debida por razón de vecindad y la abstención de su suce-
siva producción, si bien el cese ha de entenderse prioritariamente referido a las propias 
inmisiones, a fin de suprimirlas y reconducirlas a los límites de tolerancia, mediante la 
adopción de las oportunas medidas correctoras, y sólo de manera residual, a la actividad 
que las genera, para el caso de no adoptarse las medidas precisas o revelarse su aplica-
ción inoperante o incapaz de contenerlas». 
En Italia, el art. 949 C.c. recoge tanto la tutela preventiva (párrafo 1º), que incluiría 
el efecto de abstención, como la represiva (párrafo 2º), que refleja la de cesación (prin-
cipal) e indemnización (secundario). En concreto, la mayoría de la doctrina y la juris-
prudencia italianas se avienen a afirmar que la acción negatoria, en un sentido amplio, 
sirve tanto para hacer declarar la inexistencia de cualquier derecho, turbativo, molesta o 
dañosa desde un fondo ajeno y vecino, así como la acción tendente a evitar la inmisión 
molesta de la que habla el art. 844 C.c.1004 
En el Reino Unido la injunction (o acción negatoria) puede ser permanente o provi-
sional, y en el primer supuesto, positiva -mandatory injunction- (solicitud de condena a 
la adopción de medidas de cesación o limitación de las consecuencias dañosas de su 
acción) o negativa –prohibitory injunction- (solicitud de condena a la cesación de la 
actividad). A diferencia de lo que sucede en nuestro país, la injunction permanente ne-
gativa es la más frecuente, dado que los tribunales anglosajones son reacios a condenar 
al demandado a hacer algo (injunction positiva). 
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La acción negatoria puede conllevar también una protección indirecta del medio 
ambiente, pues actúa directamente contra las fuentes de contaminación, produciendo un 
efecto positivo reflejo en el medioambiente. En esta línea, para ÁLVAREZ LATA, existe 
una relación entre la acción negatoria y la tutela preventiva del medio ambiente, por 
cuanto a través de aquélla se logra la cesación o abstención de la fuente contaminado-
ra1005. Según EGEA FERNÁNDEZ no debe descartarse que el medio ambiente pueda ser 
protegido indirectamente mediante normas jurídico-privadas, aunque éstas desempeñan 
un papel de menor importancia, puesto que se limitan, normalmente, a establecer los 
medios de defensa que corresponden al propietario de una finca contra perturbaciones 
vecinas1006. NAVARRO MENDIZÁBAL afirma que, si bien la acción negatoria sólo protege 
el ambiente de forma indirecta, al lograrse la cesación de la actividad molesta, los bene-
ficiados son todos aquellos que eran molestados por la actividad, sin importar sin han 
participado en el proceso1007. No obstante, si bien la protección que se presta al medio 
ambiente es indirecta, siempre será mejor acudir, cuando se pueda, al proceso civil que 
permite la defensa del “propio medio ambiente1008. Pero lo que no debiera admitirse es 
entender que el objeto directo y principal de la acción negatoria es la tutela del medio 
ambiente, por cuanto a parte de existir otros instrumentos jurídico-públicos aplicables 
(sea en sede de la LRM o de las normas administrativas especiales), situaría la defensa 
del particular en una posición mediata o indirecta respecto del medio ambiente defendi-
do. A lo sumo, en el caso de que el bien dañado fuera medioambiental y de propiedad 
privada, podría instarse su defensa tanto desde el procedimiento de la LRM como desde 
la sede de los tribunales ordinarios. En mi opinión, el efecto de prevención directa del 
medio ambiente se efectúa a través de la acción de prevención de la LRM, basada en el 
principio de prevención y de quien contamina paga. 
En Reino Unido se llegó a pensar en la nuisance como instrumento de protección 
del ambiente, en cuanto que la injunction también protege un interés propietario en el 
ambiente. No obstante, esta protección es meramente indirecta, por cuanto la nuisance 
juega un papel subsidiario en cualquier sistema de control de la polución ambiental al 
presuponer un interés en la propiedad1009.  
d) Relación de la acción negatoria con el ordenamiento administrativo. 
En el ordenamiento español puede instarse la cesación de las inmisiones excesivas 
y nocivas mediante la aplicación de la acción negatoria de inmisiones con independen-
cia de la existencia de licencia o autorización administrativa o del cumplimiento de la 
normativa administrativa reguladora de la actividad1010.  
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Al ser obligada la distinción de lo que afecta a intereses públicos o generales, de in-
equívoca naturaleza administrativa y lo que atañe a la propiedad privada y a su protec-
ción, de incuestionable carácter civil, la normativa administrativa no es óbice para que 
el ordenamiento jurídico-privado pueda y deba intervenir en cuantos problemas y con-
flictos se originen en el ámbito de las relaciones de vecindad1011; la observancia en el 
ejercicio de la actividad de las normas y medidas administrativas, de carácter general y 
preventivo, tampoco colocan al obligado al abrigo de las acciones civiles en defensa de 
sus derechos subjetivos lesionados, cuando se produzcan daños, pues falta previsión 
para evitarlos1012. Cuando el daño sea intolerable no cabe duda de su ilegitimidad, con 
independencia de los requisitos impuestos por la Administración1013.  
No obstante, la realidad es que en la mayoría de conflictos judiciales se demuestra 
un incumplimiento de las previsiones reglamentarias o de la licencia o autorización1014. 
Los tribunales se remiten al contenido de las licencias en cuanto a los valores límite de 
emisión y obras de resguardo para determinar la legitimidad de la inmisión o el uso 
normal de la actividad1015. Además, la mayoría de veces los tribunales civiles imponen la 
reducción de los efectos nocivos de las inmisiones hasta el límite de lo tolerable1016; si 
ello no es posible, en caso de adoptarse medidas que superen la medida de lo razonable 
desde el punto de vista económico y técnico, se podría entender que se cuestiona la pro-
pia licencia, ya que el cese implicaría, indirectamente, la anulación de tal acto adminis-
trativo, por lo que el cese de la actividad misma generadora de inmisiones debería adop-
tarse sólo cuando no hubiera otra vía posible y no se considerara necesario atemperar 
los intereses en conflicto, sino sacrificar el del causante de las inmisiones1017. Si la juris-
dicción civil ordena la adopción de medidas de precaución superiores a las exigidas por 
la Administración, supondría, de modo indirecto, una atribución de función de control 
de la licencia que no le corresponde1018. Si la actividad cumple con lo reglamentado difí-
cilmente podrá ser objeto vía civil de la imposición de medidas correctoras o el cese de 
la actividad inminente, ya que en las inmisiones legítimas derivadas de instalaciones 
autorizadas se parte de un criterio objetivo basado en la existencia de licencia y en el 
respecto de los parámetros en ella establecidos1019. En ocasiones el TS ha declarado su 
incompetencia para adoptar medidas de corrección con la argumentación de que en es-
tos casos la competente es la Administración1020. En mi opinión, esta sentencia pone de 
manifiesto que no se ha producido ningún daño, y, por tanto, se presume que las moles-
tias son tolerables y conformes a los usos del lugar. 
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1014
 PARRA LUCÁN, Mª. A.: “El derecho civil del medio ambiente”,… op. cit., pp. 18-19. 
1015
 EGEA FERNÁNDEZ, J.: “Relaciones de Vecindad…”, op. cit., p. 406.  
1016
 SSTS 12.12.1980 (1980, 4747), 3.12.1987 (1987, 9176). 
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En mi opinión, en el caso de que se estén produciendo inmisiones ilegítimas, se 
hayan materializado o no en un daño material, los tribunales civiles podrán ordenar la 
adopción de las medidas correctoras y preventivas reglamentarias y necesarias, previo 
dictamen pericial, para evitar la producción de un daño, mediante la adopción de medi-
das que reduzcan las inmisiones a la normal tolerancia; lógicamente, en este último ca-
so, aunque superen los límites reglamentarios. No obstante, los tribunales civiles no 
podrán atacar el contenido de la licencia, ni contradecir las medidas allí recogidas, pero 
sí superarlas, si se estima necesario mediante dictamen pericial. 
B) La acción negatoria en los ordenamientos catalán, alemán y español . 
En la presente tabla comparamos los ordenamientos civiles catalán, alemán y espa-
ñol de inmisiones en función de los efectos que puede provocar, del uso normal o local 
y de si se trata de industrias autorizadas o no: 
Inmisiones y 





no evitables.  
Tolerarlas.  
Tienen derecho a recibir una 
indemnización por los daños 
pasados y una compensación 
económica por los que pue-
dan producirse en el futuro si 
estas inmisiones afectan 
exageradamente al producto 
de la finca o al uso normal de 
esta, según la costumbre 
local (546-14, 2º y 3º C.c.). 
Podrán exigir, además, que la 
actividad se haga en el día y 
el momento menos perjudi-
ciales (546-14, 4º) 
Tolerarlas.  
Compensación económica, si 
perjudica un aprovechamien-
to de su propiedad adecuada 
al uso local o el rendimiento 
de su finca más allá de una 
medida tolerable. 
Regla general: no tolerarlas, 
salvo que se acepte para algunos 
daños patrimoniales (590 y 1908 
C.c.). 
Se presume el cumplimiento de 
la normativa administrativa, 
dentro del análisis del uso nor-
mal. 
Solicitud de medidas correctoras 
que reduzcan las inmisiones a un 
nivel tolerable, o al cese de la 
actividad en caso extremo.  








Se podrá solicitar la adopción 
de las medidas técnicamente 
posibles y económicamente 
razonables para evitar las 
consecuencias dañosas y 
solicitar la indemnización 
por los daños producidos.  
Si las consecuencias no 
pueden evitarse de esta 
forma, los propietarios tienen 
derecho a una compensación 
económica, fijada de común 
acuerdo o judicialmente, por 
los daños que puedan produ-
cirse en el futuro (546-14.5).  
Tolerarlas. 
Sólo pueden ser exigidas 
precauciones que impidan 
los efectos perjudiciales. 
En cuanto tales medidas no 
sean realizables según el 
estado de la técnica o no 
sean justificables económi-
camente, sólo puede ser 
exigida una indemnización 
por daños y perjuicios (§ 14 
BImSchG) 
Ídem para las actividades no 
autorizadas, con la diferencia de 
que el cumplimiento de las 
previsiones recogidas por la 
autorización presume que la 
actividad se ajusta al uso normal, 
dando un mayor valor a la utili-
dad de la conducta en el caso de 
que se acepte la tolerabilidad en 









Quedan prohibidas y generan 
responsabilidad por el daño 
causado (546-13 C.c.). 
Quedan prohibidas y generan 
responsabilidad por el daño 
causado (1004 y 823 BGB). 
Prohibirlas con base en los arts. 
590, 1902 o 1908.2 C.c., pudien-
do solicitar medidas reglamenta-
rias y necesarias que hagan cesar 
las inmisiones, incluida la acti-
vidad si es necesario.  
Indemnización si hay daños 
(1902 ó 1908 C.c.). 
Tabla 8. Comparación de los regímenes normativos en Cataluña, Alemania y España en relación con las 
inmisiones sustanciales, la adecuación al uso normal o local y el régimen de autorizaciones. 
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2) Requisitos y elementos procesales de la acción. 
A) Requisitos de la acción negatoria de inmisiones. 
a) Perturbación no consistente en la privación o retención de la posesión.  
La acción negatoria de inmisiones permite a los propietarios o titulares de un dere-
cho de uso y disfrute de la misma, para poner fin a las perturbaciones e inmisiones ex-
cesivas que no consistan en la privación o retención indebidas de la posesión, así como 
para exigir que no se produzcan otras futuras y previsible del mismo género. Las inmi-
siones y las perturbaciones posesorias tienen una naturaleza distinta, aunque en ocasio-
nes pueden confluir en la aplicación de la tutela preventiva de las invasiones contami-
nantes en el uso y disfrute de la propiedad. 
En el derecho del common law inglés la private nuisance se diferencia del trespass 
to land en que aquélla es una injerencia indirecta mientras que el trespass es directa, así 
como que éste no requiere una atemperación entre los derechos de las partes, mientras 
que la private nuisance sí. La trespass es una interferencia directa, sin amparo legal, en 
los derechos personales o reales1021. Sirve para remediar una invasión no autorizada al 
derecho de posesión exclusiva de un bien inmueble1022. Se diferencia de la nuisance, 
pues ésta sirve para evitar la invasión en el derecho de uso y disfrute de un inmueble. La 
trespass se trata de una acción de responsabilidad objetiva, por lo que los demandantes 
pueden tener éxito incluso en ausencia de prueba determinante del daño o perjuicios 
actuales, a diferencia de la nuisance, que requiere alguna consecuencia derivada del acto 
en cuestión. Sin embargo, en caso de trespass negligente, el daño actual es elemento 
esencial para el éxito de la acción. La trespass es una acción útil para casos de contami-
nación del suelo o de las aguas subterráneas. No obstante, conviene hacer algunas preci-
siones a la hora de delimitar si se está en un supuesto de invasión directa (trespass) o 
indirecta (nuisance). Por ejemplo, en aquellos casos en los que la interferencia no de-
pende de factores externos y variables se puede considerar que se está en un caso de 
trespass. Por ejemplo en el caso Jones v Llanrwst UDC [1911] 1 Ch 393 el tribunal ca-
talogó como trespass el hecho de una industria que accidentalmente libera aguas resi-
duales en un río contaminando las orillas y con ello produciendo daños a particulares, 
basado en el flujo natural del río. En cambio, en el caso Esso Petroleum v Southport 
Corporation [1956] AC 218, se describe cómo un tanque de aceite abandonado por un 
barco en un estuario pierde aceite y causa daños en la línea de playa, argumentando que 
no se trata de una trespass puesto que la contaminación no es inevitable pues depende 
de la acción del viento, las olas y la marea. La trespass es casi imposible que pueda dar-
se cuando la contaminación se transmite por el aire1023.  
En EEUU la figura del trespass (§ 329 RST) incluye supuestos de gases y particulas 
transportadas por el aire posándose en la propiedad del demandante; o cuando un de-
pósito ilegal de residuos se establece en la propiedad del demandante1024. La trespass 
puede tener lugar de forma intencional o negligente. Mientras la contaminación siga 
presente el plazo de prescripción no transcurre.  
                                                 
1021
 BELL, S. & MC GILLIVRAY, D.: op. cit., p. 266. 
1022
 Cassinos v. Union Oil of Cal.App.4th 1770, 18 Cal.Rptr.2d 574, que a su vez cita a la Civic 
Western Corp.v.Zila Industries, Inc (1977) 66 Cal.App.3d1, 16, 135 Cal. Rptr.915.  
1023
 BELL, S. & MC GILLIVRAY, D.: op. cit., p. 267. Los autores ponen como ejemplo el caso Kerr et 
al v Revelstoke Building Materials Ltd (1976) 71 DLR (3d) 134 (Alta SC), en el cual un aeroplano con-
tamina mediante sustancias químicas el suelo de los demandados, se deriva a un caso de nuisance dado 
que se produce de forma indirecta. 
1024
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 386. 
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De tradición romana, la protección de la posesión se ha dado en los interdictos1025. 
En el Derecho español, los tipos de interdictos vienen recogidos en el art. 250.1º 
LEC1026. En el antiguo interdicto de retener es necesario un acto perturbatorio en virtud 
del cual el poseedor, sin ser privado de la cosa ni de sus utilidades, ve dificultado o mo-
lestado el disfrute de la misma, o tiene el temor de serlo de forma inmediata. Se defien-
den las condiciones medioambientales1027 que puedan afectar a los derechos de uso, goce 
y disfrute1028. Entran dentro los derechos privados patrimoniales, siempre que sean sus-
ceptibles de ejercicio duradero o reiterado1029. La expresión “todo poseedor” se refiere a 
cualquier tipo de posesión, natural o civil, en concepto de dueño o en otro distinto, en 
nombre propio o ajeno. Las perturbaciones deberán exceder la tolerancia normal1030. La 
legitimación pasiva corresponderá al perturbador, al ejecutor material o a quien ordenó 
dicha ejecución. La sentencia podrá ordenar al demandado que mantenga al actor en su 
posesión y le requerirá para que se abstenga en lo sucesivo a cometer todo acto de in-
quietación (tutela preventiva e inhibitoria).  
El procedimiento de suspensión de obra nueva es una vía cautelar, sumaria y limi-
tada, pues ampara la propiedad o cualquier derecho real con el objetivo de obtener un 
acuerdo provisional que pretende mantener un estado de hecho frente al propietario de 
una obra nueva (no esté terminada), de cuya construcción se produce un daño, inconve-
niente o molestia, patrimonial o moral, o temor fundado de que se causen, en la propie-
dad, posesión u otro derecho real que, en definitiva, produzca la alteración del estado 
posesorio. Los daños personales también son tutelables, porque causando este tipo de 
daños se lesiona el derecho que el actor tenga sobre la finca, sea de simple posesión, 
propiedad, o cualquier otro derecho real. Será más útil el efecto preventivo que el in-
hibitorio, por que si la parte construida ya produce perjuicios la paralización de la obra 
no evita el daño, si bien sí puede impedir que se agrave1031.  
En su vertiente preventiva, este procedimiento sirve para atajar la realización de 
construcciones que pueden (razonablemente) provocar invasiones perjudiciales en el 
uso y disfrute de la propiedad ex art. 590 C.c., como fruto de la obra, pero no de las mo-
lestias temporales derivadas de su construcción1032. En relación con este artículo se pue-
de pedir la cesación de la situación de riesgo, mediante la reposición de las cosas a su 
estado correcto: o la distancia adecuada, u obras de resguardo, o precauciones necesa-
rias, incluida la paralización de una obra. De forma negativa, puede darse el riesgo de 
que se decrete la paralización de la obra sin pruebas fehacientes; positivamente, este 
interdicto evita tener que demoler cuando la obra esté acabada1033. 
                                                 
1025
 Ya en el pasaje del Digesto (Dig. 8,5,8,5), se trata un supuesto de humos producidos por una ta-
berna de quesos que producían inmisiones a los vecinos, el jurista otorgó el interdicto posesorio uti possi-
detis, basándose en que se turban o molestan en el ejercicio de actos posesorios.  
1026
 Art. 250.1º LEC «se decidirán en juicio verbal, cualquiera que sea su cuantía, las demandas si-
guientes: […] 4º. Las que pretendan la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o dere-
cho por quien haya sido despojado de ellos o perturbado en su disfrute; 5º las que pretendan que el Tribu-
nal resuelva, con carácter sumario, la suspensión de obra nueva».  
1027
 JORDÁ CAPITÁN, E.: “Tutela medioambiental…”, op. cit., p. 887. 
1028
 SÁNCHEZ-FRIERA GONZÁLEZ, Mª. C.: La responsabilidad civil…, op. cit., p. 159. 
1029
 EVANGELIO LLORCA, R.: “La protección interdictal contra las inmisiones conocidas”, Actualidad 
civil, N 2, 2000, p. 555. 
1030
 ALONSO PÉREZ, M.: “La tutela del Derecho civil…”, op. cit., p. 4803. 
1031
 EVANGELIO LLORCA, R.: “La protección interdictal…”, op. cit., pp. 558-572. 
1032
 GIL MEMBRADO, C.: op. cit., p. 106. 
1033
 SÁNCHEZ-FRIERA GONZÁLEZ, Mª. C.: La responsabilidad civil…, op. cit., p. 155. 
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Será necesario para la viabilidad de la acción el incumplimiento de normas admi-
nistrativas1034 aunque no es suficiente si los perjuicios no quedan suficientemente acredi-
tados 1035. El incumplimiento de las normas es clave, ya que, si la obra se realiza en los 
términos convenidos, cumpliendo la normativa urbanística, difícilmente puede prosperar 
la alegación de perturbación posesoria1036. No obstante, el que la obra esté amparada por 
licencia no impide la paralización de la obra por cuanto ello no puede suponer una pa-
tente de corso para que quien la obtiene pueda hacer tabla rasa de sus compromisos y 
obligaciones con terceros1037.  
En cuanto a los elementos procesales, la legitimación activa la ostentará el poseedor 
natural o civil, en concepto de dueño o de otro distinto, así como el titular de un derecho 
real o personal o carente de fundamento alguno. Legitimado pasivo lo será el dueño de 
la obra nueva. En el caso de que existan varios dueños de la obra, habrá litisconsorcio 
pasivo necesario (art. 446 C.c.). El momento procesal oportuno para la iniciar la acción 
es desde que se inicia la construcción hasta que ésta finalice. El art. 441.2º LEC permite 
que el tribunal antes incluso de la citación para la vista, dirija inmediata orden de sus-
pensión al dueño o encargado de la obra, que podrá ofrecer caución para continuarla, así 
como la realización de las obras indispensables para conservar lo ya edificado, para lo 
cual el tribunal podrá solicitar o acceder a que se lleve a cabo el reconocimiento judi-
cial, pericial o conjunto antes de la vista1038.  
Se ha alabado la utilidad del procedimiento de suspensión de obra nueva en la tutela 
del medio ambiente como instrumento de corte preventivo, dado que actúa ante el in-
cumplimiento de las normas urbanísticas, así como en los casos en los que la licencia 
urbanística vulnera las disposiciones ambientales generales o específicas pues «en la 
medida en que se alteren aquellas condiciones en el ámbito de un determinado inmueble 
se está alterando la posesión del mismo»1039. Además, no se exige la vinculación a la 
propiedad o titularidad de otros derechos reales, lo que puede salvar determinados pro-
blemas de legitimidad, además de la rapidez y la eficacia que se asocia al procedimiento 
del juicio verbal, como por ejemplo la inmediata orden de suspensión que puede decre-
tar el Tribunal incluso antes de la vista, mediando caución1040.  
En contra, se ha dicho que tiene poco interés para el tratamiento de las inmisio-
nes1041 por su excesivo “anclaje” patrimonial, que vulnera el art. 437 LEC1042, si bien en 
menor grado que en la acción negatoria, por cuanto toda persona, por el hecho de ser 
poseedora, es titular del derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado (art. 45 CE) 
y a una calidad de vida1043. También se ha criticado el breve plazo de caducidad de un 
año y la carencia de la fuerza de cosa juzgada1044. En mi opinión, dada la naturaleza de 
las inmisiones, éstas no se reconducirán a la tutela posesoria. 
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 JORDÁ CAPITÁN, E.: “Tutela medioambiental…”, op. cit., p. 888.  
1035
 SAP Las Palmas 20.9.1993 (AC 1993, 1637). 
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 GIL MEMBRADO, C.: op. cit., pp. 104, 106-107. 
1037
 EVANGELIO LLORCA, R.: “La protección interdictal…”, op. cit., p. 574.  
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 SAP Valencia 11.2.2003 (PROV 2003, 93710). 
1039
 JORDÁ CAPITÁN, E.: “Tutela medioambiental…”, op. cit., p. 887. NAVARRO MENDIZÁBAL, I.A.: 
Las inmisiones…, op. cit., pp. 446, 447 y 449. 
1040
 GIL MEMBRADO, C.: op. cit., pp. 101-102. 
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 AMUNATEGUI PERELLÓ, C. F.: “Las relaciones de vecindad…”, op. cit., p. 110. 
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 JORDÁ CAPITÁN, E.: “Tutela medioambiental…”, loc. cit. 
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 LUQUÍN BERGARECHE, R.: op. cit., p. 119.  
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b) Carácter antijurídico o ilegítimo de la inmisión. 
El demandante deberá probar la una inmisión excesiva, o una amenaza de produc-
ción de una invasión en el uso y disfrute de la propiedad.  
Correlativamente, el demandado deberá probar que su instalación o industria cum-
ple con las normas reglamentarias y usos locales a los que se remite el art. 590 C.c., en 
el caso de la tutela preventiva, o que las inmisiones que provoca se ajustan a la normal 
tolerancia y al uso normal del a actividad, en el caso de la tutela inhibitoria, en cuyo 
caso el actor tiene el deber jurídico de soportarlas.1045. 
La inmisión será ilegítima será la excesiva (art. 1908.2 C.c.) Se atenderá a la enti-
dad de la inmisión en función de su intensidad, duración y efectos causados. En algunos 
ordenamientos se tendrá en cuenta también el uso normal de la actividad. Serán los tri-
bunales los que, en cada caso concreto y de forma objetiva, deberán concretar el alcance 
de las inmisiones. Para su análisis, podrá valerse de las reglas extraíbles de la experien-
cia, como informes técnicos y periciales. No es necesario para que la perturbación pue-
da calificarse de ilegítima que se produzca un comportamiento doloso o culposo1046, sino 
que no exista por el perjudicado obligación de soportar la perturbación1047. Otros autores 
circunscriben la antijuridicidad del hecho a ser contrario a una norma jurídica o vulnerar 
el principio general del neminem laedere1048.  
c) Perjuicio o probabilidad de sufrir perjuicios en el uso y disfrute de la propiedad. 
Problemática acerca de la necesidad o no de existencia de daño. 
Las acción negatoria dimanante del art. 590 C.c. tiene carácter preventivo, por lo 
que no exige para su ejercicio que se haya producido un daño efectivo1049, sino que de 
continuar las mismas se presume que se producirán1050. Así, se ha de producir un perjui-
cio o probabilidad de sufrir perjuicios o menoscabos de cierta entidad, sustanciales o 
graves en el interés del titular del derecho real en el uso y disfrute de la propiedad, es 
decir, una inmisión ilegítima o excesiva, y no se tenga el deber jurídico de soportar por 
disponerlo la ley o un acuerdo de voluntades entre las partes1051. Es necesario impedir 
que el daño se produzca, continúe produciéndose o vuelva a hacerlo1052, a diferencia de 
la acción de responsabilidad civil extracontractual1053.  
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1049
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LLORCA, R.: La acción negatoria de inmisiones…, op. cit., p. 296. JORDÁ CAPITÁN, E.: El derecho …, op. 
cit., p. 221; “Tutela medioambiental…”, op. cit., pp. 883-884. LÓPEZ FERNÁNDEZ, L.M.: op. cit., p. 781. 
LORANCA RUILÓPEZ, A.: op. cit., p. 554. MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., 
p. 317. MASFERRER DOMINGO, A.: op. cit., p. 1605. 
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“La regulación de las inmisiones…”, op. cit., p. 94. DÍAZ BRITO, F.J.: op. cit., p. 41. DÍAZ ROMERO, Mª 
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La mayoría de autores españoles separan las inmisiones ilegítimas y el daño mate-
rial, indicando que puede entablarse la acción negatoria con independencia del daño, lo 
que la diferencia sustancialmente de la tuela de evitación a través de la acción de res-
ponsabilidad civil. Por ejemplo, según JORDÁ CAPITÁN «la especialidad o principal fun-
ción de la acción negatoria debería encaminarse a posibilitar ese cese pero sin que se 
exija la producción efectiva del daño, ya que su finalidad será, precisamente, tratar de 
evitar que éste llegue a materializarse». Por ello, dice que sería más acorde con su fina-
lidad entender como requisito una razonable probabilidad en función de informes técni-
cos y periciales1054. LÓPEZ FERNÁNDEZ dice que en ocasiones se pretende disfrazar la 
acción negatoria en la de responsabilidad civil en virtud de la producción de un daño 
continuado y la coincidencia entre la situación del fundo inmitido y el lugar de produc-
ción del daño1055. Según MACÍAS CASTILLO, la acción negatoria puede prosperar aun no 
habiéndose producido un daño, basta acreditar que la inmisión excede de lo tolerable, 
debiendo examinarse un ilícito, acto contra ius o antijurídico, prescindiendo de la posi-
ble consecuencia dañosa1056. MASFERRER DOMINGO dice que «la acción negatoria se 
caracteriza por «la no necesaria existencia del daño como requisito para ejercitar la ac-
ción, rasgo netamente distintivo de la tutela proveniente de la responsabilidad extracon-
tractual»1057. Según NAVARRO MENDIZÁBAL1058 se deberá producir una alteración medio 
ambiental, que a su vez será causa suficiente para el ejercicio de la acción negatoria, 
constituyendo los hipotéticos daños posteriores un elemento de agravación de la respon-
sabilidad. Según el autor, existen dos fases lógicas: primero el de la contaminación y 
segundo el de los daños producidos por el medio ambiente contaminado. El primero es 
capaz de abrir la puerta a la acción negatoria de inmisiones sin que se deba exigirse el 
segundo, por cuanto el goce pacífico perturbado lo es desde el momento en que no pue-
de efectuarse plenamente y eso ya produce un decremento patrimonial, aunque será su-
perior si, además, se produce el segundo estadio (daños). De todos modos, cualquier 
tipo de daños derivados de la inmisión (segunda fase) producirá la seguridad de que la 
perturbación está restringiendo el goce de la finca (primera fase). La existencia de con-
taminación del medio natural es causa suficiente para interponer una acción negatoria, 
sin que haga falta en todo caso un daño concreto. 
Para otros autores, la no existencia de daño efectivo sirve únicamente a efectos de 
prueba. DE ÁNGEL YAGÜEZ defiende que una inmisión ilegítima sí produce o suele pro-
ducir un daño o perjuicio, pero no se exige este último como requisito procesal (prueba) 
del daño, siendo bastante la demostración de que aquélla es intolerable, tomando como 
referencia el criterio del uso normal y el de la razonable tolerabilidad, a la luz de la ratio 
del art. 590 C.c. Pero que no haya que probar ningún daño no quiere decir que éste no 
exista. Significa, simplemente, que el daño no se puede separar del fenómeno intolera-
ble. Para el autor, el acontecimiento que no se puede tolerar determina necesariamente, 
para quien lo padece, el «daño» mismo de tener que resistirlo. Por ello, concluye que 
«Desde este punto de vista, me parece que no existe ninguna inmisión ilegítima que no 
sea perjudicial. Cosa distinta es que la finalidad natural de la acción negatoria sea la de 
eliminar o impedir el efecto dañoso, no otro»1059.  
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En el Reino Unido la injunction es un remedio discrecional a la decisión de los tri-
bunales que según las circunstancias del caso podrán conceder o no, haciendo un balan-
ce de los intereses en conflicto (balance of interest, balance of hardship o balance of 
conveniences)1060. Tradicionalmente se ha considerado que no ha de concederse la in-
junction cuando la lesión es leve, es susceptible de valoración económica y puede ser 
resarcida con poco dinero; tampoco cuando el daño económico que la injunction provo-
ca al demandado supera con creces al daño que el causante continúa sufriendo de no 
adoptarse1061. Por su parte, en EEUU, el comentarista del RST dice que la regla de la 
exigencia de daño significativo en una private nuisance «se aplica solamente en la ac-
ción de daños [action form damages]» (sección § 821). De hecho, «una private nuisance 
puede ser prohibida cuando exista una amenaza de daño que pudiera ser significativo si 
finalmente se produjera, y que pudiera hacer la nuisance accionable bajo la regla aquí 
establecida, aunque ningún daño haya acaecido todavía» (§ 821 F “Significant Harm”, 
comment b) “Liability-Damages-Injunction”). 
En mi opinión, la acción negatoria sirve como tutela preventiva del daño, actuando 
sobre las inmisiones para reducirlas a la nomal tolerabilidad o razonabilidad, impidien-
do de este modo la producción de daños. El requisito para ejercitar la acción negatoria 
es la existencia de inmisiones (ilegítimas) que estén causando o puedan causar daños 
significativos o perjuicios sustanciales, por lo que no se exige la prueba material del 
daño, sin perjuicio de que éste pueda tener lugar y lo alegue el demandante perjudicado 
como elemento para acreditar la excesividad de la inmisión desde el punto de vista de 
sus efectos en el fundo –y las personas que lo ocupan- . No creo posible que ante la au-
sencia de perjuicios intolerables reales o potenciales pueda ejercerse la acción negatoria, 
por cuanto la inmisión dejará de ser excesiva y pasará a ser tolerable, con independencia 
de que se esté produciendo un uso normal. En definitiva, la acción negatoria de inmisio-
nes no requiere para su ejercicio la producción de un daño, independientemente de que 
en la valoración de la excesividad de la inmisión se tenga en cuenta el mismo desde un 
punto de vista objetivo, junto la conducta del causante de la misma, la intensidad de la 
inmisión y sus efectos sustancialmente perjudiciales -o potenciales-. En cambio, el daño 
sí se requiere en la acción daños, por cuanto el art. 1908.2 C.c. exige que la inmisión sea 
excesiva y nociva a las personas o propiedades. 
Cuestión distinta sucede en materia de tutela preventiva pura del daño ex art. 590 
C.c. donde, en ausencia de inmisiones y evidentemente también en ausencia de daño, y 
ante el incumplimiento de las normas administrativas reguladoras de distancias, usos del 
lugar o medidas correctoras, o incluso a falta de éstos cuando se incumplan los que se 
estimen necesario para la evitación del daño (por ejemplo los reflejados en un informe 
pericial), el potencial perjudicado podrá ejercitar una acción conminatoria para que el 
titular incumplidor deba ajustar la instalación a lo preceptuado. Esta tutela en realidad 
está fuera de la acción negatoria, si bien no se ve inconveniente alguno para que, dado 
que esta última no viene definida por el ordenamiento jurídico español, pueda incorpo-
rarse como una pretensión más dentro de esta acción. No obstante, esta solución no ha 
sido la adoptada por otros ordenamientos jurídicos, por ejemplo el alemán o catalán, 
donde la acción negatoria se utiliza para cesar las inmisiones presentes y abstener la 
producción de otras futuras del mismo género. En cualquier caso, incluirla o no dentro 
de la acción negatoria o como una pretensión cautelar independiente no tiene una im-
portancia sustantiva más allá de la elección que se haga. 
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d) Permanencia de la inmisión o del peligro permanente de invasión.  
La permanencia de peligro de invasión en el uso y disfrute de la propiedad (tutela 
preventiva pura) o de la inmisión (tutela inhibitoria, en su vertiente de cesación o de 
abstención) es un requisito de la acción negatoria1062. 
La tutela preventiva del daño se justifica antes de que el daño se produzca y des-
pués de que se produzcan los hechos premonitorios de la peligrosidad de la invasión en 
el uso y disfrute de la propiedad, o de la producción de inmisiones ante el temor de que 
vuelvan a producirse, pudiendo reconducirse ambas a la pretención de abstención1063. La 
invasión o inmisión temida tendrá tales características que justificarían el ejercicio de la 
acción de cesación, en el caso de que finalmente tuvieran lugar, valoradas en términos 
de probabilidad, conclusión a la que se tendrá que llegar a través de criterios técnicos y 
objetivos, careciendo de relevancia aquellos de índole estrictamente personal o subjeti-
va1064. Existen dos tipos de pretención de abstención:  
1) Abstención pura (o tutela preventiva pura): tiene lugar cuando no se haya produ-
cido ninguna invasión en el uso y disfrute de la propiedad pero existe el peligro de que 
tenga lugar, causando daños. Esta tutela se basa fundamentalmente en el contenido del 
art. 590 C.c. 1065, siendo el incumplimiento de las normas a las que se remite este artículo 
el mejor indicador de la peligrosidad del daño, aunque no agota la tutela preventiva, 
sino que habrá que estar también a los usos del lugar y al dictamen pericial. Se podrá 
actuar, incluso, antes de que la obra esté ejecutada1066. 
2) Abstención de inmisiones futuras del mismo grado: cuando la inmisión haya te-
nido lugar, y si bien ésta ha cesado, se teme que vuelva a producirse1067. No es necesaria 
una relación directa entre unas inmisiones presentes y las futuras, ya que la pretensión 
nace por el hecho de que la inmisión sea inminente y suficiente (excesiva). En estos 
casos el peligro razonable de inmisión generalmente vendrá avalado por aquéllas, pero 
de ningún modo es obligatorio adoptar todos los aspectos que las caracterizaban, por 
cuanto el análisis debe partir del peligro de inmisión futura.  
En Alemania, aunque el § 1004 BGB se refiere a nuevas perturbaciones (reitere 
Beeinträchttiguren), podría interpretarse que, a través de este instrumento, si existe un 
peligro concreto, inmediato y serio de que la perturbación pueda producirse, aunque no 
haya habido ninguna similar en el pasado, siendo posible su invocación de forma pre-
ventiva1068. Lo determinante es que la propiedad sobre la cosa se vea afectada de una 
manera distinta a la privación de la posesión (§ 1004 I 1 BGB).  
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Por otro lado, en la acción de cesación de inmisiones la perturbación debe respon-
der a una situación continuada o persistente1069 y actual, es decir, la molestia existirá en 
el momento en que se reclama1070. La actualidad de la inmisión se refiere a una situación 
no pasada o agotada, ni futura o todavía no iniciada, es decir, no se considera inmisión 
el mero peligro de la misma. Este factor demuestra que en la actualidad existe una inmi-
sión y que, de ser ilegítima, dará lugar a la aplicación de la pretensión de cesación vía 
acción negatoria de inmisiones. Si ha habido daño, pero no continúa la inmisión, cabría 
ejercitar una acción de responsabilidad civil1071. 
Los requisitos para poder presentar una injunction en el derecho del common law es 
que o bien la actividad contaminante esté produciéndose en el momento de la presenta-
ción de la demanda o bien exista una amenaza de que pueda continuar en el futuro cau-
sando inmisiones ilegítimas (unreasonable). La injunction se concede cuando el tort ha 
sido ya cometido, aunque cabe su ejercicio por el daño temido (quia timet injunction), 
en cuyo caso es necesario que se trate de un daño inminente y que no se pueda reparar 
en el caso de que finalmente sucediera1072. Se requiere normalmente que el daño sea gra-
ve y duradero para paralizar la acción ilegítima del demandado1073. De esta forma se 
consigue que el demandado por la nuisance no pueda “adquirir” los derechos de aque-
llos afectados pagando una recompensa por los daños1074. 
e) Relación causal entre la perturbación y el perjuicio real o potencial. 
En Cataluña, entre el comportamiento del agente y el daño producido ha de existir 
la relación de causa a efecto. El daño o perjuicio ha de derivar directamente de la inmi-
sión, sea o no legítima; en estos casos, el daño en sentido estricto consiste en el efecto 
perjudicial que se provoca en la esfera de quien sufre la inmisión1075. No obstante, en el 
ordenamiento alemán y español esto no es así. A tal efecto, la STSJ de Cataluña 
19.3.2001 (RJ 2002, 1399), FJ 2º dice que «la ley, lejos de separar los conceptos de in-
misión, de daño y de perjuicio los engloba, por lógica razón de causalidad, dentro de un 
mismo paradigma procesal», a modo de tratamiento simultáneo de causa y consecuen-
cia, a diferencia de lo que ocurre en el sistema alemán, que separa acción negatoria de la 
de responsabilidad civil extracontractual, y de la solución doctrinal y jurisprudencial en 
el caso español. Esto significa que en la solución doctrinal y jurisprudencial española, la 
relación causal no se hace necesariamente sobre el daño sino sobre los efectos de la in-
misión en el fundo inmitido. Para lo relativo al daño nos remitimos al capítulo corres-
pondiente de la acción de responsabilidad civil. 
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Los perjuicios producidos por fuerza mayor o caso fortuito quedan fuera del régi-
men normal de las inmisiones, dado que no se está en el terreno de los actos, sino de 
fuerza o casos, ni son consecuencia duradera de una actividad. No obstante, hay que 
aplicar la previsión de la responsabilidad objetiva ex art. 1908.2 C.c. por la cual el caso 
fortuito no excluye la relación causal. En este caso, el daño se produce por un elemento 
externo, pero consecuencia de la naturaleza de la actividad peligrosa, que genera un 
riesgo previsible de que el daño acaezca finalmente1076.  
B) Elementos procesales de la acción. 
a) Legitimación activa y pasiva. 
Estarán legitimados activamente para ejercitar la acción negatoria los propietarios y 
los titulares de cualquier derecho real que implique el goce y disfrute de una finca: usu-
fructuarios, censatarios, superficiarios, acreedor hipotecario o anticrético, etc.1077, si bien 
la base para accionar no es sólo la defensa de la propiedad (evitar daños a la propiedad) 
sino también para evitar daños a la persona1078. La legitimación del propietario se dará 
con independencia de que se halle o no en posesión de la finca, o de que se encuentre 
físicamente en ella; en cambio, cuando se perjudique el bienestar corporal será necesaria 
su presencia física en el inmueble1079, siempre y cuando exista relación de estabilidad 
con el mismo1080. En cambio, la posición doctrinal mayoritaria niega la legitimación 
activa en materia de inmisiones a los arrendatarios, al asimilarlo a un derecho de crédito 
que debería suscitarse en sede de protección interdictal ex arts. 1554, 1560.1 y 1556 C.c. 
que les posibilita para actuar contra el perturbador mediante un interdicto de retener 
para impedir perturbaciones materiales, si bien también puede dirigirse el arrendatario al 
propietario para que éste ejercite la acción negatoria1081. Otros han afirmado que la legi-
timación la ostentará cualquier usuario que sufra los perjuicios, siempre que sea vecino, 
incluido claro está, el arrendatario, siempre que la inmisión resulte intolerable (1908.2 
C.c.)1082 o abusiva (7.2 C.c.) 1083. La legitimación activa correspondería, en este caso, a 
todos aquellos ocupantes de la finca que pudieran resultar afectados, siendo coherentes 
con el moderno concepto de vecindad, que descansa en la inmediatividad del afectado 
(vecino) con la cosa típica que exige la posible defensa del titular de la relación dere-
cho-cosa sin necesidad de acudir al propietario.  
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Esta ampliación de legitimados activos se debe a que con la acción negatoria de 
inmisiones pasan a protegerse, además de intereses propietarios, los daños a la salud, los 
morales, e incluso otros personalísimos. 
En Cataluña, el art. 544-4 C.c. faculta para la interposición de la acción negatoria 
de inmisiones a los propietarios de una finca, si bien un sector doctrinal la ha ampliado 
a los titulares de derechos reales sobre la misma, con base a que dicho artículo no se 
dicta en sentido exclusivo o limitativo, sino pensando que el propietario es la persona 
que normalmente ejercitará la acción1084. 
En Navarra, la legitimación activa la ostenta quien se encuentra, por cualquier títu-
lo, en uso o posesión del inmueble que recibe las inmisiones o que las produce, de ma-
nera que la tutela no se limita al derecho de propiedad, sino que «comprende la de cuan-
tos otros derechos reales y personales de los vecinos puedan verse afectados por las in-
misiones derivadas de un uso razonable del derecho sobre el inmueble de procedencia, 
entre los que cobran actualmente un acusado relieve ciertos derechos de la personalidad, 
de protección reforzada, como los derechos a la salud, a la intimidad personal y familiar 
en el ámbito domiciliario, a una digna calidad de vida y a una vivienda digna y adecua-
da» (STSJ Navarra 3.5.2004 [RJ 2004, 3724]).  
En Alemania, el § 1004 BGB permite el ejercicio de la acción negatoria al propieta-
rio de la finca perjudicada, tanto al de bienes muebles como de inmuebles, al que posea 
como no posea y tanto al propietario en exclusiva como al que comparte titularidad (§ 
1011 BGB)1085. No obstante, la jurisprudencia la ha extendido por vía de la analogía no 
sólo a los derechos reales distintos de la propiedad, sino también a todos los bienes de la 
vida y a intereses protegidos sobre actos ilicitos1086. 
En Italia existe una importante corriente doctrinal que se muestra favorable a la po-
sible legitimación activa de los titulares de un derecho de goce y disfrute de la propie-
dad inmobiliaria con base en el art. 844 C.c. No obstante, también se puede ver algún 
autor y sentencia que limita la acción negatoria al propietario del fundo dañado1087. La 
jurisprudencia1088 suele fallar que la acción derivada de este artículo puede tener natura-
leza real o personal, en función de si existen pretensiones acerca de los derechos reales 
de la cosa (la legitimación corresponde al titular) o a cualquiera que haya sido perjudi-
cado por las inmisiones, sea o no propietario del fundo. No obstante, el arrendatario no 
tendrá acción directa contra el causante del daño, sino contra el arrendador con base a la 
acción de garantía por la molestia ex art. 1585 C.c.1089 
En el Derecho anglosajón la legitimación activa en el ejercicio de una injunction 
corresponde no sólo al propietario, sino también a cualquier dueño o ocupante que tenga 
el disfrute de la propiedad de la cual es poseedor, sin relación acerca de la cualidad de la 
tenencia, excluyéndose, por tanto, aquellos que no lo tengan, como un arrendatario o un 
simple empleado en la finca, quienes podrán acudir a una acción de daños (“torts”) por 
negligencia ordinaria cuando se les ocasione daños. 
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La legitimación pasiva la ostentará el agente perturbador, es decir, el autor material 
de la actividad inmisora, ya sea propietario u ocupante por cualquier título del fundo de 
donde procede la inmisión1090: el propietario de la cosa perturbadora, el autor material de 
la actividad, o aquel que no ha impedido la conducta siendo responsable por omisión. Si 
hubiera que realizar obras que afecten o competan al propietario, también habrá que 
demandar a éste, aunque no sea causante directo de la perturbación1091. En los supuestos 
de pretensión de abstención, el legitimado pasivo lo será quien estuviera obligado a la 
cesación si la perturbación ya se hubera producido1092. 
En el supuesto de que concurran varios agentes en la producción de las inmisiones, 
deberá demandarse de forma mancomundada, salvo que resulte materialmente imposi-
ble individualizar sus actuaciones, en cuyo caso responderán de forma solidaria. Las 
medidas a adoptar en el caso de concurrencia de fuentes del daño dependen del tipo de 
contaminación: 1) en las inmisiones de efecto sinérgico (daño progresivo) habrá de pen-
sarse en la forma de evitar la mezcla de las inmisiones o en sustituir unos materiales de 
producción por otros. 2) En las inmisiones acumuladas alternativas, debe pedirse a cada 
emitente que reduzca su emisión en la parte necesaria para conseguir que no se supere el 
límite, en cuyo cálculo habrá que estar a la inmisión (efectos). Se aplicará la regla de la 
solidaridad cuando se trate de adoptar medidas en la finca del perjudicado o consista en 
el pago a éste del coste de dicha instalación, y la regla de la mancomunidad cuando 
haya que adoptar medidas técnicas en los focos de emisión1093.  
En Cataluña, sin estar previsto en el C.c., la doctrina ha dispuesto que la legitima-
ción pasiva la ostentarán quienes, produciendo la perturbación, sean propietarios del 
fundo o titulares de derechos reales (enfiteuta, superficiario, etc.)1094.  
En Navarra el legitimado pasivo lo será quien se encuentra, por cualquier título, en 
uso o posesión del inmueble que produce las inmisiones1095. En Italia, la legitimación 
pasiva sería tanto del propietario como del autor de la inmisión. 
A los efectos del § 1004 BGB alemán, el perturbador es tanto la persona que realiza 
directamente la actuación persistente, es decir, el perturbador de actividad o acción 
(Handlungsstörer), como aquel a cuya orden o mandato se debe la realización de la 
misma y al que corresponde la voluntad decisiva de la organización de la actividad, esto 
es, el perturbador de estado o pasividad (Zustandsstörer)1096. Normalmente se conside-
ran perturbaciones de estado las que derivan de una fuente de peligro, lo que entronca 
con la pretensión de abstención de perturbaciones futuras. No obstante, se ha criticado 
que en el ámbito de las inmisiones esta distinción es más bien difusa, por cuanto siem-
pre existe una nota de pasividad basada en el hecho de que quien causa una perturbación 
no ha adoptado las medidas adecuadas para evitarla1097. 
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En el Derecho del common law inglés el legitimado pasivo de la injunction es el 
creador de la nuisance, que habitualmente coincidirá con el poseedor del terreno del que 
proceda la molestia. En el caso de que sean varios los causantes del daño, pero no su-
peren de forma separada el carácter unreasonable (acumuladas cumulativas) de la inmi-
sión, pero sí en conjunto, la solución que se ha dado por parte de la doctrina es que cada 
agente responda “in view of what the ohers ares doing” (en vista de lo que los demás 
están haciendo). Otro caso complejo es el relativo a una molestia causada como conse-
cuencia del hecho de un tercero, pues debe demostrar el causante directo de la perturba-
ción que se ha producido ésta sin su consentimiento y que: i) no ha consentido su “pro-
secución”, es decir, que conocida la molestia ha intentado impedirla o se ha demostrado 
que no hay medios adecuados; y ii) que no los ha “adoptado”. 
b) Prescripción de la acción. 
En lo que se refiere a la pretensión de cesación, la doctrina mayoritaria1098 invoca el 
art. 1963 C.c., que establece un plazo de prescripción para las acciones reales sobre bie-
nes inmuebles de 30 años. Otros autores apuestan por vincular la prescripción de la ac-
ción con la usucapión de los concretos derechos involucrados (1942 C.c.)1099. También 
hay quienes pretenden la imprescriptibilidad de la acción negatoria, en algunos casos 
con base a su asimilación a la acción declarativa1100, o porque es la postura que más con-
genia con el carácter continuo de las inmisiones1101; para estos autores la pretensión de 
cesación dura mientras dura la perturbación.  
En la pretensión de abstención de invasiones o inmisiones futuras la acción es im-
prescriptible, basándose en que, si uno de sus presupuestos es la amenaza de una pertur-
bación inminente, mientras exista esa amenaza hay acción, siendo la inminencia la que 
actuará como límite temporal para el ejercicio de la acción1102. El término “inminente” 
se refiere a que la perturbación va a suceder prontamente y, por ello, sólo se puede ejer-
citar la acción frente al riesgo actual1103. En la tutela preventiva pura tampoco puede 
hablarse de prescripción de la acción negatoria1104. 
El inicio del cómputo del plazo será el momento en que pudo ejercitarse la acción 
(art. 1969 C.c.), a contar desde que la perturbación en producción, o la amenaza de per-
turbación, sea conocida por la víctima. Este plazo permanecerá invariable en el caso de 
que las peturbaciones se mantengan o disminuyan, pero en caso de agravamiento el pla-
zo de interposición no comenzará a correr hasta que esa perturbación se fije, en cuanto a 
sus resultados molestos, o bien disminuya1105.  
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La pretensión de resarcimiento se rige por el plazo de un año de la responsabilidad 
aquiliana, a contar desde la fecha del conocimiento del daño que puede dar lugar a esa 
pretensión. En el caso de que este plazo haya transcurrido, sólo cabrá interponer la ac-
ción negatoria, no siendo lo habitual, por cuanto de la propia naturaleza permanente de 
las inmisiones los daños que se suelen acontecer son los “continuados”. Cuando la pre-
tensión de cesación se aplique en sede de responsabilidad civil, al plazo de prescripción 
le será de aplicación la teoría de daños continuados propio de aquél instituto, con base a 
la cual mientras estos sigan produciéndose no corre el plazo. En cualquier caso, sólo se 
podrá reclamar la indemnización por los daños y perjuicios causados en el último año y 
los que se ocasionen en tanto no se resuelva el asunto. 
En Cataluña, la acción negatoria puede ejercerse mientras se mantenga la perturba-
ción, salvo que, tratándose de un derecho usucapible, se haya consumado la usucapión 
(art. 544-7 1º C.c.). No podrán ser usucapibles las perturbaciones que sean lesivas para 
las personas o que coadyuven a crear un ambiente que dificulte el desarrollo de la per-
sona. En cambio, la pretensión para reclamar la indemnización por los daños y perjui-
cios prescribe a los tres años, a contar desde que los propietarios tengan conocimiento 
de la perturbación (544-7 2º C.c.). Además, habrá de tenerse en cuenta que el plazo 
prescriptivo se interrumpe por reclamación extrajudicial.  
En Aragón, el art. 537.3 CDFA dispone que «No se extinguen por prescripción las 
acciones para exigir la correcta observancia de las relaciones de vecindad», lo que no es 
sino una manifestación de que no pueden adquirirse derechos por el paso del tiempo 
contrarios al contenido normal de las relaciones de vecindad1106. 
c) La prueba de la ilegitimidad de la inmisión. 
La cción negatoria de inmisiones la regla general es que el demandante deberá pro-
bar la ilegitimidad de la inmisión1107. No y en virtud de lo dispuesto en el art. 217.7 LEC 
«el tribunal deberá tener obstante, presente la disponibilidad y facilidad probatoria que 
corresponde a cada una de las partes en litigio». Una de estas facilidades probatorias 
consiste en que no es necesario que el actor acredite la inexistencia del derecho preten-
dido por el demandado, ya que el dominio se presume libre1108.  
Por su parte, corresponderá al demandado probar la inocuidad, legitimidad o tolera-
bilidad de la misma1109. De hecho, aquél podrá alegar los hechos impeditivos y extinti-
vos del relato fáctico del demandante, así como afirmar un derecho propio que le legi-
tima, o niegue la facultad de disfrute del acto1110.  
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La prueba de la inmisión se hará mediante los medios empleados en Derecho, aten-
diendo a las reglas de la sana crítica que el juez deberá aplicar, con independencia de los 
elementos técnicos que se utilizan alternativamente. La prueba pericial que acredite la 
existencia de las inmisiones perjudiciales tiene una importancia capital en la materia 
objeto de estudio, por lo que en algunos supuestos la falta de informes periciales es cau-
sa, junto con otras posibles razones del supuesto concreto, de desestimación de la de-
manda, teniendo en cuenta que la superación de los límites de tolerancia se verá facili-
tada en el caso de que se superen los límites máximos reglamentarios1111. No obstante lo 
relevante es la apreciación por los sentidos1112. La existencia de un daño patrimonial 
puede ser un claro indicador de la ilegitimidad de la inmisión. 
En materia de inmisiones ruidosas, las mediciones sonómetricas no son vinculantes 
para los jueces civiles, aunque se presenten frente a éstos como un elemento relevante 
por su carácter objetivo1113. Los límites no pueden ser establecidos sobre la base de sim-
ples apreciaciones o circunstancias personales o subjetivas, sino sobre pautas medidas 
avaladas científicamente1114, ya que aunque las circunstancias en la vía administrativa no 
son vinculantes para el juez civil, no significa que no se examinen1115. Por ende, los va-
lores límites de inmisión reglamentarios sí pueden servir como indicios de intolerancia 
de la inmisión sobre todo en el caso de que aquéllos sean rebasados en el lugar donde el 
supuesto perjudicado recibe las molestias1116, para lo cual habrá que estar a las ordenan-
zas municipales, a las metodologías de medición según fuente y tipos de ruido y a la 
prueba pericial que recoga la medición sonométrica1117. Servirán, no obstante, otros me-
dios de prueba como las mediciones que pueda hacer la Policía Local1118, la prueba testi-
fical practicada por los vecinos del lugar y de personas que han estado en la vivienda de 
los actores y de la declaración del propio Arquitecto1119.  
En estos casos de inmisiones ruidosas lo que procede es determinar si la actora su-
fre en su vivienda un determinado nivel de ruidos y si tiene o no la obligación de tole-
rarlos1120. La clave es demostrar que existe una inmisión sonora molesta, en cuya deci-
sión el Juez habrá de tener presente si excede o perturba el estado de hecho que es usual 
y corriente en las relaciones sociales, sin que deban influir circunstancias personales de 
los afectados, lo que implica tomar en consideración las condiciones de la propia inmi-
sión, su continuidad, frecuencia e intensidad, así como las características del tiempo y 
lugar. La falta de pueba pericial por parte del demandante y la adopción de medidas 
correctoras por parte del demandado, unido a la prueba pericial que acredite que los 
ruidos producidos a partir de la fecha en la que se ejecuten dichas medidas correctoras, 
puede resultar un motivo de duda más que razonable acerca de las pretensiones de los 
demandantes sin hacer prueba suficiente de lo expuesto1121. 
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En Cataluña los perjuicios sustanciales, en general, serán los que superen los VLI 
(art. 546-14 1º C.c.). No obstante, en el caso concreto será una cuestión probatoria que 
quedará al arbitrio del juez, y su valoración se hará en función de criterios económicos, 
atendiendo a la naturaleza y a la finalidad propia de la finca vecina y no a la persona del 
vecino, más o menos sensible. En mi opinión, la prueba técnica será crucial, tanto en lo 
referente a los niveles de contaminación (perjuicio sustancial) como a si la actividad 
inmitente ha cumplido o no con la normativa reglamentaria (uso normal). En cualquier 
caso, la carga de la prueba corresponderá al demandante, salvo en el caso de que se 
hayan producido daños y perjuicios, en cuyo caso «no es preciso que los actores prue-
ben la ilegitimidad de la perturbación (art. 544-6 2º C.c.)». En la acción resarcitoria no 
será necesaria la prueba de dolo o culpa del emitente1122. 
d) Aspectos procedimentales.  
Los Tribunales civiles conocerán de la acción negatoria que se plantee entre parti-
culares, aunque la actividad perturbadora nazca de un acto administrativo o existan li-
cencias. Asimismo, corresponde a la Jurisdicción Civil, por ser el ordenamiento privado 
el que puede y debe intervenir en cuantos problemas o conflictos surjan en el ámbito de 
las relaciones de vecindad, de la culpa extracontractual o del abuso del derecho y ejerci-
cio antisocial del mismo1123. Si la acción negatoria de inmisiones se ejercitara sobre bie-
nes inmuebles «será tribunal competente el del lugar en que esté sita la cosa litigiosa». 
Por otra parte, «cuando la acción real se ejercita sobre varias cosas inmuebles o sobre 
una sola que esté situada en diferentes circunscripciones, será tribunal competente el de 
cualquiera de éstas, a elección del demandante» (art. 52.1 1º LEC). En otro caso, y a 
falta de norma especial, sería de aplicación el fuero general de las personas físicas (art. 
50.1 LEC1124) o el de las jurídicas (art. 51 LEC1125).  
La acción negatoria de inmisiones se ejercitará en el juicio verbal que corresponda, 
en virtud de lo dispuesto en el art. 250.1 7º LEC y 41 LH, y cuyo desarrollo se com-
prende en los arts. 437 a 447 LEC. Del conjunto de los arts. 250.1 7º LEC y 41 LH se 
deducen las siguientes especialidades en relación a la acción negatoria: 1) la acción ne-
gatoria deberá ser instada por persona que reúna la condición de titular de un derecho 
real de propiedad; 2º) este derecho real debe estar inscrito en el Registro de la Propie-
dad; 3) el titular del derecho real debe demandar la efectividad del mismo, y 4) la acción 
debe dirigirse frente a quienes perturben su ejercicio pacífico de la propiedad. No se 
admitirá la demanda si no se acompañase a la misma certificación literal del Registro de 
la Propiedad que acredite expresamente la vigencia (439.2.3º LEC). Si no se dieran to-
das las circunstancias anteriores a falta de regla específica por la materia habría que 
determinar el juicio en razón de la cuantía, para lo cual se estará al valor de los bienes al 
tiempo de interponerse la demanda, conforme a los precios de mercado (251.2º LEC), 
así como a las reglas del art. 252.2º LEC cuando las acciones acumuladas (indemniza-
ción y cesación) provengan de un mismo título, en cuyo caso la cuantía vendrá determi-
nada por la suma del valor de todas las acciones acumuladas.  
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En el juicio verbal no se admitirán las demandas (art. 439.2 1º LEC) cuando en 
ellas no se expresen las medidas que se consideren necesarias para asegurar la eficacia 
de la sentencia que recayere que, según el art. 727 LEC y la doctrina pueden ser1126: la 
orden judicial de cesar provisionalmente en una actividad; abstenerse temporalmente de 
llevar a cabo una determinada conducta; la intervención o depósito de ingresos obteni-
dos medidante una actividad que se considere ilícita y cuya prohibición o cesación se 
pretenda en la demanda, etc. Lo mismo, en su caso, respecto del hecho de no señalar 
caución que ha de prestar el demandado (439.2.2º).  
Asimismo, el art. 441.3 LEC dispone que en los casos del art. 250.1 7º, «tan pronto 
como se admita la demanda, el Tribunal adoptará las medidas solicitadas que, según las 
circunstancias, fuesen necesarias para asegurar en todo caso el cumplimiento de la sen-
tencia que recayere». Según el art. 444.2 LEC «el demandado sólo podrá oponerse a la 
demanda si, en su caso, presta la caución determinada por el tribunal en cualquiera de 
las formas previstas en el apartado 2 del artículo 64 de esta Ley».  
Por otra parte, el demandado sólo podrá fundar su oposición en una serie de causas 
tasadas: «1º Falsedad de la certificación del Registro u omisión en ella de derechos o 
condiciones inscritas, que desvirtúen la acción ejercitada. 2º Poseer el demandado la 
finca o disfrutar el derecho discutido por contrato u otra cualquier relación jurídica dire-
cta con el último titular o con titulares anteriores o en virtud de prescripción, siempre 
que ésta deba perjudicar al titular inscrito. 3º Que la finca o el derecho se encuentren 
inscritos a favor del demandado y así lo justifique presentando certificación del Registro 
de la Propiedad acreditativa de la vigencia de la inscripción. 4º No ser la finca inscrita la 
que efectivamente posea el demandado».  
A la acción le es de aplicación, en cuanto a la ejecución de condena, las previsiones 
establecidas en el art. 699, según el cual, cuando el título ejecutivo contuviere condena 
u obligación de hacer o no hacer o de entregar cosa distinta a una cantidad de dinero, se 
requerirá al ejecutado para que cumpla lo establecido en aquél, bajo apercibimiento con 
apremios o multas pecuniarias. Según EVANGELIO LLORCA existen dos posibles solu-
ciones del juez para ejecutar la condena, en función del tipo1127:  
1) Cuando la condena se diriga a la adopción de medidas necesarias para evitar la 
producción de inmisiones, si todavía no existen, o para hacerlas cesar y prevenir otras 
similares en el futuro, si ya se están produciendo, si el demandado no cumple el plazo 
señalado por el juez, éste tiene la posibilidad de ordenar a un tercero que haga, a costa 
del demandado, lo que a éste le correspondía hacer, o reclamar el resarcimiento de da-
ños y perjucios (art. 706.1 LEC «Condenas de hacer no personalísimo»). La sentencia 
que declare la abstención de la inmisión será ejecutable cuando se sospeche que se va a 
infringir la resolución adoptada1128.  
2) Cuando la condena se dirija a hacer cesar las inmisiones o abstenerse de repro-
ducirlas en el futuro, si se incumple por el demandado, el Juez exigirá que deshaga lo 
mal hecho, indemnice los daños y perjuicios causados y, en su caso, se abstenga de re-
iterar el quebrantamiento, con apercibimiento de incurrir en delito de desobediencia a la 
autoridad judicial. Si nada de lo anterior fuera posible, procederá la indemnización (art. 
710 LEC «Condenas de no hacer»). Este tipo de medidas se encaminan a la actividad 
mientras que las anteriores a la inmisión.  
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 VILALTA NICUESA, A. E. y MÉNDEZ TOMÁS, R. M.: La acción negatoria…, op. cit., p. 34. 
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 EVANGELIO LLORCA, R.: La acción negatoria de inmisiones…, op. cit., pp. 359. 
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II) Respuesta frente a las inmisiones. La tolerancia de hecho. 
1) Tutela del particular frente a las inmisiones. 
A) Tutela preventiva o pretensión de abstención pura. 
a) Ámbito de aplicación. 
La acción de abstención previene que se produzca una inmisión ilegítima, o evita 
que se vuelva a producir, una vez haya cesado1129. Este último efecto lo incluimos en la 
pretensión de cesación, como hace el legislador catalán.  
Surgen dudas acerca de si la tutela preventiva pura de la inmisión perjudicial es una 
posible pretensión dentro de la acción negatoria o si se trata de una acción independien-
te y que se agota en la aplicación del art. 590 C.c.1130. En mi opinión, es indiferente optar 
por una solución u otra, ya que lo verdaderamente relevante es el hecho de su existencia 
como tal, los presupuestos para su accionamiento y los efectos de su aplicación. En lo 
que sí existe acuerdo es en que este tipo de tutela preventiva surge cuando la invasión 
como tal no existe, o mejor dicho, no tiene por qué existir, es decir, no tiene por qué 
haber perturbación o incomodidad, materialmente hablando, pero sí un alto riesgo, un 
riesgo intolerable desde el punto de vista jurídico, de que dicha invasión se produzca de 
no respetarse la distancias prescritas o adoptarse las precauciones adecuadas, al objeto 
de proteger los predios frente a tales riesgos1131.  
Los requisitos de la acción preventiva pura vendrían dados por la necesaria existen-
cia de un peligro razonable de invasión en el uso y disfrute de la propiedad, valorado en 
términos de probabilidad a través del empleo de criterios técnicos y objetivos. Tienen 
que ser de tal entidad que, de producirse posteriormente la invasión, provocaría la in-
mediata posibilidad de interponer la acción negatoria para hacerla cesar1132 o de evita-
ción de ulteriores daños por la vía de la acción de responsabilidad civil. De hecho, el art. 
590 C.c. no se relaciona necesariamente con las inmisiones, sino que también puede 
prevenir escapes no conocidos por el operador.  
No se conoce ningún caso en el que se haya planteado este tipo de tutela, por lo que 
sería deseable su invocación y resolución afirmativa por parte de los jueces civiles1133. 
Por ejemplo, la SAP de Madrid 12.3.2012 (JUR 2012, 136513), dice únicamente que 
para aplicar el -art. 49 TRLS08- que el tribunal vincula a las exigencias del art. 590 
C.c.-, es necesario que exista «un desconocimiento, perjuicio o lesión en los derechos o 
de las facultades de uso que derivan del art. 348 de C.c., esto es, para el caso de que la 
infracción de tales normas incida negativamente y de forma directa sobre fincas de ter-
ceros afectando directa y efectivamente al derecho de dominio o al menos a la pacífica 
posesión sobre sus fincas de tales derechos»1134.  
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 CÁRCABA FERNÁNDEZ, M.: op. cit., p. 160. 
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 JORDÁ CAPITÁN, E.: “Tutela medioambiental…”, op. cit., pp. 879-880.  
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 LORANCA RUILÓPEZ, A.: op. cit., pp. 552-553. NAVARRO MENDIZÁBAL, I.A., Las inmisiones…, 
op. cit., p. 293 
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 EGEA FERNÁNDEZ, J.: Acción negatoria, inmisiones…, op. cit., pp. 30, 67-68. Según el autor, la 
prueba versará sobre el carácter inminente de la inmisión. JORDÁ CAPITÁN, E.: “Tutela medioambien-
tal…”, op. cit., p. 884. NAVARRO MENDIZÁBAL, I.A.: Las inmisiones…, op. cit., p. 294. 
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 EVANGELIO LLORCA, R.: La acción negatoria de inmisiones…, op. cit., p. 285. 
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 Esto es lo que afirma la SAP Madrid 12.3.2012 (AC 2012, 136513), FD 3º: «la propia lectura del 
precepto que se supone vulnerado nos indica la existencia de actividades o construcciones que pueden 
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b) Medidas a adoptar. 
Las medidas a adoptar en la tutela preventiva pura se circunscriben, según el art. 
590 C.c., al cumplimiento de las distancias prescritas por los reglamentos y usos del 
lugar, o a la adopción de las medidas de resguardo necesarias, con sujeción, en el modo, 
a las condiciones que los mismos reglamentos prescriban, teniendo en cuenta que, a 
falta de reglamentos, se tomarán las precauciones que se juzguen necesarias, previo dic-
tamen pericial, a fin de evitar todo daño (precauciones referidas tanto a las distancias 
como a las medidas de resguardo). Si la actividad ha cumplido con las normas regla-
mentariamente exigibles la prueba del temor razonable de la producción de invasiones 
en el uso y disfrute de la propiedad será difícil. Alguna autora dice que la presencia de 
un informe pericial detallado que determine el peligro de inmisión ilegítima se hace 
necesario para ilustrar al juez acerca de la pretensión de la parte “en peligro”. Esta pre-
tensión se centra en medidas de hacer, de no hacer en caso de no ser posible lo anterior, 
y en caso extremo, de abstenerse de realizar la actividad1135.  
En mi opinión, en el ordenamiento civil catalán la pretensión preventiva “pura” de 
inmisiones no forma parte de la pretensión de cesación de la acción negatoria, ya que 
aquélla se centra en la evitación de la producción de invasiones en el uso y disfrute de la 
propiedad aún no producidas pero con un temor fundado de su producción, mientras que 
en el ordenamiento catalán se recoge la acción de abstención de inmisiones futuras una 
vez las inmisiones ya hayan tenido o estén teniendo lugar. 
En el ordenamiento alemán mientras no esté construida la instalación el § 1004 
BGB (acción negatoria) permite al demandante solicitar al demandado a que se abstenga 
a construir la misma. En el caso de que sí esté construida, sea porque incumple la nor-
mativa reglamentaria, sea porque aun cumpliéndola produce inmisiones perjudiciales no 
legítimas, la petición irá dirigida al derribo de la instalación1136. 
En el ordenamiento italiano dice TRIMARCHI que la creación del peligro de inmisión 
intolerable podrá ser solo consentido contra el pago de una indemnización al propietario 
del fundo que sea expuesto, para compensarle del daño que venga a sufrir. Exponerse a 
un peligro no irrelevante en el fundo de otro es, como regla, ilícito con base a una apli-
cación analógica del art. 844 2º C.c., en consideración de la exigencia de la producción, 
contra el pago de una indemnización, que comprende el precio del aseguramiento contra 
el riesgo. Tal daño es igual a la disminución del valor del fundo, debida al hecho que 
este es expuesto al peligro; más precisamente, es igual a la suma necesaria para cubrir 
con seguro el peligro, más la eventual ulterior disminución del valor del fundo, debida 
al hecho que eso, a causa del peligro, deviene inidóneo a cierto destino. El amplio poder 
atribuido al juez en el art. 844 C.c. consiente que el fundo expuesto venga cubierto de 
seguro a cargo de quien crea el peligro, lo que proporcionaría un instrumento eficaz en 
las relaciones de vecindad. El moderno instituto del aseguramiento, dice el autor, permi-
te una valoración objetiva del riesgo y, dada la naturaleza continua de la inmisión, per-
mite valorar actualmente, según criterios actuariales1137. 
La tutela preventiva pura del daño causado por una invasión en el uso y disfrute de 
la propiedad ex art. 590 C.c., en sede de relaciones de vecindad, tiene su figura análoga 
respecto de la responsabilidad medioambiental en la acción preventiva del daño ex art. 
17.1 LRM (amenaza inminente de daño). 
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B) Tutela inhibitoria de la inmisión excesiva (acción de cesación). 
a) Pretensión de cesación de inmisiones y abstención de otras futuras. 
En la acción de cesación de inmisiones, por una parte, se produce una cesación ac-
tual de la inmisión (acción de cesación), y por otra se intenta evitar que se reproduzcan 
en el futuro inmisiones del mismo género (acción de abstención)1138, a fin de suprimirlas 
o reconducirlas a los límites de tolerancia1139, mediante la adopción de las oportunas 
medidas correctoras. El art. 590 C.c. en conjunción con el 1908.2 C.c. posibilitan el 
ejercicio de estas acciones para exigir que la inmisión se produzca dentro de unos lími-
tes, a través de medidas de precaución (“obras de resguardo necesarias”) que, a falta de 
reglamentos, o si existiendo fueren insuficientes, y previo dictamen pericial, permitan 
evitar todo daño a heredades o edificios vecinos1140.  
La acción de cesación y de evitación entrañan una obligación de hacer no perso-
nalísimo (art. 706 LEC)1141. Si no se ejecutaren por el obligado, podría hacerse a su costa 
encargando el hacer a un tercero, o bien dar lugar a una indemnización de daños y per-
juicios, a elección del ejecutante y siempre que no contradiga disposición expresa en 
contrario contenida en el título ejecutivo. El demandado deberá soportar los gastos que 
comporte el cese de la inmisión, o resarcir al actor si éste los hubiera sufragado con an-
terioridad, en defensa de su derecho de propiedad y para evitar los perjuicios causados 
con la intromisión, que de otro modo serían irreparables.  
Las medidas correctoras de cesación de inmisiones ilegítimas se centran en aquellas 
que sean posibles y realizables según el estado de la técnica, y a la eficacia de los meca-
nismos según su finalidad, de forma que se mitiguen los efectos perjudiciales que se 
producen, interesando al actor en qué pueden consistir estas medidas y su coste aproxi-
mado, justificando su «razonabilidad», en comparación a los perjuicios por él sufri-
dos1142, ya que unas medidas demasiado costosas podría implicar una paralización tácita 
de la actividad industrial inmitente. El perjudicado no podrá exigir una medida concreta 
de cesación1143, dado que su derecho sólo alcanza a pedir que no se produzcan inmisio-
nes, ni tampoco exigir al perturbador la adopción de medidas concretas y determinadas 
a este fin. Será el juez quien podrá ordenar sin más la cesación de la inmisión, corres-
pondiendo al emitente la elección de los medios para evitarla, siempre y cuando consiga 
tal objetivo1144, o bien decidir la adopción de medidas determinadas, en cuyo caso será 
preciso, aunque no vinculante, el informe pericial.  
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Existen muchos ejemplos en la jurisprudencia en los que se solicita por el particular 
que sufre las inmisiones la acción de cesación (y abstención)1145. Se atenderán preferen-
temente las medidas recogidas en las Ordenanzas Municipales1146 u otra normativa ad-
ministrativa1147, si bien el Tribunal puede ordenar la adopción de medidas más estrictas 
que las que exige la licencia o normativa administrativa. No obstante, AMAT LLARÍ opi-
na que cuando los tribunales ordenan la adopción de medidas más estrictas que las que 
exige la licencia, lo hacen siempre que la inmisión perjudicial e ilegítima no haya sido 
producida en incumplimiento de las normas reglamentarias y según lo dispuesto en la 
licencia o autorización, en cuyo caso los Tribunales suelen condenar a la adopción de 
las medidas exigibles1148. En parecido sentido, dice PARRA LUCÁN que en la mayoría de 
casos analizados en la jurisprudencia, los tribunales suelen condenar a los causantes de 
las inmisiones dañinas a la adopción de las medidas exigidas reglamentariamente, y a no 
producir emisiones por encima de los mínimos autorizados, ante el incumplimiento de 
las mismas por parte del agente. Exigir medidas que superen lo establecido legalmente 
dice la autora, supondría una invasión de competencias1149. En mi opinión, no siempre 
coinciden los VLE o VLI con respecto al perjuicio concreto. 
El § 906 BGB alemán contempla la necesidad de evitar las inmisiones esenciales 
mediante medidas que sean económicamente razonables, intentando compatibilizar el 
desarrollo económico con la protección de los perjudicados. Estas medidas se dirigen a 
limitar o reducir las inmisiones al perjuicio no sustancial. Por otra parte, si la medida es 
posible será obligatoria su adopción. El legislador alemán ha arbitrado una fórmula por 
la cual se toma como base, para determinar la racionalidad económica de las medidas, lo 
que se considera razonable para «una explotación de este tipo» que permita la continui-
dad de la explotación. Se ha dicho por algún autor que esta solución no se puede aceptar 
sin más, en el sentido de que la “racionalidad económica” impere sobre los derechos 
individuales, especialmente cuando se trata de daños a la salud1150. 
                                                 
1145
 Solicitud de cese de las inmisiones procedentes de la finca del demandado que estiman perjudi-
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superiores a las exigidas por la Administración supone, de modo indirecto, atribuirse una función de con-
trol de la licencia que no le corresponde» 
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 EVANGELIO LLORCA, R.: La acción negatoria de inmisiones…, op. cit., p. 233. Según la autora, 
la solución en casos de daños a la salud pasa por partir de su protección preferente. «De no ser así, no 
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En Cataluña se incluye el efecto de abstención dentro del de cesación, al permitir el 
art. 544 1º C.c. poner fin a las inmisiones ilegítimas, así como exigir que no se produz-
can perturbaciones futuras y previsibles del mismo género.  
En Francia, en la práctica, el juez se siente obligado a ordenar, cuando se solicita en 
la demanda, la supresión de troubles anormales de vecindad. Ciertamente él llega a 
pronunciarse, tanto una condena a efectuar ciertos trabajos bajo el control de un experto, 
como una injunction de hacer cesar el trouble eventualmente bajo obligación, como una 
reducción de actividad, como incluso –si bien esto es extremadamente raro- la supresión 
pura y simple de la actividad litigiosa1151.  
En el derecho del common law, las injunctions rara vez son específicas en su natu-
raleza, sino que el tribunal establece el estándar al que se tiene que someter el demanda-
do, pudiendo ser alcanzado por éste por cualquier medio posible técnica, económica y 
jurídicamente hablando. Generalmente, para que los demandos puedan conseguir redu-
cir o eliminar las inmisiones ilegítimas se les da un periodo de tiempo en el cual la in-
junction es suspendida1152. En EEUU existe el balancing test que, dentro de las denomi-
nadas nuisances, es una equity por la cual el remedio no debe ser demasiado oneroso 
para una parte ni demasiado ventajoso para otra1153.  
b) La medida subsidiaria de paralización de la actividad. 
Las medida de cesación o fin de la actividad y la abstención de desarrollarla en el 
futuro se pueden adoptar por el Juez cuando no quepa la reducción de los efectos de las 
inmisiones mediante la adopción de las medidas adecuadas en la actividad típica de la 
acción de cesación y abstención1154, sin que obste en principio la autorización adminis-
trativa de la actividad1155. Las medidas pueden consistir en: 1) ordenar la paralización de 
la actividad industrial, incluso aunque la misma esté amparada por las licencias o auto-
rizaciones correspondientes y no vulnere la legislación administrativa1156, salvo que se 
piense que en estos casos se está cuestionando la licencia misma1157. 2) Cierre del local, 
planta o factoría, o la retirada de maquinaria emisora1158. No obstante, la clausura de la 
empresa se producirá solamente en los supuestos más graves y no se considera necesa-
rio en ningún modo atemperar los intereses en conflicto; o cuando no existen medidas 
correctoras capaces de evitar el daño1159. 3) Cabe la tutela cautelar de cese provisional de 
la actividad (art. 727.7 LEC), pero no cuando la actividad se ajuste al uso normal o a la 
autorización y se considere de gran utilidad socio-económica, en cuyo caso se compen-
sará económicamente al perjudicado (caso catalán y alemán)1160. 
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Existen numerosos ejemplos en la jurisprudencia de medidas judiciales que afectan 
drásticamente a la prosecución de la actividad1161.  
En mi opinión, la existencia de licencia o autorización no menoscaba la posibilidad 
de que un tribunal civil pueda ordenar la paralización o cierre de la actividad, dado que 
la concesión de licencia supone una presunción iuris tantum de que la actividad no va a 
producir daños. Pero esto no significa que se puedan adoptar sin más, sino que habrán 
de cumplirse algunos requisitos en sede judicial: 
1) demostrarse que, aun en cumplimiento de las medidas reglamentarias y las exis-
tente según el estado de la técnica, no es posible mediante la adopción de medidas co-
rrectoras reducir las inmisiones a la normal tolerabilidad; y  
2) que la paralización o cierre de la actividad no supondrá un menoscabo económi-
co mayor que los daños patrimoniales producidos (los daños a la salud serían innego-
ciables), siempre y cuando el demandado no indemnice los daños sufridos por el de-
mandante y compense los que previsiblemente padezca en el futuro. 
Hay autores que, en la línea con el ordenamiento catalán, sugieren que se tengan en 
cuenta los intereses particulares de los sujetos afectados por la paralización (por ejemplo 
los trabajadores) de la actividad y en la prioridad de dicho conflicto difícilmente podrá 
considerarse como prioritario el interés del sujeto perjudicado en evitar daños futuros 
haciendo cesar una actividad industrial ejercida legalmente, siendo la solución más res-
petuosa con los intereses en juego la de compensar económicamente al afectado por los 
daños que se verá obligado a soportar en el futuro, con independencia de la indemniza-
ción de daños y perjuicios ex. arts. 1902 y 1908 C.c. , como las consecuencias graves 
para los trabajadores de la industria paralizada1162.  
En Francia se emplea las astreinte, especie de sanción económica que se impone al 
obligado a realizar la abstención o cesación de la conducta inmisiva por cada día de 
retraso en la ejecución de las medidas a adoptar judicialmente.  
La mandatory injunction anglosajona suele ser negativa (acción de abstención); en 
el caso de que sea positiva (acción de cesación), los jueces sólo podrán condenar en el 
caso de que la acción tenga un contenido claro y exacto, dado que éstos no pueden emi-
tir órdenes vagas relativas a una serie de operaciones sobre las que no puede ejercitar 
ningún tipo de supervisión, teniendo en cuenta, por ejemplo, la tecnología existente y 
aplicable para reducir o evitar daños1163. La acción de abstención se corresponde con la 
injunction, mediante la que se garantiza la no realización, mediando orden judicial, de 
actos que causarán un daño antijurídico1164. 
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c) Enmascaramiento de los efectos de la tutela inhibitoria típica de la acción nega-
toria en la tutela de evitación de futuros daños de la responsabilidad civil. 
En la mayoría de las ocasiones en las que se solicita por el particular perjudicado 
por unas inmisiones la acción de cesación y abstención, se suele utilizar la acción de 
responsabilidad civil en lugar de la negatoria de inmisiones. 
Algunos han criticado la constante vinculación realizada por los Tribunales entre la 
condena a la adopción de medidas de corrección y la producción de daños, remitiendo 
en bloque la problemática al ámbito de la responsabilidad civil extracontractual desde el 
ámbito que parece consustancial a la acción negatoria, el de la propiedad fondiaria, a 
otro que, a priori, parece muy alejado, como es el de la responsabilidad civil extracon-
tractual 1165. Vinculación que se traduce en el olvido de los preceptos legales relativos a 
las inmisiones y en la aplicación casi exclusiva por parte de los Tribunales de los prin-
cipios de responsabilidad civil por daños1166. La consecuencia de todo ello es que la ac-
ción negatoria de inmisiones resulta absorbida por la acción de responsabilidad civil1167, 
aunque este doble efecto no esté previsto en la Ley1168.  
Se han señalado las siguienes razones del “enmascaramiento” de los efectos típicos 
de la acción negatoria en la de responsabilidad civil1169: 1) la pretensión de cesación ad-
quiere un contenido casi idéntico1170. 2) El desconocimiento y falta de regulación expre-
sa de la negatoria1171, de tal modo que se ha preferido utilizar la de los arts. 1902 C.c. y 
ss., y al tratamiento más doctrinal y jurisprudencial más profundo1172. 3) Basándose en 
razones de pura comodidad, pues para ejercitar la acción de responsabilidad no es nece-
sario que se haya perturbado un interés el el uso y disfrute del fundo, ni probarse la rela-
ción jurídica estable de éste con la víctima1173. 4) Al remitir el art. 590 C.c. a la normati-
va administrativa, podría pensarse que es competencia de la jurisdicción contencioso-
administrativa1174. 5) Los tribunales no suelen determinar el/los criterio/s de licitud o 
ilicitud de las inmisiones, sino criterios de antijuridicidad en materia de responsabilidad 
civil extracontractual1175. 6) La acción de cesación y evitación de perturbaciones futuras 
como efecto “transmutable” de la acción de responsabilidad civil. 7) La acción negato-
ria es un supuesto de reparación en especie de la acción de responsabilidad1176. 8) A 
través de la acción negatoria se puede solicitar la indemnización de daños, si bien con 
fundamento de las normas sobre responsabilidad civil1177.  
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Un importante sector doctrinal propugna por la aplicación de la acción negatoria de 
inmisiones1178. Las ventajas de aplicar la acción negatoria son: 1) se sustituye el daño 
por molestia intolerable, cesando las inmisiones presentes y prohibiendo realizar simila-
res perturbaciones en el futuro, lográndose remover la causa de las lesiones, a diferencia 
de la responsabilidad civil extracontractual. 2) La acción negatoria prescinde de cual-
quier elemento subjetivo1179. 3) Los pronunciamientos judiciales serán independientes, 
uno sobre la cesación y otro sobre la pertinencia de reparar los daños causados1180. En 
cambio, si sólo se ejercita la acción de responsabilidad y ésta es desestimada, el funda-
mento para que la actividad no prosiga en lo sucesivo es, precisamente, la existencia de 
un daño injusto que, en tal caso, no se ha acreditado1181 
En cualquier caso, nuestro sistema no es de acciones, por lo que basta con que el 
afectado por la inmisión solicite el cumplimiento del art. 590 C.c.1182. No obstante, la 
separación de ambas acciones sería necesaria en el caso de que se introdujera en el sis-
tema de inmisiones español la posibilidad de existencia de inmisiones lícitas dañosas 
(que causen perjuicios sustanciales y se adecúen al uso normal o se trate de industrias 
debidamente autorizadas por la administración), en cuyo caso la intromisión ha de tole-
rarse por el perjudicado y, por lo tanto, no puede ejercitarse la acción negatoria, evitán-
dose de esta forma la aplicación de los efectos inhibitorios de la acción de responsabil-
diad civil extractontractual. En este caso hipotético, evidentemente, la regulación expre-
sa de la acción negatoria abarcaría todos sus aspectos regulatorios. 
En Alemania, la acción negatoria (§1004 BGB) y la acción de indemnización  
(§823 BGB) deben ejercitarse independientemente. El titular de cualquiera de los dere-
chos y bienes jurídicos enumerados en el § 823 I BGB que se vea afectado por una in-
misión podrá reclamar a través del § 1004 BGB el cese de la inmisión, e incluso la abs-
tención de que se produzcan o repitan en el futuro, si existe peligro concreto, inmediato 
y serio. En los daños a la propiedad la acción negatoria es aplicable cuando se produz-
can perjuicios sustanciales y no resulten del uso según la costumbre local, y aquellas 
que, aun resultando del uso según la costumbre local, resulten económicamente evita-
bles, pudiendo solucionarse el conflicto del property right (derecho de propiedad) ante 
la lesión del derecho, mediante una property rule (pretensión negatoria) o bien como 
una liability rule (pretensión de indemnización) 1183.  
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En el common law se distingue entre la acción de carácter indemnizatorio (“action 
for damages”) y la acción de eliminación o reducción de la nuisance (“injunction”). Las 
determinaciones ésta son inaplicables o tienen menos peso a la hora de determinar el 
derecho de daños. Una injunction puede ser solicitada en una amenaza de private nui-
sance, pero la acción no puede ser mantenida a menos que se haya sufrido un daño. In-
cluso cuando se ha sufrido un daño, una cosa es la reparación de los daños y otra la ce-
sación y/o abstención de la inmisión perjudicial. Y es que para determinar la responsabi-
lidad por daños en la private nuisance, la invasión puede considerarse no razonable in-
cluso aunque la utilidad de la conducta sea elevada y el coste económico de los daños 
sea relativamente pequeño en los supuestos en los que el causante no proceda al pago de 
la indemnización o compensación. En cambio, para determinar si una conducta inmisiva 
puede ser evitada se deben considerar factores adicionales; por ejemplo, puede ser razo-
nable continuar una actividad importante si se compensan económicamente los daños 
pero catalogarla de no razonable si no se compensan. 
C) La tutela reparadora del daño. 
Algunos autores incluyen dentro de la acción negatoria ex art. 590 C.c. la indemni-
zación de daños y perjuicios como uno de sus efectos ante las inmisiones, pues se dice 
que uno de los presupuestos es la producción del daño. En esta línea, VILALTA NICUESA 
y MÉNDEZ TOMÁS opinan que la actividad perturbadora deberá indemnizar al actor por 
los daños y perjuicios que se hayan producido hasta su cesación1184. Existe alguna sen-
tencia en la que se invoca el art. 590 C.c. (no los arts. 1902 y/o 1908 C.c.), para solici-
tar, además de la acción evitación de daños futuros, la reparación de los daños (in natu-
ra) y la indemnización por los daños y perjuicios sufridos1185. Otros lo basan en la inter-
conexión existente entre el ámbito jurídico real del artículo 590, y el de obligación del 
artículo 1908 C.c. de modo que puede considerarse incluido el efecto resarcitorio entre 
los derivados de la acción negatoria, teniendo en cuenta que, debido al art. 1908 C.c., 
hay un ámbito de actuación mucho más amplio1186.  
No obstante, la mayor parte de la doctrina niega la tutela resarcitoria de la acción 
negatoria de inmisiones, sugiriendo la acumulación de acciones1187. En ocasiones la ju-
risprudencia accede a la pretensión de cesación de forma acumulada pero accesoria a la 
primera, ex arts. 590, y 1902 y 1908 C.c. Por ejemplo, en la SAP León 25.3.2011 (AC 
2011, 470) la Audiencia condena al demandado a la cesación en la perturbación y abs-
tención de producir inmisiones en el futuro, debiendo adoptar las medidas de aislamien-
to e insonorización necesarias para evitar que se sobrepasen dichos niveles, así como al 
resarcimiento de daños ex arts. 1902 y 1908 C.c.  
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En mi opinión, la indemnización de los daños y perjuicios ocasionados por inmi-
siones en las relaciones de vecindad no se encuentra entre las pretensiones de la acción 
negatoria por varias razones. En primer lugar, y principal, no existe regulación de la 
acción negatoria en nuestro derecho civil común, por lo que cualquier configuración de 
la misma ha de hacerse teniendo en cuenta las leyes, los principios generales y la juris-
prudencia consolidada. En cambió sí existe regulación expresa de “humos” (ampliable a 
otras inmisiones) excesivos y nocivos en el art. 1908.2 C.c. En segundo lugar, la acción 
negatoria tiene una naturaleza eminentemente preventiva, por lo que no tiene sentido 
que contemple la indemnización de daños y perjuicios que, por otra parte, sí es un efec-
to típico de la acción de responsabilidad civil. 
Con respecto al ordenamiento civil catalán, un sector doctrinal defiende que la pre-
tensión indemnizatoria y la acción negatoria de inmisiones son dos acciones distintas1188. 
Otros dicen que la primera tiene carácter complementario de la segunda, debiendo apli-
carse a aquélla las correspondientes normas de responsabilidad civil extracontractual1189. 
Hay jurisprudencia que acepta la aplicación del art. 1902 C.c. y ss.1190, al afirmar que 
«aunque la Ley hable de daños a los inmuebles por causa de inmisión que prevenga de 
finca vecina, hay que entender aplicable el principio “alterum non laedere”, y en el art. 
1902 del Código Civil, como fundamentos de acción ejercitada, y en relaciones de ve-
cindad, reguladas por normas de policía y de pacífica convivencia»1191, En cambio, la 
STSJ Cataluña 19.3.2001 (RJ 2002, 1399), FJ 2º, dispone que los conceptos de “inmi-
sión”, de “daño” y de “perjuicio” se han de englobar, por lógica razón de causalidad, 
dentro de un mismo e inseparable paradigma procesal: la acción negatoria, pues «causa-
do el perjuicio a consecuencia de una perturbación ilegítima, además de la cesación, 
habrá de asumirse el pago de la correspondiente indemnización, con independencia de 
que exista culpa o negligencia por parte del perturbador».  
Con respecto al ordenamiento civil alemán, varios autores han señalado que la pre-
tensión de libertad de propiedad, encarnada en este caso en la acción negatoria, no se 
dirige a indemnización alguna, por lo que el inquietador no puede apartar su deber de 
eliminar la inquietación mediante indemnización1192.  
En Francia, CABALLERO dice que las medidas de cesación del ilícito no pueden ser 
medidas de reparación, puesto que ellas no se centran en la naturaleza del perjuicio sino 
sobre su fuente. El carácter obligatorio de estas medidas hacen cesar el ilícito, carácter 
obligatorio que constituye el interés esencial de la distinción entre supresión del ilícito y 
reparación in natura. Además, la prueba de un perjuicio es supérflua y no interesa más 
que a la demanda de daños. Dice el autor que, cuando el trouble de voisinage es consi-
derado anormal, hay necesariamente perjuicio (o puede haberlo en el futuro, añadiría 
yo). No se puede, en principio, imponer a la víctima la perpetuación mediante la idem-
nización de la immissio que supera los inconvenientes anormales de vecindad. Concluye 
diciendo que, puesto que la cesación del ilícito no choca con un obstáculo imposible, 
ella debería ser sistemáticamente prescrita1193. 
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2) Tolerancia de hecho de las inmisiones excesivas y nocivas. 
A) Supuestos en los que se produce la tolerancia de hecho. 
a) Utilidad social. Análisis económico y de la producción.  
El ordenamiento jurídico no puede permitir que una forma concreta de actividad 
económica, por el sólo hecho de representar un interés social, disfrute de un régimen tan 
singular que se le autorice para suprimir o menoscabar, sin el justo contravalor, los de-
rechos de los particulares1194. El interés de una industria no contradice la obligación de 
proceder a adoptar todas las medidas precisas y técnicamente posibles para evitar los 
daños1195. Los tribunales no suelen reconocer el requisito de la utilidad social entre los 
que conforman el análisis del uso normal (o utilidad de la conducta), en parte por la 
aversión a que puedan declarse lícitas determinadas conductas que producen daños gra-
ves, sobre todo daños a la salud. En cualquier caso, los intereses derivados de la indus-
tria y los de los ciudadanos deben atemperarse. Para ello, en el análsis del uso normal (y 
en el del ejercicio antisocial) hay que ver si el beneficio de seguir contaminando es infe-
rior o superior al coste que supone a las víctimas tolerarlo o eliminarlo. En el caso de 
que el coste sea mayor, habrá un flagrante uso anormal o abusivo y será necesario eli-
minar las inmisiones. En el caso de que el coste de contaminación fuera menor, la nece-
sidad social podría obligar al perjudicado a tolerar los daños, ya que se ven compensa-
dos por los beneficios generales de la actividad1196.  
En Italia, el art. 844 2º C.c establece la necesidad de que el juez deba conciliar la 
exigencia de la producción industrial con los intereses de la propiedad afectada, lo que 
tradicionalmente ha privilegiado la industria frente a los ciudadanos, al objeto de conso-
lidar el proceso deindustrialización del país1197. Este precepto permite al juez italiano, en 
interés de la producción, considerar lícita una inmisión que excede del límite de la nor-
mal tolerancia1198, con la condición de que se establezca una indemnización compensato-
ria y que no afecte a la salud humana1199. Por otro lado, se deberá constatar la imposibi-
lidad técnica o económica de evitar o reducir las inmisiones con la adopción de adecua-
das medidas preventivas1200. Este párrafo conduce a supeditar la tutela del medio am-
biente, la salud de las personas y la tranquilidad a las necesidades de la industria1201. Al 
fin y al cabo, la necesidad industrial legitimadora de las inmisiones supone una confron-
tación de intereses individuales (uso y disfrute de la propiedad libre de inmisiones per-
judiciales) y colectivos (p. ej. puestos de trabajo). No obstante, se ha dicho por algún 
autor que no hay que llegar al error de calificar todo conflicto con una industria como 
representante de todos los valores sociales1202. 
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 GONZÁLEZ-ALEGRE, B.M.: op. cit., p. 196. 
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12.12.1980 (RJ 1980, 4747). 
1196
 AMAT LLARÍ, Mª E.:“La regulación de las inmisiones…”, op. cit., pp. 86-87.  
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nel quadro…(II)”, op. cit., p. 47. 
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 GALLINARI, A..: op. cit., p. 296. 
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 ALONSO PÉREZ, M.: “Las relaciones de vecindad”, op. cit., p. 397.  
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El juez italiano privilegia la producción industrial en caso de conflicto entre activi-
dad industrial y no industrial, teniendo en cuenta la utilidad social y la producción de 
riqueza de la actividad. En el caso de que ambas actividades sean productivas favorece 
la más productiva. Dado que en la gran industria el análisis de la eficacia técnica y 
económica de las medidas siempre es favorable al industrial por cuanto su coste es 
exorbitante, se produce una escasa aplicación de los remedios inhibitorios y una mayor 
de las medidas resarcitorias, pues se exigirá solamente el resarcimiento si las medidas 
son inviables técnica y económicamente 1203.  
La naturaleza del derecho del inmitente a producir inmisiones lícitas dañosas por 
este motivo se ha basado, por algunos autores, en que el criterio de la producción sirve 
para delimitar el criterio de la normal tolerabilidad, por lo que, una vez establecida ésta, 
no hay margen para moderarla. Para otros autores, en cambio, el derecho a inmitir no 
tiene nada que ver con el criterio de la normal tolerabilidad y debe constituirse mediante 
sentencia judicial a través de una servidumbre coactiva ex art. 1032 C.c., que determi-
nará el alcance y cuantía a compensar1204.  
El daño será lícito por lo que no se tratará como un resarcimiento ex art. 2043 C.c., 
sino como una compensación por haber sido afectado en el uso y disfrute de la propie-
dad (se producen efectos negativos). Desde un punto de vista del análisis económico, la 
constitución mediante servidumbre coactiva es más eficiente que la hipotética necesidad 
de adquirir el inmitente la propiedad del inmitido que va a resultar dañada, por cuanto 
esto comportaría una infrautilización de la capacidad productiva remanente del bien que 
sufre las inmisiones, así como una mayor fricción en el mercado con un consiguiente 
aumento de los costes transaccionales1205.  
En lo que se refiere a la salud de los afectados por inmisiones que excedan la nor-
mal tolerancia, la aplicación del segundo párrafo del art. 844 C.c. equivaldría a afirmar 
que también para los derechos fundamentales –entre cuyos va comprendido el derecho a 
la salud- la tutela constitucional se resolvería en el limitado efecto de proporcionar una 
indemnización, lo que es inadmisible para algún autor1206. 
TRIMARCHI defiende que la inmisión superior a la normal tolerabilidad, pero justifi-
cable, por ejemplo en el interés de la producción, debe considerarse lícita incluso antes 
de la decisión del juez de declararla lícita, fundamentado en una responsabilidad sin 
culpa o directamente en una responsabilida objetiva. Otros afirman –con los que no está 
en absoluto de acuerdo-, en cambio, que la inmisión no tolerable es siempre ilícita, antes 
de la pronunciación del juez; y si esa constituye un fenómeno relacionado de modo 
permanente al ejercicio de una actividad productiva, no puede ser ignorada por el pro-
pietario del fundo, la responsabilidad del cual, por tanto, vendrá afirmada sin necesidad 
de recurrir al principio de la responsabilidad objetiva. Según el autor una inmisión supe-
rior a la normal tolerabilidad normal puede consentirse –contra el pago de indemniza-
ción- cuando limite vuelva difícil el uso del fundo que tiene asociado, pero nunca cuan-
do vuelva practicamente imposible tal uso.  
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 VISINTINI, G.: “Le immissioni nel quadro…(II)”, op. cit., pp. 49-51.  
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 GALLINARI, A.: op. cit., pp. 289-303.  Según el autor (p. 289), «el productor está legalmente au-
torizado a sobrepasar el límite de su derecho de propiedad. […] será el ejercicio de un derecho nuevo que 
se le ha atribuido a cargo y la limitación del derecho de propiedad del vecino en cuanto éste, como titular 
de un derecho de plena propiedad, tendría el derecho de rechazar las inmisiones que superen la normal 
tolerabilidad, por lo tanto es natural que aquél deba, como contraprestación, una compensación». MAU-
GERI, M. R.: op. cit., pp. 894. 
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Una vez respetado este límite, dice TRIMARCHI, el juez deberá asegurar si el daño 
puede ser eliminado o reducido mediante la adopción de una medida idónea, y calculará 
el coste de la adopción de tal medida. Si el coste de las medidas fuesen igual o poco 
superior a la de la reducción del daño, la adopción de aquéllas no presenta un carácter 
de economicidad social, por lo que el juez lo justifica en la razón de que esa reduciría la 
lesión del derecho de propiedad del sujeto expuesto a la inmisión: la regla es constituida 
de la prohibición de la inmisión. El juez no debe limitarse a considerar la medida que 
podría adoptar el inmitente para reducir la inmisión, sino que debe considerar también 
aquella que pueda ser adoptada por el sujeto pasivo de la inmisión al objetivo de redu-
cirla, o de reducir la entidad del daño. Pero los gastos que el sujeto pasivo de la inmi-
sión deba afrontar se sumarán al valor del eventual daño residual (en el caso de que la 
inmisión venga solo reducida, pero no eleminada) y el resultado constituirá el daño to-
tal, objeto de la indemnización. En el caso de que la inmisión no sea económicamente 
eliminable con la adopción de medidas, se deberá también tomar en consideración la 
posibilidad de prohibir la actividad que la causa. Para resolver este problema será nece-
sario confrontar el daño causado por la inmisión con el daño que derivaría de la prohibi-
ción de la actividad. Para ello se tendrá en cuenta por el juez, entre otras cuestiones: la 
posibilidad que la actividad pueda ser llevada a cabo en otros lugares, donde la inmisión 
sea tolerable, sin descuidar –de otra parte- el hecho que la opción -de otro lugar-, por 
otras razones (distancia de la fuente de aprovisionamiento o del mercado), convierta en 
menos rentable el ejercicio de la empresa. Finalmente, cuando una modificación de la 
situación de hecho haga perder el presupuesto de «servidumbre de inmisión», esta podrá 
suprimirse, fundamentado en una aplicación analógica del art. 1055 C.c. italiano1207. 
Dice VISINTINI que desde el punto de vista económico y social esta solución no presenta 
ninguna coherencia lógica, por cuanto no permite realizar un eficaz control sobre inmi-
siones entre propietarios vecinos, ni permite repercutir el riesgo relativo a quien lo de-
termina, ni resarce integralmente el daño. Además, el coste de las medidas preventivas 
viene relacionada con el perjuicio de la inmisión en vía equitativa, no respecto del coste 
real de la indemnización, lo que favorece la industria1208.  
b) Actividades autorizadas.  
Según EGEA FERNÁNDEZ, de forma paralela a la regulación civil de las inmisiones 
en las relaciones de vecindad, que sirve, entre otras cuestiones, para definir qué se en-
tiende por inmisiones excesivas o perjudiciales, fue desarrollándose en la doctrina, la 
jurisprudencia y el otras legislaciones, la técnica de la autorización administrativa, en la 
cual se recogen niveles de emisión e inmisión y la obligación de adoptar las medidas 
necesarias para evitar que éstos sean superados, que se puede basar en el principio del 
desarrollo sostenible. La razón por la que existe obligación de tolerar las inmisiones 
procedentes de instalaciones autorizadas administrativamente, cuando han sido adopta-
das todas las medidas precautorias, es que los posibles efectos perjudiciales de las emi-
siones son examinados anticipadamente y son tenidos en cuenta a la hora de autorizar o 
denegar la licencia1209. Se trata de actividades socialmente beneficiosas y, por tanto legí-
timas, aunque subsista el deber de indemnizar1210. 
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En Cataluña, el art. 546-14 5º C.c. recoge el régimen de las inmisiones sustanciales 
efectuadas por actividades autorizadas: 
«Las inmisiones sustanciales que provienen de instalaciones autorizadas administrati-
vamente facultan a los propietarios vecinos para solicitar la adopción de las medidas técni-
camente posibles y económicamente razonables para evitar las consecuencias dañosas y para 
solicitar la indemnización por los daños producidos. Si las consecuencias no pueden evitarse 
de esta forma, los propietarios tienen derecho a una compensación económica, fijada de 
común acuerdo o judicialmente, por los daños que puedan producirse en el futuro».  
Este apartado refleja la importancia que se le otorga a la industria como elemento 
beneficioso para la economía del país, y por consiguiente para el interés general, evitán-
dose de esta forma el examen de los conceptos “uso normal” y “costumbre local”, pero 
exigiendo, para que sea válida su aplicación, que la actividad tenga autorización vigente 
y que cumpla con lo establecido en la misma. El legislador catalán utiliza un criterio 
económico ante perturbaciones sustanciales. Esta solución ha sido criticada. Por ejem-
plo, ALONSO PÉREZ, opina que las inmisiones sustanciales por su nocividad desmesura-
da para las personas deberían ser evitadas, aunque los gastos sean más que razonables 
(paz, tranquilidad, salud, calidad de vida, defensa del medio ambiente, ect.)1211. DÍAZ 
ROMERO dice que cuando los intereses contrapuestos son, por un lado, el beneficio 
económico, y, por otro, derechos subjetivos gravemente violados, debe prevalecer la 
defensa de los derechos subjetivos lesionados1212. Según NAVARRO MENDIZÁBAL el art. 
514.4 5º C.c. catalán establece un monopolio en el que todos los intereses colectivos 
deben ser evaluados por la Administración. Por tanto, el ciudadano que se vea perjudi-
cado y sólo mediante la adopción de medidas económicamente no razonables pudiera 
ponerse fin a la molestia, deberá acudir al procedimiento administrativo para lograr la 
cesación de la misma1213. Dice MACÍAS CASTILLO que esta solución constituye «un ver-
dadero derecho a contaminar»1214. Según EGEA FERNÁNDEZ1215 cabe presumir, si se cum-
plen las medidas reglamentarias, que la Administración ya ha controlado previamente 
que funcionan las medidas técnicas (posibles) adecuadas en la instalación emitente. Por 
ello, cuando estas medidas se muestren insuficientes (no se pueden evitar las conse-
cuencias perjudiciales), queda la posibilidad de ejercer la acción de reclamación de da-
ños y perjuicios causados. No obstante, a diferencia de lo que sucede en el caso de acti-
vidades no autorizadas, dice el autor que si la evitación de las consecuencias dañosas es 
posible por medio de medidas económicamente razonables, pero éstas no se han adop-
tado, sigue vigente la obligación de tolerar inmisiones provenientes de instalaciones 
autorizadas, aunque su cesación no comporte un gasto económicamente desproporcio-
nado. Por otro lado, el motivo del deber de indemnizar no es ni la antijuridicidad del 
acto –que no es contrario a Derecho- ni la ilicitud (ya que no requiere la concurrencia de 
dolo o culpa), sino en la exigencia de justicia conmutativa1216.  
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En Alemania, el § 14 BImSchG supone una excepción a la posibilidad de ejercitar 
la acción negatoria de inmisiones (§ 1004 BGB) contra el perturbador si se dan las con-
diciones del § 906 BGB, cuando la industria esté autorizada administrativamente, pues 
el propietario perjudicado sólo puede exigir medidas de precaución y, en el caso de que 
éstas no sean posibles técnica o económicamente, la indemnización por los daños y per-
juicios causados. Se sustituye la acción negatoria por una acción de indemnización por 
daños que es independiente de la culpa y por un procedimiento de participación pública 
en el procedimiento autorizatorio previo a la autorización. La finalidad es asegurar el 
funcionamiento de las intalaciones autorizadas, protegiéndolas frente al derecho de ce-
sación de la actividad que en otro caso correspondería al perjudicado1217. El interés del 
propietario dañado pasa en estos casos a un segundo plano1218. Se exigen dos requisitos 
para que esta regulación específica surta efecto: 1) es aplicable a los supuestos generales 
de inmisiones; 2) la autorización debe ser inimpugnable, habiéndose agotado las vías de 
recurso administrativo contra la misma; y 3) las inmisiones deben ser ilegítimas, según 
el § 906 BGB. La legitimación activa para exigir la indemnización corresponderá al 
propietario y el poseedor1219. La legitimación pasiva corresponderá al perturbador, en el 
sentido del § 1004 BGB, ampliable también a aquel cuya voluntad decisiva sea coadyu-
vado en la causación del perjuicio de la propiedad1220.  
En Italia, VISINTINI afirma que la concesión de autorización administrativa para la 
actividad industrial productiva de inmisiones deja imprejuzgada la tutela de los dere-
chos del tercero dañado, pero puesto que aquélla instaura una presunción de utilidad 
social de la actividad misma, el remedio acordado al tercero dañado puede ser solamen-
te el resarcimiento del daño y no la inhibitoria1221. Es decir, la doctrina relaciona las ac-
tividades autorizadas con su utilidad social. 
En el derecho francés, CABALLERO1222 dice que los tribunales establecen como regla 
general que, cuando un establecimiento está autorizado, los tribunales judiciales tienen 
competencia para pronunciarse sobre las medidas propias a hacer cesar el perjuicio que 
este establecimiento pudiera causar en el futuro1223, pues se dice que aquélla se otorga 
sin perjuicio de terceros, «a condición que estas medidas no contraríen las prescripcio-
nes dictadas por la Administración». No obstante, también se ha defendido que si bien 
para el otorgamiento de la autorización han sido tenidos en cuenta los intereses de los 
vecinos en un procedimiento administrativo, por otro lado hay que tener en cuenta que 
lo defendido por aquella son intereses generales. Otros autores niegan la posibilidad de 
que un juez civil pueda establecer medidas correctoras más allá de las recogidas en una 
autorización con el argumento de que la autorización ha dado al fundo un modo de ex-
plotación determinado y los tribunales civiles irían en contra de la decisión administra-
tiva, violando con ello el principio de separación de poderes. De todos modos, cuando 
se amenace el equilibrio técnico y económico, las autoridades administrativas y judicia-
les conjugan sus iniciativas con medidas paralelas de protección. En materia de urba-
nismo se dice que el incumplimiento es una culpa per se1224.  
                                                 
1217
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 75. 
1218
 ENNECCERUS, L./KIPP, T./ WOLFF, M.: op. cit., p. 354. 
1219
 Sentencia de 18 de septiembre de 1984 (BGHZ, 92, 143 y ss). 
1220
 Sentencia de 10 de diciembre de 1987 (BGHZ, 102, 350 y ss.). 
1221
 VISINTINI, G.: “Il divieto di immissioni…”, op. cit., p. 256. 
1222
 CABALLERO, F.: op. cit. pp. 244, 279-280. 
1223
 MAZEAUD, H./ MAZEAUD, L./ TUNC, A.: Op. cit., pp. 700-702. 
1224
 ROBERT, A.: Les relations de voisinage, op. cit., p. 113. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   242 
En el derecho del common law hay ocasiones en las que las nuisances son causadas 
por un texto legal (statutory authority), un reglamento (non-statutory body), o incluso 
una autorización (authorization), pudiendo servir de defensa del causante de aquélla 
frentre a una acción negatoria (injunction), pero no frente a una compensación por los 
daños (damages) producidos. En el supuesto de autorización, ésta debe dejar claro el 
alcance de la misma, por lo que ante cualquier ambigüedad no se podrá presentar como 
defensa por parte del demandado1225. Esta posibilidad tiene dos posibles excepciones: 
que la nuisance haya sido producida en un grado superior al necesario, o que se haya 
producido de forma negligente1226. 
Todo lo anterior pone de relieve cómo los ordenamientos catalán y alemán contie-
nen una completa regulación de las inmisiones, en aras a compatibilizar los intereses de 
la industria estratégica y el interés general, por una parte, y los derechos de los ciudada-
nos y del medio ambiente, por otro. El sistema catalán es sustancialmente parecido al 
alemán, con la diferencia de que en aquél no existe una regulación específica para los 
efectos que produce en la acción negatoria la existencia de autorización administrativa 
en la industria, mientras que en el alemán se regula en el § 14 BimSchG. Por ello, surge 
la duda de si en el ordenamiento catalán las actividades autorizadas se refiere únicamen-
te a aquellas que requieren autorización ambiental integrada (Anexo I de la LPCIC) o se 
amplía a aquellas recogidas en el RAMINP o equivalente. Creo que la previsión del 
legislador debe referirse a ambos tipos de actividades, dado que el equilibrio de inter-
eses será necesario ante todo tipo de industrias donde haya habido algún grado de inter-
vención y control por parte de la administración.  
c) Preeminencia de la indemnización frente a la cesación de la inmisión. 
Sin perjuicio de lo expuesto anteriormente para aquellos casos en los que existe una 
autorización que legalice las inmisiones que producen perjuicios sustanciales, recogida 
en Cataluña y Alemania pero no en España, la realidad jurisprudencial lleva a numero-
sas soluciones en las que, sin admitir los tribunales la importancia de la industria para la 
economía del país y sin decir expresamente que por este motivo se legalizan las inmi-
siones graves, se acaba concediendo una indemnización a tanto alzado y se otorga una 
importancia menor a la adopción de medidas de evitación. 
En Francia, el vecino frecuentemente no obtiene la cesación de la actividad y debe 
contentarse de una indemnización compensatoria de una parte del perjuicio ya sufrido, y 
de otra parte del perjuicio que continuará sufriendo, lo que revela que determinados 
factores socio-económicos o tecnológicos, pesan sobre la conciencia de los jueces y les 
conducen a arbitrar en favor de los contaminadores más que en las víctimas. El proble-
ma es que las cantidades son muy bajas para disuadir al industrial. Por esta razón, los 
jueces se remiten a la buena voluntad de las fábricas (industrias) y a su deseo de evitar 
tanto como sea posible todas las causas de polución que puedan por otra parte entrañar 
nuevos procedimientos. Esta forma de reparación no es, en efecto, diferente de un pre-
cio a cambio del derecho a contaminar. Se llega así a separar la reparación de troubles 
de voisinage del marco de la responsabilidad para considerarla como una simple indem-
nización de expropiación. Independientemente del hecho que un análisis como este omi-
te tomar en cuenta la ilicitud del trouble, constituye una regresión en la medida en que 
supone que el vecino no sufre un perjuicio más que a título de propietario. Pero se ha 
visto que el interés esencial de la construcción pretoriana es el reconocimiento de un 
derecho de la persona a un medio ambiente sin nuisance.  
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CABALLERO critica que la tolerancia fáctica de las inmisiones puede conducir a una 
concepción puramente materialista que pierda de vista los valores esenciales de la pro-
tección del hombre y de su medio ambiente1227, pues altera el umbral de tolerabilidad 
medio. El principio de compensación aplicado al umbral de la excesividad de la inmi-
sión puede producir notables distorsiones, dado que consiste en una técnica de los tribu-
nales para efectuar un balance de inconvenientes y ventajas, que pueden ser en un mis-
mo orden ecológico o de diferentes órdenes: ecológico, económico o social. CABALLE-
RO duda de si se está verdaderamente en presencia de una técnica de apreciación de la 
excesividad de la inmisión o en una causa de exoneración. De entenderse de esta última 
forma, dice que quizás debería aplicarse dentro de la noción de inmisión en la tolerancia 
de vecindad. Sin duda, el juez constata la superación del umbral de anormalidad, pero 
esto ya no es un umbral de nuisance. Se eleva el umbral de anormalidad y, por vía de 
consecuencia, la disminución de los derechos de los vecinos a un medio ambiente sin 
nuisance, quedando la anormalidad perturbada1228.  
d) Las inmisiones tolerables por negocio jurídico. 
La normativa civil en materia de inmisiones no es de orden público, por lo que 
cuando las partes inmitente e inmitida haya celebrado un acuerdo previo que autorice la 
actividad inmisiva, o al menos la condiciones, determinará la obligación de toleran-
cia1229. No obstante, la celebración de dichos pactos no puede suponer inmunidad abso-
luta, por cuanto no todo lo que el inmitente realice en su fundo será lícito, sobretodo si 
afecta a los derechos de la personalidad del inmitido1230, por encontrarnos en un supues-
to en el que el pacto no puede servir al tratarse de bienes irrenunciables de la persona. 
Así, el acuerdo sólo significa la renuncia a la acción civil y será válido siempre que no 
suponga violación de los derechos fundamentales o vaya en contra de las leyes impera-
tivas, la moral o el orden público (art. 1255 Cc.)1231. El pacto puede suponer a la parte 
emitente un importante ahorro en los gastos de prevención, pero solamente será posible 
una renuncia en un específico tipo de perturbación, pero no con carácter general a todas 
las intromisiones que se puedan producir1232. 
En el derecho comparado, en Alemania se admite el carácter dispositivo del § 906 
BGB, de manera que se limiten o amplíen los márgenes legales de la obligación de tole-
rancia mediante acuerdos contractuales o la constitución de servidumbres prediales1233 
que requieren inscripción registral. En el caso de incremento de las inmisiones, la ins-
cripción se hará en la finca del perjudicado; en el caso de que el inmitente acepte la pro-
ducción de inmisiones menores, o su exclusión, dicha inscripción se hará en la hoja rela-
tiva a su propiedad. Lo mismo sucede, respectivamente, cuanto se acepte la exclusión de 
la indemnización cuando se produzcan inmisiones ilegítimas, o se pacten indemnizacio-
nes cuando las inmisiones sean legítimas1234.  
                                                 
1227
 CABALLERO, F.: op. cit., pp. 283-285 
1228
 Ibid.: pp. 251-254. 
1229
 EGEA FERNÁNDEZ, J.: Acción negatoria, inmisiones…, op. cit., pp. 40-42; MACÍAS CASTILLO, 
A.:, El daño causado por el ruido…, op. cit. pp. 282-283. SALVADOR CODERCH, P. y SANTDIUMERGE 
FARRÉ, J.: op. cit., p. 122. STS 30.12.1995 (RJ 1995, 9661), 2.2.2001 (RJ 2001, 1003); STSJ Navarra 
22.1.1993 (RJ 1993, 347). 
1230
 EGEA FERNÁNDEZ, J.: “Relaciones de Vecindad…”, op. cit., pp. 91-92. 
1231
 EVANGELIO LLORCA, R.: La acción negatoria de inmisiones…, op. cit. p. 48. 
1232
 EGEA FERNÁNDEZ, J.: Acción negatoria, inmisiones…, op. cit., pp. 40-42.  
1233
 Sentencia del BGH de 13 de febrero de 1970 (NJW, 1970, pp. 856 y ss.). 
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El art. 544-5 Cc. catalán dice que no corresponde ejercer la acción negatoria: «b) Si 
los propietarios deben soportar la perturbación por disposición del presente código o 
por negocio jurídico».  
En Italia, la mayor parte de la jurisprudencia1235 y de la doctrina1236 admiten que el 
art. 844 C.c. es una norma de carácter dispositivo, salvo que se trate de razones de de-
fensa de salud de las personas, actuando este derecho como límite infranqueable a la 
autonomía de la voluntad1237. La posible servidumbre coactiva que convierta en lícita la 
inmisión dañosa puede consistir en hacer tolerar una inmisión superior a la normal tole-
rabilidad o, en sentido inverso, vincularse el inmitente a no superar el límite máximo del 
art. 844 C.c. Otro límite de la autonomía privada ha sido residenciado en la necesidad de 
no alterar, con la servidumbre de la inmisión, la propiedad al punto de convertir en ilu-
sorio su contenido esencial1238. 
e) La usucapibilidad del derecho a provocar inmisiones intolerables. 
En Italia, MAUGERI considera que las inmisiones lícitas dañosas deben constituirse 
a través de servidumbre coactiva, que podrá hacerse mediante sentencia judicial o me-
diante negociación entre las partes. No obstante, se muestra reacio a que sea adquirido 
este derecho por parte del inmitente a través de usucapión:  
- en la servidumbre relativa a la obligación del inmitente de respetar un límite 
máximo de tolerabilidad, la razón estriba en que no se trata de una servidumbre 
aparente a los efectos del art. 1061 C.c., sino de una servidumbre negativa.  
- En la servidumbre de inmisión superior a la normal tolerabilidad, la doctrina se 
divide a la hora de aceptarla o no. MAUGERI afirma que para que la servidumbre 
sea considerada aparente, en los términos del art. 1061 C.c., y con ello usucapi-
da, es necesario que aquélla sea visible, permanente y tener un destino objetivo 
relacionado con el ejercicio del derecho de propiedad, lo que no casa con facili-
dad en los supuestos de inmisiones indirectas, por cuanto resulta imposible (o 
casi imposible) percibir que quien inmite ejercita su derecho de propiedad y ex-
cede de los límites. No basta, según la autora, con la existencia de un signo vi-
sible sino que es necesario que tal signo tenga un carácter funcional y instru-
mental en relación con el ejercicio de la servidumbre, lo que puede servir en el 
caso de inmisiones directas o en los casos en los que las obras con presencia 
física dejan un estado de apariencia que no requiere de pericial para su demos-
tración, sino que está al alcance de un observador medio1239. Sin perjuicio de que 
el derecho a adquirir derecho a contaminar no es viable cuando el acto que lo 
produce sea ilegal1240. 
En el derecho del common law, la adquisición de un derecho a contaminar en forma 
de servidumbre requiere: i) el transcurso de 20 años; ii) que el derecho a contaminar 
haya sido ejercido abierta y continuamente y sin ningún permiso específico de la perso-
na que la sufre; iii) ser resultado de un acto lícito1241.  
                                                 
1235
 Cass., 15 de marzo de 1973, nº 750 (Gius. civ., 1973-I, pp. 1326 y ss.). 
1236
 MAUGERI, M. R.: op. cit., p. 894. PARDOLESI, R.: op. cit., pp. 403-404. 
1237
 TORREGROSA, G.: op. cit., p. 1428. 
1238
 MAUGERI, M. R.: op. cit., pp. 894-895. 
1239
 Ibid.: pp. 895-896. 
1240
 BELL, S. & MC GILLIVRAY, D.: op. cit., p. 609. Según los autores, esto sucede en muchos supues-
tos de contaminación del agua. 
1241
 Ibid.: p. 263. 
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B) Respuesta jurídica frente a las inmisiones excesivas legítimas. 
a) La indemnización de daños y compensación por los futuros en actividades ajusta-
das al uso normal y si ponerles fin conlleva un gasto desproporcionado.  
La compensación por daños excesivos producidos actividades industriales que se 
ajustan al uso normal puede fundamentarse en el equilibrio entre la iniciativa económica 
y los particulares, o en la adquisición por parte de las industrias de un derecho a conta-
minar del modo: “Quien paga, contamina”. Abogo por una gradual implantación de esta 
posibilidad, por cuanto, de lo contrario, se podría llegar a soluciones extremas del cierre 
de actividades industriales estratégicas para el país por haber producido daños patrimo-
niales que, aun excesivos, podrían ser compensados o, al menos, conjugar los derechos 
y obligaciones de las partes de manera que cada uno tenga que sacrificarse en aras de un 
bien común, con la necesaria compensación.  
Para implantar un derecho a la compensación de los perjudicados, es necesario el 
cumplimiento de una serie de premisas:  
1) La actividad industrial deberá cumplir con las normas reguladoras de la activi-
dad, así como con las liencias y/o autorizaciones, y no producir emisiones superiores a 
las producidas en la zona en cuestión, según los usos locales.  
2) Los daños, que se deberán considerar excesivos, intolerables o sustanciales, o 
amenazas de los mismos, deberán referirse sobretodo a los patrimoniales, excluyendo 
por lo tanto los daños a la graves a la salud.  
3) Las inmisiones deberán intentar reducirse a la normal tolerabilidad a través de 
medidas precautorias, cuando los costes de su implantación no hagan inviable la activi-
dad. Aun siendo inviables, los demandados deberán intentar disminuir la excesividad de 
las inmisiones mediante otras técnicas, como emitir a determinadas horas del día, evitar 
la actividad los fines de semana, etc.  
4) La decisión final será adoptada por los jueces civiles. 
En Cataluña, «los propietarios de una finca deben tolerar las inmisiones que pro-
duzcan perjuicios sustanciales si son consencuencia del uso normal de la finca vecina, 
según la normativa, y si poner fin a las mismas comporta un gasto económicamente 
desproporcionado» (art. 546-14 2º); y «tienen derecho a recibir una indemnización por 
los daños producidos en el pasado y una compensación económica, fijada de común 
acuerdo o judicialmente, por los que puedan producirse en el futuro, si estas inmisiones 
afectan exageradamente al producto de la finca o al uso normal de esta, según la cos-
tumbre local» (ap. 3º); asimismo, pueden exigir que la inmisión se haga se haga en el 
día y en el momento menos perjudiciales y pueden adoptar las medidas procedentes 
para atenuar los daños a cargo de los propietarios vecinos.  
En el ordenamiento civil germano la compensación económica se regula en el § 906 
II BGB cuando se produzcan inmisiones esenciales, adecuadas al uso local y no evita-
bles mediante medidas económicas razonables, debiendo soportarse. En estos casos se 
concede al perjudicado el derecho a exigir una adecuada compensación económica si la 
inmisión perjudica un aprovechamiento de su propiedad adecuado al uso local o el ren-
dimiento de su finca más allá de una medida tolerable. Esta medida se determinará de 
manera similar al requisito de la esencialidad, mediante una regla objetivada-
diferenciada, realizando una ponderación de los intereses de ambas partes que permite 
decidir si la inmisión esencial sobrepasa dichos límites1242.  
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 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 461. 
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En este punto, hay que diferenciar el término “usuario”, que actúa lícitamente, de-
ntro de los límites que marca el § 906 BGB, del término “perturbador” en el sentido del 
§ 1004 BGB, por cuanto en el primer caso el perjudicado no podrá ejercitar la acción 
negatoria al considerarse tolerables las inmisiones. El perturbador actúa ilícita y culpa-
blemente, por lo que estará obligado a indemnizar los daños y perjuicios conforme al § 
823 BGB, mientras que el usuario que debe compensar a la víctima lo hace con inde-
pendencia de la culpa1243. Además, la cuantía de la compensación se determina a través 
de técnicas expropiatorias y no de valoración de los daños y perjuicios conforme al § 
249 y ss BGB y se concederá en forma de suma de capital o de una renta. El derecho a 
exigir la adecuada compensación en dinero corresponderá al propietario o poseedor de 
la finca perjudicada, pero no al mero usuario que no ostenta ningún derecho sobre la 
finca. La acción se dirigirá contra el propietario de la finca o contra el explotador de la 
actividad (usuario del predio) del que proceden las inmisiones. En el supuesto de que las 
inmisiones produzcan daños menores a la salud, o amenazas, como hay que entender los 
mismos como significativos, la cuestión verdaderamente relevante es saber si una vulne-
ración significativa más allá de lo que es aceptable de conformidad con el § 906 II frase 
2ª, es compensable o no. HINTEREGGER cree que el estándar de la costumbre local del 
fundo inmitido normalmente excederá en este punto1244. 
b) Actividades autorizadas: medidas técnicamente posibles y económicamente razo-
nables para evitar los daños, indemnización y compensación. 
En el derecho civil común español es doctrina jurisprudencial consolidada que dice 
que la autorización administrativa no excluye la responsabilidad por daños a particula-
res, dado que la concesión de licencias constituye un acto administrativo realizado sin 
perjuicio del derecho de terceros1245. A pesar de la utilidad social de la actividad autori-
zada, el licenciatario no adquiere el derecho a dañar a otros1246. En mi opinión, no hay 
que confundir las acciones centradas en la inmisión de aquellas centradas en la activi-
dad. En estos casos, lo recomendable es conceder el derecho a eliminar la inmisión o 
reducir su intensidad a niveles tolerables, y si fuera posible, exigir la cesación definitiva 
de la actividad productora de la inmisión, esté o no autorizada administrativamente1247. 
En cambio, para otro tipo de daños “menores”, generalmente de naturaleza patrimonial, 
habría ver la posibilidad de tolerar las inmisiones. 
En el caso de que las inmisiones provengan de instalaciones autorizadas del art. 
546-14 5º C.c. catalán, no se está excluyendo la protección de los derechos privados, 
sino sólo la competencia de la jurisdicción civil para ordenar el cierre de una actividad 
que opera con licencia administrativa. A cambio se permite que los afectados exijan «la 
adopción de las medidas técnicamente posibles y económicamente razonables para evi-
tar las consecuencias dañosas y para solicitar la indemnización por los daños produci-
dos», o una compensación por los «daños que puedan producirse en el futuro». A la 
vista de la normativa catalana se podría llegar a pensar que la tutela preventiva debería 
ejercerse exclusivamente en la vía administrativa1248.  
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 Sentencia del BGH de 2 de marzo de 1984 (BGHZ, 90, 225 y ss.) 
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 HINTEREGGER, M: op. cit., p. 112. 
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 Arts. 10 y 12 RSCL; 29 Ley de Minas: 2.2 y 104.1 de su reglamento; 61.1 TRLA, 54,1 y 9.1 de 
su Reglamento; 37.1 y 66.1 de la Ley de Costas y 131 de su Reglamento; etc. 
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 CORDERO LOBATO, E.: op. cit., p. 328. 
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 DÍAZ ROMERO, Mª DEL R.: “La acción negatoria frente a inmisiones…”, op. cit., pp. 3712-3173. 
1248
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La mera existencia de autorización de la industria implica la legitimación de la in-
misión, con independencia de que el particular perjudicado pueda adopción de las me-
didas técnicamente posibles y económicamente razonables para evitar las consecuencias 
dañosas, así como la indemnización por daños producidos y, en su caso, una compensa-
ción económica por los daños futuros si las consecuencias dañosas no pueden evitarse 
(art. 546-14 5º C.c.). La diferencia fundamental con respecto a las actividades no autori-
zadas es que en éstas la legitimidad de las inmisiones requerirán, además de ajustarse al 
uso normal (según la normativa), que las inmisiones no se puedan reducir a la normal 
tolerancia sin comportar un gasto económicamente desproporcionado. En este caso, el 
perjudicado tiene derecho a recibir una indemnización por los daños producidos en el 
pasado y una compensación económica por los futuros si estas inmisiones afectan exa-
geradamente el producto de la finca, según el uso local, así como solicitar que la activi-
dad se haga el momento más adecuado así como la adopción de medidas procedentes 
para atenuar los daños (art. 546-14 2º, 3º y 4º C.c.).  
En Alemania, cuando la actividad causante de la inmisión esté autorizada el perju-
dicado tiene un deber de tolerarla (§ 14 frase 2 BimSchG) si las opciones de adoptar 
medidas preventivas para el causante son técnicamente imposibles o económicamente 
irrazonables. Por otra parte, esta indemnización del BimSchG para las actividades auto-
rizadas no debe confundirse con la compensación que se aplica en el caso de inmisión 
que producen perjuicios sustanciales ocasionados por actividades que se ajustan al uso 
normal, ya que en el caso de actividades autorizadas se concede una indemnización en 
la medida que no subsiste una obligación de tolerancia, por lo que el perjudicado podría 
ejercitar la acción negatoria del § 1004 BGB, pero por razones de interés preponderante 
se le ve privado de dicha posibilidad. 
En Italia, el derecho a la compensación económica no está previsto en el art. 844 
C.c., si bien ha sido elaborado jurisprudencial y doctrinalmente. Se trata de las denomi-
nadas “inmisiones lícitas dañosas”, que son las que exceden de la normal tolerancia 
desde el punto de vista de los perjucios causados, siendo lícitas por exigencias de la 
producción, si bien sólo cuando no sea posible eliminarlas o reducirlas con medidas 
técnicas no excesivamente gravosas (844.2º). Dice TRIMARCHI que la compensación 
surge por cuanto: 1) se resuelve un conflicto entre dos intereses opuestos haciendo pre-
valecer la industria y sacrificando al particular. 2) Si el ejercicio de una industria causa 
inmisiones dañosas, éstas constituirán parte de su pasivo social, y el coste relativo debe 
por lo tanto ser cargado. 3) No se produce la supuesta compensación fundada en que 
cada propietario está compensado de igual derecho, pues el ejercicio de una actividad 
productiva, que causa inmisiones intolerables, no constituye un modo generalmente 
difuso de disfrutar la propiedad fondiaria. 4) De aceptar la tesis de la no indemnización 
implicaría la constitución de una servidumbre coactiva no debería obligar al pago de 
una indemnización. Lo contrario implicaría una injustificable financiación de la empre-
sa inmitente por parte del propietario del fundo vecino1249. El fundamento de la indemni-
zación obedece a causas distintas que la compensación.  
  
                                                                                                                                               
Derecho público promulgadas atendiendo al interés general, no resulta criticable que el control de esa 
licencia (que es en definitiva en lo que se traduce el cierre de la actividad) se atribuya a la jurisdicción 
contenciosa. Posiblemente, una norma semejante conduzca, en el Derecho catalán, a reducir las reclama-
ciones ante la jurisdicción civil y reconducirlas al orden contencioso-administrativo». 
1249
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PARTE III. ACCIÓN DE RESPONSABILIDAD CIVIL POR CONTAMINA-
CIÓN: REQUISITOS, TUTELA Y ASEGURAMIENTO DEL DAÑO. 
Capítulo 1. Presupuestos de la acción de responsabilidad civil por con-
taminación. 
I) El daño tradicional o civil por contaminación. 
1) Introducción. 
A) Las fuentes de las obligaciones. Los presupuestos de la acción. 
La responsabilidad civil extracontractual es el deber de reparar el daño ocasionado 
a otra persona como consecuencia de la violación de un deber jurídico preexistente. 
Viene marcada por el acto ilícito, regulado en el art. 1902 C.c. Por acto ilícito se puede 
entender “el acto voluntario (imputabilidad subjetiva en primer grado) que vulnere el 
ordenamiento jurídico en su totalidad –no una norma aislada- (antijuridicidad), culpable 
(imputabilidad subjetiva en segundo grado), que causa (relación de causalidad material 
y/o imputación objetiva) un daño a otro y genera la obligación de responder”. Los ele-
mentos del acto ilícito son: la antijuridicidad, el daño, los factores de imputación subje-
tiva y la relación causal material y/o imputación objetiva. 
La responsabilidad civil extracontractual surge cuando se provocan daños persona-
les o patrimoniales, al margen de cualquier relación jurídica a uno o varios sujetos de-
terminados. Es una respuesta jurídico-privada del ordenamiento frente a las conductas 
dañosas ilícitas (art. 1089 C.c.) y culpables (art. 1902 C.c.) y su fundamento último ra-
dica en las normas de respeto impuestas por la convivencia1250 y la protección de los 
derechos de la persona en su ámbito más personal. En materia de inmisiones excesivas y 
nocivas la responsabilidad vendrá fundamentada en una correcta vecindad, y en el debi-
do respeto de las industrias contra los excesos y abusos que puedan cometer en perjuicio 
de los ciudadanos, en estos casos la parte más débil. 
Según la voluntariedad del agente en la infracción del deber jurídico preexistente, el 
acto ilícito puede ser de dos clases: el que sea ejecutado a sabiendas y con la intención 
de dañar (dolo); en el resto de casos se determinará por la culpa o negligencia. En mate-
ria de inmisiones los actos son conocidos como consecuencia normal del ejercicio de la 
empresa. Con base en el art. 1902 C.c. la doctrina y la jurisprudencia señalan como 
elementos de la responsabilidad civil por contaminación:  
1) Acción u omisión voluntaria y dañosa. En primer lugar, la conducta comprende 
un acto humano que puede consistir en una acción positiva (facere) o en una acción 
negativa u omisión (non facere)1251. Por otro lado, existirán daños y perjuicios1252, como 
menoscabo producido como consecuencia de un evento que sufre una persona. El daño 
debe ser cierto, lo que excluye los hipotéticos o eventuales, pues pueden no llegar a 
producirse, lo que no significa que no sea indemnizable el daño futuro, cuando surja con 
posterioridad según una certidumbre racional. En materia de inmisiones, el daño ha de 
ser significativo y ser producido por una inmisión excesiva, y estar relacionado con las 
personas o cosas vinculadas al inmueble.  
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 LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., p. 89. 
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 AMAT LLARÍ, E.: “Comentario a la STS de 20 de marzo de 1989…”, op. cit., p. 453. SANTOS 
BRIZ, J.. Derecho de daños, op. cit., p. 22. 
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2) Antijuridicidad. En materia de inmisiones, la antijuridicidad de la inmisión (ile-
gitimidad) se basa más bien en un acto excesivo y nocivo (art. 1908.2 C.c.). No obstan-
te, las inmisiones también pueden basarse en un acto doloso o abusivo. En el resto de 
daños civiles por contaminación, la antijuridicidad se basa en la producción de un daño 
injusto1253 y/o de un deber de conducirse correctamente, con base a un deber específico o 
el más genérico del alterum non laedere1254, según si nos inclinados por un desvalor del 
resulado o de la acción (o por uno mixto). Los deberes específicos vendrán generalmen-
te determinados por la propia normativa ambiental reguladora de la actividad industrial 
(valores límite de emisión, medidas de prevención, etc.), que tienen como destino de la 
norma la protección del medio ambiente y la salud de las personas o salvaguarda del 
patrimonio de éstos. Su vulneración se considerará un caso de antijuridicidad formal. En 
caso de que no existan tales normas o no hayan sido vulneradas, habrá que acudir al 
principio general del derecho del alterum non laedere.  
3) Dolo, culpa o negligencia, o riesgo en la conducta. En el dolo, el sujeto actuará a 
sabiendas y con la intención de dañar. En casos de culpa o negligencia, se determinará 
si el sujeto pudo o no pudo prever las consecuencias de su conducta activa u omisiva 
(juicio de previsibilidad), o si el sujeto disponía o no de los medios necesarios para im-
pedirlo y no lo hizo, o tenía un deber de evitarlo y no lo hizo (juicio de evitabilidad). 
Ambos tipos de responsabilidad pueden aplicarse a los daños civiles por contaminación. 
Los expedientes de culpa o negligencia no serán muy habituales en los DCC industrial, 
ya que las industrias alegarán el cumplimiento de la normativa reglamentaria. En estos 
casos, dada la peligrosidad inherente a estas actividades, los jueces suelen aplicar la 
responsabilidad cuasiobjetiva, basada en el riesgo, en el aumento de la diligencia exigi-
ble (más allá de la reglamentaria) o en la inversión de la carga de la prueba de la culpa. 
En materia de inmisiones se establece una responsabilidad objetiva basada en la excesi-
vidad y nocividad de la inmisión ex art. 1908.2 C.c.1255. Finalmente, las leyes pueden 
prever un supuesto expreso de responsabilidad objetiva. 
4) Relación causal (material y jurídica). 4.1.) Nexo causal. Es la valoración de la 
probabilidad entre un antecedente y el daño. Se le denomina también juicio de relación 
causal material, pues tiene en cuenta los aspectos de la naturaleza entre el hecho y el 
daño, seleccionando los hechos que han sido causa del mismo. Se utiliza la teoría de la 
conditio sine qua non, por la cual eliminado el hecho causante el resultado no habría 
tenido lugar. En ocasiones, ante la falta de medios de prueba se aplica el juicio de la 
probabilidad cualificada. Se aplicará en todo tipo de daños civiles por contaminación, 
sin matices. 4.2.) Imputación objetiva del daño (o relación causal jurídica). Para hacer 
este juicio de adecuación, los tribunales y la doctrina suelen aplicar la teoría de la causa-
lidad adecuada, basada en el antecedente que es posible, probable o razonable que oca-
sione el daño. Es la probabilidad de que una determinada causa venga seguida por un 
cierto resultado (previsibilidad en abstracto, es decir, teniendo en cuenta lo que un hom-
bre “medio” hubiera podido prever como resultado de su acto). Se aplica a todo tipo de 
daños civiles por contaminación, con algunos matices: por ejemplo, en la responsabili-
dad por riesgo, la imputación del daño se basará en la relación existente entre la idea de 
control del riesgo y el peligro específico que sobre él recae. 
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 VERDERA SERVER, R.: (autor y coord.), y otros: Derecho de daños, Colección esquemas de De-
recho Civil, Aranzadi, Navarra,  p. 132. 
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 CONDE ANTEQUERA, J.: op. cit., p. 136. RUIZ JIMÉNEZ, J., TEJEDOR MUÑOZ, L.: “Apuntes…”, op. 
cit., p. 1828. SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., p. 22. 
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 AMAT LLARÍ, E.: “Comentario a la STS de 20 de marzo de 1989…”, loc. cit. RUIZ JIMÉNEZ, J.: 
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B) Elementos del daño civil por contaminación. 
a) Conducta dañosa: acción u omisión humana voluntaria. 
La conducta dañosa puede consistir en una acción o en una omisión. El acto u omi-
sión es producida por una conducta humana voluntaria, es decir, controlable por la vo-
luntad a la cual se imputa el hecho. No obstante, el agente ha de responder jurídicamen-
te también de aquellas consecuencias de su actuación relacionadas con sus acciones que 
no ha previsto y aun las que no ha querido, pero con las cuales, según la previsión 
humana, debió contar y que por ello han de considerarse controlables por él1256. La vo-
luntariedad se refiere a la imputabilidad objetiva del daño o imputabilidad en primer 
grado, siendo, en términos generales, la capacidad para comprender la injusticia de la 
acción y de obrar en consecuencia, o dicho de otro modo, la conexión de cierta conducta 
injusta con una consecuencia ilícita. Se excluyen, por tanto, los hechos puros de la natu-
raleza, ya que sin intervención del hombre no podría generarse la obligación de indem-
nizar, pues a nadie podría imputarse el nexo causal1257. 
La acción es cualquier comportamiento humano (en nuestro caso una actividad in-
dustrial), que altere la realidad preexistente y que estará materializada en el suceso con-
taminante1258. La omisión puede consistir en la omisión de lo que debía de haberse hecho 
(art. 1098 C.c.), normalmente cuando no se han tomado las medidas necesarias para 
evitar un daño, o en haber hecho lo que se debió omitir (arts. 1088 y 1099 C.c.)1259. En 
concreto, la omisión puede referirse en esta materia a: 1) los medios conducentes a la 
desaparición del riesgo o defecto; 2) cuando la abstención se efectúa con la intención de 
dañar, lo que entra en un supuesto de dolo; 3) la ausencia de adopción de medidas nece-
sarias para evitar el daño previsible, y 4) la diligencia debida (cuando la ley o reglamen-
to imponen la obligación de actuar)1260, lo que conduce a una mayor importancia de la 
omisión, al valorarse la previsibilidad una vez producido el daño1261. Se pueden distin-
guir las omisiones de diligencia de las omisiones puras: 
1) Las omisiones puras surgen cuando exista un incumplimiento de un deber legal o 
negocial de actuar de manera imputable, lo que se sumará a los factores causales y se 
someterá al juicio de imputación objetiva y subjetiva. Se considera que la realización 
diligente de la actividad incluye la concreta conducta omitida, con independencia del 
cumplimiento de los reglamentos administrativos; si suscitan dudas, habría que estar a 
la conducta normalmente exigible para enjuiciarlos o al criterio del ámbito de protec-
ción de la norma infringida1262. Es dicho incumplimiento el que cualifica la inactividad, 
convirtiéndola en omisión, atrayéndola de esta forma al proceso de determinación de los 
responsables del daño. En materia de inmisiones es imposible que puedan darse este 
tipo de omisiones, ya que aquéllas requieren un hacer1263.  
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 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., pp. 22-23.  
1257
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., p. 239. REYES LÓPEZ, Mª. J.: op. 
cit., p. 208. 
1258
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 146.  
1259
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., pp. 23-24. 
1260
 DE MIGUEL PERALES, C.: Derecho español…, op. cit., p. 331. 
1261
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil…, op. cit. p. 257. YANGUAS MONTE-
RO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 144. VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., p. 104. 
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 ARCOS VIEIRA, Mª. L.: Responsabilidad Civil: Nexo Causal e Imputación Objetiva en la Juris-
prudencia (con especial referencia a la responsabilidad por omisión), Cizur Menor (Bavarra): Aranzadi-
Thomson, D.L. 2005, p. 149. 
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 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., p. 267.  
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2) Las omisiones de diligencia se refieren a los deberes relacionados con la activi-
dad, producida por la ausencia de la adopción de todas las medidas necesarias para evi-
tar la producción del daño. Aquí, la omisión se puede referir a: i) la de los medios con-
ducentes a la desaparición del riesgo o defecto; ii) la ausencia de adopción de medidas 
necesarias para evitar el daño, o iii) la omisión de la diligencia debida. Se pueden re-
conducir a los esquemas generales de la responsabilidad civil aplicados a las acciones, 
que las asimila, debido a que sólo pueden calificarse desde el contexto específico de una 
actividad positiva y en atención a la corrección en la forma de su desarrollo. En estos 
casos el agente no actua debidamente al llevar a cabo la conducta perjudicial: no realizó 
las concretas actuaciones exigidas, no lo hizo en la forma correcta, no adoptó más pre-
cauciones, etc. La omisión de diligencia facilita la condena mediante el argumento si-
guiente: «se decide que el daño no debió ocurrir, se calcula la conducta que lo hubiera 
evitado, se decide que esa conducta formaba parte de la diligencia exigible al demanda-
do, y se concluye con toda lógica que, puesto que el daño existe, se ha debido a la omi-
sión negligente de aquél», lo que genera inseguridad, pues encierra en un círculo vicioso 
las peores derivaciones de los requisitos de la causa y de la culpa. Según ARCOS VIEIRA, 
vale la pena acudir a la forma positiva (negligencia) que permite explicar lo ocurrido en 
la actividad desarrollada, debiendo considerarse solamente como omisiones las puras, 
pues en éstas no se lleva a cabo una conducta1264.  
En algunas ocasiones la jurisprudencia, incluso en materia de inmisiones, viene a 
confirmar el elemento subjetivo y personal del agente de haber obrado con descuido o 
negligencia de evitar un mal, afirmando que «la obligación que establece el art. 1902 
alcanza al dueño de una cosa que, por omitir los medios conducentes a la desaparición o 
corrección de los vicios o defectos de que adolezca o el empleo de los procedimientos 
adecuados para evitar sus consecuencias, da lugar a que se produzcan dichos daños»1265, 
o cuando se dice que la conducta descuidada o negligente del demandado deriva de «no 
cumplir, con diligencia, sus obligaciones en cuanto a las instalaciones, con cuyo proce-
der causa daños, por causa absolutamente previsible, cual es la salida de humos y ex-
pansión de impurezas residuales […] al no adoptar las medidas técnicas adecuadas»1266. 
En otras ocasiones, el TS ha establecido una responsabilidad cuasi objetiva fundada en 
la mera creación de peligros para la comunidad posible y socialmente adecuada1267: 
«cuando las garantías adoptadas conforme a las disposiciones legales para precaver y 
evitar los daños previsibles y evitables no han ofrecido resultado positivo, revela la in-
suficiencia de los mismos y que faltaba algo por prevenir, no hallándose completa la 
diligencia»1268. A veces la jurisprudencia hace uso del contenido del art. 1104 C.c. en su 
vertiente de presunción de culpa para decir que «la acción u omisión determinante del 
daño indemnizable se presume siempre culposa, a no ser que su autor acredite en debida 
forma haber actuado con el cuidado y diligencia que requerían las circunstancias de 
lugar y tiempo concurrentes en el caso concreto de que se trata, [y, además, al sector del 
tráfico o al entorno físico y social donde se proyecta la conducta1269] sin limitarse al me-
ro cumplimiento de disposiciones reglamentarias»1270. 
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 ARCOS VIEIRA, Mª. L.: op. cit., pp. 127, 149, 352. 
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 STS 23.12.1952 (RJ 1952, 2673). 
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 STS 14.5.1963 (RJ 1963, 2699). 
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 SSTS 13.12.1971 (RJ 1971, 5232), 12.2.1981 (RJ 1981, 530), 17.3.1981 (RJ 1981, 1009), 
24.05.1993 (RJ 1993, 3727). 
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b) Daño cierto, personal y directo.  
El daño es todo detrimento, perjuicio o menoscabo que una persona sufre a conse-
cuencia de la acción u omisión de otra1271 y que afecta a sus derechos personales o re-
ales1272. Es requisito imprescindible de la responsabilidad civil por contaminción el rela-
tivo a que el daño sea cierto, personal (atribuible a una conducta humana) y directo1273, 
tanto el producido a elementos patrimoniales como no patrimoniales1274, es decir, que 
afecte a la persona, a su salud o a su patrimonio1275, incluidos los daños morales deriva-
dos de la lesión corporal y, en general, cualquier interés jurídicamente protegido1276, y 
ser susceptible de valoración económica1277. Esto servirá tanto para los daños ocasiona-
dos por inmisiones como para el resto de daños tradicionales1278, si bien en materia de 
inmisiones los daños personales deben tener una cierta relación de estabilidad (ocupa-
ción legal) con el bien inmueble. A raíz de la jurisprudencia y la doctrina se han am-
pliado las inmisiones a los daños personales y morales. 
La certeza del daño implica la necesidad de que el resultado lesivo sea objetiva-
mente cierto en cualquiera de los bienes del particular afectado, vinculado más que al 
propio concepto de daño, a la prueba de su existencia. Esto significa que ha de ser real, 
actual y verdadero (se excluyen los daños futuros –si bien con alguna excepción en ma-
teria de compensación- e hipotéticos). No obstante, en los daños no patrimoniales, la 
prueba de la certeza del daño es difícil, si bien los tribunales no precisan pruebas objeti-
vas del mismo debido a la variedad de circunstancias, situaciones o formas con que 
puede presentarse el daño moral en la realidad práctica1279, y con base a la doctrina in re 
ipsa loquitur (la cosa habla por sí misma), en cuya virtud cuando se da una situación de 
notoriedad no es exigible una concreta actividad probatoria, produciéndose una deduc-
ción de negligencia que se desprende del daño desproporcionado1280, lo que requiere que 
se produzca una evento dañoso de los que normalmente no se producen sino por razón 
de una conducta negligente y que dicho evento se origine por alguna conducta que entre 
en la esfera de la acción del demandado1281. En materia de inmisiones los daños no pa-
trimoniales pueden deducirse de situaciones en las que se constate la superación de los 
límites de tolerancia, lo que puede ser determinativo de la situación de notoriedad, faci-
litado por las normas administrativas protectoras del medio ambiente cuando se constata 
la superación de los límites máximos previstos1282. 
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patrimonial…, op. cit., p. 143.  
1272
 MACIÀ GÓMEZ, R. I.: “La dualidad del daño patrimonial y del daño moral”, Revista de la Aso-
ciación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, Nº 36, 2010, p. 21. 
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Por otro lado, los daños producidos al medio ambiente -en el que sólo indirecta-
mente pueden verse afectados los particulares- no se incluyen. En el caso de daños me-
dioambientales que pueden tener la condición simultánea de bien de propiedad o titula-
ridad del particular, se producirá un daño cierto en el medio ambiente, y la forma de 
reparación se ajustará a lo dispuesto en la LRM, sin perjuicio de que también pueda 
instarse su reparación en sede judicial civil (art. 5.2 LRM). 
Los DCC serán los causados por sustancias contaminantes que se han propagado 
por el suelo, el aire o las aguas (elemento transmisor), sufrido por las personas o sus 
bienes1283, definición que sirve tanto para las inmisiones como para el resto de daños 
tradicionales, ya que se produce con independencia de que el daño sea continuado o 
instantáneo1284. Comprenderá el daño emergente y el lucro cesante, por lo que cualquier 
daño futuro o eventual carece de relevancia jurídica, lo que constituiría, en caso de pro-
ducirse, otro procedimiento para su reparación1285.  
En materia de inmisiones se exige, además, que el daño afecte a las propiedades y/o 
a las personas que tengan relación con el inmueble afectado1286, y que la inmisión sea 
excesiva (art. 1908.2 C.c.), que se suele reflejar a través del análisis de la normal tole-
rancia de los sujetos afectados o en la disminución del valor económico de la finca1287. 
El daño ha de tener una cierta entidad, que le haga merecer el concepto de “no tolera-
ble”1288, a la vista de que la actividad supera los límites normales produciendo un daño 
grave, abusivo o excesivo (arts. 7.2 y/o 1908.2 C.c.), si bien éstas deberán acreditar una 
relación estable con el bien inmueble que recibe las inmisiones1289. También se verá si la 
instalación no guarda las distancias adecuadas, no realiza las obras de resguardo necesa-
rias o actúa sin licencia (incumplimiento del art. 590 C.c.).  
En el odenamiento civil catalán, del conjunto de la ley se deduce que el daño cau-
sado ha de tener relación con la finca: puede afectar a la finca en sí, a las cosas que se 
incluyen en ella (incluidos animales y plantas), o a las personas que se encuentran en 
ella con una relación de estabilidad1290. Por su parte, en Alemania, el daño civil por con-
taminación ha de derivar de la lesión de uno de los derechos absolutos o bienes jurídicos 
que allí se recogen (§ 823 I BGB y § 1 UmweltHG)1291. Los daños cubiertos por inmi-
siones ex § 906 BGB son más bien los daños a la propiedad, como los costes de la repa-
ración de la disminución del valor de la propiedad1292. 
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c) Alteridad en el daño. 
Es presupuesto ineludible de la responsabilidad civil extracontractual por contami-
nación que el daño que produce infracción del sujeto responsable y que se trata de in-
demnizar sea un daño causado a bienes de otro sujeto y no a bienes propios del sujeto 
responsable. Por ejemplo, en el caso de DCC reconducibles al art. 1902 C.c., éste recoge 
el siguiente tenor literal: «el que por acción u omisión causa daño a otro». Por su parte, 
el art. 1908.2 C.c., aplicable en materia de responsabilidad civil por inmisiones excesi-
vas y nocivas, requiere una acción u omisión del propitetario de un terreno o industria 
que causa daño a heredades vecinas pertenecientes a distintos propietarios o a personas 
que no son los propietarios de la industria en cuestión. 
El criterio de la alteridad es clave en la existencia de responsabilidad civil por con-
taminación del suelo. Existe jurisprudencia1293 que defiende que en los casos de transmi-
sión de terrenos contaminados el propietario que contamine es responsable civil frente a 
futuros adquirentes en cuanto a los daños causados en la finca.  
En contra, la STS 22.12.2008 (RJ 2009, 162) recoge un caso en el que una mercan-
til interpuso demanda contra otra solicitando la retirada de residuos enterrados en un 
solar, cuyos vertidos se habían producido mientras que la demandada era propietaria del 
aquél, mientras que la demandante había adquirido el mismo como último adquirente 
tras una cadena de transmisiones. El Juzgado estimó la demanda y la Audiencia Provin-
cial confirmó la sentencia basándose en la doctrina jurisprudencial sobre los daños con-
tinuados o de producción sucesiva hasta el definitivo resultado y a la responsabilidad 
objetiva por la actividad peligrosa, incluso mediante la aplicación del art. 1909 C.c. por 
razón del riesgo creado. No obstante, para que pueda exigirse responsabilidad extracon-
tractual es requisito la alteridad de los daños causados, con base al art. 1902 C.c., dado 
que, de lo contrario, se estaría en un caso de incumplimiento de obligaciones conveni-
das o por vicios o defectos ocultos de la cosa vendida1294.  
Esta posición marcada por la STS 22.12.2008 (RJ 2009, 162) es la preferida por 
PARRA LUCÁN1295, en cuanto dice que en las relaciones entre particulares la obligación 
del propietario vendedor de asumir los gastos de contaminación frente al comprador se 
regirá por las cláusulas del contrato, siendo más que discutible, sin embargo, que quien 
contaminó una finca propia en el pasado deba responder frente a ulteriores adquirentes 
de la finca contaminada de los gastos de limpieza y reposición de la misma al amparo de 
las reglas de responsabilidad extracontractual.  
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pueden ser utilizadas para el resarcimiento, en el marco de las relaciones contractuales». Por lo tanto, «La 
posible responsabilidad de[l demandado] frente a futuros adquirentes de la finca, se integra estrictamente 
en el ámbito de la culpa contractual por incumplimiento –en su caso- de obligaciones convenidas o por 
vicios o defectos ocultos de la cosa vendida, pero no puede dar lugar a una responsabilidad por culpa 
extracontractual al faltar uno de los elementos esenciales que la configura en el art. 1902 CC como es el 
resultado dañoso causado a bienes de otro sujeto». 
1295
 PARRA LUCÁN, Mª. A.: “Suelos contaminados: la responsabilidad civil del causante de la conta-
minación”, Revista de responsabilidad civil, circulación y seguro, nº 3, 2011, pp. 11, 16-24. 
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Las acciones contractuales que tendrá el propietario adquirente de un suelo conta-
minado serán las de saneamiento por vicios ocultos (arts. 1484 y ss. C.c.), anulabilidad 
del contrato debido a error o dolo (art. 1266 C.c.) o incumplimiento contractual (art. 
1124 C.c.). La reclamación debe ir dirigida contra el vendedor, mediante, en su caso, la 
subrogación que a tenor del artículo 1511 C.c. se opera en favor del comprador respecto 
de las acciones que corresponden al primero contra los transmitentes anteriores1296. No 
será posible la reclamación contractual directa contra el último vendedor del suelo 
cuando la contaminación se haya producido con anterioridad a la compra del suelo por 
éste último1297. Tampoco cabría hacer referencia a la jurisprudencia sobre daños conti-
nuados, pues se refiere únicamente a la prescripción de la acción y no a los presupuestos 
de la responsabilidad civil ex arts. 1902 y 1908 C.c.1298; o acoger la argumentación de 
pago de deuda ajena o subrogación en el supuesto de que el ulterior adquirente hubiera 
procedido a su propia voluntad a la restauración del suelo, independientemente de que 
lo haya asumido o no como obligación contractual1299.  
C) Daños afectados por un elemento temporal. 
Se puede hacer una clasificación de los daños tradicionales en función de su mo-
mento de manifestación, distinguiendo el de causación del suceso, la aparición de los 
daños y la exhaustividad de los mismos. En los daños instantáneos o de tracto unitario, 
la acción u omisión del sujeto va seguido, en un corto espacio temporal, de un perjuicio 
realizado en la persona o bienes de un tercero, que puede ser reversible o irreversible. 
Por otra parte, los daños continuados o de tracto sucesivos son aquellos que, «sin perjui-
cio de que en un primer momento cercano al acto causal, se manifieste ya la existencia 
de un perjuicio, el mero transcurso del tiempo y sin precisión alguna de una nueva con-
ducta activa del autor del daño, hace aparecer unos perjuicios nuevos distintos de los 
anteriores, que en razón de ser debidos únicamente al actor inicial, a los que ata una 
estricta relación de causalidad, son lógicamente imputables a quien con su conducta los 
desencadenó» (STS 5.4.1988 [RJ 1988, 2652]), F.D. 3º.  
LLODRÁ GRIMALT añade que los daños continuados, en sentido amplio, se caracte-
rizan porque el daño no se localiza en un único punto temporal, sino que son producto 
de la dilación en el tiempo, pudiendo ser1300: 1) Daños continuados en sentido estricto 
(propiamente “daños continuados”): son los originados por una sucesión de actos sin 
sustantividad propia, integrantes de un acto complejo, cuya realización se prolonga en el 
tiempo, es decir, «la causa que origina el daño se mantiene ininterrumpidamente; y por 
lo tanto sigue generando daños»1301. 2) Daños duraderos o permanentes: se trata de un 
único acto, localizable en un único punto temporal, con efectos que se dilatan en el 
tiempo. 3) Daños progresivos: son actos sucesivos que suponen un daño mayor que la 
suma de cada daño individual producido por cada acto lesivo. 
                                                 
1296
 Art. 1511 C.c.: «El comprador sustituye al vendedor en todos sus derechos y acciones». 
1297
 SAP Barcelona 31.3.2009 (JUR 2009, 378888), FD 3º. 
1298
 STS 22.12.2008 (RJ 2008, 162), AH 5º. 
1299
 SAP Barcelona 31.3.2009 (JUR 2009, 378888), FD 4º y 5º. En este caso, el demandante había 
asumido el compromiso de la descontaminación de la finca, por lo que (FD 4º) «la demandante no hizo 
propiamente una regeneración de la finca por sustitución de una obligación concreta y exigible a la de-
mandada impuesta por la Administración en interés genral, sino que lo que hizo fue urbanizar la zona en 
propio interés y, ciertamente, ello implicó la descontaminación de la finca; descontaminación que realizó 
en razón de los propios compromisos asumidos ante las instituciones que le vendieron o aportaron el 
inmueble y ante la Administración para la obtención de la concesión del puerto». 
1300
 LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., p. 94. 
1301
 SAP Coruña 4.5.2012 (RJ 2012, 189865), F.D. 3 
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La mayor parte de los supuestos litigiosos relativos a inmisiones acaban siendo su-
puestos de daño continuado. La conducta –por acción negligente u omisión de diligen-
cia)-, que comienza en un momento determinado y continúa, produce daños continuados 
a lo largo de su duración, pues la causación de los daños se produce a lo largo de un 
dilatado período de tiempo, durante el cual resulta evidente su evitabilidad mediante la 
aplicabilidad de medidas de prevención, debiendo imputarse tanto a los autores en todo 
el lapso temporal, así como a quienes por su relación de dominio o gestión con la cosa o 
actividad productora se hallan obligados a adoptar tales medidas1302. No obstante, no hay 
que confundir la repetición o la continuación en la acción (inmisiones continuas) del 
daño continuado. El daño continuado se predica no de la acción, sino de los efectos no-
civos1303. Incluso pueden haber inmisiones, caracterizadas por una sucesión de actos, que 
produzcan un daño instantáneo o sucesivo.  
Los “daños repetidos” o “sucesivos” se caracterizan por una acción que, repitiéndo-
se periódicamente, causa daños de forma sucesiva. No obstante, este tipo de daños pro-
ducidos de forma intermitente pero continuada en el tiempo han sido calificados por 
parte de la jurisprudencia como “varios hechos continuados” o “periódicos” derivados 
de “una sola actividad”, por lo que se podría entender este tipo de daños como una va-
riante más de los daños continuados1304. DE ÁNGEL YAGÜEZ cree que la situación de 
permanencia se debe a la inactividad del obligado a eliminarla, transgrediendo el nemi-
nem laedere mientras la omisión persista1305. 
Los daños duraderos o permantentes son aquellos en que «el daño se produce en un 
momento determinado por la conducta del sujeto agente, pero el efecto negativo persiste 
a lo largo del tiempo, incluso con la posibilidad de agravarse por factores ya del todo 
ajenos a la acción u omisión del demandado»1306.  
Los daños sobrevenidos se desarrollan durante cierto tiempo de una determinada 
manera, pero en un momento dado se producen daños de más entidad que los iniciales, 
no afectando a los daños iniciales que hayan podido ser ya indemnizados en un proceso 
judicial, pues los daños que el juez valora en su sentencia son los acaecidos hasta este 
momento, sobre los que no cabe una nueva demanda, pero respecto de los sobrevenidos 
la víctima puede formular una nueva reclamación1307. No cabe alegar en estos supuestos 
los efectos de la cosa juzgada, por cuanto no concurre la identidad de petitum, como 
elemento objeto de la acción (art. 1252 C.c.). Idéntica solución se puede llegar en los 
casos de mera “agravación” del daño. 
Los daños futuros son aquellos cuya realización sea cierta a partir de una situación 
ya existente, terreno abonado a los daños producidos por inmisiones, en cuanto son cau-
sados por una actividad que puede causar un daño, pudiendo indemnizarse el daño futu-
ro si éste es prolongación inevitable de un daño actual, aunque no suele ser una partida 
habitual en estos procedimientos por cuanto los demandantes suelen solicitar que se 
adopten medidas de cesación del daño y/o de evitación de otros futuros, pues «si el daño 
futuro puede evitarse, más vale esforzarse en evitarlo»1308.  
                                                 
1302
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit. p. 947. 
1303
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 293-295. 
1304
 STS 2.2.1981 (RJ 1981, 530). 
1305
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 945. 
1306
 SAP Coruña 4.5.2012 (RJ 2012, 189865). 
1307
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, cit., p. 397; Tratado 
de Responsabilidad Civil, op. cit. pp. 909-910. 
1308
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., p. 298.  
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Se puede asimilar el daño futuro a los “daños preventivos” del art. 2:104 PETL: 
«Los gastos realizados para evitar un daño que amenaza producirse constituyen un daño 
resarcible en la medida en que hayan sido autorizados».  
Finalmente, habrá que distinguir los derivados de la pérdida de una posibilidad y el 
lucro cesante. El primero consistirá en la pérdida de una oportunidad siempre que se 
pruebe, en primer lugar, la probabilidad de que un acontecimiento favorable hubiera 
tenido lugar o uno desfavorable no se hubiera realizado de no haber sucedido el aconte-
cimiento, y, en segundo lugar, la certeza (seria y real) de la pérdida de la oportunidad1309. 
Por tanto, no serán reclamables los daños eventuales, si bien la frontera entre daño po-
tencial (reclamable) y daño eventual (no reclamable) no siempre es fácil de trazar. Por 
otro lado, el lucro cesante es la ganancia dejada de obtener, cuyo problema reside en 
delimitar lo que es razonable de lo que es simplemente hipotético. Este tipo de perjucios 
se refieren a los que continuarán produciéndose en el caso de que no se realicen las me-
didas correctoras señaladas por el Tribunal1310.  
D) Cobertura de los daños civiles por contaminación. 
Dice HINTERREGER que prácticamente en todas las jurisdicciones las acciones basa-
das en la culpa o en la responsabilidad objetiva cubren daños al inmueble, daños patri-
moniales, así como daños personales e incluso la muerte, con la excepción del English 
law en su aplicación de la regla Rylands v. Fletcher, al considerarse una subespecie de 
la private nuisance. En los casos de aplicación de normas relativas a las inmisiones sólo 
puede accionar la persona que tiene una relación estrecha y estable con el fundo afecta-
do, sea en calidad de propietario o de poseedor u ocupante legal y cubre normalmente 
los daños a la propiedad, incluyéndose en éstos los que afecten al uso y disfrute de la 
misma. En algunos países europeos (Alemania, Suiza, Portugal) o regiones españolas 
(Cataluña, Navarra, Aragón) sólo se cubren este tipo de daños por inmisiones. En otros 
países (Inglaterra, Austria) pueden cubrirse los daños personales solamente cuando de-
riven directamente de una interferencia a la propiedad en que incurre los propietario o 
cualquier otra persona con interés legal en el fundo. En Irlanda, si bien se cubren los 
daños personales, se hace en utilización de la regla de la negligencia. En Bélgica, Fran-
cia, Grecia, Italia, Finlandia y Suecia se cubren también los daños personales, siempre 
que se relacionen establemente con el fundo. Este autor ubica el art. 1908.2 C.c. en un 
caso de responsabilidad por riesgo y no de inmisiones1311.  
En mi opinión, el art. 1908.2 C.c. regula la responsabilidad civil por inmisiones, 
con independencia de la peligrosidad de la instalación o actividad que causa el daño, 
dada la expresión “humos excesivos” y “nocivos”, con ausencia de culpa, si bien se ha 
de reconocer que de la amplitud dada por el precepto en cuanto a los daño ocasionados 
se podría aceptar también que se trata de un precepto que regula la responsabilidad por 
riesgo, del mismo modo que lo hace la regla Rylands v. Fletcher en el derecho inglés. 
No hay que olvidar que la mayoría de la doctrina lo considera la otra cara de la moneda 
del art. 590 C.c. Creo que no hay ningún inconveniente en aplicar ambas reglas, si bien 
diferenciándolas entre inmisión (emisiones conocidas) e invasiones del uso y disfrute de 
la propiedad con causa no conocida (escape desconocido).  
                                                 
1309
 CERDÁ OLMEDO, M.: op. cit., pp. 624-628.  
1310
 Por ejemplo, la STS 14.3.2005 (RJ 2005, 2236) establece la obligación de indemnizar en cada 
uno de los años siguientes al de 1994, una cantidad igual a la establecida para los daños y aproducidos, 
calculada para el año 1994, aumentada o disminuida con arreglo a los índices de precios al consumo que 
publica el Instituto Nacional de Estadística. 
1311
 HINTEREGGER, M.: op. cit., pp. 71, 76-77. 
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El ordenamiento civil catalán también recoge los daños a las personas y a las pro-
piedades cuando regula las inmisiones ilegítimas en su art. 546.14 C.c.  
En Alemania, la responsabilidad civil ex § 823 I BGB se aplica los daños a la vida, 
el cuerpo, la salud, la libertad, la propiedad u otro dederecho de otra persona. Sólo los 
daños directos son aceptados, estando los indirectos excluidos. Los daños morales como 
el dolor y sufrimiento son reconocidos también. Asimismo se reconocen las pérdidas y 
el lucro cesante, los costes debidos a las pérdidas del uso y otros gastos debidos al daño 
patrimonial. En los daños a la propiedad con dimensiones ecológicas la indemnidad se 
limita a las sustancias corporales que son propiedad del demandante perjudicado, pero 
en ningún caso se resarcirán los daños morales1312. En materia de inmisiones, el § 906 
comprende los daños a la propiedad: son las pérdidas de valor o pérdidas de ingresos. 
También se considera daños a la propiedad la pérdida de uso y disfrute de la propiedad. 
Por ejemplo en los casos de ruidos1313, el daño consistirá en una perturbación en el uso 
normal de la misma, que deberá tener intensidad suficiente (por ejemplo que equivalgan 
a una privación de uso de toda la vivienda)1314.  
Los daños personales, los daños puramente económicos o los daños a los bienes 
muebles no son considerados indemnizables bajo el § 823 I BGB. Los meros daños pa-
trimoniales del afectado sólo serán indemnizables si consiguen probarse ex §§ 823 II o 
826 BGB y si se dan los restantes requisitos establecidos en éstos: en el caso del § 823 
II BGB, la vulneración de una “norma de protección” y en el § 826 BGB una violación 
intencionada de las buenas costumbres. El § 823 II regula la lesión a las normas de pro-
tección (Schutzgesez) que, pese a no establecer una lista de bienes jurídicos cuya lesión 
se resarcible, sí que permite indemnizar todo tipo de daños, siempre que se den todos 
los requisitos en él previstos, entre ellos, que el causante del daño haya vulnerado una 
norma de protección de la cual él era destinatario y que el daño se haya producido de-
ntro del ámbito de protección de la norma. Entre las normas de protección se incluyen 
los §§ 906 y el 1004 BGB, así como los actos administrativos y medidas especiales dic-
tadas por autoridad competente, habilitada por ley o reglamento, para concretar deter-
minadas normas generales, lo que suele materializarse en el contenido de las licencias 
y/o autorizaciones1315. El incumplimiento de las mismas supone una vulneración, negli-
gente y antijurídica, de la norma protectora y serviría para solicitar la indemnización e, 
incluso, para ejercitar la acción cuasinegatoria ex § 823 II. 
Finalmente, los daños indemnizables bajo la UmweltHG son la muerte o daños al 
cuerpo o salud y los daños patrimoniales. Se recoge una previsión especial para los da-
ños producidos a la propiedad inmobiliaria con dimensiones ecológicas cuando el daño 
a la propiedad conlleve también un perjuicio a la naturaleza o el paisaje. En virtud del § 
823 I BGB y del § 1 UmweltHG, el daño derivará necesariamente de la lesión de uno de 
los derechos absolutos o bienes jurídicos que en ambos preceptos se enumeran, si bien 
en el primer caso el círculo de bienes protegidos es más amplio, pues junto a la vida, el 
cuerpo y la salud del § 1 UmweltHG - que además incluye los daños a las cosas-, el § 
823 BGB se refiere también a la libertad, la propiedad y otros derechos, como los de la 
personalidad. Sin embargo, no se indemnizarán las meras pérdidas patrimoniales que no 
resulten de una lesión de los citados derechos.  
                                                 
1312
 LARSSON, M-L.: op. cit., pp. 351-352. 
1313
 MARTÍN VIDA, Mª.A.: op. cit., p. 13. 
1314
 Sentencia BGH de 5.5.1993, Az: V ZR 87/91, Neue Juristiche Wochenschrift 1993, 1793. 
1315
 MARTÍN VIDA, Mª.A.: op. cit., pp. 11, 14-15. El autor cita como ejemplo de norma de protección 
dictada por la autoridad (p. 14). 
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En Italia, un sector doctrinal relaciona el art. 844 y el 2043 C.c. en el sentido de que 
el primero sirve de criterio para determinar la inmisión ilícita y el segundo para resarcir 
los daños producidos por tal acto. Para ello hay que optar por una sistematización con-
ceptual de la inmisión intolerable en la categoría del ilícito y no en la del acto lícito da-
ñoso, al objeto de alargar la legitimación activa. En contra, se ha criticado la insuficien-
cia del art. 844 C.c. para la tutela de la salud, con base a que la legitimación para accio-
nar corresponde siempre a las personas en relación con la propiedad. La defensa del 
derecho real del inmitido si bien se puede traducir en un indirecto medio de tutela de la 
salud del lugar, y por tanto de la salud de quien lo habita, no significa que constituya un 
instrumento a la tutela de la persona en cuanto a tal, especialmente cuanto pueda ser 
fácilmente individualizada la norma o el principio en el cual la persona es tutelada como 
valor en sí mismo, como refleja art. 32 CE italiana o el art. 2043 C.c.1316. Según esta 
línea doctrinal, en tanto la legitimación ex art. 844 C.c. está limitada al titular de un de-
recho de goce del fundo, hay que tener en cuenta que la tutela a la salud de los vecinos 
afectados por una inmisión debe hacerse de forma mediata, encontrando la norma el 
punto de referencia en la tolerabilidad de la inmisión en el uso del fundo y no en la per-
sona física de su titular, aceptando la posibilidad de la existencia de legitimidad ex art. 
844 C.c. de la inmisión (nociva a la salud) ilícita ex art. 32 Const., pero dejando claro 
que se está en un ámbito de operatividad del art. 844 C.c. 
En el Code francés hay que distinguir entre daño material y el daño moral. La doc-
trina y jurisprudencia mayoritarias abogan por incorporar los daños morales dentro de 
los supuestos de posibles DCC –ex arts. 1382 y 1384 C.c.-. Debe indemnizarse el daño 
consistente en la pérdida de placer producida como consecuencia del desagrado causado 
por tener que usar o frecuentar lugares contaminados1317.  
En el derecho de inmisiones belga solamente se cubren los daños a la propiedad y 
pérdidas de ingresos, y con menor frecuencia el coste de los tratamientos médicos y/o 
los daños morales. Los daños personales suelen conllevar estrés y pérdida de sueño cau-
sados por el ruido. La restauración es especie es posible, aunque generalmente te otorga 
por los tribunales una compensación1318.  
En common Law inglés los daños recuperables por private nuisance se centran en 
los daños materiales a la propiedad y los daños personales producidos en relación esta-
ble con la propiedad inmitida. Las pérdidas económicas que no resulten de los daños a 
la propiedad no son recuperables1319. Sí pueden recuperarse los costes de reparación u 
otros remedios si el demandante necesita incurrir en gastos, sobretodo tras la aprobación 
de la Human Rights Act 1998, que complementa la CEDH1320. La disminución del valor 
de la propiedad también es una categoría relevante de daños, así como la pérdida de 
placer1321. El lucro cesante ha sido discutido en el caso Blackburn v. ARC Ltd [1998] 
Env LR 469 basado en la imposibilidad de reformar y despúes vender la propiedad de-
bido al depósito de resíduos ubicado en una finca vecina. 
                                                 
1316
 PERLINGIERI, P.: “Il diritto alla salute quale diritto della personalità”, en Rass. dir. civ., 1982, pp. 
1029-1030.  
1317
 HUGLO, C.: “La practique de la réparation en matière de dommages catastrophiques”, en Tra-
vaux des XII Journées D’ Études Juridiques Jean Dabin, La réparation des dommages catastrophiques. 
Les risques technologiques majeurs en droit International et en droit communautaire, Bruxelles, Bruy-
lant, 1990, p. 151. 
1318
 HINTEREGGER, M.: op. cit., pp. 88-89. 
1319
 Ibid.: p. 99. 
1320
 Hunter and Others v. Canary Wharf Ltd [1997] AC 655. 
1321
 Blackburn v. ARC Ltd [1998] Env LR 469. 
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2) Clasificación y prueba de los daños civiles por contaminación. 
A) Daños patrimoniales 
a) Clases de daños patrimoniales. 
Los daños patrimoniales son los que suponen una lesión de los bienes integrantes 
del patrimonio de un individuo1322, causados por el evento dañoso (art. 10:201 Principles 
of European Tort Law (PDERC o EPTL)1323). Los EPTL distinguen los siguientes daños 
patrimoniales: 1) Los perjuicios derivados de daño corporal y muerte (art. 10:202). En 
el daño corporal (daño a la salud física y psíquica si comporta enfermedad reconocida), 
el daño patrimonial incluye la pérdida de ingresos; el perjuicio de la capacidad de obte-
nerlos (incluso si no va acompañada de una pérdida de los mismos), y los gastos razo-
nables (p. ej. coste de la atención médica). 2) La pérdida, destrucción y daño de cosas o 
la pérdida del uso de una cosa (art. 10:203). En el primer caso, la medida básica de la 
indemnización es su valor, siendo indiferente que la víctima quiera sustituir la cosa o 
repararla. No obstante, si la víctima la ha sustituido o reparado (o lo va a hacer) puede 
recuperar el mayor gasto si tal actuación resulta razonable. En la pérdida del uso de una 
cosa se incluyen las pérdidas derivadas de ello.  
Los daños patrimoniales se clasifican normalmente en emergente y lucro cesante1324, 
tal y como se deduce del art. 1106 C.c1325.  
El daño emergente abarca la pérdida de elementos patrimoniales, así como los des-
embolsos que haya tenido que efectuar el demandado para obtenerlos o los que en el 
futuro serán necesarios para recompensar su patrimonio1326; comprenderá la totalidad de 
los daño materiales (daños a las cosas) y los gastos derivados de un daño corporal (por 
ejemplo los de atención médica) o de un daño a las cosas1327. Los daños a las cosas son 
las pérdidas patrimoniales derivadas de la pérdida, destrucción y daño de las cosas (art. 
10:203 PETL (1). Es el daño que recae sobre un objeto, ya sea en forma directa sobre el 
mismo o indirecta como consecuencia o reflejo de un daño causado a la persona titular 
del mismo y siempre que sea susceptible de comercio entre los hombres. Es decir, todo 
menoscabo o detrimento que se produce en los bienes que componen el patrimonio de 
una persona, siempre que sean susceptibles de valoración económica mediante baremos 
o pruebas periciales. Los daños materiales pueden referirse tanto a la propiedad inmobi-
liaria, a la mobiliaria y a las propiedades especiales. La propiedad inmobiliaria es una 
pieza básica de la responsabilidad civil por inmisiones.  
                                                 
1322
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., p. 85. 
1323
 Elaborados por el European Group on Tort Law (EGTL, Principles of European Tort Law, Text 
and Commentary, Wien, New York, Springer, 2005) que pueden verse en varios idiomas, incluidos el 
castellano y el catalán en la http://www.egtl.org).  
1324
 REYES LÓPEZ, Mª. J.: op. cit., p. 217. VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., pp. 134-135.  
1325
 Art. 1106 C.c.: «La indemnización de daños y perjuicios comprende, no sólo el valor de la 
pérdida que hayan sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado de obtener el acreedor, salvas 
las disposiciones contenidas en los artículos siguientes» 
1326
 DÍEZ-PICAZO, L.: Derecho de Daños, Madrid: Civitas, 1999, pp. 322-323. Estas pérdidas «deben 
medirse en el valor común del mercado del bien sobre el que recaigan y las disminuciones de valor 
económico que por vía refleja se puedan producir». 
1327
 MACIÀ GÓMEZ, R. I.: op. cit., p. 22. Según el autor, «El concepto es extensivo y, así, es daño ma-
terial o patrimonial directo el que sufren bienes económicos destruidos o deteriorados y, también, se con-
siderará daño patrimonial indirecto, por ejemplo, los gastos realizados (daño emergente) para la curación 
de las lesiones corporales, o las ganancias que se frustren (lucro cesante) por la incapacidad para trabajar 
sobrevenida de la víctimas». 
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El lucro cesante se constituye por todas las ganancias o expectativas ciertas de ga-
nancias que han dejado de percibirse o que se recibiían de no haber sucedido el hecho 
dañoso, derivadas de un daño corporal o material, e incluso la pérdida de capacidad de 
generar tales ingresos. Se debe diferenciar de la pérdida de oportunidades, ya que en en 
esta última no concurre la característica de la certeza y se trata de daño emergente, pues 
la pérdida es considerada como un valor en sí mismo. También ha de diferenciarse del 
daño moral1328, a pesar de que en ocasiones es difícil1329.  
Los perjuicios (daño patrimonial indirecto) recogen en gran parte el lucro cesante, 
sin dejar de lado otros gastos económicos que el daño haya podido irrogar, especialmen-
te en aquellos derivados del daño corporal. Como ejemplo de lucro cesante basado en 
pérdidas económicas derivadas de daños materiales se pueden citar la pérdida de cose-
chas futuras en una plantación. E incluso, pérdidas económicas por paralización o au-
mento del coste de la actividad que resulten de las acciones que sean necesarias em-
prender para el cumplimiento por la actividad contaminante de las obligaciones legales 
o impuestas vía judicial. Los daños patrimoniales derivados del daño a la salud física o 
psíquica se producirán si comporta una enfermedad reconocida, y consistirán en la 
pérdida de ingresos, el perjuicio de la capacidad de obtenerlos (incluso si no va acom-
pañado de una pérdida de los mismos) y los gastos razonables, como el coste de la aten-
ción médica, según definición dada por el art. 10:202 PETL. Los perjuicios indirectos 
derivados de una lesión corporal comprenderán tanto los gastos ocasionados a la víctima 
como consecuencia de aquélla, como el lucro cesante (o cantidades dejadas de percibir 
por causa de tal lesión)1330.  
Existe una importante casuística jurisprudencial en relación a los tipos de daños 
producidos por contaminación industrial, sobretodo en casos de inmisiones excesivas y 
nocivas, aunque no lo sean estrictamente1331. 
                                                 
1328
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., p. 3383. Según el autor: «los 
criterios para considerar uno y otro tipo de daños son distintos […]. El lucro cesante es una pérdida pa-
trimonial; el daño moral es siempre un perjuicio no económico […]». A menudo, dispone el autor, «el 
lucro cesante –con un criterio que se nos antoja desacertado- opera como un plus, como un añadido a la 
indemnización de daños y perjuicios». 
1329
 MACIÀ GÓMEZ, R. I.: op. cit., pp. 23-24. MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, 
op. cit., pp. 381-383. El autor ha indicado que la razón por la que se confunden en sede de inmisiones 
vecinales el lucro cesante y el daño moral es la concesión por los tribunales de indemnizaciones por lucro 
cesante cuando éste no ha sido acreditado, solapándolo con el daño moral; o cuando no se desglosan sufi-
cientemente las partidas indemnizatorias, muchas veces por el “temor” de los tribunales de que la partida 
indemnizatoria que se reclama por daño patrimonial “puro” no vaya a cubrir el daño que todavía no ha 
aparecido pero lo hará.  
1330
 DÍEZ-PICAZO, L.: Derecho de Daños, op. cit., pp. 323-324. 
1331
 Daños en predios vecinos a una central térmica (STS 12.12.1980 [RJ 1980, 4747]); perjuicios 
económicos (STS 27.10.1983 [RJ 1983, 5346]); muertes de cabezas de ganado por intoxicación (STS 
31.1.1986 [RJ 1986, 444]); daños en fincas y viviendas de los actores cosas (STS 16.1.1989 [RJ 1989, 
101]); daños y perjuicios en los cultivos de naranjos existentes en una finca rústica (STS 15.3.1993 [RJ 
1993, 2284]); daños causados en fincas agrícolas durante los años 1980 a 1982 (STS 24.5.1993 [RJ 1993, 
3727]); daños que suponen la pérdida del valor de los terrenos y de los inmuebles (STS 9.4.2003 [RJ 
2003, 3041]); afectación del rendimiento agrícola de la finca y del estado de las construcciones arqui-
tectónicas (STS 2.2.2001 [RJ 2001, 1003]); fisuras y signos de humedad latente en el almacén, y grientas, 
humedades generalizadas, fisuras en las paredes y techos, en el pavimento, en la fachada, etc. (SAP Llei-
da 15.9.2000 [AC 2000, 1619]), FD 4º; daños en los frutos por quemaduras en su piel (SAP Castellón 
21.10.2000 [JUR 2001, 159749]); daños visibles en distintas partes del arbolado y cosechas existentes: 
necrosos, defoliación, malformaciones de frutos, síntomas éstos de influencia metaloida y no de enferme-
dades endémicas (SAP Lugo 11.9.1998 [AC 1998, 1838]); daños en fincas y aperos de labranza en finca 
rústica (STS 7.4.1997 [RJ 1997, 2743]); daños en vivero por necrosis en las hojas de determinadas espe-
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b) Prueba de los daños patrimoniales. 
El lucro cesante y el daño emergente debe ser probado por el que lo reclama, al tra-
tarse de un hecho constitutivo de su pretensión (art. 217.2 LEC).  
Se han detectado algunos problemas de la prueba y cuantificación del daño patri-
monial emergente directo: 1) los daños materiales deberán ser probados determinada-
mente en su realidad y alcance por parte de la víctima1332; 2) deberán estar actualizados 
los valores para mantener la función compensatoria; 3) existe una pluralidad de formas 
de reparación, a elección del perjudicado: la restitución del bien, la reparación “stricto 
sensu”, y la indemnización por su valor real, debiendo tenerse en cuenta el valor objeti-
vo de la pérdida o deterioro del bien1333.  
La dificultad que presenta el lucro cesante es que sólo cabe incluir en este concepto 
los beneficios ciertos, concretos y acreditados que el perjudicado debía haber percibido, 
no incluyendolos hipotéticos beneficios o imaginarios sueños de fortuna1334. Con base a 
este criterio inicial, una parte de la jurisprudencia viene defendiendo que la prueba debe 
hacerse con rigor1335 o restrictivamente1336. No obstante, existen pronunciamientos en 
los que se afirma que más que rigor o criterio restrictivo, se ha de probar, como en cual-
quier otro ámbito del derecho, el hecho con cuya base se reclama una indemnización: el 
nexo causal entre el acto ilícito y el beneficio dejado de percibir -lucro cesante- y la 
realidad de éste1337. En la prueba del lucro cesante el objeto de la prueba no podrá nunca 
realizarse de forma directa, sino que deberá realizarse a través de otros hechos que sean 
indicativos de que la misma se habría realmente producido. En estos casos será necesa-
rio realizar la prueba mediante el sistema de presunciones judiciales (art. 386.1 LEC), 
según las cuales a partir de un hecho admitido o probado, el tribunal podrá presumir la 
certeza, a los efectos del proceso, de otro hecho, si entre el admitido o demostrado y el 
presunto existe un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano. Los 
problemas consisten en: 1) convencer al juez de su existencia, lo que puede resultar sen-
cillo cuando la propia naturaleza de las cosas la conlleve; 2) la intensidad probatoria, si 
bien podrá ser razonable, en función de las posibilidades de prueba a disposición de las 
partes; y 3) el grado de previsibilidad de las ganancias frustradas. Será necesario, 
además, probar su entidad o alcance, que no debe confundirse, en ningún caso, con la 
prueba de la cuantificación del lucro cesante. En la prueba de la entidad o alcance del 
lucro cesante la prueba de la extensión o conceptos a los que alcanza la ganancia frus-
trada se realizará mediante la prueba de la relación de causalidad entre los concretos 
conceptos que lo integran y el hecho del que se deba responder. De hecho, cuando las 
ganancias frustradas reclamadas sean muy diferentes no deberán ser tratadas a efectos 
de prueba como un todo único sino que deberá hacerse un esfuerzo probatorio para de-
mostrar que en cada uno de ellos la ganancia se ha frustrado y que, además, se ha pro-
ducido como consecuencia del hecho dañoso.  
                                                                                                                                               
cies, defoliaciones y paradas de crecimiento vegetativo, con la posterior muerte de las plantas o bien de la 
pérdida de calidad y valor ornamental (STS 2.11.2007 [RJ 2008, 13]); daños en Cabaña Ganadera por la 
enfermedad y muerte de ganado (SAP Cantabria 24.12.1997 [AC 1997, 2410]); daños en chapa y cristales 
de los vehículos (STS 26.11.2010 [RJ 2011, 1387]), etc.  
1332
 SSTS 19.10.1994 (RJ 1994, 8118), y SAP 25.10.2004 (AC 2004, 1895). 
1333
 VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., pp. 135, 142. 
1334
 STS 12.11.2009 (RJ 2009, 7287), FD 3º. 
1335
 STS 30.6.1993 (RJ 1993, 5340). 
1336
 STS 30.11.1993 (RJ 1993, 9222). 
1337
 SSTS 8.7.1996 (RJ 1996, 5662), 21.10.2001 (RJ 2001, 2590). 
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B) Daños personales y daños a la salud de las personas. 
a) Clases de daños personales y a la salud. 
Los daños a la salud se producen cuando se atente contra la integridad de la perso-
na1338, produciendo un deterioro físico o psíquico1339, como las lesiones o el padecimien-
to de una enfermedad, siempre que sean evaluables o constatables1340, aunque pueden ir 
acompañadas de otras repercusiones dañosas no patrimoniales.  
En muchos supuestos de contaminación ambiental se producen afecciones a la sa-
lud así como perjuicios derivados de aquél1341, por ejemplo el de afecciones respiratorias 
(STS 16.1.1989 [RJ 1989, 101]); permanencia insufrible en la vivienda por afección a la 
salud (STS 16.7.1991 [RJ 1991, 5393]); dolencias o agravamiento de las molestas a 
causa del ruido (SAP Barcelona 31.12.1997 [AC 1997, 2518]); salud afectada por rui-
dos y vibraciones (SAP Barcelona 3.3.1999 [AC 1999, 6683]); daños personales por 
contaminación ambiental (SAP Tarragona 21.9.1999 [AC 1999, 7073]); cefaleas oca-
sionadas por ruidos y vibraciones (SAP Ciudad Real 29.10.2002 [AC 2002, 2317]), etc. 
No obstante, como norma general, las inmisiones no suelen causar este tipo de daños, 
pues normalmente no alcanzan el diagnóstico médico1342.  
Por su parte, la contaminación acústica puede generar graves perjuicios a la salud 
física y psíquica de las personas: cansancio crónico; tendencia al insomnio; enfermeda-
des cardiovasculares: hipertensión, incremento de la frecuencia cardíaca; transtornos del 
sistema inmune responsable de la respuesta a las infecciones y a los tumores; transtor-
nos psicofísicos: ansiedad, manía, depresión, irritabilidad, náuseas, jaquecas y neurosis 
o psicosis en personas predispuestas a ello; cambios conductuales: comportamientos 
antisociales tales como la hostilidad, intolerancia, agresividad, aislamiento social y dis-
minución de la tendencia natural hacia la ayuda mutua; interferencia en la comunicación 
verbal y la comprensión de las palabras; en los enfermos diabéticos, empeoramiento de 
la situación1343; alteraciones en algunas funciones fisiológicas, hipertensión y empeora-
miento de ciertas enfermedades mentales, etc.  
El daño a la salud (art. 43 CE) está íntimamente relacionado con el derecho a dis-
frutar de un medio ambiente adecuado (art. 45 CE), y con la vulneración del derecho a 
la integridad física y moral del individuo (art. 15 CE)1344. No obstante, la línea restrictiva 
a la hora de aplicar el art. 15 CE, tal y como dispone la STS 119/2001 de 24.5.2001 
(RTC 2001, 119), no significa que todo daño a la salud sea una vulneración de la inte-
gridad física y moral, sino solo los casos más graves1345, lo que significa, según YAN-
GUAS MONTERO, que «sean más habituales las sentencias en las que se indemnizan los 
daños a la salud producidos como consecuencia de un atentado medioambiental al am-
paro exclusivo de lo dispuesto en el artículo 1902»1346.  
                                                 
1338
 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental… (I)”, op. cit., p. 781.  
1339
 VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., pp. 137, 154. 
1340
 MARTÍN CASALS, M.: “¿Hacia un baremo europeo para la indemnización de los daños corpora-
les? Consideraciones generales sobre el Proyecto Busnelli-Lucas, Revista de Derecho Patrimonial, Nº 8, 
2002, p. 30. 
1341
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 97-98. 
1342
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 289-292. 
1343
 HERRERA DEL REY, J.: La defensa…, op. cit., p. 72. 
1344
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 94.  
1345
 STC 16/2004 de 23.2.2004 (RTC 2004, 16). 
1346
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 96.  
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En el Derecho alemán, los daños al cuerpo o a la salud derivados de una agresión 
ambiental son indemnizables1347. No obstante, los daños físicos son difíciles de probar 
ya que la doctrina y la jurisprudencia exigen que la enfermedad esté diagnosticada1348. 
Desde el punto de vista físico será necesario, por ejemplo, que, a consecuencia de un 
ruido repentino, el afectado sufre, por ejemplo, la rotura de tímpano1349. Respecto de la 
salud psíquica, es complicado que patologías como el insomnio, la ansiedad o el estrés 
emocional puedan ser indemnizados, si bien hay sentencias que el efecto psíquico en 
forma de miedo, conmoción o agitación, generado por el ruido, puede provocar un daño 
a la salud1350 que, evidentemente, habrá que demostrar el perjudicado. Una vez acredita-
do este tipo de daño, serán indemnizables los daños patrimoniales y morales derivados 
del mismo (§ 253 II BGB). Asimismo, el § 13 UmweltHG dispone que «también se 
puede exigir una indemnización equitativa monetaria por el daño no patrimonial de 
acuerdo con [lo regulado] en el § 253.2 BGB».  
En Italia, una inmisión ruidosa puede producir un daño biológico, incluido los da-
ños a la salud, teniendo en cuenta que la normal tolerabilidad se deduce del análisis de 
los efectos de la inmisión en el hombre medio y no tiene porqué ajustarse a un concreto 
elemento de hecho suficiente para tener probado el daño en su caso concreto, mientras 
se pueda conducir al resarcimiento del daño moral1351. 
b) Prueba de los daños personales y a la salud. 
Los daños corporales deberán ser probados en su realidad y alcance1352, debiendo 
llevarla a cabo el órgano judicial de modo discrecional. Por ejemplo, la STS 8.5.1987 
(RJ 1987, 9961) dispone que «la cuantificación de los daños y perjuicios cuando consis-
ten en los graves menoscabos corporales […] no se halla sujeta a previsión normativa 
alguna, sino que ha de efectuarlo el órgano jurisdiccional por modo discrecional y por lo 
mismo escapa al control de la casación». En cualquier caso, para el resarcimiento del 
daño es necesaria la prueba de los mismos de forma categórica, sin que sean suficientes 
meras hipótesis o probabilidades, de modo que para que el perjudicado pueda ser resar-
cido con el equivalente del mismo es preciso concretar su entidad real (STS 29.9.1986 
[RJ 1986, 4922])1353. YANGUAS MONTERO afirma que la acreditación de los perjuicios 
que afectan a la salud resulta más sencilla que la de los daños que afectan a la calidad de 
vida, «pues se produce una exteriorización del resultado dañoso que puede constatarse 
mediante las oportunas pruebas médicas»1354. 
En EEUU, la pérdida o detrimento producida por una incomodidad o molestia per-
sonal quizá es, y a menudo es, tan grave como lo son la pérdida o detrimento provenien-
te de la destrucción o perjuicio material de las cosas que usa. Sin embargo, es más difí-
cil demostrar la existencia de un daño sustancial respecto a aquéllos, dado que el daño 
material es más tangible que el daño personal, al poder ser más fácilmente observado y 
medido y los daños más fácilmente valorados1355.  
                                                 
1347
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 72. 
1348
 Sentencia del BGH de 25.9.1970 (Az: V ZR 155/67, Der Betrieb 1970, 2070)  
1349
 Sentencia del BGH de 27.5.1993 (AZ III: ZR 59/92, BGHZ 122, 363). 
1350
 Sentencia del BGH de 27.5.1993 (Az: III ZR 59/92). 
1351
 DE TILLA, M.: op. cit., pp. 1926-1927. 
1352
 SSTS 20.5.1996 (RJ 1996, 3793); SAP 25.10.2004 (AC 2004, 1895), entre otras. 
1353
 STS 29.9.1986 (RJ 1986, 4922). 
1354
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 96.  
1355
 Comentario al párrafo (b) de la § 827 RST. 
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C) El daño moral. 
a) Clases de daño moral. 
El daño moral surge por un atentado a un derecho de carácter extrapatrimonial1356, 
con especial relevancia en los derechos de la personalidad1357, fundamentalmente reco-
gidos en el art. 10 CE1358. Se trata de incomodidades y alteraciones en las condiciones de 
vida que se traducen en sufrimientos morales o psíquicos, incluido el derecho a la inte-
gridad moral de las personas (artículo 15 CE ), o ya específicamente, como daños al 
derecho a la privacidad, a la intimidad e inviolabilidad del domicilio1359. Este tipo de 
daño tiene carácter psicológico o anímico y surge por el dolor causado por las lesiones 
personales, o por la afectación de sentimientos personales, relaciones afectivas o dere-
chos fundamentales1360. Se pueden clasificar en:  
1) El pretium doloris recoge la afección, la pesadumbre o el malestar de ánimo, los 
sufrimientos físicos o psíquicos cuya afección excede de lo estrictamente económico1361: 
ansiedad, angustia, zozobra, temor, indertidumbre, desasosiego, malestar, irritación1362, 
sentimientos de depresión de la autoestima, vergüenza, pena, inferioridad, dignidad ve-
jada, incapacidad; síndromes de ansidad; alteraciones del sueño; conductas obsesivo-
compulsivas, etc1363. etc. Se tratan de repercusiones en la esfera espitirual de daños físi-
cos, por lo que no cabe o confundirlos con el lucro cesante.  
2) Alteración de la calidad de vida (y el descanso)1364. Son derechos vinculados a la 
calidad de vida y al pleno desarrollo de la personalidad, siendo la expresión más sobre-
saliente el derecho a la calidad ambiental1365. Se desvincula del derecho de propiedad o 
del derecho a la integridad física y acercándolo a la protección más espiritual de la per-
sona1366. La calidad de vida ex art. 45 CE puede exigirse frente a otros particulares, de 
manera que cualquier alteración como consecuencia de molestias e incomodidades in-
dudables es susceptible de indemnización ex art. 1902 C.c. Son constantes las referen-
cias en la jurisprudencia vinculando la alteración de la calidad de vida con los ruidos 
como «una fuente permantente de perturbación de la calidad de vida de los ciudadanos» 
(STSJ Baleares 11.12.2001 [RJCA 2002, 469]).  
                                                 
1356
 MACIÀ GÓMEZ, R. I.: op. cit., p. 24. El autor los define como «toda limitación que sufre una per-
sona damnificada siempre que ello suponga cierta perturbación de su personalidad o de su dignidad que, 
por su naturaleza, no cabe incluir, en los daño materiales». 
1357
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., p. 85. DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del 
Código Civil”, op. cit., p. 389. LÓPEZ FERNÁNDEZ, L.M.: loc. cit. MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado 
por el ruido…, op. cit., pp. 397-403. En la jurisprudencia, SAP Asturias 2.6.2011 (AC 2011, 1351), A 
Coruña, 5.4. 2011 (AC 2011, 1841). 
1358
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 397-403.  
1359
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., p. 389.  
1360
 VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., p. 137. 
1361
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 60. 
1362
 SAP Badajoz 25.10.2004 (AC 2004, 1895), FD 1º. 
1363
 MACIÀ GÓMEZ, R. I.: op. cit., p. 25. 
1364
 STS 10.3.1993 (RJ 1993,1829). 
1365
 Casos de afectación de la calidad ambiental por las molestias soportadas por unos vecinos en sus 
viviendas como consecuencia de los olores fuertes y desagradables (SAP Baleares 6.3.2001 [AC 2001, 
1200]), etc. También pérdida de la calidad de vida por la realización de vertidos de aguas residuales (SAP 
Granada 18.2.1997 [AC 1997, 780]). 
1366
 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental…(I)”, op. cit., pp. 781-783. YANGUAS MONTERO, G.: El 
daño no patrimonial…, op. cit., pp. 77-92. 
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3) Derechos a la intimidad y a la inviolabilidad del domicilio, (art. 18 CE)1367. Este 
posicionamiento tiene sus raíces en la doctrina del TEDH1368, siendo de aplicación lo 
dispuesto en el art. 10.2 y 96 CE y el art. 8.1 del Convenio de Roma «Toda persona tie-
ne derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspon-
dencia», si bien de una manera extensiva, relacionándolo «con el bienestar de la persona 
y el disfrute por ella de determinados derechos consagrados en este precepto del Conve-
nio, al tiempo que se hace responsables a los Estados de proporcionar a los sujetos las 
condiciones necesarias para que no ocasionen tales lesiones»1369. El daño moral se pro-
duce cuando responden a un ataque, no sólo a la propiedad, sino al sosiego y legítimo 
disfrute en paz de los bienes que se han adquirido conforme a la ley y han de ser disfru-
tados por su posesión pacífica y debidamente respetada por todos1370.  
Las inmisiones causadas por ruidos excesivos suelen afectar los derechos constitu-
cionales a la intimidad personal y familiar y a la inviolabilidad de domicilio1371, o la dig-
nidad de la persona y su integridad física y moral1372. Se ha sugerido la aplicación de la 
doctrina del TEDH a mayor abundamiento1373, más a los ruidos excesivos o molestos1374 
que a otro tipo de inmisiones por su vinculación con el domicilio1375. En ellas se refuerza 
la idea de la posibilidad de la existencia de daño moral causado por inmisiones molestas 
ruidosas de forma independiente, separándose del derecho de propiedad para centrarse 
en la protección de la persona, ligando la lesión de los derechos a la intimidad personal 
y familiar y a la inviolabilidad de domicilio con la aplicación de los postulados de la 
responsabilidad civil. En estos casos, una vez probada la existencia del ruido con unas 
características de permanencia, continuidad e intensidad, no será necesario probar la 
realidad del sufrimiento pactado, en aplicación de la doctrina in re ipsa loquitur, por la 
cuál toda emisión sonora que supere los niveles acústicos reglamentariamente estableci-
dos es automáticamente reputada como molesta1376. El ruido produce un daño físico (o 
psíquico) pero de difícil prueba, por lo que el daño moral empieza donde la posibilidad 
de intervención facultativa termina. Por ello, se hace necesaria la idemnización de daños 
morales, pues en casos como las inmisiones causadas por ruidos excesivos sería imposi-
ble alcanzar la tutela judicial efectiva1377.  
                                                 
1367
 CÁRCABA FERNÁNDEZ, M.: op. cit., pp. 141-183. 
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 López Ostra contra España, 9.12.1994 (TEDH 1994, 3). 
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 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 101. 
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 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., p. 387. MAC-
ÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 284-300. MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CAS-
TRO, L.: op. cit., p. 21. 
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 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental…(I)”, op. cit., p. 783. 
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 Prueba de ello es la STC 119/2001 de 24.5.2001 (RTC 2001, 119). 
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 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 392-396 y 402-403. 
1374
 HERRERA DEL REY, J.: La defensa…, op. cit., p. 276. Según el autor, la doctrina del TEDH, 
«aunque no pongan en peligro la salud de las personas, las inmisiones acústicas pueden atentar en supues-
tos de especial gravedad contra el respeto debido a su intimidad persona y familiar y a la inviolabilidad de 
su domicilio». 
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 ÁLVAREZ LATA, N.: “Responsabilidad civil por daños…”, op. cit. p. 88; “El daño ambiental... 
(I)”, op. cit., p. 774. MARTÍN VIDA, Mª.A.: op. cit., p. 8. LLAMAS POMBO, E. y MACÍAS CASTILLO, A.: op. 
cit., pp. 1078. MACÍAS CASTILLO, A.: “Protección civil frente al ruido”, op. cit., p. 57. STS 29.4.2003 (RJ 
2003, 3041); SSAP Alicante 27.10.2011 (AC 2011, 2268), Cádiz 23.5.2008 (JUR 2008, 233628), FD 4º. 
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 CILLERO DE CABO, P.: op. cit., pp. 27-30. MARTÍN VIDA, Mª.A.: loc. cit. En la jurisprudencia: 
SSTS 3.6.1991 (RJ 1991, 4407), 21.10.1996 (RJ 1996, 7234), 12.1.2011 (RJ 2011, 305); SAP Islas Balea-
res 28.10.2010 (AC 2010, 2059). 
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La doctrina italiana basa el daño moral en el daño consistente en la pérdida de cali-
dad de vida. El art. 2043 C.c. recoge una cláusula general y abierta de daños basada en 
la “injusticia” del daño, que la doctrina y la jurisprudencia la sitúan solamente en la es-
fera de los daños patrimoniales. Cabe citar el art. 2059 C.c.: «el daño no patrimonial 
debe ser resarcido sólo en los casos determinados por la Ley». La doctrina se encuentra 
dividida entre los que consideran que el ámbito no patrimonial se refiere estrictamente 
al aspecto “moral”, para lo cuál apuestan por una modificación del art. 2059 C.c. en el 
sentido de sustituir “daño no patrimonial” por “daño moral” con la especificación del 
significado de este último, y los que piensan que se extiende a otros –p.ej. la disminu-
ción de prestigio y la violación de la esfera de privacidad-. Incluso se plantea un tercer 
tipo de daño distinto de los patrimoniales y los extrapatrimoniales: los daños a la vida 
de relación, estéticos, esfera sexual, daños físicos o biológicos1378. Creo que el art. 2059 
C.c. debe ser aplicado solo al daño moral1379. 
En Alemania debe acudirse al § 253.2 BGB para ver el régimen jurídico de los da-
ños no patrimoniales. Por otra parte, los Tribunales alemanes no se plantean qué ruidos 
que afectan a una persona en su domicilio son los que pueden constituir una violación 
del derecho general de la personalidad que también se incluye, aunque no expresamente, 
en la lista de derechos absolutos del § 823 I BGB1380.  
El sistema del common law anglosajón los daños morales se reducen a la acción de 
reclamación de daños (action for damages). La mayoría de los supuestos de daños mo-
rales ocasionados en materia ambiental son los physical inconvenience1381 –molestias o 
inconveniencias- el mental distress1382 –preocupación, ansiedad, tristeza o decaimiento 
de ánimo-, consecuencia de un deterioro ambiental, y el pain and suffering –daños a la 
salud producidos en un individuo como consecuencia de una agresión física (y, dentro 
de ésta, los supuestos de loss of amenity), provenientes de molestias derivadas de ruidos, 
olores y otras molestias similares1383.  
Por su parte, en EEUU se recogen supuestos de daños patrimoniales y no patrimo-
niales, siendo habitual la jurisprudencia que recoge estos últimos. YAGUAS MONTERO1384 
cita como ejemplo el asunto Anderson v. W.R. Grace & Co., de 3.1.19861385, que trata un 
supuesto de muerte de tres vecinos que habían contraído leucemia como consecuencia 
de la exposición al agua contaminada proveniente de productos químicos vertidos por la 
empresa demandada. En este caso, aquellos que no desarrollaron la enfermedad basaron 
su acción en la angustia emocional –mental distress-. No obstante, existen sentencias 
que afirman que cuando la angustia mental no venga acompañada de daños físicos, sino 
que se produzcan como resultado de daños a la propiedad, no son recuperables al no 
estar cubiertos en materia de nuisance1386.  
                                                 
1378
 SCOGNAMIGLIO, R.: “Danno morale”, Novíssimo Digesto Italiano, Ed. Unione Tipografico-
Editrice Torinese, Turín, 1957, pp. 146-149.  
1379
 TORREGROSA, G.: op. cit., pp. 1418-1419. 
1380
 MARTÍN VIDA, Mª.A.: op. cit., p. 132.  
1381
 Caso Bone v. Seale, de 26 de noviembre de 1974. 
1382
 El caso Perry v. Sidney Philips & Son, de 14 de julio de 1982 trata un caso de “mental di-
stress”por el cuál se indemnizó a la víctima por sufrir ansiedad, preocupación y angustia a raíz de tener 
que vivir en una casa que recibía malos olores provenientes de una fosa séptica. 
1383
 MC GREGOR, H.: Mc Gregor on damages, Ed. Sweet & Maxwell Ltd., Londres, 1998, pp. 51-52.  
1384
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 77. 
1385
 Anderson v. W.R. Grace & Co., de 3 de enero de 1986, Civ. A. No. 82-1672-S (628 F.Supp. 
1219). 
1386
 Gregarth v. Bates, 359 So.2d 404 (Ala.App.1978) 
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b) Prueba de los daños morales. 
No existen criterios que determinen qué supuestos inmisivos causan daños morales 
y cuales no, aunque la doctrina y la jurisprudencia suelen enumerar algunas pautas que 
pueden servir para aproximar los criterios que los jueces suelen tenen en cuenta. La 
razón es que no existe un grado o intensidad cuantificable para cada inmisión que de-
termine la presencia de un daño moral, ni una fórmula matemática para determinar su 
concurrencia, por lo que su apreciación debe hacerse discrecionalmente por los jueces 
en función de las circunstancias concurrentes del caso concreto con la mayor objetivi-
dad posible, alejados de la especial susceptibilidad del sujeto inmitido para padecer este 
tipo de daños, y conjugádolas con los principios y derechos constitucionales que im-
pregnan las modernas relaciones de vecindad1387.  
La realidad de dicho daño no puede descansar en una prueba de un daño concreto, 
sino que más bien deben tener en cuenta las circunstancias de cada caso concreto, 
dándose así una solución social y justa1388. Por ejemplo, se puede presumir la existencia 
de daño indemnizable cuando se produzca una inmisión intolerable, pues ésta de por sí, 
y sin necesidad de que sea causa de otros perjuicios físicos, constituye el daño1389. Por 
tanto, el problema se reduce a una cuestión de límites que, en este caso, pasaría por de-
terminar cuál es el nivel que ha de tener la inmisión para merecer la calificación objeti-
va de evitable e insoportable1390. Es decir, la certeza del daño moral no requiere prueba 
adicional1391 de tipo objetivo de las reacciones, sentimientos y sensaciones que han 
acompañado a su padecimiento, pues acreditada la realidad de la perturbación intolera-
ble, no es exigible una concreta actividad probatoria del daño moral1392, aplicándose en 
estos supuestos la doctrina “in re ipsa loquitur”, según la cual cuando la realidad del 
daño moral depende de un juicio de valor consecuencia de la propia realidad litigiosa, 
no se exige demostración añadida a la de esta realidad1393.  
Los requisitos que deben concurrir son los siguientes: los niveles de ruido emitido 
han de ser insoportables (molestos) y evitables1394, exigiéndose, en ocasiones, que sea 
también continuado1395. A la vista de la jurisprudencia, lo habitual es que las pruebas 
sonométricas constituyan la prueba determinante para la estimación de la demanda in-
terpuesta, aunque no se constituya como una exigencia procesal, puesto que las partes 
gozan de absoluta libertad para utilizar los medios de prueba que estimen pertinentes. 
Hay autores que indican la relación directa existente entre el carácter molesto del ruido 
y la superación de niveles acústicos1396.  
                                                 
1387
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 420-425. 
1388
 SSTS 22.4.1983 (RJ 1983, 2118), 9.5.1984 (RJ 1984, 2043), 22.6.1988 (RJ 1988, 5123), 
3.6.1991 (RJ 1991, 4407), 9.12.1994 (RJ 1994, 9433); SSAP Granada 18.2.1997 (AC 1997, 780), Barce-
lona 31.12.1997 (AC 1997, 2518). 
1389
 SAP Ciudad Real 29.10. 2002 (AC 2002, 2317). 
1390
 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental…(I)”, op. cit., p. 785. 
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 SAP 25.10.2004 (AC 2004, 1895), en materia de inmisiones por ruido. 
1392
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., p. 419. 
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 SSTS 15.2.1994 (RJ 1994, 1308), 11.3.2000 (RJ 2000, 1520); SAP Badajoz 25.10.2004 (AC 
2004, 1895), FD 1º. 
1394
 STS 10.4. 2003 (RJ 2003, 4920). 
1395
 STS 22.12.1999 (AC 1999, 2413). 
1396
 CILLERO DE CABO, P.: op. cit., pp. 13-14. En efecto, según indica el autor, de «un simple repaso 
a nuestra jurisprudencia […] toda emisión sonora que supere esos límites es automáticamente reputada 
como molesta». 
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Otros autores, en cambio, afirman que la infracción del nivel máximo de ruidos re-
glamentarios, en el ámbito civil, es solamente un dato orientativo, puesto que, aunque 
no se infrinja la normativa sobre ruidos, éstos pueden ser molestos por las circuntancias 
concurrentes1397. Por ello, si bien las mediciones sonométricas constituyen un elemento 
objetivo, su valoración deberá siempre llevarse a cabo en consideración de otras cir-
cunstancias. Otras formas de probar el ruido excesivo puede hacerse: 1) acudiendo al 
nomenclátor del RAMINP1398; 2) a la presentación reiterada de denuncias1399 que, si bien 
no es requisito necesario, sí puede ayudar a demostrar la pasividad del causante de las 
inmisiones; 3) a las actas de inspección levantadas por técnicos municipales que califi-
can las emisiones sonoras como infracción de la normativa1400; 4) al testimonio de la 
policía municipal1401; 5) la prueba pericial judicial ofrece más garantías de credibilidad, 
por su mayor objetividad, que el emitido por el técnico correspondiente a instancias de 
parte, aunque haya sido ratificado en prueba testifical1402.  
La carga de la prueba corresponde al demandante, que deberá probar la excesividad 
de la inmisión, generalmente a través de medición sonométrica, si bien puede decirse 
que la misma puede venir facilitada por las mediciones efectuadas por las AAPP com-
petentes en el caso de que se haya denunciado el ruido frente a las mismas y aquéllas 
hayan dado “positivo” y, por ende, son susceptibles de infracción. No obstante, en los 
casos en que el resultado de las mediciones no superen los límites reglamentarios, no 
significa que que no constituya un ruido molesto a efectos civiles. O incluso puede su-
ceder que las pruebas sonométricas no hayan podido conseguirse por pasividad de la 
Administración ante las denuncias presentadas. En estos casos algún autor se pregunta 
si estaría justificada la inversión de la carga de la prueba, a lo que contesta de forma 
afirmativa en virtud del art. 217.6 LEC1403. 
Se ha criticado por CILLERO DE CABO que la acreditación por los tribunales de que 
se han padecido molestias por ruidos es admitida como una demostración presunta de 
que se ha producido un daño moral. Es verdad que cuando la petición al tribunal es de 
adopción de medidas correctoras o el cese de una actividad permitida no es preciso 
acreditar la existencia de daños, siendo suficiente la prueba de que el ruido produce mo-
lestias intolerables que no hay obligación de soportar. No obstante, la producción de un 
ruido y la acreditación de las molestias no puede reputarse automáticamente un padeci-
miento de daños resarcibles, achacando la interpretación de los jueces a una excesiva 
“laxitud” en el uso de los términos “molestia” y “daño” y/o a la presunción de daño 
cuando de una molestia intolerable se trata. La razón última para el autor es el carácter 
eminentemente moral del daño que suele ocasionar la exposición a ruidos molestos y la 
constatada dificultad que su acreditación plantea. En efecto, la molestia no es más que la 
consecuencia del hecho típico del ruido, pero no se convierte por ello en un elemento 
jurídicamente relevante, sino que su consideración como causa de daños antijurídicos y 
resarcibles es su calificación como ruido molesto1404. 
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II) Antijuridicidad en la responsabilidad civil por contaminación. 
1) Acerca de la antijuridicidad. 
A) El requisito de la antijuridicidad en general. 
a) Discusión acerca de su consideración como requisito o no. 
La antijuridicidad se puede definir como un juicio de menosprecio hacia el ordena-
miento jurídico por parte de una determinada conducta1405, aunque no se mencione en el 
C.c. español. La responsabilidad civil extracontractual constituye una obligación de 
segundo orden, que surge cuando se incumple un deber jurídico preexistente a cargo de 
un sujeto es responsabilizado del daño en el caso de que incumpla con lo dicho1406. A tal 
efecto, se ha afirmado que «todo ilícito que cause daño a otro, realizado intencional o 
negligentemente, es fuente de obligación»1407. El juicio de antijuridicidad vale para todas 
las esferas jurídicas, a diferencia de las consecuencias jurídicas, que sí pueden ser dife-
rentes según la rama del derecho que se aplique.  
La antijuridicidad es un elemento esencial para la existencia de responsabilidad ci-
vil por contaminación1408. Si bien el art. 1902 C.c. no contiene referencia expresa a la 
antijuridicidad para que el daño sea resarcible, la configuración de este requisito ha de 
buscarse en la jurisprudencia del Tribunal Supremo1409. Hay autores que señalan como 
causas de ilicitud del acto dañoso que sea contrario a la ley, a la costumbre y los princi-
pios generales (alterum non laedere) en cuanto produce un daño no justificado1410. Por 
otra parte, «[a]lgunos Códigos extranjeros, como el austríaco, el alemán, y el suizo y 
también el italiano y el portugués1411, identifican la antijuridicidad de una conducta con 
la ilicitud o injusticia en el obrar, incluyendo en ella no sólo lo que es contra ius sino 
además lo no justificado (“non iure”)» 1412.  
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 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., p. 24. 
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(AAVV), Ed. Colex, Madrid, p. 899. SERRANO PAREDES, O.: “En torno a la existencia o no de responsabi-
lidad ambiental…”, op. cit., p. 9-10. YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 122, 
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Hay autores que niegan que la antijuridicidad forme parte de los requisitos que den 
lugar a la responsabilidad civil. Por ejemplo WINCHMANN ROVIRA1413 dice que basta la 
existencia de un daño o lesión de un interés jurídicamente protegido causado negligen-
temente. En estos casos, la antijuridicidad deviene un requisito adicional que se confun-
de con el daño injustificado: la juridicidad del acto o la presencia de una excusa absolu-
toria pueden aun habiendo daño, excluir la responsabilidad. El autor da las siguientes 
razones: 1) el art. 1902 C.c. no es una norma primaria sino secundaria; 2) el principio 
alterum non laedere se configuraría como un verdadero derecho subjetivo a la total es-
fera persona y patrimonial de los sujetos de Derecho, lo que iría en contra de la viabili-
dad de un sistema económico-social fundado en la competencia; y 3) restringiría el ele-
mento de la antijuridicidad al supuesto de hecho de las normas de responsabilidad “sub-
jetiva”, situando el centro de gravedad del supuesto de hecho del art. 1902 C.c. en la 
conducta del responsable y no en el daño.  
Algunos autores dan respuesta a algunas de las principales críticas hechas a la anti-
juridicidad como presupuesto de la responsabilidad civil. Por ejemplo, CALVO COSTA1414 
a las siguientes críticas contesta: 1) La antijuridicidad no es presupuesto de la respon-
sabilidad civil puesto que hay deber de reparar por actos lícitos. El autor dice que, si 
bien existen supuestos de responsabilidad por actos lícitos, constituyen un supuesto de 
excepción legalmente previsto. 2) En los supuestos de responsabilidad objetiva no exis-
te antijuridicidad. El autor dice que el resultado dañoso integra la fattiespecie (supuesto 
jurídico) del acto ilícito, por lo que no es consecuencia ilícita de un acto lícito, sino que 
la consecuencia del acto ilícito está dada por la obligación de reparar el perjuicio. 3) La 
antijuridicidad solo cumple un rol negativo. El autor contesta que cuando el perjuicio 
no posee causa de justificación alguna, la antijuridicidad es positiva, ya que el acto da-
ñoso es repudiado por la totalidad del ordenamiento.  
Según PARRA LUCÁN, la jurisprudencia no se ocupa de la antijuridicidad como pre-
supuesto independiente de la responsabilidad civil. En la mayoría de casos suele men-
cionarse, al analizar la culpa o la relación de causalidad, que el daño es «antijurídico» y, 
como máximo, se establece que, aunque no se infrinja norma alguna, la antijuridicidad 
civil proviene de la violación del principio “alterum non laedere”, o que en estas con-
ductas que actuan dentro del campo del derecho civil no se puede hablar de tipicidad. 
Incluso, cuando se afirma la necesidad de su concurrencia, el concepto de antijuridici-
dad basado en la infracción del deber genérico de no causar daño a otro, no parece aña-
dir nada a los demás presupuestos analizados, y dado que no requiere infracción de 
norma concreta «conecta con el planteamiento de que no basta, para que la culpa quede 
excluida, que se hayan cumplido las normas reglamentarias, y que la producción del 
daño muestra que la diligencia no ha sido suficiente1415.  
Según SANTOS BRIZ, la confusión entre culpa y antijuridicidad se da porque dándo-
se la primera necesariamente se da la segunda, y en que en ambas se efectúa un juicio de 
valor. No obstante, en el caso de la culpa el análisis se hace acerca de si la acción es 
personalmente reprochable a su autor, mientras que en el estudio de la antijuridicidad se 
dilucida si la conducta menosprecia el ordenamiento1416. 
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1414
 CALVO COSTA, C.A.: op. cit., pp. 94-95. 
1415
 PARRA LUCÁN, Mª. A.: “Responsabilidad por hecho propio”…, op. cit., pp. 899-890.  
1416
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., p. 24. Siguiendo esta distinción se ha considerado 
que la antijuridicidad es lo “antijurídico-objetivo”, mientras que la culpa sería lo “antijurídico-subjetivo”; 
pero por conducir a equívocos estas expresiones no se deben utilizar». 
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b) Antijuridicidad formal y material, objetiva y subjetiva.  
La antijuridicidad formal se basa en que el acto es formalmente antijurídico en tan-
to que es transgresión de una norma jurídica, de un mandato o de una prohibición del 
orden jurídico1417. Se sostiene en la tipicidad del ilícito y de la sanción, lo que implica 
equiparar ilicitud con ilegalidad1418. El legislador prevé normativamente el comporta-
miento contrario y su efecto sancionatorio. No obstante, creo que la antijuridicidad for-
mal es insuficiente, pues se agota en la relación entre la acción y la norma, en un enun-
ciado o elenco de tipos de ilícitos imaginados por el legislador, por lo que lo ilícito de-
bería ser algo más que la violación de lo prohibido legalmente, constituido por pautas 
jurídicas distintas a la ley: orden público, moral, equdad, buenta fe, etc.1419. Además, 
existen muchos actos dañosos que engendran responsabilidad civil aunque no exista un 
mandato legal específico que los reglamente, los prohíba o los condene; su injusticia se 
deduce de una regla general que ordena actuar con diligencia, cuidado y consideración 
hacia los demás en todo momento y en todo sector de la actividad humana1420. A esto 
último se le ha llamado “antijuridicidad material”. 
Existen dos formas de entender materialmente la antijuridicidad: una objetiva y otra 
subjetiva. Las dos presuponen una determinada concepción de la norma jurídica y se 
hallan ligadas a posiciones acerca de los fines a cumplir por el sector del ordenamiento 
en el que operan: desde la perspectiva objetiva, la antijuridicidad es la contradicción 
entre la conducta y el ordenamiento jurídico aprehendido en su totalidad, comprensivo 
éste de las leyes, las costumbres relevantes, los principios jurídicos estrictos derivados 
del sistema y los principios del orden natural1421. Desde este punto de vista, el juicio de 
menosprecio de la conducta hacia el ordenamiento puede tener lugar en distintos mo-
mentos como presupuesto de hecho de la acción: el menosprecio del resultado causal 
(desvalor de resultado) y el menosprecio respecto de la norma determinativa o prohibi-
tica (desvalor de acción). En cambio, en la antijuridicidad subjetiva la norma jurídica es 
primordialmente un imperativo de conducta y consiste en la voluntad contraria a los 
mandatos del Derecho1422. El problema es que se suele asociar la antijuridicidad objeti-
va con el análisis del desvalor de resultado, mientras que la antijuridicidad subjetiva con 
la del desvalor de acción. Lo que hay que ver, en realidad, es si la ilicitud sólo expresa 
una formal oposición entre lo jurídicamente debido y lo efectivamente ocurrido (antiju-
ridicidad objetiva), o si no basta la mera contrariedad entre el acto y el ordenamiento 
jurídico, sino que es necesaria también la concurrencia de voluntariedad (antijuridicidad 
subjetiva). La mayoría de la doctrina apuesta por la concepción objetiva como juicio de 
reproche sobre el acto -u omisión- con el ordenamiento jurídico aprehendido en su tota-
lidad: leyes, costumbres y principios generales, siendo su análisis previo al eventual 
juicio de reproche sobre el autor del acto1423.  
                                                 
1417
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., pp. 51-52. El propio art. 1902 C.c. prohíbe un comportamiento con-
tra el valor que tutela: no dañar; e implícitamente contiene un mandato: respetar la integridad de los dere-
chos e intereses ajenos jurídicamente protegido. 
1418
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 259. LÓPEZ MESA, M.J. y 
CESANO J.D.: op. cit., p. 56. 
1419
 LÓPEZ MESA, M.J. y CESANO J.D.: op.cit., p. 56. 
1420
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit. p. 259. 
1421
 CALVO COSTA, C.A.: op. cit., p. 93. LÓPEZ MESA, M.J. y CESANO J.D.: op. cit., p. 26. 
1422
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., p. 195. 
1423
 CALVO COSTA, C.A.: op. cit., pp. 89-92. CONDE-PUMPIDO TOURÓN, C.: “Responsabilidad civil y 
administrativa por el daño ambiental”, Revista de Responsabilidad Civil, Circulación y Seguro, 1994, (1), 
p. 6. 
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En la concepción objetiva de la antijuridicidad se considera suficiente para caracte-
rizar el ilícito civil una desviación de la conducta o la transgresión de un deber impues-
to por las normas jurídicas, sin que haya lugar a interrogarse sobre el aspecto subjetivo 
del agente1424. No se tienen en cuenta componentes subjetivos, pues el juicio de culpabi-
lidad se realizará en un momento posterior1425. La conducta en sí y por sí no es injusta, 
sino que es la provocación de un daño lo decisivo para cualificar el hecho como injusto, 
puesto que éste es requisito sine qua non de la responsabilidad extracontractual ex artí-
culo 1902 C.c. 1426. Solamente mediante una concepción objetiva puede hablarse sin pro-
blemas de su unidad, puesto que bastará observar la violación o no del ordenamiento 
jurídico por parte del acto1427. Esta concepción objetiva resulta fundamental para incluir 
dentro del concepto de acto ilícito las omisiones, que podrán ser reputadas antijurídicas 
si ocasionan un daño a otro sin causa justificativa, en virtud del principio del alterum 
non laedere (se aplica también a los actos positivos)1428.  
La mayoría de la doctrina y la jurisprudencia no han visto de una manera clara la 
independencia de la culpabilidad y la antijuridicidad como componentes del ilícito civil. 
Entre los autores, PENA LÓPEZ dice que la antijuridicidad se identifica con la culpabili-
dad, o se convierte en un elemento integrante de ésta; o bien es la culpabilidad la que se 
convierte en un elemento integrante de la ilicitud1429. CARRASCO PERERA dice que en los 
sistemas objetivos de responsabilidad, antijuridicidad y culpa se confunden e incluso la 
primera llega a sustituir a la segunda, mientras que en los sistemas subjetivos antijuridi-
cidad como desvalor de la conducta y culpa son todavía distinguibles1430. CALVO COSTA 
dice que la ilicitud subjetiva es la conducta del hombre que, además de ser contraria 
objetivamente al ordenamiento jurídico, debe ser culpable para ser considerada como 
ilícita. De no ser así, ello no podrá ser imputable1431.  
En opinión de BUSTO LAGO la confusión entre antijuridicidad subjetiva y culpa 
proviene del hecho de que el juicio que se hace de la primera sobre el desvalor de ac-
ción abarca todos aquellos factores que atañen a la dirección de la voluntad de lesión de 
los intereses jurídicos protegidos, mientras que el juicio de culpabilidad se centra en la 
forma y el modo de elaboración de la voluntad que conduce al caso dañoso, constitu-
yendo ésta un ulterior juicio de reproche sobre el autor1432. El ilícito civil se caracteriza 
por una desviación de conducta o la transgresión de un deber impuesto por las normas 
jurídicas, sin que haya lugar a interrogarse sobre el aspecto subjetivo o interno del agen-
te. Lo que procede, según el autor, es determinar la conducta humana que deberá de 
tenerse en cuenta como elemento de referencia para precisar si un específico comporta-
miento es o no culpable. La antijuridicidad siempre tiene que estar presente, mientras 
que la culpa no en casos de responsabilidad objetiva1433. 
                                                 
1424
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., pp. 194-195. 
1425
 LÓPEZ MESA, M.J. y CESANO J.D.: op. cit., pp. 63-64. 
1426
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., p. 66. LÓPEZ JACOISTE, J.J.: La responsabilidad civil extracontrac-
tual. Una explotación jurisprudencial y de filosofía jurídica, Editorial universitaria Ramón Areces, ma-
drid, 2010, p. 93.  
1427
 CALVO COSTA, C.A.: op. cit., p. 92. LÓPEZ MESA, M.J. y CESANO J.D.: pp. 62, 67. 
1428
 CALVO COSTA, C.A.: op. cit., pp. 89-92 
1429
 PENA LÓPEZ, J.Mª., en el prólogo del excelente manual de BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., p. 16. 
1430
 CARRASCO PERERA, A.: “El régimen civil de la responsabilidad…”, op. cit., p. 153. 
1431
 CALVO COSTA, C.A.: op. cit., pp. 89-92.  
1432
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit, p. 89. 
1433
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., pp. 179, 186, 195 (cita literal en esta última).  
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c) Función valorativa y determinativa de las normas. 
Los mandatos o prohibiciones del ordenamiento se basan en una valoración de los 
intereses ideales o materiales y de los conflictos de intereses, presupuesto lógico del 
mandato legal al fin de producir una determinada situación “hacer algo” (mandato), o de 
evitar esa situación: “omitir algo” (prohibición). De ahí que también la acción pueda 
apreciarse en dos aspectos, según la doble estructura de las normas jurídicas: 1) Según 
su resultado causal, es decir, según se haya conducido respecto de los intereses recono-
cidos por el ordenamiento jurídico o los bienes jurídicos a los que haya lesionado o 
simplemente arriesgado. 2) Según que la acción como tal se haya conducido en relación 
con el mandato o prohibición. Este mandato o prohibición determina la relación de de-
ber entre los sujetos en cuanto a los intereses a valorar, es decir, sitúa el obrar en una 
relación valorable respecto de los intereses lesionados. Los mandatos o prohibiciones 
obligan a una conducta determinada: hacer o no hacer “algo”. Por tanto, sólo se refieren 
a actos en el sentido de conductas dirigidas a un fin. La prohibición tiene el fin de omitir 
toda conducta dirigida a la lesión del interés, y el mandato el de observar una diligente 
conducta para evitar las consecuencias no deseadas de la infracción del interés, en cuan-
to a la elección y empleo de medios de acción1434.  
Los mandatos jurídicos son infringidos cuando la lesión del interés se produce por 
el incumplimiento de la diligencia exigida, y las prohibiciones son infringidas cuando la 
lesión del interés es realizada finalmente. En estas últimas, que pueden incluir una ac-
ción dolosa, la conducta es contraria a la prohibición cuando se den las características 
internas de la acción descritas en el precepto correspondiente. La culpa o negligencia 
como forma de la antijuridicidad es la omisión de la diligencia exigible en el tráfico, 
mediante cuyo empleo podría haberse evitado un resultado no querido, la realización no 
querida del supuesto de hecho legal. Afecta al agente en consideración a las circunstan-
cias concrectas y a las aptitudes que el mismo posee o de cuya existencia ha de respon-
der como perteneciente a un mismo grupo profesional o de participantes en el tráfico, 
según un criterio objetivo y abstracto reflejado en el art. 1104 C.c. La culpa objetiva no 
incluye todavía reproche alguno contra el agente; el juicio de que es negligente significa 
una acusación, al menos en cuanto representante de un grupo profesional, aunque no 
necesariamente en consideración a la individualidad del agente.1435.  
La determinación de la culpa (subjetiva) es un juicio de reproche personal consis-
tente en haberse decidido por lo injusto cuando pudo haber obrado lícita y jurídicamen-
te. Para el juicio de culpabilidad se tendrá en cuenta, en primer lugar, la imputabilidad o 
«acusación personal de que el agente no ha manifestado una voluntad conforme a las 
normas, aunque se hallaba en situación de ello», y en segundo lugar, habrá que diferen-
ciar entre infracciones dolosas y culposas. Si el agente obró con dolo, siendo imputable, 
habrá por regla general culpa porque al mismo tiempo el agente tuvo conciencia de la 
antijuridicidad, o como persona imputable se hallaba en un error evitable acerca de la 
norma prohibitiva, dados su estado de conciencia o de discernimiento (“culpabilidad 
dolosa”). Si el agente causante del daño obró con negligencia, sólo se podrá acusar al 
agente si se condujo de forma antijurídica pudiendo haberlo hecho conforme a las nor-
mas y pudiendo haber evitado, dada su capacidad personal e individual, la omisión de la 
diligencia exigible en el tráfico o según las circunstancias1436. En definitiva, no hay que 
confundir la culpa objetiva con la subjetiva. 
                                                 
1434
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit, pp. 25, 29. 
1435
 Ibid.: pp. 29-33, 36, 40-45, 47-48. 
1436
 Ibid.: pp. 88-90. 
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GARCÍA RIPOLL dice que la doctrina y los Tribunales utilizan el término culpa en un 
sentido ambivalente: como realización de una conducta prohibida por el ordenamiento, 
y como reproche personal al deudor. El autor llama a la culpa en sentido objetivo, “ilici-
tud”, y en sentido subjetivo, “culpa”. Es característico de las normas que determinan la 
responsabilidad extracontractual imponer deberes de actuación o prohibir conductas, y 
sólo la infracción de éstas, unidas al daño y otros requisitos, determinan el surgimiento 
de la obligación civil de indemnizar. En el fondo, en toda norma jurídica sobre compor-
tamientos humanos subyace el deseo de proteger ciertos bienes que se consideran valio-
sos («norma de valoración»–aspecto axiológico-), para lo que, con carácter instrumen-
tal, se establecen ciertas conductas que los promuevan o eviten su perjuicio («norma de 
determinación»,–aspecto deóntico-)1437. DÍEZ-PICAZO reprocha que una concepción valo-
rativa introduce en la materia una inmensa dosis de inseguridad, pues las reglas que 
recogen lo usos consideradas en su sentido normativo podrán ser normas de conducta 
que definen el modelo. No obstante, el autor está en contra de los usos considerados en 
su mera “facticidad” por cuanto «bastaría que estadísticamente una alta proporción de 
individuos en el sector sean descuidados, para que el modelo se construya a partir de ese 
dato». Es preciso decidir si el presunto culpable se encontraba en una situación que ge-
nerara para él deberes respecto del perjudicado1438.  
d) Juicio de menosprecio hacia el ordenamiento. 
Hay autores que se centran en la concepción subjetiva de la antijuridicidad, partida-
ria del desvalor de acción: la conducta sería antijurídica por ser dolosa o negligente; en 
términos generales, por ser materialización de una voluntad rebelde a las exigencias de 
la norma primaria de determinación. Según LLAMAS POMBO, este hecho se produce en 
la etapa de expulsión de la antijuridicidad del sistema. No se indemniza porque se haya 
obrado de forma ilícita o antijurídica, sino porque se imputa un daño a la conducta del 
agente, sobre la base de la culpa1439.  
Otros autores se centran en la concepción objetiva basada en el desvalor de acción, 
en un error de conducta (no haberse comportado como se debía haber hecho), compren-
didas en normas determinativas, dirigidas a observar una conducta diligente para evitar 
consecuencias no deseadas, o, como dice DE ÁNGEL YAGÜEZ, «dada la dificultad de 
delimitar una a una las conductas exigibles, según el tipo de ser humano, y de conducta 
humana, que el juez deberá tener en cuenta como elemento de referencia cuando tenga 
que formar criterio sobre la existencia o inexistencia de culpa»1440. La determinación de 
cuándo existe culpa es una cuestión que se resuelve en en función de la ponderación de 
las circunstancias que envuelven el caso concreto, si bien exige la adopción de un mo-
delo de referencia que sirva de comparación al juzgador para decidir en cada caso, que 
se formará mediante la diligencia propia del agente y habitual en él o en lo que en abs-
tracto se espera de un ciudadano medio, de haber observado el cuidado personalmente 
posible de él, o un modelo de conducta «normal» que el propio juez conoce en virtud de 
su experiencia personal, ex art. 1104 C.c.1441.  
                                                 
1437
 GARCÍA RIPOLL MONTIJANO, M.: Ilicitud, culpa y estado de necesidad: (un estudio de responsa-
bilidad extracontractual en los Códigos Penal y Civil), Madrid: Dykinson, 2006, pp. 36-38. 
1438
 DÍEZ-PICAZO, L.: “La culpa en la responsabilidad civil extracontractual”, Anuario de derecho ci-
vil, Vol. 54, Nº 3, 2001, pp. 1015-1019. 
1439
 LLAMAS POMBO, E.: Reflexiones sobre Derecho de Daños: casos y opiniones, La Ley, Madrid, 
2010, p. 52. 
1440
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 260. 
1441
 Ibid.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., pp. 352-353. 
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En la línea anterior, según BUSTO LAGO el juicio de antijuridicidad ha de relacio-
narse con el precepto de la norma y valorar, a la luz de éste, el comportamiento inde-
pendientemente de sus consecuencias, que pueden, incluso, no llegar a existir. Este mo-
do de concebir la antijuridicidad ha llevado a algunos autores a trasladar la ilicitud del 
acto al elemento de la culpa, valorándose el comportamiento enjuiciado en relación con 
la conducta previsible de un ciudadano diligente»1442. Dice DÍEZ-PICAZO que «la cues-
tión radica en determinar si el criterio que se utiliza, o se debe utilizar es el estándar 
unitario, homogéneo y abstracto del hombre medio, de manera que, sólo la inobservan-
cia de la diligencia media genera responsabilidad o si, por el contrario, cualquier tipo de 
culpa»1443. Según SANTOS BRIZ, ese “modelo de conducta” que determina la diligencia 
exigible, determina que si el agente obró con negligencia (objetiva a efectos de antijuri-
dicidad), es decir, ha omitido la diligencia exigible según las circunstancias o la señala-
da en la obligación. No se dará, en cambio, sin más, la existencia de culpa (subjetiva), 
sino que «sólo se podrá acusar al agente si se condujo en forma antijurídica, pudiendo 
haberlo hecho conforme a las normas y pudiendo haber evitado, dada su capacidad per-
sonal e individual, la omisión de diligencia exigible1444.  
Una concepción objetiva basada en el resultado se basa en la tesis conforme a la 
cual un acto dañoso es antijurídico (daño injusto) cuando es producto de la violación de 
una norma jurídica, aun la más genérica del alterum non laedere, protectora del bien 
agravado. Se produjo un “viaje”desde la concepción del acto contra ius del ilícito, a la 
noción sine iure del daño injusto, es decir, del daño injustamente causado al daño injus-
tamente sufrido. La antijuridicidad se acaba predicando del daño y no de la conducta 
que lo causa. Y por ello, la conducta que causa un daño, aunque no sea ilícita, genera 
responsabilidad cuando no está justificada. Lo que significa que la responsabilidad es 
controlada mediante la idea del ejercicio regular del derecho a obrar1445. Se considera un 
acto contrario al Derecho cuando vulnera una norma jurídica (acto “contra ius”) como 
el mandato general de diligencia frente a bienes jurídicos protegidos, manifestados en el 
principio del alterum non laedere (acto “non iure”). Por su parte, PANTALEÓN PRIETO 
diferencia la concepción objetiva basada en el desvalor de resultado en sentido propio 
como violación de la norma jurídica primaria que protege el derecho subjetivo o bien 
jurídico lesionado, y en sentido impropio: vulneración del deber jurídico absoluto del 
alterum non laedere, que resulta de la mera causación del daño, a no ser que concurra 
una causa de justificación1446. Por su parte, DE ÁNGEL YAGUËZ1447 dice que un daño es 
injusto no solo cuando es producto de la violación de una norma jurídica imperativa o 
prohibitiva, sino también del alterum non laedere, que ordena actuar con diligencia, 
cuidado y consideración hacia los demás en todo momento y en todo sector de la vida 
humana. Para LACRUZ BERDEJO, «a falta de tipicidad, todo daño irrogado a una persona 
en sus sentimientos, en su cuerpo o en sus bienes jurídicos ha de ser reparado mientras 
el agente no proceda en el ejercicio regular y no abusivo de un derecho (y todavía con la 
debida diligencia) o medie una causa de justificación»1448. 
                                                 
1442
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., p. 55. 
1443
 DÍEZ-PICAZO, L.: “La culpa en la responsabilidad civil…”, op. cit., pp. 1022-1024. 
1444
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., p. 99. Por el contrario,  «si fue evitable responderá 
el agente por conducta dolosa y culposa, aunque siempre excederá en gravedad el matiz doloso». 
1445
 LLAMAS POMBO, E.: Reflexiones…, op. cit., pp. 52-53.  
1446
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., pp. 53. 
1447
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit.,  pp. 258-263. 
1448
 LACRUZ BERDEJO, J.L.: Elementos de Derecho civil, II, 1º, 2ª ed., J.M. Bosch, Barcelona, 1985, 
pp. 500-502. 
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Otra concepción objetiva basada en el resultado se fija en la lesión de un derecho o 
bien jurídico protegido. BUSTO LAGO asocia la injusticia de una conducta a la lesión de 
un derecho subjetivo ajeno o intereses legítimos o jurídicamente protegidos. Sigue tras-
ladándose el centro de gravedad del juicio de antijuridicidad desde la calificación de la 
conducta a la del resultado producido por ésta, sobre el perjuicio o lesión del interés 
protegido y no sobre el comportamiento1449. DE ÁNGEL YAGÜEZ dice que «Es injusta 
toda conducta que lesione un derecho subjetivo de otro. Concretando más, algún autor 
sostiene que daño es el que lesiona un derecho de los llamados absolutos». No obstante, 
podría darse el caso de que no se produjera responsabilidad civil por muy reprochable 
que pareciera una conducta, al no ofender un valor material o personal no definido por 
ley como genuino derecho. El daño es injusto cuando lesiona un «interés» merecedor de 
tutela. No resuelve el problema, pues «el calificativo injusto se hace tan impreciso y 
vago como impreciso y vago es el término «interés»1450.  
Un sector de la doctrina ha criticado la fundamentación de la antijuridicidad basada 
en el alterum non laedere. GARCÍA-RIPOLL MONTIJANO1451 critica que: 1) ya existe el 
daño como presupuesto esencial de la responsabilidad civil. 2) Se suele apelar a las cau-
sas de justificación para excluir precisamente esa ilicitud, pero si lo antijurídico es el 
daño, lo es independientemente de la valoración de la conducta del agente. 3) No con-
vence la razón de que “si el sujeto hubiera empleado la diligencia adecuada no se habría 
producido el daño”, pues esto supone situarse en una perspectiva ex post, y no justifica 
qué hizo mal el agente antes del daño para considerarlo indemnizable. 4) No es necesa-
rio alegar el favor victimae o principio pro damnato, ya que existe una norma primaria 
que exige al sujeto comportarse de cierta manera. 5) Existe responsabilidad civil sin 
necesidad de valorar la conducta (responsabilidad objetiva). 6) Cuando se dice que “ha 
lugar a la responsabilidad porque el causante no se ha comportado cuidadosamente”, en 
realidad se está comparando la importancia del bien dañado y el grado de control de 
libertad que hubiera debido prestar el dañante. PARRA LUCÁN dice que la utilización del 
principio del alterum non laedere no se debe hacer para reducir a la mera expresión del 
daño su aplicación, utilizando expresiones reduccionistas como la de que «la ilicitud de 
la conducta dañosa deriva simplemente de la vulneración del principio alterum non lae-
dere»1452, si bien reconoce que este principio recoge un deber técnico de comportarse 
correctamente frente al bien jurídico que trata de proteger.  
Para BUSTO LAGO1453, el desvalor de resultado tendrá un lugar principal y el de ac-
ción uno secundario. El daño injusto es el único resarcible: aquellos daños causados en 
el ejercicio abusivo de un derecho (art. 7.2 C.c.) o sin que tal derecho existiese, conse-
cuencia de un hecho ilícito civil. Solamente el daño podrá ser soporte de una injusticia 
potencial, que devendrá en una antijuridicidad efectiva si la conducta que lo ha provo-
cado ha violado una norma jurídica tuitiva del Derecho o interés legítimo lesionado o 
desaparecer si la conducta nociva está justificada por el ordenamiento jurídico. La anti-
juridicidad ha de concebirse como contravención del Ordenamiento jurídico (acto daño-
so producto de la violación de una norma jurídica, aun la más genérica del alterum non 
aledere, protectora del bien gravado) y como lesión de un derecho subjetivo o de un 
interés legítimo o jurídicamente protegido carente de justificación. 
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Surgen otras líneas doctrinales que se basan en una concepción mixta de la antijuri-
dicidad, sin establecer preferencia alguna entre la basada en el resultado o en la acción. 
SANTOS BRIZ define «la antijuridicidad (lo injusto) como la lesión (en ciertas circuns-
tancias, también la creación de un riesgo) de intereses jurídicamente reconocidos (bie-
nes jurídicos) por medio de acciones contrarias a los mandatos o prohibiciones del or-
denamiento» (la cursiva es suya). El autor lo justifica en que «sólo el mandato o prohi-
bición vigente para la situación de intereses en conflicto determina la relación de deber 
entre los sujetos en cuanto a los intereses a valorar, es decir, sitúa el obrar en una rela-
ción valorable respecto de los intereses lesionados». Advierte que la postura basada en 
el menosprecio del resultado encuentra dificultades en su aplicación a los casos de in-
fracción de bienes jurídicos por medio de omisiones, por negligencias o por actividades 
y explotaciones peligrosas admitidas por el ordenamiento. En el caso de las omisiones, 
porque éstas sólo son antijurídicas cuando hayan sido la causa de la infracción de un 
bien jurídico y hayan violado el deber de evitar un resultado. En las infracciones por 
negligencia, el art. 1104 C.c. dispone que actúa negligentemente el que omite la diligen-
cia exigible según la naturaleza de la obligación y corresponda a las circunstancias de 
las personas, del tiempo y lugar (criterio objetivo o abstracto, que no corresponde a la 
diligencia derivada de las circuntancias individuales). En el caso de actividades peligro-
sas, por cuanto al tolerarlas el ordenamiento jurídico, razonablemente sólo puede tener 
sentido en cuanto que el ordenamiento no quiere desaprobar esas consecuencias inevita-
bles dada la utilidad de dichas actividades; en estos casos, se aplicará la responsabilidad 
por riesgo, que parte de otra base de imputación 1454. NIPPERDEY dice que el juicio de 
antijuridicidad sólo estará completo cuando, además del resultado, se atienda también a 
la función determinante de la norma jurídica. La antijuridicidad es la «lesión de inter-
eses jurídicos reconocidos –bienes jurídicos- por medio de acciones contrarias a los 
mandatos o prohibiciones del ordenamiento jurídico»1455.  
B) Ilicitud, uso normal y culpa en materia de daños civiles por contaminación. 
En materia de daños civiles por contaminación la responsabilidad civil por daños 
exige que éstos se produzcan mediante un acto antijurídico, tanto si uno se fija desde el 
punto de vista de la conducta del operador (desvalor de acción) o de las consecuencias 
de las misma (desvalor del resultado). No obstante, en mi opinión la antijuridicidad se 
predicará de una concepción mixta de ambas: desde el punto de vista del desvalor de la 
acción, el incumplimiento de las normas reguladoras de la actividad industrial es motivo 
de ilicitud formal, pero necesitará de la vulneración de un interés o bien jurídico prote-
gido. En cualquier caso, el cumplimiento de las normas jurídico-públicas, tanto en mate-
ria de inmisiones como del resto de DCC, no es causa suficiente para, en el primer caso, 
eludir la ilegitimidad de la inmisión. En el caso de inmisiones en las relaciones de ve-
cindad industrial, porque no impide que puedan producirse inmisiones excesivas y noci-
vas ex art. 1908.2 C.c. 1456, ni que pueda estar produciéndose un uso anormal o excesivo 
de la actividad según el uso local o no se esté cumpliendo las medidas necesarias para 
evitar el daño, según informe pericial. En el caso de daños civiles por contaminación 
con causa no conocida por el operador y provocados por industrias peligrosas, el cum-
plimiento de los reglamentos tampoco evitaría, a priori, la ilicitud del daño, por cuanto 
la ilicitud del daño derivaría de la manifestación del daño. 
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En general, el incumplimiento de las normas primarias de protección, por ejemplo 
de los reglamentos que regulan la actividad, el de las obras de resguardo exigidas y exi-
gibles, en su caso, simplemente por no haber obtenido o solicitado la autorización o 
licencia, serán una causa formal de antijuridicidad.  
Si las normas anteriores han sido cumplidas por el operador de una actividad peli-
grosas, cuando el escape que causa el daño es no conocido por éste, el hecho dañoso 
será injusto cuando vulnere las normas primarias reguladoras de la actividad, y aún la 
más genérica del principio del alterum non laedere, protectoras del bien agravado, deri-
vado del riesgo de la actividad. Se aplicará la falta de diligencia que las circunstancias 
del caso requerían, en virtud de lo dispuesto en el art. 1104 C.c. Si este tipo de daños 
han sido caudos por una actividad anormalmente peligrosa, podría aplicarse directamen-
te la doctrina del riesgo, según la cual la antijuridicidad deriva del propio resultado da-
ñoso cuando haya sido provocado dentro del riesgo típico de la actividad. No obstante, 
la jurisprudencia del TS suele aplicar el principio anterior. 
También podría considerarse una conducta antijurídica cuando cause lesiones a de-
rechos o bienes jurídicamente protegidos: vida, integridad física, etc.  
En cuanto a los daños civiles por inmisiones industriales la antijuridicidad pro-
vendrá: 1) en el caso del art. 1908.2 C.c., de la excesividad de la inmisión, teniendo en 
cuenta la gravedad del daño y la intensidad la inmisión, aunque sin perder de vista el 
uso normal de la actividad. Se tendrá en cuenta, con carácter prioritario, el criterio de la 
normal tolerancia cuando se hayan producido daños a las personas, y, además, el del uso 
normal, en el supuesto de daños a las cosas. No obstante, el criterio del uso normal tam-
bién será útil cuando la actividad, aún habiendo cumplido con todas las medidas regla-
mentarias en el ejercicio de su actividad, vulnera las costumbres o el uso local (art. 590 
C.c.) y, por lo tanto, convierte el hecho en ilícito1457. La falta de adopción de medidas de 
evitación de las inmisiones, cuando existan y no sean económicamente inviables (lo 
tendrá que decir un juez) provocará que el daño que era inicialmente sustancial o grave 
no tenga el contrapeso del uso normal de la actividad. 2) En el art. 1908.4 C.c., por la 
culpa o negligencia en la conducta del agente.  
Estoy de acuerdo en que el acto ilícito es aquel que es contrario al Derecho (anti-
jurídico) y culpable. En materia de DCC nos serviría para determinar la ilicitud de un 
daño ocasionado por una industria que, con ocasión del incumplimiento de la normativa 
reguladora de la actividad ocasiona un daño, o simplemente pudiendo haber actuado con 
la diligencia exigible, habría podido prevenir o evitar el daño. Se ha dicho a lo largo del 
presente trabajo que este supuesto es aplicable únicamente a los daño civiles por conta-
minación ocasionados de forma no conocida por parte de actividades inocuas. En el 
caso de las actividades peligrosas, dado que no hay norma en nuestro ordenamiento que 
regule la responsabilidad objetiva por riesgo, pero sí una objetivización de la culpa –
riesgo, aumento de la diligencia exigible o presunción de culpa-, pierde importancia el 
cumplimiento de las normas administrativas reguladoras de la actividad, así como la 
posible conducta diligente, exonerándose sólo por caso fortuito. Por otra parte, en mate-
ria de responsabilidad civil por inmisiones, el acto –inmisión- excesivo ex art. 1908.2 
C.c. no tiene por qué ser lícito desde el punto de vista administrativo, y, aun siéndolo, 
ello no es causa suficiente para determinar tal licitud. La excesividad de la inmisión, en 
definitiva, se calcula con independencia del cumplimiento de las normas reguladoras de 
la actividad y de la culpa o negligencia del causante. 
                                                 
1457
 JUNCEDA MORENO, J.: op. cit., p. 74. El autor hace referencia a la costumbre (art. 590 C.c.) como 
causa de ilicitud en la responsabilidad civil por inmisiones. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   280 
2) Antijuridicidad en los daños civiles por contaminación. 
A) Causas de antijuridicidad. 
a) Acción de responsabilidad civil por inmisiones: inmisión excesiva o abusiva y no-
civa desde el punto de vista de la conducta y del resultado. 
En materia de inmisiones se ven también reflejados los efectos de las concepciones 
de la antijuridicidad, sobretodo en la concepción basada en el desvalor de resultado, si 
bien con unas ciertas peculiaridades propias. Por ejemplo, aquellos que propugnan por 
la concepción del desvalor de resultado fundamentan la antijuridicidad de la inmisión o 
la inmisión abusiva en el “daño grave”.  
Por ejemplo, MACÍAS CASTILLO dice que el criterio adecuado para estimar la exis-
tencia de la inmisión no es ni la anormalidad del uso ni la intolerabilidad de la molestia, 
sino el carácter antijurídico de la misma, que se predicará respecto del daño y no respec-
to de la conducta: el daño vecinal será antijurídico cuando sobrepase los límites de la 
normal tolerabilidad. La distinta fundamentación entre la ilicitud de la molestia y de la 
antijuridicidad del daño está también presente a la hora de ejercitar, por una parte, la 
acción negatoria y, por otra, que la acción de responsabilidad civil, negando un automa-
tismo legal por el cual, acreditada la existencia de una inmisión ilícita, antijurídica, surja 
sin más el derecho a reparar el daño causado, ya que, en ocasiones no llegan a producir-
se las consecuencias necesarias para que nazca un daño indemnizable, aunque proceda 
de una inmisión ilícita. En este último caso, una acción negatoria puede prosperar aun 
no habiéndose probado el daño, basta acreditar que la inmisión excede de lo tolerable. 
El problema consiste en que la conceptualización del hecho antijurídico centrada en la 
conducta del autor del daño no solucionan los daños producidos por actividades lícitas 
en materia de inmisiones en las relaciones de vecindad, ya que la responsabilidad no se 
dará en aquéllas actividades que han cumplido la normativa reglamentaria que rige la 
actividad, si bien, matiza que el incumplimiento de las normas administrativas constitu-
ye señal evidente de antijuridicidad, en cuanto contravención de la legalidad en vigor. 
Se trata de un expediente de tolerabilidad que depende de criterios civiles, de criterios 
característicos de las relaciones de vecindad y en los que también tienen cabida la lici-
tud administrativa, como un elemento integrante más1458.  
En parecido sentido, otros autores han afirmado que la ilicitud de las inmisiones se 
determina a través de la doctrina del abuso de derecho cuando se produce un daño gra-
ve, pues en ese momento el ejercicio del derecho es objetivamente abusivo1459. El pro-
blema es determinar dónde se encuentra el borroso límite de la tolerabilidad, por lo que 
la clave estriba, en primer lugar, en atender a la intensidad de los perjuicios; en segundo 
lugar, aplicar el criterio de la entidad del perjucio, que puede provenir de la prolonga-
ción y persistencia en el tiempo de las molestias e incomodidades, por el alto número de 
sujetos afectados, por la intensidad –aunque sea variable- y por las limitaciones que 
comportan en el uso y disfrute de los espacios exteriores y aun de los interiores de las 
viviendas y establecimientos cercanos, con menoscabo de los derechos relacionados con 
el bienestar, calidad de vida y salud de las personas1460  
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Esta solución basada en el desvalor de resultado es la que parece haberse adoptado 
por algunso autores franceses que aplican la responsabilidad objetiva en materia de 
troubles de voisinage. Por ejemplo, JOSSERAND cree que el acto de uso productor de un 
daño anormal, sin ser ilegal, aun sin ser abusivo, sería sin embargo excesivo, naciendo 
en función de sus efectos, de su potencial nocividad. El acto anormalmente dañoso es 
constitutivo de riesgos, por lo que el que los ha creado debe soportar sus consecuencias, 
siendo la responsabilidad sin falta y puramente objetiva. No es el acto inmisivo lo exce-
sivo sino el daño, ya que el acto es excesivo por razón del exceso del daño. Todo dere-
cho tiene un límite y lo que es lícito hasta un momento o espacio deja de ser lícito en 
otro momento y espacio, al traspasar el límite que se le impone a su derecho, confor-
mando toda invasión al derecho de los demás un exceso en el ejercicio del derecho sub-
jetivo, pues toda invasión al derecho subjetivo de otra persona es una lesión a su dere-
cho (subjetivo). Si se traspasa el límite del derecho subjetivo y se invade la esfera de 
otro derecho subjetivo, existe, en principio, una lesión. ROUJOU DE BOUBÉE dice que 
«La norma transgredida en materia de troubles de voisinage es aquella regla según la 
cual se deben soportar pacientemente los inconvenientes tolerables y normales, pero no 
se deben infligir troubles anormales. La ilicitud consiste, pues, no en la omisión de las 
precauciones necesarias, sino en la transgresión de esta norma»1461.  
En Italia se ha planteado la misma solución, afirmando que el art. 844 C.c. se limita 
a recoger los criterios para la valoración de la injusticia del daño (antijuridicidad) a 
efectos de la responsabilidad civil del art. 2043 C.c., por lo que sólo será resarcible el 
daño que exceda de la normal tolerabilidad, aunque deba ajustarse al resto de requisitos 
de la acción de responsabilidad civil1462.  
Sin embargo, propugno por la aplicación de una concepción mixta de la antijuridi-
cidad en materia de inmisiones excesivas, si bien con prevalencia del desvalor de resul-
tado, manifestado por el criterio de la normal tolerancia, y, en una posición secundaria, 
por el criterio del uso normal de la actividad (utilidad de la conducta en Italia o en los 
países del common law). Es cierto que en casi todos los ordenamientos prima el análisis 
de la intolerabilidad del daño (en sentido objetivo), y que se suele utilizar el criterio de 
la existencia del daño (en sentido efectivo) como un elemento crucial para determinarlo, 
pero ni es el único (entidad de la inmisión, valores límites de inmisión, duración, mo-
mento y lugar, etc.), ni la antijuridicidad se predica sólo del daño. Es el propio art. 
1908.2 C.c. el que habla de inmisión excesiva que sea nociva. Esta solución ha sido la 
adoptada por la mayor parte de la doctrina patria1463. Entre los autores que defiende esta 
postura mixta en materia de inmisiones, DÍAZ ROMERO, dice que si bien el daño deberá 
tener cierta entidad (significativo), su análisis deberá partir de los criterios del uso nor-
mal de la actividad (desvalor de acción) y la normal tolerancia del daño (desvalor de 
resultado)1464. CONDE ANTEQUERA dice que es antijurídico el acto que produce un daño 
en cuanto exceda de lo objetivamente tolerable, por lo que si el hecho únicamente pro-
duce molestias tolerables, según la costumbre y el momento, no habrá daño resarcible, 
sino solamente la acción de cesación de esa molestia1465.  
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Los tribunales españoles suelen reconducir el tema de la antijuridicidad de las inmi-
siones a las soluciones generalmente establecidas para los daños civiles por contamina-
ción, mediante una objetivización de la culpa a través de la doctrina del riesgo, inver-
sión de la carga de la prueba o el aumento de diligencia, por lo que, en realidad, la anti-
juridicidad acaba predicándose solamente del daño. Se vincula la excesividad de la in-
misión desde el punto de vista de la producción de daños graves como causa de negli-
gencia por no evitar los daños previsibles y evitables. 
En Cuba, la tolerabilidad se analiza en las inmisiones a partir de que se produce la 
colisión de dos derechos legítimos y precisamente la causación de daños es en sí misma 
una muestra clara del exceso en el ejercicio del propio derecho. El deber de tolerancia se 
vulnera con una conducta abusiva o excesiva que ocasiona daños y se vuelve ilícita. 
Según MUÑOZ ALFONSO, es el ejercicio extralimitado del derecho lo que resulta sancio-
nable en tanto falta el nivel de diligencia adecuada1466. 
En Italia, pese a ser preponderante el criterio de la normal tolerabilidad, se observa 
que algunos autores relacionan la antijuridicidad de la inmisión (basada en la superación 
de la normal tolerabilidad ex art. 844 C.c.) con la ilicitud del acto que lo causa, de forma 
que la primera determina la existencia de la segunda, consistiendo la culpa en el incum-
plimiento del deber de cesar las inmisiones intolerables1467. 
Por otro lado, hay quien relaciona el principio general del alterum non laedere con 
el de la prohibición del abuso del derecho1468 (art. 7.2 C.c.), al decir que una inmisión es 
antijurídica cuando supone una extralimitación del Derecho de propiedad objetivamente 
abusiva que lesione intereses particulares legítimos1469. Se justifica con base a que cuan-
do una actividad al amparo de autorizaciones y normas administrativas produce un da-
ño, queda puesto de manifiesto la insuficiencia de dichas medidas, por lo que el daño 
producido no podrá considerarse lícito1470. Se dice que el art. 7.2 C.c. sirve para determi-
nar cuándo las inmisiones son abusivas, es decir, sobrepasan el límite de la tolerabilidad 
normal –art. 590 C.c.-, y para decidir si las inmisiones denunciadas entran dentro del 
concepto de “humos excesivos” -art. 1908.2º C.c.-1471.   
b) Falta al mandato general de diligencia por ser el acto contrario a una disposi-
ción legal o reglamentaria (norma de protección). 
Un daño es injusto cuando se produce como resultado de la violación de una norma 
jurídica de protección, determinativa o prohibitiva, que establezca un deber1472. La anti-
juridicidad supone falta al mandato general de diligencia al actuar frente a bienes ajenos 
jurídicamente protegidos1473 -aunque no solamente- caracterizada por ser contrario el 
acto u omisión a una disposición legal, p. ej. en la actuación contraria a las normas pre-
vistas para el funcionamiento de una instalación fabril.  
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En el marco del § 823 II BGB alemán la antijuridicidad se centra en la conducta 
que vulnera una «norma de protección», dirigida al causante del daño dentro del ámbito 
de protección de la norma y a quien la disposición legal infingida otorga protección1474. 
Con esta regla, el concepto de antijuridicidad se ha visto favorecido, pues ya no se iden-
tifica con los Derechos subjetivos absolutos (823 I BGB), sino que la protección se ex-
tiende a cualquier infracción de una norma, de la categoría que ésta sea, con lo que el 
espectro de los posibles daños injustos se ha visto enormemente ampliado. Son normas 
de protección el § 1004 BGB1475, los §§ 906, 909 y 910 BGB, y otras normas similares 
que puedan contenerse en las leyes de los Länder en materia de relaciones de vecindad; 
los actos administrativos y medidas especiales que rigen una actividad. Asimismo, se 
considerarán normas protectoras las concreciones que puedan hacer las autoridades, que 
estén autorizadas a través de leyes o reglamentos, a través de actos administrativos y 
medidas especiales, como por ejemplo la orden de respetar determinados límites en la 
emisión de ruidos contenida en una licencia de obras1476. En estos casos, el simple hecho 
de incumplir el causante de la inmisión la obligación allí recogida supone una vulnera-
ción, al menos negligente, de una norma protectora, pudiendo aplicarse una acción ne-
gatoria con independencia del § 906 BGB. Además, las normas especiales de protección 
se aplican preferentemente a los §§ 906 y 1004 BGB1477. 
c) Falta al mandato general de diligencia al actuar frente a bienes ajenos jurídica-
mente protegidos: el principio del alterum non laedere. 
Se ha dicho también que un acto dañoso es antijurídico cuando es producto de la 
violación de la norma genérica del alterum non laedere1478. Un daño es injusto cuando el 
autor del acto haya obrado sin ajustarse a un determinado prototipo de conducta basado 
en el principio general del alterum non laedere, que impide y condena toda conducta 
contraria al valor que protege (no dañar) sin causa justificativa. Según DE ÁNGEL YAG-
ÜEZ1479 la pretensión de construir una teoría general de la ilicitud civil obligaría a cata-
logar o clasificar en «tipos» los muy variados supuestos de daño resarcible es imposible 
e insuficiente porque «hay un sinfín de actos dañosos que engendran responsabilidad 
civil aunque no exista un mandato legal específico que los reglamente, los prohíba o los 
condene; su injusticia se deduce de una regla general (implícita en el orden jurídico) que 
ordena actuar con diligencia, cuidado y consideración hacia los demás en todo momento 
y en todo sector de la actividad humana». Por otro lado, la teoría de la prohibición de 
todo acto ilícito no es útil en materia de inmisiones, por cuanto no contribuye como 
principio informador del problema de las relaciones de vecindad1480. La determinación 
del acto ilícito es materia de la clásica acción de responsabilidad civil. Pretender asimi-
lar el acto ilícito al abusivo es un error conceptual. 
                                                 
1474
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., pp. 200-201. MARTÍN VIDA, Mª.A.: op. cit., p. 17.  
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DE MIGUEL PERALES opina que, aunque la ley y la costumbre tengan innegable im-
portancia, el protagonismo de la responsabilidad civil ambiental debe concederse al 
principio alterum non laedere, sobretodo en aquellos casos que implican situaciones de 
riesgo, o en los que se trata de proteger a la víctima frente a la actividad del sujeto agen-
te, en los que la negligencia o diligencia de éste es irrelevante1481. 
El alterum non laedere es un principio general del derecho, que se configura como 
norma primaria (deber jurídico) y recoge una expresión sintética de toda una serie de 
deberes jurídicos que representan la conciencia social en un momento determinado, y 
que permitirá declarar la tutela al interés lesionado incluido en él. Incluye toda la tutela 
de la esfera jurídica de la persona, siempre defendida, sean derechos, intereses, etc. 
“legítimos” (art. 24 CE). Subyace en numerosas normas jurídicas, sin perjuicio de que la 
regla principal en materia de responsabilidad civil extracontractual reside en el art. 1902 
C.c., consagrándose un sistema atípico de ilicitud, dado que tutela intereses diversos de 
aquéllos elevados a la categoría de derechos subjetivos.  
El alterum non laedere se inserta en la concepción objetiva de la antijuridicidad  
basada en el desvalor de resultado en sentido impropio, pues analiza el daño injusto, si 
bien tiene en cuenta no sólo los efectos del daño respecto de los intereses jurídicamente 
protegidos sino también la conducta diligente. Emanan del mismo positivos deberes de 
cuidado en orden a no inferir daños o perjuicios a otro y, asimismo, de reparar los efec-
tivamente causados1482. Apunta tanto a la invasión de la esfera ajena (lesión de inter-
eses), fundamental para poder calificar el daño injusto (nos dará el “contra ius”), como 
al deber de no invadir la esfera jurídica ajena sin causa de justificación, esto es, el daño 
no justificado o (non iure). Este principio consiste en un supuesto jurídico abstracto e 
incompleto que debe ser completado por los jueces en cada caso particular. Hay un de-
ber de comportarse diligentemente a fin de no lesionar, para lo cual recoge una obliga-
ción general de actuar conforme a aquellas normas de comportamiento que mejor res-
pondan a las razonables expectativas de terceras personas cuya posición sería lesionada 
como un comportamiento diferente (o deber de diligencia). El derecho señala los límites 
de la acción según la cual será legítima si se mantiene dentro de los límites de la protec-
ción de que goza el agente, pero superados tales límites puede devenir ilícita y deviene 
ilícita siempre que lesiona un interés ajeno tutelado1483.  
Fue pionera en materia de inmisiones la STS 23.12.1952 (RJ 1952, 2673), según la 
cual el criterio “ilícito” para caracterizar la “culpa”, puede atribuirse al agente aun 
habiendo cumplido con las normas reguladoras de la actividad (acto lícito), puesto que 
«un acto, lícito en sí, da lugar a que se presente la culpa si no se realizó con la prudencia 
que las circunstancias del caso requerían, y por ello no puede estimarse lícito el hecho 
de autos de expeler y dispersar la demandada abundante cantidadad de polvo perjudi-
cial», debiendo poner «término inmediato a las causas productoras de esos daños, por-
que esto es una consecuencia lógica y legal de la reclamación contra un acto antijurídi-
co». Con posterioridad, la STS 14.5.1963 (RJ 1963, 2699) recoge el supuesto de una 
empresa que provocaba polvos perjudiciales a la finca del vecino, en cuyo caso la ilici-
tud del actuar se basa en no cumplir, con diligencia, sus obligaciones en cuanto a las 
instalaciones, por causa absolutamente previsible (salida de humos y de impurezas), lo 
que convierte la conducta en negligente. Ambas sentencias relacionan la materia de in-
misiones con los supuestos de negligencia objetivada. 
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 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., p. 109.  
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La STS 17.3.1981 (RJ 1987, 1009) determina la existencia de antijuridicidad cuan-
do el acto sea contrario a una norma jurídica prohibitiva -imperativa o determinativa-
(acto «contra ius»), o falte al mandato general de diligencia al actuar frente a bienes 
ajenos jurídicamente protegidos, es decir, lo «no justificado» (acto «non iure»), como 
consecuencia de actos lícitos no realizados con la prudencia que las circunstancias del 
caso requerían, «cuando las garantías adoptadas conforme a las disposiciones legales 
para prever y evitar los daños previsibles y evitables no han ofrecido resultado positivo 
revela ello la insuficiencia de las mismas y que faltaba algo por prevenir y que no se 
hallaba completa la diligencia». Esta falta de diligencia surge al producir daños anorma-
les por «el hecho de expeler y dispersar la demanda abundante cantidad de polvo» y en 
que hay medios técnicos para evitarlo, «puesto que su ejercicio ha de guardar el debido 
respecto a la propiedad ajena, de modo que debe indemnizar a los perjudicados por los 
daños anormalmente derivados de esa explotación permitida». El fundamento del deber 
de indemnizar radica, «más que en la antijuridicidad del acto, que hasta cierto punto no 
sería contrario a derecho, en la exigencia de justicia conmutativa de que aquel que ha 
defendido su interés en perjuicio del derecho de otro, aunque autorizado, ha de resarcir a 
quien hubo de soportar la perturbación o menoscabo de su derecho de propiedad, ha de 
verificar las instalaciones precisas para evitar los daños acudiendo a los medios que la 
técnica imponga para eliminar las inmisiones».  
Dice DE MIGUEL PERALES que la responsabilidad ambiental es de carácter objetivo, 
por lo que se prescinde del elemento subjetivo de culpa, pudiendo ser vulnerada la nor-
ma del alterum non laedere con la mera existencia del daño no justificado. Son de apli-
cación en este campo los argumentos del riesgo y del cuius est commodum eius est in-
commodum. El autor cree que cuando el TS condena actividades a pesar de que éstas 
había cumplido con la normativa administrativa aplicable, cree que «en realidad estaba 
considerando, aunque en un principio sin decirlo, tales actividades contrarias al princi-
pio alterum non laedere». El autor dispone que parece «como si el TS no tuviera mucha 
confianza en este argumento, uniéndolo siempre a la falta de diligencia en el sujeto 
agente». Así pues, se entiende «por ilicitud la cualidad del acto que viola una norma 
positiva o, en su defecto, el principio alterum non laedere, pero en todo caso esa viola-
ción debe existir, ya que de otro modo no es posible imponer a nadie una obligación por 
un acto lícito del que, por definición, no ha podido surgir un daño injustificado y, por 
ello, reparable»1484. Todo se reduce a que «la producción de un daño que no hay obliga-
ción de soportar equivale a antijuridicidad»1485. CÁRCABA FERNÁNDEZ justifica la apli-
cación de esta regla «siempre que se produzca un daño que otro no tiene la obligación 
de soportar» en virtud del principio alterum non laedere, cuando las industrias provocan 
daños intolerables, aun cumpliendo los límites legales y reglamentarios y obras de res-
guardo exigidas, y sin abuso de derecho1486. Por ello, suele coincidir la mayoría de la 
doctrina en que en el caso de daños ambientales no basta que la actividad tenga las auto-
rizaciones administrativas, cumpla con la normativa administrativa reguladora de la 
actividad y con lo establecido en la autorización, ya que, de producirse el daño, queda 
demostrado que tales medidas eran insuficientes1487.  
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 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., pp. 104-108. 
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 VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., p. 112. 
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d) Lesión de un derecho subjetivo o interés jurídicamente protegidos. 
Se ha argumentado también que la ilicitud del actuar deriva de la producción de un 
daño a bienes de terceros jurídicamente protegidos1488. VICENTE DOMINGO opina que el 
«invocado requisito de la ilicitud se ha convertido en un pseudo-requisito inútil, en un 
elemento no operativo, por cuanto ya no separa los daños reparables de los que no lo 
son»1489. Este tipo de antijuridicidad se dará fundamentalmente en supuestos de respon-
sabilidad objetiva, donde la mera producción de un daño hará que se cada vez más difí-
cil justificar el comportamiento dañoso, pasando del criterio de la culpa a otros como el 
riesgo o la obtención de beneficios. DE ÁNGEL YAGÜEZ ha criticado esta teoría por 
cuanto, además de las dificultades de tipificar los derechos subjetivos, podría darse la 
circunstancia de no generar responsabilidad civil un acto que, a pesar de ser reprocha-
ble, vulnerase un valor material o personal no definido por la ley como genuino dere-
cho, como por ejemplo el de la integridad física1490.  
Para evitar estos problemas, BUSTO LAGO afirma que surgió la teoría del injusto del 
daño cuando se lesiona un interés merecedor de tutela, aunque el calificativo de injusto 
es impreciso. También hay quien afirma que nuestro ordenamiento jurídico equipara los 
derechos subjetivos a los intereses legítimos –arts. 24.1 y 113.1 CE- a efectos de su tute-
la jurisdiccional1491. Por otra parte, para que nazca la responsabilidad civil extracontrac-
tual con la lesión de los intereses del particular se debe violar una norma jurídica que 
tutele directamente intereses de éstos y que el daño verificado sea de aquellos que la 
norma prohíba al tutelar intereses privados. 
Según MARTÍN VIDA1492, en el § 823 I BGB alemán se vincula la antijurididad a la 
lesión de los derechos absolutos en él enumerados (vida, el cuerpo, la salud, la libertad, 
la propiedad u otro derecho de otra persona), por lo que aquél no se refiere a la conducta 
en sí misma, sino más bien al resultado lesivo para ciertos bienes jurídicos. Si la lesión 
es inmediata, o los bienes jurídicos son concreta e inmediatamente puestos el peligro, la 
antijuridicidad estará sin más presente, salvo que concurra una causa de justificación o, 
de acuerdo con el § 906 BGB, exista la obligación de tolerar la perturbación1493, lo que 
puede acontecer únicamente en los daños a la propiedad, pues este artículo no se refiere 
al resto de intereses protegidos en el § 823 I BGB. Así, cuando los derechos o bienes 
jurídicos resulten lesionados mediatamente o por omisión, para conformar la antijuridi-
cidad es necesario que esa conducta activa u omisiva haya vulnerado un «deber de con-
ducirse» (Verkehrspflicht). Finalmente, las autorizaciones no excluyen en cualquier caso 
por sí solas la posible antijuridicidad de la lesión del bien jurídico, a pesar de que sí sur-
ge efecto en la legitimidad de la propia inmisión y en la no posibilidad de rechazarla 
mediante la acción negatoria del § 1004 BGB.  
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La antijuridicidad en Alemania ex § 823 I BGB se vincula fundamentalmente a la 
lesión dolosa o negligente de forma antijurídica de uno de los derechos absolutos en él 
enumerados: vida, cuerpo, salud, libertad, propiedad u otro derecho de otra persona (se 
centra en el desvalor de resultado). La violación o lesión de cualquiera de los valores o 
derechos en él mencionados se presume ilícito y su autor tendrá la carga de probar que 
actuó de conformidad con el ordenamiento jurídico1494. La pieza clave de la creatividad 
de los Jueces se ha asumido y se ha transformado paulatinamente el § 823 I BGB en una 
regla mucho más amplia, incluyendo no sólo los típicos de los daños corporales, salud y 
propiedad, sino también otros como la protección de los derechos de la personalidad, 
cubriendo los daños por actividades empresariales, etc. Asimismo, se incluirían los per-
juicios extrapatrimoniales derivados de los daño corporales, aunque con un criterio res-
trictivo a la hora de su cuantificación1495. 
En Italia, y Francia se ha pasado de una interpretación de la ilicitud en la vulnera-
ción de un Derecho absoluto a la lesión de un interés jurídicamente protegido y, final-
mente, a una nuevas categorías de injustos, que se convierten, en definitiva, en tipos, 
como si de un sistema normativo se tratara1496. 
e) Antijuridicidad y responsabilidad por riesgo. 
Existen supuestos de responsabilidad por riesgo, también denominada responsabili-
dad sin culpa o responsabilidad por el resultado, que no necesitan la previa conducta 
antijurídica, ya que suponen un riesgo lícito derivado de una actividad lícita. En estos 
casos, la responsabilidad ha de basarse en el peligro creado, debiendo el daño estar en 
relación con el riesgo de la cosa o empresa de que se responde. Se produce una imputa-
ción por la esfera de la responsabilidad del obligado a indemnizar y no acerca de la co-
nexión de éste con el acto1497. El agente responde porque conoce y domina en general la 
fuente u origen del riesgo –aunque no necesariamente el curso del acontecimiento pro-
ductor del daño- y porque obtiene provechos de aquella actividad que es origen del ries-
go. Este es un caso especial de riesgo socialmente adecuado de bienes jurídicos, por lo 
que si estas actividades y explotaciones peligrosas admitidas por el ordenamiento se 
ejercitan observando todas las precauciones exigidas las infracciones que se produzcan 
no serán antijurídicas sino que radican en el riesgo permitido de una actividad autoriza-
das, compensándose los daños irrogados. 
SANTOS BRIZ distingue la responsabilidad por riesgo de la responsabilidad por ata-
ques o transgresiones lícitas y permidas, diciendo que estas últimas son las que la ley, 
en consideración al interés predominante de otro, permite un ataque contra el derecho 
protegido “erga omnes”, siempre que concurran circunstancias muy especiales, impo-
niéndoles un deber de tolerar o negándoles las facultades de defensa en otro caso dadas, 
reconociéndoles una compensación por la perturbación soportada. Según el autor, «El 
fundamento de este deber de indemnizar no radica en la antijuridicidad del acto, ya que 
éste es conforme a derecho, ni en la imputación de un determinado riesgo, sino en la 
exigencia de la justicia conmutativa de que aquel que ha defendido su interés en perjui-
cio del derecho del otro, aunque en forma autorizada, ha de indemnizar al perjudicado 
que hubo de soportar la perturbación de su derecho»1498. 
                                                 
1494
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., pp. 177, 200. 
1495
 VICENTE DOMINGO, E.:“El requisito de la ilicitud y la reparación del daño personal”, Revista de 
derecho privado, Año 74, Mes 10, 1990, p. 832. 
1496
 VICENTE DOMINGO, E.: op. cit., pp. 818-825. 
1497
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., pp. 311-312. 
1498
 Ibid.: pp. 314-315. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   288 
Por su parte, DE MIGUEL PERALES sugiere que en los sistemas de responsabilidad 
objetiva por daños ambientales tradicionales, debe separarse ilicitud y culpabilidad. 
Aquí, el resultado dañoso integra la fattiespecie del acto ilícito, por lo que no es conse-
cuencia ilícita de un acto lícito, sino que la consecuencia del acto ilícito está dada por la 
obligación de reparar el perjuicio1499. El autor defiende que, dado que la norma alterum 
no laedere puede verse violada por la mera existencia del daño, en casos de responsabi-
lidad objetiva basta con que éste no tenga que ser soportado por la víctima (no haya 
causa de justificación). No obstante, el autor entiende por ilicitud «la cualidad del acto 
que viola una norma positiva o, en su defecto, el principio alterum non laedere, pero en 
todo caso esa violación debe existir, ya que de otro modo no es posible imponer a nadie 
una obligación por un acto lícito del que, por definición, no ha podido surgir un daño 
injustificado y, por ello, reparable»1500. 
En mi opinión, la relación de la antijuridicidad con las actividades de riesgo puede 
provenir de diversas razones. Una de ellas puede basarse en que la actividad de riesgo es 
potencialmente dañina y mientra se mantenga en tales términos es lícita, pero una vez 
que causa el daño es actualmente dañosa e ilícita, ya que se infringe de dicha manera el 
principio alterum non laedere.  
Otra razón descansa en el accionar humano del dueño o guardián, basado en que en 
el trasfondo de esta responsabilidad existe en forma subyacente una conducta humana 
que incurre en cierta negligencia, puesto que resulta siempre de una agravación del ries-
go que encierra la cosa, como el uso erróneo, la falta de adopción de medidas de seguri-
dad, etc. Por otro lado, en el caso de responsabilidad civil extracontractual por hecho de 
la cosa, la mediatez del daño descansa en la conducta de quien puso el riesgo en acción 
(dueño o guardián), independientemente de que la inmediatez de daño haya sido causa-
do por la cosa misma. En cualquiera de los supuestos el riesgo de daños “alberga” una 
potencial ilicitud que se hace efectiva cuando se causa el daño y, el daño deriva, aún de 
forma mediata, de un obrar humano. 
Con respecto a los DCC, debe quedar claro que la responsabilidad por riesgo deber-
ía ser aplicada solamente en los supuestos en los que esté previsto legalmente. En estos 
casos, el legislador decidirá si la responsabilidad objetiva la señala en razón de una serie 
de actividades debidamente listadas, o bien por un riesgo derivado de la actividad que 
produce un riesgo anormal. En cualquier caso, solamente sería de aplicación a los daños 
civiles por contaminación ocasionados de forma no conocida y no a los que pueden 
asimilarse a supuestos de negligencia o inmisiones. Estas reticencias a la responsabili-
dad objetiva por riesgo son las indicadas por GONZÁLEZ-ALEGRE, cuando critica que 
ningún artículo establece la responsabilidad objetiva y que lo que se busca en las rela-
ciones de vecindad (se entiende que se está refiriendo a las inmisiones excesivas y noci-
vas) es regular el límite del ejercicio del propio derecho, no conferir acciones dirigidas a 
la indemnización o reparación1501.  
En mi opinión, las soluciones jurisprudenciales son admirables desde el punto de 
vista de la salvaguarda de derechos de los particulares, pero también es cierto que puede 
causar una cierta confusión al industrialque pretenda conocer de antemano todas y cada 
una de las consecuencias jurídico-económicas que puede tener de llevar la actividad de 
una u otra forma. Convendría, por ello, deslindar la regulación de las inmisiones de la 
responsabilidad negligente y objetiva por riesgo. 
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B) Causas de justificación. 
a) Causas de justificación generales. 
A pesar de que el Código Civil español no contiene referencia expresa a las causas 
de justificación, la doctrina civilista dispone que no hay obstáculo alguno a su aplica-
ción. BUSTO LAGO1502 argumenta las siguientes razones: 1) Las normas de responsabili-
dad civil extracontractual tienen idéntico fundamento y función, y se regulan en el 
Código Penal solamente debido a que su promulgación fue anterior a la del Código Ci-
vil. 2) La aplicación analógica de tales normas a los supuestos civiles, dado que existe 
una laguna iuris, existe identidad de razón y no se trata de Derecho especial. 3) La anti-
juridicidad es aplicable a todo el ordenamiento de modo unitario. 4) De la misma mane-
ra, las causas de justificación – o causas de exclusión de la antijuridicidad-, son categor-
ías jurídicas aplicables al ordenamiento en general. Una vez acreditada la causa de justi-
ficación, desaparece uno de los requisitos necesarios para dar lugar a la responsabilidad 
civil y, con ello, la obligación de reparar el daño.  
Las causas de justificación del daño tienen su correlación con la concepción de la 
antijuridicidad que se haya adoptado. En el caso de optar por el juicio de menosprecio 
basado solamente en el resultado (daño) y en las inmisiones basadas únicamente en el 
criterio de la normal tolerabilidad, todo daño inflingido será antijurídico salvo que exis-
ta causa de justificación. En el caso de optar por el desvalor de acción o una concepción 
mixta, las causas de justificación son independientes de la valoración de la infracción de 
un mandato o prohibición y la lesión del bien protegido.  
BUSTO LAGO, defensor de la concepción de la antijuridicidad basada en el juicio de 
desvalor de resultado (daño injusto), atribuye relevancia al hecho de que la concurrencia 
de las causas de justificación implica una justificación del resultado. No obstante, mati-
za, «decir que el resultado dañoso producido en los derechos e intereses legítimos está 
justificado, puede equivaler a decir que ab initio la lesión es totalmente antijurídica, 
siendo el resultado justo solamente en virtud de algo positivo que lo contrapesa. Ello 
ocurrirá si se asumen las teorías de la colisión o ponderación de intereses. Para estas 
teorías, el daño es en sí antijurídico y sólo lo podrá justificar –eliminar su antijuridici-
dad- un interés preponderante». Continúa diciendo el autor que «el daño causado concu-
rriendo una causa de exclusión de la antijuridicidad no es en sí antijurídico porque la 
lesión de los derechos e intereses de la contraparte –[…]- no es lesión de derechos sub-
jetivos, ni de intereses legítimos, ni de bienes jurídicamente protegidos, pues estos dere-
chos, intereses y bienes han perdido la protección que el Derecho les otorgaba». Las 
causas de exclusión de antijuridicidad borran la misma del comportamiento dañoso, por 
lo que el acto dañoso deviene lícito. El autor se justifica diciendo que en «[l]a lesión de 
derechos o intereses legítimos ajenos, la producción de un daño en sentido jurídico, re-
sulta inocua desde el punto de vista de la antijuridicidad. El desvalor de resultado que 
ésta entraña no concurre en estos supuestos. La transgresión del vínculo jurídico que el 
daño requiere se ha verificado, pero al haber concurrido en el supuesto de hecho –
potencialmente generador de responsabilidad civil- una de las llamadas causas de exclu-
sión de la antijuridicidad, se elimina este presupuesto»1503. 
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Existen unas causas de justificación comunes en el Derecho en materia de antijuri-
dicidad: la legítima defensa, el estado de necesidad y el consentimiento de la víctima: 
- Un sector doctrinal acepta la legítima defensa, ya que el art. 118 CP, al establece 
que «La exención de responsabilidad criminal declarada en los números 1º, 2º, 3º, 5º y 
6º del art. 20, no comprende la de la responsabilidad civil», a sensu contrario se puede 
entender que el número 4º del art. 20 (legítima defensa) la exención de responsabilidad 
criminal sí comprende la civil derivada del delito y, por extensión, a la responsabilidad 
civil extracontractual1504. Coincido con DE MIGUEL PERALES cuando advierte que, en 
materia de responsabilidad civil ambiental, «se hace muy difícil pensar en la necesidad 
racional de ese medio empleado que cause daño al medio ambiente». 
- El estado de necesidad surje cuando la persona, para evitar un mal propio o aje-
no, lesiona un bien jurídico de otra persona o infringe un deber, siempre que concurran 
los requisitos establecidos por el art. 20.5º CP. No puede admitirse en lo que se refiere a 
la responsabilidad civil ambiental (responsabilidad objetiva), en el que los daños surgen 
de la realización de una actividad potencialmente peligrosa1505. La exigencia de que la 
situación no haya sido provocada intencionadamente no podrá jugar nunca en este ámbi-
to; por otro lado, el requisito de que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obli-
gación de sacrificarse no acontece, pues por su oficio tiene el deber de sacrificarse, en 
cuanto que el daño proviene de una actividad de riesgo. Solamente quedaría el requisi-
tos de que el mal causado no sea mayo que el que se trate de evitar.  
- El consentimiento de la víctima es causa de justificación del daño, siempre y 
cuando se trate de que el objeto dañado sean bienes de libre disposición patrimoniales, 
pero no los derechos de la personalidad dada su naturaleza, excepto que esté permitido 
por ley1506. Pero el hecho de que una persona haya venido soportando una serie de actos 
dañosos perjudiciales para ella no significa que, en un momento dado, pueda cambiar de 
actitud y dedicir poner fin a tales molestias, ya que de lo contrario se estaría contrarian-
do los más elementales principios de justicia y equidad1507. 
b) Efectos del cumplimiento de la licencia o autorización y del las normas reglamen-
tarias reguladoras de la actividad. 
Para la doctrina y jurisprudencia mayoritarias el daño injusto no se hace depender 
del cumplimiento de las normas administrativas1508, sea por aplicación del principio alte-
rum non laedere –en su vertiente más objetiva- o en materia de inmisiones. Para su aná-
lisis hay que estar a los diferentes supuestos de hecho: 
- Una actividad es antijurídica aunque no sea contraria a las normas administrati-
vas, puesto que está amparada por una licencia o autorización, cuando vulnera el princi-
pio general del Neminem laedere, ya que «la ilicitud del actuar deriva no sólo del in-
cumplimiento de preceptos legales, sino también de la producción de un daño a bienes 
de terceros jurídicamente protegidos»1509. En cualquier caso, en los daños a las personas 
no puede existir un derecho a lesionar1510.  
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- En materia de inmisiones, el principio de ilicitud ha sido objeto de una erosión 
parecida a la experimentada en tema de la culpa, por lo que la jurisprudencia ha tenido 
que admitir que existe obligación de resarcimiento, aun cuando el acto fuera inicialmen-
te lícito, si el derecho se extralimitó (inmisión excesiva) o se ejercitó abusivamente1511. 
DÍAZ ROMERO afirma que «la obtención de la correspondiente licencia administrativa 
para realizar la actividad inmitente y, es más, el cumplimiento de las obligaciones deri-
vadas de dicho permiso administrativo, no legitiman la producción de daños a otros su-
jetos cuando excede de lo «normal y tolerable», según el principio que prohíbe el abuso 
del derecho y las normas que rigen las relaciones de vecindad». En mi opinión, el in-
cumplimiento de la normativa puede determinar una actividad ajustada al uso normal y, 
por ende lícita1512, mientras que el incumplimiento supone que la actividad se considera 
anormal, pero no culpable, lo que puede convertir automáticamente la inmisión que 
produce daños significativos en excesiva. 
DE MIGUEL PERALES afirma que «al hablar de tolerabilidad, la situación de partida 
debe contar con un particular que vea perturbado su derecho de propiedad por otro par-
ticular el cual desarrolla una actividad contaminante y que tiene las autorizaciones nece-
sarias para ello. De no existir tales autorizaciones, la actividad industrial podría conside-
rarse directamente como ilícita y el problema de qué derecho debe prevalecer no existir-
ía, ya que en realidad habría un sólo derecho, y por lo tanto no habría tolerabilidad al-
guna que analizar»1513. Por ejemplo, la normativa sobre zonificación y usos previstos en 
la zona puede influir a la hora de determinar si ha acaedido o no el daño que se reclama 
o si el daño se considera antijurídico o no. 
Coincidimos con DE ÁNGEL YAGÜEZ en que la antijuridicidad en materia de res-
ponsabilidad civil por inmisiones se basa en la inmisión excesiva y nociva. Pero discre-
po del modo en el que el autor sugiere cómo ha de hacerse la valoración de la tolerabili-
dad ante la falta de daño acreditable, por cuanto se remite únicamente al “estado de la 
ciencia”, es decir, a lo que las normas administrativas consideren perjudicial o nocivo a 
la salud. Si bien es cierto que en el terreno de inmisiones electromagnéticas no hay gra-
dos de molestias como puedan haber en casos de ruido, humos o demás inmisiones tra-
dicionales, ya que aquéllas afectan directamente o no a la salud de las personas, y por lo 
tanto los niveles administrativos cobran si cabe una mayor importancia, éstos siguen 
siendo meras referencias para los jueces de lo civil. 
En materia de contaminación electromagnética, DE ÁNGEL YAGÜEZ1514 cree que es 
difícil que los tribunales puedan estimar una acción de responsabilidad civil y/o negato-
ria sobre la base de una presunción iuris tantum de nocividad de las inmisiones cuando 
ésta se ajusta a las reglas legales. El fundamento del reproche en sede de responsabili-
dad civil es la injusticia o la ilicitud del daño (antijuridicidad), que se determinará en 
función de si supera o no el límite constituido que marcará si el perjudicado tiene la 
necesidad de soportarlo. Según el autor, en el fondo, el deber de soportar el daño vendrá 
determinado por la tolerabilidad de la inmisión, que deberá determinarse, al igual que en 
el caso del art. 590 C.c. (inmisiones) mediante juicio de peritos acerca del denominado 
«estado de la ciencia», que viene relacionado con la previsibilidad o no del daño y, por 
ende, en los supuestos de exoneración basados en el caso fortuito. El autor otorga mu-
cha importancia a la existencia o no de daño. 
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Estas conclusiones la obtiene de la lectura de la STS 19.2.1010 (RJ 2010, 1287), 
que recoge la demanda presentada por unos propietarios de un edificio contra una dis-
tribuidora eléctrica en la cual demandaba la retirada del centro de transformación de 
energía eléctrica que la parte demandada tiene instalada en los bajos del edificio donde 
se hallan las viviendas de tutularidad en que residen, fundamentándolo en el principio 
de precaución dado que se habían detectado procesos cancerosos en tres personas (de un 
total de 17) que habitan en el edificio en el periodo de tiempo comprendido entre el año 
2001 y 2002, para lo cual los demandantes se basan en una serie de informes y estudios, 
pero sin que se tenga certeza sobre la existencia del riesgo a la salud, debiendo interpre-
tarse estas estadísticas con mucha caulela1515. Asimismo, pone en entredicho la línea 
jurisprudencial que viene declarando que la justificación de haber aplicado las medidas 
reglamentarias que gobiernan una determinada actividad no excluye la responsabilidad, 
ya que el deber de diligencia va más allá, llegando hasta la contemplación de todos los 
daños que podrían haberse previsto, cuando el demandante no pueda probar más que su 
temor por la posibilidad de un daño. Procede acudir, según el autor «a lo que el estado 
de la ciencia nos hace saber hoy en torno a la peligrosidad o inocuidad de los campos 
electromagnéticos, que es tanto como hablar del límite entre ambas», nivel de tolerabili-
dad que sirve tanto para la acción negatoria como para la de responsabilidad civil y que 
encuentra en la normativa de aplicación1516.  
En el derecho del common law, en los casos de nuisance y strict liability fundada en 
la regla Rylands v. Fletcher es posible la defensa del demandado basada en el cumpli-
miento de la ley o reglamentos, así como de la autorización1517.  
c) Causa de justificación en las inmisiones: la inmisión no excesiva, en función de su 
intensidad y efectos, o del ejercicio de la actividad. 
Entre las causas de justificación –eliminan la antijuridicidad del obrar- o entre los 
supuestos de “daño justificado” –desaparecen la “injusticia del daño”-, se menciona 
generalmente el ejercicio de un derecho (qui iure suo utitur neminem laedit). Si el ejer-
cicio es regular, no puede constituir como ilícito ningún acto, por lo que resulta impro-
pio hablar de antijuridicidad. El significado general de “regular” o “conforme a las re-
glas” se refiere al uso no abusivo o excesivo1518. Los límites del ejercicio se pueden en-
contrar en la ley, en los principios generales o en las costumbres. Se trata de un límite 
que calificará como ilícito el acto dañoso en caso de sea superado. Dicho de este modo, 
el uso del derecho no genera responsabilidad salvo que se convierta en abuso del mismo 
(art. 7.2 C.c.), o que haya colisión de derechos (1908.2 C.c.). El ejercicio regular del 
derecho se refiere a que la responsabilidad puede verse limitada o eliminada, cuando 
queda enmarcada dentro de los límites de lo tolerable por los ciudadanos como contra-
partida al progreso y desarrollo tecnológico e industrial, sin que suponga una excusa 
para evitar las medidas de prevención y reparación de los daños medioambientales, sino 
que se trata de equilibrar ambas posiciones1519.  
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El uso regular de la propiedad se analiza tanto desde el punto de vista pasivo como 
activo de la inmisión, es decir, además de haber cumplido con la normativa reguladora 
de la actividad, se ajusta, en el modo, a un uso normal de la propiedad, y, en su intensi-
dad, a un uso no excesivo, respecto de los usos locales y características de la zona donde 
se ubican. El análisis de la normal tolerabilidad del daño es necesaria por cuanto de re-
sultar el daño intolerable ello puede inducir que la inmisión es excesiva y por lo tanto no 
existir causa de justificación. Si la actividad incumple con lo reglamentariamente esta-
blecido, o con los usos del lugar, podría calificarse el uso anormal, excesivo o, en las 
invasiones no conocidas, ilícito (culpable o negligente), si se relaciona la actividad 
anormal con la negligencia per se. En cualquier caso, creo que, como mínimo, para que 
pueda aplicarse el uso regular del derecho ex art. 1908.2 C.c., es necesario el cumpli-
miento de la normativa administrativa, ex art. 590 C.c. 
En otros ordenamientos (italiano, alemán, catalán, argentino, etc.) es perfectamente 
posible la existencia de inmisiones lícitas dañosas, es decir, inmisiones que se ajustan al 
uso normal de la actividad y a las necesidades de la producción, que a su vez causen 
daños intolerables. En estos supuestos, la licitud de la inmisión repercute en la acción 
negatoria, que no será posible salvo para exigir las medidas correctoras exigibles o po-
sibles para la reducción de las inmisiones a la normal tolerabilidad, pero no de la com-
pensación económica, que cabrá en cualquier caso. Por ejemplo, el art. 844 C.c. italiano 
establece que el propietario de un fundo no puede impedir inmisiones si no superan la 
normal tolerabilidad, teniendo también en cuenta las condiciones del lugar. Las inmisio-
nes lícitas dañosas son las que exceden de la normal tolerancia, siendo lícitas por exi-
gencias de la producción, si bien sólo cuando no sea posible eliminarlas o reducirlas con 
medidas técnicas no excesivamente gravosas (844.2º C.c.); en estos casos el juez consi-
dera oportuno que se sigan produciendo y deban ser toleradas por el perjudicado a cam-
bio de una compensación económica por el daño y la depreciación de su finca en lugar 
de permitir la acción negatoria y la de responsabilidad civil.  
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III) Atribución subjetiva de la responsabilidad. 
1) Sistemas de responsabilidad en los daños civiles por contaminación. 
Las orientaciones de la CEE tendían a la consideración de tres sistemas de respon-
sabilidad civil por daños al Medio Ambiente1520:  
a) Responsabilidad objetiva estricta. Es el sistema menos imperfecto a la hora 
de establecer sistemas de reparación ambiental afectado por actividades peligrosas, al 
requerir únicamente acreditar la existencia de una conducta (acción u omisión) causante 
del daño, simplificando los medios probatorios; asimismo, constituye un importante 
instrumento para la adopción de medidas de prevención y aseguramiento de los posibles 
daños a indemnizar o reparar, especialmente mediante la concertación de contratos de 
seguro voluntario u obligatorio. Se trata de un sistema en el que es necesario determinar 
la persona responsable así como qué tipo de instalaciones o actividades industriales son 
generadoras de un riesgo tal que su responsabilidad sea objetiva. Este tipo de responsa-
bilidad puede divivirse en los siguientes subtipos:  
1) Responsabilidad objetiva prevista en supuestos legales por la legislación 
sectorial ambiental: daños nucleares (Ley 12/2011, de 27 de mayo, de responsabili-
dad civil por daños nucleares o producidos por materiales radiactivos); Navegación 
Aérea (Ley 209/1964, de 24 de diciembre). 
2) Responsabilidad civil por inmisiones excesivas (art. 1908.2 C.c.). La doctri-
na se divide entre los que piensan que éste recoge un supuesto de responsabilidad ob-
jetiva por razón del riesgo creado, y aquellos que defienden que recoge un principio 
de corrección en el comportamiento en las relaciones de vecindad.  
3) Responsabilidad por daños medioambientales (LRM) producido por activi-
dades del Anexo III LRM. La tutela frente a los daños medioambientales privados se 
ajustará a lo dispuesto en la LRM, si bien el procedimiento se podrá hacer a través de 
la vía dispuesta por esta Ley o a través del orden jurisdiccional civil. En ningún caso, 
la reparación del daño medioambiental podrá consistir en una indemnización a favor 
del particular y se prohíbe la dobre reparación del bien.  
b) Responsabilidad civil cuasiobjetiva ex art. 1902 C.c. por daños ocasionados 
por actividades peligrosas, no incluidos en los supuestos anteriores. Aplicable, en gene-
ral, a actividades molestas, insalubres, nocivas o peligrosas. Aquí el hecho dañoso se 
produce de forma no conocida por el operador, con efectos repentinos o graduales, con 
independencia de la clase de intereses afectados perjudicialmente. Aunque la jurispru-
dencia y la doctrina lo aplican también a las inmisiones. 
c) Responsabilidad civil subjetiva. Se aplica en las inmisiones del art. 1908 4º 
C.c. y en el resto de DCC causados de forma desconocida para el operador (art. 1902 
C.c.). Implica la necesidad de acción lesiva culposa y relación de causalidad entre la 
acción y el daño, siendo importante la normativa medioambiental protectora u otra ac-
tuación culpable. Antes de la aprobación de la LRM constituía el sistema básico de apli-
cación, tanto en lo referente a los daños tradicionales como a los ambientales. No obs-
tante, se advirtió una tendencia a la objetivación en materia civil de daños producidos 
por una agresión ambiental, que a su vez se vió reflejada tanto en la normativa europea 
como en la nacional de los países miembros.  
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d) Responsabilidad objetiva por riesgo para actividades anormalmente peligrosas. 
Se propone la aprobación de una ley especial que regule los daños civiles por contami-
nación ocasionados por actividades del Anexo I LPCIC. Generalmente, los daños pro-
ducidos por este tipo de actividades no se deberían dilucidar en materia de inmisiones ni 
de responsabilidad civil por contaminación por hechos no conocidos del régimen 
común, pues de por sí ya contienen especial gravedad derivado de su alto riesgo conta-
minante y no deberían soportarse. Ello con independencia de si trata de inmisiones o de 
otro tipo de formas de contaminación con efectos jurídico-privados. En cambio, la juris-
prudencia suele incluir este tipo de responsabilidad dentro de los supuestos anteriores, 
sin distinguir si se está en supuestos de actividades autorizadas o clasificadas o lo que es 
más grave, respecto de estas últimas, si se trata de inmisiones o de otro tipo de daños. 
La postura de la jurisprudencia es incompatible con los distintos grados de riesgo en la 
actividad industrial en la actualidad. No hay que vincular necesariamente1521 la respon-
sabilidad por riesgo a los daños ocasionados por industrias peligrosas, independiente-
mente de que los daños hayan sido ocasionados en forma de inmisiones o en forma de 
contaminación repentina, primando la actividad sobre la forma de contaminación. En 
caso contrario, es decir, de no venir previsto en legislación especial que lo refrende, 
creo que seguirán primando los intereses afectados y la causa de la contaminación por 
encima del concreto grado de peligrosidad de la actividad industrial.  
2) Responsabilidad civil en materia de inmisiones. 
A) Inmisiones ocasionadas intencionalmente (dolo). 
La conducta dolosa será siempre constitutiva de negligencia grave, bastando el co-
nocimiento del resultado dañoso de la acción y la asunción de sus consecuencias, no 
siendo necesario por otra parte ni la previsión de todos los efectos dañosos y ni la inten-
ción de perjudicar a la víctima1522.  
En el Derecho comparado, en Alemania, el § 826 BGB es de aplicación si se prueba 
una lesión de bienes jurídicos individuales que se ha cometido de forma dolosa de ma-
nera contraria a las buenas costumbres. En EEUU la private nuisance intentional puede 
tener lugar por un daño ocasionado de forma maliciosa. 
Según SANTOS BRIZ, no pertenece al dolo en sentido objetivo la llamada “concien-
cia de antijuridicidad, pues no se refiere a ninguna circunstancia de hecho, sino exclusi-
vamente a la norma prohibitiva misma, o más exactamente, al ser y esencia de la prohi-
bición, a la acción, la cual es parte integrante de la voluntad de ejecución. El autor de-
signa solamente la actitud del agente frente a la ley fuera de la cual ha obrado, y es por 
ello objeto del juicio de culpabilidad: el agente ha realizado la acción, aunque conocía la 
prohibición de no obrar así»1523. 
B) Inmisiones ocasionadas sin intención de dañar. 
a) Atribución subjetiva de la responsabilidad en el art. 1908 C.c.  
Respecto del art. 1908 C.c. se ha discutido por la doctrina si se trata de un caso de 
responsabilidad objetiva (riesgo)1524, cuasi objetiva o por culpa, sobretodo en los supues-
tos de los apartado 1º y 4º1525.  
                                                 
1521
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., pp. 361-364. 
1522
 VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., pp. 215-217. 
1523
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., pp. 41-42. 
1524
 ÁLVAREZ LATA, N.: “La responsabilidad civil por actividades empresariales en sectores de ries-
go”, en Reglero Campos, L.F. [Coord], en Tratado de responsabilidad civil, Aranzadi, Vol. 2, 2008, pp. 
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Nos parece correcta la clasificación efectuada por DÍEZ-PICAZO, L., y GULLÓN res-
pecto de los apartados contenidos en el art. 1908 C.c. Para los autores, la responsabili-
dad en sus distintos apartados es la siguiente 1) ap.1º, donde se utiliza un criterio de 
responsabilidad por culpa, pues no ha existido diligencia en el cuidado de las máquinas 
o en la seguridad y adecuación del lugar en que se colocaron las sustancias explosivas, 
si bien, debido al riesgo creado, la culpa se presumirá. 2) Ap. 2º, la responsabilidad se 
objetiviza y se establece por la excesividad y carácter nocivo, incuso aunque se hayan 
respetado los reglamentos que establecen el nivel de contaminación, pues si se causaron 
daños se evidencia que las medidas tomadas para alcanzarlos fueron insuficientes. 3) 
Ap. 4º, donde se estabece una responsabilidad subjetiva o culposa, pues se insiste en la 
falta de precauciones, aunque limitándola a aquellas que deban ser adecuadas en la 
construcción en relación con el lugar en que se encuentran1526. 
Entre los autores que apuestan por una responsabilidad cuasi objetiva en el art. 
1908 C.c., ATIENZA NAVARRO lo justifica en que en el caso de responsabilidad por culpa 
«cabría que el titular de la industria peligrosa, incómoda, insalubre o nociva se eximiera, 
por ej., de su responsabilidad por medio de la prueba de haber cumplido las disposicio-
nes administrativas dictadas al respecto», mientras que con la objetivación de la culpa se 
produce una inversión de la carga de la prueba1527. 
La mayoría de autores defienden la existencia de una responsabilidad por riesgo en 
el art. 1908 C.c. RODRÍGUEZ RUIZ DE VILLA dice que hoy en día las empresas cuentan 
con más y mejores métodos de prevención de la contaminación, al tiempo que aumenta 
la importancia que se da a a la protección del medio ambiente1528. MONESTIER MORALES 
dice que se trata de «una responsabilidad ligada al riesgo o peligro inherente a ciertas 
formas de explotación, las cuales obligan a su titular al empleo de todos los medios ne-
cesarios para prevenir la producción del daño»1529. Según ÁLVAREZ LATA, los arts. 590 y 
1908 C.c. recogen también este tipo de actividades de riesgo y agravan el régimen de 
responsabilidad civil1530. Según WICHMANN ROVIRA, «el art. 1908.2, a diferencia de los 
apartados 1º y 4º - que recogen un supuesto de responsabilidad por culpa con inversión 
de la carga de la prueba-, no establece ningún parámetro de diligencia, por lo que «pue-
de hablarse de responsabilidad objetiva»1531. 
AMAT LLARÍ afirma que, si bien la responsabilidad que nace de la violación de las 
relaciones de vecindad es ajena a la culpa, indica que la escasa regulación de las inmi-
siones en el Código Civil y su ambigüedad han favorecido la evolución realizada por la 
jurisprudencia hacia la responsabilidad objetiva que resulta más acorde con la necesidad 
actual de protección del medio ambiente1532.  
                                                                                                                                               
1328-1331. MONESTIER MORALES, J.L.: op. cit., p. 10. ROCA TRIAS, E., y NAVARRO MICHEL, M.: op. cit., 
p. 270. RODRÍGUEZ RUIZ DE VILLA, D.: op. cit., p. 897. YZQUIERDO TOLSADA, M.: op. cit., p. 311.  
1525
 BUSTO LAGO, J. M.: op. cit., p. 227. VÁZQUEZ IRUZUBIETA, C.: op. cit., p. 1660. YZQUIERDO 
TOLSADA, M.: op. cit., p. 311. 
1526
 DÍEZ-PICAZO, L., y GULLÓN, A.: op. cit., pp. 350-351. 
1527
 ATIENZA NAVARRO, Mª L.: op. cit., p. 525. Según la autora, en el caso de responsabilidad por 
culpa «cabría que el titular de la industria peligrosa, incómoda, insalubre o nociva se eximiera, por ej., de 
su responsabilidad por medio de la prueba de haber cumplido las disposiciones administrativas dictadas al 
respecto, ya que podría entenderse que hay una inversión de la carga de la prueba». 
1528
 RODRÍGUEZ RUIZ DE VILLA, D.: op. cit., p. 897. 
1529
 MONESTIER MORALES, J.L.: loc. cit. 
1530
 ÁLVAREZ LATA, N.: “La responsabilidad civil por actividades…”, op. cit., pp. 1328-1331.  
1531
 WICHMANN ROVIRA, G. V.: op. cit., pp. 1136. 
1532
 AMAT LLARÍ, Mª E.: “Comentario a la STS de 20 de marzo de 1989…”, op. cit., p. 454. 
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En mi opinión, el art. 1908 C.c. recoge varios supuestos que son del todo diferentes 
en cuanto a los supuestos de hecho en los que se fundamentan, y si bien pueden respon-
der todos a una responsabilidad ocasionada por actividades peligrosas, no necesaria-
mente tiene por qué ser así, ya que puede ser aplicado a inmisiones domésticas. No obs-
tante, centrándonos en el objeto del presente trabajo (responsabilidad civil por contami-
nación industrial) es viable aplicar el art. 1908 C.c. a todo tipo de daños por inmisiones 
provenientes de actividades peligrosas y ponerlo en conexión con el art. 590 C.c. en el 
ámbito de las relaciones de vecindad industrial. Desde este punto de vista, tanto el apar-
tado 1º del art. 1908 C.c., relativo a las explosiones próducidas por máquinas o sustan-
cias en el ejercicio de la industria, en el que se recoge la expresión “que no hubiesen 
sido cuidadas con la debida diligencia”, como en el párrafo 4º, que regula las emanacio-
nes de cloacas o depósitos, matizando a continuación que hayan sido “construidos sin 
las precauciones adecuadas al lugar en que estuvieren”, podrían ser ejemplos clarividen-
te de cómo aplicar técnicas de objetivación de la culpa en este tipo de actividades, cuan-
do se cause por este tipo de actividades.  
Cuestión al margen de lo anterior es la regla recogida en el párrafo 2º, por cuanto 
no recoge ninguna medida de diligencia sino una responsabilidad por daño ocasionado 
por humos (que se puede hacer extensivo a cualquier tipo de inmisiones) excesivos, que 
sean nocivas a las personas o a las propiedades. Considero que en el párrafo 2º del art. 
1908 C.c. se pueden incluir todos los supuestos de daños ocasionados por inmisiones en 
sede de las modernas relaciones de vecindad industrial no incluidos, por la naturaleza 
del hecho inmisivo, en los apartados 1º y 4º, convirtiéndose así en una regla especial y 
autónoma de la responsabilidad por riesgo. En definitiva, la responsabilidad del art. 
1908 C.c. no se puede tratar de manera unitaria, por cuanto las soluciones recogidas en 
el mismo son dispares: el ap. 2º recoge una responsabilidad sin culpa, aunque no por 
riesgo, sino por un acto excesivo en sede de las relaciones de vecindad, mientras que el 
resto de artículo recoge casos de responsabilidad por culpa. No obstante, se podría en-
tender que el art. 1908.2 C.c. recoge un supuesto de responsabilidad por riesgo, por 
cuanto ni exige una relación de vecindad, ni la necesidad de que los perjudicados sean 
titulares de un derecho de uso o disfrute de propiedad inmobiliaria. 
b) Responsabilidad objetiva basada en la inmisión excesiva ex art. 1908.2 C.c. 
Se ha dicho que el régimen del art. 1908.2 C.c. se basa en la idea de responsabilidad 
objetiva o sin culpa1533, marcada por el hecho de que la inmisión sea excesiva y nociva, 
atendiendo a la gravedad del daño (o criterio de la tolerabilidad) y también, en su caso, 
al uso normal de la actividad. Sólo habrá responsabilidad por inmisiones, con indepen-
dencia de la culpa, cuando tal inmisión resulte intolerable, desde un punto de vista gene-
ral (como nivel de tolerancia), por mucho que la actividad sea lícita desde el punto de 
vista administrativo1534. Lo “tolerable” (en general) marcará el límite que en el caso de 
superarse dará lugar al concepto “exceso” del art. 1908.2 C.c., analizado desde la óptica 
objetiva que deriva de la lesión al derecho de goce y disfrute de la propiedad (normal 
tolerancia)1535, y por la forma de conducirse la parte causante del daño (uso anormal), 
aunque no exista en la actualidad jurisprudencia consolidada en este aspecto, por lo que 
habrá que hacerse el análisis de forma casuística.  
                                                 
1533
 EGEA FERNÁNDEZ, J.: “Relaciones de Vecindad…”, op. cit., p. 392. HINTEREGGER, M.: op. cit., 
p. 69. 
1534
 DÍEZ-PICAZO, L., y GULLÓN, A.: op. cit., p. 352. JUNCEDA MORENO, J.: op. cit., p. 74. MARTÍNEZ 
VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 27.  
1535
 GUIDO VILLEGAS, S.: op. cit., pp. 19-21. 
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Es indiferente para que exista responsabilidad civil ex art. 1908.2 C.c. que se hayan 
cumplido las disposiciones reglamentarias, o la mera tenencia de licencia de actividad o 
autorización ambiental integrada, cuando el daño evidencie que tales medidas han sido 
insuficientes para evitar los daños a terceros en su salud o en su patrimonio, pues en 
estos supuestos, aunque los niveles de contaminación puedan ser cuantitativamente res-
petuosos con los límites reglamentarios, pueden ser también cualitativamente nocivos y 
causar daños a terceras personas totalmente ajenas a la explotación, lo que evidencia 
que las medidas adoptadas han sido insuficientes para evitar los daños a terceros1536. La 
responsabilidad ex art. 1908.2 C.c. se produce cuando los niveles de contaminación sean 
excesivos y nocivos, con independencia de que se adoptaron las debidas precauciones o 
se cumplieran las reglamentaciones específicas, evidenciando los daños que las medidas 
adoptadas fueron insuficientes para evitar los daños1537.  
En muchas ocasiones se entremezcla la responsabilidad por riesgo con el de inmi-
sión excesiva. Según JORDÁ CAPITÁN el art. 1908 2º C.c. se centra en un supuesto de 
responsabilidad objetiva basada en los humos excesivos1538. NAVARRO MENDIZÁBAL ha 
afirmado que la imposibilidad de basar en conceptos subjetivos como la culpa la ilegi-
timidad de las mismas ha llevado a construir una responsabilidad objetiva por riesgo en 
algunos casos o a una presunción de culpa si se supera una determinada medida de mo-
lestia en otros, mediante la aplicación del art. 1908.2 C.c. al campo de las inmisiones1539, 
en el cual se hace responder a los propietarios por los “humos excesivos” sin necesidad 
de culpa o negligencia. Una línea destacada de la jurisprudencia afirma que el art. 
1908.2 C.c. es de claro matiz objetivo, por razón del riesgo creado, por «humos excesi-
vos que sean nocivos a las personas o a las propiedades»1540. Alguna sentencia afirma 
que es la vertiente objetiva que desarrolla el art. 1902 C.c. en materia ambiental1541. A 
veces, la jurisprudencia no acepta totalmente la responsabilidad objetiva. Por ejemplo, 
la STS 30.10.1963 (RJ 1963, 4231) consideró que, más allá de reconocer la evolución 
en el art. 1902 C.c. hacia una responsabilidad fundada en la mera creación de peligros 
para la comunidad, «en su desenvolvimiento posterior y al referirse al caso concreto de 
humos nocivos a las personas o propiedades, el nº 2º del art. 1908 aisladamente conside-
rado casi se identifica con la responsabilidad objetiva». 
Un sector de la doctrina y parte de la jurisprudencia niegan que el art. 1908.2 C.c. 
constituya un caso de responsabilidad objetiva, sino uno fundado en la culpa1542, por 
ejemplo, basándose en la necesidad de que el ruido –inmisión- sea molesto –excesiva-
1543
, o en la obligación de reducir los ruidos a un nivel soportable o tolerable, –conducta 
contraria el deber de cuidado exigible en el tráfico1544. 
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 SSTS 28.6.1979 (RJ 1979, 2553), 15.3.1993 (RJ 1993, 2228), 24.5.1993 (RJ 1993, 3727), 
7.4.1997 (1997, 2743), 12.12.1980 (RJ 1980, 4747), 14.3.2005 (RJ 2005, 2236), 31.5.2007, (RJ 2007, 
3431); SAP Cáceres 8.6.2007 (JUR 2007, 293674). 
1537
 DÍEZ-PICAZO, L., y GULLÓN, A.: op. cit., p. 352. 
1538
 JORDÁ CAPITÁN, E.: El derecho…, op. cit., p. 308. 
1539
 NAVARRO MENDIZÁBAL, I.A.: Las inmisiones…, op. cit., p. 304.  
1540
 SSTS 15.3.1992 (RJ 1993, 2284), 24.5.1993 (RJ 1993, 3727). 
1541
 STS 30.10.1963 (RJ 1963, 4231). 
1542
 HERRERA DEL REY, J.: La defensa…, op. cit., p. 257. 
1543
 CILLERO DE CABO, P.: op. cit., p. 13. Según el autor «Si el ruido se estimara en todo caso intrín-
secamente dañoso, la responsabilidad sería plenamente objetiva, pero la necesidad de que el ruido resulte 
molesto atribuye una nota de subjetividad a la responsabilidad. Y dado que es un cierto reproche, una nota 
de culpabilidad». 
1544
 STS 29.4.2003 (RJ 2003, 3041). 
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Otros niegan que sea una manifestación o aplicación concreta de la teoría de la res-
ponsabilidad por riesgo, dada la ausencia de un texto explícito en que apoyarla y ser ésta 
de carácter excepcional en nuestro derecho, sino más bien una responsabilidad de cons-
trucción eminentemente jurisprudencial basado en la responsabilidad sin culpa, no re-
conducible a ninguno de los moldes preestablecidos, y cuya fijación, aplicación y con-
creción se hará por los jueces con base al art. 1.7 C.c.1545, de un principio general induci-
do de la propia legislación, en función de las circunstancias sociales y económicas de 
cada momento, haciendo prevalecer en cada caso, de entre los intereses en juego, los 
que sean de más digna protección1546.  
Otros autores han rechazado la responsabilidad objetiva del apartado 2º, basándose 
en los efectos negativos que podrían producirse. Por ejemplo, HEBRERO ÁLVAREZ1547 
dispone que de declarar la responsabilidad objetiva del art. 1908.2º C.c. se podría acabar 
en un modelo social más negligente e imprudente, en el que la ciudadanía, conociéndose 
protegida por un sistema de seguro obligatorio, no pondrá el menor cuidado en sus acti-
vidades diarias, menospreciando las más elementales reglas de la “lex artis”. DE ÁNGEL 
YAGÜEZ1548 dispone que aceptar la responsabilidad objetiva en el art. 1908.2 C.c. nos 
llevaría a un “eclipse” la responsabilidad, pues el ciudadano, resguardado por la póliza, 
llegará a no percibir los efectos perjudiciales de su actuación negligente o inexperta, al 
ser éstos sobrellevados por la compañía de seguros”. Para dar solución al problema de la 
responsabilidad por riesgo, ÁLVAREZ LATA1549 ha advertido una evolución en la doctrina 
del Tribunal Supremo en el sentido de volver sobre sus pasos objetivadores y poniendo 
coto a su creación, por ejemplo citando sentencias que reconocen el carácter excepcio-
nal de la doctrina del riesgo1550.  
En mi opinión, el art. 1908.2 C.c. no se limita exclusivamente a actividades peligro-
sas, sino que se aplica a todo tipo de daños ocasionados por inmisiones vecinales. Creo 
que la responsabilidad civil por inmisiones es objetiva, proveniente de la excesividad de 
la inmisión, pues en este momento su actuar se convierte en ilícito, no siendo relevante 
si el autor obró diligentemente. En cambio, nada impide que se puede fundamentar este 
tipo de responsabilidad en el riesgo. La intolerancia de la inmisión basado en la grave-
dad del daño tiene como consecuencia la extralimitación del derecho del agente inmi-
tente: el criterio es objetivo, pues al establecer un límite al ejercicio del derecho de pro-
piedad, obliga a extremar el deber de diligencia para evitar la producción de daños o el 
peligro de estos, por lo que la falta de precaución lleva a la producción de aquéllos, lo 
que conlleva la extralimitación en el ejercicio del derecho del causante. En cualquier 
caso, como dice DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ , en la práctica, da igual adoptar un sistema de 
responsabilidad civil que otro, puesto que mientras exista la tendencia a pensar que to-
dos los daños deben ser reparados, se seguirá pensando que el agente que haya causado 
un daño no habrá obrado con diligencia.  
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 El art. 1.7 Cc. dispone: «Los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo 
caso los asuntos de que conozcan, ateniéndose al sistema de fuentes establecido». 
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 CERDÁ OLMEDO, M.: op. cit., p. 635.  
1547
 HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: El aseguramiento…, op. cit., p. 74. 
1548
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 1031.  
1549
 ÁLVAREZ LATA, N.: “La responsabilidad civil por actividades…”, op. cit., pp. 1321 y 1322. 
Afirma la autora que «Tal reacción a caso se deba a que, hoy por hoy, es difícil concebir una actividad 
empresarial que no genere un riesgo concreto y típico; o como se ha señalado, a que sea profundamente 
anacrónico continuar hablando de riesgo, de creación de riesgo y de doctrina de riesgo, como si estuvié-
ramos en los años sesenta del pasado siglo». 
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 SSTS 10.12.2002 (2002, 10435), 24.1.2003 (RJ 2003, 612), 16.3.2006 (RJ 2006, 5621). 
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En italia, hay quien dice que la responsabilidad por inmisiones ex art. 844 C.c. es 
una especialidad de la responsabilidad objetiva. TRIMARCHI opina que «una actividad 
dañosa, la cual debería, según la regla general, ser prohibida, viene consentida, en con-
sideración de su utilidad social; deviene por tanto lícita, pero obliga sin embargo al re-
sarcimiento del daño. […] esto […] es atribuido a la situación típica generadora de la 
hipótesis de responsabilidad objetiva». El autor considera la regulación jurídica de la 
inmisión como la forma particular asumida del principio de la responsabilidad objetiva, 
allí donde la relación entre el dañante y el dañado no es fugaz y casual […] sino estable 
y necesaria, por cuanto fundada a la vecindad del fundo»1551. 
c) Emanaciones de cloacas o depósitos de materias infectantes (art. 1908.4º). 
Se ha dicho que la responsabilidad de este apartado no es por culpa, si bien dada la 
regla de la inversión de la carga de la prueba incluida en toda actividad por riesgo, el 
empresario deberá demostrar que cumplía todas las medidas exigibles en la normativa 
administrativa así como aquéllas que, según las circunstancias, fueran necesarias para 
evitar el daño «precauciones adecuadas», lo que le diferencia claramente del supuesto 
del art. 590 C.c. por cuanto añade criterios más exhaustivos que las reglas de distancia y 
obras de resguardo en éste recogidas1552. En estos casos, la simple causación del daño 
evidencia que no se adoptaron las precauciones necesarias1553. 
d) Inmisiones “domésticas” o actividades inocuas:¿responsabilidad por culpa?. 
Nos surge la duda de si incluir las inmisiones domésticas en una responsabilidad 
objetiva, basada en la excesividad y nocividad de la inmisión, o por culpa. Por ejemplo, 
MONESTIER MORALES diferencia la responsabilidad civil derivada del daño producido 
por inmisiones sonoras procedentes de actividades industriales de la derivada de inmi-
siones generadas por la simple conducta humana dentro del ámbito de las relaciones 
vecinales o comunitarias1554. Respecto de las inmisiones domésticas, el autor dispone 
que hay que tener en cuenta los siguientes extremos: «1.º La existencia de la acción u 
omisión culpable es indispensable para la aplicabilidad del art. 1902 [C.c.] 2.º La culpa 
no consiste en la omisión de normas inexcusables, sino en una actuación no ajustada a la 
diligencia exigible según las circunstancias del caso concreto, de las personas, tiempo y 
lugar, para evitar perjuicios de bienes ajenos jurídicamente protegidos, […] art 1104 
[C.c.]. 3.º […] se produce una inversión de la carga de la prueba (…), creando la pre-
sunción iuris tantum que medió culpa por parte del agente demandado, quien deberá 
acreditar que obró con toda la diligencia precisa para evitar el daño». 4.º El mero cum-
plimiento de formalidades administrativas no exonera de responsabilidad, pues cuando 
las mismas devienen insuficientes conforme a las circunstancias concurrentes, se impo-
ne, además, el empleo de todos los medios que la prudencia demande para prevenir y 
evitar el daño. […]», a otros sujetos tutelares. Respecto del numeral 3º, creo que no se 
produce (o no se debe producir) una inversión de la carga de la prueba, dado que no se 
está en un supuesto de activides de riesgo o peligrosas, salvo en los casos de dificultades 
en el ejercicio de la prueba del art. 217.7 LEC.  
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En materia de inmisiones domésticas, ÁLVAREZ LATA dipone que la responsabili-
dad civil por contaminación producido por un individuo privado se sujeta a las reglas de 
la responsabilidad subjetiva, salvo que: a) se trate de un daño causado por una actividad 
cinegética, en cuyo caso responde el titular del coto aunque no sea empresario; y b) que 
sea propietario del fundo de donde se producen las emisiones (art. 1908 2º C.c.) o de los 
depósitos de materias infectantes (art. 1908 4º C.c.)1555. Repetimos que, en mi opinión, la 
responsabilidad del art. 1908.2 C.c. no recoge un supuesto de responsabilidad por culpa, 
provenga el daño de una industria peligrosa o no, sino uno objetivo marcado por la ex-
cesividad y nocividad de la inmisión. 
MACÍAS CASTILLO1556 afirma que la teoría del riesgo ha sido invocada frecuente-
mente como criterio de atribución de la responsabilidad civil derivada de inmisiones 
vecinales, casi siempre sin acierto, pues, por regla general, los fenómenos inmisivos no 
responden ni a situaciones objetivadas en la Ley como tales, ni a supuestos de activida-
des que son realmente peligrosas. No obstante lo anterior, en los casos en que el riesgo 
sea real, es decir, producido por actividades peligrosas, podría admitirse tal considera-
ción, y, en el caso de que sea subsumible en el supuesto de hecho del ar. 1908 C.c. cali-
ficarse de responsabilidad por riesgo u objetivada: en estos casos la vecindad pasa a ser 
un aspecto puramente circunstancial o coyuntural, por cuanto esta circunstancia no es 
connatural a las inmisiones vecinales como regla general. En las inmisiones puramente 
vecinales hay que aplicar el factor autónomo de atribución de responsabilidad basado en 
la diligencia vecinal, de variable resultado dado que:  
a) La condición de vecino conlleva una serie de obligaciones y deberes recíprocos 
de buena vecindad, el principal de ellos el que obliga a no dañar al otro -si bien matiza-
do por la situación concreta-, que se convierte en la medida de responsabilidad vecinal y 
varía según las circunstancias, convirtiendo en tolerables determinadas actuaciones que, 
por su escasa entidad, su integración en la vida social o su intermitencia, no constituyen 
daño o molestia susceptible de reparación civil, lo que explica la insuficiencia de la 
aplicación de un solo criterio de determinación de la ilicitud, bien sea el uso normal, la 
normal tolerancia (daño grave), etc.  
b) La mayor parte de los fenómenos inmisivos son culposos al no atender el inmisor 
a los más elementales deberes de vecindad –no causar molestias insoportables a sus 
vecinos-, parámetro mínimo y deber de actuación que determina la medida de diligen-
cia, al desatender, en muchos casos, el requerimiento para cesar o aminorar su injerencia 
hasta hacerla tolerable1557. Por lo tanto, dice el autor, la culpa en sede de daño inmisivo 
vecinal supone una desviación de un modelo de conducta vecinal determinado por el 
principio del alterum non laedere matizado por la propia situación de vecindad: la culpa 
de quien persiste en una conducta injerente y molesta.  
c) La confección de la diligencia vecinal debe seguir haciéndose por la jurispruden-
cia, pero también por las normas más modernas –sobre todo de la Constitución- que 
ayuden a reinterpretar los arts. del Código Civil.  
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 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental…(I)”, op. cit., p. 813. 
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d) No obstante, el criterio de atribución no opera como un compartimiento estanco 
y completamente aislado del régimen general de la responsabilidad aquiliana, por lo 
que, cuando el agente causante de la inmisión es una industria que realiza una actividad 
peligrosa, pueden llegar a aplicarse la teoría del riesgo y de la responsabilidad objetiva-
da, si bien las obligaciones de vecindad no desaparecen, pues el agente dañante no sólo 
debió acentuar al máximo su diligencia en virtud del riesgo, sino que también debió 
hacerlo por su condición de vecino y su proximidad con el perjudicado.  
YANGUAS MONTERO dispone que cuando se trate del ejercicio de actividades ino-
cuas y totalmente desprovista de peligrosidad, el elemento culpabilístico debería reco-
brar su virtualidad configuradora de la responsabilidad aquiliana (art. 1902 C.c.). No 
obstante, dice la autora que también es cierto que «la inocuidad no estará presente en el 
desarrollo de actividades generadoras de daños ambientales, resultando, por tanto, ade-
cuada la aplicación de la responsabilidad objetiva»1558. 
Estoy en desacuerdo con los autores que determina que las inmisiones domésticas o 
producidas por actividades no peligrosas se produce por culpa, aunque sea por el in-
cumplimiento de un deber de cuidado al que están sometidos todos los vecinos de no 
causar daños intolerables, pues creo que el art. 1908.2. C.c. se basa en un supuesto de 
daño injusto basado en el hecho excesivo de la inmisión, que es totalmente ajeno a cual-
quier tipo de género de culpa o negligencia, más allá de que la invasión tenga una causa 
desconocida por el operador, aplicándose el art. 1902 C.c.1559.  
3) Daños tradicionales causados al margen del ejercicio de la actividad. 
A) Actividades inocuas y responsabilidad por culpa ex art. 1902 C.c. 
a) Criterios principales: la previsibilidad y evitabilidad del daño. 
Se aplica la responsabilidad por culpa a los DCC ocasionados por una invasión des-
conocida por el operador de actividades no peligrosas, invocándose el art. 1902 C.c. En 
cambio, cuando este tipo de daños haya sido ocasionados por actividades peligrosas, se 
les aplicará la responsabilidad cuasi objetiva basada en el riesgo, en la inversión de la 
carga de la prueba o en el aumento de la diligencia exigible.  
La culpa o negligencia es la omisión de aquella diligencia que exija la naturaleza de 
la obligación y corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar, 
basándola en la infracción de los deberes de precaución, la falta de cumplimiento o el 
cumplimiento defectuoso de deberes impuestos por el tráfico, concretado en la normati-
va, la lex artis y/o las circunstancias concurrentes.  
En EEUU, el § 283 RST dice que el estándar de la conducta es el de un hombre ra-
zonable, entendido como una persona en ejercicio de aquellas cualidades de atención, 
conocimiento, inteligencia y juicio que la sociedad requiere a sus miembros para la pro-
tección de sus propios intereses y los intereses de otros. El estandar de un hombre razo-
nable (“reasonable man”) es el demandado por la comunidad para la protección de otros 
contra un riesgo no razonable (“unreasonable risk”)1560. El §284 RST dice que la con-
ducta negligente se basa en una acción u omisión: a) en una acto que el actor como 
hombre razonable debe reconocer que implica un riesgo irrazonable de causar una inva-
sión al interés de otro, o b) una omisión de un acto que es necesario para la protección o 
asistencia de otra y que el actor debe realizar. 
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En el derecho civil español, los elementos constitutivos de la imputación subjetiva 
son los juicios de previsibilidad y de evitabilidad del daño (art. 1105 C.c.): 
- El juicio de previsibilidad consiste en un test en el que se pregunta si el sujeto 
que ocasionó el daño pudo o no prever las consecuencias de su conducta activa u omisi-
va: hay culpa no sólo cuando el sujeto debió prever el daño que se derivaría de una de-
terminada actividad o conducta, sino también cuando según las reglas de la experiencia 
humana ordinaria debió prever el acaecimiento de un hecho o suceso dañoso, o cuando 
era razonable que lo hubiera previsto bajo particulares circunstancias. Este juicio deter-
minará el nivel de intensidad del elemento subjetivo. Así, en los casos de dolo significa 
asumir por el sujeto la máxima probabilidad de resultado; en los supuestos de culpa, hay 
una elevada probabilidad (más en la cuasi objetiva); en la culpa levísima, la previsibili-
dad es ínfima, y nula en el comportamiento diligente1561.  
- El juicio de evitabilidad se hace con posteridad al de previsibilidad y depende de 
si el sujeto disponía o no de los medios necesarios para impedirlo y no lo hizo, o que 
recaiga un deber de evitarlo mediante la adopción de las medidas necesarias para ello. 
Si no hubiera posibilidad de evitarlo, o no existiese ese deber concreto, no habrá cul-
pa1562. En estos casos, la valoración de la culpa o diligencia del causante se confunde con 
el análisis de la concurrencia de un supuesto de exoneración de la responsabilidad, ya 
que el caso fortuito será el acontecimiento imprevisible o inevitable en función de las 
circunstancias (valoración según la diligencia)1563.  
El juicio de reproche se hace sobre la persona que ha causado el daño y no objeti-
vamente sobre el cumplimiento o no del ordenamiento jurídico en su totalidad. Un acto, 
lícito en sí, dará lugar a que se preste la culpa si no se realiza la conducta con las cir-
cunstancias del caso requieran1564. La falta de previsión en lo que pudo y debió preverse 
se produce: 1) bien por omitir normas de conducta inexcusable o aconsejadas por la más 
vulgar experiencia (imprudencia temeraria), 2) bien sin tomar las cautelas que requería 
el supuesto concreto contemplado, conforme a las pautas de tiempo y lugar, entorno 
físico y social, en no menor grado que el peligro inherente a la actividad den originaria 
del daño, en este caso negligencia simple1565.  
En el ámbito de la omisión sólo cabe la responsabilidad subjetiva por negligencia: 
en las omisiones puras, por la necesaria imputabilidad del incumplimiento del deber de 
actuar, y en las omisiones de diligencia -que se debe de aplicar a la acción realizada-, 
porque ellas mismas suponen la negligencia del demandado1566. Las omisiones puras no 
se incorporan desde la fase de averiguación de las causas materiales del daño (la inacti-
vidad es improductiva), sino que lo hacen en la fase de imputación objetiva, donde con-
currirá con algunos de los antecedentes causales, y, además, se someterá a la imputación 
subjetiva (salvo en casos de responsabilidad objetiva). En el common law inglés, no hay 
responsabilidad general por negligencia a causa de las omisiones salvo que el demanda-
do se encuentre bajo un deber preexistente o se esté en una previa situación de garante. 
Por otro lado, la carga de la prueba del incumplimiento del deber generador de la negli-
gence corresponde al demandante-perjudicado1567.  
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En EEUU el estandar de la conducta de un hombre razonable se determina, según el 
§ 285 RST: a) por disposición legislativa o regulación administrativa; b) por decisión 
judicial adoptada de una disposición legal o regulación administrativa que no la propor-
cione; c) establecida por decisión judicial; d) según los hechos del caso por el juez del 
caso o el jurado si no hay ley, regulación o decisión judicial. El riesgo es irrazonable y 
el acto es negligente si el riesgo es de tal magnitud que supera lo que la ley considera 
como utilidad del acto de la particular manera en que se ha dado (§ 291). La utilidad de 
la conducta del actor se determina a través del a) valor social que la ley atribuye al in-
terés prevenido o protegido por la conducta; b) la probabilidad de que dicho interés sea 
protegido con dicha conducta, y c) por otra conducta menos peligrosa (§292). La magni-
tud del riesgo se determina por: a) el valor social atribuido al interés protegido; b) la 
probabilidad de que la conducta del actor cause una invasión de dicho interés; c) la enti-
dad del daño probable1568; y d) el número de personas cuyos intereses son probablemente 
invadidos si el riesgo se convierte en daño (§293). 
En Francia, la póliza Assurpol cubre los daños tradicionales ocasionados de forma 
accidental, súbita e imprevista, así como la gradual ocasionada también de forma acci-
dental, que produce una emisión, dispersión, expulsión o acumulación de toda sustancia 
sólida, líquida o gaseosa difundida por la atmósfera, el suelo, la producción de olores, 
ruidos, vibraciones, variaciones de temperatura, ondas, radiaciones, que excedan de las 
obligaciones ordinarias de vecindad. Creo que la mención que se hace a las “obligacio-
nes ordinarias de vecindad” hay que relacionarlo con el umbral a partir del cual el daño 
se significativo y no confundirlo con el supuesto de inmisiones, que son las ocasionadas 
en el normal ejercicio de la actividad. 
En el Derecho inglés, las toxic torts se aplica a los daños civiles por contamina-
ción1569. Tienen su origen en la exposición a productos químicos o substancias dañosas, 
cuando el demandado causa al demandante daños personales, que normalmente se fun-
damentan en la responsabilidad por negligencia. Asimismo, las demandas por emotional 
distress también pueden reclamarse en supuestos de actuación negligente del demanda-
do (aunque también cuando su actuación es intencional) cuando (a) la perturbación 
emocional provenga del daño corporal (bodily harm) o de la conducta que la causa, o 
(b) otras lesiones corporales resultantes de la perturbación emocional. En cambio, las 
demandas por daños psicológicos sin mediar daño corporal han sido tradicionalmente 
desestimadas por los tribunales1570, aunque algunos de éstos han fallado a favor de en-
tender los daños por emotional distress asociados con el miedo de contraer una futura 
enfermedad incluso sin demostrar un daño corporal pertenecer como fundamento de 
este miedo1571. Sin perjuicio de lo anterior, la tendencia moderna es recortar el alcance 
de la regla de responsabilidad estricta Rylands v. Fletcher e insistir en un requerimiento 
general de negligencia, basada en el requerimiento de un uso no natural y en las causas 
de justificación del daño. No obstante, se apunta que la regla del uso no natural no tiene 
por qué verse como una alternativa a la regla de responsabilidad objetiva, sino como un 
requisito añadido a la misma, en el razonamiento de que cuanto más causas de justifica-
ción del daño existan más nota subjetiva hay1572.  
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b) Relación de las normas reguladoras de la actividad con la culpa. 
El incumplimiento de las normas reguladoras de la actividad tiene una enorme inci-
dencia con la culpa. Cuando se incumpla la normativa de aplicación es posible que el 
agente que causa el daño pueda exonerarse de responsabilidad probando que ha actuado 
con la debida diligencia y cuidado en la situación concreta, siendo labor del juez evaluar 
dicha circunstancia. Por otro lado, la responsabilidad civil puede complementar los 
estándares administrativos, por cuanto la culpa no queda excluida por el mero cumpli-
miento de estos últimos, al exigir el Juez deberes de cuidado más exigentes1573. En estos 
casos, la víctima del daño puede imputar culpa al empresario que aun cumpliendo con la 
ley cause un daño, por cuanto los patrones que marcan la legalidad no singularizan 
exactamente el principio general neminem laedere, por la insuficiencia e incapacidad de 
las garantías destinadas a evitar el daño.En cualquier caso, el juez civil tiene un amplio 
margen de apreciación y de decisión acerca de la atribución subjetiva de la responsabi-
lidad. La vinculación de la culpa con los deberes establecidos en el ordenamiento se ve 
reflejada en la pág. 6 del Libro Verde:  
«Cuando se aplica la responsabilidad por culpa debe demostrarse que el responsable ha 
cometido una negligencia o cualquier otra infracción que ha causado un daño. Para que exis-
ta culpabilidad, el responsable tenía que haber actuado según una determinada norma de 
prudencia o una disposición legal, y no lo hizo. En materia de medio ambiente, hay una fuer-
te interacción entre la responsabilidad por culpa y la regulación positiva. Las normas y pro-
cedimientos que establece esta normativa pueden servir de orientación para determinar si la 
actuación de una persona debe considerarse razonable o, por el contrario, negligente, dadas 
las circunstancias. El incumplimiento de normas sobre medio ambiente puede constituir una 
prueba de culpabilidad y, a la inversa, el cumplimiento de la normativa o de lo establecido en 
una autorización puede ser prueba de que el que actuó lo hizo de forma razonable». 
En Alemania no se prescinde de la culpa en la cláusula general de responsabilidad 
civil (§ 823 BGB1574). Haber respetado las exigencias y límites reglamentarios en la ge-
neración de la emisión sería indicativo de la ausencia de culpa, mientras que la vulnera-
ción de una “norma de protección” (§ 823 II BGB), o su carácter sustancial (§ 823 I 
BGB) presume lo contrario. No obstante, el que la instalación o la actividad haya sido 
administrativamente autorizada no excluye por sí solo el elemento culpabilístico en la 
lesión del bien jurídico y en la producción del daño. 
En EEUU, el incumplimiento de las disposiciones administrativas ambientales es 
un caso de negligencia per se cuando así venga establecido en aquéllas. El estándar de 
negligencia en daños civiles por contaminación se determina en la section 285 RST: (a) 
establecido por una ley o regulación administrativa que lo proporciona; (b) adoptada por 
la corte desde la ley o regulación administrativa que no lo proporciona, (c) establecida 
por una decisión judicial, o (d) aplicada a los hechos del caso. El párrafo (a) suele con-
tener aquellos supuestos en los que la ley prevé expresamente casos de responsabilidad 
civil que deberán ser tratados en el orden administrativo. El párrafo (b) es el que nos 
indica que los jueces podrán en ciertos tipos de casos adoptar los requisitos establecidos 
en las leyes y reglamentos como estándares de conducta necesarios para evitar (o no) la 
responsabilidad por negligencia. Si se prueba que una sustancia es dañina, en casos de 
violación de una norma medioambiental, la violación se considera como negligencia per 
se desde el punto de vista de la indemnización1575.  
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En ausencia de un estándar de cuidado aplicable a la industria, la Section 286 RST 
norteamericano dice que la misma puede ser definida por disposición legislativa si la 
parte dañada por la violación es miembro de la clase de personas que la ley o regulación 
desea proteger. A este tipo de responsabilidad se le denomina en inglés negligence per 
se por el hecho de que el demandado viola una ley federal o estatal o una regulación. La 
demostración de la citada violación tiene como propósito, al menos: (a) proteger la clase 
de personas que incluye cuyos intereses son invadidos, (b) proteger el interés particular 
que es invadido, (c) proteger este interés contra la clase de daño que ha resultado, y (d) 
proteger este interés contra el particular peligro del cual resulta el daño. Los demandan-
tes suelen tener dificultades en probar estas cuestiones, porque el lenguaje de muchas 
leyes medioambientales no dan soporte a este tipo de demandas civiles1576. A pesar de 
que en estos casos no es necesario buscar ningún tipo de negligencia por parte del de-
mandado, este tipo de demanda solamente tiene lugar cuando se demuestra que el legis-
lador pretende que el demandante tenga un remedio civil, deduciéndose de la propia ley 
si no está expresamente previsto, aunque teniendo en cuenta que cuando mayor es la 
discreción mostrada por el legislador menor probabilidad de que exista un derecho del 
demandante para iniciar una acción civil de este tipo1577. En ocasiones, el remedio civil 
está expresamente prohibida en la propia ley. 
B) Actividades clasificadas y responsabilidad cuasi objetiva. 
a) Fundamentación de la objetivización de la culpa. 
La doctrina1578 y jurisprudencia1579 mayoritarias dicen que, en materia de daños civi-
les por contaminación ex art. 1902 C.c., existe una tendencia hacia un sistema que, sin 
hacer abstracción total del factor psicológico o moral y del juicio de valor sobre la con-
ducta del agente, acepta soluciones cuasi objetivas, demandadas por el incremento de 
las actividades peligrosas consiguientes al desarrollo de la técnica y el principio de po-
nerse a cargo de quien obtiene el provecho la indemnización del quebranto sufrido por 
tercero, a modo de contrapartida del lucro obtenido (“cuius es commodum euius est pe-
riculum; uubi emolumentum, ibi onus”), y es por ello por lo que se ha ido transformando 
la apreciación del principio subjetivista, ora por el acogimiento de la llamada “teoría del 
riesgo”, ora por el cauce de la inversión de la carga de la prueba, presumiendo culposa 
toda acción u omisión generadora de un daño indemnizable, sin que sea bastante para 
desvirtuarla, el cumplimiento de Reglamentos, pues éstos no alteran la responsabilidad 
de quienes cumplan, cuando las medidas de seguridad y garantía se muestran insuficien-
tes en la realidad para evitar actos lesivos. Como se puede comprobar, se establece erró-
neamente por los tribunales este régimen de atribución subjetiva de la responsabilidad 
con independencia de si se está en un caso de responsabilidad civil por inmisiones o en 
otro tipo de daños civiles por contaminación. 
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En España se sigue el método de “estirar” la responsabilidad cuando el daño haya 
sido ocasionado por polución originada por la industria (se entiende la clasificada). La 
objetivización de la culpa1580 es una técnica utilizada por la doctrina y la jurisprudencia 
en materia de daños civiles por contaminación contistente en la adaptación del sistema 
basado en la culpa al riesgo específico puesto por el industrial al medio ambiente y que 
se basa en el aumento del nivel de cuidado1581 y,o mediante la aplicación de reglas es-
pecíficas (res ipsa loquitur, Anscheinsbeweis, inversión de la carga de la prueba), en 
orden a facilitar la demandante la carga de la prueba1582. Con la objetivación de la culpa, 
ésta no se dará solamente cuando los daños sean provocados por el desarrollo que hoy 
en día ni siquiera la tecnología más avanzada puede evitar. Bien sea a través del criterio 
de la ampliación de la culpa, bien a través del agotamiento de la misma, el resultado es 
que la operatividad de la culpa es más retórica que real y la exoneración de la responsa-
bilidad se limita a los casos de culpa exclusiva de la víctima y de fuerza mayor, o de 
exoneración en el caso una diligencia máxima.  
Esto muestra una inclinación hacia la responsabilidad por riesgo, pero sin declararla 
y sin prescindir de los matices culposos variables en cada caso1583. Hay autores que pien-
san que por la vía indirecta de la creación de una diligencia mayor a la ordinaria coinci-
de la responsabilidad del sujeto agente con el riesgo típico de su actividad, agotando la 
exigencia de diligencia y conduciendo a la teoría del riesgo1584. Sin embargo, Dice 
ÁLVAREZ LATA, «la regla del artículo 1902 C.c. no permite configurar una responsabili-
dad exclusivamente fundada en la creación de un riesgo [… sino cuasiobjetiva…], si 
bien se eleva la diligencia exigida […] y, por supuesto, de que acreditado el daño no es 
suficiente, para agotar la diligencia, el cumplimiento u observancia de las medidas lega-
les o reglamentarias […]. [E]n la práctica, la operatividad de la culpa del agente […] es 
más teórica que real […] y la exoneración de responsabilidad se limita básicamente a 
los casos de culpa exclusiva de la víctima y de fuerza mayor […], aunque queda abierta 
la puerta, como es obvio, de la exoneración en caso de que el agente haya adoptado to-
das las medidas tendentes a evitar el daño –y no sólo las reglamentariamente estableci-
das- En todo caso, la concurrencia de estos supuestos han de ser probados por el opera-
dor, sobre la base del principio de inversión de la carga de la prueba»1585. MARTÍNEZ 
VÁZQUEZ DE CASTRO1586 se pregunta si sería conveniente que el TS diera un salto ade-
lante y aceptara plenamente la responsabilidad objetiva ex art. 1902 C.c. con total inde-
pendencia de la culpa del agente contaminante. Niega que ello sea posible por dos razo-
nes: 1) de índole jurídica, por cuanto a menos que se modifique legislativamente el cita-
do artículo, el criterio de culpa sigue estando vigente; 2) de índole económica, pues si 
los empresarios respondieran aún a pesar de haber cumplido con los reglamentos y con 
toda la diligencia exigida respondieran por el daño causado, ninguna motivación tendr-
ían para evitarlo, además de suponer un aumento del coste para las empresas, que inter-
nalizarían los costes repercutiéndolos a los ciudadanos. Este autor aboga por una solu-
ción intermedia, distinguiendo entre actividades peligrosas -responsabilidad objetiva-, y 
actividades no peligrosas –responsabilidad por culpa-.  
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La solución de eliminar casi de forma definitiva la necesidad de la culpa en los 
DCC industrial ha sido duramente criticada por un sector doctrinal y jurisprudencial1587. 
No en todos los casos hay razón para que se pueda trasladar un daño a quien ha actuado 
sin culpa, ya que este principio es básico en nuestro sistema, tal y como viene procla-
mado en el art. 1902 C.c. Por ejemplo, la STS 12.12.1984 (RJ 1984, 6039) critica que la 
doctrina del TS viene proclamando la imposibilidad de desechar esencialmente el básico 
principio culpabilístico, por más que la diligencia requerida abarque no sólo las preven-
ciones y cuidados reglamentarios sino también los que la prudencia imponga para evitar 
el daño, por lo mismo que la nota de la previsibilidad, como el de la evitabilidad, es 
componente del elemento culposo en que se asienta la obligación resarcitoria». Por su 
parte, la STS 27.2.2003 (RJ 2003, 2152) critica que: «las sentencias, denuncian una evi-
dencia tuitiva en favor de las víctimas a costa de un innegable oscurecimiento del ele-
mento culpa pues, o se hace recaer sobre el presunto responsable la prueba de que no 
fue su negligencia la causante del resultado dañoso en que se basa la reclamación pro-
movida contra él, o se parte de la afirmación teórica de que la culpa se presume. Si, co-
mo ocurre también, se identifica la diligencia no con un cuidado normal, sino con una 
exquisita previsión de todos los posibles efectos de cada acto y de cada movimiento, 
llego a la conclusión de que los postulados clásicos han experimentado de hecho una 
vigorosa conmoción». Según DÍEZ-PICAZO, G. «el establecimiento sin medida de un 
sistema de responsabilidad objetivo no es otra cosa en definitiva que un falso proceso de 
socialización de la responsabilidad civil, que moviéndose tras la fachada revolucionaria 
del fin del señorío de la culpa, se preocupa de adaptar la responsabilidad civil a las ne-
cesidades del capitalismo moderno en el que la atención del legislador y de los jueces se 
ha trasladado de la responsabilidad a la reparación»1588.  
Por todo lo dicho anteriormente se puede hacer una primera conclusión: la respon-
sabilidad por riesgo no puede ser erigida en fundamento único de la obligación de in-
demnizar en este tipo de daños. La STS 30.4. 2003 (RJ 2003, 3872) dispone que 
«[a]unque la jurisprudencia de las últimas décadas ha introducido mitigaciones o palia-
tivos al principio de responsabilidad por culpa que consagra el artículo 1902 (presun-
ción de culpa y consiguiente inversión de la carga de la prueba) esa misma jurispruden-
cia ha puntualizado que no por ello queda excluido de nuestro sistema jurídico de res-
ponsabilidad civil el elemento culpabilístico, como inexcusable ingrediente integrador 
de dicha responsabilidad». O la STS 14.12.1999 (RJ 1999, 9197), que argumenta que 
«tal cambio se ha hecho moderadamente, recomendando una inversión de la carga de la 
prueba y acentuándole rigor de la diligencia requerida, según las circunstancias del caso, 
de manera que ha de extremarse la prudencia para evitar el daño, pero sin erigir el ries-
go en fundamento único de la obligación de resarcir y sin excluir, en todo caso y de mo-
do absoluto, el clásico principio de la responsabilidad culposa».  
El BGH alemán (caso Kupolofen1589) impone la carga de la prueba al operador de la 
planta industrial, lo mismo que sucede en el OGH austríaco (decisión Sandstrahl)1590. 
Ambos tribunales extraen sus conclusiones de la interpretación de las normas sobre ve-
cindad (inmisiones) bajo las cuales la carga de la prueba tradicionalente corresponde al 
demandado, así como en la idea de que el operador está en mejor posición para probar 
su inocencia que el demandado la culpabilidad del demandado.  
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En Francia y en Bélgica la aplicación de la culpa se ha vuelto también muy estricta, 
particularmente en daños civiles ocasionados por contaminación. Esto viene reflejado 
en los dos tipos de categorías de la culpa que hay en estos países: 1) Incumplimiento de 
un específico deber de cuidado (regla legal de conducta). El hecho de que en materia de 
ambiental existe una auténtica maraña legislativa refuerza este tipo de responsabilidad. 
2) Incumplimiento de un genérico deber de cuidado. En este caso la objetivación viene 
relacionado con que las actividades contaminante exigen el cumplimiento por parte del 
demandado del estado del arte y buenas practicas en su profesión, de manera que la 
omisión en el mantenimiento de las instalaciones o el uso de tecnología desfasada cons-
tituirá culpa. Incluso, para determinadas actividades, hay previsiones legales que impo-
nen la obligación del operador de tomar todas las medidas necesarias para prevenir el 
específico tipo de peligro o de daño por contaminación1591. 
En países del common law como Inglaterra, Irlanda y Escocia, el demandante está 
legitimado para iniciar una acción por negligence, si bien debe demostrar que el deman-
dado tenía un deber de cuidado, que lo ha incumplido y que el hecho y el tipo de daño 
eran previsibles. Los tribunales quizá facilitan la carga de la prueba por (i) elevación del 
deber de cuidado correspondiente a peligros inherentes a la actividad del demandado, y 
(ii) aplicando la regla res ipsa loquitur cuando solo una lógica explicación para el daño 
anormal sea la negligencia en nombre del demandado.  
b) Técnicas de objetivación de la culpa: el expediente de la inversión de la carga de 
la prueba y el del aumento de la diligencia exigible. 
Según el principio de la inversión de la carga de la prueba se presume la culpabli-
dad del causante del daño, por lo que éste deberá probar que había adoptado las medidas 
necesarias para evitar la causación del daño1592. La justificación se encuentra «en la difi-
cultad de la prueba, que coloca en situación de inferioridad al demandante, contradi-
ciendo los principios de equidad que deben presidir la realización de la justicia»1593, así 
como en la peligrosidad intrínseca de ciertas actividades, que hace previsible por su 
titular la producción de accidentes1594. Se trata de una cuestión de equidad1595, ya que no 
resulta justo que el derecho del perjudicado a ser resarcido esté sujeto a condiciones 
exorbitantes. Se utiliza para las hipótesis de riesgo (riesgo + daño = culpa del agente)1596, 
hasta tanto no se demuestre que el autor de los daños obró con prudencia y diligencia 
debida1597, según las circunstancias de lugar y tiempo, adoptando todas las medidas pre-
cautorias para evitar el daño, a pesar del cumplimiento de las formalidades meramente 
reglamentarias. En ocasiones, el requisito de culpa o negligencia no se llega a valorar 
por el Tribunal Supremo, presumiéndose culposa toda acción u omisión generadora de 
un daño indemnizable (responsabilida objetiva)1598.  
                                                 
1591
 HINTEREGGER, M.: op. cit., pp. 68-69. 
1592
 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., pp. 211 y ss. SÁNCHEZ-FRIERA 
GONZÁLEZ, Mª. C.: La responsabilidad civil…, op. cit., pp. 194-195. REYES LÓPEZ, Mª. J.: op. cit., p. 196. 
1593
 STS 5.4.1963 (RJ 1963, 1956). 
1594
 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.: op. cit., p. 56. 
1595
 CAMPOS-DÍAZ BARRIGA, M.: op. cit., p. 87. 
1596
 SÁNCHEZ CALERO, F.: “Evolución de la responsabilidad civil…”, op. cit., p. 23. 
1597
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., pp. 340-342. 
DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., p. 204. LORANCA RUILÓPEZ, A.: op. cit., p. 573. 
En la jurisprudencia, SSTS 30.6.1976 (RJ 1976, 3201), 31.1.1986 (RJ 1986, 444), 29.10.2008 (RJ 2008, 
5801); SAP Asturias 10.4. 2000 (AC 2000, 996).  
1598
 SSTS 7.4.1997 (RJ 1997, 2743) y 15.3.1993 (1993, 2284). 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   310 
Se puede afirmar que, si bien este sistema puede calificarse de “culpa presunta”, en 
la práctica se prescinde de este elemento1599. No obstante, en materia de contaminación 
acústica, se ha argumentado que la existencia del daño es indicativa de la culpa exigida 
por el art. 1902 C.c., por lo que al perjudicado le bastará con probar la existencia de la 
inmisión ruidosa para que los Tribunales deduzcan el daño y el elemento subjetivo1600. 
Se ha criticado que esta presunción debería articularse por la vía del art. 1908.2 C.c. y 
no por la del 1902 C.c., ya que en este último depende más del arbitrio judicial la apre-
ciación de la falta de diligencia o existencia de culpa1601. 
También se ha establecido una presunción de culpa fundándose en la máxima res 
ipsa loquitur: los hechos hablan por sí solos, según la cual, la culpabilidad se incluye en 
la relación causal acción-daño1602.  
La Sección 2ª de los Principios de derecho europeos de Responsabilidad Civil regu-
la regla de la inversión de la carga de la prueba de la culpa, indicando en su art. 4:201 -
precepto que, según la doctrina, intenta entrelazar la responsabilidad por culpa tradicio-
nal con la responsabilidad objetiva1603- que: (1) Puede invertirse la carga de la prueba de 
la culpa a la luz de la gravedad del peligro que la actividad en cuestión comporta. (2) La 
gravedad del peligro se determina de acuerdo con la gravedad del daño que en tales ca-
sos pueda producirse así como con la probabilidad de que tal daño llegue a suceder 
efectivamente. Según MARTÍN CASALS, el art. 4:201 EPTL «a diferencia de lo que ocu-
rre en la práctica española, en la que la inversión de la carga de la prueba de la culpa es 
la regla general, el precepto pretende que sólo se lleve a cabo en aquellos supuestos en 
los que el riesgo sea superior al normal e inherente a toda actividad humana, pero sin 
llegar a ser el que conlleva una actividad “anormalmente peligrosa” que, de acuerdo con 
el art. 5:101 EPTL, da lugar a responsabilidad objetiva». 
En la última década se ha venido produciendo una atenuación en la aplicación de 
esta técnica: 1) la misma ha de aplicarse con moderación, ya que no siempre su aplica-
ción tiene como consecuencia la aceptación de culpa o una presunción de la misma por 
parte del demandado1604. 2) En el uso o en los efectos de la misma, ya que aunque el 
demandado no acredite su falta de culpa ello no significa que se le haga responsable sin 
más cuando exista un tercero causante1605. 
Según la Corte Suprema Federal alemana es el demandado el que debe probar el 
cumplimiento de las normas administrativas. La autorización previa tiene el efecto de 
presunción de culpa del emisor que ha cumplido con las exigencias y límites reglamen-
tarios en la generación de las emisiones. Correlativamente, se presume la culpa del emi-
tente que supere los límites de emisiones (perjuicios sustanciales) 1606, así como cuando 
éste vulnere una norma de protección. En ambos casos se admite prueba en contrario. 
Las autorizaciones no excluyen por sí mismas el elemento culpabilístico en la lesión del 
bien jurídico y en la producción del daño.  
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Por otro lado, el aumento de la diligencia exigible provoca que una actuación que 
cumpla con las normas reglamentarias puede dar lugar a daños indemnizables cuando el 
agente no se asegura diligentemente del alcance y consecuencia de sus actos1607. Cuando 
las garantías adoptadas conforme a las disposiciones legales para precaver y evitar los 
daños previsibles y evitables no han ofrecido resultado positivo, revela la insuficiencia 
de los mismos y que faltaba algo por prevenir, no hallándose completa la diligencia1608, 
aplicándose a la culpa ex art. 1902 C.c. la teoría de la culpa contractual ex art. 1104 C.c. 
1609
, en la que no sólo se exige la culpa previsible, sino la que derive de la naturaleza de 
la obligación y corresponda a las circunstancias de personas, tiempo y lugar, y al sector 
del tráfico o al entorno físico y social donde se proyecta la conducta, para determinar si 
el agente obró con el cuidado, atención y perseverancia apropiados, y con la reflexión 
necesaria para evitar el perjuicio1610, debiéndose entender que la creación de un riesgo 
conlleva consigo el acarreo de la responsabilidad derivada de aquel1611. Los reglamentos 
y autorizaciones no alteran la responsabilidad de quienes los cumplan, cuando las medi-
das de seguridad y garantía se muestran insuficientes para evitar eventos lesivos. Una 
actuación “lícita" puede dar lugar a daños indemnizables, cuando el agente no se asegu-
ra diligentemente del alcance y consecuencias de sus actos, lo que se ha venido asocian-
do a la ilicitud que ha de predicarse del daño y no de la acción1612.  
Cuanto mayor sea el riesgo creado mayor será la diligencia exigible, por su trascen-
dencia técnica y previsibilidad, en evitación de la vulneración de la norma genérica del 
alterum non laedere, y que para evitarlo impone no sólo las previsiones y cuidados re-
glamentarios, sino también todos los que la prudencia imponga para prevenir y evitar el 
daño (res ipsa loquitur). En estos casos puede no darse la situación de caso fortuito, 
debido a que con ese actuar falta la adecuada diligencia por omisión de la atención y 
cuidado requerido con arreglo a las circunstancias del caso, denotando una conducta 
interfiriente frente al deber de prudencia y cautela exigibles1613.  
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Dado que los avances tecnológicos hacen que cada vez existan más y mejores 
técnicas para evitar la producción de daños, se viene produciendo una presión sobre el 
concepto de culpa que provoca la necesidad de que los agentes contaminantes tengan un 
deber de diligencia cada vez más acusado, por lo que donde antes podía darse un caso 
fortuito hoy quizás es ya una conducta negligente, al no haber utilizado el agente todas 
las vías que la nueva tecnología ofrece. El daño constituirá prueba de que no se ha ob-
servado la diligencia necesaria, sobre todo si existían medios técnicos para evitarlo.  
La doctrina no suele coincidir en la justificación del aumento de la diligencia. 
Según dispone FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ1614, el plus de diligencia se produce como con-
secuencia de la obligación de no causar daño a otro, que es correlativa de los principios 
o derechos básicos a la integridad patrimonial y a la indemnidad personal que presiden 
este tipo de relaciones. Se produce el efecto del traslado de la medida de la diligencia 
exigible de las causas de un suceso a la prevención genérica del mismo, esto es, a la 
naturaleza y adecuación de las instalaciones, que se medirá en función del lugar y se 
apoyará en el art. 590 C.c., que se refiere a los «Reglamentos y usos del lugar» en rela-
ción a las obras de resguardo necesarias, y al art. 1908 4º C.c. relativo a «las precaucio-
nes adecuadas al lugar en que estuviesen». Asimismo, GUIDO VILLEGAS1615 se ha referi-
do a la necesidad de aumentar la diligencia exigible al empresario como un criterio más 
de objetivación del art. 1902 C.c., llegando a parámetros de diligencia a estándares obje-
tivos de conformidad con la “lex artis” que rija la actividad de un sujeto determinado. 
Por su parte, SÁNCHEZ CALERO1616 dispone que el módulo general del «bonus pater fa-
miliae», válido para una sociedad preindustrial, no resulta válido cuando la actividad 
económica e industrial está plena expansión, en la que debe exigirse una diligencia ma-
yor, esto es, la de un «ordenado empresario» según el campo de actividad de que se tra-
te. Por su parte, REGLERO CAMPOS critica que la exigencia de una diligencia extrema 
introduce elementos de indefinición en el concepto de “diligencia”, traspasando los 
límites objetivos de la norma que impone un deber de seguridad1617. 
En mi opinión, el aumento de la diligencia “necesaria” en materia de daños civiles 
por contaminación se fundamenta en el art. 1104 C.c., en general, y en el art. 590 C.c. 
y/o 1908.4º C.c., en concreto, siendo todas aquellas medidas que, siendo previsibles, 
pueden evitar la producción del daño. Pero es necesario diferenciar: cuando se esté en 
un caso de responsabilidad por riesgo, cuanto mayor sea éste, mayor será la diligencia 
exigibles; pero cuando se trate de un caso de inmisiones, será la excesividad de la mis-
ma la que imponga la diligencia exigible. 
c) Difuminación de las diferencias entre la responsabilidad de la responsabilidad 
objetiva o sin culpa del art. 1908.2 y la cuasi objetiva del 1902 C.c. 
La situación de la culpa no difiere mucho con un sistema objetivado u objetivo en 
materia de DCC industrial ocasionados por actividades peligrosas. P. ej. en materia de 
inmisiones el art. 1908.2º C.c. regula la responsabilidad civil con ausencia de culpa, 
basada en las inmisiones excesivas que sean nocivas a las personas o a las propiedades, 
mientras que el art. 1902 C.c. se centra en la responsabilidad civil extracontractual gene-
ral, a través de técnicas de objetivación de la cupa1618.  
                                                 
1614
 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.: op. cit., pp. 56-57. 
1615
 GUIDO VILLEGAS, S.: op. cit., p. 18. 
1616
 SÁNCHEZ CALERO, F.: “Evolución de la responsabilidad civil…”, op. cit., p. 24. 
1617
 REGLERO CAMPOS, L. F.: op. cit., p. 282. 
1618
. MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., p. 333. Según indica el autor: 
«los artículos 1902 y 1908 Cc […] aparecen reflejados en la mayor parte de las resoluciones judiciales, y 
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En muchas ocasiones, la doctrina y jurisprudencia mayoritarias paracen confundir 
ambos ámbitos de responsabilidad y, con ello, la aplicación de los arts. 1902 y 1908.2 
C.c. Por ejemplo, el Tribunal Supremo a veces utiliza el art. 1902 C.c. en lugar del -o o 
junto al- art. 1908.2 C.c. a daños generados por inmisiones industriales utilizando crite-
rios objetivadores que permiten presumir que la existencia del daño es indicativa de la 
existencia de culpa. Otras sentencias citan indiferentemente los arts. 1902 o 1908.2º C.c. 
dentro de la denominada responsabilidad por riesgo, en este supuesto en materia de in-
misiones causadas por el ruido1619. Lo mismo sucede con un importante sector doctrinal. 
Por ejemplo, MARTÍN VIDA concluye que en materia de ruidos «al final al perjudicado 
parece ser que le basta sólo con probar la existencia de la inmisión ruidosa para que de 
ahí deduzcan los Tribunales la existencia del daño […] y la existencia del elemento sub-
jetivo requerido para poder aplicar el art. 1.902 CC»1620. GOMIS CATALÁ señala que tanto 
el art. 1902 como el 1908 C.c., si bien parten de un régimen de responsabilidad subjeti-
va, el TS ha ido progresivamente aceptando un principo de responsabilidad objetiva 
fundado en la teoría del riesgo, sin hacer distinción entre ambos preceptos. La conse-
cuencia suele ser una inversión de la prueba de la culpa, la no exoneración de responsa-
bilidad cuando se han producido daños que indican que algo faltaba por prevenir, la 
apreciación de la prueba en beneficio del más débil y la elevación de la diligencia1621. 
VILALTA NICUESA y MÉNDEZ TOMÁS opinan que en el caso de art. 1902 C.c. se produce 
una ampliación del criterio de la culpa (sin agotarla), que se traduce en una concepción 
subjetiva con inversión de la carga de la prueba1622. Se ha dicho también que, en teoría, 
solamente diferirá en el caso de que el demandado consiga probar que actuó diligente-
mente, lo que según RUDA GONZÁLEZ1623 resulta una meta inalcanzable, habida cuenta 
de la jurisprudencia que defiende la postura de entender que la mera producción del 
daño pone de manifiesto que faltaba algo por prever. 
Otras veces, la doctrina y la jurisprudencia remarcan las diferencias entre uno y otro 
precepto, si bien no se aventuran a separar definitivamente su ámbito de aplicación, 
sobre todo en función del grado de conocimiento de la emisión. Según ÁLVAREZ LA-
TA1624 si bien el art. 1902 C.c. corrige o atenua el protagonismo de la culpa en ningún 
caso prescindirá de este elemento, tal y como sí se hace el art. 1908 2 C.c., fundamenta-
do en el riesgo; concluye que quienes se dedican a actividades altamente peligrosas de-
ben soportar el coste de los daños ocasionados por ellas. También la jurisprudencia tiene 
algo que decir. Por ejemplo, la STS 24.5.1993 (RJ 1993, 3727) dice que el art. 1902 
C.c. no permite configurar una responsabilidad exclusivamente fundada en la creación 
del riesgo, por lo que la culpa en este ámbito sigue jugando un papel importante, aunque 
ha sido arrinconada por la doctrina del riesgo.  
                                                                                                                                               
no siempre en un mismo sentido o interpretación. De otro lado, […] independientemente de la alegación 
de los arts. 1902 o 1908 Cc, la responsabilidad pued[e] revestir tintes objetivos. La regla general será, por 
tanto, que la invocación en la litis de uno y otro precepto no siempre es descriptiva del tinte de la respon-
sabilidad aplicada». 
1619
 SSTS 3.9.1992 (RJ 1992, 6880), 24.5.1993 (RJ 1993, 3727), 7.4.1997 (RJ 1997, 2743); SAP 
Badajoz 25.10.2004 (AC 2004, 1895). 
1620
 MARTÍN VIDA, Mª.A.: op. cit., p. 20.  
1621
 GOMIS CATALÁ, L.: Responsabilidad por Daños…, op. cit., p. 122. 
1622
 VILALTA NICUESA, A. E. y MÉNDEZ TOMÁS, R. M.: Acción de responsabilidad…, op. cit., p. 13. 
Para las autoras «la responsabilidad civil extracontractual por daños al medio ambiente sería una suerte de 
responsabilidad quasi-objetiva, es decir, subjetiva pero con inversión de la carga probatoria, que recaerá 
en el agente, que deberá probar su actuar diligente».  
1623
 RUDA GONZÁLEZ, A.: “Sentencia de 14 de marzo de 2005”, op. cit., p. 716. 
1624
 ÁLVAREZ LATA, N.: “Responsabilidad civil por daños…”, op. cit., p. 100. 
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Para MACÍAS CASTILLO esta situación es inaceptable, pues ello demuestra la des-
confianza en la autonomía y virtualidad del art. 1908 C.c., por lo que propunga una 
aplicación autónoma del mismo1625. Según WICHMANN ROVIRA, el art. 1908.2 C.c., a 
diferencia de los apartados 1º y 4º -que recogen un caso de responsabilidad por culpa 
con inversión de la carga de la prueba-, no establece ningún parámetro de diligencia, por 
lo que «puede hablarse de responsabilidad objetiva»1626. Se ha criticado que la evolución 
jurisprudencial haya discurrido paralela a la propia descodificación de la responsabili-
dad civil, sin apenas roce o comunicación con ella, por cuanto, en primer lugar, no se 
aplican las normas especiales de responsabilidad civil como pueda ser la del art. 1908 2º 
C.c., sino solamente las del art. 1902 C.c.1627; y, en segundo lugar, porque no se ha apro-
vechado ese principio de responsabilidad por riesgo de otros sistemas.  
Por otra parte, se ha señalado por un sector doctrinal que, a pesar de que ambos 
artículos tienen fundamentos de atribución de responsabilidad diferentes, se llega a un 
resultado similar. Si bien, matiza SANTOS MORÓN1628, esta responsabilidad civil común a 
ambos preceptos con una nota “cuasi-objetiva” se debe a la constante invocación que se 
hace en los tribunales de la presunción iuris tantum de culpa en el demandado, unido a 
las rigurosas exigencias en la prueba de la diligencia empleada por éste. Asimismo, 
LLODRÀ GRIMALT1629, diferencia los efectos del cumplimiento de la normativa adminis-
trativa en sede de responsabilidad por riesgo del art. 1902 C.c. y en sede de responsabi-
lidad objetivada del 1908 C.c., por cuanto en el primer caso dicho cumplimiento no es 
causa de justificación de la diligencia, ya que la misma producción del daño revela la 
insuficiencia de dichas garantías faltando algo por prever, y en el segundo caso no exo-
nera de indemnizar los daños realmente producidos. Por su parte, MONESTIER MORALES 
confirma que la jurisprudencia ha venido residenciando generalizadamente la responsa-
bildiad civil por inmisiones en el art. 1902 C.c., si bien aplicando criterios objetivos 
fundados en el riesgo creado o mediante el recurso a los distintos expedientes judiciales 
paliativos de la responsabilidad por culpa, que aproximan el tratamiento del art. 1908.2 
C.c., por lo que sugiere la aplicación de este último1630.  
Finalmente, en materia de inmisiones, en algunas ocasiones se aprecia la responsa-
bilidad objetiva sobre la base exclusiva del art. 1908.2 C.c.1631, pero siguen siendo mu-
chas las sentencias en las que, aun con cita de este precepto, amparan la condena a in-
demnizar los daños ambientales en el ar. 1902 C.c. y, pese a su literalidad, la jurispru-
dencia mayoritaria acepta la responsabilidad objetiva en el sentido de que se puede pre-
sumir la culpa o, incluso, obviarla1632. Por ello, en materia de inmisiones se sugiere una 
mayor aplicación del art. 1908.2 C.c.1633, aunque las técnicas de objetivación aplicadas al 
art. 1902 C.c. aproximan el tratamiento de aquél1634.  
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 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 334, 344-345. 
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 WICHMANN ROVIRA, G. V.: op. cit., p. 1136. 
1627
 DE MIGUEL PERALES, C.: Derecho español…, op. cit., p. 356. REGLERO CAMPOS, L. F.: op. cit., 
p. 248. 
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 SANTOS MORÓN, Mª J.: op. cit., p. 3021.  
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 LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., pp. 96-97. 
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 MONESTIER MORALES, J.L.: op. cit., p. 10.  
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 SAP Valencia 8.6.2004 (JUR 2005, 13486) 
1632
 YANGUAS MONTERO, G., El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 181-182.  
1633
 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental… (I)”, op. cit., p. 806.GUIDO VILLEGAS, S.: op. cit., p. 
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No creo que la distinción entre uno u otro artículo deba ser que en el art. 1908.2º 
C.c. se regula un supuesto de responsabilidad por riesgo y el art. 1902 C.c. se refiere a 
actividades no peligrosas, por cuanto, en ambos casos pueden existir ambos tipos de 
acttividades, aunque estadísticamente la mayoría de industrias tengan un peligro in-
herente de producir daños civiles por contaminación. En la responsabilidad civil por 
inmisiones ex art. 1908.2º C.c., tanto si la actividad es peligrosa como si no, para deter-
minar el tipo de responsabilidad específica, habrá que estar a la regla de que la inmisión 
sea excesiva y haya causado un daño. Mientras que en el resto de daños civiles por con-
taminación ex art. 1902 C.c., si la actividad es peligrosa habrá que situarse en un caso de 
responsabilidad cuasi objetiva, por cuanto habrá que aplicar técnicas de objetivación de 
la responsabilidad (inversión de la carga de la prueba, mayor diligencia, etc.). En defini-
tiva, la distinción de ambos artículos no estriba en la naturaleza de la actividad sino en 
la forma de conducirse el hecho dañoso. 
En el English common law, el tort of nuisance ha sido considerado tradicionalmente 
un supuesto de responsabilidad objetiva, pues la clave estriba en la superación o no del 
umbral a partir del cual la invasión se considera irracional o razonable, respectivamente. 
No obstante, como indica LARSSON1635, a partir de la regla Wagon Mound (No 2) de 
19671636, se ha discutido si algún elemento de culpa es necesario en muchos casos de 
nuisance, en el sentido de determinar si un daño debe haber sido razonablemente previ-
sible, para lo cual hace un repaso a las distintas soluciones doctrinales: a) ello puede ser 
verdadero si el umbral no es superado, pero entonces la discusión parece concernir a 
otra causa de la acción; b) existe una confusión en muchos casos, pero concerniente a la 
previsibilidad de los mismos requisitos que deben aplicarse; c) el daño debe ser previsi-
ble, pero en caso de nuisance no se exige una conducta negligente; d) la nuisance como 
fuente de responsabilidad coincide completamente con la negligence, pues se centra no 
sólo en qué hace el actor sino en cómo lo hace. 
En italia, dice TRIMARCHI que la inmisión intolerable implica una responsabilidad 
sin culpa. En contra, se ha dicho que la inmisión no tolerable es ilícita ya que si esa 
constituye un fenómeno relacionado de modo permanente al ejercicio de una actividad 
productiva no puede ser ignorada por el propietario del fundo. Para contradecirla, el 
autor pone como ejemplo aquellas inmisiones que se produzcan de forma aislada, pero 
donde existe una situación de riesgo relativamente permanente, en cuyo caso, si se apli-
cara la hipótesis de “ninguna responsabilidad sin culpa”, cuando el incidente no sea de-
bido a la negligencia el resarcimiento debería ser negado, lo que sería incoherente con el 
principio sobre el cual es inspirado el art. 844 C.c. Si bien reconoce que cuando la con-
taminación sea conocida no puede recabarse un argumento en favor de la responsabili-
dad por riesgo, porque en aquél caso se trata de un daño previsto como cierto, como 
consecuencia necesaria del ejercicio de la actividad en cuestión, mientras que en éste se 
trata de un daño cuya verificación no es cierta, si bien se puede considerar como “cier-
ta” ante la existencia del riesgo (con sus diferencias). Por ello, afirma que «eso hace 
parte del pasivo social de una empresa del mismo modo del daño que ésta causa con 
certeza, y que no se vé porqué la empresa deba sufrir el peso de este último y no tam-
bién el de aquél». En definitiva, concluye que «si a la empresa se debe atribuir el peso 
del riesgo creado, entonces se debe afirmar la responsabilidad objetiva para todo el daño 
que constituya la realización de aquel riesgo»1637.  
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En mi opinión, si bien la doctrina del riesgo impregna el ejercicio de una actividad 
industrial inherentemente peligrosa, tanto en el ámbito de la prevención de daño, en la 
de inmisiones y en la de daños ocasionados de forma no concida, tiene el inconveniente 
de que, más allá de esta “impregnación”, no evita que tanto en los casos de prevención 
de riesgos como los supuestos de inmisiones, la responsabilidad obecede a criterios le-
gales y del riesgo en general. Así, se deberá seguir distinguiendo de forma precisa los 
distintos ámbitos de aplicación de las normas. 
C) Responsabilidad objetiva por riesgo. 
a) Responsabilidad objetiva por riesgo en el art. 1908.2 C.c. Determinación de las 
instalaciones o actividades anormalmente peligrosas. 
El fundamento de la responsabilidad por riesgo está en la justicia distributiva y no 
en la culpa: se han causado los daños en virtud del riesgo de la actividad de la que el 
causante obtiene su beneficio económico1638, y no sólo reside en su función social de 
asegurar a la víctima la existencia de un sujeto responsable, sino también la de hacer 
socialmente responsable el coste de reparación a través de la distribución del mismo 
asegurando la sostenibilidad del sistema. Surge de la necesidad social de defender a la 
persona frente al desarrollo industrial desencadenado en beneficio de un determinado 
sector y sólo indirectamente de la totalidad de ellas1639. La sociedad tolera la actividad 
peligrosa ya que la considera beneficiosa para la comunidad, entendiendo que, si se eli-
minara la actividad o se cambiara por una menos peligrosa, el coste de remoción sería 
superior al de los posibles accidentes que de ella se derivaran. Es el empresario quien 
está en mejor situación para afrontar económicamente el riesgo creado, asegurándolo o 
pagando la indemnización, si bien en realidad el empresario no soporta el riesgo direc-
tamente, sino que más bien lo redistribuye entre toda la comunidad1640. Se produce una 
conexión entre el ámbito de la responsabilidad y el riesgo típico de la actividad, por la 
cual el titular de ésta responde porque tiene el poder de control sobre la misma, porque 
está en condiciones de asegurarse frente a sus consecuencias dañosas y porque al lucrar-
se de la actividad pesan sobre él las consecuencias dañosas1641. 
La aplicación de la teoría del riesgo viene marcada por la prevalencia del nexo cau-
sal frente a la culpa como elemento para imputar el deber de reparación, cuando se han 
creado condiciones de riesgo o peligrosas1642. El quebranto ocasionado tiene que hallarse 
en relación con la fuente creadora del riesgo, de tal manera que si la víctima inerfiere en 
la cadena causal, provocando con su proceder el desenlace del que es sujeto pasivo, 
quedará el agente exonerado de responsabilidad por tratarse de un suceso que frente a él 
se presenta como imprevisible e inevitable. Se percibe en la responsabilidad por riesgo 
una oportunidad para que el coste primario del accidente sea imputado a quien está en 
las mejores condiciones de evitarlo, (cost-benefit analisys) 1643. Se ha criticado que esta 
objetivación adolece de cierta incoherencia ya que puede resultar una probatio diabóli-
ca el hecho de que el demandado pruebe su no culpabilidad 1644.  
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No existe unanimidad en si desaparece o no el reproche culpabilístico en los casos 
de riesgo. ÁLVAREZ LATA dispone que la responsabilidad subjetiva del art. 1.902 C.c. ha 
de ser matizada, sobre todo para los casos en que el daño sea causado por actividades 
industriales o empresas con elevada incidencia ambiental, con base a la aplicación de la 
doctrina del riesgo, dentro de la responsabilidad cuasi-objetiva, aunque sin llegar a pres-
cindir de la responsabilidad objetiva también fundamentada en la misma idea de riesgo 
del art. 1.908 C.c. Según la autora, la jurisprudencia señala, mediante la teoría del ries-
go, un principio de agravación de responsabilidad por las actividades que suponen, en 
general, un peligro o riesgo mayor para la sociedad1645. Para la aplicación de la doctrina 
jurisprudencial del riesgo la autora señala dos presupuestos: 1º que el agente sea una 
empresa, explotación o actividad que, permitida por la ley, genere un interés propio y 
lucrativo; y 2º que se trate de una actividad que implique la creación de un riesgo consi-
derable o anormal en relación con todos los estándares medios, lo que se cumpliría en 
todo caso en aquellas actividades empresariales que produjeran un riesgo considerable 
para el medio ambiente (p. ej. las del Anexo 2 de la LPCIC).  
SÁNCHEZ-FRIERA critica que con base a la teoría del riesgo en materia de daños ci-
viles por contaminación no existe responsabildiad objetiva, por cuanto la sola produc-
ción del daño no fundamenta la responsabilidad del causante, sino que probada la con-
currencia de circunstancias objetivas que de modo regular producen daños, son esas 
circunstancias, normalmente apreciadas como manifestación de culpa o negligencia, las 
que pueden quedar englobadas en el supuesto de hecho para que produzcan directamen-
te la responsabilidad, con lo que será el demandado quien tendrá que demostrar que no 
tuvo ninguna culpa (inversión de la carga de la prueba)1646. Según la STS 28.11.1998 (RJ 
1998, 9242), si de la prueba practicada, con inversión o sin ella, aparece plenamente 
acreditado que en la producción del daño no intervino culpa alguna por parte del de-
mandado, se excluirá su responsabilidad, el cual puede ser atribuible a un caso fortuito o 
incluso a culpa exclusiva de la propia víctima1647. 
El riesgo como factor de atribución es el criterio por el que se atribuye responsabi-
lidad a un sujeto que causa daños mediante una actividad riesgosa, es decir, potencial-
mente peligrosa1648. La cuestión es dilucidar qué se entiende por actividades peligrosas o 
potenciales generadoras de un riesgo de daño por contaminación. Algunos autores dicen 
que la doctirna del riesgo se aplica, en un sentido limitativo, no a todas las actividades 
de la vida sino sólo a aquellas merecen la calificación de actividad de riesgo o han sido 
definidos como tales por la legislación especial, tipificándolos de responsabilidad obje-
tiva o cuasiobjetiva, o se aproximan a la categoría de daño ecológico, pues la entidad 
del suceso, como casi siempre sucede, demuestra la peligrosidad de dicha actividad1649. 
La jurisprudencia mayoritaria haya afirmado que la doctrina del riesgo deba ser aplicada 
sólo a las que impliquen un riesgo considerablemente anormal. En mi opinión, la activi-
dad riesgosa es aquella que genera una alta probabilidad de producir daños o la mera 
probabilidad de producir daños graves. 
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A la pregunta de cuáles son consideradas actividades industriales de riesgo, la doc-
trina no se pone del todo de acuerdo (la cursiva es nuestra): 
 - Debe imputarse únicamente a quien ejercita o maneja ciertas actividades o sus-
tancias calificadas como peligrosas y recogidas en una lista, atendiendo a criterios sub-
jetivos, o si por el contrario, debe atender únicamente al factor riesgo evidenciado por 
la existencia del daño, al margen de la peligrosidad inherente a la actividad o a la sus-
tancia en particular. En el primer supuesto, la autora dispone que se da una mayor segu-
ridad al operador económico, pero se le puede achacar una excesiva rigidez. En el se-
gundo caso, en cambio, el sistema es mucho más flexible y se determina en cada época 
y situación por criterios jurisprudenciales. Según la autora, el art. 1908 C.c. recoge una 
serie de actividades peligrosas o nocivas que ofrecen algún tipo de riesgo susceptible de 
afectar al medio ambiente (GOMIS CATALÁ)1650.  
- Concurrencia de una serie de requisitos: 1) Empresa, explotación o actividad que, 
permitida por la ley, genere un interés propio y lucrativo para el agente, para lo cual el 
empresario debe hallarse en una situación de especial aptitud para valorar la situación 
de riesgo y para proceder a su corrección, dado que el riesgo se origina en una actividad 
sometida primordialmente a su poder de dirección y control. 2) La actividad ha de im-
plicar la creación de un riesgo considerable o anormal en relación con los estándares 
medios, por ejemplo cuando esté en riesgo la vida de una persona. Podrán referirse a 
cualquiera de las que tenga incidencia ambiental, p. ej. las establecidas en la legislación 
administrativa. 3) La víctima no ha de lucrarse a su vez del riesgo creado o no ha de 
beneficiarse de su generación. (ÁLVAREZ LATA)1651 
- Según P. CANE, la delimitación de las actividades altamente peligrosas –entrañan 
un riesgo especial de resultar nocivas- es difícil, por cuanto el que una actividad lo sea o 
no, depende en gran medida del modo en que se realice, no de su naturaleza intrínseca. 
Más aun, no existe una razón clara que justifique que una actividad deba conllevar res-
ponsabilidad objetiva y no culposa simplemente por el hecho de ser altamente peligrosa. 
Otra posible justificación de la responsabilidad objetiva, según el autor, se trata en que 
quienes desarrollan una actividad para obtener beneficios económicos, deben soportar 
el coste de los daños causados por dicha actividad, lo que presenta el problema, según 
el autor, de ser demasiado amplio. El autor se muestra partidario de una responsabilidad 
civil extracontractual por culpa, dejando la responsabilidad objetiva para materias en 
que están relacionadas con catástrofes de grandes dimensiones –tales como la Talido-
mina o el caso del aceite de colza-, y a menudo tienen que ver con riesgos que atemori-
zan a la población (como los accidentes nucleares)1652.  
- Según DE MIGUEL PERALES1653, las actividades industriales pueden producir daños 
al medio ambiente, por lo que son peligrosas en sí mismas. Como su desarrollo implica 
un riesgo de daño puede considerarse que se está en presencia de una responsabilidad 
civil de carácter objetivo. La condición peligrosa en los daños medioambientales se 
produce cuando el peligro reside en la cosa en sí misma considerada, y reunen las si-
guientes características: i) son actividades que conllevan un riesgo de daño; ii) cuando 
el daño se produce suele ser grave; iii) no es posible eliminar el riesgo aunque se adop-
te una conducta razonablemente diligente; iv) se trata de actividades especializadas; y 
vi) generalmente son útiles para la comunidad.  
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- Según DÍAZ BARRIGA1654, las actividades consideradas ambientalmente peligrosas 
(las que pueden provocar un daño ambiental), analógicamente se sitúan dentro de las 
actividades consideradas como peligrosas en la legislación civil, y que están contem-
pladas dentro de la teoría del riesgo creado.  
- PARRA LUCÁN propuga la aplicación del art. 1.908 C.c. a la producción de cuales-
quiera daños que se originen con ocasión de una actividad industrial peligrosa o insa-
lubre, si bien se debe tener en cuenta que, como dispone la STS 9.7.1994, la «indiscri-
minada y genérica invocación» del art. 1.908, que tiene cuatro apartados distintos, no 
puede servir para formular una responsabilidad por riesgo, que sólo es aplicable a los 
daños generados por actividades peligrosas»1655.  
- SANTOS ÁLVAREZ dispone que la responsabilidad objetiva se aplican directamente 
o por analogía a toda clase de industrias peligrosas o nocivas que ofrezcan algún riesgo 
para las personas o las propiedades ajenas1656.  
- Dice REYES LÓPEZ que se entenderá, salvo prueba en contrario, que el daño o de-
terioro ambiental han sido originados por una actividad con incidencia ambiental con-
creta cuando se considere que ésta es susceptible de haberlos causado, a la vista de las 
circunstancias particulares de cada caso1657. 
En el ámbito europeo, el art. 5:101 EPTL indica que «(2) Una actividad es anor-
malmente peligrosa si: (a) crea un riesgo previsible y significativo de daño incluso aun-
que se emplee todo el cuidado debido en su ejercicio y (b) no es una actividad que sea 
objeto de uso común. (3) El riesgo del daño puede ser significativo en atención a la gra-
vedad o a la probabilidad del mismo».  
Por otro lado, se ha producido una atenuación por parte de la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo consistente en la tendencia a limitar los criterios de atribución de 
responsabilidad objetiva a aquellos casos en los que esté legalmente previsto, o a aque-
llos casos en que se pueda hablar estrictamente de un peligro potencial, pues hay deter-
minadas actividades que aun proviniendo de toda clase de automatismos han dejado de 
ser peligrosas al haberse convertido en comunes en nuestra vida diaria (por ejemplo el 
uso de escaleras mecánicas)1658. 
Las ventajas de crear un listado de empresas a las que se les aplique una responsa-
bilidad por riesgo son varias. Por una parte, dota de mayor seguridad jurídica, ya que 
estas empresas saben de antemano que cualquier daño ambiental causado por su indus-
tria tendrá que ser resarcido, independientemente de las previsiones que puedan adoptar 
para evitarlos; por otra, asegura que estas empresas tomen todas las medidas posibles 
para evitar los accidentes, o bien asegurarán los gastos de reparación del daño a través 
de una póliza de seguro de este tipo de daños1659, aunque evidentemente el asegurador 
será el que exija la adopción de medidas que eviten la producción de daños, al menos 
desde el punto de vista de la previsibilidad. No obstante, este sistema no tiene en cuenta 
el peligro derivado de una actividad que, sin ser clasificada como peligrosa, conlleva un 
riesgo inherente a la misma. Por lo tanto, la responsabilidad por riesgo debería proceder 
tanto de instalaciones como actividades peligrosas. 
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 CAMPOS-DÍAZ BARRIGA, M., op. cit., p. 91. 
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 PARRA LUCÁN, Mª. A.: “Responsabilidad por daños…”, op. cit., p. 945. 
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En Alemania, el régimen de responsabilidad objetiva por actividades peligrosas de-
bidas a las operaciones de instalaciones han sido desarrolladas incluyendo minas, plan-
tas de gas, aeropuertos, instalaciones que contienen sustancias capaces de contaminar el 
agua y otras intalaciones de alto riesgo1660.  
En Italia, TRIMARCHI cree la mayor argumentación en favor del dañado deriva del 
hecho de que se tiene en cuenta el carácter estable de su exposición a la inmisión o al 
riesgo de inmisión, aunque sin olvidar la posición del dañante. La responsabilidad obje-
tiva se justifica sobretodo en consideraciones de la oportunidad de adosar a cada activi-
dad su coste social. No obstante, si se admitiese la responsabilidad objetiva solo en tema 
de relaciones de vecindad, se llegaría a un resultado injustificable: que el empresario, 
cuya empresa crea un riesgo que amenaza principalmente el fundo vecino, se encontra-
ría en posición peor respecto del que crea un riesgo de iguales dimensiones, pero que 
amenaza a un público compuesto de sujetos variables1661. 
EEUU, los términos de responsabilidad por inmisiones inintencionales lo son por 
actividades anormalmente peligrosas (abnormally dangerous o ultra-hazardous), y no 
el de uso no natural (non-natural use)1662, con independencia de que pueda producir todo 
tipo de daños a la propiedad y lesiones a las personas1663. El término actividad peligrosa 
no se refiere a una actividad industrial por sí, sino a determinadas acciones individual-
mente consideradas. De esta forma la responsabilidad objetiva existe al margen de que 
la actividad haya sido llevada a cabo con permiso, licencia o autorización administrati-
va, sin que sea relevante tampoco que una industria cumpla con las MTD’s. En realidad, 
se juzga si la conducta creada es efectivamente la causa del daño (relación causal) y no 
si la conducta crea tal condición, solución idéntica a la que ha llegado el Tribunal Su-
premo en nuestro país. El § 519 RST es aplicable a una actividad que es llevada a cabo 
con un razonable cuidado, y es de tal utilidad que el riesgo que conlleva no puede ser 
considerado en absoluto tan grande o tan irracional para que sea negligencia meramente 
su continuación. La actividad es peligrosa cuando el riesgo creado es inusual, por su 
magnitud o por las circunstancias que la rodea. El § 520 del RST establece los factores 
que hay que tener en cuenta para ver si una actividad es anormalmente peligrosa: «(a) 
existencia de un alto grado de riesgo de algún daño a las personas, bienes inmuebles o 
bienes muebles; (b) probabilidad de que el daño que resulta de ello será enorme; (c) 
incapacidad para eliminar el riesgo mediante el ejercicio de un cuidado razonable; (d) 
medida en que la actividad no es una cuestión de uso común; (e) inadecuación de la 
actividad para el lugar donde ésta se lleva a cabo; (f) medida cuya valoración de la co-
munidad supera sus atributos peligrosos». En cuanto a los apartados (a) y (b) se ha co-
mentado en el apartado “g. Risk of harm” que una actividad es anormalmente peligrosa 
cuando conlleva ordinariamente un riesgo de daño serio a la persona, inmueble, bienes 
muebles u otros. El daño amenazado debe ser mayor en grado y suficientemente serio 
en sus posibles consecuencias para justificar la responsabilidad objetiva del causante. El 
apartado (c) exige que el riesgo no pueda ser eliminado con una razonable cuidado, y se 
refiere a un inevitable riesgo que remanece en la actividad, incluso aunque el actor haya 
adoptado todas las precauciones razonables y haya ejercitado todo el cuidado razonable. 
La combinación de los factores (a), (b) y (c), o a veces alguno de ellos aisladamente, se 
suele expresar como “ultrahazardous” o “extra-hazardous”.  
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En Inglaterra, la regla Rylands v. Fletcher (1866)1664 fija un principio de responsabi-
lidad objetiva: «quien introduce o guarda en su finca alguna cosa susceptible de produ-
cir un daño si se escapa, está obligado a prevenir su fuga y responde de todas las con-
secuencias que se deriven de la misma, aunque no haya habido culpa o negligencia por 
su parte». Se requiere, además, que las sustancias acumuladas no sean producto natural, 
lo que se relaciona, a su vez, con la creación de un riesgo anormal. La responsabilidad 
alcanza al propietario y ocupante del lugar del que deriva el escape, así como por los 
actos de los empleados y contratantes independientes a cargo de aquéllos. Los princi-
pios aplicables son los del riesgo de localización y el del principio del beneficio1665. El 
fundamento del resarcimiento es la contraprestación por la realización que producen un 
riesgo anormal. El daño debe producirse dentro del riesgo derivado de la actividad. Se 
asocia el concepto de previsibilidad del daño al daño mismo (efecto) y no al incidente 
que lo causa (proceso), siendo el uso no natural de la propiedad el que hace nacer un 
supuesto de responsabilidad objetiva. A diferencia del concepto de uso razonable en la 
private nuisance, en la strict liability este uso normal de los estándares industriales 
puede dar lugar a la responsabilidad si el daño es previsible1666. No obstante, incluso en 
supuestos de responsabilidad objetiva, existen elementos de culpa. Por ejemplo, en la 
«regla de Rylands y Fletcher» existen varias alegaciones a la responsabilidad en el cita-
do caso que incluyen elementos de culpa. En el caso Cambridge Water (1994) la Cáma-
ra de los Lores sostuvo que, si bien un contaminador podía ser responsable según la 
norma Rylands v Fletcher aunque hubiera puesto todo el cuidado razonable para evitar 
el escape, la responsabilidad se extendía solamente al daño que el contaminador debería 
haber previsto atendiendo al estado de la técnica y de los conocimientos científicos en el 
momento en que se produjo la contaminación1667.  
b) Daños ocasionados por personas o cosas bajo guarda (art. 1903.4 C.c.).  
La responsabilidad de los dueños o principales por los actos ilícitos cometidos por 
sus subordinados o dependientes es un caso intermedio de responsabilidad por riesgo y 
culposa, derivada de la obligación de soportar los peligros derivados de la actuación de 
los auxiliaries, pero suele fundarse esa responsabilidad sin culpa en una presunción de 
culpa por falta de vigilancia o de defectuosa elección1668.  
En Francia, el art. 1384 C.c. recoge un supuesto de responsabilidad civil al margen 
de toda culpa derivada de las personas o cosas de las que el titular responde por estar 
bajo su dirección o guardia1669. La noción de “custodia” ha sido interpretada de forma 
amplia: se aplica a la propiedad estática y movible y a las inmisiones producidas por 
humo1670, vapores1671, vertidos e incluso ruido1672. No obstante, en materia de ruido, in-
cluso en casos de humo y vertidos dice HINTEREGGER que los tribunales suelen acudir a 
la teoría de los troubles du voisinage1673.  
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En Italia, el art. 2051 C.c. se refiere a la responsabilidad civil por el daño causado 
por una cosa que se tiene en su custodia, y, de la interpretación que se le ha dado desde 
la jurisprudencia, se deriva una responsabilidad objetiva apoyado en el mecanismo de la 
inversión de la carga de la prueba1674.  
En Austria, si la empresa contaminadora es una persona legal, responde por los da-
ños causados por sus representantes y ejecutivos. Si no es una persona legal, solamente 
responde cuando la acción dañosa del agente del cual responde es notoriamente incom-
pente o peligrosa1675 (§ 1315 ABGB). 
c) Responsabilidad civil objetiva en la legislación especial. 
La mayoría de los supuestos recogidos por la legislación especial se establece una 
responsabilidad objetiva (Ley de Responsabilidad Medioambiental y su Reglamento; 
Ley de Navegación Aérea de 21 de julio de 1960 (art. 120); y la Ley 12/2011, de 27 de 
mayo, de responsabilidad civil por daños nucleares o producidos por materiales radiac-
tivos, etc.) , debiendo probar el perjudicado la acción y omisión por parte del causante 
(en este caso la contaminación), el daño y la relación de causalidad. Una vez probados 
estos hechos, será el demandado al que le corresponderá probar, no sólo su ausencia de 
culpa, sino también que los hechos que alega el demandante se ha producido por un 
hecho imprevisible (caso fortuito) o que siendo previsible era inevitable (fuerza mayor), 
según el art. 1105 C.c. Incluso, en según que tipos de responsabilidad objetiva es posi-
ble que se responda del caso fortuito, si bien es necesario para ello que esté previsto en 
la norma que determine dicha responsabilidad1676. La obligación de indemnizar en estos 
casos deriva de actividades que si bien encierran un peligro anormal son legalmente 
permitidas por razones de utilidad y beneficio social1677.  
En materia de daños nucleares, los Convenios de París y Bruselas establecen como 
principio fundamental la responsabilidad objetiva del explotador por los daños nucleares 
producidos como consecuencia de un accidente en una instalación nuclear con indepen-
dencia de la causa origen, dentro de las instalaciones y en las condiciones que se esta-
blecen en los mismos. En concreto, el Convenio de París determina la responsabilidad 
mínima obligatoria a la que debe hacer frente el explotador, mientras que el de Bruselas 
establece las compensaciones complementarias, hasta un límite determinado, para in-
demnizar a las víctimas o reparar daños en caso de que los daños superasen la responsa-
bilidad fijado para el primero. 
En materia de responsabilidad medioambiental se establece un sistema de respon-
sabilidad objetiva por daños producidos a los recursos naturales por las actividades in-
dustriales del Anexo III LRM1678.  
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superficiales sujetas a autorización previa. 4. Todos los vertidos en las aguas subterráneas sujetas a auto-
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ción o registro. 7. La captación y el represamiento de aguas sujetos a autorización previa. 8. La fabrica-
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En Alemania, existe una ley especial de responsabilidad civil por daños civiles por 
contaminación. El § 1 UmweltHG1679 recoge una responsabilidad objetiva que se aplica 
expresamente para aquellos atentados al medio ambiente que a su vez provoquen un 
daño al individuo limitado al ejercicio de actividades peligrosas. Enumera una serie de 
actividades peligrosas a las que se aplica la responsabilidad objetiva en el caso de que 
hayan producido un daño personal como consecuencia de un impacto ambiental, que a 
su vez coincide prácticamente con todas aquellas actividades que están sometidas a au-
torización en virtud de la Ley Federal de emisiones de 15 de marzo de 1974. No obstan-
te, se ha criticado por algún autor que, dada la amplitud con que se ha definido el térmi-
no instalación en la UmweltHG, el régimen de responsabilidad objetiva de la Ley afec-
tará prácticamente a todas las intalaciones susceptibles de provocar daños al medio am-
biente1680. Por lo tanto, la Ley no tiene como defensa del demandado motivos relativos al 
“estado del arte”. La razón de esta exclusión se debe a que, en general, la dependencia y 
observancia a los generales estándares técnicos parecen relacionarse con el riesgo de la 
propia actividad peligrosa. Por lo tanto, la única exclusión de responsabilidad es la fuer-
za mayor, aunque también en los supuestos en los que no cabe responsabilidad al ampa-
ro de lo dispuesto en el § 906 BGB, siempre y cuando los daños sean patrimoniales en 
relación con el inmueble y no personales1681.  
En los momentos previos a la hipotética aprobación del anteproyecto español de 
responsabilidad civil por daño o deterioro ambiental, la doctrina civilista1682 veía con 
buenos ojos, en líneas generales, la posible determinación de la responsabilidad objetiva 
en que pudieran incurrir las empresas que desarrollan actividades potencialmente noci-
vas o contaminantes, a fin de evitar la inseguridad jurídica que provoca incertidumbre 
acerca de los daños que continúan, o no, rigiéndose por el principio de la culpa. En el 
APL se recogía un supuesto de responsabilidad sobjetiva cuando el daño se causaba por 
“actividades con incidencia ambiental” (art. 3.1), recogidas en el Anexo al Anteproyec-
to. Ello tendría como consecuencia que la observancia de la normativa aplicable, o la 
posesión y respeto de las autorizaciones correspondientes, no eximían de responsabili-
dad al operador (art. 4.3), debiendo probar el perjudicado solamente la acción u omisión 
del supuesto responsable, el daño o deterioro del medio ambiente causados, así como el 
alcance cuantitativo de los mismos y la mera relación de causalidad física entre la ac-
ción u omisión del responsable y el daño o deterioro del medio ambiente cuya repara-
ción se reclama (art. 3.1). Para el resto de actividades no había mención alguna, por lo 
que debían remitirse a las soluciones establecidas en el Código Civil. Creo que es una 
lástima que este anteproyecto no viera la luz, por cuanto habrían acabado las dudas 
acerca de si la esponsabilidad es objetiva o u objetivada. 
  
                                                                                                                                               
ción, utilización, almacenamiento, transformación, embotellado, liberación en el medio ambiente y trans-
porte in situ de: a) sustancias peligrosas; b) preparados peligrosos; c) productos fitosanitarios; d) biocidas. 
9. El transporte por carretera, por ferrocarril, por vías fluviales, marítimo o aréreo de mercancias peligro-
sas o contaminadas. 10. Explotación de instalaciones sujetas a autorización relativa a instalaciones indus-
triales que liberan a la atmósfera sustancias contaminantes. 11. Toda utilización confinada, incluido el 
transporte, de microorganismos modificados genéticamente. 12. Toda liberación intencional en el medio 
ambietne, transporte y comercialización de organismos modificados genéticamente. 13. El traslado trans-
fronterizo de residuos dentro, hacia o desde la Unión Europea. 14. La gestión de los residuos de las indus-
trias extractivas.  
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IV) Relación causal, atribución objetiva del daño y causas de exención. 
1) La determinación de la relación causal fáctica y jurídica. 
A) Cuestiones generales. 
a) La relación causal como cuestión fáctica y cuestión jurídica. 
La acción u omisión debe vincularse causalmente con el daño cuya reparación se 
reclama, es decir, entre la conducta del sujeto y el daño ha de mediar una relación de 
causalidad, tal y como se deduce del término “causar” del art. 1902 C.c.1683. 
No obstante, una cosa es determinar si un daño es consecuencia de una determinada 
actividad –positiva o negativa- (cuestión que es puramente de hecho), y otra distinta 
decidir si ese daño se puede o no imputarse jurídicamente a un acto determinado. Para 
poder realizar esa imputación antes habría que haber determinado que la actuación del 
sujeto agente es, desde el mero punto de vista físico o material, causa del daño cuyo 
resarcimiento se está dilucidando. Por ello debe quedar claro que nos estamos moviendo 
en dos campos de naturaleza totalmente diversa: por un lado, el concepto de causalidad 
propio de la Lógica y de las Ciencias de la Naturaleza; por otro lado, la imputación al 
sujeto agente del daño causado»1684. 
La causalidad material (o imputación fáctica) se centra en el establecimiento de una 
pluralidad de posibles causas del daño como cuestión de hecho, esto es, las condiciones 
que explican desde un punto de vista lógico-científico la producción final del daño (cau-
sas del mismo). En estos casos, la relación causal es la razón por la cuál el daño produ-
cido puede relacionarse con un determinado sujeto, haciéndole responsable del daño 
producido (es el tenor literal relativo a “el que cause daño a otro” del art 1902 C.c.). Por 
lo tanto, este es un elemento funcional del sistema de responsabilidad por daños que 
conecta el daño al hecho dañante, a modo de juicio fáctico de imputación1685. La relación 
causal es ajena a criterios jurídicos, por lo que constituye una cuestión de hecho que 
deberá ser probada por la parte demandante y será sometida a libre consideración por 
los juzgados y tribunales de instancia, que sólo cabe revisar en casación por la vía del 
error en la valoración de la prueba1686.  
La causalidad jurídica (o imputación causal) determina la causa razonable del daño 
a la vista de las numerosas causas materiales existentes1687. Se basa en que la identifica-
ción de la causa jurídicamente relevante es una cuestión jurídica, determinando si el 
resultado dañoso, causalmente ligado a la conducta, puede o no ser puesto a cargo de 
aquella conducta, señalando los diferentes criterios jurídicos que permiten justificar una 
selección de los daños causados1688.  
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1686
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La aplicación de los criterios de imputación objetiva se trata de una cuestión de De-
recho (jurídica), y por lo tanto revisable en casación como questio iuris1689, si bien cen-
trado en apreciar una actuación errónea o contraria a las reglas de la lógica y el buen 
criterio1690. Entre la doctrina anterior se destaca a Luis DÍEZ-PICAZO, para quien la teoría 
de la adecuación no se basa en una genuina teoría causal, sino más bien una teoría de 
imputación; dicho de otra manera «no se busca establecer si un elemento de hecho es la 
causa de un resultado, sino que se intenta dar respuesta a la pregunta sobre si determi-
nados hechos causantes deben ser considerados jurídicamente como relevantes y si 
permiten la imputación objetiva del hecho a una determinada persona»1691; dicho de otro 
modo, la teoría de la imputación objetiva tiene como finalidad fijar criterios normativos 
que atribuyan un resultado a un comportamiento, por lo que el problema consiste «en 
encontrar los fundamentos de la imputación y tipificar los supuestos que permitan veri-
ficarla o excluirla a través de criterios que sean de carácter puramente normativo». 
Según la STS 4.11.2004 (RJ 2004, 6717) los juicios de valor –referidos a la imputación 
objetiva- «toman como guía las reglas de la lógica, razón o buen sentido, pautas propor-
cionadas por las experiencias vitales o sociales, o criterios acordes con la normalidad de 
las cosas (“quos plerumque accidit”) o del comportamiento humano (“quod plerisque 
contingit”)», por lo que «la verificación casacional de estos juicios se limita a su co-
herencia y razonabilidad». Por su parte, la STS 27.10.1990 (RJ 1990, 8053) dispone que 
los elementos jurídicos de la culpa y la relación causal, merecen la consideración casa-
cional de cuestiones de derecho en cuanto implican la calificación de una conducta 
humana como culpable, y la determinación de la suficiencia o insuficiencia del elemen-
to causal productor del daño a indemnizar, pudiendo ser ambos factores revisados en 
casación por la vía del 1692.5º LEC; posición que se refuerza mucho más, cuando se da 
la circunstancia de que la conexión causal va unida a la imputabilidad del agente, nece-
saria para no dejar reducido el nexo causal a una mera responsabilidad por el resultado. 
La jurisprudencia ha ido decantándose gradualmente hacia la tesis de la consideración 
del elemento de la causa como una cuestión jurídica1692. 
En mi opinión, el juicio de imputación objetiva de la responsabilidad civil extracon-
tractual no es un juicio basado únicamente en la experiencia ni en la ciencia jurídica, 
sino que es sobretodo un juicio de relevancia jurídica, de manera que ni todos los ante-
cedentes de un cierto resultado dañoso serán susceptibles de merecer la atribución de 
ese resultado, ni todas las consecuencias de un cierto comportamiento serán considera-
das jurídicamente imputables a ese comportamiento. De hecho, las consecuencias mate-
riales derivadas de un acto son casi infinitas, pues a medida que los daños se alejan del 
acto que los produjo, se van adhiriendo y mezclando con numerosas circunstancias que 
las llevan casi hasta el infinito. Por ello sería injusto que el agente responda por todas 
ellas, pues en algún momento dejará de haber responsabilidad. El nexo de causalidad no 
se ciñe solamente a la relación causa-efecto desde un punto de vista material, sino jurí-
dico para imputar a éste un resultado. El criterio objetivo de la previsibilidad en abstrac-
to es el más razonable para determinar la adecuación del resultado a su causa. En defini-
tiva, el nexo o relación causal no se satisface con una pura relación de causalidad mate-
rial, puesto que no es una física de las acciones humanas. 
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La STS de 24.10.2003 (RJ 2003, 7519) introduce el método apropiado para deter-
minar cada una de las secuencias de la causa: en primer lugar, la teoría de la equivalen-
cia de las condiciones y conditio sine qua non para la causalidad material y, en segundo 
lugar, la causalidad adecuada para la causalidad jurídica. No basta, por tanto, con la 
constancia de la relación causal –a determinar según el criterio de la equivalencia de las 
condiciones-, sino que, además, se precisa la imputación objetiva del resultado, para lo 
que se requiere la adecuación de la causa para producir aquél, como consecuencia lógica 
y natural de aquélla. En resumen, las fases por las que transcurre el análisis del nexo 
casual (causalidad fáctica y jurídica) son las siguientes:  
1) Causalidad fáctica. Reconocimiento de la pluralidad de posibles causas del daño 
(cuestión de hecho). Se determinará mediante leyes físicas o de la naturaleza (sin valo-
ración jurídica). Teorías de la equivalencia de condiciones o de la conditio sine qua non. 
Cabe la probabilidad en la demostración del nexo causal mediante prueba de presuncio-
nes y la inversión de la carga de la prueba en actividades de riesgo. Para poder realizar 
la imputación jurídica, primero es necesario confirmar que la actuación del sujeto agen-
te es, desde el punto de vista físico o material, causa del daño1693.  
2) Causalidad jurídica. Identificación de la causa que sea jurídicamente relevante 
(cuestión jurídica). Se determinará mediante la atribución objetiva del hecho dañoso 
discriminando entre las causas. Se precisa la imputación objetiva del resultado, para lo 
que se requiere la adecuación de la causa para producir aquél, como consecuencia lógica 
y natural de aquélla. Se suele aplicar la teoría de la causalidad adecuada: consecuencia 
probable del hecho considerado como causa (valoración conforme a las reglas del crite-
rio humano y conocimientos normalmente aceptados).  
No obstante, un sector doctrinal opina que el nexo causal es un concepto puramente 
jurídico1694. Dice SANZ SALLA que el nexo causal es el elemento sobre el que gira la im-
putación de la responsabilidad, ya que lo que se juzga en el ámbito privado no es el he-
cho de la contaminación en sí, sino la relación de causa-efecto entre el hecho contami-
nador y el daño patrimonial sufrido1695. La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha ido 
decantándose gradualmente hacia la tesis de la consideración del elemento de la causa 
como una cuestión jurídica1696, si bien la jurisprudencia que la considera como una cues-
tión de hecho también ha sido defendida notablemente por los tribunales1697. Me decanto 
por la línea jurisprudencial que distingue entre los aspectos fácticos y jurídicos del nexo 
causal1698, en ocasiones denominándolas causalidad material y jurídica, ambas dentro de 
la fijación del nexo causal, ya que deben concurrir ambos supuestos en el análisis de la 
causa del daño para que éste pueda tener lugar.  
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b) Imputación objetiva: factores, daños continuados y omisiones. 
Existen distintos tipos de imputabilidad objetiva según el régimen de responsabili-
dad: por culpa o por riesgo, lo que nos sirve para trasladarlo a los distintos tipos de da-
ños civiles por contaminación, si bien con las peculiaridades de la culpa objetivada y de 
responsabilidad civil extracontractual por inmisiones:  
1) En la responsabilidad por culpa la imputabilidad es la conexión de cierta con-
ducta injusta con una consecuencia ilícita. Esta conexión implica una “culpa” como 
parte integrante del supuesto de hecho del acto ilícito, que consiste en una relación es-
pecífica determinada entre la conducta interior espiritual del agente y el resultado pro-
ducido u omitido por su conducta externa, en su previsión o en su intención a aquél di-
rigida. Donde no exista tal relación específica habrá responsabilidad por el resultado, en 
cuyo caso el suceso no ha sido previsto1699.  
2) En la responsabilidad cuasi-objetiva el juicio de previsibilidad del daño se hace 
más estricto, acercándolo en ocasiones a la imputación objetiva señalada en los casos de 
responsabilidad por riesgo. 
3) En la responsabilidad objetiva por riesgo la imputación objetiva se circunscribe 
a la esfera de responsabilidad del obligado a indemnizar en correspondencia con la idea 
fundamental de dominación o control del riesgo y la particularidad del peligro específi-
co que sobre él recae.  
4) En la responsabilidad por inmisiones, se aplica un principio propio de imputa-
ción positiva en la que, aun predominando el criterio de objetividad basado en la crea-
ción de un riesgo, en la mayoría de casos no hay ausencia total de voluntariedad más o 
menos inmediata al hecho productor de los daños. Se dice que la relación de causalidad 
entre la conducta omisiva y las perturbaciones y molestias sufridas por el perjudicado 
son consecuencia natural y adecuada de esa falta de adopción, por el causante de las 
mismas, de las medidas que hubieran evitado el daño1700. 
El art. 3:201 EPTL añade a la previsibilidad del daño otros factores de imputación 
objetiva: la naturaleza y el valor del interés protegido; el fundamento de la responsabili-
dad; el alcance de los riesgos ordinarios de la vida; y el fin de la protección de la norma.  
Por otro lado, el carácter de daños instantáneos o de tracto unitario, por una parte, y 
los daños continuados o de tracto sucesivo, por otra, tiene repercusión sobre la imputa-
ción objetiva del daño, pues la cualidad de previsibles que, para que proceda su repara-
bilidad, deben ostentar unos y otros daños produce, sin embargo, importantes diferen-
cias en orden a la designación de los obligados al pago. En estos últimos «junto a la 
responsabilidad que pudiera incumbir al autor de acto inicial, así como la que corres-
pondería a los autores de actos posteriores que coadyuven a producir nuevos daños, de-
ben también imputarse éstos a cuantos por su relación de dominio o gestión con la cosa 
o actividad productora del año, se hallaban obligados a adoptar las medidas necesarias 
para impedir que se produjeran nuevos daños, cuya previsibilidad venía ya reforzada 
por la ocurrencia de otros anteriores». En cambio, en los daños instantáneos la respon-
sabilidad recaerá, en principio, tan sólo sobre el autor o quien tenga la obligación de 
responder por él, STS 5 abril 1988 (RJ 1988, 2652)1701. 
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Se ha afirmado por ARCOS VIEIRA que en el ámbito de la omisión sólo cabe la res-
ponsabilidad subjetiva por negligencia: en las omisiones puras, por la necesaria imputa-
bilidad del incumplimiento del deber de actuar, y en las omisiones de diligencia, porque 
ellas mismas suponen precisamente la negligencia del demandado1702. En mi opinión, si 
bien es cierto que las omisiones de diligencia se pueden imputar con base a la culpa, 
también se pueden imputar por otro tipo de relaciones jurídicas especiales, como sucede 
en materia de inmisiones. A tal efecto, la imputación objetiva en estas últimas podría 
venir determinado por la omisión del demandado de no adoptar los medios necesarios 
para reducir las inmisiones a la normal tolerabilidad. No obstante, aunque pueda parecer 
un supuesto de omisión de diligencia, no convierte el acto del demandado en negligente, 
sino en excesivo, a la luz del art. 1908.2 C.c. Argumenta ARCOS VIEIRA que «[u]na vez 
apreciada la omisión negligente –imputable-, la relación entre ésta y el daño no puede 
establecerse sobre la base de una relación de causalidad material, basada en la conditio 
sine qua non, por varias razones:  
1) Prorque la falta de actuación, por principio, no puede materialmente ocasionar 
ningún efecto.  
2) Porque en el proceso de alterar mentalmente los hechos no es lo mismo eliminar 
un antecedente ocurrido efectivamente –a priori- que incorporar a posteriori una con-
ducta o situación hipotética: a) En primer lugar, porque «[e]n el ámbito de la causalidad 
material, eliminada mentalmente una inactividad queda inalterado el proceso causal, lo 
que justamente revela el carácter no causal de la omisión»; b) En segundo lugar, porque 
es fácil caer en la tentación de delimitar la conducta omitida sobre la base de qué hubie-
ra sido necesario para evitar el daño, justificándose el reproche culpabilístico y, si-
multáneamente con él, la relación de causalidad.  
3) La incorporación de conductas omitidas presenta el inconveniente de la certeza 
acerca de sus consecuencias, siendo dudoso el enlace entre la conducta omitida y la evi-
tación del daño que realiza el órgano judicial, aplicándose en algunos casos criterios 
objetivos o científicos, pero en otros no, sobre todo en los supuestos de incumplimiento 
de falta de información.  
Si bien las omisiones no se pueden fundamentar en su contribución causal, sí pueden 
hacerlo en su imputación objetiva, pues se tratan de valoraciones de tipo jurídico, y su 
aplicación puede llevarse a cabo incorporando los matices necesarios, como el del ámbi-
to de protección de la norma infingida, por la necesaria existencia de un deber incum-
plido de forma imputable. En cualquier caso, imputar al demandado indiscriminadamen-
te omisiones imputables puras o de diligencia al objeto de superar una causalidad dudo-
sa trae como consecuencia la inseguridad jurídica. No obstante, frente a la tendencia 
dominante basada en el principio pro damnato, se viene observando una tímida corrien-
te jurisprudencial que revisa estos planteamientos1703. 
En mi opinión, las omisiones de diligencia, aplicables en la mayoría de los supuestos 
de daños civiles por contaminación de naturaleza continua, sobretodo en las inmisiones, 
deben residenciarse en el ámbito de las conductas jurídicas y no en los hechos de la na-
turaleza, por lo que no podrán servir de base para la determinación de la relación de 
causalidad fáctica, pero sí de imputación objetiva. La clave, en definitiva, será determi-
nar si ha existido una omisión de diligencia entre la conducta injusta y la consecuencias 
ilícita o excesiva, es decir, si el demandado ha actuado negligentemente ex art. 1902 
C.c., o de forma excesiva ex art. 1908.2 C.c. 
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c) Problemas de determinación de la relación causal fáctica y jurídica. 
El nexo causal es difícil probarlo por quien sufre el daño. Los principales factores 
de indeterminación del nexo causal son1704: 1) A veces existe una notable distancia entre 
la instalación industrial emisora y los efectos producidos por las mismas. 2) Multiplici-
dad de fuentes y/ causas contaminantes, lo que se da especialmente en los casos de con-
taminación crónica, de donde surgen diversas posibilidades: concurrencia de pluralidad 
de causas y focos contaminantes que por separado pueden haberlo provocado; una causa 
por sí sola no bubiera ocasionado el daño, pero sin ella tampoco la que lo ocasionó lo 
hubiera hecho; una de las circunstancias o condiciones produce por sí misma un daño y 
este daño es a su vez causa de un daño posterior y así sucesivamente (contaminación 
por sinergia). 3) Manifestación tardía del daño. Esto es un efecto típico de los daños 
civiles por contaminación, debido a que se trata de daños que se transmiten por el medio 
ambiente y suelen manifestarse progresivamente en el tiempo. 4) Falta de información 
suficiente acerca de las actividades del demandado, siendo recomendable el estableci-
miento de un derecho de información a favor de aquéllos. 5) Los estados del conoci-
miento,duda científica, o complejidad de las verificaciones técnicas necesarias para po-
der demostrar el daño, sobre todo en materia de contaminación electromagnética. 6) 
Numerosos supuestos son daños indirectos. 7) En el hecho del hombre entran también 
las omisiones. 8) El daño puede conectarse con varias causas próximas y remotas en el 
tiempo y en el espacio, interferidas, además, por otros elementos ajenos, es decir, ser el 
resultado de una confluencia de factores.  
En materia de inmisiones, MACÍAS CASTILLO opina que la relación de causalidad no 
presenta tal grado de dificultad, dado que tanto el sujeto causante y receptor del daño, 
como la acción dañosa misma están claramente predeterminados y, por lo tanto, será 
frecuente para encontrar prueba diversa sobre su existencia: «[e]n primer lugar porque 
el carácter reiterador de la inmisión aboca a que previamente a la sustanciación de un 
procedimiento civil se haya empleado por el actor toda suerte de requerimientos, notifi-
caciones y, casi siempre, la incoación de algún procedimiento administrativo previo. En 
segundo lugar, la forma de producción del daño –como se ha visto casi nunca en una 
unidad de acto o con una sola acción- determina claramente la causalidad, de la que 
normalmente está advertido el propio agente dañador»1705. En mi opinión, la relación del 
carácter reiterado de la inmisión con el hecho de que el autor haya podido iniciar algún 
expediente en vía administrativa es un factor meramente estadístico, pero no nos sirve a 
efectos jurídicos; no obstante, sí nos servirá el hecho de que se haya podido iniciar tal 
expediente. El carácter continuo de las inmisiones facilita encontrar la fuente de la inmi-
sión, si bien no lo asegura en el caso de inmisiones provenientes de una zona industrial, 
con múltiples posibles focos de contaminación, especialmente en las intermitentes o 
periódicas, y, especialmente, cuando han cesado.  
                                                 
1704
 ÁLVAREZ LATA, N.: “Responsabilidad civil por daños…”, op. cit., p. 113, factores 1, 2, 8; El da-
ño ambiental… (I)”, cit., pp. 814-815, factores 2-5. CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los 
daños…, op. cit., p. 83, factores 1-3, 5; “La responsabilidad civil por inmisiones…”, op. cit., p. 20, factor 
3. CÁRCABA FERNÁNDEZ, Mª.: op. cit., p. 174, factores 2, 4. CILLERO DE CABO, P.: op. cit., pp. 18-21, 
factor 1. CONDE ANTEQUERA, J.: op. cit., p. 144, factores 2-5. DE MIGUEL PERALES, C.: “La responsabili-
dad…”, op. cit., p. 73, factor 2; La responsabilidad…, op. cit., p. 147 y p. 159, factores 3, 6. DÍEZ-
PICAZO, L.: “La responsabilidad civil hoy”, op. cit., pp. 735-736, factores 2, 5, 7. GOMIS CATALÁ, L.: 
Responsabilidad por Daños…, op. cit., p. 161, factores 1-6. MARTÍN VIDA, Mª.A.: op. cit., p. 16, factor 2. 
MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 21, factores 2-5. SANZ SALLA, C. O.: op. cit., p. 316, 
factores 2, 8. VINAIXA MIQUEL, M.: La responsabilidad civil…, op. cit., p. 335, factores 1-3. YANGUAS 
MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 159-160, factores 1, 3-5, 8. 
1705
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 329-330. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   330 
Cuando hay una pluralidad de sujetos en la participación del daño, hay que distin-
guir los supuestos de coautoría, en los que hay que determinar en qué medida es respon-
sable cada uno, y los supuestos de culpa anónima, en los que el daño se produce por una 
persona no individualizada pero que es componente de un grupo perfectamente deter-
minado1706. El primer caso se tratará en el apartado relativo a la legitimación pasiva, 
centrándonos ahora en supuesto de de culpa anónima1707. En ésta, la participación de 
todos los miembros del grupo encubre al agente o agentes verdaderamente responsa-
ble/s. Para solucionarlo se han aplicado diversas teorías:  
1) Negar la responsabilidad del agente. Solución adoptada por la STS 19.6.1980 
(RJ 1980, 2410), en la que un titular de una mejillonera buscó la imputación a un arma-
dor de un petrolero los daños producidos en sus instalaciones por derrames de petróleo. 
El TS desestima el motivo alegado por el recurrente porque no existe relación de causa-
lidad entre el actuar negligente y el perjuicio causado, «dado el hecho probado del gran 
número de buques sancionados en 1971 y principios de 1972 por vertidos de petróleo». 
Solución muy criticada, porque no es suficiente razón la acreditación de que otros agen-
tes habían contribuido en el resultado dañoso. Lo que habría que dilucidar sería la me-
dida en la que debe responder el demandado1708.  
2) Aplicar la responsabilidad solidaria de todos los miembros del grupo fundamen-
tado en la teoría del “peligro originado por una colectividad”, basada en que cuando un 
grupo de personas desarrolla, bien concertadamente, bien de manera espontánea, una 
actividad como consecuencia de la cual se causa daño a tercero, todos los componentes 
del colectivo quedan solidariamente obligados a reparar el mal causado si no puede 
acreditarse quién fue su autor directo1709.  
Algunos autores critican la solución de la solidaridad sin excepciones con base a 
que condenaría injustamente todos los miembros del grupo cuando el daño sólo se ha 
producido por la conducta de uno. Por ejemplo, DE ÁNGEL YAGÜEZ propone la aplica-
ción de la inversión de la carga de la prueba, juicio de reproche al grupo, etc., excluyen-
do la responsabilidad de aquel que acredite no haber sido el causante del daño. Además, 
si la víctima es a su vez un miembro del grupo y ha participado de la actividad de ries-
go, la solución podría pasar por aplicar la regla del consentimiento de la víctima, lo que 
excluiría la responsabilidad de los demás participantes1710. Por su parte, YANGUAS MON-
TERO cree que se debería absolver a aquel o aquellos miembros del grupo cuya partici-
pación en el resultado dañoso pudiera considerarse insignificante o irrelevante, según 
conocimientos comúnmente aceptados o en las leyes de la experiencia científica, de-
biendo ser los demandados los que deberán probar su no pertenencia al grupo o bien su 
no participación o contribución al daño producido para poder liberarse1711. No obstante, 
afirma la autora, la mayoría de supuestos en materia de inmisiones se reconducen al 
caso de coautoría, por ejemplo, por las emisiones producidas por una pluralidad de acti-
vidades situadas en un mismo polígono industrial.  
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B) Teorías de causalidad fáctica y jurídica. 
a) Causalidad fáctica: equivalencia de las condiciones y conditio sine qua non.  
Las tesis tradicionales doctrinales y jurisprudenciales acerca del elemento de la re-
lación causal se centran en el aspecto puramente fáctico que la realidad nos da y se pue-
den agrupar en los conceptos de la teoría de la equivalencia de condiciones y en la de la 
conditio sine qua non, aunque algún autor incluye también la de la teoría de la causa 
adecuada1712, generalmente incluida en la causalidad jurídica. Las dos primeras han se-
guido un camino más conceptual en cuanto que no se han restringido a la idea de media-
tez o inmediatez en la actividad generadora del daño, sino que han tratado de establer 
principios abstractos de aplicación general1713.  
La teoría de la equivalencia de las condiciones implica que todos los factores con 
relevancia causal presentan una trascendencia idéntica en la producción del resultado1714. 
Basta con que la culpa de una persona haya sido uno de los antecedentes del daño para 
que dicha persona sea responsable de él, sin importar que entre la conducta culposa y el 
daño hayan mediado otros acontecimientos, aunque numerosos y de gran entidad. Se le 
ha criticado a esta teoría que no sirve de gran utilidad, aunque pueda servir sólo para 
preseleccionar un ámbito de eventuales responsables, eliminando del mismo a quienes 
carecen de toda relación con el daño.  
Por su parte, la teoría de la conditio sine qua non se basa en que todo hecho sin el 
cual no se hubiera producido el daño ha de ser considerado como causa de su produc-
ción, aunque hayan existido otros acontecimientos. Esta teoría viene perfectamente des-
crita en el art. 3:101 EPTL, cuando dice que: «Una actividad o conducta es causa de la 
víctima si, de haber faltado tal actividad, el daño no se hubiera producido”, que deno-
mina “conditio sin qua non”».  
En Bélgica se exige una doble relación causal: primero, entre el uso del demandado 
de las instalaciones y la existencia de la inmisión; y, segundo, entre la inmisión y el da-
ño. Dice HINTEREGGER que la causalidad se establece, en general, mediante la teoría de 
la equivalencia de las condiciones, según la cual el acto dando lugar a la responsabili-
dad es la causa del daño si el daño real podría no haber ocurrido sino por dicho acto. 
Creo que, en realidad, está describiendo la teoría de la conditio sine qua non. De este 
modo, cualquier condición necesaria del daño es considerada como causa. En estos ca-
sos, el demandado no puede eximirse de responsabilidad simplemente con la demostra-
ción de que el daño no era previsible o podría no haber ocurrido en el normal curso de 
los acontecimientos. Dice HINTEREGGER que si bien la doctrina de la equivalencia de 
las condiciones protege a la víctima, también quizás establece la responsabilidad cuando 
parece injusto para el demandado debido a la lejanía del daño. No obstante, la autora 
reconoce que la jurisprudencia ha intentado mitigar los efectos de esta doctrina pero no 
ha resultado del todo exitoso a la hora de establecer unas reglas racionales y consisten-
tes que sirvan de excepción a la regla general1715. 
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Se ha afirmado que la omisión es conditio sine qua non cuando producido el hecho 
positivo omitido el daño no se habría producido1716. Se ha criticado este criterio resulta 
excesivo, por cuanto de aplicarse: 1) conduciría a una responsabilidad sin límites1717, ya 
que sería posible dirigir la reclamación contra sujetos sólo indirecta o remotamente im-
plicados en el daño, con tal de que eliminada mentalmente su intervención, éste no 
hubiera acaecido; 2) impediría extender dicha responsabilidad a cualquier sujeto que 
haya permanecido al margen del curso causal, lo que en ocasiones desembocaría en una 
falta de indemnización a la víctima; 3) presupone en sí mismo el conocimiento de la 
existencia o no de la relación causal, por lo que sólo sirve en realidad para confirmar ese 
dato, o no se comprende en supuestos de causalidad acumulativa o alternativa o daños 
causados por miembros indeterminados de un grupo; 4) problemas de aplicación prácti-
ca de esta teoría en los casos de causalidad alternativa y concurrente1718, por cuanto en 
estos supuestos aun suprimiendo una de las causas, el daño se habría producido igual-
mente; 5) en casos de responsabilidad por culpa debería exigirse, además, que la con-
ducta fuera negligente1719. No obstante las críticas que se le pueden achacar a este méto-
do, se le puede alabar que sirva como herramienta con la que generalmente se recons-
truye el proceso de nacimiento del daño, sobre todo en el aspecto fáctico de la relación 
causal, aunque haya sido prácticamente abandonada a la hora de decidir la atribución 
objetiva de la responsabilidad como criterio de imputación1720. 
También se ha dicho que la falta de acreditación del nexo causal se suele compen-
sar mediante la imputación del daño de alguna omisión negligente, teniendo en cuenta 
que las omisiones nunca forma parte del nexo causal1721. ARCOS VIEIRA critica que, en 
estos casos, «puede incluso llegar a descubrirse […] ocasiones que, si se contradice la 
existencia de dicha omisión, no existe relación causal», siendo habitual el «método de 
imputar al demandado una conducta omisiva, calificarla como negligente, y sustituir por 
esta vía tanto una indemostrable relación causal como el juicio de imputación objetiva, 
todo ello generalmente bajo la cobertura de una más o menos matizada alusión a una 
atípica responsabilidad objetiva o por riesgo». La autora se apoya en su argumentación 
en la STS 17 de junio de 2003 (RJ 2003, 5646), relativa a un caso de lesiones en la ma-
no de un cliente de un hotel al quedar atrapada en una puerta giratoria del mismo, en la 
que el TS afirma que dicha puerta que no incumplía las condiciones de seguridad exigi-
das, ni constaba avería alguna, por lo que «resulta una consecuencia excesiva, […], ya 
que la inversión de su prueba, exige un previo soporte fáctico causal que no está proba-
do, al ignorarse las circunstancias precisas del accidente». Nos ha de quedarse con la 
técnica exagerada por parte de los tribunales de imputar las conductas “que debieron 
acaecer” para evitar el daño, analizado ex post. 
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b) Causalidad jurídica o imputación objetiva del daño. Teorías de la causa próxima, 
eficiente y adecuada. Omisiones e imputación objetiva. 
Al objeto de superar la teoría de la conditio sine qua non1722 la doctrina se inclinó 
por el juicio de previsibilidad del curso causal como factor sustancial; «al lado de la 
causalidad natural y paralelo a él, debe existir un nexo de voluntad que viene dado no 
sólo por la previsibilidad del resultado, sino también la previsibilidad de todo el desarro-
llo causal que conduce al evento dañoso», mediante una valoración objetiva que se hará 
de acuerdo con el criterio general del hombre medio. Sin olvidar las teorías que se incli-
naban por la contraposición entre causa próxima y remota, basada en que el hecho ori-
gen de la responsabilidad ha sido causa directa e inmediata del daño. Las principales 
teorías basadas en el juicio de imputación objetiva son1723:  
- Criterio del ámbito de protección de la norma infringida. Sirve cuando entre los 
antecedentes causales del daño se encuentra una conducta que se caracteriza, además, 
por suponer el incumplimiento de ciertas normas. No obstante, este carácter ilegal (anti-
jurídico) de la conducta no confiere, per se, especial relevancia de cara a la imputación 
de las consencuencias, salvo cuando la existencia de la norma se justifica en la evitación 
de los daños de naturaleza del producido. En Alemania, puede servir para imputar los 
daños ocasionados en el ámbito del § 823 II BGB. 
- La causa próxima es aquella que temporalmente se halla más próxima al resul-
tado, condenando a resarcir las consecuencias que se manifiestan inmediatamente en el 
momento del hecho dañoso. Las objeciones se centran en que no siempre es la causa del 
evento la última circunstancia actuante, sobre todo en aquellos casos en los que las con-
diciones se presentan con cierta complejidad. Teoría que parece haber sido acogida en el 
art. 1123 C.c. italiano, al limitar el resarcimiento del daño a las consecuencias inmedia-
tas y directas del cumplimiento. En EEUU, los casos de negligencia requieren una rela-
ción causal próxima entre la falta y el daño actual. La causa próxima se establece cuan-
do existe un elemento material o un factor sustancial causante del daño y cuando la co-
nexión entre la acción y el daño es previsible1724.  
- La causa eficiente, desde un punto de vista cuantitativo, es aquella que ha con-
tribuido en mayor medida a la producción del resultado, la más eficaz o activa. Desde el 
punto de vista cualitativo, se considera causa al antecedente que desde el principio está 
contenido el efecto, por su mayor eficacia interna. Esta teoría ha tenido una buena acep-
tación por parte de la doctrina1725.  
- La causa adecuada, de mayor aceptación, parte de la distinción entre causa y 
simples condiciones, por lo que no es causa cualquier condición del evento, sino aquella 
que es idónea para determinarlo, de donde se colige que son efectos o consecuencias del 
obrar del agente los que se verifican según el curso ordinario de la vida. La causa ade-
cuada produce efectos típicos; en cambio la causa fortuita o casual produce efectos atí-
picos y no existe responsabilidad1726.  
                                                 
1722
 ARCOS VIEIRA, Mª. L.: op. cit., p.  84. DÍEZ-PICAZO, L.: Derecho de Daños, op. cit., pp. 336-338. 
1723
 STS 2.3.2000 (RJ 2000, 1304). 
1724
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 386.  
1725
 CÁRCABA FERNÁNDEZ, Mª.: op. cit., p. 174. 
1726
 ARCOS VIEIRA, Mª. L.: op. cit., p.  80. CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, 
op. cit., p. 87. ETCHAMENDI, C.R.:  “Responsabilidad…, segunda parte”, op. cit., p. 654. MOSSET ITU-
RRASPE, J.: op. cit., pp. 360, 363. El autor apuesta por la previsivilidad objetiva. REYES LÓPEZ, Mª. J.: op. 
cit., p. 229. SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., pp. 215-218. SANZ SALLA, C. O.: op. cit., p. 315. 
En la jurisprudencia, 27.10.1990 (RJ 1990, 8053), 2.3.2000 (RJ 2000, 1304) 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   334 
Se colocará el acontecer causal procedente del hombre en una relación con su vo-
luntad, es decir, únicamente podrá decirse que se domina por la voluntad esa evolución 
causal cuando esa misma es previsible1727. Un importante número de sentencias viene a 
coincidir en que a la relación fáctica es preciso aplicar el principio de causación adecua-
da, que exige, para apreciar la culpa del agente1728: 
«que el resultado sea una consecuencia natural, adecuada y suficiente de la determinación 
de la voluntad1729; debiéndose entender por consecuencia natural, aquella que propicia, entre el 
acto inicial y el resultado dañoso, una relación de necesidad, conforme a conocimientos nor-
malmente aceptados1730; debiendo de valorarse en cada caso concreto, si el acto antecedente, que 
se presenta como causa, tiene virtualidad suficiente para que del mismo se derive, como conse-
cuencia necesaria, el efecto lesivo producido; no siendo suficiente las simples conjeturas, o la 
existencia de datos fácticos, que por una mera coincidencia induzcan a pensar en una posible 
interrelación de esos acontecimientos, sino que es preciso la existencia de una prueba terminante 
relativa al nexo entre la conducta del agente y la producción del daño, de tal forma que haga 
patente la culpabilidad que obliga a repararlo». 
Se debe negar la imputación objetiva cuando la producción del evento dañoso cau-
sado por la conducta del responsable habría sido descartada, como excepcionalmente 
improbable, por un observador experimentado que, contando además, en su caso, con 
los especiales conocimientos del dañante, hubiese considerado la cuestión en el mismo 
momento en el que el dañante se dispuso a realizar la conducta causante del daño. Se 
trata de un criterio que hace uso de la imprevisibilidad como causa de exoneración de la 
responsabilidad. Se trata de un juicio de probabilidad de que una determinada causa 
venga seguida por un cierto resultado, estableciendo un juicio de previsibilidad, pres-
cindiendo de la realidad del suceso ya acontecido (previsibilidad abstracta) como medi-
da de adecuación, que no hay que confundir con el juicio de previsibilidad en sede de 
imputación subjetiva (el sujeto pudo o no prever las consecuencias de la conducta). 
Habrá que preguntarse si la acción u omisión era por sí misma apta para ocasionar el 
daño según el curso ordinario de las cosas, de acuerdo con la experiencia de la vida. 
Cobra especial importancia el papel del estado actual de la ciencia, pues existen hoy en 
día muchas consecuencias que no se pueden conocer y que, por tanto, son inexigibles 
incluso para un experto en la materia1731. Esto provoca que las teorías tradicionales en 
las que se analiza la atribución desde un punto fáctico, pierdan relevancia en favor de 
aquéllas que tienen en cuenta criterios de imputación jurídicos basados no en la certeza 
de la relación causa-efecto, sino en una mera probabilidad de su existencia1732. No obs-
tante, esto no debe impedir que la relación de causalidad deba ser considerada proce-
salmente como una cuestión de hecho, ya que une dos cuestiones de hecho (actividad 
ilícita y daño) y valora jurídicamente datos fácticos1733.  
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En mi opinión, debe quedar claramente diferenciados el juicio de previsibilidad que 
se hace para determinar la imputación objetiva del daño, que se realizará ex post y de 
una manera abstracta, y el juicio de previsibilidad de la imputación subjetiva del daño, 
que se hará ex ante y como reproche personal. No obstante, ello no significa que no 
exista relación alguna entre ambos expedientes. Por ejemplo, si un agente comete un 
daño actuando de forma negligente (análisis subjetivo), difícilmente podrá exonerarse 
de responsabilidad alegando que el resultado dañoso era imprevisible con respecto a un 
determinado curso causal (análisis objetivo). 
En casos de responsabilidad subjetiva la imputación del daño irá ligada a la idea de 
previsibilidad; sin embargo, en un sistema objetivo de responsabilidad este requisito no 
juega, por lo que la imputación de daño se amplía, acercándose a un enfoque casi pura-
mente material, de tal manera que habiéndose probado que el acto u omisión fue la cau-
sa del daño, la imputación de éste al agente es casi automática, reduciéndose solamente 
a casos de inevitabilidad como causa de exención1734. En estos casos ha de poder delimi-
tarse la imputación del daño en relación con la idea de control del riesgo y del peligro 
específico que sobre él recae1735. En casos de responsabilidad objetivada, el juicio de 
previsibilidad quedará reducido a la mínima expresión. 
C) Aspectos probatorios de la relación de causalidad.  
Es necesario distiguir la adecuación referida a la prueba del nexo, que se realiza a 
través del denominado juicio de probabilidad y, más en general, de las presunciones, de 
la adecuación referida a la imputación objetiva, que se basa en juicios de probabilidad 
acerca de la relación existente entre una causa y un resultado (o daño). En el primer 
caso permite calcular la probabilidad de que un antecedente ha sido causa del daño 
cuando esto no puede probarse de forma directa, lo que permite incorporar a la cadena 
causal elementos nuevos. En cambio, aplicada en relación con la imputación objetiva 
permite valorar en qué medida una causa ya acreditada suele encontrarse normalmente 
entre las que preceden a un tipo de daño, ayudando a distinguir que ciertos antecedentes 
lo son únicamente por la combinación de circunstancias extraordinarias, mediante la 
aplicación de la causa adecuada1736.  
a) Facilidades en la prueba de la relación de causalidad material: el criterio judi-
cial de la probabilidad cualificada y las presunciones.  
Para la declaración de responsabilidad civil extracontractual es precisa la existencia 
de una prueba terminante1737, esto es cierta, relativa a la existencia del nexo causal entre 
la conducta del agente y la producción del daño, no siendo suficientes las simples conje-
turas, o la existencia de datos fácticos que por una mera coincidencia induzcan a pensar 
en una posible interrelación de esos acontecimientos1738, y sin que, en cualquier caso, 
pueda quedar desvirtuada por la aplicación de la teoría del riesgo, la objetivación de la 
responsabilidad o la inversión de la carga de la prueba1739 
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La regla general impone al demandante la carga de probar que el/los demandado/s 
la base fáctica del nexo causal1740, según los arts. 1214 C.c. («Incumbe la prueba de las 
obligaciones al que reclama su cumplimiento, y la de la extinción al que la opone») y 
217.2 LECiv («Corresponde al actor y al demandado reconvincente la carga de probar la 
certeza de los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según las normas jurídi-
cas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondientes a las pretensiones de la de-
manda y de la reconvención»). A este requisito no alcanza la presunción inherente a la 
inversión de la carga de la prueba1741. Por otro lado, cuando se aplica la prueba de pre-
sunciones a los daños ocasionados por actividades de riesgo basta con probar un hecho 
cierto y que existe probabilidad de nexo causal1742.  
En las inmisiones más modernas, como las producidas por campos electromagnéti-
cos o radiaciones ionizantes provenientes de antenas y teléfonos móviles, no es fácil 
acreditar la relación de causalidad1743.  
La teoría de la conditio sine qua non es revisada por un sector doctrinal que mani-
fiesta la crisis de la aplicación de criterios meramente científicos, sobre todo dada la 
dificultad que representa para la víctima la necesidad de aportar una prueba terminante 
del nexo causal en aquellos supuestos en los que la actividad productora de los daños se 
caracterice por una notable complejidad ténica ajena al demandante, por ejemplo en el 
caso de inmisiones, y especialmente de las producidas por ruido1744. Los Tribunales apli-
can recursos que matizan el rigor de la prueba terminante de la relación causal atenuan-
do su exigencia a través del criterio de la probabilidad cualificada1745, así como am-
parándose en la aplicabilidad de la prueba de presunciones1746, tal y como posibilita el 
art. 386 de la LEC1747. Si la relación causal se basa en términos de probabilidad, se favo-
rece la presunción causal, medida de acuerdo con las circunstancias del caso1748, por la 
cual cuando no se pueda probar con exactitud la causa del daño es el agente quien debe 
probar su propia diligencia1749.  
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 SANZ SALLA, C. O.: op. cit., p. 315. VERDERA SERVER, R. y otros: loc. cit. SSTS 8.2.2000 (RJ 
2000, 1235), 21.1.2003 (RJ 2003, 1361), 23.9. 2004 (RJ 2004, 5890). 
1741
 STS 30.6.2000 (RJ 2000, 5918), 14.2.1985 (RJ 1985, 552), 11.2.1986 (RJ 1986, 554), 20.7.2006 
(RJ 2006, 4740); SAP Sevilla 20.4. 2011 (JUR 2011, 374515). 
1742
 STS 19.12.1992 (RJ 1992, 10703). 
1743
 ETCHAMENDI, C.R.:  “Responsabilidad…, segunda parte”, op. cit., p. 654. 
1744
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 158, 160. 
1745
 Según SANZ SALLA, C. O.: op. cit., p. 318, esta técnica se usó en la Propuesta de Directiva del 
Consejo relativa a la Responsabilidad Civil por los Daños y Perjuicios causados al Medio Ambiente ori-
ginados por los Residuos, que estableció que «el demandante deberá probar el daño o los perjuicios cau-
sados al medio ambiente y establecer la existencia de una considerable probabilidad de presencia del nexo 
causal entre los residuos del productor y el daño sufrido o, en su caso, los perjuicios causados al medio 
ambiente». En la jurisprudencia, la STS 7.10.2004 (RJ 2004, 6692) dispone que «si bien no hay certeza 
absoluta, la relación causal aparece como probable en un juicio de probabilidad cualificada, sin que se 
proporcione una hipótesis alternativa de similar intensidad». 
1746
 ARCOS VIEIRA, Mª. L.: op. cit., pp. 44, 84. MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 22  
1747
 Art. 386.1 LEC: «A partir de un hecho admitido o probado, el tribunal podrá presumir la certeza, 
a los efectos del proceso, de otro hecho, si entre el admitido o el demostrado y el presunto existe un enla-
ce preciso y directo según las reglas del criterio humano».  
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 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental… (I)”, op. cit., p. 816. Indica la autora «La introducción 
de estas referencias a la probabilidad (y no a la adecuación) vendría justificada sobre la base de que la 
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 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental…(I)”, op. cit., pp. 815-817. DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: 
“Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., pp. 340-342, 434-435. JORDÁ CAPITÁN, E.: El 
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El desplazamiento del onus probandi –hablándose en la práctica de inversión de la 
carga de la pueba-, se producirá siempre que concurran una o varias de las siguientes 
circunstancias especiales: 1) doctrina de la mayor facilidad probatoria, cuando se dan 
las condiciones oportunas para la operatividad de las reglas especiales de la carga de la 
prueba, teniendo presente «la disponibilidad y facilidad probatoria que corresponde a 
cada una de las partes del litigio» (art. 217.7 LEC), siendo necesaria en materia de 
DCC, dada la dificultad probatoria de los perjudicados para conocer con exactitud las 
características del proceso dañoso. 2) Resultado desproporcionado o anómalo, del que 
se desprende la culpabilidad del actor en virtud de la regla “res ipsa loquitur”, espe-
cialmente útil en materia de inmisiones que resulten excesivas en razón de la gravedad 
del daño, así como en cualquier tipo de DCC con resultado de daños a la salud. 3) Gene-
ración o mantenimiento de una situación de riesgo en cuyo ámbito se ha producido un 
daño coherente con la misma1750, lo que puede ser aplicado en la mayoría de daños civi-
les por contaminación ocasionados por actividades industriales o instalaciones que sean 
calificadas como peligrosas.  
El juicio de probabilidad cualificada corresponderá al juez de instancia, cuya apre-
ciación sólo podrá ser recurrida en casación si fuera arbitraria o contraria a un criterio 
de legalidad o buen sentido1751, dado que este juicio se considera eminentemente fáctico 
y no susceptibles de valoración jurídica. Este juicio requiere la prueba de que según las 
circunstancias y los informes aportados, la actividad contaminante es apta para producir 
el daño, presumiéndose que la actividad del demandado es la causa del daño. En la de-
bida apreciación del nexo causal se puede acudir, en el desarrollo lógico-mental del juz-
gador, al carácter de la actividad que se realiza y que supone origen último del daño, y 
que con base a la peligrosidad inherente a la actividad, pueda llevar a la apreciación del 
nexo entre la actividad y el daño, para lo cual las partes deberán aportar los elementos 
fácticos que servirán de base para la labor judicial. El problema surge cuando los daños 
pueden haber sido producido por múltiples fuentes. 
El juicio de probabilidad cualificada está íntimamente relacionado con el criterio 
judicial basado en la prueba de presunciones. Este último es especialmente útil en mate-
ria de inmisiones ruidosas, donde generalmente los daños son difícilmente acreditables 
(daños morales). En estos casos, la prueba de presunciones consiste en que la inmisión 
con unas determinadas características de intensidad y persistencia, es suficiente para que 
los Tribunales deduzcan la existencia de la lesión del derecho a la tranquilidad en el 
ámbito domiciliario, que automáticamente supone un daño moral indemnizable. Se 
tendrán en cuenta: 1) las condiciones cognoscibles de la situación del agente. 2) Causa 
adecuada entre la causa probable y el daño. 3) No atiende a la sensibilidad personal del 
molestado, sino al de una persona normal en situación de normalidad1752.  
No obstante, la relación causal del daño a otros bienes jurídicos diferentes de los 
daños morales ha de ser debidamente probada1753. A pesar de reconocer la utilidad de la 
prueba de presunciones, se ha criticado que el término probabilidad es un poco ambiguo 
y puede ser objeto de interpretaciones dispares1754. 
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El Juez deberá apreciar un cierto grado de verosimilitud en relación con las pruebas 
suministradas por las partes, con las máximas de la experiencia y el dictamen de los 
peritos, acudiendo a criterios de sentido común1755. No obstante, esta relación podrá ser 
probada no únicamente en su propia existencia, sino también en la ausencia de otros 
hechos que pudieran haber colaborado en la aparición última del daño, por ejemplo que 
se haya interrumpido el nexo causal1756. Se añade el problema de que a menudo los in-
formes periciales que se aportan no demuestran claramente el daño padecido y además 
constan informes por parte de la parte de la demandada, de mejor elaboración, e incluso 
informes de la Administración favorables al demandado. No por casualidad, del análisis 
de la jurisprudencia advertimos la ausencia de una teoría clara de la causa, lo que ha 
llevado a los tribunales y a la doctrina a aplicar soluciones concretas para cada caso, con 
el consiguiente peligro de cierta arbitrariedad1757.  
Para “compensar” estos efectos negativos en el demandado se admite la prueba en 
contrario de conformidad con el art. 386.2 LEC1758. No admitir esta posibilidad, además 
de ir en contra de este precepto, supondría una derogación del elemento del nexo causal 
y una indefensión total del demandado1759. Estoy de acuerdo con YANGUAS MONTERO en 
que la aplicación del art. 217.6 LEC no debe convertirse, sin más, en una presunción de 
la existencia del perjuicio y del nexo causal en aquellos casos en los que ni siquiera se 
prueba la conducta que, presuntamente, ha originado el menoscabo. Por ello, por ejem-
plo, en materia de ruidos, es necesario, al menos, que el demandante acredite, mediante 
prueba pericial sonométrica, que los ruidos superan los límites máximos establecidos en 
la normativa administrativa. 
En las actividades de riesgo en algunos casos se dulcifica el requisito de la causali-
dad ante los obstáculos de prueba para el demandante perjudicado por el daño ambien-
tal, proponiéndose la presunción del nexo causal, con inversión de la carga de la prue-
ba1760. En otros, se sugiere que se asiente la causalidad sobre la base de un juicio de ve-
rosimilitud, en los casos en los que la probabilidad resulta, además, muy cualificada y 
próxima a la certeza. También hay jurisprudencia que se refiere a la carga probatoria del 
demandante del nexo causal, alegando que el nexo causal no puede deducirse de teorías 
tales como el “ubi emolumentum ibi onus”, “pro damnato”, “neminem laedere” o ubi 
commoda eius incommoda” por servir solamente para la atribución subjetiva de la res-
ponsabilidad1761.  
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En mi opinión, la existencia de una responsabilidad por riesgo derivada de activi-
dades anormalmente peligrosas debiera provocar, en la determinación de la relación 
causal (material) del daño, una presunción de producción del daño, cuando atendiendo a 
la naturaleza misma del daño o a la forma en que se ha desarrollado, sea apropiado para 
causarlo, como sucede con los daños medioambientales ocasionados por actividades 
económicas o profesionales enumeradas en el anexo III LRM, o como establecía el art. 
10 del Convenio de Lugano o el art. 3.2 APL. En este último se producía una inversión 
de la carga de la prueba del nexo causal articulada como expediente de probabilidad 
como medida de la causa, fundado en que los efectos dañinos para el medio ambiente 
vienen relacionados estadísticamente con la probabilidad del resultado, que será más o 
menos elevada en función de ciertos factores. No obstante, para adoptar esta solución es 
necesaria la creación de un listado de actividades peligrosas1762, que serviría también 
para declarar la responsabilidad estricta o para asegurar la reparación del daño. En mate-
ria de daños nucleares la relación de causalidad se centra entre la persona y el riesgo en 
cuyo entorno se da origen el daño1763.  
El § 6.1 de la UmweltHG alemana1764 establece la presunción de causalidad entre el 
daño y una instalación, cuando ésta «dadas las circunstancias del caso particular1765, sea 
apropiada para originar el daño producido», ya que las empresas que rechacen la recla-
mación estarán obligadas a demostrar que no son las causantes del daño irrogado1766. Sin 
embargo, no se aplica esta regla si la instalación se explota de conformidad con las dis-
posiciones vigentes, para lo cuál deberá cumplir con los deberes especiales de la explo-
tación1767 y siempre y cuando no exista anomalía alguna en dicha explotación, lo que 
premia el “buen hacer” de las empresas. Se excluye también la presunción de causalidad 
cuando haya otra circunstancia apropiada para generarlo (adecuado a las circunstancias 
del caso particular). Se ha afirmado que la UmweltHG no establece una responsabilidad 
objetiva propiamente dicha, sino que parte de una presunción de causalidad, que es en 
sí, una técnica de objetivación de la responsabilidad1768. De esta manera, se establece un 
juego de presunciones vinculado a la adopción de las medidas correctoras y a la forma 
de explotación según la normativa administrativa. 
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La capacidad de una instalación para haber ocasionado o no el daño deberá, en cada 
caso concreto, ser determinado bajo la base de los procesos operacionales, el equipo y 
facilidades utilizadas, el tipo y concentración de materiales empleados y descargados, 
las condicione metereológicas, el tiempo y lugar en que el daño ocurrió. Es decir, habrá 
que estar a la naturaleza, la extensión del daño causado y todas las demás circunstan-
cias, que en el caso dado, sugieran que el daño ha sido o no ocasionado por dicha insta-
lación1769. Por ello, si otra circunstancia es “inerentemente adecuada” para causar un 
daño, la presunción se rechaza, lo mismo que sucede en los supuestos de atribución de 
responsabilidad solidaria. El problema es que cuanto más abierta sea la construcción de 
la inerencia de la actividad para causar el daño, más argumentos de defensa tendrá el 
demandado para rechazarla1770. También surgirán problemas, según MARTÍN VIDA, en 
los casos de que el daño haya sido causado por omisión, ya que se deberá probar que el 
agente estaba en posición de evitar la lesión, a modo de obligación «bien porque creó 
una situación de peligro, bien porque estaba en situación de controlar el peligro existen-
te, o bien, aunque más discutible, porque, como propietario de la cosa emitente, está 
obligado a ello».1771. Con base a estas exclusiones, GOMIS CATALÁ concluye que el sis-
tema alemán es bastante limitado1772. 
b) Flexibilidad en la apreciación de la imputación objetiva. Criterios de razonabili-
dad aplicados a las circunstancias del caso concreto. 
En la prueba de la causalidad adecuada (juicio de imputación objetiva) es difícil 
cuantificar la medida de la adecuación de la probabilidad de que una acción vaya segui-
da de un efecto, a falta de estadísticas fiables en la materia, por lo que los tribunales 
suelen calificar un factor causal como adecuado con base a valoraciones de razonabili-
dad o normalidad a la vista de las circunstancias concurrentes en cada caso1773, lo que no 
es incompatible con el criterio de la causalidad adecuada, si bien ello añade un factor de 
incertidumbre, como por ejemplo, confundiendo las cuestiones de nexo causal, imputa-
ción (objetiva y subjetiva), carga de la prueba, etc.1774. Los Tribunales suelen adoptar 
una posición realista y ajustada a las circunstancias de cada caso para determinar cuál es 
la causa, para lo cual no se contemplan todas las causas desde el punto de vista fáctico, 
sino sólo aquellas que pueden ser imputadas al presunto autor1775. Otras sentencias re-
chazan la aplicación de una única teoría limitándose a acudir a las circunstancias especí-
ficas del caso, según las condiciones del evento acaecido1776, sin que esto signifique que 
la cadena causal se pueda llevar más allá de lo que resulte razonable. De esta forma, «se 
intenta dar respuesta a la pregunta sobre si determinados hechos causantes deben ser 
considerados jurídicamente como relevantes y si permiten la imputación objetiva del 
hecho a una determinada persona»1777. 
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En ocasiones, la doctrina y la jurisprudencia utilizan el criterio del “buen sentido” 
para la determinación del nexo causal, inspirándose en la valoración de las condiciones 
o circunstancias que el buen sentido señale en cada caso como límite de la responsabili-
dad, dentro del infinito encadenamiento de causas y efectos, con abstracción de todo 
exclusivismo doctrinal1778. La STS 14.7.1982 (RJ 1982, 4237) señala que la causa ade-
cuada y determinante del daño es aquella que, aun concurriendo con otras, sea la decisi-
va y la determinante del evento dañoso, en relación con las circunstancias del caso y el 
buen sentido». La STS 19.12.1992 [RJ 1992, 10703]establece que, «la determinación 
del nexo causal entre la conducta del agente y el daño producido debe inspirarse en la 
valoración de las condiciones o circunstancias que el buen sentido señale en cada caso 
como índice de responsabilidad, dentro del infinito encadenamiento de causas y efectos, 
con abstracción de todo exclusivismo doctrinal».  
Esta flexibilidad tiene el inconveniente de la imprecisión en la utilización de con-
ceptos jurisprudenciales, o la no explicitación de los criterios de imputación. Los Tribu-
nales deberían realizar un esfuerzo tendente a señalar, de forma razonada, los motivos 
que han conducido a individualizar una causa determinada. Sólo así, la posición realista 
puede resultar idónea1779. Se llega a extremos de considerar como criterio inseparable 
para determinar el nexo causal el de la apreciación de la culpa, lo que demuestra que no 
considera aisladamenete la mera sucesión causal de acontecimientos y que ésta es indi-
ferente si no lleva consigo imputabilidad para alguien1780.  
2) Causales exonerativas de responsabilidad (in lato sensu). 
Las eximentes de responsabilidad interrumpen una de las relaciones de imputación, 
fáctica (relación causal) o jurídica (atribución) del hecho previsto por la norma jurídica, 
impidiendo que se verifique la conexión necesaria entre el daño y el hecho dañoso o 
entre el daño y el sujeto responsable, respectivamente. En cualquiera de los dos casos, 
se interrumpe el proceso de asignación de la responsabilidad: en el caso de la relación 
de causalidad siempre admite interrupción por causa eximente. La relación de atribución 
puede o no admitir interrupción por causa eximente, ya que es la propia norma la que 
establece bajo que factor de atribución se atribuye dicha responsabilidad y cuales son 
las causas que la interrumpen. 
A) Motivos generales de interrupción del nexo causal. 
La relación causal (in latu sensu) se interrumpe cuando entre la acción u omisión 
del agente presuntamente responsable y el resultado causado, existe un acontecer ajeno 
a la voluntad de aquél que desvirtúa o influye en el curso causal1781: 1) la imprevisibili-
dad y la inevitabilidad del caso fortuito o fuerza mayor1782; 2) el hecho de tercero (mati-
zando los supuestos en los que se produce una pluralidad de responsables); y 3) la culpa 
exclusiva de la víctima. El art. 7:102 EPTL recoge las causas de exoneración en casos 
de responsabilidad objetiva: «(1) La responsabilidad objetiva puede ser objeto de exone-
ración total o parcial si el daño fue causado por una imprevisible e irresistible: (a) fuerza 
de la naturaleza (fuerza mayor), o (b) conducta de un tercero». 
                                                 
1778
 CAVANILLAS MÚGICA, S.: “Comentario a la sentencia de 11 de marzo de 1988”, Cuadernos Ci-
vitas de Jurisprudencia Civil, núm. 17, abril-agosto 1988, pp. 379-388. 
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 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 154-155. 
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 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., p. 224. 
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 CONDE ANTEQUERA, J.: op. cit., p. 147. LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., pp. 98-99. YANGUAS 
MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 164. 
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La quiebra del nexo causal en los casos de fuerza mayor y caso fortuito es una de 
las principales causas de oposición de los demandados junto a la relativa a que se había 
comportado diligentemente. No obstante, la más frecuente es la culpa exclusiva de la 
víctima, según recoge la jurisprudencia mayoritaria1783, como por ejemplo cuando exista 
una gran desproporción o la actuación de la víctima es de tal gravedad que anula o ab-
sorbe aquélla. En cualquier caso, las causas relativas al hecho de tercero y de la culpa de 
la víctima, pueden provocar una reducción de la responsabilidad de aquéllos, plasmada 
en la reducción de la indemnización. 
a) Fuerza mayor y caso fortuito. 
Nuestro ordenamiento civil no distingue de un modo general entre caso fortuito y 
fuerza mayor, por lo que basta con tener en cuenta que, en virtud del art. 1.105 C.c.1784, 
son dos los criterios que sirven para exonerar de responsabilidad civil en cuanto que 
rompen en nexo causal: la imprevisibilidad, por la cual el sujeto debe haber actuado con 
la diligencia máxima para exonerarse, y la inevitabilidad, como criterio subsidiario del 
anterior, es decir, cuando el hecho era previsible1785. No obstante, como bien apunta De 
MIGUEL PERALES, por definición, cualquier acto que pueda incluirse en el círculo de 
actividad del sujeto agente no podrá interrumpir el nexo causal, ya que por su propia 
naturaleza, al estar en el ámbito de actividad del agente, debería haber sido previsto por 
éste1786, lo que dificultará aplicar el caso fortuito como causal exoneratoria de la respon-
sabilidad, sobre todo en la responsabilidad por riesgo. 
La fuerza mayor se aplica en cualquier tipo de sistema de atribución de responsabi-
lidad civil extracontractual (por culpa, por riesgo, objetiva) y, se caracteriza por produ-
cirse por sucesos inevitables producidos como consecuencia de acontecimientos extra-
ordinarios, cuya carga probatoria recaerá sobre el industrial y no sobre el perjudicado. 
Se trata de un hecho ajeno a la esfera de control y protección del sujeto responsable, 
imprevisible e inevitable, mientras que el caso fortuito el sujeto agente sí tiene control 
sobre las causas1787. La diferencia entre una y otra causa radica en la esfera de control (y 
protección) del responsable y no en la resistencia o previsión del acontecimiento, pues 
en ambos casos el acontecimiento es imprevisible o inevitable1788. Según AMAT LLARÍ 
«El caso fortuito implica un impedimento que puede superarse. Supone el fracaso de las 
medidas que se han adoptado para evitar el daño, mientras que la fuerza mayor supone 
un hecho que excede por completo de la posibilidad de prever. El caso fortuito deriva de 
un hecho humano, mientras que la fuerza mayor se debe a un hecho de la naturaleza y, 
por tanto, totalmente ajeno a la actividad»1789. En mi opinión, el daño producido por el 
caso fortuito puede ser una consecuencia razonable de la actividad, a diferencia del pro-
ducido por la intervención de fuerza mayor. 
                                                 
1783
 SSTS 25.10.2000 (RJ 2000, 8550), 3.12.2001 (RJ 2001, 9857), 24.7.2002 (RJ 2002, 6490), 
24.1.2003 (RJ 2003, 612). 
1784
 Art. 1.105 C.c.: «Fuera de los casos expresamente mencionados en la ley, y de los en que así lo 
declare la obligación, nadie responderá de aquellos sucesos que no hubieran podido preverse, o que, pre-
vistos, fueran inevitables». 
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 LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., p. 98. 
1786
 DE MIGUEL PERALES, C.: “La responsabilidad…”, op. cit., pp. 76-77.  
1787
 AMAT LLARÍ, Mª E.: “Comentario a la STS de 20 de marzo de 1989…”, op. cit., pp. 454-455. 
Según la autora, la fuerza mayor es extraña a la actividad, incluso una actividad carente de peligro puede 
producir daños si interviene una fuerza extraña. 
1788
 DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, G.: op. cit., pp. 33-34. 
1789
 AMAT LLARÍ, E.: “La regulación de las inmisiones…”, op. cit., pp. 91-92.  
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Respecto de los daños civiles por contaminación se ven sentencias en las que se ex-
ime de responsabilidad por la concurrencia de caso fortuito o fuerza mayor sin que se 
aprecie ninguna especialidad respecto a otro tipo de perjuicios. Incuso, según YANGUAS 
MONTERO, podrán aplicarse estas causales exoneratorias entre la conducta y el daño no 
patrimonial, dado que –dice- existen unos perjuicios derivados de una responsabilidad 
objetiva –se refiere más bien a los casos de inmisiones-, donde no importa la no existen-
cia de culpa en el causante, por lo que la controversia se dilucidará en el terreno de la 
imprevisibilidad o inevitabilidad1790. 
El caso fortuito consiste en un límite a la diligencia que debe desplegar el causante 
del daño en relación con la producción del resultado lesivo y con los deberes de preven-
ción y evitación que recaen sobre él. En cuanto al deber de prevención, se debe prever 
un tipo genérico de daño (el que típicamente suele producir la actividad) desplegado con 
un nivel de diligencia medio (máxima en el caso de daños civiles y medioambientales 
por contaminación). No obstante, existe jurisprudencia que indica que cuando no haya 
intervenido en el daño culpa por parte del demandado sino que el mismo fue debido a 
un imprevisible acaecimiento, deberá excluirse la responsabilidad1791, por evidenciarse 
que ninguna medida preventiva hubiera sido suficiente1792.  
Existe una corriente doctrinal y jurisprudencial1793 que, en materia de responsabili-
dad por riesgo, niegan como causa de exclusión el caso fortuito, ya que se produce co-
mo consecuencia de la naturaleza de la actividad, que precisamente es peligrosa porque 
es previsible que produzca daños, en función del destino del local o de la maquinaria1794. 
Según AMAT LLARÍ «El caso fortuito es, en principio, imprevisible, pero cuando se trata 
de una actividad que comporta un riesgo de inmisión el caso fortuito es siempre previsi-
ble. La experiencia industrial permite prever un número determinado de casos fortuitos 
al año, por tanto, el daño es perfectamente previsible globalmente. Una actividad es 
peligrosa cuando con el concurso de ciertas circunstancias, aunque no sean frecuentes, 
puede producir el daño y en principio en toda actividad que acaba generando inmisiones 
podía preverse más o menos remotamente el peligro»1795. De hecho, se ha criticado que 
en los fenómenos inmisivos no pueden darse las causas de exoneración del nexo causal 
basadas en el caso fortuito y la fuerza mayor, dado que generalmente no se producirán 
en virtud de un solo acto, a diferencia de lo que sucede con el resto de los DCC ocasio-
nados un escape deconocido para el operador1796. En mi opinión, puede influir circuns-
tancialmente el hecho de que la contaminación en las inmisiones sea diferida en el tiem-
po, pero ello no quiere decir necesariamente que deba entenderse excluido el supuesto 
de fuerza mayor, por cuanto podría este supuesto ser de aplicación a todo tipo de res-
ponsabilidad. Otra cuestión es que la responsabilidad civil por inmisiones del art. 
1908.2º C.c. (humos excesivos y nocivos) no se exonera con la prueba de la diligencia 
y, por tanto, alegando caso fortuito, pero sí se podrá exonerar en casos de fuerza mayor 
o la culpa excluiva de un tercero o concurrencia de culpas1797. 
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 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 164-166. 
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b) Culpa exclusiva de la víctima e intervención de tercero. 
La culpa de la víctima es una causal exoneratoria por la cual el demandado puede 
descargar la carga de la prueba en el demandado, ya que éste deberá probar lo que alega 
(que la causa es de un tercero). Si bien podría actuar como causa de quiebra del nexo 
causal, normalmente se aplica amortiguando la responsabilidad del demandado median-
te una rebaja en la indemnización1798. 
Cuando existe una negligencia de la víctima hay que distinguir los supuestos de 
culpa exclusiva de los de concurrencia de culpas1799. En el primer caso se rompe la rela-
ción de causalidad, ya que se anula la culpa del agresor, originando una absorción de 
culpas. En estos casos, la absolución del supuesto responsable (al menos en el régimen 
de atribución basado en la culpa) tendrá que venir justificada por la circunstancia, de 
que este presupuesto responsable no ha incurrido en culpa alguna1800; el hecho de que el 
sujeto agente sea susceptible de responder objetivamente no implica en modo alguno 
que no deba tenerse en cuenta la conducta del perjudicado1801, si bien aquél no podrá 
exonerarse en caso de culpa exclusiva del perjudicado.  
En cambio, cuando el daño sea resultado de conductas concausales, todas ellas re-
prochables culpabilísticamente, se produce una moderación del causal indemnizatorio, 
debiendo discernir el grado y naturaleza del respectivo aporte de culpabilidad y deducir, 
por vía de compensación, la disminución del quantum de la indemnización1802. La con-
ducta del perjudicado ha contribuido al resultado dañoso en la misma medida de la in-
tensidad y carácter de su aportación a la produción del daño, ya que es deber del daña-
do, impuesto por la buena fe (art. 7.1 Cc.) abstenerse de conductas que agraven su situa-
ción en un cálculo de previsibilidad normal, sobre todo si con su conducta riesgosa ha 
contribuido a la causación del daño. En muchas ocasiones se aplica el art. 1103 C.c. a la 
facultad de moderación de los tribunales1803, que dispone que: «La responsabilidad que 
proceda de negligencia es igualmente exigible en el cumplimiento de toda clase de obli-
gaciones; pero podrá moderarse por los Tribunales según los casos». Sin embargo, un 
sector de la doctrina cree que no es necesario la aplicación de este artículo en materia de 
concurrencia de culpas, por otra parte ubicado en sede de responsabilidad contractual, 
siendo suficiente la invocación del art. 1902 C.c.1804.  
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 En la STS 17.3.1981 (RJ 1981, 1009) se da una rebaja en el quantum indemnizatorio dado que 
los daños sufridos por la víctima, además de influir en ellos se producen por descuido y abondono de los 
cultivos dañados por parte de ésta.  
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 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 168. 
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 STS 13.12.2007 (RJ 2007, 8928); SAP Asturias 2.6.2006 (AC 2006, 1032).  
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 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., p. 183. 
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 SSTS 21.6.1985 (RJ 1985, 3308), 7.10.1988 (RJ 1988, 7388) 1.2.1989 (RJ 1989, 650), 
12.7.1989 (RJ 1989, 5606), 26.3.1990 (RJ 1990, 1731), 7.6.1991 (RJ 1991, 4431), 24.12.1992 (RJ 1992, 
10656), 17.5.1994 (RJ 1994, 3588), 5.10.2006 (RJ 2006, 8705), 17.7.2008 (RJ 2008, 4483).  
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La relevancia de la intervención en la cadena causal de la propia víctima ha de ver-
se dentro del análisis de la imputación objetiva del daño, sobre todo la determinada por 
el criterio de la causalidad adecuada1805, y no tanto en la fáctica de la de la relación cau-
sal, ya que en virtud de la teoría de la conditio sine qua non la víctima nunca resultaría 
ajena al proceso causal del daño que se reclama. No obstante, la jurisprudencia no pro-
porciona ningún método de actuación para casos semejantes, sino que se limita a descri-
bir el resultado final de la valoración judicial, por lo que no existen parámetros que 
permitan diagnosticar este tipo de supuestos, ni en cuanto a las características que debe 
revertir la intervención del tercero para atraer, al menos parcialmente, la imputación del 
daño, ni en cuanto a los fundamentos que justifica que en unos casos ese exonere o se 
establezca la concurrencia de la responsabilidad1806. 
Según la STS 4.11.2011 (RJ 2001, 1301) los efectos de la culpa de la víctima en la 
relación causal pasan por seguir los siguientes tres criterios: 1) el de la absorción, que se 
manifiesta en que la culpa del perjudicado absorbe totalmente la del agente o viceversa; 
2) el de la neutralización o compensación total de las culpas, cuando fuesen de igual 
grado e idéntica; y 3) el de la moderación, cuando al resultado han contribuido causal-
mente tanto el comportamiento del agente como el de la víctima o el de un tercero, con 
un distinto grado de concurrencia. Un supuesto de culpa exclusiva de la víctima se pue-
de ver en la STS 12.1.2011 (RJ 2011, 305), que recoge un caso de inmisiones ruidosas 
producidas por una industria en pleno cumplimiento con la normativa jurídico-pública y 
la instalación de las viviendas de los demandantes en suelo no residencial, por lo que se 
podría decir que fueron las propias víctimas las que acudieron a la propia inmisión, y no 
al revés (FD 9º), afirmando que quien construye en una zona no residencial contigua a 
una industria sabe, o debe saber, a qué se expone1807.  
Los Tribunales deben moderar la responsabilidad del primero y reducir en propor-
ción su deber de indemnización, repartiendo el daño con el perjudicado, atribuyendo 
proporciones en la causación del daño, y como consecuencia, de resarcirlo mediante 
indemnización.1808. En la mayoría de casos la conducta de la víctima es considerada ne-
gligente o imprudente en distintos grados; en otras ocasiones el TS se abstiene de califi-
car dicha conducta pero se atiene a la irrazonabilidad de la conducta; o se considera una 
acción libre de la víctima que entraña un peligro1809. 
Por su parte, el Capítulo 8 de los Principios Europeos de Responsabilidad Civil re-
gula la “Actividad concurrente”, recogiendo en su art. 8:101 la “actividad concurrente 
de la víctima”:  
«(1) Puede excluirse o reducirse la responsabilidad en la medida en que se considere 
justo en atención a la culpa concurrente de la víctima y a cualesquiera otras circunstancias 
que serían relevantes para establecer o reducir la responsabilidad de la víctima si fuera cau-
sante del daño. (2) Si se solicita la indemnización con relación a la muerte de una persona, su 
actividad excluye o reduce la responsabilidad conforme en el apartado 1. (3) La actividad 
concurrente de un auxiliar de la víctima excluye o reduce la indemnización que ésta puede 
reclamar conforme a lo dispuesto en el apartado 1»  
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 Según la STS 25.2.2000 (RJ 2000, 1017) cuando la conducta del perjudicado «sea fundamen-
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 ARCOS VIEIRA, Mª. L.: op. cit., p. 97, 98, 100. 
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jurispridencia, SSTS 5.7.1993 (RJ 1993, 5795), 16.1.2002 (RJ 2002, 8). 
1809
 ARCOS VIEIRA, Mª. L.: op. cit., p. 107. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   346 
En el caso de daños nucleares, el art. 6.2 LRCDN dispone que «Si el explotador 
prueba que los daños nucleares se debieron total o parcialmente a la acción u omisión 
dolosa o con negligencia grave de la persona que los sufrió, el órgano jurisdiccional 
competente podrá exonerar total o parcialmente al explotador de su responsabilidad 
frente a esa persona». En en este tipo de daños la culpa de la víctima no suele ser deter-
minante1810, sino solamente valorativa. 
En el Convenio de Lugano la conducta culposa de la víctima que hubiera contribui-
do al daño puede provocar la reducción o supresión de la responsabilidad del causante, 
teniendo en cuenta todas las circunstancias (art. 9), decidiendo el juez en cada caso a 
quien corresponde la carga de la prueba. 
Por su parte, la intervención de un tercero (distinto del responsable y de la víctima o 
de cualquier otra persona por quien se deba responder), en el íter causal que une el daño 
con una determinada actividad, puede moderar o extinguir la responsabilidad final del 
sujeto agente. Para que su intervención tenga virtualidad interruptiva ha de interferir de 
tal modo en el curso de los acontecimientos que el daño no pueda ser atribuido al agen-
te, y además, por aplicación del art. 1105 C.c. es preciso que su actuación sea imprevi-
sible o siendo previsible sea inevitable, pues en caso contrario podría imputarse al agen-
te, no pudiendo venir condicionada ni determinada por la conducta del demandado1811. 
Según YANGUAS MONTERO, esta causa de interrupción surge a menudo en materia de 
daños no patrimoniales, como por ejemplo cuando el demandado hubiera producido 
ruidos en su actividad como consecuencia de los defectos en los materiales de construc-
ción, pero se queja de que en la jurisprudencia no se analizan de forma específica los 
elementos de la causa de interrupción1812. 
En Alemania, la regla general de responsabilidad civil por negligencia del § 823 
BGB tiene como defensa del demandado el estado del arte1813. 
En materia de daños medioambientales, el art. 14 ap. 1º LRM regula los supuestos 
de inexigibilidad de sufragar los costes imputables a las medidas de prevención, de evi-
tación y de reparación amenazas o de daños medioambientales: «a) La actuación de un 
tercero ajeno al ámbito de la organización de la actividad de que se trate e independien-
temente de ella, a pesar de existir medidas de seguridad adecuadas.  
c) Otros motivos generales de inimputabilidad objetiva. 
Sin perjuicio de lo anterior, algunos de estos criterios y otros han sido generalmente 
admitidos y definidos por la doctrina1814: 
1) El riesgo general de la vida. No se imputarán los daños al autor mediato cuando 
en el curso causal de un resultado lesivo que ha sido puesto en marcha por él, han inter-
venido acciones de terceros que actualizan el riesgo habitualmente ligado a la existencia 
natural del dañado.  
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 CARRO DEL CASTILLO, J. A.: op. cit., p. 359: «La culpa de la víctima resulta así un elemento tan 
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tador la responsabilidad, por lo que es lógico que ésta decaiga en virtud de principios más generales, que 
dirigen a la víctima todos los juicios conducentes a la imputación de los daños producidos». 
1811
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 166-167. Respecto de esto últi-
mo, la atutora dispone que «en el supuesto de que el demandado hbera determinado la producción del 
resultado dañoso estaríamos ante un caso de culpa de la propia víctima». 
1812
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 167. 
1813
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 347. 
1814
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., pp. 411-413. 
DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, G.: op. cit., pp. 29-31. DÍEZ-PICAZO, L.: Derecho de Daños, op. cit., pp. 346-349. 
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Este criterio es útil en materia de inmisiones, dado que en muchos casos habrá que 
tolerar los daños tolerables que sean consecuencia del uso normal y autorizado desarro-
llo de la actividad. El riesgo general de la vida sería en estos casos la tolerancia que todo 
vecino ha de soportar por las molestias típicas de las relaciones de vecindad. No obstan-
te, este criterio no nos servirá para excluir la imputación objetiva en el resto de daños 
civiles por contaminación ocasionados ocasionados por escapes desconocidos, dado que 
éstos se producen de forma extraordinaria. 
2) Incremento del riesgo. No podrá imputarse a una determinada conducta un con-
creto evento dañoso, si, suprimida idealmente aquella conducta, el evento dañoso se 
hubiera producido con seguridad o alta probabilidad, y si la conducta no ha incrementa-
do el riesgo de que se produzca el evento dañoso. Y no habrá incrementado este riesgo 
cuando se constate con seguridad o con una alta probabilidad, que ralle la certeza, que 
se habría producido un resultado sustancialmente idéntico de haber obrado el dañante 
diligentemente o de no haber omitido la diligencia debida. Este criterio es útil para las 
empresas que desarrollen actividades peligrosas para que sean diligentes y cumplan con 
los deberes impuestos.  
3) Criterio de la prohibición de regreso. No se imputarán objetivamente los daños 
a quien inició el curso causal, cuando en éste intervenga sobrevenidamente la conducta 
dolosa o gravemente imprudente de un tercero, salvo que dicha conducta se haya visto 
significativamente favorecida por la actuación del demandado o sea una de aquéllas que 
la norma de cuidado infringida tenía la finalidad de prevenir. El problema es que mate-
ner la eficacia de este criterio de la inimputabilidad puede desembocar en el incumpli-
miento de deberes de protección o de seguridad del causante del daño, aunque no deri-
ven de normas en sentido estricto1815. 
4) Criterio de provocación. Hay que distinguir dos supuestos1816: a) Una persona re-
sulta lesionada (o lesiona a un tercero) en un accidente sufrido en la persecución de un 
delincuente o de un dañante que huía del lugar de los hechos. Se propone la imputación 
objetiva de quien huía, siempre que pueda estimarse que la persecución fue provocada 
por él y que la conducta del perseguidor es razonable, atendiendo su condición y tras 
una ponderación ex ante de los riesgos reconocibles de la persecución frente a la impor-
tancia de llevarla a cabo, así como las probabilidades de éxito de la misma. b) El dañado 
asume el riesgo del que finalmente resulta víctima (o causa daño a tercero) en su intento 
de salvar su vida, integridad física o bienes, o la vida (o la de un tercero), de una situa-
ción de peligro cierto creada culpablemente por el responsable. Este criterio no tiene 
virtualidad práctica en los daños civiles por contaminación. 
5) Fin de protección de la norma. No podrán ser objetivamente imputados a la 
conducta del autor aquellos resultados dañosos que caigan fuera del ámbito o finalidad 
de protección de la norma violada por el agente al producir el daño. En mi opinión, este 
criterio se aplica mejor en su vertiente positiva, es decir, que atribuye objetivamente la 
responsabilidad cuando el agente causante del daño vulnera la norma de protección que 
pretendía evitar el daño que protege, por lo que nos remitimos a lo dicho en su momento 
en cuanto a las teorías de atribución objetiva. 
6) Supuestos de competencia de la víctima. Si el control de la situación dañosa co-
rresponde a la víctima es a ella a quien deben imputarse las consecuencias lesivas y no 
al comportamiento del autor mediato.  
                                                 
1815
 ARCOS VIEIRA, Mª. L.: op. cit., p. 118. 
1816
 DÍEZ-PICAZO, L.: Derecho de Daños, op. cit., pp. 348. 
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B) Causales exonerativas especiales de responsabilidad civil en los daños civi-
les por contaminación y en los daños medioambientales. 
Las exenciones de responsabilidad en el Convenio de Lugano eran las típicas de: a) 
actos de guerra, hostilidades, guerra civil, insurrección o fenómenos naturales de carác-
ter excepcional, inevitable e irresistible; b) acto cometidos por un tercero con la inten-
ción de causar un daño, a pesar de las medidas de seguridad adoptadas al tipo de activi-
dad peligrosa en cuestión; c) órdenes o medida imperativas procedentes de una autori-
dad pública; d) que resulte de una contaminación de un nivel aceptable, teniendo en 
cuenta las circunstancias locales pertinentes; o e) que resulte de una actividad peligrosa 
llevada lícitamente en interés de la víctima, en la medida en que fuera razonable su ex-
posición a los riesgos de esta actividad peligrosa (art. 8). Sin perjucio de lo dicho con 
respecto a la culpa exclusiva de la víctima. 
En el Libro Blanco se establecen eximentes de responsabilidad para los daños de 
escasa cuantía, el de fuerza mayor y el de los que doctrinalmente se denominan “riesgos 
del desarrollo” (aquellos que no se puedan prever o evitar teniendo en cuenta el estado 
de los conocimientos científicos y técnicos del momento en que se produjeron). Tampo-
co podía dar lugar a responsabilidad los supuestos de contaminación generalizada (tam-
bién llamada “de carácter difuso”) en la que no se pueden relacionar los efectos con las 
actividades de determinados agentes (por ejemplo el cambio climático como consecuen-
cia de los altos niveles de CO2). 
En Bélgica, en materia de inmisiones vecinales, la defensa del demandado es muy 
limitada, ya que puede eximirse solamente demostrando que la inmisión no es conse-
cuencia del uso de las instalaciones, pero no por un acto de un tercero o por fuerza ma-
yor1817. Cuando el demandante contribuye al daño de forma negligente, la responsabili-
dad del demandado se reduce1818. Pero no es responsable cuando el demandante acude al 
área donde ya operaba el demandado “(coming to the nuisance” en terminología anglo-
sajona” o pre-ocupación en la española), salvo cuando el establecimiento del demanda-
do determine el carácter de la vecindad y de este modo también el nivel de tolerancia de 
los inconvenientes. Por otra parte, la falta concurrente de una tercera parte (por ejempo 
un contratista llevando a cabo la construcción de un edificio) no previene de la imposi-
ción de responsabilidad, pero el demandado o propietario quizás tenga una acción de 
repetición contra esta tercera parte. Finalmente, al contrario que sucede en la regla de 
responsabilidad por culpa, una sensibilidad anormal del demandado quizá limita o ex-
cluye la responsabilidad bajo el derecho de inmisiones1819. 
En EEUU, las defensas disponibles del demandado en casos de negligencia son: la 
adopción de precauciones razonables; el estado del arte; o el cumplimiento con los per-
misos y licencias gubernamentales. En materia de private nuisance, si la actividad cum-
ple con lo estipulado en la licencia, la acción de cesación (injunction) no tendrá lugar, 
pero sí será aplicable la acción indemnizatoria. En casos de responsabilidad objetiva, la 
defensa del demandado podrá basarse en que la actividad se lleva a cabo bajo deber 
público; el demandante asume el riesgo, en el sentido voluntario y conocido; o que éste 
es anormalmente sensible al daño. No lo serán, sin embargo, la negligencia del deman-
dante; la conducta de un tercero o la fuerza mayor1820. 
                                                 
1817
 HINTEREGGER, M.: op. cit., p. 88. 
1818
 STIJNSS, S., Y VUYE, H.: “Burenhinder”, en Beginselen van Belgisch privaatrecht, V. 
Zakenrecht, Book iv, Kluwer, 2000, pp. 347-62. 
1819
 HINTEREGGER, M.: loc. cit. 
1820
 LARSSON, M-L.: op. cit., pp. 386-388. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   349 
Dice LARSSON que en el English common law se establecen las siguientes defensas 
del demandado en casos de negligencia: consentimiento del demandado, contribución 
negligente del demandante y accidente inevitable1821. En materia de private nuisance las 
defensas del demandado son: la prioridad (comming to the nuisance), múltiples causas, 
utilidad de la actividad, prescripción, contribución negligente del demandado e incum-
plimiento de la normativa (negligencia per se). La ley (statutory authority) es una de-
fensa cuando la nuisance es inevitable consecuencia de una conducta que ha sido expre-
sa o implícitamente permitida por la ley1822,si bien no se extiende las licencias (pollution 
control licences) otorgadas por la Agencia Ambiental1823 (Environmental Agency) o a las 
licencias urbanísticas (planning permission) otorgadas por las autoridades locales. En 
aplicación de la regla Rylands v Fletcher las causas de exoneración son: el consenti-
miento del perjudicado-demandante; la acumulación de materiales en beneficio de am-
bas partes demandante y demandada; un acto de tercero extraño; acto u omisión del de-
mandante; fuerza mayor (act of God) 1824. No obstante, HINTEREGGER dice que la única 
defensa posible es la invasión permitida mediante ley1825. 
En la UmweltHG alemana son causas de exclusión de responsabilidad la fuerza ma-
yor, así como aquellos daños no sustanciales o perjuicios que sean razonables de acuer-
do con las condiciones locales si la instalación ha venido desarrollando sus actividades 
adecuadamente o de acuerdo con la normativa vigente, es decir, de acuerdo con la nor-
mativa aplicable y sin que se haya producido ninguna interrupción de la actividad. Están 
excluidos de la ley los daños que den lugar a una indemnización superior a 320 millones 
de marcos, pero no los riesgos del desarrollo. Al igual que en § 906 BGB (instalaciones 
no comprendidas en la UmweltHG), si la instalación se explota conforme a las disposi-
ciones vigentes se excluye el deber de indemnizar los daños en las cosas si estas se da-
ñan de forma insignificante o en una medida tolerable de acuerdo con las condiciones 
del lugar. Por otro lado, la defensa del demandado en los casos de responsabilidad civil 
por daños ocasionados por introducción, descarga o impactos en el agua por sustancias 
emitidas por su industria, según la § 22 2º WHG1826. 
En el Protocolo de 27 de noviembre de 1992, de enmienda del Convenio Interna-
cional sobre responsabilidad civil por daños debidos a la contaminación por hidrocarbu-
ros, de 29 de noviembre de 1969, la responsabilidad del propietario del buque resulta 
exonerada cuando pruebe la concurrencia de alguna de las siguientes causas: a) los da-
ños por contaminación resultaron de un acto de guerra, hostilidades, guerra civil e insu-
rrección de un fenómeno de carácter excepcional, inevitable e irreversible; b) tales da-
ños fueron totalmente causados por una acción u omisión intencionada de un tercero 
para causar daños; c) por la negligencia y otro acto lesivo de cualquier gobierno u otra 
autoridad responsable del mantenimiento de luces u otras ayudas a la navegación en el 
ejercicio de esa función; o d) por la acción u omisión intencionada o negligente de la 
persona perjudicada –y en el caso de que la culpa de la víctima sea concurrente, la exo-
neración será también parcial (art. 3º, 2 y 3). 
                                                 
1821
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 361. 
1822
 Allen v. Gulf Oil Refining Ltd [1981] AC 1001, por Lord Wilberforce; Lyle Industries Ltd and 
Another v. Greater London Council and Another [1983] 2 AC 509. En esta última la defensa argumentada 
en la ley fue rechazada por el tribunal. 
1823
 R v. Carrick District Council, ex paerte Shelley [1996] Env LR 273; Blackburn v. ARC Ltd 
[1998] Env LR 469. 
1824
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 361. 
1825
 HINTEREGGER, M.: op. cit., p. 100. 
1826
 Ibid.: p. 182. 
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En materia de daños medioambientales, el art. 14.2 LRM dispone que el operador 
no estará obligado a sufragar el coste imputable a las medidas reparadoras cuando de-
muestre que no ha incurrido en culpa, dolo o negligencia y que concurre alguna de las 
siguientes circunstancias:  
«a) Que la emisión o el hecho que sea causa directa del daño medioambiental constituya 
el objeto expreso y específico de una autorización administrativa otorgada de conformidad 
con la normativa aplicable a las actividades enumeradas en el anexo III. Adicionalmente, 
será necesario que el operador se haya ajustado estrictamente en el desarrollo de la actividad 
a las determinaciones o condiciones establecidas al efecto en la referida autorización y a la 
normativa que le sea aplicable en el momento de producirse la emisión o el hecho causante 
del daño medioambiental). 
b) Que el operador pruebe que el daño medioambiental fue causado por una actividad, 
una emisión, o la utilización de un producto que, en el momento de realizarse o utilizarse, no 
eran considerados como potencialmente perjudiciales para el medio ambiente con arreglo al 
estado de los conocimientos científicos y técnicos existentes en aquel momento». 
La prueba de las circunstancias recogidas en el párrafo 2º de la letra a) correspon-
derán al operador. Este apartado demuestra la importancia que tiene para el operador de 
una actividad enumerada en el Anexo III, del cumplimiento de las normas que regulan 
la actividad, en especial la que establece los niveles máximos de emisión en relación 
con la asunción de los costes de reparación. No obstante, esta exoneración de la asun-
ción de costes del operador no se aplica a la hora de adoptar las medidas preventivas y 
de evitación del daño (art. 17.1 y 2 LRM), independientemente de la calificación de la 
actividad. Por su parte, las actividades no enumeradas en el Anexo III sólo asumirán los 
costes de las medidas de reparación cuando el daño haya sido ocasionado con culpa, 
dolo o negligencia (art. 19.2 LRM). No obstante, y como se analizará a lo largo de este 
estudio, los efectos del cumplimiento de las normas reglamentarias o de la licencia o 
autorización no eximen de responsabilidad civil por contaminación, si bien en el caso de 
DCC causados por un escape desconocido para el operador la prueba de la culpa tendrá 
que resultar de la aplicación del principio del alterum non laedere. Por tanto, el cum-
plimiento de las normas es crucial1827. 
Por su parte, la previsión del apartado b) se refiere a los “riesgos del desarrollo”, 
que asimismo son extraídos normalmente de la responsabilidad de los agentes, debido a 
la atipicidad e imprevisibilidad propia de aquéllos y en atención a la onerosidad que 
llegaría a suponer su cobertura. En estos casos, la prueba de la inocuidad de la emisión 
de la actividad para que el operador se pudiera liberar de la responsabilidad mediante la 
prueba efectuada sobre la base de un sistema de gestión para la evaluación del riesgo 
ambiental, en coherencia con el principio de precaución1828. En cualquier caso, cuando 
concurran las circunstancias previstas en los apartado 1 y 2 del art. 14 LRM, el operador 
estará obligado, en todo caso, a adoptar y a ejecutar las medidas de prevención, de evi-
tación y de reparación de daños medioambientales. Los costes en los que se hubiera 
incurrido se recuperarán en los términos del art. 15 LRM.  
  
                                                 
1827
 FORTES MARTÍN, A.: op. cit., p. 20. Dice el autor que en En EEUU la sección 301 (a) de la Clean 
Water Act prohíbe cualquier tipo de vertido a las aguas por persona alguna excepto cuando dicho vertido 
sea conforme con los requerimientos del permiso otorgado en su caso, las limitaciones existentes, u otro 
tipo de prescripción legal, recayendo sobre el operador la carga de probar que el vertido se practicó de 
conformidad con la legislación. 
1828
 ÁLVAREZ LATA, N.: “Responsabilidad civil por daños…”, op. cit., p. 61. 
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Capítulo 2. Tutela reparadora y de evitación del daño civil por conta-
minación. Elementos procesales de la acción de responsabilidad civil. 
I) La tutela del particular frente al daño civil por contaminación. 
1) La tutela reparadora. 
A) La obligación de reparar.  
a) Reparación en especie vs reparación por equivalente. 
La finalidad principal de la responsabilidad civil es la de la reparación del daño1829. 
La reparación del daño se constituye como la función esencial de la responsabilidad 
civil, que persigue que el perjudicado quede indemne1830. Supone el cumplimiento de un 
deber general extracontractual directamente derivado de la infracción del principio “al-
terum non laedere” 1831. No obstante, hay autores que indican que el objetivo de un sis-
tema de responsabilidad civil medioambiental es el desarrollo de un sistema justo y efi-
ciente de indemnización por los daños ocasionados, por lo que «el objetivo principal al 
diseñar el Derecho de responsabilidad civil debe consistir en distribuir los costes previos 
de la contaminación»1832. La inmisión o resto de daños tradicionales deben producir un 
daño para que se genere la obligación de indemnizar1833. La finalidad de la responsabili-
dad civil es la de reparar el daño, pero sin olvidar que dentro de la reparación en especie 
se incluirá la remoción de las causas del daño. 
El derecho de daños alemán se adhiere al principio universal del restitutio in inte-
grum como punto de partida, solamente limitado por la política consistente en que el 
derecho de daños no puede provocar enriquecimiento1834, o en el caso de las cuantías 
límite recogidas en la UmweltHG.  
En Reino Unido se establecen reglas en materia de indemnización de daños y per-
juicios1835: 1) La regla básica es la completa reparación (restitutio in integrum) si el de-
mandante puede probar su pérdida con una razonable certeza, debiendo ser reinstaurado 
en la misma posición que tendría de no haber sucedido el daño. 2) La regla “once-and-
for all rule” significa que el demandante no puede plantear nuevas reclamaciones por el 
mismo daño una vez fijados por los tribunales, ya que éstos tienen la discreción de cal-
cular la indemnización. 3) El demandante tiene el deber de mitigar los daños o pérdidas, 
dado que las pérdidas innecesarias quizás reducen la indemnización. 4) Si la clase de 
daños sufrido es irrazonable, no es importante si el daño concreto se ha producido de 
manera irracional, puesto que esto último pertenece al terreno de las pérdidas y gastos. 
5) En los daños materiales o corporales (physical damages) el cálculo de la indemniza-
ción se basa en el momento en que el daño ocurre.  
                                                 
1829
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 900. PARRA LUCÁN, Mª. 
A.: “Responsabilidad civil extractontractual”, op. cit., p. 867. 
1830
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 196. 
1831
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., p. 253. 
1832
 CANE, P.: op. cit., p. 830. Según el autor: «Creo que es mejor considerar la normativa indemniza-
toria como aquella encaminada ante todo a proporcionar una solución jurídica para los daños sufridos, 
más que como un instrumento para influir sobre el futuro comportamiento de la gente». 
1833
 EVANGELIO LLORCA, R.: “El perjuicio derivado de las inmisiones: …”, op. cit., p. 54. MARTÍNEZ 
VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 26.  
1834
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 351. 
1835
 Ibid.: pp. 374-376. 
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La reparación del daño debe estar presidida por la necesidad de buscar una equiva-
lencia entre el daño mismo y la reparación que ha de realizar, debiendo adaptarse en la 
forma a compensar a la víctima del daño, sancionar a su autor e impedir que vuelva a 
producirse1836. Su finalidad es equilibrar la diferencia entre el estado actual del patrimo-
nio del perjudicado por el acto dañoso y el que tendría ese patrimonio en el caso de que 
ese hecho no se hubiera producido1837. La naturaleza de esta obligación es la siguiente: 
1) se trata de una deuda de valor; 2) es una obligación no personalísima; 3) es una obli-
gación renunciable; 4) y además es ilíquida. 
La fuente de obligaciones viene establecida en el art. 1089 C.c.: «Las obligaciones 
nacen de la ley, de los contratos y de los cuasi contratos, y de los actos y omisiones ilíci-
tos o en que intervenga cualquier género de culpa o negligencia». Por otra parte, el art. 
1092 C.c. recoge las obligaciones nacidas de actos negligentes o culpables «Las que se 
deriven de actos u omisiones en que intervenga culpa o negligencia no penadas por la 
ley, quedarán sometidas a las disposiciones del Capítulo II del Título XVI de este Li-
bro», refiriéndose a los arts. 1902 y ss. C.c. Este artículo se convierte en instrumento 
ténico del Ordenamiento para cumplir los fines del Derecho de Daños, al evitar tener 
que articular un sistema autónomo de reparación del daño. Las causas de extinción de 
las obligaciones se recogen en el art. 1156 C.c.: pago o cumplimiento; pérdida de la 
cosa debida; condonación de la deuda; confusión de los derechos de acreedor y deudor; 
compensación y novación. Por otra parte, la reparación vía convenio se puede realizar 
conforme acuerdo por el que la víctima y el responsable del daño estipulan la forma de 
indemnización: cuantía y pago constituye una transacción y dimana de la autonomía 
privada (art. 1255 C.c.)1838. Vienen regulados en el Título XIII, Capítulo I del Código 
Civil, en cuyo art. 1809 («Contrato de transacción») dispone que: «La transacción es un 
contrato por el cual las partes, dando, prometiendo o reteniendo alguna cosa evitan la 
provocación de un pleito o ponen fin al que había comenzado». Asimismo, habrá que 
estar a lo dispuesto en los arts. 1812 («Capacidad de transigir de las personas jurídi-
cas»); 1813 («Transacción sobre la acción civil de un delito»); 1815 («Amplitud de las 
transacciones»); 1816 («Autoridad de cosa juzgada»); 1817 («Error, dolo, violencia o 
falsedad de documentos en la transacción»); 1819 («Rescisión de la transacción habien-
do previa sentencia firme»).  
En materia de Derecho procesal, el art. 19 LEC regula el derecho de disposición de 
los litigantes mediante la transacción y la suspensión. Los problemas que suelen aconte-
der en este tipo de acuerdos es que se haya concertado el convenio en base a una inco-
rrecta representación de los daños. En primer lugar, es de destacar que, en virtud del 
principio de seguridad jurídica, habrá que estar a lo dispuesto en el Convenio, pues esto 
es lo que las partes desearon. No obstante, ello no puede ser impedimento de reclama-
ción por parte de la víctima cuando acontezcan daños nuevos (sobrevenidos) o cuando 
los conocidos aumenten de intensidad de tal manera que permita calificarlos también 
como “nuevos”. El error sólo puede invalidar la transacción cuando recaiga sobre aque-
llos hechos que son incontrovertibles (caput non controversum), o que no suele coinci-
dir con aquellos que suelen ser objeto de disputa, como por ejemplo los relativos a la 
descripción de los daños 1839. Por otro lado, habrá que tener en cuenta que no serán tran-
saccionables los derechos de la personalidad. 
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 SERRANO GÓMEZ, E.: op. cit., p. 290. 
1837
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., p. 252. 
1838
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 887. 
1839
 Ibid.: p. 888. 
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Dada la generalidad del art. 1902 C.c., se establecen cuantas formas de reparación 
sean eficaces para conseguir la del daño causado, pero no faculta a los responsables para 
elegir a su arbitrio la manera de cumplir la obligación1840. Se plantean dos formas distin-
tas: la reparación en forma específica o in natura y la reparación “por el equivalente”1841, 
sin perjucio de que existan otros elementos, como las medidas preventivas, que maticen 
ese carácter esencialmente reparador1842. En la mayoría de daños patrimoniales prevalece 
la restitución de las cosas a su estado original1843. No obstante, en la mayor parte de los 
casos se conceden indemnizaciones bien porque es el único modo posible de reparar 
tales perjuicios1844 o porque resulta la forma menos gravosa de resarcir el daño; en este 
tipo de daños la reparación está encaminada a compensar a la víctima por la privación o 
menoscabo del bien personal que se haya visto afectado, habiendo una preeminencia de 
la indemnización pecuniaria1845. 
La reparación en especie tiene por finalidad reponer al perjudicado a un estado 
igual al que poseía antes de que se produjera la causación del perjuicio, debiendo tener 
carácter preferente1846. Por otro lado, existe la posibilidad de evitar la continuación de la 
inmisión, pudiendo realizarse a través de una obligación de dar o de hacer, es decir, en 
la remoción de la causa del daño (tutela inhibitoria) y en la realización de la actividad 
necesaria para reponer las cosas o bienes dañados a su estado primitivo. Sería paradóji-
co que los mismos tribunales permitiesen que tales perjuicios siguieran cometiéndose, 
por lo que la solución correcta es quella que autoriza a los Tribunales no solo a la in-
demnización del daño sino también el cese de la actividad, a fin de evitar ulteriores da-
ño, teniendo la acción carácter personal y no real.  
Caben dos pretensiones en materia de responsabilidad civil por inmisiones: a) la re-
paración in natura o indemnización (también en el resto de DCC), y b) cese de los 
hechos causante de las inmisiones y las medidas de evitación de otros futuro. En la ma-
yoría de casos en materia de inmisiones se darán los dos tipos de tutela conjuntamente: 
la indemnizatoria por los daños ya ocasionados, y la inhibitoria o en especie para la re-
moción del daño1847. La reparación in natura pierde importancia en favor de la indemni-
zación, dada la naturaleza de los daños tradicionales ocasionados con un carácter mar-
cadamente restitutorio, tratándose de la forma natural y primera de indemnización, en-
tendido como acción de dejar indemne a la víctima. Solo cuando ésta no pueda darse 
será posible la reparación en metálico o por equivalente1848.  
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1842
 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., p. 220. 
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cit., p. 220. 
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 BORDOLI ETCHAMENDI, C.R.:  “Responsabilidad…, segunda parte”, op. cit., p. 656. 
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En materia de inmisiones, cualquier persona responsable por una inmisión excesiva 
debe compensar por cualquier daño causado, siempre que exceda del nivel de tolerancia 
existente en la zona o área analizada1849. 
El petitum más frecuente en casos de inmisiones perjudiciales en sede de las rela-
ciones de vecindad que hayan causado un daño son la petición de condena a la repara-
ción de los daños producidos, la pretensión de cesación de las inmisiones que puedan 
seguir produciéndose y la adopción de las medidas necesarias de prevención, incluso 
mediante el cese de la actividad causante del daño si no existe otra vía de conseguir-
lo1850. Se ha señalado que la devolución a la zona geográfica dañada del equilibrio 
ecológico1851, se entiende referido a los daños a bienes medioambientales de condición 
simultánea de bien de propiedad o titularidad del particular.  
Se puede citar la siguiente jurisprudencia en relación a las peticiones en materia de 
daños civiles por contaminación realizada en sede de la acción de responsabilidad civil, 
sobre todo casos de inmisiones: 1) supuestos en los que únicamente se ejerce la recla-
mación de daños y perjuicios1852. 2) Reclamación de indemnización de daños y perjui-
cios junto con la cesación de las inmisiones, si bien habría que diferenciar: 2.1) aquellos 
supuestos que parecen ser un efecto indirecto o añadido de la anterior dado que suele 
decirse que la acción ejercitada es de reclamación de cantidad y los fundamentos que se 
citan son los arts. 1902 y 1908 C.c.1853; 2.2) a falta de concreción, se podría entender la 
acumulación de acciones independientes1854. 3) Solicitud de indemnización de daños y 
perjuicios hasta que no cesen las inmisiones, lo que trae como consecuencia que el tri-
bunal nunca llega a exigir el cese de la actividad inmisiva y, por tanto, se reconduce el 
asunto a una mera cuestión económica1855. 
En definiva, la acción de responsabilidad por contaminación se tratará en forma de 
reparación económica y, si se trata de inmisiones que se están produciendo al tiempo de 
la demanda, se solicitará, además, su cesación. 
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 HINTEREGGER, M.: op. cit., p. 88. 
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(JUR 2001, 67558), Castellón 21.10.2000 (JUR 2001, 159740), Cáceres 8.6.2007 (JUR 2007, 293674). 
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 SSTS 16.7.1991 (RJ 1991, 5393), 15.3.1993 (RJ 1993, 2284), 28.1.2004 (RJ 2004, 153); SSAP 
Asturias 16.7.1998 (AC 1998, 1302), Asturias 10.4.2000 (AC 2000, 996), Jaén 29.7.2004 (JUR 2004, 
255522). 
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 SSTS 23.12.1952 (RJ 1952, 2673), 30.10.1963 (RJ 1963, 4231), 12.12.1980 (RJ 1980, 4747), 
3.12.1987 (RJ 1987, 9176) –en este supuesto la reparación se hace in natura-, 16.1.1989 (RJ 1989, 101), 
28.1.2004 (RJ 2004, 153), 13.7.2005 (RJ 2005, 9154), 19.7.2006 (RJ 2006, 4731), 26.11.2010 (RJ 2011, 
1317); SSAP Granada 18.2.1997 (AC 1997, 780), Cantabria 24.12.1997 (1997, 2410), Asturias 15.5.1999 
(AC 1999, 1004), Castellón 25.6.1999 (AC 1999, 1357), Zaragoza 19.2.2001 (JUR 2001, 117480), Mur-
cia 10.5.2001 (JUR 2001, 265049), A Coruña 28.5.2004 (AC 2006, 130), Valladolid 20.7.2004 (JUR 
2004, 211055), Islas Baleares 31.10.2006 (AC 2006, 1907), Asturias 8.11.2007 (JUR 2008, 67179), Islas 
Baleares 28.10.2010 (AC 2010, 2059), Asturias 2.6.2011 (AC 2011, 1351). 
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 SSTS 16.1.1989 (RJ 1989, 101), 7.4.1997 (RJ 1997, 2743), 29.4.2003 (RJ 2003, 3041), 
14.3.2005 (RJ 2005, 2236); SAP Valladolid 20.7.2004 (JUR 2004, 211055). 
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b) La indemnización en forma específica o in natura.  
La reparación in natura consiste en la desaparación de los daños ocasionados sobre 
la propiedad de la víctima1856. No obstante, el daño civil por contaminación en forma de 
inmisiones, dada la continuidad de las mismas, no es únicamente la reparación en espe-
cie sino también la eliminación de la fuente generadora de la inmisión, lo cual más que 
una reparación in natura del daño, se ubica en una acción de cesación o de abstención 
de la perturbación molesta1857. En cualquier caso, los tribunales insisten en que la cuanti-
ficación de la indemnización es de valoración discrecional y de la exclusiva y soberana 
aplicación judicial: dado que la reparación material ha de tener lugar en tiempo y lugar 
oportunos y en forma adecuada, será necesario con frecuencia añadir el complemento de 
una indemnización en dinero1858. 
En otros casos se torna inútil o imposible la reparación por degradación, destruc-
ción o pérdida del objeto reparable1859. Así, en nuestro país esta regla tiene como límites: 
i) que la reparación fuese muy costosa (desproporcionada) o requiriese mucho tiempo; 
ii) implicara ruina o cierre de empresa; iii) se encontrara en frente con motivos de polí-
tica económica de interés nacional en cuyo caso deberían armonizarse los intereses 
económicos y los del medio ambiente, en virtud del conflicto suscitado entre los princi-
pios de protección del medioambiente (art. 45 CE) y los de desarrollo económico (arts. 
38, 40, 128 y 130 CE), sin dar prioridad a ninguno de los dos.  
El instrumento para reclamar este tipo de reparación viene regulados en el art. 1098 
C.c. (Ejecución de obligación de hacer), art. 1099 C.c. (Ejecución en la obligación de no 
hacer) y art. 706 LEC (Hacer no personalísimo):  
Art. 1098 «Si el obligado a hacer alguna cosa no la hiciere, se mandará ejecutar a su 
costa. Esto mismo se observará si la hiciere contraviniendo al tenor de la obligación. Además 
podrá decretarse que se deshaga lo mal hecho». 
Art. 1099 «Lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior se observará también 
cuando la obligación consista en no hacer y el deudor ejecutare lo que había sido prohibido». 
Art. 706 «1. Cuando el hacer a que obligue el título ejecutivo no sea personalísimo, si el 
ejecutado no lo llevara a cabo en el plazo señalado por el Secretario judicial, el ejecutante 
podrá pedir que se le faculte para encargarlo a un tercero, a costa del ejecutado, o reclamar el 
resarcimiento de daños y perjuicios. Cuando el título contenga una disposición expresa para 
el caso de incumplimiento del deudor, se estará a lo dispuesto en aquél, sin que el ejecutante 
pueda optar entre la realización por tercero o el resarcimiento. 
2. Si, conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, el ejecutante optare por encargar 
el hacer a un tercero, se valorará previamente el coste de dicho hacer por un perito tasador 
designado por el Secretario judicial y, si el ejecutado no depositase la cantidad que éste 
apruebe mediante decreto, susceptible de recurso directo de revisión sin efecto suspensivo 
ante el Tribunal que dictó la orden general de ejecución, o no afianzase el pago, se procederá 
de inmediato al embargo de bienes y a su realización forzosa hasta obtener la suma que sea 
necesaria. Cuando el ejecutante optare por el resarcimiento de daños y perjuicios, se proce-
derá a cuantificarlos conforme a lo previsto en los artículos 712 y siguientes». 
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Tradicionalmente, en materia del daño medioambiental y tradicional existe prefe-
rencia en la reparación in natura (restauración de las cosas al estado anterior al daño)1860, 
pero, dado que esto no siempre es posible, en muchos casos se optaba por una repara-
ción por equivalente1861, mediante indemnización o reparación en especie subsidiaria, o 
preferente en aquellos casos, si bien si la reparación resulta excesivamente costosa (des-
proporcionada), o si requiriese de mucho tiempo para hacerse efectiva, se aceptará la 
indemnización1862. Además, la indemnización pecuniaria ha tendido tradicionalmente a 
proteger a la industria en general, por cuanto los daños al Medio Ambiente son, en mu-
chos casos, inasumibles por el alto coste de reparación1863.  
En el caso de los daños medioambientales no cabrá la indemnización sustitutoria, 
sino habrá que estar a lo establecido en la LRM en cuanto a la forma de reparar, a dife-
rencia de lo que sucede en el caso de DCC, donde esta forma de reparación es la más 
habitual en el análisis de la jurisprudencia en la materia.  
En Bélgica la reparación en especie es posible, si bien suelen solicitarse en su lugar 
compensaciones monetarias1864. 
c) La reparación por equivalente o indemnización. 
Los EPTL definen indemnización como «pago en dinero para compensar a la 
víctima, es decir, para reestablecer, en la medida en que el dinero pueda hacerlo, en la 
posición que hubiera tenido si el ilícito por el que reclama no se hubiera producido. La 
indemnización también contribuye a la finalidad de prevenir el daño» (art. 10:101). No 
obstante, la realidad es que los daños a la salud o al patrimonio de las personas suelen 
acabar solucionándose judicialmente con el pago de una indemnización, sobre todo por-
que ésta es la forma más fácil de reparación del daño patrimonial, y la única en el caso 
de daños morales o a la salud1865.  
La reparación por el equivalente se trata de un medio apto para satisfacer o reponer 
todo tipo de intereses, sirviendo el pago a modo de valoración del daño. Esta suele ser la 
forma típica o normal de resarcimiento en el Derecho Civil, fomentado por el silencio 
del art. 1902 C.c. y por la previsión de indemnización (valor) que se extrae del art. 
1106, aunque se refiera a la responsabilidad contractual, así como a la doctrina y pro-
nunciamientos judiciales al efecto1866.  
El deudor deberá entregar una cantidad de dinero equivalente al valor actual del da-
ño. En las deudas de valor, entre las que se encuentran las resarcitorias, al ser el dinero 
la medida de valor de otras cosas o servicios respecto de las cuales funciona como equi-
valente o sustitutivo, la reintegración económica habrá de responder a la finalidad de 
restablecer la situación al tiempo del daño, por lo que la indemnización habrá de ajus-
tarse en lo posible, al poder adquisitivo del importe que va a recibir1867.  
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Para la cuantificación ha de atenerse al momento del pago o resarcimiento1868, esto 
es, la fecha en que se liquide el importe, en ejecución de sentencia, si bien no podrá ex-
ceder, por el principio de congruencia, de la que el demandante solicitara. 
El deber de indemnización se fundamenta en el art. 1.106 C.c., en cuanto la indem-
nización comprende el valor de la pérdida sufrida y el valor de la ganancia dejada de 
obtener; o en el art. 1902 C.c., por cuanto éste, al ordenar reparar el daño causado, está 
obligando a dejar las cosas tal como estarían de no haberse producido el evento dañoso. 
No se trata tanto de evaluar el daño, sino de evaluar los medios precisos para su repara-
ción1869. En algunas ocasiones el importe de la indemnización puede llegar a cifras muy 
elevadas, por lo que se ha sugerido por algún autor que quizá sería interesante una re-
forma legislativa que pusiera un tope máximo de indemnización1870. Esta sería, en mi 
opinión, la solución idónea en el supuesto de que se implantara un régimen de respon-
sabilidad civil objetiva por daños ocasionados por actividades de riesgo, al modo que se 
establece en otras normas (LRM, LN, etc.) 
En materia de daños no patrimoniales (morales), la función de la indemnización es 
satisfactoria o compensatoria, en la medida en que se pretende que el sujeto agraviado 
obtenga algún beneficio que le ayude a mitigar los transtornos y sufrimientos del equili-
brio emocional que padece la víctima1871. Implica una reducción del nivel de satisfacción 
o utilidad, personal o íntima, que ni el dinero ni otros bienes pueden llegar a reponer, 
aunque el dinero sirva a modo compensatorio1872. La indemnización pecuniaria limita el 
padecimiento intelectual y actúa como rudimentario medio de equilibrar y neutralizar el 
menoscabo sufrido con origen en el daño, por lo que no se entiende que se establezca 
como medida de solución el tratamiento psicológico1873.  
Puede tener una notable incidencia en la evaluación o liquidación de los daños los 
sucesos o acontecimientos acaecidos desde el momento de su producción hasta aquel en 
que sean definitiva y totalmente reparados, sobretodo en aspectos relativos a los inter-
eses, costos de materiales o servicios para la reparación1874. Será en la demanda (o en la 
contestación) cuando se presenten las pruebas y las alegaciones pertinentes en torno a 
los daños producidos (o a su negación). Cuando se establezcan las bases para la liquida-
ción del daño, se deberá dar cumplimiento a las siguientes premisas, según el autor: 1) 
hay que evaluar los medios que se necesitan para reparar el daño y no el daño en sí 
mismo; y 2) la finalidad del resarcimiento del daño es la total reintegración económica 
del perjudicado, que se alcanza con el efectivo desembolso de la cantidad que resulte de 
los daños realmente sufridos por el perjudicado. Por ello, la condena deberá alcanzar el 
importe de los daños realmente sufridos por el perjudicado: a) el aumento del precio de 
las reparaciones, y b) la pérdida de valor adquisitivo de la cantidad que la propia víctima 
hubiera invertido para reparar por su cuenta el daño, que se pueden circunscribir al in-
terés y a la depreciación propiamente dicha.  
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En la UmweltHG el alcance de la indemnización se regula en el § 12 (muerte) y en 
el § 13 (lesión corporal o daño a la salud). Por otro lado, las indemnizaciones tendrán en 
todo caso un tope máximo total de 85 millones € para cubrir los supuestos anteriores, y 
otro tanto para los daños a cosas (§ 15), si bien no excluye la aplicación de otras normas 
(generalmente BGB) para cubrir aquellas responsabilidades a las que la propia ley no 
alcance (§ 18 I). En cambio, en los daños a las cosas producidos por instalaciones que 
funcionaban de acuerdo con la normativa reglamentaria (§ 6 II 2), se excluye la indem-
nización cuando el daño sea insustancial o la cosa se afecte en una medida soportable, 
de acuerdo con la costumbre local (§ 5). Si se sobrepasaran esta cantidad, la indemniza-
ción por cada concepto se reducirá en la proporción en que la suma total esté respecto 
del máximo indemnizable. El § 13 establece que: «también se puede exigir una indem-
nización equitativa monetaria por el daño no patrimonial de acuerdo con [lo regulado 
en] el art. 253.2 BGB». Dicha novedad afecta a los daños producidos a consecuencia de 
un atentado a la salud, si bien la doctrina lo ha ampliado a otro tipo de daños y moles-
tias, tales como la intranquilidad frente a ruidos excesivos, etc. 
En Italia se ha señalado que la naturaleza jurídica de la indemnización no está en 
relación a la supuesta naturaleza lícita del daño reparable, sino en función de la necesi-
dad de evitar el resarcimiento en forma específica: la indemnización o compensación 
reviste así la naturaleza de un resarcimiento por equivalente y la previsión de eso en 
lugar del remedio del resarcimiento deriva de una valoración preventiva, operada por el 
legislador, de la excesiva onerosidad del resarcimiento en forma específica, y por lo 
tanto de la oportunidad de evitarlo. Teniendo presente esto, no puede considerarse que, 
aplicando el art. 844 c.c. también a la salud del propietario, la relativa tutela pueda ser 
limitada a la atribución de la compensación, en coherencia a la opinión dominante que 
atribuye al juez el poder discrecional de excluir el resarcimiento en forma específica, 
cuando lo reclame la razón de la producción»1875. 
En Bélgica, según HINTEREGGER, en la práctica no exite distinción, o como mucho 
ésta es mínima, entre la compensación otorgada bajo la regla general del tort law (ilícito 
civil) y las reglas del law of nuisance (derecho de inmisiones)1876. 
Se han denominado «terceras vías» aquéllas que «intentan compatibilizar la exis-
tencia de la obligación de indemnizar los daños derivados necesariamente de la relación 
de determinadas actividades o inmisiones, con la consideración de dichas actividades 
como lícitas o legítimas, defendiendo su mantenimiento para satisfacer diversas finali-
dades entre las que destacan las consideraciones económicas y la evitación de los con-
flictos de jurisdicción que pudieran derivarse de la clausura civil de actividades que 
cumplen todos los requisitos impuestos por la legislación «administrativa» que las regu-
la (muy en epecial cuando está amparadas por una licencia orientada a verificar dicho 
cumplimiento)»1877 y, se podría añadir, cuando se ajusten al uso normal según las condi-
ciones locales. Se debe a la excesiva onerosidad que la misma pudiera suponer para el 
responsable la cesación de la actividad. Se cree que se corre el riesgo de originar nuevos 
problemas de aplicación, dado que supondrá la superposición parcial de los daños futu-
ros entre patrimoniales y morales, la distribución de la indemnización entre el propieta-
rio actual y los que le sucedan y, finalmente, problemas entre los propietarios y titulares 
de derechos de uso sobre los inmuebles inmitidos. Nos remitimos a lo dispuesto en el 
capítulo relativo a la acción negatoria de inmisiones.  
                                                 
1875
 TORREGROSA, G.: op. cit., p. 1426.  
1876
 HINTEREGGER, M.: op. cit., pp. 88-89. 
1877
 LÓPEZ FERNÁNDEZ, L.M.: op. cit., p. 787. 
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d) Régimen comparado medioambiental y civil español y catalán. Especialidades en 
los daños medioambientales de titularidad privada. 
En la presente tabla se comparan las diferentes acciones posibles del particular es 
en el sistema privado español y catalán de inmisiones y otros DCC, y el sistema de la 
Ley de Responsabilidad Medioambiental: 




Incumplimiento de las 
normas reguladoras de la 
actividad y amenza de 
invasión en el uso y 
disfrute de la propiedad, 





Abstención pura: adecuar la 
actividad a las medidas 
reglamentarias o que sean 
necesarias para evitar las 
inmisiones ilegítimas o 




que no hayan causado un 
daño efectivo y que se 




Cesación de inmisiones 
presentes y abstención de 
las futuras del mismo grado 
590 C.c.  
Inmisiones excesivas 
que sean nocivas a las 
personas o a sus bienes y 
que sigan produciéndose 






Cesación de inmisiones 
presentes y abstención de 
las futuras del mismo grado 
1908 C.c. 
o 590 C.c. 
Reparación de los daños 1908.2 C.c. 




que se siguen producien-
do en la actualidad 




Cesación de inmisiones 
presentes y abstención de 




Daños presentes por 
inmisiones ilegítimas 
Indemnizatoria 








Medidas preventivas de 
evitación del daño aún no 
acaecido 
17.1 LRM 
Cuando se ha producido 




Medidas de evitación de 
nuevos daños 17.2 LRM 
Daños producidos Reparadora (ARM) Reparación de los daños 19 LRM 
Tabla 9. Tutela del particular ante inmisiones y daños civiles por contaminación en el Derecho civil espa-
ñol y el catalán. Comparación con la Ley de Responsabilidad Medioambiental. 
Esta clara separación que hace el legislador catalán entre pretensión de cesación 
(inmisiones ilegítimas) e indemnizatoria (daños ocasionados por dichas inmisiones) no 
se contiene en el ordenamiento español, por lo que habrá que acogerse a la interpreta-
ción doctrinal y jurisprudencia que se hace de los arts. 590 y 1908.2 C.c.: si continuan 
las inmisiones, se exigirá la evitación de daños futuros, si bien no existe acuerdo sobre 
si se trata de un efecto indirecto de la acción de responsabilidad civil o de una acción 
independiente. En mi opinión, la acción de responsabilidad requeriría la demostración 
del daño, salvo que el daño sea moral. 
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Los daños medioambientales pueden tener la condición simultánea de bien de pro-
piedad o titularidad del particular. El particular podrá plantear la iniciación del proce-
dimiento de responsabilidad medioambiental a través del procedimiento de la LRM o 
dirigirse ante la jurisdicción civil, teniendo en cuenta que el particular no podrá exigir 
indemnización como si se tratara de un bien privado no medioambiental (art. 5.1 y 
2LRM), y la D.A. novena LRM obliga a la aplicación de las reglas del Anexo II a la 
reparación del daño medioambiental, con independencia de que tal obligación se exija 
en el procedimiento que sea1878: 
«Las normas del anexo II o las dispuestas con carácter complementario por la normativa 
autonómica con el mismo objeto se aplicarán en la determinación de la obligación de daños 
medioambientales, con independencia de que tal obligación se exija en un proceso judicial 
civil, penal o contencioso-administrativo o en un procedimiento administrativo». 
Dice MARTÍN DIZ que los particulares perjudicados por daños medioambientales de 
su propiedad o titularidad podrán ejercitar su pretensión indemnizatoria en sede civil, 
con destino a la reparación del propio bien medioambiental del cual son propietarios, 
con independencia de las actuaciones administrativas de prevención y reparación de la 
LRM, quedando separados ambos procedimientos, siempre y cuando no se haya produ-
cido ya la reparación vía LRM, en cuyo caso se estaría dando cobertura a un enriqueci-
miento injusto del perjudicado y procedería la devolución o compensación de lo indebi-
damente percibido1879. ÁLVAREZ LATA sugiere que el mismo principio informador de 
reparación in natura se habría de proyectar sobre los bienes privados1880. 
También podría plantearse en el procedimiento civil una cuestión prejudicial admi-
nistrativa, al objeto de conocer si dicha responsabilidad ha sido satisfecha, total o par-
cialmente, con anterioridad, o incluso si está siendo resuelta en ese momento, tal y co-
mo permite el art. 42 LEC. El órgano jurisdiccional que está conociendo del asunto que 
pueda resolver la cuestión a los solos efectos prejudiciales civiles, salvo que las partes, 
de común acuerdo, o una de ellas con el consentimiento de la otra, pidan que se suspen-
da el proceso hasta que la cuestión prejudicial quede resuelta por la Administración 
competente, queda desde ese momento el tribunal civil vinculado a la decisión del órga-
no administrativo acerca de la cuestión prejudicial, si bien en caso de reclamar por la vía 
judicial civil deberá sujetarse a lo establecido en la LRM (DA 9ª): 
Respecto de este último supuesto, creo que aunque se inste en sede jurisdiccional 
civil la reparación de los daños, si la acción de responsabilidad se fundamenta no sólo 
en el art. 1902 C.c., en cuanto bien privado, sino también en los artículos de la LRM que 
sean de aplicación, en cuanto bien medioambiental, sería posible la aplicación de pre-
ceptos de esta última que resulten más beneficiosos para el particular. En materia de 
reparación de daños, además, hay que tener en cuenta que la propia D.A.9ª LRM exige 
la aplicación del anexo II con independencia de que la obligación se exija en un proceso 
judicial civil. El Anexo II establece como medidas de reparación la “reparación prima-
ria”, la “reparación complementaria” y la “reparación compensatoria”. En ningún caso, 
indica el Anexo II, la reparación compensatoria consistirá en una compensación finan-
ciera o económica al público.  
                                                 
1878
 ÁLVAREZ LATA, N.: “Responsabilidad civil por daños…”, op. cit., p. 59. LOZANO CUTANDA, B.: 
Derecho Ambiental Administrativo, La Ley, 1ª Edición, Madrid, 2010, pp. 404 y 405. 
1879
 MARTÍN DIZ, F.: “Responsabilidad por daños medioambientales: novedades legales y cuestiones 
procesales”, Práctica de derecho de daños: Rev. de Responsabilidad Civil y Seguros, Nº 61, 2008, p. 32. 
1880
 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental… (I)”, op. cit., p. 820. En estos supuestos «la repara-
ción del daño ambiental tradicional –[…]- arrastra la propia restauración del medio y, por ende, la repara-
ción del daño ecológico, aunque sea de forma parcial, lo cual aporta, como es obvio, un efecto favorable».  
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Han surgido varias críticas a este régimen de responsabilidad aplicable a los daños 
medioambientales de propiedad o titularidad privada. RUDA GONZÁLEZ dice que los 
particulares no disponen de legitimación para reclamar una indemnización, sino sólo de 
un poder para solicitar a la autoridad competente que actúe1881. CARRASCO PERERA afir-
ma que la prohibición de doble recuperación de costes significa que se habrá dado en-
trada en el procedimiento de la LRM a la posibilidad de reclamar y liquidar daños parti-
culares, cosa que la ley no admite expresamente. Además, aunque admitiera la posibili-
dad de que la LRM permitiera la reclamación y liquidación de estos daños «no se ve 
cómo podría en tal caso reclamar el responsable una devolución o compensación al per-
judicado, pues éste no habría recibido sino lo que era debido»1882.  
En mi opinión, la doble recuperación no significa más que esta reclamación no 
podrá hacerse en ambos procedimientos por separado, pero no se refiere a la pretensión 
de resarcimiento. Otra cuestión diferente son los daños estrictamente privados que pue-
dan causarse con ocasión del daño medioambiental de titularidad privada, es decir, los 
posibles daños a cultivos, daños a la salud, morales, etc., que se considerarán estricta-
mente privados y, por lo tanto, no se someterán a la LRM, y, en definitiva, no podrán 
dar lugar a supuestos de doble recuperación de costes. La LRM prohíbe la compensa-
ción económica al particular y se centra en la reparación in natura. Este procedimiento 
de la LRM puede tener sus ventajas: 1) el particular podría solicitar a la Administración 
el inicio del procedimiento de responsabilidad medioambiental, que se tramitaría y eje-
cutaría de oficio por ésta, por lo que no sería necesario sufrir el coste judicial tanto de 
honorarios como sobre todo de peritos. 2) En el caso de que el daño haya sido ocasiona-
do por actividades incluidas en el Anexo III y no extén exentas de constituir garantía 
obligatoria, las medidas de prevención, evitación y reparación quedarán garantizadas, 
normalmente a través de seguro de responsabilidad medioambiental.  
En Alemania, la indemnización por daños patrimoniales sufridos en una propiedad 
con elementos ecológicos se garantiza solamente a las personas lesionadas con derecho 
a indemnización que realmente restauran el medio ambiente a su condición previa. En 
primer lugar, solamente los intereses privados parecen estar incluidos. En segundo lu-
gar, el último requisito es muy importante y único dado que el derecho de daños general 
no contiene ninguna condición en cuanto a lo que realmente hace el demandante con su 
recompensa. En cambio, la UmweltHG limita esta “liberalidad” del perjudicado respec-
to de la cuantía recibida, dado que la vincula a la restauración medioambiental del terre-
no afectado por la contaminación1883. Hay que estar al § 16 UmweltHG, que dice: «(1) Si 
el daño a la propiedad también conlleva un perjuicio a la naturaleza o paisaje, entonces, 
en la medida en que la persona lesionada restaura la condición que existiría de no haber 
tenido lugar el hecho perjudicial, el §» 251 (2) del Código civil se aplicará, pero los 
gastos incurridos en la restauración a la condición previa no serán considerados irrazo-
nables por la sola razón que ellos excedan del valor de la propiedad. (2) Tras la deman-
da interpuesta por el demandante para solicitar la indemnización, la persona responsable 
anticipará el pago por los gastos necesarios». Algún autor ha afirmado que aunque pu-
diera parecer una vía abierta para la reparación del daño ecológico, más bien se refiere 
al resarcimiento de los daños causados a la propiedad, que al mismo tiempo supongan 
un perjuicio a la naturaleza o al paisaje1884.  
                                                 
1881
 RUDA GONZÁLEZ, A.: “En tierra de nadie…”, op. cit., pp. 45 y ss.  
1882
 CARRASCO PERERA, A.: “El régimen civil de la responsabilidad…”, op. cit., p. 160. 
1883
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 353. 
1884
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, op. cit., p. 128. 
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B) Cuantificación de los daños civiles por contaminación. 
a) Reglas generales para la cuantificación del daño. Especialidades en los daños 
afectados por un elemento temporal: continuados y permanentes. 
Para el cálculo de los daños y perjuicios, hay que respetar las reglas establecidas en 
la responsabilidad civil del derecho común, tanto en cuanto a la parte sufrida (damnum 
emergens) como a la ganancia perdida (lucrum cessans). La cantidad asignada deberá 
permitir el reemplazo o la rehabilitación de la misma1885. En todo caso, la apreciación 
monetaria deberá hacerse a la fecha de la decisión judicial. La cuantificación del daño 
causado debe hacerse en la demanda con base a los arts. 399.1 y 253 LEC: 
Art. 253 LEC: «1. El actor expresará justificadamente en su escrito inicial la cuantía de 
la demanda. Dicha cuantía se calculará, en todo caso, conforme a las reglas de los artículos 
anteriores. La alteración del valor de los bienes objeto del litigio que sobrevenga después de 
interpuesta la demanda, no implicará la modificación de la cuantía ni de la clase de juicio.  
2. La cuantía de la demanda deberá ser expresada con claridad y precisión. No obstante, 
podrá indicarse en forma relativa, si el actor justifica debidamente que el interés económico 
del litigio al menos iguala la cuantía mínima correspondiente al juicio ordinario, o que no re-
basa la máxima del juicio verbal. En ningún caso podrá el actor limitarse a indicar la clase 
del juicio a seguir, ni hacer recaer en el demandado la carga de determinar la cuantía.  
3. Cuando el actor no pueda determinar la cuantía ni siquiera en forma relativa, por ca-
recer el objeto de interés económico, por no poderse calcular dicho interés conforme a nin-
guna de las reglas legales de determinación de la cuantía, o porque, aun existiendo regla de 
cálculo aplicable, no se pudiera determinar aquélla al momento de interponer la demanda, 
ésta se sustanciará conforme a los cauces del juicio ordinario». 
La función de calcular las indemnizaciones se atribuye exclusivamente por la juris-
prudencia a los órganos judiciales, que lo harán caso por caso, valorando las pruebas y 
sin que puedan hallarse sujetos a previsión normativa alguna, que por su carácter gene-
ral no permite la individualización del caso concreto1886. Los criterios de fijación de la 
cuantía indemnizatoria, aparte de la vía convencional, y de la obligación de reposición 
in natura, no tienen en el art. 1902 C.c. una regla secundaria relativa a la valoración del 
daño, por lo que el juez deberá valorar los daños desde un punto de vista objetivo, te-
niendo en cuenta el lugar y las circunstancias concretas de la inmisión: duración, clase, 
intensidad y efectos, sin que tal fijación sea revisable en casación excepto en el supuesto 
en que al señalarla se hubiera incurrido en error de hecho y tal error se combata por el 
cauce adecuado1887. De hecho, la apreciación de la prueba pericial es función privatista 
del Tribunal “a quo”, a cuyo riesgo debe estarse, ya que sujeto su proceso valorativo 
sólo a las reglas de la sana crítica y no constatadas estas reglas en normas legales prees-
tablecidas, no puede ser sometido a revisión cuando es razonable a la apreciación subje-
tiva e interesada de la parte recurrente1888. 
                                                 
1885
 ROBERT, A.: Les relations de voisinage, op. cit., pp. 117-118. Dice el autor (p. 117) que «las so-
luciones particulares establecidas para las hipótesis de degradación, destrucción o pérdida de un bien 
deben ser aplicadas». 
1886
 MACIÀ GÓMEZ, R. I.: op. cit., p. 28. En la jurisprudencia, SSTS 25.3.1991 (RJ 1991, 2443), 
26.3.1997 (RJ 1997, 1864), 19.6.1997 (RJ 1997, 5423), 2.4. 2004 (RJ 2004, 2607). 
1887
 HERRERA DEL REY, J.: La defensa…, op. cit., p. 269. En la jurisprudencia, SSTS 15.12.1981 (RJ 
1981, 5157), 21.10.1983 (RJ 1983, 5335), 8.4.1985 (RJ 1985, 1684), 30.5.1985 (RJ 1985, 2833), 
15.7.1986 (RJ 1986, 4566), 9.7.1987 (RJ 1987, 5213), 7.10.1988 (RJ 1988, 7388), 18.10. 1989 (RJ 1989, 
6933), 19.10. 1990 (RJ 1990, 7982), 22.5.1995 (RJ 1995, 4088). 
1888
 SSTS 10.6.1991 (RJ 1991, 4435), 12.11.1985 (RJ 1985, 5576), 5.11.1986 (RJ 1986, 6209), 
27.1.1988 (RJ 1988, 150), 29.2.1988 (RJ 1988, 1311), 14.2.1989 (RJ 1989, 834), 13.6.1989 (RJ 1989, 
4629), 30.5.1990 ( RJ 1990, 4100). 
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En la valoración de los daños se pueden distinguir dos elementos capitales que 
están íntimamente unidos: las bases y el quantum indemnizatorio1889. En su determina-
ción deberán aplicarse los criterios generales de evaluación y cálculo del daño1890, te-
niendo en cuenta tanto el daño emergente como el lucro cesante (art. 1106 C.c.)1891 con 
base al criterio general de reparación integral del daño1892. Por poner algún ejemplo, la 
depreciación de una finca por causa de la contaminación es considerada por los jueces 
como daño emergente, en el caso de que haya sido irremediablemente producido, ya que 
el valor de venta de una vivienda es un elemento patrimonial con múltiples repercusio-
nes en aspectos como la obtención de crédito o el pago de impuestos1893. 
Existen varias teorías doctrinales sobre el daño: 1) concepción objetiva, según la 
cual el daño equivale al valor objetivo de mercado del bien destruido o el minusvalor 
del bien deteriorado; 2) concepción abstracta (teoría de la diferencia): comparación en-
tre las situaciones patrimoniales de la víctima, calculándose el patrimonio del dañado si 
el daño no se hubiera producido y el efectivo tras la producción del daño, de mayor am-
plitud que la anterior1894; 3) la concepción subjetiva (se tendrán en cuenta las específicas 
circunstancias del concreto dañado) y real-concreta del daño (se tendrán en cuenta los 
singulares factores del daño), y 4) el daño entendido como lesión de un interés valorable 
en dinero (cualquier disminución de la utilidad).. Esta última teoría contempla una hete-
rogeneidad de daños (lesiones corporarles, daños morales, pérdidas o deterioros de bie-
nes ya incluidos en el patrimonio y aquellos que no llegan a entrar), así como existe 
dificultad en la identificación de tales intereses cuya lesión constituye un daño, pue no 
existe un listado previo1895. 
Según argumenta DE ÁNGEL YAGÜEZ1896 la doctrina española se divide, sobre todo 
en materia de cuantificación de las indemnizaciones, entre los que abogan por la inde-
pendencia del dolo o culpa a la hora de establecer el quantum indemnizatorio, y los que 
afirman que, en virtud del art. 1107 C.c. –que consideran aplicable también a la respon-
sabilidad civil extracontractual-, el deudor de buena fe responde de los daños y perjui-
cios «previstos o que se hayan podido prever al tiempo de constituirse la obligación y 
que sean consecuencia necesaria de su falta de cumplimiento», mientras que en caso de 
dolo, responderá el deudor de todos los daños «que conocidamente se deriven de la falta 
de cumplimiento de la obligación». Estas posturas son correctas y pueden ser compati-
bles desde el punto de vista de la relación causal y el grado de culpabilidad, pues la re-
lación causal sí está afectada por el grado de culpabilidad, respondiendo de más conse-
cuencias por la gravedad de la conducta (art. 1107 C.c.), pero, una vez que se han deli-
mitado o definido los efectos lesivos de que se debe responder, entonces se responde 
íntegramente, sin consideración al grado de culpabilidad.  
                                                 
1889
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 202. 
1890
 GOMIS CATALÁ, L.: Responsabilidad por Daños…, op. cit., p. 266. 
1891
 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental…(I)”, op. cit., p. 821. 
1892
 STS 5.10.1999 (RJ 1999, 7015). 
1893
 Según indica la STS 31.5.2007 (RJ 2007, 3431): «el valor en venta de una finca o las expectati-
vas de alquilarla por más o menos precio constituyen un elemento patrimonial indemnizable» (en pareci-
do sentido la STS de 13.7.2005 (RJ 2005, 9154). 
1894
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 900. 
1895
 VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., pp. 128-131. Los autores critican de las dos primeras teor-
ías que resultan de difícil aplicación a los daños morales. De la primera, en concreto, que no pretende 
tutelar derechos subjetivos lesionados e impone una valoración parcial; de la segunda, que es de difícil 
aplicación a la reparación natural mediante entrega de cosa nueva. 
1896
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., pp. 435-438. 
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Cuando el daño no sea doloso no cabría graduar la responsabilidad ya que la obli-
gación de reparar el daño causado es indivisible, puesto que «no trata de castigar al 
agente sino de resarcir a la víctima»1897. A ello contribuye el que el art. 1902 C.c. hable 
de reparar el daño causado, sin matices ni restricciones, lo que «induce a pensar que no 
es posible fragmentar el quantum de la reparación».  
No obstante, los jueces se hallan influidos por el juicio que moralmente le merezca 
el comportamiento del sujeto, sobre todo si se está en el caso de daños morales, pues al 
no existir una cuantificación fija, es inevitable que la discrecionalidad se halle influida 
por la valoración de la culpa del agente. Por ejemplo, existe doctrina1898 y jurisprudencia 
en materia de inmisiones ruidosas, en la que se argumenta que si bien la preexistencia 
del ruido no es obstáculo para la existencia de una inmisión ilícita, sí deberá considerar-
se a la hora de realizar una valoración de la vivienda supuestamente depreciada1899. 
Asimismo, el art. 10:401 PETL establece que: «En casos excepcionales, puede reducirse 
la indemnización si la compensación íntegra comporta una carga opresiva para el de-
mandado a la luz de la situación económica de las partes. Para determinar si esta reduc-
ción procede, deberá tenerse en cuenta, de modo especial, el fundamento de la respon-
sabilidad (artículo 1:101), el alcance de la protección del interés (artículo 2:102) y la 
magnitud del daño», solución que, según MARTÍN CASALS, los tribunales en la práctica 
llevan a cabo tratando de armonizar los intereses1900. 
Asimismo, se puede producir una compensación por la carga que representa la tole-
rancia de futuro de las inmisiones por parte del perjudicado ante la persistencia de las 
mismas y la dificultad, o más bien imposibilidad, para su erradicación, no obstante las 
medidas correctoras adoptadas o aplicables al efecto, cuando no proceda la cesación o 
clausura de la actividad inmitente1901. No se trata en rigor de una indemnización1902, por 
cuanto la compensación se valora mediante criterios expropiatorios y la indemnización 
se valora estrictamente en función del daño o perjuicio. Como se ha dicho con anteriori-
dad, la compensación del daño en España no es una práctica habitual. 
También existen casos en los que se pueden compensar los perjuicios sufridos por 
la víctima con los beneficios que ésta obtiene como consecuencia del propio daño 
(compensatio lucri cum danno), basándose en la doctrina de la prohibición del enrique-
cimiento injusto, siendo necesario para ello que el beneficio a compensar sea conse-
cuencia de la conducta dañosa, pero no de un acto posterior de la propia víctima ajeno al 
mismo. Los perjudicados obtienen así un beneficio a partir del daño sufrido, incluso 
agravando el daño para conseguirlo1903. Si bien no se deducirán las cuantías percibidas 
por otras fuentes indemnizatorias (p. ej. seguro).  
                                                 
1897
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., pp. 435-438. 
1898
 HERRERA DEL REY, J.: La defensa…, op. cit., p. 270. 
1899
 La SAP Cádiz 23.5.2008 (JUR 2008, 233628) dice que la pérdida de valor de la vivienda «no 
puede ser estimada, de una parte ya que la misma no es propiedad de los actores, y de otra porque cuando 
se edificó la misma los ruidos ya existían, por lo que su valor es el mismo que cuando se edificó».  
1900
 MARTÍN CASALS, M.: “Una primera aproximación…”, op. cit., p. 25. 
1901
 De la jurisprudencia analizada se puede citar un ejemplo de esta medida en la SAP Murcia 
24.5.1997 (AC 1997, 1040), en la que, al considerar que la cercanía de la fábrica inmitente a la vivienda 
del inmitido impide la total erradicación del daño, condenó a abonar a los actores «el importe de una 
vivienda en las mismas condiciones, para que puedan abandonar el lugar haciendo entrega los actores de 
los terrenos y vivienda a los demandados». 
1902
 HERRERA DEL REY, J.: La defensa…, op. cit., p. 272.  
1903
 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit.,  pp. 226-227. VERDERA SERVER, R. y 
otros: op. cit., pp. 147-148. 
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Otros autores, además, de referirse al criterio anterior, añaden el del deber de la 
víctima de mitigar el daño1904. Este último se basa en que no son indemnizables los da-
ños sufridos por la víctima que ésta hubiera podido evitar adoptando medidas razona-
bles, criterio que se puede extraer del art. 7.1 C.c.: «Los derecho deberán ejercitarse 
conforme a las exigencias de la buena fe», o, específicamente, del art. 17 LCS («Deber 
de emplear los medios al alcance para aminorar las consecuencias del siniestro»)1905. 
Este deber tendrá sus efectos jurídicos en el ámbito del seguro, si bien los jueces lo 
podrán tener en cuenta como un supuesto de culpa del agente causante del daño, basada 
en una omisión del dereber de diligencia. 
Por otra parte, los daños continuados que sean imposibles de cuantificar anualmente 
se podrán estimar mediante la pérdida de la producción de la finca, en función de su 
desarrollo y rendimiento. La dilación en su manifestación puede provocar la carencia de 
elementos suficientes de valoración y cuantificación del daño en los diversos momentos 
procesales, especialmente en el momento de la demanda. El art. 219.1 LEC obliga al 
demandante a cuantificar «exactamente su importe, sin que pueda solicitarse su deter-
minación en ejecución de sentencia, si bien se podrá fijar claramente la bases con arre-
glo a las cuales se deba efectuar la liquidación, de forma que ésta consista en una pura 
operación aritmética», siempre y cuando se fijen las bases para ello pero difiriendo la 
determinación cuantitativa a la ejecución de la misma1906.  
Asimismo, en los daños permanentes (en cuanto a sus efectos)  nada impide que la 
idemnización fijada judicialmente consista en una renta más o menos duradera o vitali-
cia, en función de la naturaleza persistente del daño, si bien se le puede achacar la posi-
bilidad de pérdida de valor adquisitivo del dinero1907. Según el art. 10:102 EPTL «La 
indemnización se otorga mediante suma alzada o renta periódica según resulte apropia-
do en atención, de modo especial, a los intereses de la víctima». Por su parte, el art. 
10:103 dispone que «Al determinar la cuantía de la indemnización, deben tenerse en 
cuenta los beneficios que el dañado ha obtenido mediante el evento dañoso, a menos 
que ellos sea incompatibles con la finalidad del beneficio». 
Finalmente, la fijación y cálculo del lucro cesante sólo podrá realizarse a partir de 
un juicio de probabilidad o verosimilitud, y deberá ser probado, así como los demás 
hechos en que se fundamente el derecho, con exclusión de los denominados “sueños de 
fortuna”1908. Podrá ser actual o futuro, según el momento de liquidación del daño. La 
existencia del lucro cesante es independiente de otro tipo de daños, es decir, no tiene por 
qué concurrir con otros daños materiales o extrapatrimoniales. Tampoco puede confun-
dirse con el daño futuro, aunque finalmente acaba acaeciendo en el futuro la mayor par-
te de las veces en lo relativo al momento en el que se produce1909. Los lucros frustrados 
se entenderán como ganancia líquida en aquellos casos en que el perjudicado para obte-
nerlos hubiera tenido que llevar a cabo desembolsos1910. 
                                                 
1904
 VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., pp. 147-148. 
1905
 DÍEZ-PICAZO, L.: Derecho de Daños, op. cit., p. 323. Añade el autor que este deber «pesa sobre 
el eventual perjudicado desde el momento en que es previsible la producción misma del daño y susbsiste, 
tras la producción de éste, respecto de sus consecuencias o secuelas». 
1906
 MARTÍN DIZ, F.: op. cit., p. 29. 
1907
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 944. 
1908
 DÍEZ-PICAZO, L.: Derecho de Daños, op. cit., p. 323. En la jurisprudencia, SSTS 5.11.1998 (RJ 
1998, 8404) y 14.3.2005 (RJ 2005, 2236).  
1909
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., p. 381.  
1910
 DÍEZ-PICAZO, L.: Derecho de Daños, op. cit., p. 324.  
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b) Reglas de cuantificación del daño patrimonial. 
La determinación de la cuantía del daño patrimonial tiene como objeto conocer con 
precisión cuál es la cuantía que sirve para su indemnización1911.  
La cuantificación del daño patrimonial directo (daño emergente) consiste en la dis-
minución del patrimonio de la víctima causada por el daño, y se determinará del modo 
más concreto posible, aunque no obsta para que pueda realizarse en abstracto con rela-
ción al mercado, cuando resulte pertinente (art. 10:201 PETL). En los daños patrimonia-
les por pérdida, destrucción y daño de las cosas, «la indemnización es su valor y, a estos 
efectos, es indiferente que la víctima quiera sustituir la cosa o repararla. No obstante, si 
la víctima la ha sustituido o reparado (o lo va a hacer) puede recuperar el mayor gasto si 
tal actuación resulta razonable» (art. 10:203) (1).  
El deterioro patrimonial deberá cuantificarse, de manera que se pueda distinguir 
nítidamente entre las partidas de indemnización, en el caso de que hubiera otros daños 
patrimoniales o de otra naturaleza1912. Ante la falta de especificación –por imposibilidad- 
de la valoración de los daños, cabe recurrir a cifras globales prudentemente calculadas, 
con relación a los valores de mercado. La pérdida suele calcularse según la depreciación 
económica del bien o del coste real de la reparación1913. 
En el caso de que tengan que abandonarse las viviendas por sus moradores a causa 
de las inmisiones insoportables, la indemnización se calculará con la cantidad equiva-
lente al gasto que hubieran tenido que efectuar para trasladar a los vecinos de sus casas 
actuales a otras viviendas semejantes durante las obras1914. Si la finca es productiva, el 
daño se determinará en función de la pérdida de valor de uso, es decir, la diferencia de 
productividad de la finca antes y después de la contaminación1915. Asimismo, habrá que 
analizar el daño a los materiales e instalaciones de los perjudicados, así como los sufri-
dos por éstos en función del tiempo y de la condición jurídica que les unen a las citadas 
fincas o explotaciones (propietarios, usufructurarios, aparceros, etc. El daño a animales 
se cuantificará por el valor de mercado del animal, es decir, el valor que tendría de estar 
sano en el momento de la confirmación del diagnóstico1916, a través de informe de vete-
rinario1917. En los daños patrimoniales derivados del daño corporal y muerte (art. 
10:202) la indemnización incluye «la pérdida de ingresos, el perjuicio de la capacidad 
de obtenerlos (incluso si no va acompañado de una pérdida de los mismos) y los gastos 
razonables, tales como el coste de la atención médica».  
                                                 
1911
 MACIÀ GÓMEZ, R. I.: op. cit., p. 23. 
1912
 RUDA GONZÁLEZ, A.: “Sentencia de 12 de enero de 2011…”, op. cit., p. 231. En la jurispruden-
cia, citamos la STS 2.2.2011 (RJ 2001, 1003). 
1913
 REYES LÓPEZ, Mª. J.: op. cit., p. 219. 
1914
 SAP Murcia 24.5.1997 (AC 1997, 1040). En la sentencia se establecen a razón de 150.000 pts. al 
mes, durante los 10 meses, equivalente a la renta que podría haberse cobrado por el alquiler de la vivienda 
afectada, incrementada en un 20% como precio de afeccción. La STS 13.7.2005 (RJ 2005, 9154) incluye 
los conceptos de ejecución de las obras y resultado y destino de las mismas y que establecía en 3.000.000 
pesetas por las molestias padecidas como consencuencia del trazado de las vías, la frecuencia de utiliza-
ción y su destino: el transporte de arrabio hasta los altos hornos de Gijón  
1915
 HERRERA DEL REY, J.: La defensa…, op. cit., p. 269. La SAP Lugo 18.1.2004 (JUR 2005, 
50077) dice que la contaminación procedente de unas explotaciones industriales merma el rendimiento de 
producción de la finca afectadas en un 90 por ciento. 
1916
 SAP Cantabria 24.12.1997 (AC 1997, 2410), posteriormente ratificada en la STS 28.1.2004 (RJ 
2004, 153). 
1917
 STS 22.5.1995 (RJ 1995, 4088), en un caso de daños a huevos embrionados y alevines de una 
piscifactoría. 
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Un caso polémico es el de la consideración o no como daños patrimoniales la de-
preciación o disminución del valor de venta o el precio de alquiler de una vivienda simi-
lar1918 en los casos en los que se edifique la vivienda cuando las inmisiones ya existan. 
Existe jurisprudencia que niega este tipo de daños por cuanto su valor es el mismo que 
cuando se edificó, no habiendose depreciado por este motivo, pues si bien la pre-
existencia de la inmisión no es óbice para que se estime la inmisión ilícita, sí debe con-
siderarse a la hora de valorar la vivienda en cuestión1919. La STS 2.2.2001 (RJ 2001, 
1003) afirma que los actores adquieren la vivienda y terreno por un precio ínfimo en la 
fecha en la que las actividades industriales contaminantes ya estaban instaladas y en 
funcionamiento, realizando las mismas labores, extracciones y transportes, habiéndose 
aceptado tales condiciones al realizarse la compra, así como que el demandante partici-
para a título lucrativo en el proceso productivo de una de las industrias demandadas, 
vendiéndole el agua que precisaba para su actividad.   
Por otra parte, la dificultad para cuantificar la ganancia frustrada (lucro censante) 
reside en que las bases a partir de las cuales se puede llevar a cabo esa valoración no 
resultan fáciles de determinar y de acreditar, por lo que, en la práctica, se ha tendido por 
los tribunales a acudir a criterios estandarizados, cuyo fundamento se encuentra en la 
propia experiencia humana y en el principio de normalidad. No creo que la aplicación 
de estos criterios deban constituirse como el parámetro fundamental que desplace a la 
verdadera prueba del daño, sino de manera subsidiaria, con el objetivo de impedir que el 
daño quede sin resarcimiento por falta de cumplida prueba de su cuantía. El parámetro 
fundamental deberá seguir siendo el de la prueba de la entidad del daño a partir de datos 
que lo intenten determinar de manera más concreta, si bien, tratándose de un daño 
hipotético, siempre han de ser una medida relativa del daño que supongan una medida 
objetiva del mismo, lo que se puede conseguir acudiendo tanto a datos internos como 
externos, es decir, datos pertenecientes a la esfera interna de la actividad del que ha su-
frido el daño o bien ajenos a ella y pertenecientes a la experiencia de otro con el que 
exista una situación parecida.  
En todo caso caso, creo que el art. 1103 del C.c. faculta al juez para moderar la res-
ponsabilidad, aunque lo más usual es que sirva a los tribunales para reducir el importe 
del resarcimiento. La facultad moderadora que tienen los Tribunales del quantum in-
demnizatorio no es revisable en casación, al no constituir un mandato para el juzgador, a 
no ser que el juzgador de instancia (STS 6.2.2008 [RJ 2008, 1215]) haya hecho uso de 
tal facultad de modo irracional y desmesurado1920 para lo cual habrá de atenderse al fac-
tum establecido como probado y que éste ponga de manifiesto las responsabilidades que 
postula (STS 5.7.1993 [RJ 1993, 5795]). 
No existe limitación máxima de la indemnización, pues todo daño debe ser resarci-
do. Además, la declaración de responsabilidad implicará la adopción de medidas pre-
ventivas para evitar que suceda en el futuro. No obstante, la doctrina en este punto no 
está totalmente de acuerdo, por cuanto hay autores que defienden la posibilidad de que 
se pusiera un tope máximo a las indemnizaciones1921, mediante iniciativa legislativa, 
porque de lo contrario las cifras serían astronómicas. 
                                                 
1918
 HERRERA DEL REY, J.: op. cit., p. 269. «Desgraciadamente, [según el autor], algunas [sentencias] 
no admiten esta valoración si el perjuidicado efectivamente no ha cambiado de domicilio». 
1919
 SAP Cádiz 23.5.2008 (JUR 2008, 233628), FD 4º. 
1920
 SSTS 31.12.1996 (RJ 1996, 9476), 15.12.1999 (RJ 1999, 9200), 5.12.2000 (RJ 2000, 9887), 
6.11.2002 (RJ 2002, 9637). 
1921
 MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 23. 
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Los tribunales franceses calculan la indemnización en función de las circunstancias 
particulares del caso, incluyendo normalmente la disminución de valor del fundo afec-
tado, así como los daños materiales y personales ocasionados. En materia de inmisiones, 
la indemnización podrá consistir en una cantidad de dinero o bien en una renta periódi-
ca, pagadera en cuanto persista la perturbación excesiva. 
En el derecho de daños alemán, en la evaluación de los daños el principio básico en 
el daño patrimonial es la teoría de la diferencia, mediante la evaluación acorde a la si-
tuación previa y posterior al hecho dañoso. Los métodos generalmente aplicables son el 
de reemplazo o el coste de reparación, cualquiera que sea el menor; en estos casos, el 
demandante tiene el deber de mitigar sus pérdidas. Una indemnización pecuniaria es la 
regla aplicable cuando la reparación en especie es imposible1922. La evaluación del lucro 
cesante incluye el coste de sustitución del alquiler y pérdida de la renta. Los tribunales 
parecen tratar tales pérdidas como patrimoniales, tratando de evitar la limitación por las 
pérdidas económicas. Por otra parte, el § 16 UmwltHG regula el caso de un daño en una 
cosa que a su vez supone un perjuicio a la naturaleza o el paisaje, en cuyo caso si el per-
judicado es el propietario del lugar natural deteriorado y que haya procedido efectiva-
mente a su reparación, el responsable del daño no podrá invocar el § 251 BGB, según el 
cual la reparación debida está limitada únicamente al valor de la cosa deteriorada. Como 
se puede observar, incluso en un régimen especial de responsabilidad civil por contami-
nación se aplican soluciones parecidas al § 906 BGB cuando se trata de daños a las co-
sas. Se deben aplicar las reglas universales de restauración de las especies, replantación 
y recultivo de las tierras1923 y al § 16 UmweltHG. 
En Inglaterra, los daños a las cosas se valorarán conforme a los criterios generales 
del derecho de los torts, y cubrirá el coste de la reparación del bien o la disminución de 
valor. En el caso de daños materiales (physical damages), hay que tener en cuenta las 
siguientes formas y cálculo de reparación1924: 1) La regla general de valoración se hace 
mediante el coste o pérdida actual. 2) La principal regla de indemnización es la dismi-
nución del valor de mercado del bien (replacement), o el coste de reparación (o reposi-
ción–reinstatement-), aplicando el juez el de menor coste, o incluso ambos en caso de 
que sea necesario. Las pérdidas de valor en el mercado del bien se realizan en compara-
ción con el valor del bien antes y despues del daño, o bien el precio de la renta que 
podría resultar de su uso (lost use value). 3) En caso de destrucción de edificios, el coste 
de reconstrucción si aquél tiene un uso residencial o comercial se valora mediante el 
coste de reparación (reinstatement). Si el edificio tiene un uso industrial se aplica la 
disminución del valor de mercado del bien (replacement). En caso de destrucción de 
bienes muebles se tiene en cuenta el coste de disminución del valor del mercado del 
bien (replacement). En ambos casos, daños a la propiedad o bienes inmuebles, el lucro 
cesante (losses of profit) y/o gastos son compensables, solo limitado por un test de im-
probabilidad. En materia de prívate nuisance los daños patrimoniales por depreciación o 
ganancias dejadas de obtener se suelen valorar en función del valor comparado que re-
sulte del valor de la propiedad afectada antes y después de la nuisance, calculado gene-
ralmente mediante la diferencia en el valor de renta durente su producción, aunque no es 
descartable la posibilidad de valorarlos mediante los costes de operación de limpieza 
necesarios para recuperar la propiedad a su estado inicial1925.  
                                                 
1922
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 353. 
1923
 Ibid.: p. 354. 
1924
 Ibid.: pp. 375-376. 
1925
 BELL, S. & MC GILLIVRAY, D.: op. cit., p. 276. 
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c) Reglas de cuantificación del daño corporal y a la salud. 
En general, han sido detectados una serie de problemas relativos a la valoración del 
daño no patrimonial debidos principalmente a la carencia de un mercado de referencia 
que genera incertidumbre en su cuantificación1926. Ello trae como consecuencia la ten-
dencia restrictiva de los tribunales en la fijación de las cuantías, o, en el terreno legal, la 
fijación de previsiones específicas o baremos, como por ejemplo el de accidentes de 
circulación (RD 8/2004). Éstos sirven fundamentalmente para reducir la discrecionali-
dad judicial y para favorecer la implantación de un seguro de responsabilidad civil por 
responsabilidad objetiva, al fijar ex ante el valor del daño.  
En los casos de daño corporal, el daño no patrimonial corresponde al sufrimiento de 
la víctima y al perjuicio de la salud física o psíquica. En la cuantificación de las indem-
nizaciones se deberán conceder sumas indemnizatorias similares por aquellas pérdidas 
que sean objetivamente similares (art. 10:301 EPTL inciso (3)). La cuantificación de los 
daños corporales requerirá la valoración de la integridad psicofísica (incapacidad tem-
poral o permanente). En las inmisiones por ruido existe una relación entre el ruido y la 
enfermedad1927. Para cuantificar estos daños se tendrán en cuenta todas las circunstan-
cias del caso, incluyendo la gravedad, duración y consecuencias. El grado de culpa del 
causante del daño sólo se tendrá en cuenta si contribuye al daño de la víctima de modo 
significativo (art. 10:301 EPTL inciso (2).  
Según MARTÍN CASALS, que hace referencia a su vez al proyecto Busnelli-Lucas, de 
Baremo Europeo, este tipo de daños incluirán los daños que el médico pueda evaluar 
con mayor o menor precisón1928: 1) los anatómicos-fisiológicos, el daño a un órgano, o 
el daño a un órgano sensorial. La pérdida o lesión supone la supresión o alteración au-
tomática de la función realizada por dicho miembro y se valora desde el 0% (integridad 
absoluta) al 100% (pérdida total de funciones). 2) Perjuicios particulares, que tienen un 
carácter cerrado: i) el perjuicio estético, entendido como la repercusión del daño anató-
mico o anatómico-fisiológico en la persona y que produce en la víctima una alteración 
de la imagen que tiene de sí misma, de la imagen que los demás tienen de ella y, nor-
malmente, un daño psicológico limitado; ii) el perjuicio sexual, que se considera distinto 
del daño a la función reproductora (anatómico-fisiológicos), y que se relaciona con la 
pérdida de placer en la realización del acto sexual; iii) el perjuicio a las actividades es-
pecíficas del ocio, provocado por la imposibilidad de llevar a cabo las actividades nor-
males de esparcimiento; iv) los daños excepcionales, que serían aquellos que, al ser más 
intensos de lo habitual en una situación clínica, no estarían totalmente incluidos en el 
baremo médico. Quedarán excluidos del daño corporal: a) Daños patrimoniales: efectos 
patrimoniales perjudiciales derivados de aquéllos, tanto el daño emergente (gastos hos-
pitalarios), como el lucro cesante (ganancias dejadas de obtener); b) pretium doloris: 
daño moral como consecuencia del daño corporal basado en dolores físicos y sufrimien-
to psíquico1929, como el temor, la ansiedad y los padecimientos psíquicos que no com-
porten enfermedad psíquica, por cuanto son daños no susceptibles de valoración o cons-
tatación médica. c) La indemnización por causa de muerte.  
                                                 
1926
 VERDERA SERVER, R. y otros: op. cit., pp. 144-146. 
1927
 LORANCA RUILÓPEZ, A.: op. cit., p. 621. 
1928
 MARTÍN CASALS, M..: “¿Hacia un baremo europeo…”, op. cit., pp. 29-30. 
1929
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., p. 389. Este 
autor centra los daños morales en los inflingidos a las creencias, los sentimientos, la dignidad, la estima 
social o la salud física o psíquica. MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 21. 
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Según el Proyecto Busnelli-Lucas, los daños psicofísicos deberían ser evaluados e 
indemnizados sobre la base de criterios que respetasen el principio de igualdad y que 
produjeran resulados uniformes, lo que se solucionaría con: a) un “baremo médico”, que 
cuantificaría en porcentajes los perjuicios a la integridad física o psíquica en toda Euro-
pa;, b) un “baremo de indemnización”, que indicaría el número de puntos relativo a cada 
porcentaje de lesión a la integridad psico-física tendiendo en cuenta la edad de la vícti-
ma (en función decreciente) y la importancia del porcentaje de perjucio a la integridad 
psicofísica (función creciente), único en toda Europa; c) valor monetario asignado a 
cada punto del baremo de indemnización, en el que se reflejen las condiciones económi-
cas de cada país. El nuevo sistema que se introdujera no debería suponer una alteración 
radical de los niveles de indemnización existentes en cada país, manteniendo las primas 
asegurativas. Lo positivo, según MARTÍN CASALS es que con esta estructura se facilitaría 
la comparación entre países que tuvieran distintas asignaciones al “valor del punto”, lo 
que conllevaría, a largo plazo, un acercamiento1930. 
En Alemania, el alcance de la indemnización está expresamente reconocida en su § 
12 UmweltHG en los casos de muerte, mientras que en los casos de lesión corporal o 
daño a la salud en el § 13. Las indemnizaciones tendrán un tope máximo total de ochen-
ta y cinco millones de euros para cubrir estos supuestos, así como otro tanto para cubrir 
los daños a las cosas (§ 15). 
d) Reglas de cuantificación de los daños morales. 
En los daños morales, el resarcimiento consiste en compensar a la víctima por la 
privación o menoscabo del bien personal1931. 
La nota más relevante de los daños morales es la dificultad para cuantificar la in-
demnización pecuniaria1932, pues el daño moral es siempre incuantificable por naturaleza 
al carecer de toda posible determinación precisa1933. Deberán tenerse en cuenta para fijar 
la cuantía de la indemnización, en todo caso, las circunstancias de cada caso concreto, 
dándose así una solución socialmente justa1934, lo que conlleva a una gran imprecisión, al 
no detallarse las partidas ni los motivos. Esto es trasladable a los daños morales produ-
cidos por daños civiles por contaminación1935, donde los Tribunales fijan una cantidad a 
tanto alzado de manera discrecional, fijando el quantum de la indemnización sin men-
cionar o sin precisar las bases1936. En estos casos, el quantum es una cuestión inatacable, 
confiada al prudente arbitrio y a la valoración equitativa de los Tribunales de Instancia. 
Esta solución ha sido criticada1937 pues una cuestión es la necesaria capacidad que debe 
reconocerse al juzgador a la hora de fijar el concreto importe de una indemnización por 
daño moral, y otra bien distinta, introducir el peligroso criterio de la equidad que, en 
cuanto a ponderación generalizada, es un principio general del Derecho, a no ser que 
una norma expresamente habilite para ello1938.  
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1938
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 207. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   371 
En ocasiones, los juzgados identifican una serie de criterios para proceder a la cuan-
tificación del daño no patrimonial, si bien éstos se reducen a casos en los que se tienen 
en cuenta todas las circunstancias concurrentes y especialmente el de la gravedad, dura-
ción1939, intensidad, frecuencia y momento1940 de la inmisión. También se tiene en cuenta 
la normalidad o anormalidad de los usos que las generan1941; el período de tiempo en que 
la misma superó los límites1942; la positiva actitud de la demandante a la hora de acome-
ter con prontitud las últimas obras correctoras para las que fue requerida1943; la zona 
donde se ubica o la situación particular de cada uno de los demandantes1944; la cantidad 
equivalente al gasto que hubiera tenido que efectuar el perjudicado para evitar el rui-
do1945, etc. YANGUAS MONTERO ha criticado que esta solución judicial no evita cierta 
inseguridad por cuanto no se puede establecer una relación entre la concurrencia de es-
tas circunstancias y el importe de las indemnizaciones1946. 
En ocasiones se justifican las bases empleadas tomando en consideración las cir-
cunstancias concurrentes en cada caso, sin determinar cuáles son1947, lo que puede equi-
pararse a la ausencia total de justificación1948.  
Cuando las inmisiones afectan al domicilio se calculan las indemnizaciones aten-
diendo al coste hipotético del alquiler de la vivienda o de otra similar, lo que mitiga, en 
cierto modo, la inseguridad jurídica1949. En ocasiones, esta indemnización se incrementa 
en un 20% como precio de la afección por el hecho de haber tenido que abandonar la 
casa1950; en otras, se reduce a la mitad del importe, atendiendo al lugar en que se encuen-
tre ubicada1951; a veces la indemnización será del 75% de las rentas mensuales que pu-
diera haber recibido, atendiendo a las características y zona donde se ubica la vivien-
da1952. Si bien las anteriores resoluciones ofrecen un criterio objetivo, estoy de acuerdo 
con aquellos autores que creen que, lo que en realidad se indemniza en estos casos, no 
es el daño moral sino el lucro cesante derivado de la imposibilidad de continuar habi-
tando la propia vivienda por la persistencia de las molestias1953.  
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La valoración de los daños morales ocasionados por ruidos molestos no es una ex-
cepción de lo dicho anteriormente, ya que no se sigue un criterio uniforme en la juris-
prudencia, determinándose a tanto alzado, teniendo en cuenta la valoración de las cir-
cunstancias, y en especial la duración, intensidad y frecuencia del transtorno producido, 
con particular incidencia a altas horas de la noche1954, e incrementando o reduciendo, en 
apelación y casación, los pedimentos queridos por los demandantes, sin que, en algunos 
casos, se justifique la decisión de forma clara y rotunda1955. CILLERO DE CABO1956 critica 
la disparidad de soluciones en los tribunales de justicia: en unos casos, se determina el 
importe de la indemnización según apreciación discrecional del juzgador sin más argu-
mentación; en otros se recurre a criterios que otras instancias y órganos jurisdiccionales 
no siguen; o se utilizan razonamientos poco o nada coherentes con la singularidad que 
ofrece el conflicto jurídico que se está enjuiciando. 
Estoy de acuerdo con YANGUAS MONTERO cuando propone «desglosar todas las 
partidas indemnizatorias y motivar las cantidades concedidas jusificando los parámetros 
empleados para calcular tal cantidad e indicando, allí donde se han tenido en cuenta las 
«circunstancias concurrentes». Una vez hecho esto, «será posible extrapolar criterios 
comunes de modo que se pueda anticipar, al menos de manera aproximada, las cuantías 
de las indemnizaciones». No obstante, prosigue la autora, las dificultades existentes para 
proceder a cuantificar este tipo de daños en ningún caso puede justificar la utilización de 
baremos legales, pues «supondría encorsetar este tipo de indemnizaciones y puede des-
virtuar la función reparadora de la responsabilidad civil»; tampoco sirven las soluciones 
ofrecidas por la jurisprudencia de utilizar criterios objetivos tales como el cálculo de la 
indemnización sobre la base de la renta hipotética de alquiler, «por cuanto tampoco 
guarda relación con el perjuicio efectivamente sufrido». Concluye, por tanto, que con 
esta forma de valoración no se atiende al daño efectivamente sufrido, provocando cierta 
arbitrariedad, o que sólo puedan valorarse daños no patrimoniales en el ámbito domici-
liario, ni que se basen en perjuicios económicos1957.  
Finalmente, el grado de culpa del causante del daño sólo se tendrá en cuenta si con-
tribuye al daño de la víctima de modo significativo1958.  
En mi opinión, los daños civiles por contaminación no conocida por el operador se 
nutren de las reglas generales acerca de la valoración del daño moral, mientras que si 
este tipo de daños se producen por inmisiones, debe atenerse a las especialidades deter-
minadas por la duración, momento y lugar. 
En Inglaterra, los daños patrimoniales y morales (non-pecuniary losses) se determi-
narán conforme a los criterios del tort de negligence, aunque estos últimos atenderán a 
las siguientes reglas: en primer lugar, el cálculo de la indemnización se hará en la fecha 
del juicio; en segundo lugar, no se tendrá en cuenta los daños puramente económicos. 
En cualquier caso, el clásico ejemplo de daño moral indemnizable en los casos de inmi-
sión (nuisance) el la angustia mental (mental distress)1959.  
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2) La tutela de evitación del daño. 
A) La remoción de la causa o evitación del daño. 
a) Finalidad y requisitos de la pretensión de evitación del daño. 
Es doctrina mayoritaria consolidada la que dice que la tutela de inhibitoria o de evi-
tación es una consecuencia lógica de la reclamación contra un acto dañoso ilícito o anti-
jurídico, pues sería absurdo continuar soportándolo1960. De lo contrario, el principio “el 
que contamina paga”, se convertiría en “el que paga contamina”1961. Se suelen utilizar 
por la jurisprudencia indistintamente la terminología “medidas preventivas” 1962, “inhibi-
torias”1963 o de “evitación” 1964. En ocasiones, existen expresiones que dicen que “la tutela 
inhibitoria del daño es preventiva del daño amenazante”1965. En mi opinión, no se deber-
ía denominar a esta pretensión “medidas preventivas” sino “evitación de ulteriores da-
ños”, pues en la responsabilidad civil el daño ya ha acaecido. En sede de acción negato-
ria de inmisiones, por el contrario, se seguirá denominando “tutela inhibitoria típica” o 
“pretensión de cesación y abstención de inmisiones”. 
Esta tutela de evitación o inhibitoria de futuros daños en sede de responsabilidad 
civil por inmisiones se ha apoyado en el art. 1908.2 C.c.1966, en el art. 1902 C.c.1967 o en 
ambos1968; o en el 1106 C.c.1969 Con base a estos fundamentos, la reparación en forma 
específica consiste en eliminar la causa del daño, constituyendo la forma natural y pri-
mera de indemnización, mediante la adopción de medidas correctoras que hagan cesar 
la fuente originadora del daño, aminorando o eliminando los efectos nocivos de la fuen-
te causante del daño1970, o reduciéndolas a la normal tolerabilidad1971, es decir, medidas 
de prevención que razonablemente impidan ulteriores lesiones patrimoniales. En defini-
tiva, la tutela inhibitoria o de evitación pretende evitar la producción de más daños, 
siendo especialmente útil en los daños a la salud al ser ésta un bien primario de la per-
sona tutelado constitucionalmente1972. Además, esta tutela contribuye a señalar el nivel 
de diligencia que los agentes deben observar en el tráfico.  
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Los requisitos de la tutela inhibitoria en sede de responsabilidad civil son: a) la 
existencia de un daño amenazante, en el que el daño inicial sirva para anunciar los efec-
tos más perjudiciales y gravosos si el agente persiste en su conducta; b) el carácter anti-
jurídico del daño temido que pretende evitarse, apreciado no desde el punto de vista de 
la conducta, sino de la antijuridicidad del daño amenazante; c) debe acreditarse una re-
lación causal entre el daño amenazante y la conducta del agente; y d) debe existir posi-
bilidad de evitar la causación del daño1973. En cualquier caso, aunque se trata de medidas 
de prevención del daño previsible, se debe partir de la base de un daño ya producido, 
para evitar que siga produciéndose en el futuro1974.  
Otro sector doctrinal afirma que las medidas de evitación de ulteriores daños no son 
un efecto jurídico del agravio dentro del instituto de la responsabilidad civil, sino más 
bien un efecto independiente de la acción negatoria o del abuso de derecho. Por ejem-
plo, SÁNCHEZ-FRIERA dice que las medidas de evitación de ulteriores daños debería 
llevarse a cabo con base al art. 590 C.c. complementado, en su caso, por el art. 49 
TRLS08, pues el único efecto del art. 1908 C.c. es indemnizatorio, y, en el caso de que 
se incumpla con el art. 590 C.c., además, cabe solicitar medidas correctoras necesa-
rias1975. HERNÁNDEZ GIL cree que el art. 1908.2 C.c. permite solicitar una indemnización 
por los daños ocasionados por inmisiones, debiendo remitirse a la aplicación de los 
efectos del art. 590 C.c. la exigencia de medidas precautorias1976. De lo contrario, se ha 
afirmado, podría pensarse que existe un derecho de la industria a seguir contaminando 
mientras pagara la correspondiente indemnización1977. Incluso, según dice MARTÍNEZ 
VÁZQUEZ DE CASTRO1978, los efectos de la acción negatoria (590 C.c.) se acumulan a la 
acción de responsabilidad civil (1908.2 C.c.), independientemente de lo dispuesto en los 
reglamentos o autorizaciones. En parecido sentido PARRA LUCÁN1979 señala que aunque 
la condena a adoptar estas medidas preventivas de ulteriores daños se fundan en la teor-
ía del abuso del derecho pues aunque el causante del daño cuenta con las autorizaciones 
administrativas y ha cumplido la normativa administrativa ha sobrepasado los límites 
normales del ejercicio de la actividad. Ello requiere, según el autor, una interpretación 
correctora del art. 590 C.c. ya que literalmente sólo se pueden pedir medidas correctoras 
cuando se ha incumplido el mismo. Por su parte, CÁRCABA FERNÁNDEZ apoya este tipo 
de acción en los arts. 590 y 7.2 C.c.1980. YANGUAS MONTERO no considera las medidas 
de evitación de ulteriores daños como una modalidad de reparación, sino que más bien 
aparece unida a ésta en la medida en que se imponen en la sentencia1981. Por su parte, 
EGEA FERNÁNDEZ1982 dice que la protección frente a las inmisiones ilegítimas ha sido 
canalizada en el Código Civil por la vía de la responsabilidad por acto ilícito, es decir, 
del art. 1902 C.c., o específicamente de los arts. 1907 y 1908 C.c., las cuales contienen 
previsiones de ejercicio de la acción negatoria. 
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En mi opinión, cuando se ha producido una inmisión excesiva y nociva la tutela de 
evitación se puede incluir como efecto del propio agravio, en cuyo caso se regula a 
través de la acción de responsabilidad civil ex art. 1908.2 C.c., y se centra en evitar la 
producción de daños del mismo grado. No obstante, la tutela inhibitoria de las inmisio-
nes puede (y en nuestra opinión debe) incluirse como efecto típico de la acción negato-
ria, de forma independiente a la acción de responsabilidad civil. En cualquier caso, a 
efectos prácticos, el resultado es similar para el perjudicado. 
No obstante, existe regulación específica que permite la tutela de evitación de ulte-
riores daños en materia de inmisiones cuando el hecho es abusivo. Por ejemplo, el art. 
7.2 C.c. dice que «Todo acto u omisión que por la intención de su autor, por su objeto o 
por las circunstancias en que se realice sobrepase manifiestamente los límites normales 
del ejercicio de un derecho, con daño para tercero, dará lugar a la correspondiente in-
demnización y a la adopción de las medidas judiciales o administrativas que impidan la 
persistencia en el abuso». Asimismo, el art. 7.2 LPH dice que, ante la realización de 
actividades prohibidas en los estatutos por parte de un vecino, «El presidente de la co-
munidad, a iniciativa propia o de cualquiera de los propietarios ocupantes, requerirá a 
quien realice las actividades prohibidas por este apartado la inmediata cesación de las 
mismas». Por su parte, el art. 9.2 LO 1/1982 (intromisiones ilegítimas) establece que: 
«La tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas necesarias para poner 
fin a la intromisión ilegítima de que se trate y restablecer al perjudicado en el pleno dis-
frute de sus derechos, así como para prevenir o impedir intromisiones ulteriores. Entre 
dichas medidas podrán incluirse las cautelares encaminadas al cese inmediato de la in-
tromisión ilegítima, así como el reconocimiento del derecho a replicar, la difusión de la 
sentencia y la condena a indemnizar los perjuicios causados». 
b) Alcance de la tutela inhibitoria. 
La tutela inhibitoria del daño en sede de responsabilidad civil comprende tanto la 
acción o pretensión de cesación como la de abstención del daño. Aunque las medidas a 
adoptar se centran en el daño, a diferencia de la acción negatoria, coincide con ésta en 
que, en materia de daño ocasionado por inmisiones o daño continuado, el foco de las 
medidas a adoptar hay que ponerlo bien sobre los efectos de la inmisión o contamina-
ción, bien sobre la causa del daño materializada en la actividad inmisiva. De esta forma, 
las posibles pretensiones se centran en la propia inmisión o en la causa que las produce 
(actividad). En el primer caso las medidas de cesación y abstención del daño se cen-
trarán en la adopción de una serie de medidas tendentes a eliminar o atenuar las inmi-
siones perjudiciales, evitando que continúe en lo sucesivo1983 (se impide un daño amena-
zante y cierto), o impidiendo que se agraven los efectos perjudiciales de un daño apenas 
iniciado o materializado1984, correspondiéndo con la obligación de hacer del art. 1098 
C.c. Por su parte, la acción o pretensión de abstención centrada en la actividad tiene 
como objeto paralizar o eliminar la actividad productora del daño. En este último caso, 
existe un mandato de abstenerse de actos lesivos, que se correspondería con una obliga-
ción de no hacer contenida en el art. 1099 C.c.1985  
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En la jurisprudencia se enumeran las siguientes pretensiones: 1) dotar al emisor de 
las medidas necesarias o precautorias para que no se siga repitiendo el evento dañoso1986, 
recogidas en el informe pericial, cesando las inmisiones contaminantes que sobrepasen 
los límites tolerables en la legislación vigente. 2) Medida provisional de paralización de 
la actividad, absteniéndose de realizar la emisión de sustancias contaminantes o dejando 
de producir cualquier actividad que engendre contaminación, hasta que se realicen las 
obras necesarias para el cese de emisiones, o hasta que se cumplan las normas adminis-
trativas sobre instalación y funcionamiento de la industria acreditándose la inexistencia 
de inmisiones dañosas1987. Se trata de medidas cautelares ex art. 727.7º LEC19883) Con-
denar al cese de la actividad industrial si esta fuera la única manera de evitar la produc-
ción de perjuicios1989, incluso retirando los elementos productores de las inmisiones, 
procediendo además al cierre de las instalaciones1990.  
Las medidas de cesación y abstención de inmisiones se basan en la adopción de 
medidas técnicas para eliminar o aminorar éstas, lo que constituye el mecanismo más 
útil para atemperar los intereses vecinales en conflicto: al perjudicado le evita el perjui-
cio que suponen las inmisiones o lo reduce a molestia tolerable, y al causante le permite 
continuar con su actividad1991, si bien estas pretensiones deberán concretar las medidas 
tendentes a evitar futuros daños y no limitarse a condenar al demandado a abstenerse de 
continuar con su actividad en lo sucesivo1992. Se ha dicho que los tribunales civiles 
podrán establecer medidas correctoras con independencia de que el industrial cumpla 
con las autorizaciones y licencias y observen la normativa administrativa, sin perjuicio 
de que la validez formal de la licencia se mantenga en la vía civil1993. En cambio, en los 
supuestos en que se soliciten medidas preventivas del daño aún no acaecido, los jueces 
civiles suelen abstenerse de conocer argumentando falta de competencia y se centran en 
la existencia de licencia1994. En cambio, cuando el industrial supere los valores límite de 
inmisión (por ejemplo en materia de ruidos), se entiende que se produce una presunción 
de excesividad de la misma, por lo que será el demandado quien deba acreditar que la 
inmisión no es excesiva ni produce efectos nocivos.  
                                                 
1986
 SSTS 23.12.1952 (RJ 1952, 2673), 5.4.1960 (RJ 1960, 1670), 30.10.1963 (RJ 1963, 4231), 
12.12.1980 (RJ 1980, 4747), .12.1987 (RJ 1987, 9176), 16.1.989 (RJ 1989, 101), 15.3.1993 (RJ 1993, 
2284), 26.11.2010 (RJ 2011, 1317) 28.1.2004 (RJ 2004, 153); SSAP Castellón 25.6.1999 (AC 1999, 
1357), Asturias 14.9.1993 (AC 1993, 1631), 28.2.2000 (AC 2000, 264), 10.4.2000 (AC 2000, 996), Ciu-
dad Real 29.10.2002 (AC 2002, 2317), Jaén 29.7.2004 (JUR 2004, 255522), Badajoz 25.10.2004 (AC 
2004, 1895), Islas Baleares 31.10.2006 (AC 2006, 1907). 
1987
 STS 3.12.1987 (RJ 1987, 9176); SSAP Asturias 16.7.1998 (AC 1998, 1302), Asturias 15.5.1999 
(AC 1999, 1004), Islas Baleares 28.10.2010 (AC 2010, 2059), Zaragoza 19.2.2001 (JUR 2001, 117480). 
1988
 Art. 727.7 LEC: «(…) la orden judicial de cesar provisionalmente en una actividad; la de abste-
nerse temporalmente de llevar a cabo una conducta; o la prohibición temporal de interrumpir o de cesar 
en la realización de una prestación que viniera llevándose a cabo». 
1989
 SAP Cantabria 24.12.1997 (AC 1997, 2410), Asturias 2.6.2011 (AC 2011, 1351).  
1990
 STS 19.7.2006 (RJ 2006, 4731). En materia de contaminación electromagnética, se solicita la re-
tirada de centro de transformación (STS 19.2.2010 [RJ 201, 1287]). 
1991
 ALGARRA PRATS, E.:  La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 431; “Comentario a la STS de 7de 
abril 1997”, op. cit., p. 854; “Responsabilidad por daños…”, op. cit., p. 643. LÓPEZ FERNÁNDEZ, L.M.: 
op. cit., pp. 785-786. MACÍAS CASTILLO, A.: “Protección civil frente al ruido”, op. cit., p. 61. 
1992
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 313-314. Razona el autor: 
«Máxime cuando los intereses en juego son de carácter netamente extrapatrimonial. Sólo de este modo se 
concede una eficaz tutela al dañado, pues ante el incumplimiento del demandado puede esgrimir y ejecu-
tar aquella Sentencia, evitando de este modo el planteamiento de un nuevo procedimiento judicial». 
1993
 ALGARRA PRATS, E.: “Responsabilidad por daños…”, op. cit., p. 643. 
1994
 SÁNCHEZ-FRIERA GONZÁLEZ, Mª. C.: “Las relaciones de vecindad…”, op. cit., p. 2166. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   377 
Asimismo, existe la posibilidad de que el perjudicado actúe contra la fuente de la 
inmisión de manera provisional cesando la actividad productiva que las genera, a través 
de medidas cautelares adoptadas por razones de urgencia y temporalidad1995. La LEC 
prevé la posibilidad de solicitar la adopción de medidas cautelares en su art. 727.7º, con 
los requisitos que se recogen en el art. 728. Se pretende con esta acción que el daño con-
tinúe produciéndose, si bien no refiriéndolo solamente al momento presente, sino tam-
bién al futuro, por lo que es habitual que, una vez interesadas las medidas cautelares se 
adopten con el fin de no causar más daños en lo sucesivo.  
Finalmente, existe la posibilidad de que el perjudicado pueda instar la medida de 
condena al cese definitivo de la actividad industrial solamente cuando las medidas ante-
riores (correctoras y/o provisionales) no dieran resultado, siendo por tanto una medida 
radical y excepcional, para cuya adopción por el juez civil1996 es necesario deducir que, 
ante la falta de medios técnicos o de voluntad de la parte contaminante, se hace necesa-
rio preservar los derechos gravemente afectados del perjudicado. Alrededor de esta me-
dida se han vertido multitud de opiniones, encaminadas a advertir de la radicalidad de lo 
que puede suponer el cese de una actividad industrial ante la falta de una consistencia 
argumentativa en sede judicial civil. Al respecto, existen diversas corrientes doctrinales 
que niegan o aceptan, con matices, esta pretensión. 
En ocasiones, se ha negado la posibilidad de solicitar el cese definitivo de la activi-
dad con el argumento de que si se ordenase la suspensión de la actividad que cumple 
con las medidas reglamentarias, se estaría cuestionando la licencia misma y anulando 
con ello un acto de la Administración, pues se estaría cuestionando la intervención ad-
ministrativa, con carácter preventivo, en actividades en las que se considera necesario 
ejercer una función de inspección y control al cumplimiento de determinadas reglamen-
taciones técnicas (ALGARRA PRATS)1997. La autora se justifica en que la jurisprudencia 
puede considerarse equitativa en esta materia, pues no decreta el cese terminante de la 
actividad, pero sí la imposición de las medidas necesarias para evitar la producción de 
las inmisiones, sin atender a intrínsecas cualidades de la actividad de la empresa y su 
importancia económico-social; tampoco al hecho de estar amparada por la correspon-
diente licencia ni haber cumplido las disposiones administrativas. En mi opinión, se 
busca un equilibrio lógico y justo entre la seguridad jurídica del industrial que cumple 
con las medidas exigidas administrativamente y los perjudicados afectados en su perso-
na o propiedades. No obstante, nada se dice acerca de qué sucede si no se adoptan tales 
medidas cuando fueran inviables técnica o económicamente. 
MACÍAS CASTILLO dice que cuando las medidas sean inevitables (aunque reconoce 
que no es lo habitual), habría que establecer un equilibrio económico entre la actividad 
económica (desarrollo económico) y los derechos de los particulares, si bien exceptuan-
do los casos en que se produzcan daños personalísimos, donde la tutela no puede fun-
damentarse en criterios económicos1998. Parece estar refiriéndose el autor a la posibilidad 
de ponderar aquellos casos en los que se produce una inmisión intolerable por una acti-
vidad que se ajusta al uso normal, incluyendo el cumplimiento de las normas regulado-
ras de la actividad y que, ante la imposibilidad de evitar el daño patrimonial (no perso-
nalísimo), sugiere una compensación económica. 
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Por su parte, dice AMAT LLARÍ1999 que cuando la inmisión excesiva no pueda ser 
evitada con la adopción de medidas correctoras los Tribunales civiles pueden ordenar la 
paralización de la actividad, a pesar de que ésta cuente con las licencias correspondien-
tes y no vulnere la legislación administrativa, puesto que «de hecho el juez no exigirá 
nunca directamente la paralización, porque siempre existirán medidas, más o menos 
costosas, para impedir la inmisión», excepto cuando, a pesar de no existir este tipo de 
medidas, la actividad se considere de importancia vital para la sociedad. Como se puede 
ver, la autora introduce el concepto italiano de “las exigencias de la producción” que se 
ponderarán con las “razones de la propiedad”. 
La mayoría de autores piensa que se podría cesar la actividad dañosa, a través de 
una clausura provisional o temporal, aun contando con las debidas autorizaciones, ya 
que ello no supone incompetencia de jurisdicción alguna, siempre y cuando la clausura 
sea consecuencia misma de la producción de los daños que se reclaman y que no se pida 
al juez civil valoración alguna sobre la legalidad o no de la autorización administrativa 
que posibilita la actividad en cuestión2000, esto es, señalando los límites de un derecho 
subjetivo pero sin prejuzgar la licitud de la actividad2001.  
En Francia, la jurisprudencia suele aplicar dos límites a la posibilidad de cese de la 
perturbación: desde un punto de vista técnico, cuando se prevé una mayor gravedad al 
acordar el cese de la perturbación que al ordenar la reparación por equivalente, lo que 
sucede cuando el cese de la actividad es desproporcionado por los intereses afectados o 
por la cuantía de las medidas a adoptar, o cuando es imposible técnicamente hacerlo; 
desde un punto de vista jurídico, los tribunales ordinarios no pueden cesar una actividad 
cuando ésta es de carácter público o cuando se trata de una actividad autorizada admi-
nistrativamente, por cuanto violarían el principio de separación de poderes si cerraran la 
actividad o exigieran medidas que imposibilitaran la viabilidad de la misma. Se estable-
ce en estos casos una compensación económica2002.  
En mi opinión, la medidas en sede judicial civil de paralización temporal o definiti-
va de la actividad industrial autorizada es una medida radical de difícil aplicación cuan-
do aquélla cumpla con las normas de prevención exigidas y no sobrepase los valores 
límite de contaminación de emisión. Se entiende que solamente en el caso de que la 
actividad no cumpliera con la normativa administrativa y usos del lugar, y las medidas a 
adoptar fueran inviables técnica y económicamente, y el daño fuera solamente de carác-
ter patrimonial, podría decretarse la paralización provisional y, en su caso, definitiva, de 
la actividad como medida excepcional. Esta solución ya estaba prevista en el art. 9 del 
APL, que facultaba para exigir al responsable la adopción de «las medidas necesarias 
que eviten en el futuro la continuación o la repetición del daño o deterioro del medio 
ambiente y que podrán incluir la instalación de elementos que prevengan la causa del 
daño o del deterioro ambiental, la paralización temporal de la actividad y la clausura 
temporal total o parcial, de las instalaciones». Por lo tanto, si el daño fuera patrimonial, 
los jueces deberían ponderar la utilidad de la actividad empresarial con los de los parti-
culares, pudiendo establecer una compensación económica. No obstante, en la realidad 
jurisprudencial no viene reconocida esta posibilidad, por cuanto no se hace distinción en 
función de los intereses perjudicados por las inmisiones. 
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c) Coordinación con la acción negatoria de cesación y abstención. 
En materia de inmisiones excesivas y nocivas la mayoría de la doctrina entiende 
que se deben acumular los efectos previstos en el art. 590 C.c. (acción negatoria) en 
cuanto a la imposición de medidas preventivas del daño, y los de reparación estricta del 
daño ex art. 1908.2 (acción de responsabilidad civil), permitiendo así que los perjudica-
dos soliciten la cesación y/o abstención de las inmisiones intolerables y el resarcimiento 
de los daños ocasionados por las mismas2003. La misma se puede argumentar procesal-
mente en virtud de lo dispuesto por el art. 71.2 LEC: «El actor podrá acumular en la 
demanda cuantas acciones le competan contra el demandado, aunque provengan de dife-
rentes títulos, siempre que aquéllas no sean incompatibles entre sí».  
Entre la doctrina anterior, dice MASFERRER DOMINGO no debe confundirse la tutela 
inhibitoria de la responsabilidad civil con la de la acción negatoria, pues ésta, aún go-
zando de plena autonomía en el ordenamiento español, constituye una vía independiente 
para ejercer dicha tutela2004. Asimismo, CABANILLAS SÁNCHEZ critica que el TS venga 
contemplando la cesación de la perturbación causada por una inmisión desde la perspec-
tiva de la responsabilidad civil extracontractual, cuando la acción negatoria permite la 
protección de la propiedad y de los intereses relacionados con ella de una manera más 
específica. Ambas acciones tienen distinta naturaleza y por lo tanto no pueden confun-
dirse: la negatoria tiene un carácter real, mientras que la de responsabilidad civil un 
carácter obligacional2005. SÁNCHEZ-FRIERA cree que difícilmente se concedería la tutela 
de evitación de ulteriores daños a través del art. 1908 C.c., pero sí por el art. 590 C.c. a 
través de la acción negatoria2006. MACÍAS CASTILLO critica que se “enmascare” la acción 
negatoria en su pretensión de cesación de inmisiones ilegítimas dentro de la responsabi-
lidad civil extracontractual, sin que se proceda a acumular ambas acciones; lo conve-
niente es que el art. 590 C.c. aparezca junto a la responsabilidad para la mejor resolu-
ción de los conflictos vecinales, si bien de forma acumulada2007.  
ÁLVAREZ LATA2008 señala tres ventajas de la acción negatoria frente a la de respon-
sabilidad civil: 1) al tratarse de un remedio jurídico de honda tradición en la defensa del 
propietario permite que ciertos aspectos, necesitados de precisión como la carga de la 
prueba, la prescripción y la legitimación, queden definidos, lo que aporta mayor seguri-
dad jurídica. 2) Frente a lo señalado en el art. 590 C.c., la acción negatoria resulta más 
definida en su contenido y alcanza supuestos que no abarcaría el citado artículo, citando 
como ejemplo el depósito o artefacto se haya construido guardando las distancias de 
seguridad pero que, a pesar de ello, interfiera en el disfrute de la propiedad vecina. 3) 
Frente al cauce de los arts. 1908 o 1902 C.c., la acción negatoria no necesita daño actual 
ni tampoco prueba del mismo, sino que basta la injerencia, la inmisión, eso sí, intolera-
ble o anormal, para fundamentar la interposición de la acción.  
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La jurisprudencia sigue diferente teorías a la hora de aplicar la tutela inhibitoria de 
las inmisiones: 1) la mayor parte refleja pretensiones de indemnización conjuntamente 
con la acción de cesación y/o evitación de daños futuros, sin indicar expresamente si 
esta última se acumula a la anterior o es un mero efecto indirecto de aquélla2009. Se en-
tiende que más bien se refiere a esto último, por cuanto se está haciendo hincapié por 
los tribunales en la evitación del daño, más que de la inmisión. 2) Se afirma expresa-
mente que se está ante un supuesto de responsabilidad civil extracontractual, en cuyo 
caso se asume que las medidas de evitación de futuros daños son un mero efecto indi-
recto de aquélla2010. A veces se se solicitan medidas correctoras en sede de la acción de 
responsabilidad civil fundamentadas en los arts. 1902 y ss. C.c., a pesar de no solicitarse 
indemnización por daños y perjuicios2011; en otras junto con el art. 590 y el 1908 C.c.2012. 
3) Se reconoce expresamente la posibilidad solicitar conjuntamente (se entiende de for-
ma acumulada) la cesación vía acción negatoria y la indemnización de daños y perjui-
cios2013. En este último supuesto, el TS disecciona con nitidez el contenido de una y otra 
acción, aunque ello suponga la excepción y no la regla dentro de la práctica jurispru-
dencial. En algunos casos mediante la aplicación directa de la acción negatoria a partir 
del art. 590 C.c.2014, o supeditando la acción negatoria al ejercicio de la acción de daños. 
Se ha dicho por algún autor que en la jurisprudencia el ámbito de aplicación de la acción 
indemnizatoria y la de cesación de la actividad inmisiva está perfectamente claro y dife-
renciado, si bien en la práctica judicial la acción de cesación tiende a ser absorbida por 
la de responsabilidad civil extracontractual2015.  
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Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   381 
Siguiendo la línea jurisprudencia mayoritaria, hay quien afirma que la pretensión 
resarcitoria a través de la acción de responsabilidad civil es accesoria, eventual y subor-
dinada de la pretensión de cesación de la negatoria. Por ejemplo, MONESTIER MORALES 
dice que aquélla es accesoria porque complementa la principal de cesación; eventual, 
porque su inserción en la demanda no resulta necesaria sino meramente posible; y su-
bordinada, porque sólo las inmisiones cuya intolerabilidad viabiliza la presensión de 
cesación pueden dar lugar a la de resarcimiento2016.  
En mi opinión, las diferencias entre la tutela inhibitoria en sede de la acción de res-
ponsabilidad civil extracontractual del art. 1908.2 C.c. o de la negatoria ex art. 590 C.c. 
son más que notables, por lo que no cabe confundirlas, sobre todo en cuanto a su natura-
leza jurídica, requisitos y efectos procesales. En la doctrina, CABANILLAS SÁNCHEZ, ve 
incompatible la acción negatoria, de carácter real, con la acción del art. 1902 C.c. de 
carácter personal2017, por lo que debe distinguirse la acción de cesación de la responsabi-
lidad civil. Aquélla se dirige a conseguir el contrarius actus de la perturbación, mientras 
que ésta se trata de una acción indemnizatoria que se dirige a la reparación del daño. Por 
tanto, la acción negatoria no está destinada a reparar el daño causado, sino a evitar que 
se cause paralizando las actividades que causan perturbaciones ilegítimas dañinas, 
mientras que la acción de responsabilidad civil no es la más adecuada para solicitar este 
tipo de medidas. EVANGELIO LLORCA2018 destaca una serie de diferencias entre la acción 
de cesación (590 C.c.) y la de resarcimiento en forma específica (1908.2 C.c.): a) la pre-
tensión de cesación no requiere la existencia de culpa en el demandado, a diferencia de 
la de resarcimiento; b) las medidas que hacen cesar el evento dañoso actúan sobre el 
origen del perjuicio, no sobre el perjuicio mismo; c) la pretensión de cesación implica la 
existencia de inmisiones en el momento de su ejercicio, mientras que la de resarcimien-
to exige que el daño se haya producido en su totalidad. MACÍAS CASTILLO dice que la 
tutela inhibitoria atípica (acción de responsabilidad civil), pretende evitar que la inmi-
sión continúe en lo sucesivo, de forma tal que evite un daño amenazante y cierto o im-
pida que se agraven los efectos perjudiciales de un daño apenas iniciado o materializa-
do, por lo que la amplía a los casos de amenaza cierta de daño. Es necesaria la existen-
cia de un daño amenazante, que en el caso de inmisiones resulta más sencillo pues el 
daño inicial sirve para anunciar lo efectos más perjudiciales y gravosos si el agente per-
siste en su conducta, aunque ello no significa que no pueda darse la tutela inhibitoria 
respecto de una actividad o conducta que, sin haberse iniciado, sea cierta e inminente2019. 
Por el contrario, la tutela inhibitoria típica (acción negatoria) puede prosperar aun no 
habiéndose producido el daño, bastando con que la inmisión excede de la normal tolera-
bilidad2020. Al menos –dice- deberían diferenciarse y acumularse las pretensiones de 
evitación y de reparación del daño en la acción de responsabilidad civil, por cuanto de 
lo contrario la desestimación por parte de los tribunales de la existencia del daño condu-
ciría inexorablemente a la desestimación de la acción de cesación del daño. La ventaja 
de acumular ambas acciones, según el autor, se basa en que «los pronunciamientos con-
tenidos en el fallo de la Sentencia serán independientes, uno sobre la cesación y otro 
sobre la pertinencia de repara los daños causados2021. 
                                                 
2016
 MONESTIER MORALES, J.L.: op. cit., p. 9. 
2017
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: “La responsabilidad civil por inmisiones…”, op. cit., pp. 25, 27. 
2018
 EVANGELIO LLORCA, R.: La acción negatoria de inmisiones…, op. cit., p. 23. 
2019
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 306, 308.  
2020
 Ibid: “Protección civil frente al ruido”, op. cit., p. 59 y 61. 
2021
 Ibid: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 318. 
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DE MIGUEL PERALES opta por una solución de complementariedad de ambas accio-
nes, siempre que sea posible. En cualquier caso, la acción negatoria no tiene regulación 
positiva propia, lo que pude hacer arriesgado su ejercicio sobre la base exclusiva de la 
jurisprudencia y la doctrina. Esto hace comprensible la apuesta preferente de la mayor 
utilización de la acción de responsabilidad civil2022.  
En mi opinión, la acción resarcitoria se sitúa en situación de igualdad jurídica con 
la de cesación, por cuanto son independientes entre sí, no habiendo una acción accesoria 
o complementaria, ni eventual o necesaria, sino que las mismas tienen fundamentos, 
presupuestos de hecho y naturaleza distinta, pudiendo coincidir en su aplicación acumu-
lada o no, según el caso concreto. No obstante, la acción de responsabilidad civil por 
inmisiones sí guarda una cierta relación respecto del acto inmisivo excesivo y nocivo 
(1908.2 C.c). En este punto cabe recordar que en la determinación de la excesividad de 
las inmisiones la jurisprudencia la viene residenciando en la intolerancia de las mismas, 
generalmente predicado de su entidad y efectos, aunque en ocasiones se añada el aspec-
to activo de la inmisión (uso normal). En definitiva, la existencia de inmisiones y ame-
naza de otras futuras es requisito imprescindible para la tutela inhibitoria de la acción 
negatoria, mientras que en la de responsabilidad civil deberá haberse producido y daño 
y temerse la producción de otros futuros del mismo grado. En cualquier caso, el resulta-
do práctico será el mismo de optar por una pretensión u otra, por cuanto se actua sobre 
la inmisión reconduciéndola a la normal tolerabilidad. 
B) Tutela preventiva pura. Dificultades de aplicación en la acción de respon-
sabilidad civil. Remisión a la acción negatoria de inmisiones. 
Es bastante habitual que la doctrina utilice, generando confusión, el término “pre-
vención” para referirse indistinamente a la tutela de evitación como a la preventiva pura. 
Por ejemplo ATIENZA NAVARRO dice que, en aplicación del art. 1908 C.c. la jurispru-
dencia condena no sólo a reparar los daños causados, sino también a adoptar las medi-
das necesarias para prevenir su producción futura (tutela preventiva)2023. La autora se 
está refiriendo en realidad a la tutela de evitación. En otras ocasiones, aun utilizando un 
único concepto de “medidas preventivas” ZUBIRI DE SALINAS distingue las adoptadas 
antes de la producción de daño (preventivas puras) y después del mismo e incluso tras 
su reparación para prevenir daños futuros (evitación)2024. En mi opinión, es necesario 
precisar los conceptos de “tutela preventiva” y “pretensión de evitación de ulteriores 
daños” en materia de responsabilidad civil, por cuanto de lo contrario ambas se confun-
dirán constantemente. La primera de éstas se centra antes de la producción del daño, 
mientras que la segunda surge una vez producido éste. De esta manera, la acción de 
responsabilidad civil extracontractual por inmisiones ex art. 1908.2 C.c. requiere la pre-
sencia de un daño (nocividad) ocasionado por una inmisión excesiva, por lo que la pre-
tensión de evitación surgirá para evitar ulteriores daños. No cabe, por lo tanto, la deno-
minada “tutela preventiva pura” del daño, pues en estos casos el daño no ha tenido lu-
gar, aunque se teme fundadamente su inminente producción (la situación premonitoria 
del daño es el peligro)2025, por cuanto estas medidas, adoptadas antes de que el daño se 
produzca, constituyen una cierta anticipación del daño, es decir, si no se hubiesen adop-
tado, éste seguramente se habría producido2026.  
                                                 
2022
 DE MIGUEL PERALES, C.: Derecho español…, op. cit., p. 404. 
2023
 ATIENZA NAVARRO, Mª L.: op. cit., p. 526. 
2024
 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., p. 186. 
2025
 ROCA JUAN, J.: op. cit., pp. 779, 781.  
2026
 RUDA GONZÁLEZ, A.: “Sentencia de 14 de marzo de 2005”, op. cit., p. 722. 
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Por otro lado, hay autores que, si bien no niegan las dificultades intrínsecas de la 
responsabilidad civil extracontractual para tratar la tutela preventiva pura del daño, exi-
gen una probabilidad elevada de la producción del daño. Por ejemplo, VILLAGOMEZ 
RODIL sotiene que, pese a reconocer que habría que modificar el art. 1902 C.c. para que 
recogiera expresamente la tutela preventiva del daño, cabe responsabilidad por aquellas 
actividades que, en inevitable relación causal, puedan ser susceptibles de producir daños 
graves o intolerables. El riesgo ha de ser potencialmente eficaz y debidamente demos-
trado por hechos futuros previsibles y con constancia de darse su materialidad, aunque 
no manifiestos de momento, pero que inevitablemente se ocasionarán, siguiendo el pro-
ceso de la funcionalidad operativa de las instalaciones o medios que lo generarán2027. 
CABANILLAS SÁNCHEZ tampoco niega la posibilidad de que la prevención pura del daño 
pueda darse en los casos de temor fundado en circunstancias objetivas que avisen de su 
futura producción, justificándose en que «tanto da que el daño se siga produciendo, que 
evitar que el daño llegue a producirse»2028. 
En mi opinión, la tutela preventiva pura del daño en sede de responsabilidad civil 
por contaminación no existe. En la doctrina, DE MIGUEL PERALES dice que la acción 
preventiva «se trata de una figura que no entra de lleno en el ámbito de la responsabili-
dad civil tradicional, cuya misión ha sido siempre esencialmente reparadora»2029. La 
tutela preventiva pura ex art. 590 C.c., es de aplicación cuando las actividades no cuen-
ten con las medidas reglamentarias en cuanto a distancias u obras de resguardo, por 
cuanto la mera infracción de la normativa administrativa aplicable a la actividad permite 
exigir la adopción de las correspondientes medidas precautorias2030, en cuyo caso la si-
tuación de riesgo la identifica el propio legislador. Por lo tanto, la tutela preventiva pura 
no se circunscribe en el ámbito de la acción negatoria2031, sino simplemente como un 
efecto del tenor literal del art. 590 C.c. La acción negatoria se aplica cuando se están 
produciendo inmisiones excesivas y nocivas: ésta surge cuando se estén causando inmi-
siones que por su excesividad se teme que estén produciendo o puedan producir daños 
graves en el futuro2032. En cualquier caso, la tutela preventiva pura, tanto en su vertiente 
normativa como de inmisiones que se prevén nocivas, como todo riesgo, ha de ser pro-
bado objetivamente por aquellas personas que crean razonablemente que pueden ser 
perjudicadas por una actividad que comporta riesgo de producir inmisiones, exigiendo 
ante los tribunales medidas adecuadas para evitar el daño2033. 
                                                 
2027
 VILLAGOMEZ RODIL, A. : “Responsabilidad Civil por daños ecológicos”, Revista de Responsabi-
lidad Civil, Circulación y Seguro, Madrid, septiembre 1995, p. 543.  
2028
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, op. cit., p. 117. 
2029
 DE MIGUEL PERALES, C.: “La responsabilidad…”, op. cit, pp. 67-68. 
2030
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 286. AMAT LLARÍ, E.: “La regula-
ción de las inmisiones…”, op. cit., pp. 93, 94. COCA PAYERAS, M.: op. cit., p. 1498. DÍAZ BRITO, F. J.: op. 
cit., pp. 34, 36. EVANGELIO LLORCA, R.: La acción negatoria de inmisiones…, op. cit., pp. 23, 163, 298. 
NAVARRO MENDIZÁBAL, I.A.: Las inmisiones…, op. cit., p. 417. 
2031
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., pp. 285-288. Según la autora, el mero 
peligro de daño no tiene, en rigor, la consideración de «inmisión». SANTOS MORÓN, Mª J.: op. cit., p. 
3034. Dice la autora que si «no hay incumplimiento de la normativa reguladora de la actividad de que se 
trate, en tanto que no exista una inmisión actual no puede saberse si la misma genera un daño o perturba-
ción que supere el límite de lo tolerable». 
2032
 AMAT LLARÍ, E.: “La regulación de las inmisiones…”, op. cit., p. 85. MARTÍN-BALLESTERO 
HERNÁNDEZ, L.: op. cit., p. 92. ROCA JUAN, J.: op. cit., pp. 782-783, 779, 792. MORENO TRUJILLO, E.: La 
protección jurídico-privada…, op. cit., p. 261. 
2033
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: “La responsabilidad por daños ambientales…”, op. cit., p. 96. Dice 
el autor que «El peligro del daño es un daño en sí mismo». 
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La acción preventiva de inmisiones en sentido amplio permite solicitar la condena 
para impedir que la injerencia se produzca en el futuro, para lo cual se pide que el de-
mandado acondicione el ejercicio de su actividad en tal sentido, exigiendo el cumpli-
miento de las normas reglamentarias relativas al funcionamiento y emplazamiento de la 
actividad, en el caso de que se incumplan, o, incluso, exigiendo aquéllas que se estimen 
necesarias en virtud de dictamen pericial a tal efecto. También se suele usar cuando la 
inmisión ha cesado, y se teme que en el futuro puedan reproducirse en igual o mayor 
grado2034. Según se ha sugerido por algún autor, el contenido de la acción de abstención 
es el que desarrolla el auténtico fin preventivo de la misma2035. La pretensión de preven-
ción o de abstención “pura” se ejercita cuando el daño la inmisión no se ha producido, o 
habiéndose producido se teme que la misma pueda convertirse en excesiva y nociva. 
Puede servir para fijar de forma incidental el quantum de los daños, preparando el ca-
mino a una hipotética acción futura de responsabilidad civil, sobre todo en el caso de 
que la acción de abstención sea rechazada. 
En la siguiente tabla se comparan las acciones y fundamentos respecto de la tutela 
preventiva y reactiva del daño civil, en el ordenamiento civil español como catalán y en 
la responsabilidad medioambiental: 
Fundamen-
tos/acciones 
Tuela preventiva del daño Tutela reactiva frente al daño 
Tutela preven-





Tutela de evitación 
de ulteriores daños 
Acción negatoria 










han cesado, pero 
























ión del daño 
(1908.2 C.c.) 
Evitación de ulterio-





Ante la amenaza inminente de un daño 
medioambiental, medidas preventivas 




dan (19.1 LRM)  
Adoptar medidas de 
evitación de nuevos 
daños (17.2 LRM)  
Tabla 10. Tipos de tutela frente al daño civil por contaminación, en su vertiente preventiva y reactiva, en 
los ordenamientos privados español y catalán y con la Ley de Responsabilidad Medioambiental. 
  
                                                 
2034
 AMAT LLARÍ, E.: “La regulación de las inmisiones….”, op. cit., p. 93. 
2035
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., p. 324. «el contenido de la ac-
ción de cesación resulta preventivo sólo relativamente, pues lo que pretende es no agravar las consecuen-
cias de una conducta ilícita que ya existe y que normalmente ya ha causado algún efecto dañoso». 
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II) Elementos procesales de la acción. 
1) Legitimación y prescripción de la acción. 
A) Legitimación activa. 
a) Legitimación activa individual. 
En materia de responsabilidad civil por inmisiones se ha dicho que el problema de 
vecindad no se plantea por razón de propietarios sino por razón de vecinos2036, lo que 
viene a corroborar la configuración del art. 1908.2 C.c. cuando se refiere a inmisiones 
excesivas que sean nocivas a la propiedad o a las personas, que recoge una acción obli-
gacional, no real. Las obligaciones y límites en relación con las fincas vecinas frecuen-
temente recaen sobre cualquiera que por cualquier título haga uso del inmueble. De esta 
forma, la legitimación activa la ostentarán los propietarios o titulares de algún otro dere-
cho real (y sus herederos) sobre las fincas que les faculte para su uso y disfrute, que 
hayan sufrido la inmisión dañosa en su persona o en sus bienes patrimoniales2037, en la 
medida en que las inmisiones no se agotan en la producción de un único acto, sino que 
se producen con una cierta reiteración, requiriéndose una cierta relación de estabilidad 
con el inmueble2038. Incluso se ha ampliado por algún autor a toda aquella persona que 
tenga derecho a permanecer en la finca afectada, aunque no sea titular de un derecho de 
goce sobre la misma2039, bastando que el damnificado habite o deba permanecer deter-
minado tiempo por razones laborales o de otra índole2040. Es decir, pueden ejercitar la 
acción de responsabilidad civil por inmisiones aquellos que acrediten haber sufrido un 
perjuicio real, en su propiedad o en su persona2041, cuando tengan una relación de estabi-
lidad respecto del inmueble que las sufre2042. Se ha conseguido con la aplicación de la 
responsabilidad del art. 1908.2 C.c. ampliar la legitimación desde una óptica exclusiva-
mente jurídico-real (art. 590 C.c.) a una jurídico-personal2043 (espiritualización del con-
cepto de vecindad)2044. En esta línea se ha situado la jurisprudencia que, ante la ausencia 
de una regulación específica de las inmisiones en el Derecho común, ha canalizado la 
defensa contra las mismas en sede de responsabilidad2045.  
                                                 
2036
 ETCHAMENDI, C.R.:  “Responsabilidad…, segunda parte”, cit., p. 654. 
2037
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: “La responsabilidad civil por inmisiones…”, op. cit., p. 22; La repa-
ración de los daños…, cit., p. 89. HERRERA DEL REY, J.: op. cit., p. 266. JUNCEDA MORENO, J.: op. cit., p. 
78. MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 28.  
2038
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 448. 
2039
 SÁNCHEZ-FRIERA GONZÁLEZ, Mª. C.: La responsabilidad civil…, op. cit., pp. 65-66. Dice la au-
tora que «la concurrencia de derechos que aquí se va a resolver va a estar enmarcada en el plano general 
del ejercicio de los derechos», si bien exige el carácter de vecino. 
2040
 ETCHAMENDI, C.R.:  “Responsabilidad…, segunda parte”, op. cit., p. 654. 
2041
 LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., p. 102. 
2042
 MONESTIER MORALES, J.L.: op. cit., p. 10. Según el autor, en los daños patrimoniales, la legiti-
mación activa sólo podrá ser exigida por los propietarios de los bienes (perjudicados) por el ruido o por 
los titulares de derechos de goce sobre los mismos. 
2043
 MACÍAS CASTILLO, A.: El daño causado por el ruido…, op. cit., pp. 272-273.  
2044
 LLAMAS POMBO, E. y MACÍAS CASTILLO, A.: op. cit., p. 1064. En materia de ruidos, dicen los 
autores que los legitimados activos serían aquellos que, en su condición de moradores o usuarios habitua-
les de la propiedad dominical que pacede la inmisión, sufren un daño injusto en su persona o en sus bie-
nes a consecuencia de la injerencia o intromisión ilegítima. 
2045
 Por ejemplo, la SAP Lugo 26.12.2001 (JUR 2001, 67558) dispone que, para ejercitar la acción 
de responsabilidad civil derivada de inmisiones perjudiciales, «basta con la posesión de buena fé a título 
de dueño, y la buena fe se presume». 
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En materia de daños producidos por otros DCC serán legitimados activos única-
mente quienes sufran el perjuicio (art. 1902 C.c.)2046. Ello significa que si no hay daño a 
particulares, ninguno ostentará legitimación alguna para iniciar la acción. Como se ve, 
la legitimación activa se centra en el sujeto que ha sufrido el daño y se restringe a sus 
derechos subjetivos o a sus intereses (bienes o derechos) jurídicamente protegidos o, en 
general, a su esfera de intereses o atributos personales2047. En estos supuestos se tratará 
la legitimación activa que el art. 10 LEC otorga a quienes comparecen y actúan en juicio 
como titulares de la relación jurídica u objeto litigioso.  
Se reconoce legitimación activa también al propietario de un inmueble con inde-
pendencia de no tener fijada su residencia en el lugar litigioso, por cuanto ostenta una 
acción como titular de un derecho de propiedad sobre un bien inmueble situado en el 
lugar donde se producen las reseñadas inmisiones y, en definitiva, tiene interés inmedia-
to al ver su entorno negativamente afectado2048. No obstante, en este caso no podrá instar 
la indemnización por daño moral. Cabe, por tanto, la indemnización por daños en la 
segunda residencia2049. Se presume que los empadronados en un determinado municipio 
son titulares de las viviendas ubicadas en el mismo, lo que puede ser desvirtuado por 
parte del demandado sin que se le considere “probatio diabólica”. No será necesario 
que las personas que se digan perjudicadas no tengan su domicilio, entendido como re-
sidencia permanente, en las viviendas afectadas,  
No es necesario ser propietario de la finca en el momento (se entiende inicial) de la 
producción de los daños, ya que, como “perjudicados” pueden reclamar todo el daño 
que se les haya producido hasta el momento de la interposición a la demanda –y los 
posteriores-2050. Basta para ejercer la acción de responsabilidad civil que sean propieta-
rios en el momento de la interposición de la demanda, o que lo hayan sido con anterio-
ridad y no haya transcurrido más de un año desde que dejaron de serlo, en virtud del 
plazo prescripción de la acción del art. 1968.2 C.c. 
En el caso de indemnización por causa de muerte la legitimación activa la osten-
tarán los perjudicados por la misma, según la jurisprudencia concretados en sus herede-
ros por su condición de tales “iure hereditatis”. En las indemnizaciones por lesiones 
corporales, los legitimados serán las vícitimas de las lesiones y los perjudicados por las 
mismas2051. En Alemania la sucesión universal está establecida en § 1922 1º BGB. En el 
caso de responsabilidad objetiva ex § 12 UmweltHG los sucesores podrán reclamar ex 
844 BGB los gastos suntuarios y la compensación por mantenimiento de personas de-
pendientes, y, en virtud del § 845 BGB una indemnización para la persona a quien el 
fallecido debía una obligación legal de proveer servicios. 
b) Intereses colectivos, las class actions y los intereses difusos. 
A la hora de determinar la legitimación activa en el supuesto de que el daño pro-
duzca efectos masivos, es necesario diferenciar entre daños difusos, que son daños pro-
                                                 
2046
 CONDE ANTEQUERA, J.: op. cit., p. 142. JUNCEDA MORENO, J.: op. cit., p. 74. MARTÍNEZ 
VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 22. 
2047
 ÁLVAREZ LATA, N.: “Responsabilidad civil por daños…”, op. cit., p. 126. 
2048
 SAP Asturias 28.2.2000 (AC 2000, 264). En el caso concreto, este interés afectado era el «man-
tenimiento del contrato de arrendamiento suscrito con los actuales ocupantes, e interés inmediato en rela-
ción con el precio de venta de dicha vivienda o con un hipotético retorno a la misma, una vez finalizado 
aquél». 
2049
 MALDONADO RAMOS, J.: op. cit., p. 56. STS 12.1.2011 (RJ 2011, 305). 
2050
 STS 12.6.2008 (RJ 2008, 4690). 
2051
 VERDERA SERVER, R. y otros:  op. cit., pp. 156-158. 
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ducidos a la colectividad (daños ecológicos puros), donde no existe una persona deter-
minada que pueda estimarse perjudicada, de los daños “colectivos”, que son aquellos 
daños que se generan a una colectividad de personas frente al mismo demandado y se 
pueden asimilar a las class actions) 2052.Los “intereses colectivos” afectan a un grupo de 
personas perfectamente determinados o fácilmente determinables (art. 11 2º LEC y 7.3 
LOPJ)2053. Son intereses transindividuales, de naturaleza indivisible, de que sea titular un 
grupo o clase de personas ligadas entre sí por una relación jurídica base. Se ha criticado 
que el art. 7.3 LOPJ sólo permite ejercer acciones de cesación de conductas peligrosas, 
pero no la indemnización de daños y perjuicios.  
Los intereses difusos son aquellos daños que afectan a una pluralidad de personas 
indeterminada o de difícil determinación, y la legitimación corresponderá a las asocia-
ciones (de consumidores) que conforme a la Ley sean representativas (art. 11.3 LEC)2054. 
La doctrina mayoritaria niega la legitimación activa del individuo para la reparación del 
daño ecológico (difuso), al no existir menoscabo de interés privado del individuo2055. 
Uno de los problemas con los que se encuentra la reparación de este tipo de daños es la 
de la titularidad del bien jurídico, puesto que los bienes que componen el medio am-
biente suelen ser res nullius o la res ommnium communes. Para negar la legitimación 
activa se han esgrimido por la doctrina las siguientes razones: 1) el art. 45 CE no recoge 
la configuración de un derecho subjetivo a un medio ambiente adecuado, pudiendo sólo 
ser alegado ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que 
lo desarrollan (art. 53.3 CE), por lo que no tiene un interés perfectamente individualiza-
do en aras a obtener dicha acción. 2) El mero interés del ciudadano por un medio am-
biente adecuado no tiene un interés perfectamente individualizado en aras a obtener 
dicha acción. 3) Para que una asociación pueda tener legitimación activa sería necesaria 
habilitación legal expresa (p. ej. arts. 6.1.7º y 11 LEC -consumidores y usuarios-), que 
no existe en el caso de defensa del medio ambiente2056.  
En materia de daños civiles por contaminación algunas jurisdicciones proporcionan 
acción colectiva cuando la contaminación afecta un gran número de personas (Austria, 
Bélgica, Alemania, Finlandia, Irlanda, Escocia y España). Cuando la pluralidad sea in-
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 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., pp. 281 y ss. 
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 Art. 11 2º LEC: «Cuando los perjudicados por un hecho dañoso sean un grupo de consumidores 
o usuarios cuyos componente estén perfectamente determinados o sean fácilmente determinables, la legi-
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dores y usuarios, a las entidades legalmente constituidas que tengan por objeto la defensa o protección de 
éstos, así como a los propios grupos de afectados». Art. 7.3 LOPJ: «Para la defensa de [intereses colecti-
vos] se reconocerá la legitimación de las corporaciones, asociaciones y grupos que resulten afectados o 
estén legalmente habilitados para su defensa y promoción». 
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 Art. 11.3 LEC: «Cuando los perjudicados por un hecho dañoso sean una pluralidad de consumi-
dores o usuarios de indeterminada o de difícil determinación, la legitimación para demandar el juicio la 
defensa de estos intereses difusos corresponderá exclusivamente a las asociaciones de consumidores y 
usuarios que, conforme a esta Ley, sean representativas». 
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 ÁLVAREZ LATA, N., “El daño ambiental…(I)”, op. cit., pp. 790, 831-832. CÁRCABA FERNÁNDEZ, 
Mª.: op. cit., p. 152. CONDE ANTEQUERA, J.: op. cit., p. 175. DE MIGUEL PERALES, C.: “La responsabili-
dad…”,  op. cit., pp. 88-90; Derecho español del medio ambiente, Madrid: Civitas, 2002, pp. 374. GUIDO 
VILLEGAS, S.: op. cit., p. 16. JORDANO FRAGA, J.: La protección del derecho…, op. cit., pp. 500, 529. 
LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., pp. 40, 43. MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 22. PARRA 
LUCÁN, Mª. A.: “El derecho civil del medio ambiente”, op. cit., p. 5. SANTOS MORÓN, Mª J.: op. cit., p. 
3023. SERRANO GÓMEZ, E.: op. cit., p. 285. VINAIXA MIQUEL, M.: La responsabilidad civil…, op. cit., p. 
323. ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., p. 283.  
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derminada o de difícil determinación sólo se admitirá la legitimación de las asociaciones 
representativas2057. La acción de cesación (injunction) es la más sensible de todas a este 
tipo de daños, p. ej., si varias personas sufren un daño a la salud, por pequeño que sea, 
la interferencia siempre superará el nivel de tolerancia. En cambió, la acción de respon-
sabilidad civil (action for damages) a pesar de estar también disponible, debido a la 
naturaleza del daño y a las víctimas probablemente no reclamarán y en su lugar utili-
zarán los sistemas de protección de la seguridad social, sobre todo debido a los proble-
mas de falta de prueba y de los altos costes de litigación2058.  
En Francia, los perjudicados por la contaminación pueden acudir a las autoridades 
públicas antes de hacerlo ante los tribunales contenciosos por incumplimiento del deber 
de evitar el daño. Por otro lado, las demandas individuales pueden ser también inter-
puestas por asociaciones ambientales representativas, que tienen derecho a demandar 
contra el contaminador que ha incumplido una regulación o principios generales del 
derecho ambiental en virtud del art. L. 142-2 del Código del Medio ambiente, antes de 
acudir a los tribunales civiles o contencioso-administrativos.  
En Bélgica, la Ley de 12 de enero de 1993 legitima a las asociaciones ambientales 
para accionar en orden a prevenir violaciones de la legislación ambiental, pero no para 
reclamar daños de terceros. Los daños producidos por una inmisión a un número amplio 
de personas se conducen procesalmente mediante la representación ad litem de los in-
tereses de los afectados mediante su asociación con este único propósito, o bien juntán-
dose algunas partes, según las técnicas tradicionales. Como se puede comprobar, la 
class action es desconocida en Bélgica2059. 
En EEUU, la class action norteamericana no constituyen un remedio para los daños 
colectivos o difusos, sino que tratan de resolver daños personales con sujetos indetermi-
nados o plurales, lo que no es nada desdeñable en los daños masivos. Estas acciones 
reúnen todas las demandas de un elevado número de demandantes frente al mismo de-
mandado y se caracteriza por: 1) los miembros de la clase deben ser tan numerosos que 
hagan imposible el litisconsorcio; 2) debe haber cuestiones comunes a la clase; 3) los 
representantes de la clase tienen que tener las cualidades necesarias para defender los 
intereses de la clase, y 4) el enjuiciamiento de acciones separadas daría lugar a que el 
demandado no pudiera cumplir frente a todos los demandantes, o porque deban prevale-
cer elementos comunes en el proceso. La class action es el resultado de agregar una 
serie de acciones particulares. Se diferencian del litisconsorcio activo en que las accio-
nes en la class action pueden no nacer de un mismo título o causa de pedir. DE MIGUEL 
PERALES vería posible la adaptación de esta figura a nuestro derecho, tanto para la 
adopción de medidas de prevención de nuevos daños como para la reparación de los 
daños en sentido estricto, si bien en este último caso remitiendo a procesos individuales 
posteriores la forma precisa de reparación, partiendo de que la responsabilidad ya exis-
te2060. Otra ventaja de esta acción es que permite organizar de modo más eficiente el 
proceso y evita el riesgo de soluciones contradictorias, puesto que las primeras resolu-
ciones prejuzgan, de facto, las sucesivas.  
En las class actions, las asociaciones necesitan ser directamente perjudicadas por el 
daño (por ejemplo por haberse asociado los afectados para compartir gastos procesales, 
o por sufrir daños patrimoniales directos), con base en una interpretación racional de los 
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 YANGUAS MONTERO, G., El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 238, 242-243. 
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 HINTEREGGER, M.: op. cit., pp. 77-78. 
2059
 Ibid.: p. 90. 
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artículo 9.2 y 24 CE, así como de los arts. 7.3 LOPJ y 35 LOTC)2061. Sin embargo, otros 
autores2062 se posicionaron a favor de legitimación activa de estas asociaciones con in-
dependencia de resultar perjudicadas directamente o por parte de sus asociados, con 
base a la aplicación analógica (art. 4.1 C.c.), por haber identidad de razón con el art. 
11.2 LEC, si bien limitándose a reclamar el cese de una actividad o la introducción de 
medidas correctoras2063. La mayoría de autores ha negado2064 el ejercicio de las “acciones 
de clase” para la protección de intereses “difusos” por cuanto el art. 11.2 LEC no con-
cede legitimación plural frente al daño colectivo, sino la de una pluralidad de afectados 
más o menos determinados por un daño individual.  
En Inglaterra se permite la public nuisance, en virtud de la cual la autoridad local o 
el Fiscal General puede iniciar procedimientos criminales en representación del público. 
Este remedio incluye compensación por los daños personales, a diferencia de la private 
nuisance. La acción civil está disponible solamente a los demandantes que han sufrido 
el mismo daño que el público general y se les compensará directamente. Existe presun-
ción de culpa por parte del demandado en estos casos.  
c) Legitimación en supuestos de transmisión del terreno “pendente lite”. 
En Italia, la jurisprudencia y la doctrina no se ponen del todo de acuerdo en quién 
tiene derecho –y por tanto quien es legitimado activo- para solicitar la indemniza-
ción/compensación por la depreciación del inmueble en el caso de daños continuados, si 
se ha producido en ese ínterin la transmisión de la propiedad.  
La sentencia de la Corte di cassazione de 9 de abril-21 de julio de 1975, n. 1302 
(Riv. giur. edil. 1976, I, pág. 288) dice que la venta del fundo sujeto a la inmisión no 
explica ninguna influencia sobre la legitimación del vendedor a promover y continuar la 
acción para el resarcimiento del daño ya producido en el acto de transferencia, si no 
resulta que el actor había cedido al adquirente el derecho de crédito relativo a tal daño. 
Es en el momento y en el precio de la compraventa donde se refleja, sin transferirse al 
comprador, la depreciación del fundo. En otras palabras, la disminuida rentabilidad ope-
ra como presunción, iuris et de iure, del daño sufrido al propietario-vendedor en térmi-
nos de evaluación del valor venal de su propiedad. Habrá que calcular el valor actual 














Por ejemplo, si como resultado de la fórmula anterior la venta de un inmueble afec-
tado por inmisiones debiera arrojar un precio de 30 (su precio de mercado sin las inmi-
siones sería de 50) el vendedor podrá reclamar los 20 restantes. En estos casos, la de-
preciación está computada en el precio de compraventa. 
En cambio, la sentencia de la Corte di cassazione de 13 de enero de 1975, n. 111 
(Giust. Civ., 1975, I, pág. 363), defiende que el vendedor está privado de la legitimación 
de pedir por el daño producido después de la cesión, pues esta facultad se entiende 
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 CÁRCABA FERNÁNDEZ, Mª.: op. cit., p. 181. 
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 HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: El aseguramiento..., op. cit., p. 34.  
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 HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: El aseguramiento…, op. cit., p. 35. MARTÍN DIZ, F.: op. cit., p. 40. 
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 ÁLVAREZ LATA, N., “Responsabilidad civil por daños…”, op. cit., pp. 39, 41 y 129; “El daño 
ambiental. Presente y futuro de su reparación (I)”, op. cit., pp. 831-832. CÁRCABA FERNÁNDEZ, Mª.: op. 
cit., p.152. SANTOS MORÓN, Mª J.: op. cit., p. 3024. 
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transferida con el bien. En este caso se deberá prescindir de la medida en la cual la eva-
luación del fundo es repercutida en el precio de adquisición. Si, por ello, A vende a 30 
(habiendo podido vender a 50 en ausencia de inmisión), él sufre un daño imputado ex-
clusivamente a su desconocimiento jurídico. Se trata de defender los derechos de quien 
efectivamente soporta en el tiempo la inmisión. 
PARDOLESI2066 critica que la sentencia n. 132 no resuelve el problema de la titulari-
dad del derecho al resarcimiento, ya que establece una indemnización del tipo una tan-
tum. También critica la sentencia n. 111 por cuanto vincula la indemnización al «propie-
tario que en la cadena de transferencias asuma la titularidad», sin tener en cuenta que 
«la eventual inercia del vendedor acerca de la cesión no incide de ninguna manera sobre 
la legitimación para pedir la reparación del daño sufrido. Él puede ciertamente promo-
ver la acción a posteriori, al menos en el plazo quincuenal de prescripción. El autor se 
postula por la solución derivada del art. 844 C.c., donde el magistrado tiene en cuenta 
solamente el hecho lesivo y su incidencia objetiva sobre la esfera patrimonial del pro-
pietario en cada momento, prescindiendo de cualquier mediación contractual que inclu-
ye la depreciación en el precio de compraventa, abandonando, por tanto, el carácter per-
sonal de la acción. Según el autor, el art. 844 C.c. tiene dos funciones íntimanente co-
nectadas: una primera, compensatoria, de recuperación para el propietario al que se le 
haya impuesto sufrir la actividad perjudicial; una segunda, disuasoria, consistente en 
integrar al proceso productivo el coste que eso proyecta al exterior. 
B) Legitimación pasiva. 
a) Del titular del terreno, de la obra o de la actividad. 
En materia de responsabilidad civil ex art. 1902 C.c. cualquiera puede tener la con-
dición de sujeto responsable si causa daño a otro con culpa2067.  
En Alemania, en virtud del § 823 BGB, será responsable el actor cuando las activi-
dades per se sean el foco de las disposiciones, en concreto: la persona a quien se puede 
imputar la lesión del derecho o bien jurídico que ha provocado el daño, determinado por 
el principio de causalidad; la persona que responde de la actuación de otra, y la que 
permite o no impide la producción del daño, pudiendo jurídicamente hacerlo2068.  
En materia de responsabilidad objetivada ex art. 1902, cuando la actividad causante 
del daño sea industrial, requiere una actuación material del agente en la producción del 
daño, no siendo suficiente que el hipotético responsable se haya beneficiado del hecho 
ilícito si no ha realizado actuación material alguna. 
En materia de inmisiones excesivas y nocivas, según el art. 1908.2 C.c., respon-
derán los “propietarios” de los daños causados por las mismas. Según la jurisprudencia 
y la doctrina, el término “propietarios” abarca:  
1) los titulares del terreno2069 o del local2070 donde se desarrolla la actividad causante 
del daño, por consentir la misma.  
2) En general, la persona bajo cuyo control se realiza la actividad generadora de la 
inmisión, generalmente aquellas personas que tengan el uso y disfrute de la finca y rea-
licen en ellas actividades.  
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 PARDOLESI, R.: op. cit., pp. 401-412. 
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 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 374. Ídem en Inglaterra. 
2068
 MARTÍN VIDA, Mª.A.: op. cit., p. 20. 
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3) Si la actividad es peligrosa, será legitimado pasivo el titular de la actividad em-
presarial bajo cuyo control se realiza la actividad generadora del daño, sea propietario o 
arrendatario de la actividad2071. Viene posibilitado por el hecho de que además del 
arrendatario de la explotación, también se ha condenado al propietario arrendador de la 
actividad, pues pudo ejercitar las acciones propias del contrato de arrendamiento para 
poner fin a la actividad molesta2072.  En estos casos, la expresión “propietario”, de acuer-
do con el destino y la naturaleza de las cosas nocivas, más parece que se trata de un em-
presario en el ejercicio de una empresa2073. Vendrá determinada por el principio de cau-
salidad (causación directa o indirecta de la lesión del bien jurídico y/o del daño), siem-
pre que la persona sea responsable de sus actos.  
4) Finalmente, no hay que descartar la legitimación pasiva de las compañías de se-
guro, en caso de que éste exista2074.  
En el art. 1908.2 C.c. el responsable será el titular de la explotación, con base en el 
principio de que debe responder del daño aquella persona que lo causa y el hecho de 
que, en el caso de instalaciones industriales, dicha persona es el empresario que tiene el 
control sobre las mismas. La legitimación pasiva se extiende también a los propietarios 
del terreno, mientras que en el segundo la responsabilidad es de quien, únicamente cau-
sa un daño. En el ap. 4º del art. 1908 C.c., corresponderá la legitimación pasiva al pro-
pietario del terreno por los daños causados por cloacas o depósitos de materias infectan-
tes, si bien podrá serlo también el titular de éstas2075. 
En sede del § 906 BGB alemán la legitimación pasiva la ostentará, como primera 
opción, el dueño de la finca en supuestos en que el uso de la finca cause inmisiones a 
los vecinos2076. Será responsable del daño el titular de la instalación industrial no termi-
nada cuando la instalación no está en funcionamiento todavía, pero el influjo esté en 
función del riesgo de la instalación ya terminada, y el titular de la instalación en el mo-
mento de su cierre cuando hubiere dejado de funcionar pero el influjo medioambiental 
se base en la circunstancia del riesgo de la instalación antes de su cierre. Se defiende, 
por tanto, la idea de la prevención del daño2077.  
En materia de nuisance en el English common law la legitimación pasiva se suele 
centrar en la empresa explotadora como única demandada, aunque en muchos casos 
puede haber responsabilidad individual, basada en la ocupación: 1) si hay un escape de 
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 CAÑIZARES LASO, A., Y RODRÍGUEZ TAPIA, J.M.: op. cit., p. 211. Para estos autores «El sentido 
de la responsabilidad por riesgo es que aquéllos que producen y que se benefician de una fuente de ries-
gos, en compensación por la aceptación de dicho riesgo se impone una responsabilidad como obligación 
independiente, incuyéndose el normal funcionamiento puesto que este normal funcionamiento es en parti-
cular una fuente de riesgos». 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   392 
sustancias desde un fundo el responsable será el propietario o ocupante2078. La responsa-
bilidad del ocupante será por acción y por omisión (negligencia de no evitarla). Si la 
ocupación cesa la responsabilidad también, con excepción del abuso de derecho donde 
la responsabilidad está basada en el hecho creador de la nuisance, incluso después de la 
venta. 2) Cuando no hay ocupante, se puede designar responsable al causante del daño 
(acto positivo) por la creación de un estado de cosas que se acontecen de modo contí-
nuo. 3) Omisión por actos de dependientes (servants) independientemente de que el 
ocupante conociera los actos de aquéllos, o el ocupante por los contratistas independien-
tes en el caso de deberes no delegables. 4) En el caso de que la nuisance sea ocasionada 
por un tercero ajeno a la actividad (trespasser), el ocupante será responsable por negli-
gence si éste conoce o debiera haber conocido la nuisance, completada por el deber de 
evitarla y de mitigar el daño, ya que el ocupante puede excluir a estos terceros de sus 
instalaciones. 5) La responsabilidad está implícita en la continuación de la nuisance, 
heredándola el comprador en virtud de la doctrina “caveat emptor” en el caso de que 
conociera o debiera haber conocido de la contaminación causada por su predecesor, si 
las medidas correctivas son disponibles con un razonable coste, y si aquél falla en la 
mitigación de las consecuencias de la contaminación.  
En materia de responsabilidad objetiva por daños civiles por contaminación indus-
trial, en Inglaterra se puede fundamentar la legitimación pasiva en las siguientes re-
glas2079: 1) En el caso Rylands v Fletcher la responsabilidad se asocia al ocupante por su 
acción (active acts) que causan perturbaciones con la defensa de acciones por terceras 
partes (trespasser). 2) El ocupante que tiene el control actual sobre las mismas es desig-
nado responsable pues está en la mejor posición para prevenir accidentes, lo que está en 
línea con el principio de “quien contamina paga”. 3) Una regla suplementaria otorga 
responsabilidad al sujeto que tiene el control legal de las instalaciones sin que sea nece-
saria en estos casos la posesión física de las mismas. 4) En caso de instalaciones alqui-
ladas, el arrendatario es responsable como primera opción, pero se deberán tener en 
cuenta las condiciones del contrato de arrendamiento.  
Por su parte, en el common law noteamericano los legitimados pasivos son los titu-
lares de las industrias que llevan a cabo una actividad anormalmente peligrosa, según se 
deduce de lo indicado en el § 519 RST. 
En Alemania, la UmweltHG indica que responde del daño causado sólo el titular de 
la instalación, que es la persona física o jurídica que utiliza por cuenta propia la instala-
ción que provoca el daño, esto es, el operador (“Inhaber”), que tiene el poder de dispo-
sición sobre ella y que costea su mantenimiento, siempre que la actividad esté incluidas 
en el Anexo 1 de la Ley2080. Por su parte, el § 9 III permite a los perjudicados obtener 
información de las autoridades para identificarlo2081.  
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b) Responsabilidad del empresario por dependientes y agentes de la construcción. 
En virtud del art. 1903 párrafo 4º C.c. responderán directamente los dueños o direc-
tores de un establecimiento o empresa por los daños hayan sido producidos por sujetos 
dependientes de éstos cuando: 1) Existe dependencia entre el empresario y quien causa 
el daño, más o menos intensa según las situaciones concretas, entre el ejecutor causante 
del daño y la empresa o entidad a quien se exige la responsabilidad2082. 2) Que la actua-
ción del dependiente se produzca en los ramos en que los tuvieran empleados, o con 
ocasión de sus funciones. 3) Que exista culpa o negligencia por parte del dependiente, 
no sólo por los actos u omisiones propios, sino también por los de aquellas personas de 
quienes se debe responder. Se trata de una responsabilidad por hecho ilícito ajeno fun-
damentada en una presunción de culpa “in eligiendo” o “in vigilando” o en la creación 
de un riesgo2083, de la que no queda exonerado el principal salvo que demuestre que ha 
procedido con la diligencia necesaria2084. La responsabilidad que se predica de este artí-
culo es directa del principal, sin que el tercero perjudicado tenga necesidad de reclamar 
primero contra el causante real del daño.  
Asimismo, el art. 1904 C.c. permite ejercitar la acción de regreso por parte del vigi-
lante, cuando dice que «el que paga el daño causado por sus dependientes puede repetir 
de éstos lo que hubiese satisfecho». 
El art. 1.909 C.c. recoge la responsabilidad del promotor por los daños ocasionados 
por defecto de construcción: «Si el daño de que tratan los dos artículos anteriores resul-
tar por defecto de construcción, el tercero que lo sufre sólo podrá repetir contra el arqui-
tecto, o, en su caso, contra el constructor, dentro del tiempo legal». Se trata de un su-
puesto en el que los daños son producidos como consecuencia de un defectuoso control 
técnico o inspección de la actividad inmitente, en cuyo caso se establece una responsa-
bilidad propia y directa del propietario o empresario que explota la fábrica y de cuyo 
funcionamiento se beneficia, sin que surga frente al tercero perjudicado, litisconsorcio 
pasivo necesario2085. Y es que, aunque exista un defecto de diseño o de dirección de la 
construcción e instalación de la fábrica, ésta ha estado en funcionamiento por la volun-
tad del empresario propietario produciéndose así la inmisión excesiva y nociva para el 
tercero2086. El empresario puede repetir contra el técnico correspondiente2087. Entre los 
supuestos del art. 1909 C.c. se responde también cuando se suministra material defec-
tuoso utilizado por la instalación que causa el daño2088. Esta posibilidad suele ser reco-
mendable, según JUNCEDA MORENO, «de cara a la satisfacción de la indemnización fi-
nal, como quiera que los técnicos suelen tener suscritas pólizas de aseguramiento que 
permiten ser ejecutadas en estos supuestos»2089. 
                                                 
2082
 SAP Madrid 20.11.2000 (AC 2001, 168). En el supuesto enjuiciado la Comunidad de Propieta-
rios entabló la demanda contra el contratista de obra y no contra el constructor de la misma.  
2083
 CAMAZÓN LINACERO, A.: op. cit., p. 106. 
2084
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., pp. 285-285. 
2085
 MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: op. cit., p. 28. SSTS 15.3.1993 (RJ 1993, 2284), 10.3.1989 
(RJ 1989, 2034), 15.3.1993 (RJ 1993, 2284); SAP Valencia 22.7.2011 (JUR 2011, 392713). 
2086
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, op. cit., p. 88; “La responsabilidad 
por inmisiones industriales…”, op. cit., p. 1989. 
2087
 MARTÍNEZ VÁZQUEZ DE CASTRO, L.: loc. cit. En la jurisprudencia, STS 15.3.1993 (RJ 1993, 
2284). 
2088
 En la STS 27.10.1983 (RJ 1983, 5346) una empresa suministró materia contaminante (fuel-óleo 
con un mayor contenido de azufre al pactado) a una central térmica, que posteriormente causa daños en 
plantaciones de cítricos colindantes a la misma debidos a los humos que producía. 
2089
 JUNCEDA MORENO, J.: op. cit., p. 78.  
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La razón de la atribución de responsabilidad solidaria en los supuestos del art. 1909 
C.c., en conjunción con el art. 1908.2 C.c., se basa en que, en el primer caso, existe una 
responsabilidad por culpa o negligencia del causante originario del daño, y, en el segun-
do, una responsabilidad directa del empresario propietario de la industria por los daños 
ocasionados a terceros por inmisiones nocivas, basado en una culpa in eligiendo y, por 
lo tanto, en la voluntad del empresario propietario, conducta que supone el consenti-
miento de que la actividad continúe a pesar de emitir sustancias nocivas, sin adoptar las 
medidas necesarias para que deje de producirlas2090. 
La expresión “tiempo legal” del art. 1909 C.c. se interpreta como el momento en 
que debe aparecer el defecto para que pueda ser atribuido a los técnicos que han inter-
venido en la construcción que ha producido el daño, para lo cual habrá que estar a los 
plazos previstos en la LOE (10 años para daños estructurales, 3 para vicios o defectos de 
los elementos constructivos y 1 para los vicios o defectos de ejecución), sin perjuicio de 
que habrá que estar también al plazo de prescripción de 1 año que se establece para la 
acción de responsabilidad civil extracontractual del art. 1968.2 C.c.2091. El art. 18 LOE 
señala un plazo de prescripción de dos años para exigir la responsabilidad prevista en el 
artículo anterior a contar desde que se produzcan dichos daños. 
En materia de troubles de voisinage, la jurisprudencia francesa ha establecido una 
tendencia desfavorable al maître de l’ouvrage (propietario de la obra) sin distinguir si 
éste es empresario o un simple privado que intenta construir o mejorar la casa, y parale-
lamente una tendencia favorable al constructor cuya eventual responsabilidad emana 
condicionada a la prueba de una culpa en la ejecución de los trabajos, lo que favorece el 
desarrollo de la gran empresa edificatoria, que construyendo por cuenta de otro no tiene 
la cualidad de propietario vecino (cualidad necesaria para incurrir en la obligación de 
pagar la indemnización), y supone, finalmente, una rotura del equilibrio en presencia de 
un trouble originado en la nueva construcción2092. 
c) En caso de pluralidad de sujetos responsables. 
Las inmisiones acumuladas se producen cuando las mismas provienen del efecto 
acumulado de varios puntos de origen, y se dan normalmente en zonas de alta concen-
tración industrial, pudiendo producirse un efecto acumulativo (acumulación sinergéti-
ca). Las inmisiones cumulativas pueden provocar que cada una de las emisiones por sí 
sola no supere el límite de normal tolerabilidad. En las alternativas, cada una de aquéllas 
sí lo supera con independencia de las demás2093.  
Los daños con una pluralidad de causantes se dan sin una prelación temporal ni 
causal y participan conjuntamente en la realización del acto ilícito2094. En el supuesto de 
coautoría, existe hoy la duda acerca de si aplicar la responsabilidad mancomunada o 
solidaria cuando existan varios intervinientes en el daño. Se ha dicho que en los arts. 
1.1372095 y 1.1382096 C.c. parece residenciarse la regla general de la mancomunidad, ya 
                                                 
2090
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, op. cit., p. 97. 
2091
 SAP Valencia 22.7.2011 (JUR 2011, 392712). 
2092
 VISINTINI, G.: “Le immissioni nel quadro… (I)”, op. cit., p. 711. 
2093
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 312. EVANGELIO LLORCA, R.: La 
acción negatoria de inmisiones…, op. cit., pp. 305-306 y 330-336. 
2094
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., p. 287. 
2095
 Art. 1137 C.c.: “La concurrencia de dos o más acreedores o de dos o más deudores en una sola 
obligación no implica que cada uno de aquéllos tenga derecho a pedir, ni cada uno de éstos deba prestar 
íntegramente, las cosas objeto de la misma. Sólo habrá lugar a eso cuando la obligación expresamente lo 
determine, constituyéndose con el carácter de solidaria”. 
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que se presume que toda relación obligatoria se rige, en caso de pluralidad de sujetos, 
por el principio de la mancomunidad, salvo que de la propia obligación se derive expre-
samente la solidaridad. 
Un sector doctrinal y de la jurisprudencia pone en duda el principio de la presun-
ción de solidaridad. Se critica que este principio surgió debido al auge del solidarismo 
económico, social y político2097. ALBALADEJO GARCÍA2098 dice que la regla general del 
art. 1137 C.c. es la mancomunidad. El principio de interpretación de las normas odiosa 
sunt restringenda determina que la solidaridad, al ser más gravosa para los participantes 
de un hecho ilícito, no debe aplicarse de forma extensiva o analógica. La regla de la 
mancomunidad rige tanto en casos de pluralidad de obligados por casos de responsabili-
dad objetiva, como en daños ocasionados por humos excesivos que sean nocivos a las 
personas o a las propiedades (art. 1908.2 C.c.). Lo mismo sucede cuando exista cotitula-
ridad sobre los bienes desde donde proceden los daños, en cuyo caso cada obligado lo 
está en proporción al derecho que tenga sobre la cosa. Si el daño se causa por culpa, esta 
se dará, se entienda o no que también subsiste la objetiva. En el caso de que se entienda 
que subsiste la responsabilidad objetiva, el dañado podrá dirigirse bien contra el culpa-
ble o bien contra los responsables objetivos. Por el contrario, si se entiende que la res-
ponsabilidad subjetiva borra la objetiva, sólo le cabe al dañado dirigirse contra el culpa-
ble. En cualquier caso, si entre los responsables objetivos alguno obró diligentemente y 
otro no, aquéllos podrán reclamar a éste la parte que le hubiese tocado reparar2099. Para 
el autor, “haber sido establecida expresamente” es una expresión que no significa que la 
solidaridad se deba incluir en una cláusula explícita, sino debe haber sido verdadera-
mente querida como solidaria por los interesados o por la ley.  
La mayoría de autores y de la jurisprudencia aplican la regla de la solidaridad sólo 
en el caso de que no pueda determinarse el grado de participación de cada uno de los 
responsables en la realización del daño2100. Esta línea doctrinal se basa en que la respon-
sabilidad solidaria se aplicará de forma directa en los casos en que las fuentes de conta-
minación son equivalentes y cualquiera de ellas puede ser apta para producir el daño, 
sin que pueda probarse qué inmisión en concreto fue la causante del daño, de modo que 
cada uno de ellos, por separado, podía haber causado el daño completo2101. Debe primar 
el interés de facilitar el resarcimiento del perjudicado frente al principio de personalidad 
de la responsabilidad. Por ello, mientras que no se establezca para los daños tradiciona-
les (refiriéndose a los no patrimoniales) una regla especial que prevea la solidaridad, «su 
aplicación se encontrará legitimada por la mayor severidad en la apreciación de la res-
ponsabilidad en los supuestos de daños ambientales»2102. 
                                                                                                                                               
2096
 Art. 1138 C.c.: «Si del texto de las obligaciones a que se refiere el artículo anterior no resulta 
otra cosa, el crédito o la deuda se presumirán divididos en tantas partes iguales como acreedores o deudo-
res haya, reputándose créditos o deudas distintos unos de otros». 
2097
 JORDANO FRAGA, J.: “Administración y responsabilidad…”, op. cit., p. 308. 
2098
 ALBALADEJO GARCÍA, M.: “Sobre la solidaridad o mancomunidad de los obligados a responder 
por acto ilícito común”; Anuario de Derecho Civil, Vol. 16, nº 2, 1963, pp. 368 y ss. 
2099
 ALBALADEJO GARCÍA, M.: op. cit., pp. 369-373.  
2100
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 457. LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., 
p. 91. DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., p. 448. DE MI-
GUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., p. 189. REYES LÓPEZ, Mª. J.: op. cit., p. 207. SANTOS 
MORÓN, Mª J.: op. cit., p. 3020. YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 172-173. 
SSTS 14.2.1984 (RJ 1984, 657), 14.7.1982 (RJ 1982, 4237), 29.4.2003 (RJ 2003, 3041). 
2101
 CARRASCO PERERA, A., “El régimen civil de la responsabilidad…”, op. cit., pp. 154 y 155. DE 
MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., p. 189. 
2102
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 172-173. 
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SANTOS BRIZ aplica la regla de la solidaridad basándose en que a cada autor se le 
aplicará el artículo 1902, y de ahí que todos sean responsables, salvo si según las cir-
cunstancias puede delimitarse el daño causado por cada uno, en cuyo caso ya no se está 
ante un caso de responsabilidad conjunta, que se da sólo cuando hubo daño con partici-
pación de varios. Según el autor, la solidaridad de responsables puede derivar: a) de los 
casos de coautoría principal o coautoría secundaria; b) cuando uno es responsable como 
autor inmediato o directo y otro como dueño del negocio o encargado de su vigilancia 
por infracción de su deber de diligencia; etc2103.  
DE ÁNGEL YAGÜEZ 2104 apuesta por aplicar la regla de la solidaridad a este tipo de 
daños, basándose en que existe una pluralidad de obligaciones independientes entre sí 
entre los sujetos y unificada sólo frente al acreedor o al deudor en el terreno objetivo de 
la idéntica prestación, distinguiendo así el aspecto interno y el externo de la relación que 
liga a los sujetos activos y pasivos; el art. 116.2 CP2105 se puede aplicar analógicamente; 
circunscribe los artículos 1137 y 1138 C.c. únicamente a las obligaciones nacidas de 
convenio (contrato). En definitiva, si cada uno de los productores del daño se beneficia 
de la actividad y del crédito de los demás, la responsabilidad de los agentes deberá lle-
varse hasta sus últimas consecuencias, otorgándose de esta manera una mayor seguridad 
en el tráfico jurídico pues desempeña una función de garantía.  
MORENO TRUJILLO dice que se aplicará la regla de la solidaridad en la prueba de la 
determinación de los sujetos participantes en la contaminación, así como la participa-
ción de cada uno de ellos en la misma; o el caso de que, ante supuestos de insolvencia 
de uno o varios de los copartícipes en el daño, que el perjudicado tuviera serios proble-
mas para ser resarcido íntegramente. Aplicando la regla de la solidaridad se aliviará la 
carga de la prueba del demandante, tan necesario en los daños derivados de la contami-
nación, dada la dificultad en la demostración del daño, su cuantificación y la designa-
ción de los causantes y verificación de la relación de causalidad2106. Lo habitual es que 
acaben respondiendo solidariamente (denominada “solidaridad impropia”), sin perjuicio 
de la acción de regreso de cada uno en su esfera interna2107.  
En virtud de la teoría del riesgo, la jurisprudencia aplica la responsabilidad solidaria 
entre los co-responsables: cuando los hechos se sucedieron en fechas anteriores y poste-
riores a la subrogación de los potenciales demandados; cuando no es posible individua-
lizar los respectivos comportamientos ni establecer las respectivas responsabilidades 
(STS 28.4.1992 [RJ 1992, …]); o ante la ausencia de prueba de la causa determinante 
del daño cuanto sean varios los causantes2108. Esta regla es la que se recoge en la 
LRCDN (art. 4.3) o LRJPAC (art. 130.3), o en el APL (art. 3.4), el Libro Blanco, el 
Convenio de Lugano (art. 11), el Reglamento de Aguas (art. 325); Ley 4/1989, de 27 de 
marzo, de Conservación de los Espacios Naturales; etc. La LRM, en su art. 11 establece 
la regla de responsabilidad mancomunada en los supuestos en los que exista una plura-
lidad de operadores y se pruebe su participación en la causación del daño o de la ame-
naza inminente del daño o de la amenaza para causarlo.  
                                                 
2103
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., pp. 289-290, 292. 
2104
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: “Comentario al Artículo 1902 del Código Civil”, op. cit., pp. 447-448. 
2105
 El art. 116.2 CP dispone: «Los autores y los cómplices, cada uno dentro de su respectiva clase, 
serán responsables solidariamente entre sí por sus cuotas, y subsidiariamente por las correspondientes a 
los demás responsables». 
2106
 MORENO TRUJILLO, E.: La protección jurídico-privada…, op. cit., p. 221.  
2107
 JUNCEDA MORENO, J.: op. cit., p. 75. MARTÍN VIDA, Mª.A.: op. cit., p. 16. MARTÍNEZ VÁZQUEZ 
DE CASTRO, L.: op. cit., p. 23. SERRANO GÓMEZ, E.: op. cit., p. 288.  
2108
 STS 15.3.1993 (RJ 1993, …), 8.5.1986 (RJ 1986, …) y 2.4.1996 (RJ 1996, …), etc. 
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En el Code Francés (art. 1202), en la línea del art. 1137 del C.c. español, se estable-
ce que la solidaridad no se presume, sino que deberá está estipulada expresamente, o 
recogida en virtud de disposición de la ley. No obstante, la jurisprudencia francesa viene 
declarando la solidaridad de los responsables del daño cuando no sea posible determinar 
la proporción en que los causantes han contribuido al mismo2109. 
En Alemania, los artículos 830 I2110 y 8402111 BGB recogen la regla de la solidaridad 
en el caso de que exista más de un agente causante del acto ilícito dañoso, sea imposible 
determinar individualmente la cuota de responsabilidad, o los causantes hayan actuado 
conjuntamente. Siempre que cada una de las emisiones sea, por separado, potencialmen-
te susceptible de provocar el daño, sin que sea posible determinar cuál de ellas concre-
tamente lo ha producido (hecho habitual en los daños ambientales tradicionales) será de 
aplicación la segunda regla del § 830 I. La regla primera no se puede aplicar, ya que 
ésta acontece cuando existe una actuación coordinada de los emitentes. Si las emisiones 
no son por sí solas suficientes para causar el daño (supuesto habitual en materia de rui-
dos en zonas acústicamente saturadas), no podrán ser aplicadas ninguna de las normas 
anteriores. En estos casos, será necesario determinar qué parte del daño se produce por 
la efectiva contribución de cada uno de los emitentes a la causación del perjuicio (in-
cremento lineal), y que parte del daño se produce sólo por el efecto conjunto de ambas 
inmisiones (incremento progresivo), estableciéndose la responsabilidad mancomunada 
en el primer caso y la solidaria en el segundo2112.  
En la UmweltHG alemana la responsabilidad es conjunta y solidaria cuando existen 
múltiples fuente de contaminación y cuando el daño no puede ser atribuido a cada res-
ponsable en su justa medida. En estos casos, el demandado puede repetir contra los no 
demandados en la acción principal2113.  
En Italia, se establece como regla general la solidaridad pasiva en el art. 1.294 del 
C.c.: «Los codeudores están obligados solidariamente si de la ley o del título no resulta 
otra cosa», viniendo reforzado en el art. 2.055, 1º «Si del hecho dañoso es imputable a 
varias personas, todas está obligadas solidariamente al resarcimiento del daño». Se esta-
blece la regla de la solidaridad, es decir, si el acto perjudicial deriva de múltiples accio-
nes y omisiones dolosas o culposas, siempre que ésta haya contribuido de manera efi-
ciente a la producción del daño. En otras palabras, sólo se requiere que el acto perjudi-
cial haya sido debido a más gente, incluso si se apoya en diferentes títulos de responsa-
bilidad contractual o extracontractual, dado que el hecho viene referido singularmente al 
daño y no a la norma jurídica que se haya podido violar2114.  
En el English common law (Inglaterra) la regla general es la de la responsabilidad 
solidaria cuando son varios los causantes de la nuisance2115, pudiendo repetir la parte 
declarada responsable contra el resto2116.  
                                                 
2109
 Cour. Cass. 23 de marzo de 1927 (D, 1928-I, p. 73). 
2110
 § 830 I BGB: «Si varias personas han causado un daño a través de un acto ilícito cometido en 
común, cada uno de ellos será responsable del daño. Lo mismo se aplica si no puede descubrirse quién, de 
entre varios partícipes, ha provocado el daño con su actuación», 
2111
 § 840 I «Si varias personas son conjuntamente responsables del daño causado como consecuen-
cia de un acto ilícito, responderán solidariamente» (“solidaridad impropia”). 
2112
 Sentencia del BGH de 13 de febrero de 1976 (BGHZ, 66, 70 y ss.). 
2113
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 349. 
2114
 Sentenza Unite Civili, della Suprema Corte di Cassazione, 15 luglio 2009, n. 16503. 
2115
 ALGARRA PRATS, E.: La defensa jurídico-civil…, op. cit., p. 146. 
2116
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 374. 
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2) Otras cuestiones procesales. 
A) Jurisdicción y competencia. 
a) Conflicto de normas de derecho internacional privado. 
La jurisdicción civil conocerá de las pretensiones de resarcimiento de los daños ci-
viles por contaminación ex arts. 1902 y ss. C.c. La estimación o no de la demanda co-
rresponderá a los Juzgados de Primera Instancia según lo dispueso en los arts. 85 LOPJ 
y 45 LEC. La competencia territorial se rige por las normas generarles (arts. 50 a 60 
LEC), que distinguen si el demandado es persona física, jurídica o ente sin personalidad. 
El proceso a seguir será el ordinario si la cuantía excedede tres mil euros o verbal cuan-
do no alcance dicha suma (arts. 249 y 250 LEC). 
Ante la falta de norma de derecho internacional privado aplicable a los daños civi-
les por contaminación, y dada la ausencia en el ordenamiento español de normas de 
conflicto específicas en materia de ilícitos ambientales, los tribunales españoles para 
determinar el derecho aplicable deben recurrir a la aplicación del ar. 10.9.1 C.c.2117, que 
se trata de la norma de conflicto de derecho internacional privado autónomo en materia 
de obligaciones no contractuales (lex loci delicti commissi). Según VINAIXA MIQUEL, 
esta regla de conexión tiene un marcado carácter territorial fácil de localizar y de aplicar 
en los ilícitos ambientales simples, pero no en los más comunes, los ilícitos transfronte-
rizos o a distancia, por lo que lo más probable es que dependerá en cada caso del órgano 
juridiccional competente el que se utilice la ley del lugar del acto o la ley del lugar del 
resultado dañoso como criterio de localización del locus declicti comissi. No obstante, 
esta regla de aplicación no es la solución más apropiada con relación a adopción de ac-
ciones preventivas de cese o de prohibición de las actividades contaminantes, pues en 
estos casos, al no haber todavía daño no sería aplicable el foro del lugar del resultado 
dañoso. En estos supuestos, la regla de la lex loci delicti comissi se debería referir única 
y exclusivamente a la ley del lugar del acto. No obstante, la aplicación de esta regla 
tampoco le parece al autor una regla idónea para solucionar los daños por contamina-
ción transnacionales producidos por filiales de sociedades multinacionales por los pro-
blemas de localización del lugar del acto generador del daño y por que el juez debe so-
lucionar este conflicto antes de entrar en el derecho material2118. 
En sede de responsabilidad medioambiental el art. 8.1 LRM regula el procedimien-
to para la solución de daños medioambientales o amenazas inminentes producidas por 
instalaciones españolas a Estados miembros, y el apartado 2º señala las medidas que 
podrá adoptar la Administración española, en colaboración con la del Estado miembro: 
información relevante para que se puedan adoptar las medidas que se estimen oportu-
nas; colaboración; adopción de medidas necesarias, etc. Por su parte, el art. 8.3 regula el 
procedimiento a seguir por las autoridades españolas en el caso de que se haya ocasio-
nado un daño o amenaza del mismo desde una instalación ubicada en un Estado miem-
bro de la Unión Europea, así como las medidas a adoptar. 
                                                 
2117
 El art. 10.9.1 C.c. dispone: «Las obligaciones no contractuales se regirán por la ley del lugar 
donde hubiere ocurrido el hecho de que deriven». 
2118
 VINAIXA MIQUEL, M.: La responsabilidad civil…, op. cit., pp. 482-483, 492-493. Respecto de la 
interpretación restrictiva de la regla locus delicti comissi en los casos de adopción de medidas preventivas 
dispone la autora que «la ley del lugar del acto generador del daño es sin duda alguna la que mejor puede 
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tos para que la actividad pueda desarrollarse, la que establece las normas de comportamiento y de seguri-
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En el derecho de daños general alemán una acción podría ser ejercitada donde el 
daño haya sido cometido, según la regla del forum delicti commissi (lex loci deliti) esta-
blecida en el § 32 Zivilprozessordnung (ZPO). No obstante, la UmweltHG establece una 
regla nueva y distinta a la anterior: la acción se podrá ejercitar donde la instalación se 
localice, siempre que esta localización se encuentre dentro de las fonteras alemanas, por 
lo que la opción del demandante bajo la regla de la lex loci delicti es abolida en los ca-
sos domésticos. En cambio, en los supuestos transfronterizos, esta nueva provisión no se 
aplica, por lo que los operadores de instalaciones ubicadas fuera de las fronteras de 
Alemania pueden ser demandadas en este país para compensar los daños ocurridos en el 
mismo, según previsiones de la UmweltHG2119. 
b) Efectos de las normas administrativas y licencias o autorizaciones reguladoras de 
la actividad en la competencia del orden jurisdiccional civil. 
La protección del medio ambiente ha sido objeto del Derecho Público, mientras que 
la responsabilidad civil por daños ambientales tradicionales ha sido objeto de tratamien-
to en el Derecho privado2120. Es doctrina consolidada la que afirma que en esta zona de 
tangencia entre una jurisdicción común y la contencioso-administrativa hay que distin-
guir entre lo que es materia que atañe a la propiedad privada y a su protección, de in-
cuestionable carácter civil, y lo que afecta a los intereses generales o públicos, de in-
equívoca naturaleza administrativa2121. Se separarán las cuestiones civiles de las admi-
nistrativas, resolviéndose cada una en el orden jurisdiccional correspondiente, dado que 
responden a fines diferentes y se rigen por principios y normas distintas2122.  
El procedimiento administrativo depende de la existencia de un “acto administrati-
vo” y la jurisdicción contencioso-administrativa sólo puede conocer de las pretensiones 
que se deduzcan en relación con los actos de la administración pública sometidos al 
derecho administrativo2123. Las disposiciones administrativas sobre adopción de medidas 
protectoras que se están refiriendo a estados generales de perturbación del medio am-
biente con graves situaciones para la población situada en determinadas zonas que por 
su generalidad están contemplando intereses públicos, lo que no puede equipararse a la 
lesión patrimonial por inmisiones dañosas en propiedades determinadas, cuyos titulares 
demandan el pertinente resarcimiento y el consiguiente remedio a la actividad ocasiona-
dora del menoscabo, cuestiones estas que son de exclusiva competencia de los Tribuna-
les del orden civil. El hecho de que a la Administración le corresponde ordenar y con-
trolar la adopción de medidas protectoras, ciertamente le interesa en aquellos aspectos 
generales, pero cuando afecta a derechos subjetivos privados pierde aquel carácter para 
entrar de plano en el campo propio del Derecho Civil: artículo 590 del Código Civil y 
no menos 1908 del propio Código, y que de incurrir en responsabilidad, se hará efectiva 
bajo el dictado de la legislación civil2124.  
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El ordenamiento jurídico-privado tiene primacía en los casos de conflictos entre 
personas físicas y jurídicas de naturaleza privada. Tratándose de cuestiones entre parti-
culares que atañen a la propiedad privada y a su protección, como de conflictos que sur-
gen en el ámbito de las relaciones de vecindad, de culpa extracontractual o de abusos de 
derecho o ejercicio antisocial del derecho, corresponde conocer a la jurisdicción civil 
por ser el ordenamiento privado el que puede y debe intervenir2125. Una cosa es el permi-
so de instalación de una industria y de los elementos que deben ser acoplados para evi-
tar daños y peligros, cuya determinación corresponde a la administración y otra bien 
distinta que, cuando por no cumplir los requisitos ordenados o porque los elementos 
empleados sean deficientes o insuficientes, se produce un daño en la propiedad de un 
tercero, cuyo conocimiento compete a los Tribunales ordinarios2126. El ejercicio de una 
industria, no obstante su importancia económica, no autoriza el menoscabo o limitación 
de la propiedad privada ajena, ni concede una prevalencia o superioridad sobre otras 
actividades que se puedan desarrollar en fincas contiguas2127. En todo caso, los Tribuna-
les civiles son los únicos competentes para pronunciarse sobre la acción indemnizato-
ria2128. No obstante, en materia de inmisiones, incumbe también a la jurisdicción civil la 
adopción de las medidas adecuadas para que cese la producción de un perjuicio dima-
nante de la actividad industrial siempre y cuando sea civil la acción que se ejercite y no 
se impugne acto administrativo concreto2129.  
La legislación sobre el medio ambiente y sus efectos es de inspiración esenciale-
mente administrativa, lo que no es óbice para que el ordenamiento privado pueda y deba 
intervenir en cuantos problemas o conflictos se originen en el ámbito de las relaciones 
de vecindad, en los supuestos de culpa extracontractual y en aquellos otros que impli-
quen un abuso del derecho ex art. 7.2 C.c.2130, con con indepedencia de la regulación 
administrativa más o menos extensa de la actividad y de la remisión que hace el art. 590 
C.c. 2131, porque hay que distinguir el interés general de los intereses privados2132. En el 
caso de responsabilidad civil por inmisiones, existe jurisprudencia consolidada que 
afirma la aplicación de mecanismos tutelares civiles por los órganos jurisdiccionales del 
orden civil, sin que sea obstáculo la regulación administrativa más o menos extensa de 
la actividad, que las origina, en consideración a los intereses generales, singularmente 
urbanísticos y medioambientales, eventualmente afectados por ella, porque hay que dis-
tinguir lo relativo a la tutela preventiva de los intereses generales o públicos, de inequí-
voca naturaleza adminitrativa, de lo que atañe a la propiedad de intereses privados y a 
su protección, de incuestionable carácter civil2133.  
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No será óbice a la aplicación del instituto de la responsabilidad civil por contami-
nación la posible remisión de la norma civil de vecindad a disposiciones administrati-
vas2134. Las reglamentaciones sólo constituyen disposiciones técnicas de carácter general 
y preventivo, que no impiden que el perjudicado ejercite sus acciones civiles2135. La tute-
la civil no prejuzga la procedencia y regularidad de las licencias, al limitarse a imponer 
en su ejercicio la observancia de los deberes de vecindad, por cuanto el juez civil no 
emite un juicio de valor acerca del acto administrativo ni revisa la licencia concedida. 
La licencia no es una especie de “salvoconducto” que consagre definitivamente la acti-
vidad ni enerve el ejercicio posterior de facultades de inspección por los agentes locales, 
dado que aquéllas son de tracto continuo y, además, lo que acreditan es el cumplimiento 
por la instalación de las disposiciones establecidas en interés general para su puesta en 
funcionamiento y las relativas a su emplazamiento, pero no alcanza a asegurar que no se 
puedan causar daños, ni llega ni mucho menos, a legitimar las inmisiones nocivas o mo-
lestas que puedan derivarse a terceros2136.  
La actividad ejercida con licencia puede ser impedida por los Tribunales civiles a 
instancia de los particulares cuyos derechos lleguen a verse lesionados por ella2137, dado 
que: a) tienen un carácter limitado, por lo que no excluyen por sí sola la competencia 
del orden jurisdiccional civil para el conocimiento de las acciones civiles ejercitadas por 
terceros en defensa de la propiedad y demás derechos subjetivos reales afectados por las 
inmisiones que genera2138; b) tienen un carácter neutral, por lo que las relaciones entre 
Administración y el sujeto son independientes respecto de los derecho privados de ter-
ceros pudiendo ser impedida por los tribunales del orden civil a instancias de los parti-
culares cuyos derecho sean lesionados por aquella2139, sin olvidar que la licencia se con-
cede siempre sin perjuicio de tercero2140. El control civil no se hace de la licencia2141, 
sino de la actuación del tercero que, amparado en ella, incumple los deberes de las rela-
ciones de vecindad, por lo que, al adoptar el Juez civil medidas correctoras, declara que 
no es competente para revisar la concesión de licencia administrativa2142. La cesación y 
la indemnización del daño es independiente de la concesión de la licencia, pues afectan 
a las relaciones de índole estrictamente civil entre particulares2143. 
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Tampoco será obstáculo para la aplicación de los medios de tutela civil el que la ac-
tividad se viniera desarrollando con observancia de las normas y medidas administrati-
vas requeridas al efecto2144, pues el acatamiento y o observancia de las normas adminis-
trativas no colocan al obligado al abrigo de la correspondiente acción civil de los perju-
dicados o interesados en orden a sus derechos subjetivos lesionados2145, ni alteran la res-
ponsabilidad de quienes las cumplen cuando las medidas reglamentarias se revelan insu-
ficientes para evitar eventos lesivos2146, puesto que si aquellos contemplan intereses 
públicos sociales ésta resguarda el interés privado exigiendo, en todo caso, el resarci-
miento del daño y, en su caso, la adopción de medidas para ponerle fin2147. En el supues-
to de que se haya producido daño efectivo como consecuencia de la inmisión es posible 
la solicitud de medidas correctoras, de cesación y de abstención de inmisiones futuras 
independientemente de que el causante de las mismas haya cumplido con la normativa 
administrativa2148. El cumplimiento de la normativa administrativa no marca el límite 
para deducir la responsabilidad ex art. 1908 C.c.2149. La responsabilidad se fundamenta 
en la producción de un daño que no hay obligación de tolerar, cuyo cese exige la adop-
ción de las necesarias medidas correctoras para reducir las inmisiones a lo reglamenta-
riamente previsto, sin que ello suponga un control de la legalidad por la vía civil, si bien 
la acción de cese y/o de imposición de medidas correctoras será posible siempre y cuan-
do el Juez no revise la licencia que legitime la actividad2150. No obstante, la adopción de 
medidas correctoras o de cese de la actividad por el orden jurisdiccional civil ha sido 
motivo de oposición, con base al exceso de jurisdicción civil e invasión de la del orden 
contencioso-administrativo, por cuanto dicha medida drástica no deriva del simple cese 
de las inmisiones, sino que conlleva la paralización, el cierre o la prohibición de la ubi-
cación de las instalaciones, solución que se considera drástica, desproporcionada e inne-
cesaria, pues se suele entender por los demandados que siempre se puede ordenar la 
asunción de todas aquellas medidas que la técnica imponga para eliminar las inmisio-
nes, lo que sí se considera competencia del orden jurisdiccional civil, ordenando las 
medidas correctoras procedentes de la prevención de moletias. La jurisprudencia se ha 
opuesto a este motivo alegando que existen supuestos en los que la causación del daño o 
perjuicio sólo se consigue con el cese o fin de la actividad2151. 
En Francia, el cumplimiento de las disposiciones reglamentarias no exime al autor 
de la perturbación de indemnizar los perjuicios que su actividad haya irrogado, ya que la 
sujeción a estas disposiciones reglamentarias no incide en la determinación de la norma-
lidad o no de la perturbación2152. 
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B) Prescripción de la acción. 
a) Plazo de prescripción y dies a quo. Aplicación restrictiva. 
El plazo de prescripción de la acción de responsabilidad civil por contaminación, 
tanto en el caso del art. 1902 como del 1908 C.c., viene determinada generalmente por 
el art. 1968.2 C.c.: «Prescriben por el transcurso de un año: 1º (…). 2º La acción para 
exigir la responsabilidad civil por (…) las obligaciones derivadas de la culpa o negli-
gencia de que se trata en el artículo 1902 C.c.2153.  
Por otra parte, el plazo de prescripción se computa «desde que lo supo el agravia-
do» (art. 1968.2 C.c.), y «se contará desde el día en que pudieron ejercitarse» (art. 1969 
C.c.). Una parte de la jurisprudencia ha declarado que, conforme a un criterio subjetivo, 
el art. 1968.2 C.c. sustituyó la referencia a la posibilidad abstracta de ejercicio del art. 
1969 C.c. por una posibilidad concreta, al señalar como el díes a quo de la acción del 
art. 1902 aquel en que «lo supo el agraviado»2154. Este último artículo, en cambio, según 
jurisprudencia mayoritaria, recoge el principio tradicional de la actio nata, según la cual 
la acción nace cuando puede ser realizado o puesto en ejercicio y no cuando el derecho 
haya sido lesionado o violado2155.  
Entorno al cómputo del plazo de prescripción surgen dudas acerca de qué criterio 
adoptar. Por ejemplo, según YAGUAS MONTERO apuesta por un criterio objetivo, al 
margen del conocimiento subjetivo del daño: «se corre el riesgo de que estas exigencias 
propicien situaciones de inseguridad jurídica, al estar temporalmente indefinido el ejer-
cicio de la acción, por lo que en ocasiones se suele atender únicamente al criterio objeti-
vo de verificación del propio daño, prescindiendo del momento en que éste es efectiva-
mente conocido por el agraviado». La autora se defiende en que, en los daños morales, 
es difícil utilizar el criterio subjetivo del conocimiento del daño, pues el carácter perso-
nal de este tipo de perjuicios que pueden afectar a la esfera más íntima del perjudicado, 
«determina que el sujeto conocerá normalmente el daño en el mismo momento en el que 
se produce». Por su parte, en los daños corporales «el plazo deberá comenzar a contarse 
desde el alta médica definitiva o parte definitivo de secuelas, pues hasta entonces, no 
existe seguridad sobre el daño completo». De esta forma, «sólo podría evitarse la pres-
cripción de la acción en el caso de que no se conociera al causante o si se desconoce la 
causa del perjuicio ambiental»2156. 
Se observa jurisprudencia que también defiende el criterio objetivo. Así, la STS 
16.12.1987 (RJ 1987, 9511) señala que el art. 1968.2 C.c.«no puede interpretarse aisla-
damente de modo sistemático, [del] art. 1969, al no existir un específico precepto para 
la determinación del momento en que deba iniciarse la computación del plazo prescrip-
tivo», por lo que el punto de partida no puede iniciarse hasta que las acciones pudieran 
ejercitarse, «lo que impide conocer su alcance a los efectos del resarcimiento hasta tanto 
que la posible y no siempre absoluta seguridad de restablecimiento completo o de irre-
versibilidad plena, ofrezcan debida garantía». Dado que el Código Civil «no señala para 
estos casos cuál es ese «momento», corresponde determinarlo al juez de instancia con 
arreglo a las normas de la «sana crítica», en cuanto el citado art. 1969 C.c. no es, a estos 
efectos, un precepto imperativo y sí de «ius dispositivum».  
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Otro sector apuesta por un concepto mixto objetivo-subjetivo. Así, SANTOS BRIZ ve 
compatibles ambos artículos pues, a pesar de que el art. 1968 2º C.c. contiene una dis-
posición especial, no es suficiente que el agraviado haya sabido de la obligación de re-
parar daño; se ha de requerir, además que haya podido ejercitar la acción2157.  
Por su parte, DE ÁNGEL YAGÜEZ2158 dice que hay que atenerse al momento en que se 
conozcan de modo definitivo los efectos del quebranto padecido según el alta medica, 
pues sólo entonces está el interesado en condiciones de ejercitar la acción. No obstante, 
esta regla no surge del art. 1968.2 ni del 1969 C.c., sino en la «pura y simple aplicación 
del concepto mismo de prescripción», basada en la regla de que el inicio del cómputo 
tendría que ser cabalmente el del conocimiento del hecho dañoso, aunque no sea el de 
todas las consecuencias definitivas. Para ello, es necesario que el causante del daño su-
piera, previa puesta en conocimiento por parte del perjudicado, de las circunstancias 
explicativas de por qué el titular del derecho retrasa o demora su ejercicio (fundamento 
objetivo), lo que le permitirá a éste desautorizar la presunción de abandono de la acción 
(fundamento subjetivo). La posible alegación del demandante en torno a su desconoci-
miento del daño deberá juzgarse, «a la luz del criterio de la excusabilidad o inexcusabi-
lidad de la ignorancia, según es habitual en Derecho»2159. 
En mi opinión, el día a partir del cual se puede entender que comienza el cómputo 
del plazo de prescripción, depende del criterio que se adopte: 1) el criterio subjetivo del 
conocimiento del daño que, en virtud del art. 1968.2 C.c. que se refiere al momento 
desde que lo supo el agraviado. 2) El criterio objetivo de la verificación (se entiende 
total) del daño que, en virtud del art. 1969 C.c., determina el momento a partir del cual 
la acción puede ejercitarse. 3) El criterio objetivo-subjetivo (o mixto), que tiene en 
cuenta el momento en que el perjudicado conoce al causante, la causa y los propios da-
ños2160, aplicando conjuntamente los arts. 1968.2 y 1969 C.c. 
La brevedad del plazo de prescripción y el hecho de que no es un instituto basado 
en la justicia intrínseca sino en la seguridad jurídica, han motivado que se aplique de 
forma restrictiva, lo que significa que no tendría lugar cuando existan dudas sobre si ha 
operado o no, al no aparecer claramente determinada la fecha del evento que causó los 
daños que se reclaman2161, sobre todo en el extremo relativo al término inicial del 
cómputo del plazo de la acción, de forma que la indeterminación de ese día o las dudas 
que en general puedan suscitarse no deben resolverse en contra de la parte a cuyo favor 
juega el derecho reclamado, sino en perjuicio de aquella otra que pretende su extinción 
con base en la extemporeaneidad de la pretensión adversa, sobre la que pueden existir 
hechos impeditivos o extintivos2162. Ello se debe a que el instituto de la prescripción «no 
se asienta en una idea de justicia intrínseca y sí de limitación en el ejercicio de los dere-
chos en aras del principio de seguridad jurídica, conectado a una cierta dejación o aban-
dono de aquellos derechos por su titular»2163.  
                                                 
2157
 SANTOS BRIZ, J.: Derecho de daños, op. cit., p. 18. 
2158
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., pp. 951-966. 
2159
 Ibid.: p. 943. 
2160
 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., p. 347. LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., 
p. 105. YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 249. 
2161
 ACUM MALDONADO, C. y PARRA SEPÚLVEDA, D.: op. cit., p. 29. DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado 
de Responsabilidad Civil, op. cit.,  pp. 967-968. LLAMAS POMBO, E. y MACÍAS CASTILLO, A.: op. cit., p. 
1074. En la jurisprudencia, SSTS 16.3.1981 (RJ 1981, 916), 16.12.1987 (RJ 1987, 9511), 15.3.1993 (RJ 
1993, 2284). 
2162
 STS 10.3.1989 (RJ 1989, 2034). 
2163
 STS 24.5.1993 (RJ 1993, 3727). 
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Hay que tener en cuenta las posibles actuaciones judiciales y extrajudiciales2164 y 
administrativas que el perjudicado pueda haber realizado durante el plazo de prescrip-
ción de la acción, cuyas actuaciones sucesivas eliminan o excluyen toda idea de aban-
dono o dejación2165 y que tienen valor interruptivo de acuerdo con el art. 1973C.c.2166. 
Además, el art. 1969 C.c. es de ius dispositivum y no imperativum, debiendo determinar 
el dies a quo el Juzgador según las reglas de la sana crítica2167. Por ejemplo, si se produ-
ce una interrupción en el cómputo del plazo de prescripción el efecto consiguiente será 
que habrá de contarse el plazo de nuevo por entero2168. 
Finalmente, hay que tener en cuenta la regla comúnmente aceptada relativa a que 
cuando las inmisiones causen daños a personas, perjudicado su salud (incluida claro está 
los casos de muerte), la acción es imprescriptible. También lo serán los derechos de la 
personalidad como la integridad física2169. 
En Cataluña, el art. 121-21-d) C.c. establece un plazo de prescripción de tres años. 
En Navarra, el plazo para la reclamación de responsabilidad civil por daños en patrimo-
nio ajeno causados por negligencia es de un año (Ley 488 2º FNN).  
En Alemania, el § 195 y § 823 BGB, y el § 17 UmweltHG establecen un plazo de 
prescripción de tres años para reclamar la indemnización por los daños y perjuicios con-
tados desde el momento en que el demandante es consciente del daño y de la identidad 
de la persona responsable de ello, o los desconoce por negligencia grave a él imputable 
(§ 199 I BGB). En sede del § 906 BGB se establece un periodo de 30 años a contar des-
de el momento en que en que se produce el hecho dañoso2170.  
La LO 1/1982 de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, la intimidad 
personal y familiar y la propia imagen, establece, en su art. 9.5, un plazo de caducidad 
de 4 años para el ejercicio de las acciones de protección frente a las intromisiones ilegí-
timas desde que el legitimado pudo ejercitarlas2171.  
En materia de daños nucleares, el art. 15 LRCDN establece un plazo de garantía y 
otro de prescripción de la acción. El de garantía (apartado 1º) establece un plazo de 
treinta años, a contar desde el accidente nuclear, para reclamar el daño a las personas y 
un plazo de diez años para reclamar cualquier otro tipo de daño nuclear. El plazo de 
prescripción de la acción será de tres años a contar desde el momento en que el perjudi-
cado tuvo conocimiento del daño y del explotador responsable, o bien desde el momen-
to en que debió razonablemente tener conocimiento de ello, sin que puedan superarse 
los plazos de garantía. No obstante, en el caso de que se haya formulado la demanda en 
plazo, si el daño se agrava pasados los plazos de garantía, podrá entablarse una acción 
complementaria (art. 15, apartados 2º y 3º). 
                                                 
2164
 El hecho de haber instado el actor un acto de conciliación interrumpe el plazo de prescipción y 
otorga un nuevo plazo de un año para recurrir (SAP Tarragona 21 septiembre 1999 [AC 1999, 7073]). 
2165
 SSTS 15.3.1993 (RJ 1993, 2284), 24.5.1993 (RJ 1993, 3727). 
2166
 Art. 1973 C.c.: «La prescripción de las acciones se interrumpe por su ejercicio ante los Tribuna-
les, por reclamación extrajudicial del acreedor y por cualquier acto de reconocimiento de deuda por el 
deudor». 
2167
 STS 10.10.1988 (RJ 1988, 7400).  
2168
 Por ejemplo, desde el momento en que se sobresean las diligencias previas (SSTS 8.6.1970 [RJ 
1970, 2846], 31.1.1986 [RJ 1986, 444]), por cuanto «la interrupción elimina ese recurso de manera que 
el lapso legal de prescripción ha de ser iniciado en su cuenta una vez desaparecida la causa que tal inte-
rrupción produjo». 
2169
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, op. cit., p. 121. 
2170
 LARSSON, M-L.: op. cit., p. 354. 
2171
 LLAMAS POMBO, E. y MACÍAS CASTILLO, A.: op. cit., p. 1073. 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   406 
b) Especialidades para daños afectados por un elemento temporal. Los daños conti-
nuados, permanentes, progresivos y sobrevenidos. 
Los daños continuados son producidos o bien porque el hecho permanente (daños 
continuados), o una serie de hechos constantes (daños repetidos), provocan una serie 
sucesiva de hechos dañosos2172 que en materia de inmisiones suele consistir en «la con-
ducta reprochable no es tanto la activa que en su día dio origen a la aparición del daño, 
sino la omisiva y continuada consistente en no haber puesto en práctica las acciones 
necesarias para eliminar la causa del perjuicio»2173. Los daños continuados suelen apare-
cer con frecuencia en los supuestos de inmisiones, por cuanto se hace depender el inicio 
del cómputo a la inmisión y no al daño2174, sobretodo en casos de daños morales2175, si 
bien también en los daños patrimoniales. 
La doctrina y la jurisprudencia mayoritarias establecen que, cuando se trata de da-
ños continuados o de producción sucesiva e ininterrumpida, el cómputo del plazo de 
prescripción de la acción no se inicia ("dies a quo") hasta la producción del definitivo 
resultado, cuando no es posible fraccionar en etapas diferentes o hechos diferenciados la 
serie proseguida2176, pues no puede hacerse una división artificial de los daños2177. De lo 
contrario, fraccionaría de manera artificiosa la prescripción, creando tantos términos 
iniciales cuantos fuesen los días en que se realizase, a través del tiempo, la acción lesiva 
para la esfera jurídica ajena2178. No obstante, no siempre resulta fácil determinar cuándo 
se ha producido ese «definitivo resultado» que se ofrece como algo vivo, latente y co-
nectado precisamente a la causa originadora y determinante de los mismos, que subsiste 
y se mantiene hasta su adecuada corrección2179. El momento ha de determinarlo el juz-
gador con arreglo a las normas de la sana crítica, en cuanto el art. 1969 C.c. es, a estos 
efectos, un precepto de “ius dispositivum”2180. De esta forma, se fija el cómputo en crite-
rios objetivos (día de verificación total) sin atender al criterio subjetivo de «conocimien-
to del daño por el agraviado»2181.  
                                                 
2172
 CARRASCO PERERA, A., “El régimen civil de la responsabilidad…”, op. cit., p. 156. LLODRÀ 
GRIMALT, F.: op. cit., p. 94. YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 251.  
2173
 ACUM MALDONADO, C. y PARRA SEPÚLVEDA, D.: op. cit., p. 29. CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La 
reparación de los daños…, op. cit., p. 119. 
, D., “Algunas consideraciones sobre inmisiones y Responsabilidad Civil…”, cit., p. 27». PARRA 
LUCÁN, Mª. A.: “Responsabilidad por daños…”, op. cit., p. 948.  
2174
 LLAMAS POMBO, E. y MACÍAS CASTILLO, A.: op. cit., p. 1072. WICHMANN ROVIRA, G. V.: op. 
cit., p. 1135. 
2175
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 251. 
2176
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 945. SANZ SALLA, C. O.: 
op. cit., p. 322. YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 255. En la jurisprudencia, 
SSTS 12.12.1980 (RJ 1980, 4747), 12.2.1981 (RJ 1981, 530), 19.9.1986 (RJ 1986, 4777), 25.6.1990 (RJ 
1990, 4889), 15.3.1993 (RJ 1993, 2284), 20.3.1993 (1993, 3727), 24.5.1993 (RJ 1993, 3727), 25.6.1999 
(RJ 1990, 4889), 28.1.2004 (RJ 2004, 153), 14.7.2010 (RJ 2010, 4387), 30.11. 2011 (RJ 2011, 8213); 
SAP Coruña 4.4.2012 (JUR 2012, 189865). 
2177
 DE MIGUEL PERALES, C.: La responsabilidad…, op. cit., pp. 344-345. JUNCEDA MORENO, J.: op. 
cit., p. 75. LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., p. 104.  
2178
 STS 12.12.1980 (RJ 1980, 4747). 
2179
 SSTS 25.6.1990 (RJ 1990, 4989), 15.3.1993 (RJ 1993, 284), 24.6.1993 (RJ 1993, 5381); SAP 
Lleida 15.9.2000 (AC 2000, 1619). 
2180
 SSTS 16.12.1987 (RJ 1987, 9511), 15.7.1991 (RJ 1991, 5384). 
2181
 ÁLVAREZ LATA, N.: “El daño ambiental… (I)”, op. cit., p. 834. YANGUAS MONTERO, G.: El da-
ño no patrimonial…, op. cit., p. 255. 
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El plazo de prescripción en los daños continuados no empieza a contar sino desde 
que cesa la actividad dañosa o se sustraiga a sus influjos el afectado2182; o lo que es lo 
mismo, dado que las inmisiones no son individualizables y se caracterizan por la per-
manencia y la causación de daños continuados, mientras sigan producéndose las inje-
rencias se mantendrá la acción para hacerlas cesar2183. En este tipo de daños se reclamará 
por los daños causados desde el inicio de la actividad dañosa continuada2184. Otros esta-
blecen que sólo serán resarcibles los daños causados durante el año inmediatamente 
anterior a la interposición de la demanda2185. Además, no hay razón para limitar la re-
clamación a los daños manifestados en el último año2186. 
Por su parte, a los daños repetidos les será de aplicación la regla jurisprudencial 
mayoritaria para daños continuados, es decir, el dies a quo comenzará con el resultado 
definitivo de los daños. Un claro ejemplo de daños repetidos lo recoge la STS 12.2.1981 
(RJ 1981, 530) cuando se refiere a un número indeterminado de explosiones o voladuras 
que se verificaban cada tres o cuatro días, o con cierta periodicidad, en distintos frentes 
de explosión de una cantera próxima a los perjudicados. Según la sentencia, de compu-
tarse el plazo de prescripción de la acción desde el inicio de una acción ilícita continua-
da, se daría la paradoja de que «quien por tolerancia o por cualquier otro motivo legíti-
mo y hasta digno de encomio, hubiese dejado pasar el plazo de inicio […] tendría que 
padecer indefinidamente los males […], aspectos que pugnarían […] con los principios 
más elementales de justicia y equidad». 
Por otro lado, los daños sobrevenidos son aquellos en los que se da una conducta 
dañosa, que produce ciertos daños y que al cabo del tiempo surgen, de esa misma con-
ducta, unos daños distintos (daños nuevos). Un típico ejemplo de este tipo de daños es 
el caso de un lesionado que recibe una indemnización y años después aparece con una 
secuela no prevista anteriormente2187. En estos casos se considera que se ha producido 
otro daño distinto del anterior (incluso si se trata de la agravación del daño), por lo que 
el plazo de prescripción empezará a contar desde que fue conocido por el agraviado2188, 
con independencia de que los daños originarios hubieran dado o no lugar a la corres-
pondiente reclamación, o de que incluso hubieran sido ya indemnizados2189; ni siquiera 
le afectará la renuncia que en su día se pudiera haber hecho por el perjudicado de los 
daños pasados, pues no puede alcanzar a percibir indemnización por los daños futuros, 
que no se podían conocer2190. En este tipo de daños no tendrá sentido alegar excepción 
de cosa juzgada  al no concurrir identidad de petitum como elemento objeto de la acción 
(art. 1252 C.c.2191), ya que se está ante una nueva situación. 
                                                 
2182
 MONESTIER MORALES, J.L.: op. cit., p. 11. 
2183
 EGEA FERNÁNDEZ, J.: “Relaciones de Vecindad…”, op. cit., p. 423.  
2184
 MORENO TRUJILLO, E.: La protección jurídico-privada…, op. cit., p. 311. En la jurisprudencia, 
SSTS 29.6.2007 (RJ 2007, 3872) y 12.6.2008 (RJ 2008, 4690), entre otras. 
2185
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 945. DE MIGUEL PERALES, 
C.: Derecho español…, op. cit., p. 378. 
2186
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, op. cit., p. 120. 
2187
 SAP Coruña 4.4.2012 (JUR 2012, 189865). 
2188
 DE MIGUEL PERALES, C.: Derecho español…, op. cit., p. 377; La responsabilidad…, op. cit., pp. 
341-342. LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., p. 105.  
2189
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 950. 
2190
 STS 23.11.2007 (RJ 2007, 7771). 
2191
 Art. 1252 C.c. (párrafo 1º): «Para que la presunción de cosa juzgada surta efecto en otro juicio, 
es necesario que, entre el caso resuelto por la sentencia y aquel en que ésta sea invocada, concurra la más 
perfecta identidad entre las cosas, las causas, las personas de los litigantes y la calidad con que lo fueron». 
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Por otra parte, los daños progresivos son aquellos producidos por actos sucesivos 
que suponen un daño mayor como resultado que el que resultaría de la suma de cada 
daño individual producido por cada acto lesivo. En este tipo de daños no se puede decir 
que, mientras no desaparezca la causa determinante de dicho resultado antijurídico em-
pieza a correr el plazo del año para la prescripción, al no resultar alterada tal actua-
ción2192, puesto que la acción dura y el plazo no transcurre mientras no desaparezca la 
causa (acción-omisión) del resultado más acusado, iniciándose el cómputo con la altera-
ción de la situación por la actividad perjudicial progresiva, entendiéndose que la agra-
vación ulterior del daño constituye un daño nuevo2193.  
Asimismo, los daños duraderos son consecuencia de un acto definido en el tiempo, 
persisten en su desarrollo de manera prolongada en el tiempo y sin solución de conti-
nuidad. Se ha dicho por la doctrina que el dies a quo iniciará «desde que lo supo el 
agraviado», según dispone el art. 1968.2 C.c., es decir, desde que tuvo cabal conoci-
miento del mismo y pudo medir su trascendencia mediante un pronóstico razonable, 
porque de otro modo se daría la hipótesis de absoluta imprescriptibilidad de la acción 
hasta la muerte del perjudicado, en el caso de daños personales, o la total pérdida de la 
cosa, en el caso de daños materiales, vulnerándose así la seguridad jurídica garantizada 
pro el art. 9.3 CE y fundamento, a su vez de prescripción2194.  
En cualquiera de los casos anteriores, dado que la perturbación suele continuar al 
tiempo de producirse la demanda, se entiende que el daño persiste y, por ello, que la 
acción no ha prescrito al no haberse producido todavía el inicio del cómputo «desde el 
día en que pudo ejercitarse» ex art. 1969 C.c2195. En cualquiera de estas variantes del 
daño continuado es de aplicación la concepción objetivo-subjetiva del daño, por lo que 
habrá que establecer el plazo de prescripción desde que lo supo el agraviado y/o desde 
que se produzca el resultado definitivo del daño. 
Finalmente, los daños futuros (previsibles) se definen como un resultado nuevo, de 
cuya plenitud o mera aparición no se tuviera conocimiento en el instante de plantear la 
primera demanda 2196  y sólo se admiten en el presente si son prolongación inevitable de 
un daño actual2197. En este tipo de daños, en principio regiría la norma general de un año 
como plazo de prescripción de la acción de responsabilidad civil, si bien cabe que el 
nuevo resultado lesivo pueda ser encuadrado dentro de la categoría de los daños conti-
nuados. En este tipo de daños no cabría alegarse por el demandado cosa juzgada, aun-
que procedan de la misma causa y produzcan los mismos efectos lesivos.  Dentro de los 
daños futuros, los daños eventuales son aquellos que pueden derivar de forma directa de 
unos daños primeros u originarios, en cuyo caso los Tribunales pueden declarar en la 
sentencia que la indemnización sea la que en definitiva resulte de la producción de los 
nuevos hechos o consecuencias del daño originario2198. 
                                                 
2192
 LLODRÀ GRIMALT, F.: op. cit., p. 94. DE MIGUEL PERALES, C.: “La responsabilidad…”, op. cit., 
p. 94. En la jurisprudencia, STS 16.1.1989 (RJ 1989, 101). 
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 STS 26.10.1971 (RJ 1971, 4158). 
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 En la doctrina, DE MIGUEL PERALES, C.: Derecho español…, op. cit., pp. 378; La responsabili-
dad…, op. cit., pp. 343-344. En la jurisprudencia, SAP A Coruña 4.5.2012 (RJ 2012, 189865). 
2195
 LLAMAS POMBO, E. y MACÍAS CASTILLO, A.: op. cit., p. 1073. 
2196
 MORENO TRUJILLO, E.: La protección jurídico-privada…, op. cit., p. 311. 
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 Por ejemplo, la STS 25.10.1973 considera indemnizables los «gastos de operaciones y trata-
mientos médicos y sanitarios, no sólo realizados, sino que se consideren necesarios para su rehabilitación 
y tendentes a devolverse en lo posible su capacidad funcional para el futuro». 
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C) Prueba, ejecución de condena y supuestos casacionables. 
a) Carga probatoria y facilitación de los medios de prueba. 
En materia probatoria el art. 1214 C.c.: dice que «Incumbe la prueba de las obliga-
ciones al que reclama su cumplimiento, y la de su extinción al que la opone». Asimis-
mo, de conformidad con el art. 217.2 y 3 LEC corresponde a la parte actora acreditar los 
hechos en los que basa su pretensión, así como al demandado probar los extintivos o 
impeditivos. La prueba se convierte en un elemento crucial a nivel procesal para la con-
creción del daño ambiental (consecuencias) y su individualización con respecto a los 
intereses y derechos perjudicados2199, ya que es requisito de la demanda la determinación 
«con claridad y precisión de lo que se pida» (art. 399 LEC), momento a partir del cual 
se fija el objeto del proceso y del debate, así como el posterior deber de congruencia por 
parte del juez en el contenido de la sentencia (art. 218.1 LEC). Si se atribuyen las con-
secuencias de la insuficiencia probatoria a quien no debía soportar la carga, se puede 
revisar vía casacional, pero es inaplicable cuando los hechos básicos, como ocurre en 
muchos casos, están probados sea cualquiera la parte que produjera la prueba, conforme 
al principio de adquisición procesal2200.  
En materia de DCC causados por un escape desconocido por el operador de una ac-
tividad peligrosa, al aplicarse la doctrina jurisprudencial de la objetivización de la culpa 
se facilita la apreciación de la prueba en beneficio del más débil cuando no se pueda 
probar con exactitud la causa del daño, por ejemplo cuando la actuación es lícita desde 
el punto de vista del cumplimiento de las normas reglamentarias, licencias o autoriza-
ciones, debiendo el causante probar su propia diligencia2201. Otra cuestión es la carga de 
la prueba que tiene el causante de las inmisiones supuestamente intolerables de probar 
que éstas no sobrepasan tal límite. Tratándose de daños morales, la carga de la prueba 
del daño presenta ciertas peculiaridades, sobre todo por la variedad de circunstancias, 
situaciones o formas con que puede presentarse el daño2202. 
La demanda contendrá una relación de hechos que deberán señalarse y acompañar-
se de los documentos en que la parte funde su derecho (art. 265.1 1º LEC en relación 
con el art. 299.1 apartados 1º, 2º y 3º), así como demás medios de prueba que sean rele-
vantes para el proceso (art. 265.1 2º LEC en relación con el art. 299.2). Será convenien-
te la aportación dictámenes de parte en la demanda en el que el actor apoye sus argu-
mentos y pretensiones (art. art. 265.1 4º LEC en relación con el art. 299.1 4º), siempre 
que sea posible, o de oficio, previa solicitud por el demandante de su designación o, aún 
sin serlo, si la parte entiende conveniente o necesario; solución especialmente conve-
niente cuando no resulte fácil efectuar la evaluación exacta del daño2203. Asimismo, el 
actor podrá presentar en la audiencia previa al juicio los documentos, medios, instru-
mentos, dictámenes e informes, relativos al fondo del asunto, cuyo interés o relevancia 
sólo se ponga de manifiesto a consecuencia de las alegaciones efectuadas por el deman-
dado en la contestación a la demanda (art. 265.3 LEC).  
                                                 
2199
 MARTÍN DIZ, F.: op. cit., p. 27. En la jurisprudencia, SSTS 25.7.2009 (RJ 2009, 4237), 13.7.2009 
(RJ 2009, 4466), 19.2.2010 (RJ 2010, 1287). Según la STS 28.1. 2004 (RJ 2004, 1531) la carga de la 
prueba, por ende, tiene como función determinar a quién se debe imputar las consecuencias desfavorables 
cuando un hecho controvertido no ha sido probado. 
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 STS 29.4.2003 (RJ 2003, 3041). 
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 REYES LÓPEZ, Mª. J.: op. cit., p. 196: «Una actuación lícita puede dar lugar a daños indemniza-
bles cuando el agente no se asegura diligentemente sobre el alcance y consecuencias de sus actos». 
2202
 Auto AP Islas Baleares 6.3.2001 (AC 2001, 1200). 
2203
 STS 16.1.2002 (RJ 2002, 8). 
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En el ordenamiento predomina la libre apreciación de la prueba (art. 218.2 LEC), 
pudiendo el juez hacer uso de presunciones (art. 386 LEC) para llegar al convencimien-
to de un hecho y debiendo tener en cuenta el conjunto de los medio probatorios emplea-
dos. La prueba de presunciones no será admisible «sino cuando el hecho de que han de 
deducirse esté completamente acreditado» (art. 1249 C.c.). Además, para que aquellas 
que no estén establecidas por la ley sean apreciables como medio de prueba «es indis-
pensable que entre el hecho demostrado y aquel que se trate de deducir haya un enlace 
preciso y directo según las reglas del criterio humano» (art. 1253 C.c.). YANGUAS MON-
TERO opina que, respecto de los daños no patrimoniales sólo se podrá prescindir de ella, 
excepcionalmente, cuando no sea posible demostrar el perjuicio pero sea razonable infe-
rir que existe a la luz de unos determinados hechos, que siempre han de ser constatados 
(como es el caso de la superación de los límites reglamentarios)2204. 
El informe pericial es el medio de prueba más importante en materia de responsabi-
lidad civil por contaminación2205. No obstante, puede haber suficiencia probatoria de los 
informes periciales sin necesidad de realizar ningún análisis2206. Aunque no siempre: por 
ejemplo, la prueba pericial consistente en estudio químico de composición de las inmi-
siones completa mejor el elemento probatorio2207. La prueba pericial no tiene el carácter 
de medio probatorio de alcance documental exigido por el art. 1692 4º LEC 1881 “para 
evidenciar secuencia de error en su apreciación, dado que, como se deduce del art. 632 
LEC 1881 (hoy art. 348 LEC), es de estimación discrecional según la reglas de la sana 
crítica, no constantes ni previstas en ninguna norma valorativa de prueba y, por tanto, 
sin eficiencia para fundamentar el recurso de casación2208.  
En los supuestos de contaminación atmosférica, la práctica de la prueba consiste 
normalmente en instalar estaciones de captación de elementos químicos en el aire (ele-
mento transmisor), en la industria (foco emisor) y en la propiedad de los perjudicados 
(sujeto que padece la inmisión), dependiendo del elemento químico causante de la con-
taminación2209. En el caso de la contaminación acústica, las mediciones cobran una im-
portancia clave, por cuanto el hecho de que se superen los decibelios será un perfecto 
indicador para que el juez civil afirme la intolerabilidad de la inmisión, si bien teniendo 
en cuenta la independencia del criterio de este último con respecto a los límites adminis-
trativos, en este caso los decibelios que marquen las ordenanzas2210. Lo mismo desde el 
punto de vista de la necesidad de que el demandado pruebe lo contrario2211. Por tanto, se 
concluye que en el ámbito de las inmisiones acústicas, la medición del ruido interno no 
es el único medio de prueba para acreditar el daño2212.  
                                                 
2204
 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., p. 129. Según la autora «esta pre-
sunción debería aplicarse de forma restrictiva por cuanto puede dar lugar a soluciones injustas». 
2205
 Por ejemplo, en el supuesto de daños a animales los informes de veterinarios son cruciales para 
probar que la muerte de reses ha sido debida a contaminación por fluorosis (SAP Cantabria 24.12.1997 
(AC 1997, 2410); o informe de arquitecto para comprobar los daños sufridos por un inmueble debido a 
vibraciones emitidas por un local situado debajo de la vivienda que reclama los daños (SAP Valencia 
13.4.2005 [jur 2005, 129904]). 
2206
 SAP Cáceres 8.6.2007 (JUR 2007, 293674). 
2207
 SAP Castellón 21.10.2000 (JUR 2001, 159740). 
2208
 SSTS 15.10.1982 (RJ 1982, 5556), 12.5.1983 (RJ 1983, 2685), 6.2.1984 (RJ 1984, 578), 
10.5.1986 (RJ 1986, 860), 19.7.2006 (RJ 2006, 4731). 
2209
 SAP Cantabria 24.12.1997 (AC 1997, 2410). 
2210
 SAP A Coruña 5.4.2011 (AC 2011, 1841). 
2211
 SAP Murcia 24.5.1997 (AC 1997, 1040), FD 6º. 
2212
 EGEA FERNÁNDEZ, J.: “Relevancia constitucional…”, op. cit., p. 99. 
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Se pueden citar otros medios de pueba recogidos en la jurisprudencia, por ejemplo: 
1) certificado de Cooperativa agrícola en la que se acredita que la finca del actor presen-
ta un rendimiento decreciente debido a las inmisiones sufridas; 2) muestras de laborato-
rio sobre muestras obtenidas en la zona y recogidas ante Notario; 3) actas notariales de 
presencia acreditativas de los daños, y suposiciones lógicas acerca de la composición 
química del elemento contaminado en relación con el tipo de industrias que emite este 
tipo de agentes químicos2213, debiendo garantizarse unas formalidades en el proceso de 
toma y remisión al laboratorio2214; 4) acto de incoación de inicio de expediente sancio-
nador por infracción administrativa que suele justificarse por análisis previos efectuados 
por personal de la Administración, por las alegaciones efectuadas por las partes impli-
cadas en el procedimiento y por los resultados de las inspecciones realizadas por la Ad-
ministración in situ2215, o las actuaciones administrativas determinadas por el hecho de 
imponer medidas correctoras2216; 5) mediciones acústicas efectuadas por la Policía Lo-
cal2217; 6) testifical practicada a vecinos del lugar y personas que han estado en la vi-
vienda de los actores y de la declaración del propio arquitecto2218, o a miembros de una 
comunidad de propietarios, incluido el presidente2219. 
En el Derecho del common law, y en lo que se refiere a la strict liability (responsa-
bilidad objetiva) procedente de actividades peligrosas, los Tribunales requieren la prue-
ba de tres factores2220: 1. Un instrumental (maquinaria) capaz de producir un daño; 2. 
circunstancias y condiciones de uso que, con independencia de los objetivos lícitos o 
cumplimiento de la normativa reglamentaria, conlleve un riesgo probable de daño de tal 
nivel que  con justicia pueda dedirse que tiene un riesgo intrínseco de daño a personas o 
propiedades de otros; 3. una relación causal entre la actividad y los daños y perjuicios 
para lo cual han sido reclamados2221. 
En Austria, en materia de inmisiones, los perjudicados deberán demostrar que la 
inmisión supera el nivel de tolerancia y que la misma es o fue causada por un sujeto, o, 
al menos, que este sujeto es el propietario del inmueble de donde se origina o ha origi-
nado la interferencia. Por su parte, el demandado tiene la carga de la prueba de demos-
trar que la interferencia no supera el nivel de tolerancia2222. 
b) Contenido y ejecución de condena. 
Las obligaciones de hacer y no hacer se recogen en los arts. 705 a 711 LEC, dando 
cobertura a las medidas coercitivas en forma de multas en caso de incumplimiento. 
También se pueden solicitar medidas cautelares (art. 727.7 LEC), que permite acordar 
con carácter cautelar la cesación de una actividad, o la abstención de una conducta in-
misiva, permitiendo así fuera del estricto ámbito de la propiedad horizontal que cesen 
provisional y temporalmente las inmisiones.  
                                                 
2213
 SAP Castellón 21.10.2000 (JUR 2001, 159740). 
2214
 STS 2.11.2007 (RJ 2008, 13). 
2215
 STS 2.11.2007 (RJ 2008, 13). 
2216
 STS 31.1.1986 (RJ 1986, 444); SAP Valencia 13.4.2005 (JUR 2005). 
2217
 SAP León 25.3.2011 (AC 2011, 470). 
2218
 STS 29.4.2003 (RJ 2003, 3041). 
2219
 SAP Valencia 13.4.2005 (JUR 2005, 129904). 
2220
 Albahary v. City and Town of Bristol, Conneticut, 963 F.Supp. 150, 27 Envtl. L. Rep. 21,281. 
D.Conn., 1997. March 24, 1997.  
2221
 BERRY, JAMES F./ DENNISON, MARK S.: op. cit., pp. 18-19. 
2222
 OGH 11.10.1995, 3 Ob 508/93, JB1 1996, 446 (decisión Sandstrahl).  
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La casuística jurisprudencial es del todo variada. En ocasiones, se pueden ver con-
denas a la parte demandada para que abone indemnización de daños y perjuicios por los 
daños causados y a que proceda a adoptar las medidas de prevención que razonablemen-
te impidan lesiones ulteriores2223, o que adopten las medidas que técnicamente sean ne-
cesarias para que dejen de producirse daños litigiosos2224. También es posible encontrar 
en las sentencias condenas únicamente al pago de una cantidad de dinero en reclama-
ción de daños y perjuicios ocasionados al demandante, no habiéndose solicitado acción 
de cesación por parte del demandante2225. 
La jurisprudencia en materia de inmisiones, dada la naturaleza normalmente conti-
nua de las mismas, otorga una importancia notable a la condena de hacer (adoptar las 
medidas correctoras que sean necesarias para reducir las inmisiones a la normal toleran-
cia) o de no hacer (cesar la actividad o cierre de la misma). No obstante, se suelen dar 
problemas de ejecución de sentencia cuando se trata de obligar al demandado a hacer 
los trabajos necesarios para hacer cesar la inmisión dañosa. Se trata de una obligación 
de hacer que el Código civil no ignora. En estos casos, el acreedor está autorizador a 
ejecutar, a su costa, la obligación a cargo del deudor.  
Por otra parte, el art. 710 LEC recoge la medida ejecutiva de la condena de no 
hacer: requerirle al demandado ejecutado a que «deshaga lo mal hecho si fuere posible, 
indemnice los daños y perjuicios causados y, en su caso, se abstenga de reiterar el que-
brantamiento, con apercibimiento de incurrir en delito de desobediencia a la autoridad 
judicial. Se procederá de esta forma cuantas veces incumpla la condena y para que des-
haga lo mal hecho se le intimará por el Secretario judicial con la imposición de multas 
por cada mes que transcurra sin deshacerlo».  
Asismismo, el art. 220 LEC permite las condenas de futuro cuando se reclame el 
pago de intereses o de prestaciones periódicas que se devenguen con posterioridad al 
momento en que se dicte. Existe jurisprudencia del Tribunal Supremo en materia de 
inmisiones dañinas en la que se establece la condena de daños futuros y la reserva de la 
determinación exacta de la cantidad a la ejecución de la sentencia2226. Esta solución es 
especialmente útil cuando se establezca por el tribunal el establecimiento de una com-
pensación para aquellos daños patrimoniales sustanciales o intolerables producidos por 
actividades ajustadas al uso normal. 
Los perjudicados generalmente preferirán acudir a la vía civil para el resarcimiento 
económico del daño sufrido, así como en su caso para solicitar medidas de corrección 
y/o cesación del daño, y no a la vía administrativa, que permite la paralización de la 
inmisión nociva y la imposición de una sanción al causante de la misma2227. Por ello, se 
ha distinguido entre las medidas preventivas a adoptar en el ordenamiento administrati-
vo y las adoptadas por los jueces y tribunales civiles: en el primer supuesto, las medidas 
se refieren a las impuestas por la autoridad en el cumplimiento de su deber de velar por 
el interés general, que es independiente de las medidas preventivas que, aunque compa-
tible con aquéllas, los Tribunales civiles imponen a un particular para evitar que cause 
un daño a otro particular, si bien su ratio última es la misma, conseguir un medio am-
biente para ser disfrutado por el hombre2228. 
                                                 
2223
 STS 12.12.1980 (RJ 1980, 4747). 
2224
 STS 16.1.1989 (RJ 1989, 101). 
2225
 STS 17.3.1981 (RJ 1981, 1009), 14.7.1982 (RJ 1982, 4237), 31.1.1986 (RJ 1986, 444). 
2226
 STS 26.11.2010 (RJ 2011, 1317). 
2227
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: “La responsabilidad por daños ambientales…”, op. cit., pp. 89-90. 
2228
 DE MIGUEL PERALES, C.: Derecho español…, op. cit., p. 337. 
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La Corte di cassazione italiana, en el fallo de 9 de abril de 19752229, recoge la posi-
bilidad de que el particular pueda solicitar al juez ordinario la realización por parte de la 
Administración responsable de la contaminación a a realizar una prestación de hacer en 
forma específica, por cuanto condenar a la administración a un facere específico no 
hace menor la afirmada jurisdicción. Pero representa un límite interno, que restringe el 
poder decisorio del juez ordinario, por cuanto al juez no se le inhibe de emitir un pro-
nunciamiento de simple comprobación de la obligación gravante sobre la administración 
pública en orden a aquel facere: declaratoria iuris que, como lógica premisa de la me-
dida necesaria de condena, está en cualquier caso implícita en la demanda. No obstante, 
este poder del juez ordinario de exigir medidas inhibitorias a la administración tiene 
otro límite extrínseco: evitar que un procedimiento judicial ordinario pueda interferir en 
la esfera de la competencia institucional de la administración pública, cuando interfiera 
en la actividad pública de la administración, o cuando, en su actividad privada, afecte 
una potestad discrecional de la administración o al destino que ésta haya adoptado a un 
determinado bien o a una concreta obra o servicio. 
c) Materia revisionable en casación. 
La función del TS es velar por la aplicación del derecho, revisar el juicio emitido 
sobre el fondo del asunto y comprobar que la ley adjetiva y material se ha aplicado co-
rrectamente2230. Es el juicio jurídico sobre el enjuiciamiento, por lo que no se le puede 
considerar como una tercera instancia al no entrar en los hechos, revisar la prueba o 
mantener una versión fáctica favorable a sus intereses2231. No es revisionable en casación 
el enjuiciamiento de la conducta, pues ésta «ha de partir de su intervención en los 
hechos que se declaren probados»2232. No cabe pretender una nueva valoración de la 
prueba ni hacer supuesto de la cuestión, es decir, partir de hechos probados distintos a 
los declarados, sin combatir adecuadamente éstos2233. Lo único que podría realizarse 
respecto de la prueba sería promover la denuncia del error del derecho en la apreciación 
de la prueba, que exige la articulación del motivo de casación con la cita de la norma 
que, conteniendo la regla legal de prueba, ha sido vulnerada2234. También es revisionable 
en casación la calificación de la conducta culposa2235. 
En vía casacional se ha venido alegando error en la apreciación de la prueba en re-
lación a las pruebas testifical y pericial, basándose principalmente en que tanto unos 
como otros no tienen el carácter de documento, a efectos de casación, pues al ser un 
medio de prueba que viene atribuido en su apreciación a las reglas de la sana crítica, que 
no tienen una definición legal, carecen de la consideración de evidencia clara e inequí-
voca sin necesidad de tener que acudir a razonamientos o deducciones, que se exige 
para apreciar error de hecho atribuible a la Sala sentenciadora de instancia, en virtud del 
art. 1248 C.c. y arts. 3762236 y 378 LEC2237.  
                                                 
2229
 Cass. –Sez- un.- de 9 de abril de 1975, n. 1281, Gius. civ., 1975-I, pp. 1120-1121. 
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 SSTS 31.5.2000 (RJ 2000, 4397), 28.10.2004 (RJ 2004, 7208), 19.5.2005 (RJ 2005, 4084). 
2231
 SSTS 9.2.1999 (RJ 1999, 646), 13.7.1999 (RJ 5903), 21.1.2000 (RJ 2000, 225), 31.5.2000 (RJ 
2000, 4397), 24.1.2004 (RJ 2004, 153), 14.3.2005 (RJ 2005, 2236), 27.10.2005 (RJ 2005, 7357). 
2232
 STS 3.4.1984 (RJ 1984, 1924). 
2233
 SSTS 18.10.1999 (RJ 1999, 7616), 23.12.1999 (RJ 1999, 9143), 21.11.2002 (RJ 2002, 10269). 
2234
 SSTS 31.5.2000 (RJ 2000, 4397), 27.10.2005 (RJ 2005, 7357), 21.11.2006 (RJ 2006, 8076), 
26.6.2009 (RJ 2009, 4761). 
2235
 STS 3.4.1984 (RJ 1984, 1924). 
2236
 El art. 376 LEC dispone: «Los Tribunales valorarán la fuerza probatoria de las declaraciones de 
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Por otro lado, es factible hacer una serie de distinciones sobre si el elemento poten-
cialmente revisionable es una cuestión fáctica o jurídica: 
- La relación causal fáctica es una cuestión de hecho no revisionable en casación 
(«quaestio facti»2238), a no ser que se promueva su revisión y sustitución por el exiguo 
cauce que abre la denuncia del error de derecho en la apreciación de la prueba, que exi-
ge la articulación del correspondiente motivo de casación con la cita de la norma que, 
conteniendo la regla legal de prueba, ha sido vulnerada2239. La relación causal jurídica 
(«quaestio iuris») es una cuestión eminentemente jurídica y, por lo tanto, revisionable 
en casación (p.ej. el juicio de causalidad adecuada). Esta última, como precisa de un 
juicio o comparación de ideas para establecer la relación de causa a efecto, ha de acudir-
se a las reglas del criterio humano que no son otras que las de la lógica y recta razón, y 
puede resultar tratable y revisionables en casación2240. 
- La determinación del resultado dañoso constituye cuestión fáctica, por lo que se 
atribuye su conocimiento al Juzgado de instancia, y cuya impugnación en casación ha 
de hacerse por la vía del núm 4º del art. 1692 LEC 1881. En caso contrario, quedarán 
inalteradas las declaraciones que pueda hacer sobre la existencia del daño la sentencia 
recurrida después del examen de las pruebas2241.  
- No tienen carácter de documento, a efectos de casación, las manifestaciones tes-
tificales, pues al ser un medio de prueba que viene atribuido en su apreciación a las re-
glas de la sana crítica, y no tener por tanto una definición legal, carecen de la considera-
ción de evidencia clara e inequívoca sin necesidad de tener que acudir a razonamientos 
o deducciones que se exigen para apreciar error de hecho atribuible a la Sala sentencia-
dora de instancia2242; además de que las reglas de la sana crítica son simples máximas 
de experiencias que no han sido codificadas2243.  
- La prueba pericial no tiene carácter de medio probatorio de alcance documental 
para evidenciar secuencia de error en su apreciación, sino que es de estimación discre-
cional según las reglas de la sana crítica, no constantes ni previstas en ninguna norma 
valorativa de prueba, y, por tanto, no revisionable en casación2244.  
- Finalmente, la determinación de la anormalidad o excesividad de la inmisión es 
una cuestión de derecho y no de puro hecho2245, por lo que el juicio de antijuridicidad de 
la inmisión será revisionable en casación. 
  
                                                                                                                                               
hubieren dado, las circunstancias que en ellos concurran y, en su caso, las tachas formualdas y los resul-
tados de la prueba que sobre éstas se hubiere practicado». 
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2003 (RJ 2003, 7004), 30.3.2006 (RJ 2006, 1869), 19.7.2006 (RJ 2006, 4731). 
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 SSTS 16.1.1989 (RJ 1989, 101), 19.7.2006 (RJ 2006, 4731).. 
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1983,1607), 27.9.1983 (RJ 1983, 4681), 3.12.1987 (RJ 1987, 9176). 
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Capítulo 3. El aseguramiento de los daños civiles por contaminación. 
Comparación con el seguro de responsabilidad medioambiental. 
I) Evolución del aseguramiento del daño civil y ambiental por conta-
minación. 
1) El aseguramiento tradicional del daño civil por contaminación. 
A) Cuestiones generales acerca del seguro de responsabilidad civil.  
El art. 1 establece el concepto de contrato de seguro:  
«El contrato de seguro es aquel por el que el asegurador se obliga, mediante el cobro de 
una prima y para el caso de que se produzca el evento cuyo riesgo es objeto de cobertura a 
indemnizar, dentro de los límites pactados, el daño producido al asegurado o a satisfacer un 
capital, una renta y otras prestaciones convenidas».  
El seguro de responsabilidad civil es un seguro de daños en interés propio del ase-
gurado, en cuanto tiende a que el asegurado se libere del pago de la deuda2246. Surgieron 
históricamente para amparar las consecuencias económicas que ha de soportar el patri-
monio del asegurado por el hecho de tener que afrontar el resarcimiento de daños cau-
sados a terceros. El seguro cumple una función vital para las empresas, especialmente 
las que tienen actividades de riesgo, por cuanto se produce un desplazamiento del riesgo 
patrimonial a la aseguradora garantizando la solvencia del asegurado en caso de tener 
que satisfacer indemnización al particular, quedando la obligación de reparar absorbida 
por la ejecución de la prestación debida de la aseguradora2247.  
El seguro de responsabilidad civil se constituye como un importante mecanismo de 
indemnización en casos de daños producidos de forma accidental y, en el caso de que se 
vincule la concesión a los riesgos de la empresa, puede tener un efecto disuasorio y pre-
ventivo de futuros accidentes2248. 
La responsabilidad por culpa es radicalmente incompatible con cualquier instru-
mento normativo de limitación abstracta y prefijada de los daños resarcibles y con los 
mecanismos de aseguramiento. La sucesiva desaparición de los requisitos de injusto, de 
culpa o de nexo causal, se produce en aquellos casos en que la responsabilidad está cu-
bierta por un seguro2249. Adoptar un sistema de responsabilidad objetiva lleva consigo la 
necesidad por parte de las empresas de internalizar los costes mediante la repercusión de 
los productos y de las aseguradoras de aumentar las primas2250. Este campo debería lle-
var a una completa socialización de los riesgos, a un pago de las reparaciones por un 
organismo público y a medir cuidadosamente el derecho de regreso contra alguna per-
sona individualizada2251. Se ha criticado que la responsabilidad civil se ha convertido en 
un complemento de los sistemas públicos de previsión social2252. 
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 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 984. PAVELEK ZAMORA, J. 
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op. cit., p. 72. 
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Todo seguro de responsabilidad civil tiene varios elementos: 1º el nacimiento de 
una deuda de responsabilidad; 2º que dicha deuda sea responsabilidad del asegurado; 3º 
que se deba pagar una deuda indemnizatoria a favor de tercero perjudicado que sea aje-
no a la relación contractual del seguro; 4º que el hecho dañoso esté previsto en el con-
trato de seguro; 5º que no haya habido dolo del asegurado, y 6º que el daño se haya pro-
ducido dentro del período de cobertura. 
En el caso de que el responsable esté asegurado, el demandante podrá dirigirse, 
mediante la acción directa, contra la compañía aseguradora del causante del daño (art. 
76 LCS)2253, si bien esta solución es infrecuente en la práctica2254. Es necesario que el 
perjudicado pruebe los hechos en base a los cuales se declare la responsabilidad del ase-
gurado y que esta responsabilidad se encuentre amparada por la compañía aseguradora a 
la que demanda (hechos constitutivos de su pretensión, ex art. 217.2 LEC). El deman-
dado (compañía aseguradora) deberá probar los hechos impeditivos, extintivos o exclu-
yentes de esa pretensión “conforme a las reglas que sean aplicables” (ex art. 217.3 LEC) 
que, con base al art. 76 LCS, son la inoponibilidad de las excepciones personales que le 
puedan corresponder al asegurador contra el asegurado y la oponibilidad frente al terce-
ro de las excepciones que limiten objetivamente los riesgos a cubrir por el contrato, 
emanadas de la Ley o de la voluntad pactada de las partes, «cuando la excepción objeti-
va contemplada en la póliza tenga una relación directa, o sea, un factor determinante del 
evento dañoso, y no en cualquier otro caso». 
Los hechos constitutivos que deberá probar el demandante son: la existencia de res-
ponsabilidad civil del asegurado, los daños y perjuicios causados, la relación de causali-
dad y la imputación de los mismos al asegurado que, dado que se ubica en una respon-
sabilidad por riesgo, no deberá probar la culpa del asegurado, sino que será el asegura-
dor el que deba probar la ausencia de la misma. Y, en segundo lugar, la existencia de un 
contrato de seguro de responsabilidad civil por contaminación válido. Por el otro lado, 
para que el asegurador se exonere de responsabilidad civil y, por ende, no pague la in-
demnización, deberá probar la no ocurrencia de la contaminación, la falta de consecuen-
cia dañosa, la ruptura de la relación de causalidad o la actuación diligente del asegurado. 
No obstante, al tratarse en estos casos de una responsabilidad por riesgo si no se consi-
gue probar la ausencia de culpa se declarará la responsabilidad del asegurado, pero tam-
bién si éste ha obrado de forma culpable, porque la responsabilidad por riesgo abarca la 
responsabilidad por culpa. Por esta razón, en numerosas pólizas se recoge una cláusula 
de exclusión del riesgo asegurado en el caso de que el asegurado actúe de forma negli-
gente, lo no deja de ser un sinsentido2255.  
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 Art. 76 LCS: «El perjudicado o sus herederos tendrán acción directa contra el asegurador para 
exigirle el cumplimiento de la obligación de indemnizar, sin perjuicio del derecho del asegurador a repetir 
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 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., pp. 289 y 290. Como afirma esta autora, «El régimen sólo tiene 
sentido si (…) el asegurador responde frente a tercero sin perjuicio de que pueda repetir frente al asegura-
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Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   417 
Asimismo, suelen ser excepciones oponibles del asegurador frente al perjudicado la 
compensación y la culpa exclusiva del perjudicado (si bien esta última se podría confi-
gurar como un medio de defensa más, ya que lo que se debe probar es un hecho impedi-
tivo de la pretensión del actor, no debiendo incluirse como hechos en base a los cuales 
no se declara la responsabilidad). No obstante, las excepciones más problemáticas son 
las que se centran en las relaciones entre el asegurador y el asegurado, por cuanto la 
regla general es la de la inoponibilidad, si bien se podría aplicar con una cierta analogía 
el art. 67 de la Ley Cambiaria y del Cheque, que distingue entre:  
1) excepciones personales que tenga el asegurador contra el asegurado: el incum-
plimiento del deber de declaración del riesgo –art. 10 y 11 LCS-; la suspensión del con-
trato por impago de la prima –art. 15-; el incumplimiento del deber de salvamento –art. 
17-; el incumplimiento del deber de comunicación del objeto asegurado –art. 34- y el de 
colaborar en la dirección jurídica asumida por el asegurador –art. 74-; la falta de comu-
nicación de la existencia de otros seguros –art. 32-); y  
2) excepciones reales: son oponibles por cuanto derivan del propio contrato de se-
guro y, con base al art. 73 LCS, el asegurador responde «dentro de los límites estableci-
dos en la Ley y en el contrato, a cubrir el riesgo de nacimiento a cargo del asegurado de 
la obligación de indemnizar a un tercero los daños y perjuicios causados por un hecho 
previsto en el contrato de cuyas consecuencias sea civilmente responsable el asegurado, 
conforme a derecho». Son causas oponibles reales, por ejemplo: la inexistencia del con-
trato de seguro (contrato declarado nulo, rescindido o resuelto antes del siniestro, impa-
go de la prima con resultado de resolución del contrato –no de suspensión-, etc.) y las 
excepciones nacidas del clausulado de la póliza (límites temporales, de cantidad y las 
cláusulas de exclusión de la responsabilidad).  
Las cláusulas de exclusión tienen una importancia crucial en materia de daños me-
dioambientales y civiles por contaminación, dado que establecen el alcance de la cober-
tura del riesgo. De hecho, se ha sugerido por ZUBIRI DE SALINAS 2256 que, pese a conside-
rarse jurídicamente válidas, pueden vaciar de contenido el seguro de responsabilidad 
civil, (por ejemplo la cláusula que pacte la exoneración del asegurador en el caso de 
conducta culpable no grave del asegurado). Además, aún en el supuesto que fueran in-
oponibles frente a tercero, el asegurador podrá repetir contra el asegurado y, por ende, 
quedarse éste sin cobertura. No obstante, se ha llegado a afirmar que en la utilización de 
estas cláusulas, especialmente en el caso de los “seguros de grandes riesgos”, debe pri-
mar la libertad de las partes, por lo que los asegurados deberán mirar “con lupa” las 
condiciones que supuestamente van a aceptar. Estas cláusulas de exención, en términos 
generales, se refieren a los supuestos en que el asegurado ocasiona el daño intencional-
mente (dolo); consecuencia normal y prevista del uso de las instalaciones o de un hecho 
previsto y consentido por el operador (supuesto encuadrable perfectamente en materia 
de inmisiones vecinales); incumplimiento conocido por el asegurado, o que no podía ser 
ignorado por el mismo, de la normativa reguladora de la actividad (culpa grave); mala 
utilización consciente o falta o defecto de mantenimieno, reparación o reposición, o 
abandono o falta prolongada del uso (culpa grave).  
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 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., p. 291. Si bien admite la validez jurídica de las cláusulas de ex-
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B) El seguro tradicional de responsabilidad civil por contaminación. 
a) Significado del seguro de responsabilidad civil por contaminación. 
Existe interdependencia entre la responsabilidad civil y su aseguramiento, si bien 
no se pueden situar en un plano de igualdad, ya que la primera tiene mayor relevancia. 
Un ejemplo de esta interdependencia la sitúa SÁNCHEZ CALERO en la evolución que ha 
experimentado la responsabilidad civil a favor del perjudicado, porque el resarcimiento 
de éste ha venido asumiendo una primacía absoluta en la finalidad de aquélla, pasando a 
un segundo plano la preocupación por la búsqueda de un comportamiento diligente de 
los posibles causantes del daño producido por contaminación2257. 
El seguro de responsabilidad civil ambiental se ha criticado por varias razones. 
JUST ESCRIVÁ ha criticado que el Seguro de Responsabilidad por Contaminación no da 
solución a todos los problemas que suscita la reparación de los daños causados al medio 
ambiente, si bien su eficacia puede referirse tanto al ámbito de reparación de los daños 
y, de forma indirecta, en el ámbito de la prevención, dado que el asegurador se convierte 
en depositario de la información estadística derivada de los siniestros y repercute los 
costes de la siniestralidad en aquellas actividades objetivamente más peligrosas o cuyo 
comportamiento genera más peligro2258. En parecido sentido, HEBRERO ÁLVAREZ afirma 
que el seguro de responsabilidad civil ni origina una situación más segura para el entor-
no social, ni puede ser considerado como una compensación social. Sí se considera, sin 
embargo, una de las mejores formas de transferir la preocupación sobre las industrias o 
instalaciones potencialmente contaminantes ante siniestros inevitables con consecuen-
cias negativas para el medio ambiente, a pesar de haber cumplido con todas las medidas 
exigidas reglamentariamente. A tal efecto, las funciones del seguro de responsabilidad 
civil no deben limitarse a proteger el patrimonio del asegurado ante un hecho imprevis-
to, o a una compensación justa y eficaz a los terceros perjudicados, sino que existe 
además una verdadera función social del seguro en el hecho de procurar que no se pro-
duzca el daño, para lo cuál las medidas preventivas cobran importancia capital2259. Por 
su parte, CABANILLAS SÁNCHEZ critica que el seguro no es un sistema de compensación 
social, por lo que nunca podrá suplirlas lagunas inherentes a los sistemas de responsabi-
lidad civil, ni hacer frente a los daños ocasionados por contaminaciones antiguas, por 
contaminaciones inherentes a las operaciones normales de determinadas instalaciones o 
por conductas dolosas o que incumplan la normativa, sino soluciones parciales dentro 
de la técnica aseguradora, contribuyendo sobre todo a la protección del medio ambiente 
en el campo de la prevención al condicionar el otorgamiento del seguro al cumplimiento 
de determinados requisitos. El autor propone para solucionar los problemas relaciona-
dos con la cobertura del daño ecológico la constitución de mecanismos colectivos de 
respuesta, tales como los Fondos de compensación2260. 
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La cobertura de la responsabilidad civil por contaminación en este tipo de seguros 
generales de la industria se configura como un riesgo complementario y casi marginal 
de la póliza, ya que los riesgos principales se decantan hacia las responsabilidades pro-
venientes de los riesgos propios de la explotación, productos o accidentes laborales, 
comportando un tratamiento de suscripción secundaria y subordinada al riesgo princi-
pal. Se le ha calificado2261 de cobertura “semiautomática”, p. ej. no se acostumbra a eva-
luar e inspeccionar el riesgo ambiental; se condiciona el aseguramiento de una actividad 
con carácter general sin vincularlo a la actividad concreta; los límites se subsumen en la 
suma asegurada de la póliza general, y se despliega un escaso rigor técnico en la valora-
ción de riesgos. En este tipo de pólizas se podían incorporar, mediante cláusulas especí-
ficas, los daños producidos por eventos en los que interviniesen sustancias contaminan-
tes o potencialmente contaminantes.  
Asimismo, hay que distinguir el daño medioambiental del daño civil por contami-
nación. La contaminación no siempre se refiere al elemento privado, ya que “el compo-
nente público del bien jurídico protegido, el Medioambiente, no acciona necesariamente 
los fundamentos del derecho sobre los que reposa la responsabilidad civil extracontrac-
tual, decantándose hacia el ámbito del Derecho Administrativo bajo la forma de expe-
diente sancionador (injunctions)” 2262. En este tipo de daños serán las AAPP, las asocia-
ciones de interés, los organismos encargados de la protección ambiental, los Estados, las 
Organizaciones supranacionales, etc. quienes puedan legitimarse como afectadas por un 
daño ambiental. Los seguros de responsabilidad civil asumirían obligaciones indemniza-
torias en el caso de los daños tradicionales y generalmente obligaciones de hacer en el 
caso de daños causados al medio ambiente en sentido estricto. El problema, según PA-
VELEK ZAMORA, es que estos últimos contienen un componente ecológico de difícil de-
terminación y cuantificación que provoca una reacción negativa en el seguro y la indus-
tria, ya que el daño puede alcanzar consecuencias patrimoniales insospechadas. AZCONA 
LUCIO ya sugirió que se aclara terminológicamente qué se entiende por contaminación: 
si la que atiende sobre el bien sobre el que se proyectan los daños, independientemente 
de la causa que los ha provocado, en cuyo caso el autor se postula por entender que los 
bienes protegidos lo sean aquellos que sean de interés público, independientemente de 
su titularidad pública o privada, o si atiende a la causa del daño, centrada en la contami-
nación en sí, e independientemente de que los efectos perjudiciales afecten a bienes de 
interés público o estrictamente privados2263.  
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b) Evolución de las cláusulas de cobertura/exclusión de la contaminación. La exclu-
sión de los daños tradicionales con carácter general. 
En EEUU se comenzó a utilizar una póliza de responsabilidad dirigida a la cobertu-
ra de los riesgos de empresa en general con alcance a riesgos ambientales (se excluían 
los daños tradicionales) denominada Comprehensive General Liability (CGL), que era 
complementaria dentro de la póliza de responsabilidad de empresas y estaba destinada a 
la cobertura de la contaminación accidental (hecho eventual y fortuito). No obstante, 
dado su carácter de generalidad no satisfacía las peculiaridades de este último tipo de 
riesgos, por lo que su resultado no fue positivo2264. No obstante, esta cobertura no refle-
jaba los problemas derivados de la contaminación, por lo que pronto fueron abandona-
das y sustituidas por las «EIL» (environmental impairment liability policies) a partir de 
los años setenta2265. La CGL recogía los conceptos “Sudden an Accidental” como térmi-
nos clave que pretendían acotar el alcance de la cobertura en materia de daños por con-
taminación2266, si bien estos conceptos dieron lugar a una incesante actividad judicial 
que interpretó el término “Sudden” de diversa manera: en unos casos como equivalente 
a inesperado (unexpected), imprevisto (unforesen) o fortuito (fortuitous), o inesperado e 
inintencional (unexpected and unintended); en otros se acudía al componente temporal 
del término “Sudden”, si bien expresando que también equivalía a algo, sin ningún con-
tenido temporal. No obstante, el concepto de accidente fue ampliándose al de «ocurren-
ce» (acontecimiento) como causa del daño, por el cual se cubrían los daños que tenían 
ocasión durante la vigencia de la póliza, lo que planteaba el problema de concretar el 
momento de la ocurrencia del daño y su activador (“trigger”), cuando afectaba a varios 
períodos de cobertura. La solución venía dándose a través de la teoría del triple momen-
to del siniestro, por el cual se involucraba a todas aquellas pólizas aseguradoras que 
sucesivamente habían ido cubriendo a una empresa desde el comienzo de la contamina-
ción, hasta su manifestación, pero pasando por todo el período de latencia. En definiti-
va, la CGL recogía una cobertura, dentro de la póliza general de la industria, que cubría 
los daños al medio ambiente ocasionados de forma accidental. 
Esta situación cambió a inicios de 1980 con la aprobación de la Comprenhesive En-
vironmental Response, Compensatio and Liability Act –CERCLA- (Ley General de 
Responsabilidad y Compensación Ambiental –EEUU-). Una de las novedades de la 
CERCLA fue la creación de las potential responsible parties (PRP’s) que se refieren a 
los propietarios actuales o pasados de los sitios generadores de contaminación o conta-
minados. Los PRP’s se vieron afectados con los planes de descontaminación, lo que 
provocó un aluvión de demandas a los aseguradores de las PRP’s en los que solicitaban 
la cobertura por los costes de descontaminación impuestos por las responsabilidad re-
troactivas de la ley CERCLA bajo pólizas CGL, fallándose en muchos casos a favor del 
asegurado, lo que trajo numerosos problemas en el mercado asegurador dada la insegu-
ridad reinante en la época. No obstante, la CERCLA no regulaba tampoco los daños 
tradicionales, aunque otorgare acción directa a los particulares para recuperar los costes 
de limpieza de la contaminación, pues se centró más en el deber de descontaminar, el 
medio ambiente dañado (generalmente el suelo)2267. 
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A causa de dicha problemática, en 1985 las ISO (Insurance Service Office) proce-
dieron a la revisión de la llamada BFCGL (Broad Form Comprehensive General Liabi-
lity), excluyendo prácticamente las pólizas CGL o restringiréndolas a que el daño tuvie-
ra su origen en una serie de accidentes (incendio, explosión, vuelco, rotura, etc.). De 
esta forma, se intentaban eliminar las reclamaciones tardías provenientes de un pasado 
en el que se suponía habían acaecido unos daños que se manifestarían con posterioridad. 
Por ello, en 1986 se introdujo la exclusión de las pólizas CGL de la responsabilidad 
ambiental, debiendo estar disponible a través de contratos específicos del tipo “claims 
made” (sólo se indemnizan los daños si la reclamación se presentaba durante la vigencia 
del contrato)2268, si bien de forma limitada por cláusulas específicas de retroactividad. 
También se crearon las cláusulas “Discovery” (se indemnizaban daños pasados si la 
reclamación sucede durante la vigencia del contrato), limitándose la cobertura a los da-
ños tradicionales (daños a las personas físicas y a la propiedad) y los costes de respuesta 
de la contaminación. Asimismo, se preveían períodos suplementarios para las declara-
ciones de siniestros (Extended reporting period) que podían ir desde 60 días y cinco 
años para acontecimientos comunicados (“Basic”) o ser de duración indefinida (“Sup-
plemental Extended Reporting Period”). No obstante, las cláusulas ISO 1985 tampoco 
se aplicaron a los daños personales o materiales resultantes de la real, alegada o amena-
zada descarga, dispersión, emisión o fuga de contaminantes, centrándose, por lo tanto, 
en la cobertura de los daños ecológicos puros. 
En Reino Unido, la Non Marine Association 1685 (NMA) tampoco cubría las res-
ponsabilidades por daños personales o pérdidas de derivadas del uso de propiedades 
directa o indirectamente causadas por filtración, polución o contaminación, exigiendo 
en los ambientales que los daños fueran causados por un acontecimiento repentino, inin-
tencionado o inesperado durante el período de este seguro. Asimismo, en los años 80 
nació la Asociación de Aseguradores británicos (ABI-1991) que tenía como objeto in-
tentar centrar el carácter del accidente como algo fortuito e identificable en el tiempo de 
vigencia de la póliza, incluyendo un límite agregado y una definición de contaminación, 
que requería que la polución o contaminación que causa el daño medio ambiental fuera 
causada por un incidente repentino, identificable, inintencionado o inesperado que tu-
viera lugar en su integridad en su específico tiempo y lugar durante el período de segu-
ro, excluyéndose el resto, así como en cualquier caso los daños tradicionales. Por su 
parte, en la London Market Clause (LMC 1 b) siguen excluyéndose la responsabilidad 
por daños personales o perjuicios económicos o pérdida de, o daño a, o pérdida de uso 
de propiedades directa o indirectamente resultantes de la descarga, dispersión, libera-
ción o escape de contaminantes y, respecto de los daños medioambientales, se requiere 
que procedan de un acontecimiento súbito, identificable, inintencionado e inesperado 
que tenga lugar en su integridad en un específico tiempo y lugar y sea indemnizado en 
no más de un período anual del seguro original. Finalmente, la Single Event Pollution 
Trigger Insurance Clause (SEPTIC) dispone que polución o contaminación significa: a) 
toda polución o contaminación de propiedades y otra estructura o del agua, el suelo o la 
atmósfera, y b) todo daño corporal o material directa o indirectamente causado por esta 
polución o contaminación”, rentringiendo lo “repentino” de la contaminación a la causa 
y no al daño resultante, que puede ser latente2269  
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 LABRADOR BERNARD, J., Y ARBUES SALAZAR, J.J.: op. cit., p. 21. Según disponen los autores, «En 
la práctica, tanto en España como en los países con experiencias en el terreno del aseguramiento de ries-
gos medioambientales, se ha venido utilizando en los contratos de seguro la llamada cláusula “claims 
made”». 
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La evolución del enfoque de la cobertura de la contaminación en España se divide 
en cinco etapas2270: 1) Hasta 1980, año en que se publica la LCS, las Condiciones Gene-
rales del Seguro de Responsabilidad Civil no estaban elaboradas, de tal forma que la 
cobertura de contaminación no tenía la especialización y el detalle que precisaba. 2) Fue 
a partir del año 1981 cuando las compañías empezaron a reflejar en sus pólizas el mode-
lo de Condiciones Generales editado por la Asociación de Aseguradores (UNESPA-81): 
una cobertura específica de los daños civiles por contaminación que excluía los daños 
medioambientales. Esta cobertura fue insuficiente a la vista de la legislación administra-
tiva en los daños al medio ambiente, que imponía la obligación de reparar los daños al 
medio ambiente2271. Por otro lado, en las conciones especiales para actividades industria-
les se preveía la suscripción de una garantía optativa de contaminación en el marco de la 
Responsabilidad Civil de Explotación de la industria en la que se podía pactar que las 
garantías del seguro se extendieran a la responsabilidad civil por daños ocasionados por 
la contaminación del suelo, las aguas o la atmósfera. Ésta completaba el modelo 
UNESPA-81, si bien exigía que la contaminación proviniera de instalaciones fijas y 
permanentes, tuviera el carácter accidental y no sobrepasare de forma continuada o re-
iterada los niveles de emisión autorizados o que las instalaciones se encontraren en mal 
estado de conservación o mantenimiento advertido por el asegurado. 3) Aprobación de 
la Ley de Residuos Tóxicos y Peligrosos en 1985, lo que ha establecido un seguro obli-
gatorio de resposabilidad civil en materia ambiental. 4) Inicio de actividades del Pool, 
en 1994, que ofrecía coberturas específicas de contaminación en las modalidades de 
contaminación repentina y repentina-gradual. 5) Nuevo modelo de Póliza de Responsa-
bilidad Civil (UNESPA 96) como cobertura adicional o complementaria2272. Se le cri-
ticó2273 que esta cobertura de manifestación súbita ya cubría sin excesivos problemas y 
sin atender a criterios técnicos mínimamente rigurosos ya que las instalaciones no eran 
objeto de inspección ni se generaba una sobreprima especial. 6) Promulgación de la 
nueva Ley de Responsabilidad Civil por daños medioambientales, cuyo anteproyecto 
establece un seguro obligatorio en esta materia. En esta última etapa se configura una 
cobertura específica obligatoria de seguro de responsabilidad medioambiental y uno 
voluntario de responsabilidad civil por contaminación. 
En Chile2274, los riesgos ambientales se contemplan por medio de cláusulas adicio-
nales a las pólizas de responsabilidad civil, dirigidas principalmente a la cobertura de 
riesgos derivados de la actividad industrial, es decir, no existe una póliza específica que 
cubra el riesgo de daño ambiental. La cláusula más extendida es la asimilada de la 
N.M.A. 1685. Se encuentran escluidos de la cobertura los riesgos ambientales, si bien la 
cláusula N.M.A. 1685 indica que tales exclusiones no se aplicarán cuando se produzcan 
lesiones corporales, daños materiales a las cosas cuando la filtración, polución o conta-
minación sea causada por un suceso repentino, no intencionado e inesperado ocurrido 
durante la vigencia del seguro. Además, cubrirá el costo de remover, retirar, anular los 
efectos, o limpieza de la contaminación. El artículo que habilita la reclamación del par-
ticular directamente afectado por el daño ambiental es el 53 de la Ley 19.300 General 
del Medio Ambiente (acción indemnizatoria).  
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 DOPAZO FRAGUÍO, P.: op. cit., pp. 113-114. 
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 REY HUIDOBRO, L. F.: op. cit., p. 118. 
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 PAVELEK ZAMORA, J. E.: “La cobertura del riesgo medioambiental…”, op. cit., p. 229. 
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 PINILLA RODRÍGUEZ, F.A.: “Algunas consideraciones en torno al Seguro Ambiental: panorama 
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c) Caracteres del seguro de responsabilidad civil ambiental. 
Los caracteres principales del seguro de responsabilidad civil por contaminación (o 
de responsabilidad civil ambiental) son: 1) los efectos de la objetivación de la responsa-
bilidad y de la obligación de su aseguramiento; 2) el principio del estado del arte, y 3) la 
aleatoriedad y accidentalidad del riesgo de contaminación, es definitiva, que el hecho 
contaminante haya sido fortuito. 
SÁNCHEZ CALERO2275 dice que el objetivo de la difusión del seguro de responsabili-
dad civil escubrir el riesgo del eventual responsable del nacimiento a su cargo de la 
deuda de su responsabilidad en el caso de causar daño a tercero. Dicha difusión se ha 
realizado primero por iniciativa del eventual responsable (todavía presente hoy en día en 
muchas actividades que no deben contar con seguro obligatorio), y más tarde como una 
obligación legal (seguro obligatorio). Es necesario limitar las cantidades a satisfacer en 
concepto de responsabilidad civil, pues de lo contrario el sistema corre el riesgo de pa-
ralizarse, todo ello sin perjuicio de los debidos controles que la administración debe 
realizar para el otorgamiento de la autorización y una vez iniciada la actividad. Existen 
dos posibles consecuencias de la objetivación de la responsabilidad civil y en su asegu-
ramiento: 1) la ampliación de la obligatoriedad del seguro, que se fundamenta para evi-
tar situaciones de insolvencia del Asegurado, y por otra parte, para que el Asegurado 
acumule los recursos necesarios para resarcir a los posibles perjudicados; y 2) la genera-
lización de la acción directa del tercero perjudicado contra el asegurador, que se debe, 
según el autor, al propósito de otorgar una mayor tutela al perjudicado que ha sufrido un 
daño causado por la persona asegurada. VERDERA Y TUELLS2276 indica que la evolución 
de la responsabilidad por culpa hacia una basada en criterios objetivos ha provocado la 
aparición de nuevas fuentes de responsabilidad que el legislador en su momento no pu-
do prever, pero que reclaman de una cobertura adecuada. 
ZUBIRI DE SALINAS2277 dice que al generalizarse los seguros de responsabilidad civil 
obligatorios éstos producen la responsabilidad no sólo por la culpa sino por caso fortui-
to, pasándose de la responsabilidad por culpa a la responsabilidad por riesgo. Además, 
el hecho de no haber concertado el seguro, pudiendo y debiendo hacerlo, constituye en 
sí mismo una culpa. La aparición de nuevos riesgos productores de responsabilidad es lo 
que ha llevado una mayor necesidad de aseguramiento, mientras que la aparición de este 
concreto seguro ha producido una modificación de los criterios de imputación de la res-
ponsabilidad. Así, se ha afirmado por un importante sector doctrinal2278 que se ha pasado 
del riesgo a la culpa en el caso del seguro, y de la culpa al riesgo, en el juicio de la res-
ponsabilidad, por lo que la responsabilidad es en sí misma asegurable independiente-
mente de la existencia de otros contratos de seguro. 
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 SÁNCHEZ CALERO, F.: “Evolución de la responsabilidad civil…”, op. cit., pp. 20 y 27-28. En 
cuanto a las limitaciones de la actividad (p. 27) dispone que: «la distribución de las consecuencias del 
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regla de hacer para quien tiene medios («deep pocket rule») no resulta operativa cuando el hacer frente a 
la responsabilidad implica absorber todos los medios de esa persona, lo que implica la imposibilidad 
práctica de que pueda proseguir con el ejercicio de su actividad». 
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 VERDERA y TUELLS, E.:  “La cláusula claims made ante la jurisprudencia del T.S.: una primera 
revisión crítica”, en Estudios sobre el aseguramiento de la responsabilidad en la gran empresa (di-
r.Sánchez Calero, F.), Ed. Musini, Madrid 1994, p. 86. 
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 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., p. 58. 
2278
 CALZADA CONDE, Mª A., El seguro voluntario de responsabilidad civil, Ed. Montecorvo, Ma-
drid, 1983, pp. 33 y ss. 
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Según GOMIS CATALÁ, la extensión de la objetivación de la responsabilidad por da-
ños al medio ambiente ha propiciado la necesidad de su aseguramiento2279. Por su parte, 
PÉREZ DE GREGORIO2280 dispone que la cobertura de las indemnizaciones es el aspecto 
más importante de la responsabilidad civil objetiva, ya que permite hacer frente al ries-
go de pérdidas económicas por las empresas y asegura la percepción del importe íntegro 
de la indemnización (póliza). Asimismo, vincula el seguro al cumplimiento por el ase-
gurado de la normativa medioambiental y demás medidas de prevención y aseguramien-
to. Finalmente, las pólizas aseguradoras que cubren este tipo de responsabilidad estable-
cen un sistema de seguros obligatorios para determinadas actividades o sectores empre-
sariales que presentan riesgos especiales. En el caso español, se observa cómo el seguro 
obligatorio se establece para determinadas actividades en los daños medioambientales, y 
los civiles en determinados sectores especiales. 
Las preferencias de las industrias, por otra parte, son la tener un sistema voluntario 
de aseguramiento, dado que la obligatoriedad del seguro, en los términos del art. 75 
LCS2281, podría situar a las compañías aseguradoras en una situación de absoluto poder 
para decidir quién sigue en el mercado y quien no.  
En el seguro de responsabilidad civil se articula la suma asegurada con referencia a 
un límite máximo por siniestro (“ocurrence”) con aplicación de posibles sublímites para 
ciertas garantías, pero referidos a todos aquellos supuestos que procedan de la misma 
causa, un solo acontecimiento, denominado unidad de siniestro, “serial losses”, etc. No 
obstante, con la intención de asumir el compromiso máximo del asegurado, se vio nece-
sario vincular el siniestro a un período temporal concreto: el acontecimiento que sobre-
viniera durante la vigencia del seguro. Además, se incluyó el “límite agregado”, por el 
cual el asegurador responde hasta el límite asegurado por siniestros ocurridos durante la 
vigencia, pero con máximos por período de seguro, por anualidad normalmente, para el 
caso de repetirse varios siniestros, o de afrontar una pluralidad de reclamaciones, lo que 
puede llevar a casos de “stacking” (o amontonamiento), convirtiendo a las pólizas en 
incontrolables e inasumibles2282. 
El Libro Verde de 14 de mayo de 1993, sobre el daños ecológico, indicaba que, en 
relación con la decisión sobre si debe o no limitarse la responsabilidad objetiva, argu-
mentaba que no fijarle un límite o hacerlo en una cuantía muy elevada podía ser un fac-
tor de desaliento de la actividad industrial, o bien un encarecimeitno de los bienes y 
recursos producidos en los que repercutir el incremento del coste del autoseguro, para 
contribuir las primas de seguros o para pagar las primas de seguros. Sin embargo, fijar 
límites reducidos a la responsabilidad contribuye a reducir el efecto preventivo y, 
además, a que el costo de la restauración que exceda del límite recaiga sobre el afecta-
do, todo lo cual resulta contrario al principio de que “quien contamina, paga”. Por tanto, 
se recomendó la fijación de límites elevados y la constitución de fondos para los supues-
tos en los que el coste de reparación los superase. 
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 GOMIS CATALÁ, L.: Responsabilidad por Daños…, op. cit., p. 282. 
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 PÉREZ DE GREGORIO CAPEÑÑA, J. J.: op. cit., pp. 1053-1057. 
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 PAVELEK ZAMORA, J. E.: “La cobertura del riesgo medioambiental…”, op. cit., p. 206. El “stac-
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Por su parte, LABRADOR BERNARD, J., y ARBUES SALAZAR2283 definen el “estado del 
arte” como aquél que «comprende aquellos conocimientos científicos, prácticos o socia-
les que engloban el saber de la humanidad en un determinado instante histórico […]. El 
estado de la técnica nos servirá para determinar qué actividades concretas que antes se 
creían exentas de causar deterioro alguno al medio ambiente, gracias a la evolución de 
la técnica hoy en día se saben constitutivas de daños determinados». Asimismo critica el 
autor que la responsabilidad deberá girar en torno a la auditoría ambiental. 
Otro requisito fundamental es la aleatoridad y accidentalidad del hecho contamina-
dor. La accidentalidad y aleatoriedad se refiere tanto a la contaminación repentina o 
gradual, siempre y cuando sea de origen accidental, es decir, que no se haya producido 
de manera intencionada o prevista y consentida como consecuencia del actuar normal de 
la empresa2284. El hecho generador en cualquier póliza de responsabilidad civil por con-
taminación se centra en un accidente en sentido clásico: hecho accidental, súbito y no 
previsto. Se deben distinguir en: 
- “Aleatorio”, referido al riesgo, es la probabilidad de acaecimiento de un siniestro 
incierto. Se contradice con los supuestos de contaminación crónica o acumulada, ya 
que, por regla general, la póliza de seguro sólo cubre los daños cuya causa sea acciden-
tal, súbita, imprevista y no intencionada del asegurado2285.  
- “Accidental” se refiere a la contaminación originada por un accidente en sentido 
clásico como hecho externo a la voluntad del asegurado. Los contratos de seguro suelen 
entender por accidental un hecho súbito, fortuito e independiente de la voluntad del ase-
gurado, y se ha utilizado aquél para contraponer el término de contaminación “gra-
dual”2286. En cambio, “gradual” es más la contraposición al término “súbito” que al “ac-
cidental”. Las inmisiones (previstas y consentidas) no se considerarían, por tanto, un 
hecho accidental. En mi opinión, “accidental” se refiere a un hecho inintencional y “for-
tuito”, es decir, un hecho aleatorio e incierto. 
- “Súbito” hace referencia a los efectos prácticamente simultáneos al accidente co-
mo hecho generador2287. De este modo las consecuencias manifestadas gradualmente no 
serían cubiertas. Se centra en los efectos simultáneos al accidente como hecho genera-
dor, excluyéndose, por tanto, los graduales2288. Esta distinción es importante, por cuanto 
puede existir una contaminación gradual de origen accidental, como puedan ser las in-
misiones contínuas ocasionadas de forma no conocida (imprevista). No serían súbitas, 
por tanto, las inmisiones continuas. No obstante, desde el momento en que se ponga en 
conocimiento al causante la producción de este tipo de inmisiones, puede entenderse 
excluido el carácter imprevisto y fortuito2289. 
- “Imprevisto” indica que el hecho no es consentido ni provocado, entendiéndose 
que debería configurarse como algo extraordinario que ocurriera al margen de los pro-
cesos normales de la instalación. Las inmisiones que tengan lugar en las instalaciones 
industriales como consecuencia del uso normal de las instalaciones, siguiendo el proce-
so reglamentario, no se considerarían “imprevistas”.  
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C) Problemas del aseguramiento tradicional civil por contaminación. 
a) La contaminación crónica o gradual. 
La“contaminación crónica” es asimilable a los daños por acumulación y son aqué-
llos que considerados individualmente no son productores de un daño ecológico consi-
derable, pero que unidos constituyen un grave atentado al medio ambiente. En muchas 
ocasiones se tratará de daños resultantes de emisiones autorizadas2290. Por su parte, la 
contaminación gradual puede provenir de un hecho accidental o de operaciones norma-
les, por lo que dificulta la delimitación de su cobertura. 
La Comisión de Seguros de Responsabilidad Civil del Comité Europeo de Seguros 
dice que para que los daños fueran asegurables el hecho debe ser «fortuito, es decir in-
voluntario y no esperado por el asegurado»2291. Según HEBRERO ÁLVAREZ, la Comisión 
se refiere al hecho de que «las consecuencias de incidentes no fortuitos y/o predecibles 
causados voluntaria o deliberadamente por el asegurado (por ejemplo, falta de mante-
nimiento o medidas preventivas insuficientes) o el daño que sea consecuencia inevitable 
de la actividad normal del asegurado, no se puede asegurar». Este autor matiza ambas 
afirmaciones de la Comisión: por un lado, una cosa es que la LCS excluya el dolo y otra 
muy distinta es que el hecho no pueda ser culpable por parte del asegurado; por otro, la 
conducta normal del empresario no es una cuestión que tenga que ver con el carácter 
fortuito o no de su acción sino que se trataría de una contaminación permanente o bien 
crónica o progresiva que no pueden ser asegurables: la primera, por no ser incierta y, la 
segunda, por ser socialmente consentida.  
SCHUBERT2292 clasifica los tipos de contaminación en accidental y derivada de ope-
raciones normales. La primera puede ser, a su vez, repentina o gradual, mientras que la 
segunda solamente gradual. La póliza de Responsabilidad General que cubra la conta-
minación repentina y accidental tiende a crear problemas de interpretación del cláusula-
do de la póliza. Por ejemplo, en EEUU hay una línea jurisprudencial que indica que el 
término “repentino” recogido en las cláusulas CGL se refiere no tanto a un elemento 
temporal (abrupto) sino más bien a una “clarificación” de la definición de la ocurrencia. 
En el Reino unido la cláusula ABI-1991 excluye la responsabilidad por contaminación 
que no sea causada por un “incidente repentino, identificable, no intencionado e inespe-
rado”. PINILLA RODRÍGUEZ2293 afirma que no hay problema alguno cuando se trata de un 
suceso accidental y repentino, dado que se incluye en el terreno de lo imprevisible e 
irresistible, lo que se relaciona con algunos de los elementos del caso fortuito. Ahora 
bien, en el caso de que la contaminación sea gradual, el autor lo asimila a la contamina-
ción paulatina (prolongada), y como tal, se trata de daños acumulativos que no se cu-
brirían, propio de las cláusulas de exclusión claims made.  
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Por otro lado, la LRM establece de forma muy precisa los requisitos que tiene que 
tener el hecho generador de la contaminación para que pueda ser cubierto por la póliza 
de riesgo medioambiental, lo que a su vez puede servirnos para delimitar la posible ana-
logía en el aseguramiento de los daños civiles por contaminación. De hecho, las pólizas 
en las que trabaja el Pool establecen las mismas excepciones en este punto a ambas co-
berturas, tanto la medioambiental como la civil. Se puede observar en la siguiente tabla 
la relación entre las diferentes exclusiones recogidas en el art. 32.2 LRM con las causas 
generadoras de responsabilidad en sede jurídico-privada: 
Hecho accidental y aleatorio: extraordinario y que no se haya generado por ninguna de las causas de 
exclusión de la garantía, en virtud del art. 32.2 LRM. 
Causas de exclusión de la garantía… Casos de… 
De forma intencionada (apartado a) Dolo. 
Como consecuencia normal y prevista del ejercicio de la industria, ap. b) 
Inmisiones. 
Como consecuencia de un hecho previsto y consentido por el operador, ap. c) 
Por mala utilización consciente, o falta o defecto de mantenimiento, reparación o 
reposición de las industrias, ap. e) 
  
Culpa grave. 
Por abandono o falta prolongada del uso de instalaciones, sin tomar las precauciones, 
ap. f) 
Por incumplimiento conocido por el asegurado, o que no podía ser ignorado, de la 
normativa obligatoria reguladora de la actividad, ap. d) 
Como consecuencia de alborotos populares, motines, huelgas, disturbios, etc., ap. g) Fuerza mayor. 
Tabla 11. Causas de exclusión de la garantía en la cobertura de daños medioambientales en los términos 
del art. 32.2 LRM, y su correlación con las causas de acción de responsabilidad civil por contaminación. 
La contaminación crónica estaría cubierta solamente en los supuestos de contami-
nación gradual de origen súbito, pues en ningún momento se exige que la contamina-
ción sea repentina. Se estaría hablando de daños permanentes debidos a una causa acci-
dental, pero cuyos efectos perduran a lo largo del tiempo. No cubrirá el seguro, por el 
contrario, los daños cuya causa es una acción lenta y continuada, tanto en el supuesto de 
que el origen de los daños sea derivado de un hecho continuado o de varios ininterrum-
pidos (daños continuados), de varios progresivos (daños progresivos) o por causas difu-
sas en las que no sea posible determinarlos (también contaminación crónica). En estos 
tres casos podría declararse nulo el contrato por el juez (art. 4 LCS) por cuanto una em-
presa que esté contaminando de forma constante y haya suscrito un seguro lo hace sobre 
un riesgo «seguro», que no es, ni futuro ni incierto2294. 
b) El elemento temporal. Las “claims made”. 
La delimitación temporal del siniestro tiene su encuadramiento sistemático en la 
parte dispositiva de la LCS (art. 73) y, por lo tanto, no tropieza con más límites que los 
que puedan derivar de la propia naturaleza del contrato y del equilibrio necesario de las 
prestaciones2295. De esta forma, en los daños de manifestación diferida el asegurador 
queda expuesto a un riesgo durante un período de tiempo imprevisible, lo que genera 
dificultades a la hora de calcular la prima y el importe máximo indemnizable. Con las 
claims made el asegurador subordina la efectividad de la garantía a que la reclamación 
del asegurado se realice durante la vigencia de la póliza2296. 
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PAVELEK ZAMORA2297 dice que las cláusulas que incorporan daños por contamina-
ción han sido controvertidas y ambiguas, y revisadas para reconducirlas a su sentido 
original, consistente en que los aseguradores pretendían únicamente cubrir aquellos ca-
sos que tenían cabida en el concepto clásico de accidente localizado en el tiempo como 
incendios, explosiones, colisiones, roturas, impactos, etc., y, además, se manifestaran 
(se percibieran) de forma simultánea (repentina o súbita). Esto podía resultar sencillo, a 
priori, en los casos de emisión a la atmósfera de una sustancia contaminante como resul-
tado de la explosión de un depósito, pero no tan sencillo en los casos de filtraciones al 
suelo y el subsuelo de vertederos tóxicos. Faltaba, por tanto, por cubrir el daño produci-
do de forma gradual. En los daños producidos por la contaminación en muchas ocasio-
nes existe una carga antigua de siniestros que implica la existencia de un daño latente 
que aún no se ha manifestado pero que ya concurre en el momento de la suscripción del 
seguro, o existen niveles aceptados de contaminación sin que generen responsabilidad 
administrativa. De hecho, una de las grandes carencias de este tipo de riesgos desde el 
punto de vista del asegurador es la existencia de diversos tipos de contaminación de 
acuerdo con aspectos espaciales y temporales2298.  
Los seguros de responsabilidad cubren normalmente los daños ocurridos durante la 
vigencia de la póliza, por lo que los accidentes clásicos que ocurrían en un momento 
concreto no planteaban problemas al situarse en un mismo plano que el hecho generador 
(hecho accidental y efectos súbitos o repentinos). No obstante, en los daños latentes que 
se manifestan de forma gradual y diferida en el tiempo, el criterio tradicional “dejaba 
mucho por desear” y no se consideraba una forma óptima de cobertura de los daños 
causados por contaminación. En este sentido, la determinación del momento del sinies-
tro en estas pólizas de responsabilidad civil ambiental depende del autor y del país res-
pectivo, habiendo soluciones muy variadas. 
DÍAZ BRAVO2299 afirma que el siniestro está configurado por dos acontecimientos: la 
causación del daño y la reclamación del damnificado, de tal manera que la falta de cual-
quiera de ellos acarreará la inexistencia del siniestro. No obstante, al regirse por regí-
mentes legales distintos, habrá que estar a las siguientes precisiones: i) la prescripción 
de los derechos del damnificado en contra del causante correrá en los términos previstos 
por la legislación sustantiva o procesal; ii) la acción del damnificado contra el asegura-
dor prescribirá en los términos previstos en las leyes que regulen el Contrato de Seguro, 
legislación mercantil o legislación civil en materia contractual; iii) la caducidad de la 
primera acción afecta a la segunda, pues ya no sería invocable; iv) si, con la autoriza-
ción del asegurador, el asegurado hace pago al tercero dañado, su acción para reclamar 
el reembolso prescribirá en los términos del seguro. Según DE MIGUEL PERALES  la póli-
za en este tipo de seguros abarca2300: 1) los daños originados por actos producidos duran-
te su vigencia; 2) los daños si el contacto entre la sustancia y el bien o persona dañada 
se produjo durante su vigencia; 3) los daños que se manifiestan durante su vigencia; 4) 
la reparación por daños debida como consecuencia de la interposición de una reclama-
ción durante el tiempo de su vigencia». 
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En EEUU las EIL trataron de centrar su delimitación temporal con el criterio de re-
clamación, posteriormente sustituido por la regla de la primera manifestación verifica-
ble ligada al suceso accidental, en forma concomitante o no2301. Por otro lado, la doctrina 
jurisprudencial imperante optó por el criterio del “triple momento del siniestro” (“Trig-
ger”) en virtud del cual declaraban que todas las pólizas que han estado en vigor desde 
el primer momento de la exposición, el segundo momento de latencia o desarrollo y el 
tercer momento de manifestación, resultan afectadas.  
En Italia, aunque el siniestro nace al surgir la responsabilidad (producción de daño 
a tercero) el término de prescripción comienza desde que el tercero ha reclamado el re-
sarcimiento al asegurado o ha promovido judicialmente su contra2302.  
Hay autores que proponen una serie de soluciones para el adecuado tratamiento de 
los daños latentes. Por ejemplo, LABRADOR BERNARD y ARBUES SALAZAR2303 distinguen 
aquellos daños latentes en los que no han podido ser localizados debido a su imposibili-
dad técnica de serlo, de aquellos que efectivamente todavía no se han manifestado. Los 
autores argumentan que, en el primer caso, resulta vital para su estudio el llamado “es-
tado del arte”, determinado por los conocimientos del momento y lugar, afirmando que 
si el estado de la técnica no es capaz de determinar la existencia del daño, difícilmente 
podrá generarse responsabilidad. La solución que proponen los autores es realizar en 
estos casos una exhaustiva auditoría ambiental a la hora de otorgar la cobertura a la in-
dustria en cuestión. En relación al segundo (daños que todavía no se han manifestado), 
los autores opinan que ello se escapa al objeto del seguro, lo que podría solucionarse 
arbitrando medidas alternativas tales como los fondos de compensación, soluciones im-
positivas, tributos medioambientales, etc. En la LRM, por ejemplo, para los daños me-
dioambientales, por ejemplo, se articula un “Fondo de compensación de daños medio-
ambientales del Consorcio de Compensación de Seguros”. 
La “contaminación histórica” es aquella que se remonta a varios años, incluso de-
cenios, diferenciándose entre la producida por una actividad nunca sometida a un seguro 
ambiental y aquella que sí ha sido cubierta por un seguro en alguna fase de su existen-
cia, y, en este último supuesto, diferenciándose además si dicha contaminación ha sido 
manifestada con anterioridad o posterioridad a la efectividad del seguro. Según LABRA-
DOR BERNARD, J., Y ARBUES SALAZAR, en los casos de contaminación histórica producida 
por actividades no aseguradas, deberían arbitrarse mecanismos de reparación públicos, 
ya que no existe asegurador alguno que deba responder. Respecto de las actividades que 
en algún momento sí estuvieron cubiertas por un seguro, en el caso de que la contami-
nación se manifieste con anterioridad a la contratación del mismo, habrá que estar a lo 
que diga el estado de la técnica en el momento en el que pudo haberse detectado o no la 
acción contaminante por el asegurador; si no existe esta técnica habrá responsabilidad 
del asegurador, en el segundo no, debiendo acudir igualmente a mecanismos públicos 
alternativos de cobertura. Finalmente, en el supuesto de que la contaminación se hubiera 
manifestado con posterioridad a la celebración del contrato, los autores distinguen, a su 
vez, si la misma se produjo con anterioridad o con posterioridad al contrato. En el pri-
mer caso, habrá que estar al estado de la técnica, para lo cual habría que remitirse a lo 
indicado anteriormente respecto de la manifestación anterior a la fecha del contrato. En 
el segundo caso, sí responderá la aseguradora2304. 
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En los daños históricos, la modalidad ampliada del Seguro de Responsabilidad Me-
dioambiental y Civil por Contaminación puede otorgarles cobertura, pero en la modali-
dad básica no, por cuanto se exige el carácter repentino de la contaminación (120 horas 
como máximo). No obstante, incluso en esta modalidad no se cubrirá la responsabilidad 
cuando el origen de la misma se deba a hechos no identificados o que se hayan origina-
do con anterioridad a la fecha de efecto del seguro o que se manifiesten después de 
haberse extinguido o por reclamaciones posteriores a dos años desde la extinción del 
seguro. El art. 33.1 LRM establece una posible solución a los daños que, habiendo sido 
causados por las actividades autorizadas durante el periodo de vigencia del seguro, se 
manifiesten o reclamen después del transcurso de los plazos de manifestación o recla-
mación admitidos en la póliza, y se reclamen en el transcurso, como máximo, de un 
número de años igual a aquel durante el cual estuvo vigente la póliza del seguro, conta-
dos desde que ésta terminó y con el límite de 30 años, ya que indica que éstos podrán 
ser resarcidos a través del Fondo de compensación de daños medioambientales del Con-
sorcio de Compensación de Seguros.  
c) La obligatoriedad del seguro y la alternativa de los Fondos. 
CABANILLAS SÁNCHEZ advierte de los problemas de adoptar un seguro obligatorio 
de responsabilidad civil ambiental, tanto para los daños tradicionales pero sobretodo 
para los daños medioambientales (ecológicos), son: 1) las empresas tendrían que conse-
guir una cobertura en el mercado por la cuantía que se exigiera. En mi opinión, aquí el 
riesgo es que se pacten precios elevados en el caso de que pocas compañías o algunas 
que controlen la mayoría del sector asegurador. 2) Además, si el coste de la restauración 
del daño fuera mayor que la cantidad asegurada, la diferencia debería abonarse por parte 
del asegurado. 3) Las compañías aseguradoras se atribuyen el poder de decisión de auto-
rizar o no la actividad de la industria, mediante la concesión o no del seguro según si la 
empresa tiene un riesgo conveniente o no2305. No obstante, en mi opinión, esto último no 
hay que verlo como un problema en sí mismo, sino que lo que hay que corregir son los 
abusos y arbitrariedades por parte de las aseguradoras. 
Para crear un seguro obligatorio de daños civiles y medioambientales por contami-
nación, especialmente en estos últimos a la vista de la imposición para determinadas 
actividades (p. ej. las del Anexo III LRM, sin perjuicio de las exenciones previstas en el 
art. 28 de la misma ley), debe concretarse el aseguramiento de los riesgos y si existe una 
cobertura adecuada al mismo. En estos casos la intervención del Estado se hace necesa-
ria al menos para impulsar y coordinar esfuerzos, tal y como se ha efectuado en el Pool 
Español de Riesgos Medioambientales. También para asegurar una competencia justa 
entre todas las compañías y sobretodo para evitar que el encarecimiento de las pólizas 
excluya de cobertura no solamente a las PYMES sino también a las empresas de tamaño 
mediano. No obstante, hay que reconocer que las actividades del Anexo III (art. 24.1 
LRM), difícilmente podrán ser llevadas a cabo por una PYME.  
Según CABANILLAS SÁNCHEZ, una alternativa posible para el aseguramiento del da-
ño ecológico (medioambiental) son los Fondos, que como sistemas de indemnización 
conjunta que se financian mediante cargas o contribuciones de los sectores económicos 
involucrados, permite aplicar el principio “quien contamina, paga”2306. En mi opinión, 
este principio precisamente no se ve garantizado por los Fondos, salvo que se considere 
la contaminación como un conjunto indeterminado, internalizándose como costes de las 
actividadees productivas de las empresas.  
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d) Incertidumbre, asimetrías informativas y cálculo de la prima.  
Los problemas más frecuentes en el aseguramiento del riesgo de daño ambiental 
son la incertidumbre generalizada y las asimetrías informativas. La primera se dará 
cuando afecte tanto al asegurado como al asegurador, y depende de condiciones tanto 
fácticas como jurídicas. La incertidumbre fáctica se relaciona con la contaminación gra-
dual y la jurídica a las decisiones tomadas por los legisladores, políticos y jueces. Estas 
incertidumbres provocan que las aseguradoras, en muchos casos, aumenten el precio de 
las primas o se retiren del mercado asegurador2307. No obstante, los datos estadísticos 
obtenidos con el paso del tiempo, así como la especialización en materia de seguros de 
responsabilidad civil y medioambiental, conducen a una cada vez menor existencia de 
incertidumbres, si bien éstas no han dejado de existir. 
La incertidumbre fáctica tiene en la contaminación gradual uno de los mayores pro-
blemas2308 por cuanto genera efectos a largo plazo: en la mayoría de los casos, la conta-
minación se desarrolla de forma inadvertida durante un periodo considerable de tiempo 
y resulta muy difícil determinar cuándo empieza y cuándo acaba, lo que plantea serios 
problemas en cuanto a la suficiencia o no de las cláusulas tradicionales que activan la 
póliza, como el “hecho consumado” o la “manifestación del siniestro”, que solamente 
sirven para los sucesos súbitos pero no los graduales.  
La incertidumbre jurídica depende de las decisiones tomadas por los legisladores y 
los responsables públicos, p. ej. la elección del sistema de atribución de responsabilidad; 
la imputación de la responsabilidad en el caso de que hayan varios sujetos (los regíme-
nes mancomunados son preferibles2309); el complejo entramado legislativo que hace difí-
cil discernir lo prohibido de lo que no lo está; la relación causal (la inversión de carga 
de la prueba puede acarrear problemas)2310; el posible solapamiento de acciones de recu-
peración de costes con arreglo a la responsabilidad civil y las órdenes administrativas de 
derecho público2311; la elección de conceptos jurídicos, etc2312. 
También se ha señalado el riesgo incalculable para las aseguradoras, ya que por 
muchas medidas que se adopten, el riesgo del daño y la producción del mismo nunca 
llegarán a eliminarse y, con ello, el pago de indemnizaciones; la dificultad para calcular 
la tasa de siniestralidad2313 debido a que no se sabe qué tipos de daños puede producirse 
y qué probabilidades hay de que ocurran, o si se dan pérdidas imprevistas que van ago-
tando la reserva de dinero prevista en la cobertura. 
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También existen problemas en la atribución de responsabilidad, lo que se relaciona 
directamente con las consecuencias financieras del seguro y la prima del asegurado (por 
ejemplo la contaminación histórica o crónica, etc.)2314.  
Esto se debe también a la existencia de criterios dispares de valoración de daños 
ambientales, por lo que para la concreción del aseguramiento del riesgo es necesario 
mejorar la prevención y las técnicas que permitan evaluar el riesgo2315, sobre todo en el 
daño ecológico2316. Por ello se ha dicho que la evaluación financiera de los daños deri-
vados de la realización del siniestro resulta extraordinariamente complicada2317. Como 
ha afirmado PEÑA CHACÓN2318, es necesario que, previo al otorgamiento de la póliza, las 
entidades aseguradoras obliguen al posible asegurado a realizar una evaluación de los 
riesgos potenciales, con el fin de cuantificar el costo de la prima y la cantidad máxima 
indemnizable, lo que a su vez obligaría a las empresas a adoptar las medidas preventivas 
y de precaución que les permitiera acceder al mercado del seguro. En este sentido, 
SCHUBERT2319 denunció (allá por los años noventa) que no se aplicaba una técnica profe-
sional a la suscripción cuando la cobertura incluye “solamente” la contaminación repen-
tina y accidental, por lo que, si el riesgo no está debidamente estimado, estará también 
indebidamente tarificado. Para este autor, la suscripción y la tarificación profesionales 
deberían aplicarse teóricamente a la exposición ambiental en su integridad, y no a ele-
mentos de la misma artificialmente definidos. 
Por su parte, las asimetrías informativas se darán cuando el asegurado posea mayor 
información que el asegurador acerca del riesgo, pudiendo surgir problemas de selec-
ción adversa y riesgo moral. El concepto de selección adversa aparece cuando los ase-
gurados sólo suscriben las coberturas más susceptibles de ser actividades, mientras que 
el riesgo moral se refiere al aumento de la probabilidad de daños como resultado de una 
disminución de medidas preventivas por la indeferencia del asegurado ante los daños 
debidos a la existencia del seguro. Las asimetrías informativas se suelen solucionar con 
cláusulas que establecen la obligación por parte del Asegurado o el Tomador del Seguro 
de comunicar el siniestro, comunicar las circunstancias y consecuencias del mismo, 
aminorar las consecuencias del accidente, etc. 
Otros problemas advertidos por la doctrina que tienen que ver con el régimen de 
responsabilidad civil por contaminación instaurado (y, por ende, con su aseguramiento), 
así como la ausencia de límites para la responsabilidad2320. Por ejemplo, en materia de 
daños civiles por contaminación se considera, por una parte, que los daños ocasionados 
por inmisiones no estarían, en principio, cubiertos; los daños ocasionados de forma ac-
cidentales sí lo estarían, si bien en el caso de que no hayan sido ocasionados por activi-
dades potencialmente peligrosas no creo deban ser aseguradas. Esto tiene un notable 
reflejo en la no asegurabilidad de los daños por inmisiones. 
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2) Seguros obligatorios de responsabilidad ambiental. 
A) Seguros obligatorios de responsabilidad civil medioambiental. 
Hay leyes autonómicas que fijan el seguro de responsabilidad civil obligatorio para 
daños medioambientales, pero no tradicionales: v.gr., Ley 5/2002, de 8 de octubre, de 
Protección del Medio Ambiente en La Rioja (art. 45)2321. 
En cambio, el Anteproyecto de Ley de Responsabilidad Civil derivada de actuacio-
nes con incidencia ambiental, en su art. 15, supeditaba a la obtención de la autorización 
de las actividades sometidas al ámbito de aplicación de la Ley a la constitución por par-
te de los titulares de un seguro de responsabilidad civil o cualquier otra garantía finan-
ciera que, a juicio de la Administración autorizante, cubriera el riesgo de reparación de 
los daños y del deterioro del medio ambiente. Lo más relevante de este Anteproyecto es 
el hecho de que establecía una responsabilidad objetiva por los daños ambientales y el 
deterioro ambiental, dada la repercusión que ello tiene con su aseguramiento2322. Se lle-
gaba a la conclusión de que un régimen de responsabilidad civil de carácter objetivo era 
inviable si no se forzaba con el aseguramiento obligatorio de los riesgos, como por 
ejemplo, los supuestos de daños corporales por caza o accidente nuclear. El art. 14.1 
decía que «la autorización de las actividades con incidencia ambiental señaladas en el 
Anejo quedará sujeta a la constitución por los titulares de las referidas actividades de un 
seguro de responsabilidad civil o a la prestación de cualquier otra garantía financiera 
que, a juicio de la Administración autorizante y con el alcance que reglamentariamente 
se establezca, sea suficiente para cubrir el riesgo de reparación de daños y del deterioro 
del medio ambiente de acuerdo con lo establecido en esta Ley», con excepción de lo 
referido a residuos, que ya tenía su propio seguro de responsabilidad civil. Por otra par-
te, se establecían dos medidas complementarias: se autorizaba al Gobierno para estable-
cer en vía reglamentaria las características técnicas de este tipo concreto de seguros am-
bientales, y se establecía un límite máximo de la cuantía de responsabilidad que se regu-
laba por un régimen más estricto y objetivo regulado en la norma, fijado en 15.000 mi-
llones de pesetas (90.151,815 €), por lo que la cantidad que excediera de dicho límite se 
regularía por la normas generales sobre responsabilidad civil. 
A pesar de que en la redacción del Libro Blanco se estableció la importancia del 
aseguramiento obligatorio de la responsabilidad civil ambiental, finalmente la Comisión 
consideró que en ese momento todavía no estaban suficientemente desarrolladas las 
pólizas de seguros que cubrían los riesgos ambientales, debido al escaso desarrollo de 
las técnicas de medición comúnmente aceptadas que permitían cuantificar los daños, por 
lo que se decidió que este régimen comunitario de responsabilidad ambiental no debía 
imponer este aseguramiento obligatorio hasta que no se contara con la suficiente expe-
riencia que permitiera una aplicación adecuada del mismo.  
                                                 
2321
 El art. 45 de la Ley 5/2002, de 8 de octubre, de Protección del Medio Ambiente de La Rioja 
dispone que: «1. En el caso de actividades cuyo funcionamiento comporte un riesgo potencialmente grave 
para el medio ambiente, el Órgano Ambiental podrá exigir la constitución de un seguro de responsabili-
dad civil que cubra las responsabilidades que pudieran derivarse del ejercicio de la actividad. Esta obliga-
ción quedará recogida en la Declaración de Impacto Ambiental. 2. La autorización de estas actividades 
quedará sujeta a la constitución y mantenimiento por el solicitante del seguro de responsabilidad civil 
exigido. 3. Reglamentariamente se determinarán las actividades sujetas a la suscripción de un seguro de 
responsabilidad civil, quedando exentas de esta obligación las actividades declaradas de Interés Auto-
nómico». 
2322
 La doctrina es unánime a la hora de reconocer la relación existente entre responsabilidad civil 
objetiva y seguro. Entre otros, GOMIS CATALÁ, L.: “Sobre el Anteproyecto…”, op. cit., p. 98.  
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La UmweltHG alemana, en su art. 12, establece los supuestos y cuantía máxima, de 
forma tasada, respecto de las indemnizaciones por causa de muerte, lesiones y cosas. El 
artículo 15 establece el límite máximo de responsabilidad del agente: para daños a las 
personas (muerte, cuerpo y salud) y por daños a las cosas de 160 millones de marcos 
por unidad de impacto ambiental (acción). Si se sobrepasa esta cantidad, la indemniza-
ción por cada concepto se reducirá en la proporción en que la suma total esté respecto 
del máximo indemnizable. La póliza se enmarca de pleno dentro de las E.I.L. y se adap-
ta a la legislación alemana y se articula a través de distintos módulos en función de la 
clasificación de las instalaciones o actividades a asegurar y de la legislación a la que se 
someten. El art. 19 UmweltHG impone el cumplimiento de ciertos requisitos financieros 
a las actividades detalladas en el Anexo II de la Ley. Tras la aprobación de la Ley se 
creó en el mercado alemán de seguros de contaminación una nueva póliza de responsa-
bilidad ambiental (HUK-Umwelhaft-Modell), estando disponible por el Verband der 
Haftpflichversicherer, Unfallversicherer, Autoversicherer und Rechtsschutzversicherer 
e.V. (Huk-Verband), la Asociación Alemana de Aseguradoras contra Accidentes. Asi-
mismo, la cobertura ofrecida se hace sobre la manifestación de daños y se diseña a me-
dida según las necesidades del potencial asegurado2323. 
B) Seguros obligatorios de responsabilidad civil en materia nuclear, contami-
nación de las aguas por hidrocarburos y residuos tóxicos y peligrosos.  
El Convenio Internacional sobre responsabilidad civil por daños causados por la 
contaminación de las aguas del mar por hidrocarburos, hecho en Bruselas el 29 de no-
viembre de 1969, en su art. 7, impone al propietario del barco, que transporte más de 
2.000 toneladas de hidrocarburos a granel, la necesidad de suscribir un seguro u otra 
garantía financiera –como la garantía de un banco o un certificado expedido por un fon-
do internacional de indemnizaciones- que cubra la responsabilidad por los daños causa-
dos por la contaminación2324. Todo buque mercante, español o extranjero, que navegue 
por mar territorial español o aguas interiores españolas deberá llevar a bordo un certifi-
cado acreditativo de dicho seguro o garantía. Los límites de cobertura vienen regulados 
en el Convenio de responsabilidad Civil de 1992, siendo en cada momento el que esté 
vigente según el art. XII ter, cláusulas finales2325. 
Por su parte, la LRCDN (daños nucleares) establece que por encima del tramo de 
responsabilidad mínima obligatoria del explotador que fija el Convenio de París, el se-
gundo tramo de compensación complementaria que establece el Convenio de Bruselas 
entre 700 millones de euros y 1.200 millones de euros también tiene que ser garantizado 
íntegramente por los explotadores de las instalaciones. A tal efecto, éstos están obliga-
dos a establecer una cobertura de responsabilidad civil por daños nucleares, en las con-
diciones que se establecen en esta ley, por una cuantía de 1.200 millones de euros me-
diante alguno de los procedimientos autorizados que se contemplan en el capítulo II del 
título I de la ley. Las garantías financieras obligatorias vienen reguladas en el Capítulo 
II de la LRCDN. En su art. 12 regula la garantía.  
                                                 
2323
 MONTI, A.,…, Riesgos ambientales y seguros…, cit., p. 26. Según el autor, «se ofrecen muchos 
distintos “ladrillos” de cobertura de contaminación bajo la póliza, para que el asegurado pueda construir 
el muro de protección ambiental que mejor responsa a sus propias necesidades (Bausteinsystem)». 
2324
 Art. 1 Real Decreto 1892/2004, de 10 de septiembre, por el que se dictan normas para la ejecu-
ción del Convenio Internacional sobre responsabilidad civil por daños causados por la contaminación de 
las aguas del mar por hidrocarburos, BOE 18 de septiembre de 2004. 
2325
 En el Protocolo de 1992 la cuantía máxima es de 4.510.000 unidades de cuenta (aprobación de 
enmiendas de 18 de octubre de 2000 Resolución LEG.1 (82) BOE de octubre de 2002. 
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El art. 21 LRCDN establece la obligatoriedad de los explotadores, o las empresas 
expedidoras en el caso de los tránsitos, de establecer una garantía financiera para hacer 
frente a la responsabilidad civil por daños a las personas, a los bienes y a las pérdidas 
económicas producidos por daños recogidos en el art. 3.2 c) 1º, 2º, y 3º, en una cantidad 
igual o superior a la que corresponda al tipo de material radiactivo que no sea sustancia 
nuclear que requiera la cobertura más alta de conformidad con las reglas dispuestas en 
el Anexo a la propia LRCDN. Esta garantía deberá quedar establecida mediante: a) con-
tratación de una póliza de seguro; b) constitución de otra garantía financiera; c) una 
combinación de ambas. El apartado 2º del art. 21 LRCDN recoge las formas de estable-
cimiento de la garantía. La disposición final 2º de la LRCDN establece que el Consorcio 
de Compensación de Seguros asumirá la cobertura de los riesgos que resulten asegura-
bles por las entidades aseguradoras de la responsabilidad civil por accidentes nucleares 
causados por sustancias nucleares, o por accidentes en los que se produzca la liberación 
de radiaciones ionizantes del siguiente modo: a) En el caso de que no se alcanzara por el 
conjunto de entidades aseguradoras el límite mínimo de responsabilidad previsto en la 
Ley, el Consorcio participará en la cobertura asumiendo la diferencia restante hasta di-
cho límite; y b) actuará como reasegurador en la forma y cuantía que se determine por el 
Ministerio de Economía y Administraciones Públicas. 
El art. 20.4 c) de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y suelos contaminados 
(LRSC) establece para los gestores de residuos peligrosos, así como cuando lo exijan las 
normas que regulan la gestión de residuos específicos o las que regulan operaciones de 
gestión, la obligación de suscribir un seguro de responsabilidad civil o constituir una 
garantía financiera equivalente, para cubrir las responsabilidades que deriven de estas 
operaciones. Dicha garantía deberá cubrir, en todo caso: «1.º Las indemnizaciones debi-
das por muerte, lesiones o enfermedad de las personas. 2.º Las indemnizaciones debidas 
por daños en las cosas. 3.º Los costes de reparación y recuperación del medio ambiente 
alterado», con arreglo a la LRM. 
El Real Decreto 833/1988, de 20 de julio, por el que se aprueba el reglamento para 
la ejecución de la Ley 20/1986, de 14 de mayo, Básica de Residuos Tóxicos y Peligro-
sos, prevé, en su art. 6, el régimen del seguro de responsabilidad civil2326.  
  
                                                 
2326
 Art. 6 RD 833/1988: «1. La Administración pública competente para el otorgamiento de la auto-
rización de instalación y funcionamiento de industrias o actividades productoras de residuos tóxicos y 
peligrosos podrá exigir la constitución de un seguro que cubra las responsabilidades a que puedan dar 
lugar las actividades. 2. […]. Asimismo, se exigirá la contratación del seguro de responsabilidad civil a 
aquellos productores que realicen actividades de gestión, para cumplir las responsabilidades que de ellas 
se deriven. 3. Cuando la ampliación o modificación de instalaciones o actividades tanto productoras como 
gestoras, a juicio de la Administración, impliquen un aumento de la cuantía a asegurar, ésta, asimismo, se 
fijará en la correspondiente autorización. 4. El seguro deberá cubrir en todo caso: a) las indemnizaciones 
debidas por muerte, lesiones o enfermedad de las personas. b) los costes de reparación y recuperación del 
medio ambiente alterado. 5. El límite cuantitativo de las responsabilidades a asegurar será fijado por la 
Administración, a tiempo de concederse la autorización, conforme a lo dispuesto en el apartado 2 y de-
berá actualizarse anualmente en el porcentaje de variación que experimente el índice general de precios 
oficialmente publicado por el Instituto Nacional de Estadística. El referido porcentaje se aplicará cada año 
sobre la cifra de capital asegurado del período inmediatamente anterior. 6. Sólo podrá ser extinguido el 
contrato de seguro a instancia del asegurado en los casos siguientes: a) que el contrato sea sustituido por 
otro de las mismas características y que cubra, como mínimo, los riesgos expresados en el punto 4 del 
presente artículo. b) que cese la actividad […], previa comunicación a la Administración que la autorizó, 
y en caso de empresas gestoras, una vez autorizado el cese por la Administración, sin perjuicio de las 
responsabilidades que se deriven del período que han estado ejerciendo las actividades, de conformidad 
con lo preceptuado en el Código Civil».  
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II) Soluciones a través de pólizas “especializadas”. 
1) Evolución en el mercado asegurador hacia la especialización. 
A) Las soluciones al seguro de R.C. de la Industria. 
Los problemas anteriores tuvieron su eco en el informe presentado por el ACBE’s 
Finantial Sector Working Group en diciembre de 1992 en Gran Bretaña, donde se reco-
gieron una serie de propuestas para cada uno de aquéllos: se tiende a una legislación 
poco clara y cambiante que amplía el ámbito de responsabilidad por daños al medio 
ambiente, por lo que se veía necesario una coordinación entre legislador y sector asegu-
rador; existen dificultades a la hora de evaluar las primas y prever el coste de las recla-
maciones, sugiriendo la existencia de personal especializado; existe oposición frontal a 
la cobertura de la contaminación histórica y a la gradual,etc. 
Se ha denunciado por SCHUBERT2327 que en los mercados en los que las pólizas de 
responsabilidad general de la industria (RG) cubren las pérdidas derivadas de la conta-
minación repentina y accidental, la demanda de oferta pólizas específicas de responsabi-
lidad civil ambiental es bastante baja o nula. A tal efecto, el autor propone la vuelta al 
ejemplo norteamericano de una exclusión absoluta de la contaminación de las pólicas 
RG, lo que eliminaría sobremanera el potencial de siniestros asociados con las pérdidas 
por contaminación, abriéndose, a su vez, una oportunidad más favorable al desarrollo de 
un mercado de RDMA, que no es más que una póliza específica del riesgo ambiental 
que normalmente se canaliza a través de los Pools de riesgos medioambientales en 
aquellos países que disponen de ellos. Se conseguiría así una única póliza para todos los 
riesgos de contaminación, y los procedimientos y principios de suscripción y tarifica-
ción profesionales sería aplicables en todas las coberturas. 
De esta forma, la experiencia acumulada ha puesto de manifiesto que una adecuada 
suscripción no puede hacerse sino a través de una cobertura aseguradora independiente 
con respecto a las generales de la industria2328. La posibilidad de asegurar un riesgo de-
penderá, en última instancia y en la práctica de tres cuestiones capitales, según DOPAZO 
FRAGUÍO: 1) de que una entidad aseguradora –individualmente o de forma colectiva- 
pueda proceder a formular una prima que identifique el riesgo, financiado la prestación 
del servicio; 2) se pueda calcular y determinar una prima que identifique el riesgo; y 3) 
el factor comercial de los riesgos ambientales (existencia de una demanda suficiente-
mente destacada del producto, motivado por tres tipos de razones: 3.1) reclamaciones o 
exigencias de terceros; 3.2) transferencias del riesgo por modificación de la titularidad u 
operaciones mercantiles; 3.3) exigencias normativas o de la Administración. En defini-
tiva, habrá que calcular el valor/impacto ambiental en relación con el interés mercantil y 
los efectos comercitales, para lo cual: 1) habrá que determinar y cuantificar el riesgo; y 
2) habrá que calcular las primas para el caso concreto2329. 
                                                 
2327
 SCHUBERT, M. N.:  op. cit., pp. 474-475. Este autor se pregunta (p. 474): «En el caso de las póli-
zas RG que facilitan la cobertura contra la contaminación repentina y accidental, ¿por qué actúan como 
un impedimento para la creación de un mercado RDMA viable?». Concluye el autor diciendo que (p. 
475): «A fin de cuentas, todo esto resultaría ventajoso tanto para los aseguradores como para la indus-
tria». 
2328
 HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: El aseguramiento…, op. cit., p. 179. 
2329
 DOPAZO FRAGUÍO, P.: op. cit., pp. 107-108. Según el autor (p. 108), para la determinación y 
cuantificación del riesgo «se considerará respecto del mismo los siguientes aspectos: el carácter ordinario 
o extraordinario, la posible periodicidad o frecuencia del acontecimiento o siniestro y las dimensiones del 
daño ambiental en cada supuesto concreto. Por lo que respecta a la fijación de la prima, hay que conside-
rar que, en principio, a mayor posibilidad, probabilidad y dimensión del riesgo mayor será la prima. Así 
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B) La Environmental Impairment Liability (póliza E.I.L.). 
Las necesidades de mercado influirán para que a principios de los años 80 aparez-
can unas pólizas destinadas a cubrir de una forma específica los daños ambientales2330 
(Environmental Impairment Liability policies o pólizas E.I.L.). Se refiere a un seguro de 
responsabilidad civil por daños ocasionados a terceros por las situaciones de contamina-
ción con origen en las plantas aseguradas, incluyendo los costes de mitigación, que ge-
neralmente excluye los daños a los recursos naturales, los daños a la biodiversidad y las 
obligaciones de descontaminación in situ requeridas por la autoridad. Estas pólizas fue-
ron el germen de las actuales pólizas de Responsabilidad Medioambiental y Civil por 
Contaminación recogidas por primera vez en el Pool Español de riesgos medioambien-
tales2331 y más tarde en el sector asegurador privado. 
Los dos modelos originarios de pólizas específicas de contaminación del tipo E.I.L. 
fueron: a) la póliza de contaminación accidental, que cubre la contaminación de origen 
accidental (repentina) cuyos efectos se perciban dentro de un periodo de 72 horas a par-
tir de su ocurrencia; y b) póliza de contaminación gradual, que cubre tanto contamina-
ciones de manifestación repentina como las graduales2332. Siempre y cuando –entiendo- 
el hecho generador sea accidental, en el sentido que se ha descrito de un hecho ininten-
cional, imprevisto y fortuito. 
En las pólizas específicas de contaminación se profundiza en la evaluación de los 
riesgos, pudiendo incluso llegarse a requerir auditorias ambientales y análisis de los 
suelos a través de un control técnico más riguroso, lo que se puede apreciar en el desa-
rrollo de las cláusulas de este tipo de pólizas específicas. Exige la suscripción de cues-
tionarios, visitas de inspección, ecoauditorías, conversaciones con delegados medioam-
bientales, etc. Según HEBRERO ÁLVAREZ2333, era necesario sistematizar los procedimien-
tos que facilita la clasificación, evaluación y tarificación de los riesgos dentro de unos 
mínimos de fiabilidad técnica. La estructura de una póliza de contaminación debe con-
tener, según dispone BERNARD y ARBUES SALAZAR2334 los siguientes elementos: defini-
ción, donde se aborden todos los problemas relativos a los conceptos de contaminación, 
daño y perjudicado; objeto de seguro donde se incluya el daño emergente, el lucro ce-
sante, los gastos de prevención y aminoración, etc.; exclusiones de la cobertura; delimi-
tación temporal, con preferencia en el sistema de “primera manifestación verificable”; 
delimitación terrorial; siniestros en serie; suma asegurada y límite máximo; garantías 
opcionales; cláusulas administrativas2335. 
                                                                                                                                               
mismo, en el caso de concurrir probabilidades de fraude se incrementará la prima; del mismo modo en el 
supuesto de la existencia de deficiencias en las medidas de prevención o de seguridad. Al mismo tiempo, 
en el cálculo y fijación de la prima se consideran los costes de gestión, administrativos y personal». 
2330
 LABRADOR BERNARD, J., y ARBUES SALAZAR, J.J.: op. cit., p. 35. 
2331
 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., p. 223. PINILLA RODRÍGUEZ, F.A.: op. cit., p. 163. Como indica 
este autor: «el interés de los aseguradores en dar cobertura a ciertos riesgos ambientales se debió, preci-
samente, a una falta de experiencia y precisión en la determinación de la contaminación, de los orígenes y 
efectos de ella». 
2332
 CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: La reparación de los daños…, op. cit., p. 292. 
2333
 HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: “Prevención y Seguro…”, op. cit., p. 285.  
2334
 BERNARD, J., y ARBUES SALAZAR, J.J., “Seguro de responsabilidad civil por daños al medio am-
biente”, Revista Derecho y Medio Ambiente, v., I, núm. 1, enero-marzo, 2000, pp. 35-36. 
2335
 PAVELEK ZAMORA, J. E.: “La cobertura del riesgo medioambiental…”, op. cit., p. 240. Las defi-
niciones generales de la póliza suelen explicar detalladamente los conceptos de contaminación y daño 
cubierto que escapa de la póliza de Responsabilidad Civil clásica, así como de tercero perjudicado que 
supone legitimaciones atípicas al margen de la vecindad. 
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Las pólizas EIL tienen las siguientes características: 
- Cualquier póliza de responsabilidad civil acoge dos clases de prestaciones: in-
demnizatorias y gastos de defensa, mientras que un seguro específico exige otras garant-
ías vinculadas al medioambiente amenazado (gastos de prevención) o al medioambiente 
alterado (costes de limpieza y restauración), primando la reparación “in natura”.  
- No se exige que la contaminación sea “súbita y accidental” sino que se aplica 
también a la contaminación que, aun presentando un origen aleatorio y extraordinario, 
se manifiesta de forma gradual. Mientras que cualquier póliza de responsabilidad civil 
cuenta con exclusiones universales, las pólizas E.I.L. exhibe exclusiones específicas que 
prácticamente se reflejan en la mayoría de sus condicionales: inobservancia de normas, 
riesgos de desarrollo, instalaciones móviles, etc. 
- La delimitación temporal de la cobertura constituye el elemento clave en la ex-
presión del evento dañoso de la contaminación, dirigiéndose normalmente a controlar 
las consecuencias tardías de la misma, al mismo tiempo que se pretende no asumir la 
contaminación histórica. Los esquemas más utilizados en la pólizas E.I.L. son las 
“claims made” (Holanda, Dinamarca e Italia), y las que utilizan el criterio de la primera 
manifestación verificable (Francia y España principalmente). En la cobertura de mani-
festación diferida se considera la fecha del siniestro la de «la primera manifestación 
verificable» de la contaminación en aquellas pólizas que siguen el modelo alemán y el 
Pool de Contaminación francés y español, o bien la de «la primera manifestación» del 
sistema norteamericano. También es habitual la concesión de períodos pos-contractuales 
que prolongan un determinado plazo los efectos del seguro. 
- Se suelen reconducir todas las consecuencias dañosas que procedan de la misma 
causa a un único acontecimiento que constituya el mismo siniestro (cláusula de unidad 
de siniestro), contribuyendo a la imposición de un límite total al asegurador en el caso 
de causar direrentes daños y perjuicios a una pluralidad de víctimas. Asimismo se suele 
articular un límite por siniestro/evento y anualidad de seguro (agregado) que marca la 
responsabilidad del asegurador en un mismo período de seguro a la hora de verificar los 
diferentes hechos generadores. PAVELEK ZAMORA2336 critica que el problema de “stac-
king” no se soluciona si no se asigna una cláusula específica que ofrezca una limitación 
por evento procedente de una única causa generadora aunque sus efectos latentes se 
desarrollen a lo largo de varios períodos de seguros. 
- Se abordan las cláusulas delimitadoras del riesgo de forma detallada, al objeto de 
eliminar incertidumbres, facilitando de esta manera una correcta cobertura, si bien no 
exento de problemas de interpretación.  
Estas pólizas son las que han inspirado las recogidas en los Pools aseguradores, es-
pecialmente a raíz de la aprobación de la Directiva europea 2004/35/CE y, en España, la 
Ley de Responsabilidad Medioambiental 26/2007. No obstante, a finales de los ochenta 
el mercado de pólizas E.I.L. sufrió un colapso, dado que: 1) al incluir las primas el ries-
go cubierto, éstas serán elevadas; 2) es una póliza muy especializada, donde se utilizan 
cuestionarios y se requieren auditorías ambientales; 3) sigue el sistema de reclamación 
sobre unas instalaciones determinadas; 4) el mercado se limita a unas pocas compañías 
aseguradoras; y 5) el asegurado deberá llevar una adecuada gestión de riesgos, control 
de pérdidas y cumplimiento de la legislación aplicable2337. 
                                                 
2336
 PAVELEK ZAMORA, J. E.: “La cobertura del riesgo medioambiental…”, op. cit., p. 241. 
2337
 DE MIGUEL PERALES, C.: Derecho español…, op. cit., p. 365. 
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C) Los Pools de Riesgos Medioambientales y Civiles por Contaminación.  
a) Concepto de pool de asegurador de riesgos. 
A la vista de que pocas entidades suscribían las pólizas E.I.L., varias compañías 
aseguradoras o reaseguradoras formalizaron acuerdos para, previa puesta en común de 
sus posibilidades financieras, hacer frente a la cobertura de los riesgos ambientales, 
agrupando un único mercado dentro de un pool2338. En Europa, una de las posibles res-
puestas frente a los problemas detectados en la cobertura del daño medioambiental (y en 
menor medida del daño tradicional) fue la creación de los pools de aseguradores. En 
España, no obstante, la cobertura seguía incluyéndose como una garantía más dentro del 
seguro de responsabilidad civil de la empresa. 
Los pools aseguradores de riesgos ambientales tienen muchas ventajas en el terreno 
asegurador y reasegurador: uniformidad de los conceptos medioambientales; capacidad 
de aceptación de riesgos, de inversión en tecnología y formación y de afrontar nuevas 
coberturas, sobre todo las de origen gradual, siempre que tenga origen accidental; acu-
mulación de experiencia; posibilidad de interlocución fluida con las AAPP y Asociacio-
nes empresariales; etc.2339. Se suelen fijar en este tipo de pólizas algunas exclusiones a la 
cobertura de los daños tales como las consecuencias esperadas y aceptadas del normal 
funcionamiento de la instalación y debidas a la falta de cuidado de la misma, al dolo o al 
incumplimiento de la normativa ambiental, etc.  
Durante la década de los setenta y ochenta se fueron desarrollando determinados 
Pools aseguradores. En el Derecho comparado existen ejemplos similares en Francia 
(Assurpol); en Italia (pool per l’assicurazioni r.c. da Inquinamento italiano); Holanda 
(MAS), Reino Unido (Ceilif); Estados Unidos (Pollution Liability Insurance Agency), 
Japón (Oil Pollution Liability Pool); Suecia (Misjöskade Konsortief). Aunque no estric-
tamente similares a los Pools, se pueden citar también los grupos de retención de ries-
gos norteamericanos (Risk Retention Goup).  
Los Pools se diferencian de los Seguros Generales de la Industria en que éstos cu-
bren la contaminación gradual con base a pólizas específicas, o se centraban en un seg-
mento muy específico de riesgos. En las coberturas del pool la capacidad aseguradora 
era mucho mayor que la de cada uno de los aseguradores de forma separada, pero se le 
criticó2340 que no dotaba a la responsabilidad civil por daño al medio ambiente de un 
mecanismo de reparación realmente eficaz, capaz de resolver los problemas específicos 
de este tipo de daños. Existen dos indudables ventajas: la de estar en aptitud de poten-
ciar la capacidad financiera asegurativa y la de cubrir riesgos que para un solo asegura-
dor son inasegurables. No obstante, ofrece serias dificultades como el manejo de térmi-
nos como “contaminación”, “daño ambiental” y “tercero asegurado,” así como las difi-
cultades técnicas, actuariales y jurídicas en la determinación del riesgo asegurable. En 
cualquier caso, estos pools aseguradores operan bien como coaseguro directo, o bien 
indirectamente por la vía del pool de reaseguro2341. 
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El concepto de pool se basa en un Convenio de Suscripción que es administrado por 
una entidad aseguradora con personalidad jurídica propia2342. Su naturaleza jurídica será 
la de una Agrupación de Interés Económico, y su objeto principal es el de administrar 
un Convenio de correaseguro, para la suscripción conjunta de los riesgos medioambien-
tales. El Convenio acogerá tanto a compañías aseguradoras como reaseguradoras, co-
rrespondiendo a las primeras en el mismo una doble condición (de aportantes de opera-
ciones y la de aceptantes del reaseguro de las mismas), mientras que las segundas sólo 
podrán ser copartícipes del reaseguro. Las entidades socios podrán crear mediante pacto 
uno o varios productos para asegurar la Responsabilidad Civil por Contaminación. La 
fórmula asociativa es la más eficaz, “y así se ha demostrado en otros países. El Conve-
nio por el que se rige el PERM tiene las funciones de: i) centralizar la gestión, adminis-
tración y control de dichos seguros en el Pool; ii) poner en común capacidades de reten-
ción para su utilización en régimen de reaseguro, proporcionalmente en función de 
aquéllas; iii) suscribir las operaciones de seguro de las modalidades creadas por el pool, 
conforme a las condiciones técnicas acordadas, reasegurándolas a dicha entidad; iv) en 
caso de insolvencia de algún socio, asumir solidariamente los compromisos de éste, sin 
perjuicio de los derecho de repetición correspondientes2343. 
La creación de un pool asegurador de los daños civiles y medioambientales por 
contaminación tiene numerosas ventajas. Por ejemplo, seún DOPAZO FRAGUÍO el pool 
ofrece uniformidad, precisión y transparencia de los conceptos ambientales; capacidad 
de aceptación de riesgos; capacidad de inversión en tecnología y formación; capacidad 
de afrontar nuevas coberturas; acumulación de experiencia (antecedentes y siniestros); 
capacidad de evolución, y capacidad de diálogo y transparecencia informativa con las  
AAPP y con los agentes económicos. Por otra parte, las ventajas del Pool respecto de 
los fondos de indemnización u otras alternativas, son: evaluación y redistribución de 
riesgos, cálculo de primas, asunción de resultados y diversificación2344.  
Según CABANILLAS SÁNCHEZ la creación del Pool logra una uniformidad de sus 
condiciones y de los procedimientos de evaluación y tarificación de los mismos, me-
diante un estudio pormenorizado de los potenciales siniestros producidos por los diver-
sos sectores industriales, logrando una asunción de un mayor número de riesgos am-
bientales protegidos; superar la falta de rigor técnico hasta la fecha; la ampliación pro-
gresiva de coberturas: contaminación repentina (más restringida) y gradual (más am-
plia); construcción de una capacidad de retención suficiente que permita una gran auto-
nomía; criterios de asegurabilidad basados en la exigencia de una auditoría medioam-
biental previa; la exclusión absoluta de determinados riesgos por no existir el compo-
nente de aleatoriedad y un aseguramiento individualizado2345. 
En mi opinión, las ventajas de la creación de una cobertura específica a través del 
pool supone un avence en la materia de aseguramiento de los daños medioambientales 
por contaminación, por cuanto crea una uniformidad en el sector y se ajusta plenamente 
a lo dispuesto en la LRM, generando seguridad en los ciudadanos expuestos al riesgo y 
seguridad financiera en las industrias que los generan. No obstante, a pesar de que el 
aseguramiento de los daños tradicionales se ha regulado como póliza por parte del pool, 
ésta tiene un carácter voluntario, por lo que, en caso de daños producidos por una acti-
vidad peligrosa éstos últimos no siempre estarán asegurados. 
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b) El Pool Español de Riesgos Medioambientales. 
El Pool Español de Riesgos Medioambientales está integrado por 27 compañías (19 
compañías de seguro directo y 8 reaseguradoras) y opera con cláusulas del tipo ocu-
rrence-claims made2346, pues cubren los siniestros cuya primera manifestación se produ-
ce durante la vigencia del seguro aunque el origen sea previo, y siempre que la reclama-
ción se presente a más tardar dentro de un período de tiempo determinado a partir de la 
extinción de la vigencia del contrato. Para la existencia de estas aseguradoras será nece-
saria la previa autorización administrativa del Ministerio de Economía y Hacienda, así 
como la inscripción en el registro administrativo llevado por la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones, que a su vez, estarán controladas por la Dirección Ge-
neral de Seguro y Fondos de Pensiones en lo relativo a la solvencia y demás previsiones 
técnicas. Esta Dirección asumirá también la potestad sancionadora. El asegurador de-
berá cumplir con lo dispuesto en la LOSSP, debiendo adoptar la forma de sociedad anó-
nima, mutua, cooperativa y mutualidad de previsión social, y deberá tener un capital 
social. Estas entidades crean uno o varios productos aseguradores de este tipo de res-
ponsabilidad, centralizando la gestión y control de los mismos y, en caso de insolvencia 
de algún socio, asume solidariamente los compromisos de éste, sin perjuicio de los de-
rechos de repetición que tenga cada uno de sus miembros.  
La entidad aseguradora deberá previamente evaluar el riesgo de la actividad indus-
trial potencialmente contaminante, para lo cual la entidad elegida tiene un cuestionario 
de solicitud en función del tipo de instalación industrial de que se trate, así un cuestiona-
rio general. Incluso, es posible el examen por parte de personal acreditado en las propias 
instalaciones. La excepción al sometimiento del proceso de evaluación se daría en el 
caso de que el solicitante ya haya realizado una exhaustiva evaluación conforme a la 
UNE 150008. Tras la obtención de la evaluación, la compañía de seguros formulará una 
oferta de seguro, así como las recomendaciones que estime convenientes. Si el solicitan-
te la acepta, la compañía emitirá la póliza. 
El objetivo general, según DE LAS HERAS2347, es avanzar en la cobertura de las nece-
sidades de mercado hacia una suscripción de riesgos coherente y que garantice una cier-
ta estabilidad, siendo sus objetivos: 1) la uniformidad de las condiciones, a través de 
unas condiciones de seguro específicas que han sido consensuadas y revisadas por una 
buena parte de las compañías de seguros y presentadas y debatidas en la Dirección Ge-
neral de Seguros, pudiendo convertirse, a su vez, en bases de contratación común en el 
mercado; 2) ampliación gradual de coberturas, intentando conjugar los principios de 
máxima amplitud y de aseguramiento siempre que sea evaluable el riesgo; 3) suscrip-
ción técnica, teniendo en cuenta las experiencias del mercado asegurador en otros países 
y se establece, a nivel interno, una procedimiento de evaluación y tarificación de riesgos 
basado en una recopilación de estadísticas y de accidentes y del potencial de accidentes; 
4) capacidad financiera suficiente ofrecidas por las entidades aseguradoras y reasegura-
doras; y 5) consenso con las Administraciones Públicas. No obstante en virtud de lo 
dispuesto en el art. 5, 1, letras a) y b) del Reglamento (CE) nº 358/2003 de la Comisión 
de 27 de febrero de 2003 relativo a la aplicación del apartado 3 del art. 81 del Tratado a 
determinadas categorías de acuerdos, decisiones y prácticas concertadas en el sector de 
seguros (DUE 28.2.2003), estas condiciones no deben ser vinculantes y tienen que men-
cionar expresamente que las empresas participantes son libres de ofrecer a sus clientes 
unas condiciones de póliza distintas. 
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En Italia, cualquier riesgo de contaminación se canaliza a través del Pool de Inqui-
namento. Éste otorga cobertura específica a los riesgos por contaminación a través de la 
clásica póliza de contaminación E.I.L. (Environmental Impairment Liability). Se ofertan 
dos tipos de seguro: el modelo básico que da una cobertura amplia para todo tipo de 
contaminación, sea o no accidental y un modelo limitado a este último tipo de contami-
nación. La puesta en funcionamiento de la cobertura es la reclamación formulada en 
primer lugar contra el asegurado durante la vigencia de la póliza. Se cubren lesiones 
corporales, daños materiales y pérdidas financieras sufridas por terceros como conse-
cuencia de la interrupción o suspensión de las actividades industriales o porque la pro-
piedad haya quedado inutilizada. Asimismo, los gastos de evitación de las pérdidas 
también están cubiertos, aunque sujetos a un sublímite. De acuerdo con el art. 1917 
CCI, los gastos de defensa legal también están cubiertos adicionalmente al límite de la 
cobertura, sin exceder de un porcentaje. 
En Francia, el Assurpol (1.1.1989) es una Agrupación reaseguradora de riesgos de 
daños civiles por contaminación en territorio francés. Garantiza la cobertura de daños 
tradicionales (corporales, materiales e inmateriales) que la contaminación puede causar 
a los particulares causados por la emisión, la dispersión, el vertido o el depósito de toda 
sustancia contaminante en la atmósfera, el suelo o las aguas; y por los olores ruidos, 
vibraciones, variaciones de temperatura, ondas, radiaciones y emanaciones que excedan 
la medida de las obligaciones ordinarias de vecindad2348. Por otra parte, este seguro tam-
bién puede cubrir los gastos de las operaciones destinadas a prevenir este tipo de da-
ños2349. Este tipo de seguro cubre la responsabilidad por lo que se ha denominado “daños 
civiles por contaminación” ocasionados de forma accidental, pero reconociendo también 
aquellos que tienen un origen gradual, aunque desconocido por el causante. Los prime-
ros son aquellos que resultan de un evento repentino e imprevisto, y que no se realizan 
de una manera lenta, gradual o progresiva, como por ejemplo la ruptura de una cuba. 
Los segundos se refieren a aquellos en los que existe un retraso entre el evento genera-
dor y la manifestación del daño, si bien exige que sea desconocido para el causante, 
como por ejemplo las fugas imperceptibles, las infiltraciones gota a gota, etc. “Atentado 
al Ambiente asegurado” es el producido por un hecho fortuito, es decir, un aconteci-
miento material que es aleatorio, incierto, conforme a las reglas del aseguramiento. 
Quedan excluídas, por lo tanto, las inmisiones cuando las emisiones hayan sido conoci-
das y asumidas como resultado de la actividad de la actividad industrial o por un hecho 
conocido y consentido por el industrial. Obviamente, cualquier otro daño civil por con-
taminación ocasionado por dolo, conocimiento o incumplimiento grave de las obliga-
ciones tampoco quedará cubierto. Tampoco la contaminación histórica (del pasado) ni la 
crónica (inevitable), En la contaminación crónica se incluyen los vertidos y emisiones 
causadas por las instalaciones en su funcionamiento normal, lo que excluye generalmen-
te las inmisiones. Esta garantía no se puede aplicar si una instalación presenta incorfo-
midades o defectos conocidos, de tal entidad que la ocurrencia de un incidente no es 
aleatorio, sino un resultado cierto en razón de la negligencia –se entiende grave- come-
tida. El aseguramiento se dirige a los operadores de un establecimiento industrial, agrí-
cola o comercial potencialmente peligrosas al medio ambiente, se exija autorización o 
simple declaración (loi 19 julliet 1976), Las reclamaciones deberán dirigirse al asegura-
do o asegurador durante el periodo de validez del contrato, si bien existe una garantía de 
cinco años desde la terminación del contrato para reclamar. 
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Una cuestión especialmente importante del aseguramiento francés de los daños ci-
viles por contaminación es la garantía de “medidas de prevención”. Esta garantía con-
siste en cubrir, en caso de amenaza real e inminente de daños garantizados, los gastos 
incurridos por el asegurado para prevenir los daños a terceros. Por ejemplo los gastos de 
neutralización o eliminación de sustancias propagadas al medio ambiente, por medio de 
operaciones como la limpieza de suelos, aguas subterránas, compra de productos de 
lucha contra la polución, arriendo de equipos y materiales, etc. Se pone como condición 
que estas medidas estén relacionadas con un atentado fortuito que, por naturaleza, sea 
susceptible de hacer surgir la responsabilidad civil, en la medida donde ella constituye 
una amenaza real e inminente de daños a terceros. Se reconoce en la página web del 
Assurpol que estas medidas preventivas tienen una ventaja excepcional al poder aplicar-
se independientemente de la garantía de responsabilidad civil, de manera que ciertos 
siniestros pueden de esta manera limitarse a la neutralización de una fuga antes de su 
propagación más allá de la industria de donde procede. Desde el punto de vista tempo-
ral, estas medidas pueden imponerse cuando la constatación verificable de una amenaza 
de daño se produzca durante el período de validez del contrato. 
En mi opinión, el aseguramiento de los daños civiles por contaminación que ofrece 
el Assurpol francés es digno de elogio. Por una parte, cubre el aseguramiento de cerca 
de 600.000 instalaciones potencialmente peligrosas, que son las establecidas principal-
mente en el loi du 15 julliet 1975, equivalente a nuestro RAMINP o legislación auto-
nómica equivalente que lo sustituye. Por lo tanto, no se centra solamente en las activi-
dades anormalmente peligrosas (1300 instalaciones aproximadamente), ni a las que se 
exige autorización ambiental (70.000 instalaciones), sino que incluye también unas 
480.000 instalaciones aproximadamente (peligrosas), siendo, en resumen, las fábricas, 
talleres, depósitos o sitios que generalmente puedan suponer peligro o inconvenientes 
para otros servicios: salud, seguridad y salud pública, agricultura, convivencia vecinal, 
protección de la naturaleza y del medio ambiente, etc. La loi du 15 julliet 1975 recoge, 
por lo tanto, una nomenclatura de las actividades y las sustancias y fija para cara una los 
umbrales para la determinación de los regímenes administrativos para que el operador 
pueda iniciar la actividad: régimen de autorización y de declaración, lo que sería equiva-
lente en nuestro derecho al régimen de autorización ambiental integrada (LPCIC) y de 
licencia ambiental (RAMINP o legislación autonómica). El aseguramiento a terceros se 
hace más que necesario a partir de 1970 tras la producción de importantes accidentes 
medioambientales. Antes de estas fechas no había este tipo de coberturas y pasaban a 
regularse dentro de la garantía de Responsabilidad Civil General de Daños, en el título 
de recursos de los vecinos y de terceros. No obstante, el aseguramiento francés de daños 
ambientales tradicionales “arrastra” los mismos problemas de los que adolece el contra-
to de seguro: solamente garantiza los daños producidos de forma accidental y aleatoria 
para el asegurado, aunque la forma de transmitirse la contaminación sea repentina o 
gradual. En definitiva, la polución accidental se centra en los casos en los que los suce-
sos se definen como ruptura de una canalización o de una máquina2350, quedando exclui-
dos, por lo tanto, las inmisiones, dolo y culpa grave. 
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2) Análisis de la Póliza del aseguramiento de los daños medioambienta-
les y civiles por contaminación del Pool Español. 
A) Condiciones generales de la póliza del Pool. 
a) Tipos de responsabilidad cubierta por el seguro. 
Tras la aparición de la Ley de Responsabilidad Medioambiental, el Pool Español de 
Riesgos Medioambientales contiene un producto básico de seguro que contiene las co-
berturas de responsabilidad civil y medioambiental, pasándose a llamarse “Seguro de 
Responsabilidad Civil y Medioambiental por Contaminación”, que se estructura en tres 
módulos de cobertura (www.perm.es): 
«A. Responsabilidad Medioambiental por contaminación, excluido gastos de desconta-
minación del suelo propio. 
B. Descontaminación del propio suelo. Garantiza los gastos de descontaminación del sue-
lo que ocupa la actividad asegurada, prestación que queda expresamente excluida del módulo 
A). Se ha separado esta cobertura en un módulo aparte porque la contratación de la misma re-
querirá de información complementaria y se aplicarán criterios específicos derivados de la 
contaminación. 
C. Responsabilidad Civil por Contaminación. Por este módulo se asegurarán daños a per-
sonas, propiedades y perjuicios económicos derivados de contaminación». 
Como se indica en la página web del Pool Español de Riesgos Ambientales, se in-
tenta dar una solución a los riesgos medioambientales, a raíz de la aprobación de la 
Ley de Responsabilidad Medioabiental (www.perm.es): 
“La Ley de Responsabilidad Medioambiental […] implanta un nuevo tipo de responsabi-
lidad administrativa, adicional a la responsabilidad civil por contaminación que ya conoce-
mos, con lo cual se generan para sus clientes nuevas necesidades de cobertura, que no encuen-
tran una adecuada respuesta aseguradora en los productos existentes. 
A fin de dar una solución más ajustada a dichas necesidades de cobertura, el Pool ha pre-
parado nuevos seguros mediante los que se abarcan, en diferentes módulos de cobertura, las 
responsabilidades que se vienes asegurando hasta ahora y los que nacen con la nueva ley, en 
los aspectos en que unas y otras son asegurables. Los nuevos seguros sustituyen a los que ac-
tualmente se ofrecen y constituirán en adelante la oferta aseguradora de la Agrupación”. 
A fecha de marzo de 20122351, la cobertura de los daños medioambientales y civiles 
por contaminación del Pool Español se llama “Seguro de Responsabilidad Medioam-
biental y Civil por Contaminación”, que establece tres modalidades: una obligatoria 
relativa al aseguramiento de la Responsabilidad Medioambiental (Módulo A) y dos vo-
luntarias relativas al aseguramiento de los costes de descontaminación del Suelo (Módu-
lo B) y de Responsabilidad Civil (Módulo C). Esta nueva confección cambia la configu-
ración tradicional del seguro de “Responsabilidad Civil Medioambiental” en el que se 
recogían tanto la responsabilidad civil por daños tradicionales como la responsabilidad 
por daños a elementos naturales. Además, la contratación del Módulo A es básico y los 
Módulos B y C son complementarios y de contratación voluntaria. Antes de la aproba-
ción de la Ley de Responsabilidad Medioambiental, el Pool ya recogía los daños a ele-
mentos naturales dentro del denominado “seguro de responsabilidad civil por contami-
nación”, por lo que los actuales Módulos de responsabilidad A y C estaban incluidos en 
un solo, mientras que el actual Módulo B se correspondía con el anterior “seguro com-
binado”, que cubría los costes de descontaminación del suelo. 
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Las cláusulas de las pólizas de responsabilidad civil y medioambiental por conta-
minación establecidas en el Seguro de Resonsabilidad Medioambiental y Civil por con-
taminación suelen tener el siguiente contenido: 
- Contaminación es “la introducción o dispersión en la tierra, el agua o el aire de 
materias o formas de energía que produzcan en la calidad de dichos medios un deterioro 
que resulte peligroso o dañino” 2352. Esta definición se compone de cuatro elementos 
principales: a) el hecho, que se produce por una inmisión; b) los elementos contaminan-
tes que de manera genérica alcanza a “materias o formas de energía” con la que se cu-
bren todas las posibles formas de presencia de contaminantes, con la excepción en todos 
los pools de radiaciones iónicas y campos electromagnéticos, y de ruidos, vibraciones, 
rayos y olores, que en el PERM se exlcuyen mientras que en el Pool francés se incluyen 
expresamente; c) los medios sobre los que actúa la contaminación, siendo principalmen-
te el agua, el aire o la tierra; y d) el efecto negativo. 
- Las exclusiones de la cobertura, entre otras, son los riesgos del desarrollo y la 
contaminación causada por emisiones autorizadas. En el primer caso, en el Pool español 
y francés se excluyen expresamente, mientras que en otros textos no es así, y, en el caso 
alemán, se incluyen. En cuanto a la segunda de las exclusiones en Francia y España se 
ha optado por excluirlas expresamente, mientras que otros países guardan silencio. No 
cubre la responsabilidad por contaminación que resulte de circunstancias desconocidas 
por el estado del arte, la consentida o normal, los daño genéticos y los daños ecológicos 
puros, lo que puede sugerir que  los aseguradores no desean que su actividad se elevara 
al rango de panacea de la responsabilidad civil ambiental2353. 
- Limitaciones a la cobertura. La fuente de producción de la contaminación se 
lleve a cabo dentro de instalaciones industriales terrestres fijas. También puede venir 
limitada la cobertura por siniestro y agregado anual2354. Las limitaciones en lo referente 
a la causa originaria y al desarrollo de la contaminación pueden obedecer, según DE LAS 
HERAS2355 a los siguientes modelos:  
o Contaminación accidental y repentina, en la que se requieren dos condiciones 
para que pueda tener lugar: a) el hecho ha de tener una causa inesperada, que 
no forme parte del desarrollo normal de la actividad; b) la contaminación ha de 
producirse de forma súbita, es decir, que el transcurso de tiempo desde que 
empieza a producirse en hecho contaminante hasta que se descrubre la existen-
cia de la contaminación es muy corto (este plazo oscila entre las 72 hasta las 
168 horas, según mercado). 
o Contaminación accidental (ya sea repentina o gradual): sólo requiere para su 
inclusión que la primera de los dos condiciones anteriores tenga lugar. Este es 
el caso habitual de el pool Italiano, Francés y Español. 
o Contaminación accidental o no accidental: se refiere a la la contaminación que 
cause un daño está asegurada independientemente de que su origen esté en un 
hecho ordinario o extraordinario de la actividad, siempre que no se haya causa-
do de forma intencionada. Esta modalidad de daño no doloso no es aceptada en 
la mayoría de pools por cuanto no cuenta con el factor de la aleatoriedad del 
hecho generador del siniestro. 
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- Los daños indemnizables suelen referirse al deterioro de los elementos naturales 
(medio ambiente): tierra, agua o aire, y al daño causado como consecuencia del deterio-
ro de los elementos naturales anteriores, que actúan como vehículo de la contaminación 
(daños tradicionales): i ) daño personal: lesión corporal, enfermedad o muerte causados 
a personas físicas; ii) Daño material: el daño, deterioro o destrucción de cosas y el daño 
o la muerte causados a animales; iii) perjuicio: la pérdida económica; esto es, la pérdida 
o disminución de ingresos o la generación o incremento de gastos. Estos últimos de-
berán: ser demostrables y cuantificables en términos económicos, y ser consecuencia 
directa de un daño personal o material cubierto por la póliza. 
- Las prestaciones del asegurador son: a) indemnizaciones o gastos necesarios pa-
ra la reparación del daño; b) gastos de defensa del asegurado; c) imposición de fianzas 
judiciales para garantizar la responsabilidad; y d) gastos extraordinarios en los que incu-
rra el asegurado para aminorar las consecuencias del siniestro, y/o para prevenir la ocu-
rrencia de un siniestro inminente. Las prestaciones están limitadas tanto en cuanto a la 
acumulación de las prestaciones (la unidad del siniestro para casos de daños o reclama-
ciones en serie), así como el límite anual, a modo de agregado de cobertura por el con-
junto de siniestros atribuidos a una misma anualidad de seguro.  
- En cuanto a la delimitación temporal de la cobertura, es decir, la determinación 
del momento que puede servir de detonante de la cobertura, se garantizan los siniestros 
que cumplan estas tres condiciones2356: i) que la causa de la contaminación no se haya 
producido antes de la entrada en vigor de la póliza; ii) que la primera  manifestación o 
descubrimiento del daño se produzca dentro del período de la póliza; y iii) que la recla-
mación del perjudicado se produzca dentro del período del seguro, o, como máximo, en 
los dos años siguientes a su extinción.  
El seguro considera el momento del siniestro el de la primera manifestación del da-
ño, con una extensión temporal de dos años para las reclamaciones. El dies a quo será el 
de la fecha del siniestro (considerada como el momento del primer descubrimiento de la 
contaminación). Por otra parte, se dará un período de dos o tres años después de cance-
lada la póliza, para la recepción de reclamaciones de siniestros comprendidos dentro del 
período de cobertura. 
Una cuestión importante y negativa de este tipo de seguro es su aspecto de constitu-
ción voluntaria, lo que hace dudar de su futura aplicación y lo que le sitúa en una clara 
desventaja frente a los daños medioambientales. En esta carrera parece ser que ha gana-
do “por goleada” el interés de la preservación del medioambiente frente al interés de las 
personas que se hayan visto individualmente afectadas por un daño como consecuencia 
de la contaminación ambiental. Por ende, esta decisión del legislador de excluir la res-
ponsabilidad civil por los daños tradicionales del régimen de responsabilidad medioam-
biental y no regular aquélla mediante una ley especial, produce una serie de agravios 
comparativos con el régimen jurídico público de resarcibilidad por daños. Puede suce-
der el caso paradójico de que una contaminación producida por una industria recogida 
en el Anexo III LRM produzca con el mismo hecho contaminante una leve contamina-
ción del medio y un daño grave a la salud de las personas. El primero quedaría cubierto 
por el seguro de responsabilidad medioambiental, mientras que el segundo solamente en 
el caso de que haya sido voluntariamente suscrito por el operador, situación del todo 
inaceptable y necesitada de un impulso legislativo definitivo. Nos gusta en este aspecto 
la solución francesa del Assurpol. 
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b) El elemento formal: la póliza del contrato. 
La Póliza es el documento contractual que contiene las condiciones reguladoras del 
seguro y forman parte integrante de la misma: las Condiciones Generales, las Particula-
res que individualicen el riesgo y, en la gran mayoría de los seguros de responsabilidad 
civil por contaminación, las Especiales que hacen referencia a una determinada modali-
dad de contrato en función de la cobertura concreta2357, y los Suplementos que se emitan 
a la misma para complementarla o modificarla. Las condiciones generales podrán ser 
redactadas por la aseguradora con base a la LOSSP, excepto en los seguros obligatorios, 
que deberán ser autorizados por la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 
(DFSFP). Las condiciones generales deberán cumplir, en cualquier caso, con lo dispues-
to en el art. 3 LCS2358. SÁNCHEZ CALERO2359 dipone que dichas condiciones especiales, 
que no están formalmente reconocidas en la LCS, hay que asimilarlas en cuanto a su 
régimen a las generales puesto que están predispuestas, con carácter general, para esas 
modalidades de seguro. 
En el documento de CONDICIONES GENERALES del Seguro de responsabili-
dad medioambiental y de responsabilidad civil por contaminación se establece, en el 
apartado relativo a BASES DEL CONTRATO, que:  
«A.- CONTRATO. 
A los efectos de este seguro, se entiende por contrato el documento que contiene las 
condiciones reguladoras de seguro. Forman parte integrante del Contrato: 
 Las Condiciones Generales. 
 Las Particulares que individualizan el riesgo. 
 Las Especiales y los Suplementos o Apéndices que se emitan al mismo para comple-
mentarlo o modificarlo». 
Se suscita la duda de si es de aplicación a las Condiciones Generales de la póliza la 
Ley de Condiciones Generales de Contratación (LCGC) que, en su art. 2, al definir el 
concepto de predisponente y adherente indica que este último puede ser un profesional 
«sin necesidad de que actúe en el marco de su actividad», lo que ha llevado a algún au-
tor2360 a justificar la posible aplicación al Seguro de Responsabilidad Civil por Contami-
nación ya que el art. 2 implica que también puede actuar el asegurado en el marco de su 
actividad. La LCGC (art. 7) recoge una serie de supuestos en los que rige la regla de 
“No incorporación”. Por su parte, el art. 8 LCGC recoge la regla de la “Nulidad” de 
pleno derecho de algunas Condiciones Generales. Para determinar la nulidad de alguna 
de las cláusulas se deberá acudir art. 3 LCS. 
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Se impone una obligación material relativa a la obligación del redactor de las cláu-
sulas de hacerlo con claridad y precisión y cuyo incumplimiento podría dar lugar a la 
aplicación de la regla contra proferentem y a favor del adherente (art. 6.2 y 3 LCGC y 
1288 C.c.) o a la declaración de no incorporación (art. 7 b) LCGC) y en la sentencia que 
la estime deberá aclararse la eficacia o la nulidad del contrato si éste no puede subsis-
tir2361. También se contemplan las condiciones en cuanto contenido normativo básico de 
la relación contractual, intentando asegurar tanto la realidad del consentimiento como el 
control del contenido del contrato a favor del asegurado, prohibiéndose las cláusulas 
lesivas y, en cuanto a las limitativas, se exige un suplemento de consentimiento (de-
berán ser específicamente aceptadas por el asegurado).  
El carácter lesivo de la cláusula vendrá determinado por la situación de despropor-
ción o desequilibrio que produce la condición en el contrato o porque sea contraria a la 
buena fe, cuya sanción será la nulidad de la cláusula y no necesariamente del contrato. 
Por su parte, las cláusulas limitativas son las que limitan las facultades del asegurado 
dentro de las normas de derecho dispositivo, que quedan bajo el imperio de la autonom-
ía de la voluntad, empeorando su situación negocial respecto a lo que habría resultado 
de aplicar la norma dispositiva. Deberán ser aprobadas por escrito por el tomador del 
seguro y una vez incorporadas al contrato deberán aparecer en el mismo de modo desta-
cable, so pena de tenerse como no puestas. 
Si se trata de un seguro de grandes riesgos (art. 107.2 c) LCS) los requisitos son que 
la actividad supere, al menos, dos de los tres criterios siguientes: un balance superior a 
6.200.000 €, un importe neto del volumen de negocio de 12.800.000 € o un nº medio de 
empleados durante el ejercicio de 250, según el art. 44.2 LCS, no será de aplicación el 
art. 2 LCS que a su vez dispone que «Las distintas modalidades del contrato de seguro, 
en defecto de Ley que les sea aplicable, se regirán por la presente Ley, cuyos preceptos 
tienen el carácter imperativo, a no ser que se disponga otra cosa». Esto implica que no 
hay base legal para estimar nula la cláusula lesiva que vaya en contra de la LCS en el 
caso de seguro de grandes riesgos, por lo que en estos casos habrá que acudir a las nor-
mas generales de interpretación de los contratos de acuerdo con el art. 57 CCom y 1281 
C.c. o al último criterio de buena fe del art. 1258 C.c. y a las normas generales de la 
nulidad contractual. 
Otras condiciones de funcionamiento recogidas en las Condiciones Generales de la 
Póliza son las relativas a la subrogación y reclamación de daños al asegurador o toma-
dor (arts. 5 y 6) y extinción, nulidad, prescripción, jurisdicción y comunicaciones (arts. 
7 a 11 respectivamente), sobre las que no me voy a detener, ya que no guardan ninguna 
especialidad con la materia del daño por contaminación. 
c) Obligaciones del tomador: el pago de la prima; información sobre el riesgo y 
permiso de acceso y medidas de prevención, evitación y reparación. 
Según dispone el «ARTÍCULO 3: OBLIGACIONES DEL TOMADOR DEL SE-
GURO Y DEL ASEGURADO», las obligaciones giran en torno al pago de la prima, 
información sobre el riesgo, permiso de acceso, prevención, evitación de un siniestro 
inminente y obligaciones en caso de siniestro. 
El Pago de la Prima contiene las siguientes previsiones: el tiempo del pago, la de-
terminación de la prima, el cálculo y liquidación de las primas regularizables, el lugar 
de pago y las consecuencias del impago de las mismas.  
                                                 
2361
 SÁNCHEZ CALERO, F.: Ley de contrato de seguro…, op. cit., p. 86.  
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   449 
En fase precontractual, el Asegurador exigirá al Asegurado que le informe de cuan-
tas cuestiones sean necesarias para la óptima concreción de los riesgos de la actividad, 
así como para comprobar si la misma cuenta con las medidas preventivas adecuadas. 
Esta obligación refleja el deber del tomador del seguro o del asegurado de declarar al 
asegurador, de acuerdo con el cuestionario que éste le someta, todas las circunstancias 
por él conocidas que puedan influir en la valoración del riesgo. El art. 3.2 establece las 
obligaciones al contratar el seguro. Cobra especial relevancia el deber de declarar del 
Asegurado con la máxima buena fe («ubérrima bona fides»), máxima colaboración con 
el Asegurador y lealtad, exactitud y diligencia posible de todas aquellas circunstancias 
que éste deba conocer para poder decidir, con el máximo conocimiento de daños que 
solamente el Asegurado puede ofrecerle, si acepta o no la concertación del seguro2362. 
Durante esta fase el Asegurador puede practicar una política de selección de riesgo. En 
el supuesto de que las declaraciones del Asegurado sean inexactas, «El asegurador 
podrá rescindir el contrato mediante declaración dirigida al tomador del seguro en el 
plazo de un mes, a contar del conocimiento de la reserva o inexactitud del tomador del 
seguro» (art. 10 LCS). No se trata de que el Asegurador quede liberado sin más, sino de 
que no se le pueda exigir que haga frente a sus obligaciones cuando las manifestaciones 
vertidas por el Asegurado no sean claras y exactas, por cuanto el contrato de seguro es, 
en estos casos, nulo “ab initio”2363. Con la franquicia el Asegurado se convierte en un 
coasegurador de su propio riesgo, motivo por el que será el primer interesado en evitar 
que el siniestro tenga lugar, lo que sólo puede ser posible a través de la instalación de 
las más elementales medidas de prevención 2364.  
Ya entrados en fase contractual, se recoge el deber del tomador del seguro o del 
asegurado de comunicar, durante la vigencia del contrato, y tan pronto como le sea po-
sible, todas las circunstancias que agraven el riesgo y sean de tal naturaleza que si 
hubieran sido conocidas por éste en el momento de la perfección del contrato no lo 
habría celebrado o lo habría concluido en condiciones más gravosas2365 (art. 11 LCS), 
con peligrosas consecuencias en caso de no hacerlo. Una vez comunicado, el asegurador 
puede: 1) proponer una modificación del contrato, en el plazo de 2 meses, que podrá ser 
aceptada o rechazada por el tomador en el plazo de 15 días. En caso de rechazo (o de 
silencio) el asegurador podrá rescindir el contrato, previa audiencia del tomador (art. 12 
1º); o 2) rescindir el contrato, comunicándolo al asegurado en el plazo de un mes.  
En la cláusula 3.2.4 viene recogido lo que sucede en caso de agravación del riesgo. 
Si la agravación del riesgo proviene del desenvolvimiento normal y previsible del ries-
go, el Asegurador no podrá alegar la existencia de agravación del riesgo, por cuanto 
tales circunstancias las debería haber tenido a la hora de otorgar el contrato2366. Para tal 
determinación habrá que estar al caso concreto, siendo la prueba a cargo del Asegura-
dor. Las consecuencias de la agravación del riesgo se centran en la posibilidad del Ase-
guador de modificar el contrato o, en su caso rescindirlo, tal y como indica el art. 12 
LCS. Las consecuencias de la inexactitud o reserva en la información dará lugar, según 
la cláusula 3.2.6 a que el asegurador pueda rescindir el contrato, mediante declaración 
dirigida al Tomador, en el plazo de un mes, a contar del conocimiento de la reserva o 
inexactitud en la información sobre el riesgo o agravación. 
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La disminución del riesgo es de aplicación a todo tipo de contratos (art. 13 LCS y 
cláusula 3.2.5 Condiciones Generales del Seguro). Su aplicación faculta al Asegurado o 
al Tomador para que comuniquen o no estos cambios, si bien éstos, además de implicar 
una disminución del riesgo, deberán ser novedosos, imprevistos, relevantes y estables. 
En el caso de que el Asegurador no disminuyera la prima para el período siguiente tras 
la comunicación en cuestión, el Tomador tiene la facultad de resolver el contrato y soli-
citar, en su caso, la devolución de la diferencia de la prima satisfecha y la que hubiera 
correspondido pagar en el período comprendido entre el momento en que lo hubiera 
comunicado y la fecha de resolución. El problema será determinar esa diferencia. El 
objetivo es salvaguardar el equilibrio de las contraprestaciones del contrato. En los as-
pectos medioambientales podrán ser motivo de disminución de la prima la adopción de 
medidas que disminuyan el riesgo, como la implantación de Sistemas de Gestión Am-
biental basados en la Norma ISO 14001 o el EMAS, la introducción de mejoras en el 
proceso productivo derivado de las MTD’s, etc. 
El riesgo se configura como un elemento esencial en el contrato de seguro, por lo 
que en el caso de inexistencia de riesgo el contrato deviene nulo de pleno derecho (art. 4 
LCS). El concepto de riesgo está íntimamente ligado al de siniestro, que no es más que 
el riesgo sucedido. El riesgo en el seguro de responsabilidad civil por contaminación es 
la posibilidad de causar daños a los particulares como consecuencia la contaminación 
transmitida a través de un elemento del medio ambiente por los que pueda serle exigida 
la responsabilidad al asegurado (antes de la aprobación de la LRM también estaba in-
cluido dentro del concepto de riesgo el de los daños a los elementos naturales, que hoy 
en día pasan a regularse como una modalidad separada de aseguramiento del Pool). Su 
configuración es convencional, por cuanto al contrato se le confía la delimitación del 
ámbito de cobertura del aseguramiento, ya que cualquier hecho que quede fuera del 
mismo, estaría excluido de la cobertura.  
Las medidas a adoptar ante la producción de un riesgo o daño vienen recogidas en 
el art. 3.4 (prevención), 3.5 (obligación de evitar un siniestro inminente) y 3.6 (obliga-
ciones en caso de siniestro). El art. «3.4 PREVENCIÓN» establece: 
«El Asegurado está obligado a respetar en su actividad todas las normas obligato-
rias que le sean aplicables, sean del rango que sean, así como las medidas aconsejadas 
por la buena práctica y la experiencia, para reducir el riesgo de un accidente o minimi-
zar las consecuencias del mismo en caso de que se produzca y, en particular a: 1) 
 Efectuar en todos sus equipos e instalaciones las operaciones de mantenimiento y las 
revisiones o pruebas de funcionamiento recomendadas por el fabricante o el provee-
dor de los mismos y las reparaciones necesarias. 
 Adoptar y mantener las medidas preventivas para evitar un siniestro en todo mo-
mento y, en especial, cuando conozca la ocurrencia de un acontecimiento que puede 
ocasionarlo. 
 Diseñar, ensayar y poner en práctica, en caso necesario, los planes de emergencia 
pertinentes». 
Este deber de prevención se realizará mediante la fijación de medidas atinentes a 
los riesgos del seguro, que le suelen venir fijadas por la actividad de que se trate. P. ej. 
respetar las normas obligatorias que le sean aplicables, adoptar las medidas aconsejables 
por la buena práctica, etc. El asegurado deberá asumir, por tanto, las consecuencias de la 
adopción de las medidas de prevención, por cuanto el incumplimiento de las normas 
administrativas generará un incumplimiento por culpa grave, y excluirle del riesgo ase-
gurado, además de otras posibles consecuencias frente a terceros2367. 
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Por otro lado, el art. «3.5 OBLIGACIÓN DE EVITAR UN SINIESTRO INMI-
NENTE», dispone que: 
«Tan pronto como se produzca una situación de riesgo inminente de causar una 
contaminación susceptible de dar lugar a un siniestro, el Tomador del seguro o el Ase-
gurado deberán adoptar las medidas preventivas apropiadas que estén a su alcance pa-
ra evitar que dicha contaminación se produzca; en su caso, en colaboración con la au-
toridad Competente. 
El incumplimiento de este deber dará derecho al Asegurador a reducir su presta-
ción en la proporción oportuna, de producirse el siniestro, teniendo en cuenta la impor-
tancia de los daños derivados de dicho incumplimiento y el grado de culpa del Asegu-
rado. Si este incumplimiento se produjera con la manifiesta intención de perjudicar o enga-
ñar al Asegurador, éste queda liberado de toda prestación derivada del siniestro. 
Los gastos que se originen por el cumplimiento de esta obligación, siempre que no se-
an inoportunos o desproporcionados a las consecuencias previsibles, serán de cuenta 
del Asegurador, con los límites y en las condiciones que se fijan en el contrato, incluso si 
tales gastos no han tenido resultados efectivos o positivos. 
En defecto de pacto se indemnizarán los gastos efectivamente originados, cuyo mon-
tante, añadido al de las demás prestaciones, no podrá exceder de la suma asegurada 
para este concepto. El Asegurador que en virtud del contrato sólo deba indemnizar una par-
te del siniestro, deberá reembolsar estos gastos en la misma proporción, a menos que el To-
mador del seguro o Asegurado hayan actuado siguiendo las instrucciones expresas del Ase-
gurador para ese caso en particular». 
La aminoración de las consecuencias del siniestro es un deber del Tomador del Se-
guro y del Asegurado que interesa sobre todo al Asegurador, ya que la indemnización 
final a satisfacer será menor en caso de que se puedan reducir los efectos totales del 
daño, empleando los medios a su alcance2368. Su incumplimiento dará derecho al asegu-
rador a reducir su prestación en la proporción oportuna, teniendo en cuenta la importan-
cia de los daños y el grado de culpa del asegurado. Los gastos de aminoración y/o evita-
ción correrán a cargo del asegurador, o se indemnizarán, según contrato, siempre que el 
Asegurado pruebe que se han cumplido una serie de requisitos. Los gastos efectuados 
deberán ser los necesarios, adecuados y proporcionados. No se indemnizarán, por tanto, 
los gastos que sean consecuencia situaciones de peligro tales como las prácticas de man-
tenimiento inadecuadas o aquellas que no conlleven el riesgo de un daño o perjuicio 
inminente con cargo al seguro. En cualquier caso, no son reintegrables los gastos deri-
vados de la restauración o reparación de los daños producidos en instalaciones u otros 
bienes no amparados por el seguro; los gastos de evitación de daños a instalaciones no 
previstas en el seguro, u otros fines que no estén cubiertos. Se trata de una medida pre-
cautoria de prevención indirecta que no afecta al riesgo en sí mismo, sino que actúa so-
bre la conducta de los obligados y de los terceros (“deber de salvamento”). Habrá que 
conocer cuanto antes la existencia del hecho, así como todas las circunstancias que lo 
han provocado, al objeto de que el Asegurador ponga en marcha todos los mecanismos 
necesarios para realizar las averiguaciones pertinentes que le lleven a concluir la exis-
tencia o no de cobertura del hecho acaecido, poner medios para que no hayan repercu-
siones mayores y liquidar justamente los daños y perjuicios. 
                                                 
2368
 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., p. 271. Según esta autora, esta obligación «más que estar en 
función del siniestro en sentido técnico jurídico tienen sentido en función de la propia responsabilidad 
civil. Lo que se pretende es que el daño afecte lo menos posible al patrimonio del asegurado para cuya 
cobertura se ha contratado el seguro de responsabilidad civil. Cuanto menos sea lo que se pueda reclamar 
al asegurado menos se verá afectada su responsabilidad civil y, en consecuencia, su patrimonio que es lo 
cubierto con el seguro». 
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Asimismo, el art. 3.6 OBLIGACIONES EN CASO DE SINIESTRO establece la 
obligación de comunicar el siniestro (ap. 1) y de comunicar las circunstancias y conse-
cuencias del mismo (ap. 2). El art. 16 LCS exige un plazo para comunicar el siniestro, a 
contar desde el mismo instante en que el Tomador o el Asegurado hayan tenido cono-
cimiento de su acaecimiento. No obstante, como indica HEBRERO ÁLVAREZ2369, dicho 
plazo constituye un requisito de procedibilidad de las acciones derivadas del contrato de 
seguro, pero no un plazo de prescripción de las mismas, es decir, si la comunicación se 
realizar transcurrido dicho plazo, o no se llega a realizar, el Asegurador no podrá rehu-
sar la cobertura del siniestro, ni podrá oponerlo como excepción frente al Tomador del 
Seguro y/o el Asegurado. Lo único que puede dar lugar es a la exigencia por el Asegu-
rador a éstos de la indemnización de daños y perjuicios que se le haya podido causar por 
la falta o retraso de la comunicación, con la excepción de que haya tenido constancia del 
siniestro por otros medios (prensa, televisión, radio, etc.). 
Por otra parte, el apartado 3.6.3 recoge la «Obligación de aminoración o evitación de 
las consecuencias del siniestro. 
Tan pronto como se produzca el siniestro, el Tomador del seguro o Asegurado de-
berán emplear todos los medios que estén a su alcance para aminorar las consecuencias 
del mismo y evitar la producción de mayores daños. 
El incumplimiento de este deber dará derecho al Asegurador a reducir su presta-
ción en la proporción oportuna, teniendo en cuenta la importancia de los daños deriva-
dos de dicho incumplimiento y el grado de culpa del Asegurado. Si este incumplimiento 
se produjera con la manifiesta intención de perjudicar o engañar al Asegurador, éste queda 
liberado de toda prestación derivada del siniestro. 
Los gastos que se originen por el cumplimiento de esta obligación, siempre que no se-
an inoportunos o desproporcionados a las consecuencias previsibles, serán de cuenta 
del Asegurador hasta el límite fijado en las Condiciones Particulares del contrato, in-
cluso si tales gastos no han tenido resultados efectivos o positivos. 
En defecto de pacto se indemnizarán los gastos efectivamente originados, cuyo mon-
tante, añadido al de las demás prestaciones, no podrá exceder de la suma asegurada. El 
Asegurador que en virtud del contrato sólo deba indemnizar una parte del siniestro, deberá 
reembolsar los gastos de aminoración y evitación en la misma proporción, a menos que el 
Tomador del seguro o Asegurado hayan actuado siguiendo las instrucciones expresas del 
Asegurador para ese caso en particular». 
Según HEBRERO ÁLVAREZ2370, entablada por parte del tercero perjudicado la acción 
directa contra el Asegurador, éste no podrá alegar frente a aquél lo previsto en el art. 17 
LCS, sino que, probada la mala fe o el dolo, el Asegurado podrá reclamar los daños y 
perjuicios que le ha ocasionado la conducta del Asegurado y/o Tomador del Seguro. En 
cualquier caso, las medidas a adoptar serán las determinadas por la diligencia exigible a 
un prudente Tomador del Seguro, no debiendo adoptar otras medidas que entrañen ries-
go o costes excesivos (art. 17 LCS).  
Por su parte, el apartado 3.6.4 establece la obligación de otorgar la dirección del si-
niestro al asegurador, y el 3.6.5 la obligación de colaborar en su defensa por parte del 
asegurado y el tomador del seguro, en cuanto a la adopción de medidas que favorezcan 
su defensa frente a las reclamaciones de responsabilidad. Existe el deber de colabora-
ción con el Asegurador en caso de reclamación jurídica (art. 74 LCS), así como un de-
ver de manifestar la existencia del contrato de seguro y su contenido a tercero perjudi-
cado o a sus herederos (art. 76 LCS). 
                                                 
2369
 HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: “Prevención y Seguro…”, op. cit., p. 305.  
2370
 Ibid.: pp. 306-307.  
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d) Obligaciones del asegurador. 
Las obligaciones principales del asegurador, que vienen recogidas en las cláusulas 
generales, son tres: tramitación del siniestro2371, defensa del asegurado y prestación de 
fianzas, y cumplimiento de las prestaciones (art. 74 LCS). 
El Asegurador estará obligado también frente al asegurado a la prestación de evitar 
que el daño de la responsabilidad civil afecte al patrimonio del asegurado, concretándo-
se en una serie de prestaciones que consisten en el pago indemnizatorio a un tercero en 
el caso de que se declare la responsabilidad, o en una serie de prestaciones de hacer, 
cuando la compañía considere que la pretensión del tercero es infundada, concretándose 
en la asunción de defensa del asegurado y en los gastos que generen las costas. En vir-
tud de lo dispuesto en el art. 73.1º párrafo LCS:  
«Por el seguro de responsabilidad civil el asegurador se obliga, dentro de los límites es-
tablecidos en la Ley y en el contrato, a cubrir el riesgo del nacimiento a cargo del asegurado 
de la obligación de indemnizar a un tercer los daños y perjuicios causados por un hecho pre-
visto en el contrato de cuyas consecuencias sea civilmente responsable el asegurado, con-
forme a derecho».  
El tercero tendrá derecho a la indemnización siempre y cuando haya sufrido un da-
ño del que el asegurado sea responsable, que el seguro lo cubra y que no haya sido in-
demnizado por el mismo motivo, que será la establecida en la propia, al objeto de evitar 
un enriquecimiento injusto (art. 26 LCS). Una vez pagada ésta, se habrá satisfecho asi-
mismo el crédito del asegurado, es decir, el de evitar su daño patrimonial. No obstante, 
hay que tener en cuenta que los seguros de responsabilidad por contaminación suelen 
tener condiciones especiales (contaminación repentina, gradual, vertederos, estaciones 
de servicio, transporte terrestre, etc.).  
La cláusula 4.3 del modelo de Condiciones Especiales del Pool establece la obliga-
ción principal del asegurador. En el supuesto de que la reclamación se considere funda-
da por un Tribunal, la Administración2372 o un laudo arbitral2373, el asegurador estará 
obligado a pagar la indemnización al tercero, para lo cual se deberá determinar la res-
ponsabilidad del asegurado.  
En cualquier caso, el perjudicado podrá optar por sustituir el pago de la indemniza-
ción por la reparación o la reposición del objeto siniestrado (reparación “in natura”), tal 
y como expresa el art. 18 2º párrafo LCS. Este régimen lo separa notablemente del esta-
blecido en la LRM para los daños medioambientales, donde se potencia y se exige, en 
primer lugar, la reparación “in natura”. En cuanto al momento en el que se deberá reali-
zar el pago, el art. 18 LCS indica que será al del «término de las investigaciones y peri-
taciones necesarias para establecer la existencia del siniestro y, en su caso, el importe de 
los daños que resulten del mismo». En cualquier caso, sigue diciendo este artículo «el 
asegurador deberá efectuar, dentro de los cuarenta días, a partir de la recepción de la 
declaración del siniestro, el pago del importe mínimo de lo que el asegurado pueda de-
ber, según las circunstancias por él conocidaS».  
                                                 
2371
 Venen recogidas en los apartados 4.1, 4.2 y 4.3 respectivamente. 
2372
 Esto es posible en virtud de la potestad de vigilancia y sancionadora de las infracciones medio-
ambientales que tiene la Administración, de la cual se puede derivar la obligación de reponer o restaura-
ción de las cosas al estado anterior a la comisión de la infracción, y, en su caso, la indemnización de da-
ños y perjuicios (por ejemplo, art. 36 LPCIC). 
2373
 El laudo se sujetará a los dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de arbitraje. 
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B) Condiciones especiales de la responsabilidad medioambiental. 
a) Objeto y prestaciones del seguro. 
En cuanto al objeto y prestaciones del seguro, el modelo de póliza dispone, en su 
apartado 1º: 
«1. OBJETO DEL SEGURO 
De acuerdo con las condiciones del contrato y dentro siempre de los límites estableci-
dos en el mismo, el Asegurador cubre al Asegurado, en caso de siniestro, frente a la respon-
sabilidad medioambiental por daño medioambiental y amenaza inminente de daño medio-
ambiental, que sean directamente atribuibles a la actividad asegurada y que se produz-
can de forma accidental y aleatoria; es decir, que sean extraordinarios y que no se 
hayan generado de forma intencionada ni como consecuencia normal de la posesión de 
instalaciones o equipos al servicio de la actividad asegurada ni de un hecho previsto y 
consentido. 
En consecuencia, no queda asegurada la responsabilidad por aquellos daños que 
no cumplan alguno de dichos requisitos». 
Por su parte, el apartado 2º “Prestaciones” establece, a modo de resumen:  
a) Costes para prevenir una amenaza inminente de daño medioambiental.  
b) Costes de aminoración del daño medioambiental y evitación de nuevos daños 
medioambientales, siempre que dichos gastos no sean inoportunos o desproporcionados 
con el daño que se intenta aminorar o evitar.  
c) Costes de Reparación de los daños medioambientales:  
c-1) Para los daños a las especies silvestres y hábitats protegidos, daños a las aguas 
y daños a la ribera del mar y de las rías, se garantizan el coste de las medidas de repara-
ción primaria, hasta el punto y por el procedimiento que sea técnicamente posible y 
económicamente viable en términos de relación coste-beneficio y, como máximo, hasta 
devolverlos a su estado básico; y el coste de las medidas de reparación complementaria 
y compensatoria que sean necesarias, a tenor de lo establecido en el Anexo II de la Ley 
de Responsabilidad Medioambiental.  
c-2) Para los daños al suelo.- Se garantiza el resarcimiento de los costes de descon-
taminación, es decir: 1) Los necesarios para su limpieza y restauración o su retirada y 
sustitución, por el método más adecuado en términos de relación coste-eficacia, hasta 
cumplir el menos costoso de estos dos objetivos: a) Reducir la contaminación existente 
hasta devolverlo a su estado básico. b) Reducir la contaminación existente hasta que no 
genere riesgo significativo de que se produzcan efectos desfavorables para la salud 
humana o para los recursos naturales mencionados en los apartados anteriores, en fun-
ción del uso al que se destinaba el suelo en el momento de producirse el daño objeto de 
cobertura. 2) Los de traslado y depósito o de tratamiento final del suelo contaminado, 
incluyendo los de tratamiento para su descontaminación en el propio lugar y posterior 
reposición, o los de vertido, previo tratamiento si es necesario, y sustitución por otro 
limpio. 3) Los de remoción, traslado y depósito de otros bienes que fuera necesario reti-
rar o demoler para llevar a cabo la descontaminación del suelo garantizada, pero no de 
aquellos que haya que demoler o retirar por haber sido afectados por la Contaminación 
o cuya demolición o retirada se haga con algún otro fin.  4) Los de reposición o repara-
ción de bienes, que sea necesario remover o destruir total o parcialmente para llevar a 
cabo los trabajos de descontaminación del suelo, salvo aquellos que fuera necesario 
remover o destruir, no para llevar a cabo la descontaminación del suelo, sino para evitar 
otro siniestro o aquellos cuyo defecto haya dado origen a una Contaminación. 5) Recu-
peración de los productos infiltrados. 
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d) Gastos de defensa.- La defensa del Asegurado, en cualquier procedimiento judi-
cial, como responsable, en un siniestro cubierto por este contrato, así como los honora-
rios y gastos de toda clase que dicho procedimiento conlleve para el Asegurado. Se in-
cluyen en la garantía todos los demás gastos judiciales, que sin constituir sanción perso-
nal, sobrevinieran a consecuencia de cualquier procedimiento.  
En cualquier caso, no son reintegrables y se deducirán del importe a indemnizar, los 
gastos efectuados para o en relación con: 1) Reparar o restaurar los daños o deterioro 
producidos en instalaciones u otros bienes que no tengan la consideración de daño me-
dioambiental objeto de cobertura o introducir cualquier tipo de mejora. 2) Evitar o pre-
venir un daño a instalaciones o a otros bienes que no tengan la consideración de daño 
medioambiental objeto de cobertura. 3) Otros fines que no sean los expresados en las 
respectivas prestaciones del Contrato, aunque se efectúen a raíz de la ocurrencia de un 
daño medioambiental objeto de cobertura». Como se puede ver, la correcta delimitación 
del daño medioambiental es la clave de su aseguramiento. 
Por otro lado, la cláusula 5 de las Condiciones recoge los supuestos de concurrencia 
de daños asegurados o no asegurados, y la claúsula 6 la concurrencia de seguros en un 
mismo siniestro, sobre los que no se va a hacer hincapié por no tener un interés relevan-
te para nuestro estudio. 
b) Delimitación de la cobertura y prelación de las indemnizaciones. 
En este apartado se trata el ámbito temporal así como el orden de prelación de las 
cuantías indemnizables. En primer lugar, respecto de la delimitación temporal de la co-
bertura, la cláusula 7ª  del Seguro dispone que:  
«7.- DELIMITACIÓN TEMPORAL DE LA COBERTURA. 
A efectos de delimitación temporal de la cobertura y del cómputo de la suma ase-
gurada por anualidad de seguro, se considera fecha del siniestro la de la primera mani-
festación constatable del daño medioambiental. Se entiende por primera manifestación el 
momento en que se descubra por primera vez la existencia de dicho daño, tanto si en-
tonces se considera significativo como si no es así. 
En consecuencia, en los seguros que se renueven anualmente, cada siniestro será 
atribuido únicamente a la anualidad de seguro, que comprenda dicha fecha, incluso si 
su proceso de desarrollo o sus efectos se extienden a lo largo de varias anualidades. 
En el caso de que un siniestro de lugar a varias reclamaciones, se considerará fecha 
del siniestro la de la primera manifestación constatable de la existencia de daño medio-
ambiental que originó la primera reclamación. 
Para que un siniestro quede comprendido dentro del período del seguro, debe cum-
plir estas tres condiciones: 
1ª- Que el comienzo del hecho causante del daño medioambiental o amenaza inmi-
nente de daño medioambiental objeto de cobertura sea identificado y se demuestre que 
ha ocurrido después de la fecha de entrada en vigor del seguro. En caso de no poder de-
terminarse o acotarse el momento de dicho comienzo, se presumirá que esta condición 
se cumple. El asegurado prestará toda la colaboración necesaria para su determina-
ción, invirtiéndose en caso contrario, esta presunción. 
Ampliación opcional de la cobertura a hechos de origen anterior.- Mediante pacto ex-
preso entre el tomador del seguro y el asegurador, que se hará constar en las Condiciones 
Particulares del Contrato, podrá ampliarse la cobertura, retrotrayéndose la fecha de referen-
cia para el cumplimiento de esta condición, a una anterior a la de entrada en vigor del seguro, 
siempre que se cumpan las condiciones 2ª y 3ª y que, a la fecha de contratación del 
mismo, ni el asegurado ni el tomador del seguro tuvieran conocimiento de la existencia 
de una situación o un hecho de los que para el primero pudiera razonablemente deri-
varse responsabilidad. 
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En tal caso, dicha fecha quedará indicada en las Condiciones Particulares del con-
trato. 
2ª.- Que la primera manifestación constatable del daño medioambiental objeto de 
cobertura (fecha del siniestro) se haya producido dentro del período del seguro. 
Ampliación opcional a hechos que se manifiesten con posterioridad.- Mediante pacto 
expreso independiente del anterior, entre el tomador del seguro y el asegurador, que se hará 
constar en las Condiciones Particulares del contrato, podrán prolongarse lo efectos de las ga-
rantías del seguro para que queden comprendidos en ellas los siniestros en los que, cum-
pliéndose las condiciones 1ª y 3ª, se de la segunda dentro de los tres años siguientes a la ex-
tinción del seguro. 
Si se ha acordado esta prolongación de las garantías, los siniestros manifestados 
durante los tres años siguientes a la extinción del seguro, se considerarán atribuídos a 
la última anualidad de seguro. 
3ª.- Que la reclamación haya tenido lugar dentro del período de seguro o dentro del 
plazo de tres años a contar desde la extinción del mismo. 
No obstante, la prolongación de la vigencia de la póliza para la primera manifesta-
ción del daño regulada en la condición 2ª, no tendrá efecto, aunque haya sido expresa-
mente pactada, si la extinción del seguro es consecuencia de la falta de pago de la prima. 
Por consiguiente, quedan fuera del período de cobertura las responsabilidades: 
 Que tengan su origen en situaciones o hechos no identificados o que se hayan origi-
nado antes de la fecha de efecto del seguro o bien antes de la fecha de retroactividad, 
fijada en su caso mediante pacto expreso. 
 Que resulten de daños medioambientales manifestados por primera vez después de 
extinguido el seguro, o bien después de transcurridos tres años desde dicha extin-
ción, si se ha acordado la prolongación correspondiente mediante pacto expreso. 
 Que sean consecuencia de reclamaciones formuladas una vez transcurridos tres años 
desde la extinción del seguro». 
Los dos momentos determinantes del ámbito temporal de la póliza son el de la pro-
ducción del daño y el de la reclamación, derivándose de este último, a su vez, el de la 
sentencia judicial firme que condena al responsable a satisfacer al perjudicado la in-
demnización correspondiente2374. Respecto del primero, con carácter general, el hecho 
causante de los daños debe haberse producido durante el período del seguro. Respecto 
del segundo, en virtud del art. 73 2º LCS2375, se admiten, como cláusulas limitativas de 
los derechos del asegurado, las que posibilitan la reclamación con posterioridad a la 
vigencia del contrato en los casos en que ésta haya tenido lugar dentro de un período de 
tiempo, no inferior a un año, desde la terminación de la última de las prórrogas del con-
trato, o, en su defecto, de su período de duración. Parecida solución temporal, si bien 
referida al momento anterior de la vigencia del contrato se ha previsto por parte del le-
gislador (cláusulas retroactivas). 
Se deberán cumplir los tres requisitos conjuntamente para que dé lugar la cobertura 
del seguro. La primera y segunda de estas condiciones se refieren a la exclusión de los 
“daños antiguos”, por lo que el asegurado deberá “esforzarse” en demostrar que la Con-
taminación se ha producido dentro del período de cobertura.  
                                                 
2374
 DE ÁNGEL YAGÜEZ, R.: Tratado de Responsabilidad Civil, op. cit., p. 991. 
2375
 Tras la adición operada por la disposición adicional 6ª de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados. Con esta reforma se daba validez a las denominadas 
cláusulas “claim made” que se venían utilizando por las aseguradoras antes del año 1995 para poner limi-
taciones a las posibles reclamaciones que se producían por los terceros dañados ya vencido el período de 
vigencia de la póliza. Sobre todo en los daños tardíos o diferidos, donde el daño se produce o manifiesta 
con posterioridad a la acción y omisión del responsable. 
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No obstante, en el caso de que reclame el tercero mediante acción directa al asegu-
rador, éste no podrá exigirle que pruebe este hecho, sino que corresponderá al asegura-
dor probar que el hecho contaminante se había producido con anterioridad (hecho extin-
tivo de su obligación de pago). Por su parte, la reclamación podrá iniciarse tanto me-
diante un procedimiento judicial o administrativo o bien un requerimiento formal y por 
escrito contra el asegurado o contra el asegurador, como mediante declaración por el 
asegurado al asegurador de este hecho contaminante. El problema es que, en el caso de 
que el asegurado cambie de compañía, el daño quede sin cobertura, por lo que podría 
estimarse que esta cláusula no es válida2376. Este problema no sucedería en el supuesto 
de que se renueven contratos sucesivos con la misma aseguradora2377. 
A estos supuestos problemas de falta de cobertura del seguro hay que añadir la de-
rivada de la determinación de la fecha del siniestro como fecha de la primera manifesta-
ción constatable de la contaminación (fecha a partir de la cual comenzará el plazo de 
caducidad2378 para entablar la acción del perjudicado). Por lo tanto, a la hora de definir el 
siniestro en la póliza se tiene en cuenta el hecho causal generador de los daños, por lo 
que la misma fecha debería utilizarse para fijar el momento del siniestro. 
El art. 9 establece la «PRELACION DE PARTIDAS A INDEMNIZAR. 
Como norma general, de conformidad con lo que establece la Ley de Contrato de Segu-
ro, se irán liquidando hasta agotar, como máximo, la suma asegurada, los pagos por presta-
ciones que hayan sido determinadas, ya correspondan a uno o más siniestros, sin esperar a 
que sean establecidas y cuantificadas todas y cada una de las partidas a indemnizar. 
En el caso de que dicha suma asegurada pueda no ser suficiente para cubrir todas las 
partidas del siniestro o los siniestros garantizados que en un momento dado se hallen pen-
dientes de liquidación, se atenderán los pagos por el orden siguiente: 
1º.- Costes para la prevención de una amenaza inminente de daño medioambiental. 
2º.- Costes para restaurar los daños medioambientales, por el orden de actuaciones que 
en cada caso se apruebe por la Autoridad Competente. 
Las prestaciones complementarias, se indemnizarán cuando las prestaciones específicas 
hayan sido satisfechas hasta el alcance conocido y entre ellas, por este orden: 
1º.- Gastos de defensa del asegurado. 
2º.- Costes para prevenir una amenaza inminente de daño ambiental objeto de cobertu-
ra.  
3º.- Costes de aminoración y evitación de nuevos daños. 
El asegurador sólo está obligado a respetar dicho orden de prelación en la medida que 
las consecuencias del siniestro sean conocidas, determinadas y cuantificadas económicamen-
te en el momento de comprometerse a hacer frente a cada una de las partidas de costes y da-
ños indemnizables y salvo que existan razones de urgencia o de eficacia que recomienden al-
terarlo». 
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 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., p. 240. Como afirma esta autora «Pensemos, por ejemplo, que 
el riesgo inminente o la emisión que, no se ha manifestado, se produce el 30 de diciembre y la manifesta-
ción el día 7 de enero teniendo la póliza un período de seguro anual conforme al año natural. En ese caso 
para el primer contrato (n-1) no se cumpliría la primera de las condiciones y para el segundo contrato (n) 
no se cumpliría la segunda». En la p. 242 concluye: «Si se deja fuera este hecho causal no se está cu-
briendo la responsabilidad lo cual iría en contra del principio de reciprocidad del contrato de conformidad 
con el art. 1 de la LCS (…). El hecho casual, la manifestación y la reclamación no son riesgos distintos 
sino momentos de realización de un mismo riesgo: el de responsabilidad civil». 
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 HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: El aseguramiento…, op. cit., pp. 278-280. 
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 El término “caducidad” implica que transcurrido el plazo de los dos años la reclamación no es-
tará cubierta. 
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El orden de prelación se aplicará una vez que las indemnizaciones hayan quedado 
fijadas. Una vez fijado el importe y la prelación en el pago, se procederá al pago (siendo 
aplicables los recargos de demora del art. 20 LCS), computándose el plazo desde la fe-
cha del siniestro, si bien se considerará la fecha en que se interpuso la acción directa o la 
reclamación por parte de tercero, cuando el asegurador demuestre que no tuvo conoci-
miento del suceso con anterioridad. 
En el caso de que el asegurador estime que la reclamación es infundada, asumirá la 
dirección jurídica frente a la reclamación del perjudicado, salvo pacto en contrario, 
siendo de su cuenta los gastos de defensa que se le ocasionen (art. 74 1º LCS). No obs-
tante, dispone el 2º párrafo, «cuando quien reclame esté también asegurado con el mis-
mo asegurador o exista algún otro posible conflicto de intereses, éste comunicará inme-
diatamente al asegurado la existencia de estas circunstancias, sin perjuicio de realizar 
aquellas diligencias que por su carácter urgente sean necesarias para la defensa». Para 
este caso «el asegurado podrá optar entre el mantenimiento de la dirección jurídica por 
el asegurador o confiar su propia defensa a otra persona. En este último caso, el asegu-
rador quedará obligado a abonar los gastos de tal dirección jurídica hasta el límite pac-
tado en la póliza». 
El art. 8 recoge la delimitación territorial y jurisdiccional del a cobertura, sobre la 
que no se hará mención por no ser de interés relevante.  
El Pool pactó expresamente la extensión a los países miembros de la Unión Euro-
pea la cobertura del seguro (daños transfronterizos), siempre que el hecho generador de 
la responsabilidad se haya generado en los centros descritos en las pólizas (que podrán o 
no estar ubicadas en España), y que se declare la ley aplicable (fuero). 
c) Exclusiones del seguro. 
Según DÍEZ-PICAZO G, las exclusiones que se suelen recoger en el mercado interna-
cional son las siguientes: 1º) el importe de las sanciones debidas a infracciones legales o 
administrativas. 2º) Daños que tengan su origen en el efecto lento y persistente de la 
emisión de elementos. 3º) Daños que tengan su origen en el incumplimiento deliberado 
de las prestaciones legales y reglamentarias vigentes en materia de contaminación y 
protección del medio ambiente. 4) Daños que tengan su origen en la infracción delibe-
rada del fabricante. 5) Daños producidos en la experimentación de técnicas de investi-
gación no homologadas o insuficientemente contrastadas en materia de prevención, con-
trol y minoración de los elementos contaminantes. 6º) Daños de carácter genético cau-
sados a persona o animales. 7º) Daños producidos por lluvia ácida. 8º) Enfermedades 
profesionales 9º) Daños causados por personas o industrias que no tienen la condición 
de productor o gestor de residuos tóxicos o peligrosos, etc.2379 
Por otra parte, el «CAPITULO 2º: EXCLUSIONES» dice que: 
10.- EXCLUSIONES APLICABLES CON CARÁCTER GENERAL 
Queda excluida de este seguro la cobertura de prestaciones o gastos relacionados 
con, o que se deriven de: 
10.1.- Daños originados o agravados por cualquier comportamiento deliberada-
mente incorrecto del Asegurado; a título enunciativo pero no limitativo: 
 Actos u omisiones dolosos o incumplimiento conocido por el Asegurado, o que no 
podía ser ignorado por el mismo, de la normativa obligatoria aplicable a la Actividad 
asegurada, tanto en materia medioambiental, como en cualquier otra materia. 
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 Mala utilización o falta o defecto de mantenimiento, reparación o reposición de las 
instalaciones o mecanismos o sus componentes. 
 Métodos de operación elegidos en la actividad asegurada o defectos conocidos exis-
tentes en las instalaciones o equipos con que se realiza, que hagan inevitables o al-
tamente previsibles los daños. 
 Abandono o falta prolongada de uso de instalaciones, sin tomar las medidas adecua-
das para evitar el deterioro de sus condiciones de protección o seguridad. 
 Omisión de su obligación de poner todos los medios a su alcance para prevenir o evi-
tar la producción o el agravamiento de daños, una vez conocida la ocurrencia de un 
hecho que pudiera causarlos. 
En caso de ser el Asegurado principal una persona jurídica, las exclusiones anterio-
res se aplican en tanto que los comportamientos descritos sean imputables a los propie-
tarios, a los órganos rectores o sus miembros, o a los directivos de la empresa o del cen-
tro asegurado. 
La cláusula 10.1 parece excluir cualquier tipo de falta de diligencia grave o dolo 
por parte del asegurado, lo que nos abocaría a la responsabilidad el resto de casos de 
negligencia menos grave o por caso fortuito (art. 1105 CC). Creo que lo que pretende 
esta cláusula es excluir la cobertura cuando el daño al medio ambiente es un daño segu-
ro al eliminarse el criterio de azar. De lo contrario, al no cubrirse la responsabilidad por 
culpa el seguro de responsabilidad civil quedaría privado del sentido que le es propio2380. 
Cabe recordar que el art. 33.2 c) LRM recoge la misma causa de exclusión de la cober-
tura del daño medioambiental: «[…] se considerará hecho generador la contaminación 
que se produzca de forma accidental y aleatoria, es decir, que sea extraordinaria y que 
no se haya generado por ninguna de las siguientes causas: […] c) Como consecuencia 
de un hecho previsto y consentido por el operador, ocurrido dentro del recinto en el que 
se lleva a cabo dicha actividad o en el ámbito geográfico para el que la actividad ha sido 
autorizada». El hecho de que se exija la no intencionalidad se puede entender como 
“normal” tanto en cuanto al daño medioambiental (art. 32 a) LRM) 2381 como al daño 
tradicional, por cuanto el art. 19 LCS exije el carácter no intencional, no siendo ampa-
rable por el seguro la actuación de mala fe del asegurado, sin perjuicio de que esta cau-
sa, según la LCS, no es oponible frente a terceros2382.  
Conforme al art. 19 LCS, la actuación del Asegurado ha de ser regida por los prin-
cipios de buena fe, pues sólo así se garantizará la indemnización en caso de que se pro-
dujera un siniestro. De esta manera, se puede estimular de forma indirecta la preven-
ción, dado que el Asegurado se esforzará por evitar cualquier conducta incorrecta que 
pueda producir un siniestro. No obstante, creo que que hubiera sido preferible la utiliza-
ción del concepto “dolo” en lugar de “mala fe”, por cuanto así reza el contenido del art. 
1255 C.c. y la jurisprudencia2383. No se puede menospreciar que, sin embargo, que esta 
excepción que puede oponer el Asegurador al Asegurado no es oponible frente a terce-
ros, quienes tendrán la acción directa para reclamar los daños y perjuicios padecidos, 
según indica el art. 76 LCS.  
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 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., p. 232. Según la autora: «La actuación poco diligente del mis-
mo hará que se le declare responsable y la ausencia de cobertura implicará que el seguro de responsabili-
dad civil deje de tener sentido. ¿Para qué quiero un seguro de responsabilidad civil que cubre el riesgo de 
mi actividad si en el caso de que yo cometa un error no me va a cubrir? El seguro así concebido carace de 
virtualidad». 
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 El art. 32 a) LRM recoge la intencionalidad del daño como causa de exclusión de la considera-
ción de hecho generador de la contaminación producida de forma accidental, aleatoria y extraordinaria. 
2382
 HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: El aseguramiento…, op. cit., p. 287. 
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 SSTS 2.12.1981 o 9.12.1994. 
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Esta posibilidad de que el seguro dé cobertura a hechos dolosos ha sido calificada 
por HEBRERO ÁLVAREZ2384 como una “aberración jurídica”. Es evidente que se busca 
proteger “a toda costa” al tercero perjudicado, pero ello no debe significar, según el au-
tor, que tenga cabida a reclamaciones de terceros perjuicados por hechos de carácter 
doloso del Asegurado. El riesgo ha de provenir siempre que eventos aleatorios, nunca 
voluntarios conforme a un obrar positivo y potestativo. Por ello, este autor cree que el 
legislador se refiere en el art. 76 LCS a “culpa grave” cuando dice “dolo”, ya que la 
primera sí es asegurable y se distingue de la segunda por no producirse de forma inten-
cional, sino una falta de diligencia exigible (art. 1104 C.c.). No obstante, la culpa grave 
y leve pueden ser a su vez excluidas expresamente de la cobertura, sobre todo en el caso 
de la culpa grave en relación con el aseguramiento de los daños causados por contami-
nación, especialente los provocados al medio ambiente, pues de lo contrario podría vul-
nerarse el principio de prevención.  
Por otra parte, el apartado primero («Actos u omisiones dolosos o incumplimiento 
conocido por el Asegurado, o que no podía ser ignorado por el mismo, de la normativa 
obligatoria aplicable a la Actividad asegurada, tanto en materia medioambiental, como 
en cualquier otra materia») y cuarto («Abandono o falta prolongada de uso de instala-
ciones, sin tomar las medidas adecuadas para evitar el deterioro de sus condiciones de 
protección o seguridad») de las causas de exención establecidas (cláusula 10.1 de las 
condiciones especiales de este seguro) han sido calificadas por ZUBIRI DE SALINAS2385 
como culpa grave, mientras que la segunda («Mala utilización o falta o defecto de man-
tenimiento, reparación o reposición de las instalaciones o mecanismos o sus componen-
tes») como culpa no grave, por lo que en este último caso no podría afirmarse, según la 
autora, que existe una falta absoluta de diligencia sino simplemente una falta de diligen-
cia, por lo que la exclusión de la cobertura hace que la cobertura del seguro sea excesi-
vamente restringida, ya que sólo parece responderse por parte de la aseguradora en caso 
de actuación fortuita, del todo inaceptable.  No obstante, respecto de los daños medio-
ambientales, el art. 32 apartados d), e) y f) 32 LRM recogen causas de exclusión que 
vienen a coincidir con las tres causas descritas con anterioridad, ya que se considera que 
su vulneración impide la consideración de que se pueda tratar de un hecho generador de 
contaminación accidental, aleatoria y extraordinaria, necesaria para determinar el ámbi-
to temporal de la garantía. En lo referente a la tercera de las cláusulas (“Abandono o 
falta…”) no estaba recogida en la antigua póliza del Seguro de Responsabilidad Civil. 
En las Condiciones Especiales del Seguro de Responsabilidad Medioambiental por 
Contaminación, la cláusula 10 establece: 
«(…) 10.5- Daños resultantes del normal desarrollo de la actividad asegurada y no 
de un hecho accidental y extraordinario, tanto si las consecuencias habían sido previs-
tas como si no (…). 
Igualmente se excluyen los gastos sobrevenidos por el cierre, falta de utilización, 
sustitución, reparación, limpieza o reposición a su estado original de dichos bienes del 
asegurado, aun cuando su defecto o ineficacia sea la causa de un daño y aun cuando ta-
les gastos tengan como fin evitar un daño. También se excluyen los gastos relativos a la 
averiguación de dicho defecto o ineficacia (vaciado y llenado de las instalaciones u otros 
cualesquiera), o a la rectificación, mejora o incorporación de nuevos elementos a los 
mismos. (…). 
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 HEBRERO ÁLVAREZ, J.I.: “Prevención y Seguro…” , op. cit., pp. 309-310.  
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 ZUBIRI DE SALINAS, M.: op. cit., p. 231. Según la autora: «Esta interpretación no tiene sentido 
sobre todo teniendo en cuenta que el mayor avance del seguro de responsabilidad civil fue permitir la 
cobertura de las actuaciones culpables del asegurado». 
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   461 
10.8.- Daños y perjuicios ocasionados con motivo de: 
 Guerra civil o internacional, haya o no mediado declaración oficial, levantamientos 
populares o militares, insurrección, rebelión, revolución u operaciones bélicas de 
cualquier clase, aún en tiempo de paz. 
 Actos político-sociales o sobrevenidos con ocasión de alborotos populares, motines, 
huelgas, disturbios internos, sabotaje y actos de terrorismo o de bandas armadas. 
 Temblores de tierra, terremotos, erupciones volcánicas, huracanes, inundaciones o 
cualquier otro hecho de la Naturaleza, de carácter extraordinario». 
La fuerza mayor es la causa de exención de la responsabilidad civil por excelencia, 
por lo que el seguro tampoco la podrá cubrir. En el caso de daños medioambientales, 
viene recogido en el art. 3.4 LRM y en el caso de los daños tradicionales causados por 
inmisiones contaminantes en el art. 1105 C.c. Asimismo, se excluyen los daños causa-
dos por instalaciones nucleares o elementos radiactivos, así como por materiales o equi-
pos que produzcan radiaciones ionizantes (10.9) y otros de menor importancia por lo 
que se refiere al objeto del presente trabajo.  
Por otro lado, no existe una cláusula que establezca la exención de responsabilidad 
por los riesgos del desarrollo. PAVELEK ZAMORA2386 relaciona los riesgos del desarrollo 
con el estado del arte (lex artis), aquellas reglas y tecnología aplicables en un momento 
determinado sin cuya inobservancia no habría lugar a responsabilidad. Los riesgos del 
desarrollo implica que, una vez declarada la responsabilidad (al haberse incurrido en 
culpa por el operador) se deberán asumir los costes de reparación. A diferencia del 
régimen de los riesgos del desarrollo en el módulo de responsabilidad civil por conta-
minación por daños “tradicionales”, en el régimen de la LRM la atribución de responsa-
bilidad no se produce de forma automática, sino que el operador deberá probar que no 
ha incurrido en culpa. 
Por lo que se refiere al daño medioambiental, el art. 14.2 b) LRM recoge la exen-
ción del operador de la obligación de sufragar el coste imputable a las medidas repara-
doras cuando: «demuestre que no ha incurrido en culpa, dolo o negligencia y que concu-
rre alguna de las siguientes circunstancias: […]. b) Que el operador pruebe que el daño 
medioambiental fue causado por una actividad, una emisión, o la utilización de un pro-
ducto que, en el momento de realizarse o utilizarse, no eran considerados como poten-
cialmente perjudiciales para el medio ambiente con arreglo al estado de los conocimien-
tos científicos y técnicos existentes en aquel momento». No se incluyen las causas por 
las que, en sede de Responsabilidad Medioambiental, se excluye la obligación del ope-
rador de sufragar los costes imputables a las medidas de prevención, evitación y repara-
ción en los siguientes casos (art. 14.1 LRM): 1) la actuación de tercer ajeno al ámbito 
de la organización de la actividad de que se trate e independiente de ella, a pesar de las 
medidas de seguridad adecuadas (ap. a). 2) El cumplimiento de una orden o instrucción 
obligatoria dictada por una autoridad pública competente, incluyendo las órdenes da-
das en ejecución de un contrato (LCSP), excepto que se haya dictado para hacer frente a 
una emisión o incidente previamente generado por el operador. Tanto en los casos de 
“riesgos del desarrollo” como en los relativos a emisiones o vertidos que se ajustan a las 
condiciones establecidas por la autorización administrativa, «el operador tendrá derecho 
a recuperar los costes imputables a las medidas de reparación de los daños medioam-
bientales, en los términos establecidos en la normativa autonómica, salvo lo dispuesto 
en el art. 34» (art. 15. 2 LRM).  
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C) Especialidades de la responsabilidad civil por contaminación. 
a) Características del seguro y definiciones. 
En el presente apartado se tratará de las condiciones especiales del seguro comple-
mentario de responsabilidad civil por contaminación del modelo de póliza del Pool, 
teniendo en cuenta que su cobertura es complementaria e independiente de la de Res-
ponsabilidad Medioambiental, y que los suscriptores obligatorios de este último tipo de 
cobertura serán los reflejados en el Anexo III de la LRM (actividades autorizadas reco-
gidas a su vez en el Anexo I de la LPCIC). En cualquier caso, el contenido literal de las 
cláusulas de las indicadas condiciones especiales se ha preferido recogerlas en el pre-
sente trabajo por cuanto pueden servir de orientación a otras posibles coberturas de la 
responsabilidad civil, así como advertir una serie de cuestiones acerca del alcance de la 
cobertura y de los supuestos de exclusión que merecen ser atendidos por la confusión 
que generan algunos de sus contenidos. 
En primer lugar, la modalidad de seguro se presenta tal que así: 
«Esta es la modalidad de seguro que nos interesa por lo que se refiere a nuestro trabajo, 
ya que trata del aseguramiento de la Responsabilidad Civil por haber causado daños o per-
juicios indemnizables a terceros por contaminación asegurada. 
Carácter complementario del seguro: este seguro es de contratación complementa-
ria al seguro de responsabilidad medioambiental, no puede, por tanto, contratarse de 
forma independiente. Las condiciones que lo rigen también son complementarias a las 
de dicho seguro, Por tanto, todas las cláusulas y definiciones del seguro principal, tie-
nen vigor para éste en todos los conceptos o materias que sean de aplicación. 
Independencia de la suma asegurada y la franquicia por siniestro: la suma asegu-
rada por este seguro y la franquicia aplicable por cada siniestro son, sin embargo, in-
dependientes de, las del seguro principal; en consecuencia, en el caso de que un solo 
hecho origine siniestros en ambos seguros, el asegurador tendrá que satisfacer las in-
demnizaciones debidas por uno y otro independientemente y hasta el límite o límites es-
tablecidos en cada uno de ellos y el asegurado tendrá que asumir a su cargo, también de 
forma independiente, los importes de las franquicias por siniestro establecidas en cada 
seguro. 
No duplicidad de costes de indemnizaciones por ambos seguros: no obstante lo an-
terior, se evitará que la concurrencia de ambos seguros provoque la duplicidad en rela-
ción con determinados gastos o indemnizaciones, los gastos deberaán atribuirse por 
tanto a uno u otro seguro o a ambos en la proporción que indique la naturaleza y fina-
lidad de los mismos». 
«CAPITULO PRELIMINAR: DEFINICIONES ESPECIFICAS 
Tercero: Cualquier persona física o jurídica, distinta de: 
• El Tomador del Seguro y el Asegurado, tanto el Asegurado Principal, como las personas 
comprendidas en el apartado a) de la definición “Otras Personas Aseguradas”. 
• El cónyuge, ascendientes y descendientes del Tomador del Seguro y del Asegurado Prin-
cipal. 
• Las empresas filiales, matrices o pertenecientes al mismo grupo empresarial del Tomador 
del Seguro o del Asegurado. 
Se entenderá que existe la condición de empresa filial y matriz respectivamente, cuando 
concurran las circunstancias que se establecen en la legislación mercantil vigente. 
Las personas naturales comprendidas en el apartado b) de la definición “Otras Personas 
Aseguradas” sí son consideradas terceros, pero la cobertura de los daños personales cau-
sados a las mismas está sujeta a las limitaciones del artículo 2.2. 
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Suma asegurada.- Para este seguro se establece una suma asegurada adicional e inde-
pendiente de la Suma Asegurada del seguro de responsabilidad medioambiental al que com-
plementa, que se rige en todo. 
Si al sufragar un coste correspondiente al seguro de responsabilidad medioambiental se 
estuviera a la vez resarciendo un daño correspondiente al de Responsabilidad civil por con-
taminación, dicho coste se asignará a ambos seguros en proporción directa a las cuantías de 
sus respectivas sumas aseguradas. 
Contaminación: a los efectos de este seguro, se considera Contaminación la introduc-
ción o dispersión de materias o sustancias en el suelo, el agua o el aire, que produzcan en la 
calidad de dichos medios un deterioro que resulte peligroso o dañino. 
En consecuencia, no se entiende como Contaminación, otros hechos, efectos o situa-
ciones no comprendidos en la definición, tales como: 
 El fuego, la explosión, u otro aumento violento de temperatura o presión. Sin em-
bargo, sí queda comprendida en la definición la eventual introducción o dispersión 
de materias o sustancias que se produzca a consecuencia de dichos hechos y que se 
ajuste a la misma. 
 Los ruidos, campos electromagnéticos o cualquier otra manifestación de energía, 
que se transmita por ondas o radiaciones. 
 Los olores. 
 Las modificaciones en el nivel, caudal o curso de las corrientes o masas de agua sub-
terráneas o superficiales. 
Contaminación Asegurada: 
Es aquella contaminación que sea directamente atribuible a la actividad asegurada 
y que se produzca de forma accidental y aleatoria; es decir, que sea extraordinaria y 
que no se haya generado de forma intencionada ni como consecuencia normal de la po-
sesión de instalaciones o equipos al servicio de la actividad asegurada ni de un hecho 
previsto y consentido. En consecuencia, no se considerará Contaminación asegurada 
aquella que no cumpla alguno de dichos requisitos. 
Daños y perjuicios objeto de cobertura: a los efectos de este Contrato serán objeto de 
la cobertura de este seguro los daños o perjuicios que se detallan en el apartado “Objeto del 
Seguro”. Se dividen en dos categorías: 
- Daños y Perjuicios a terceros que sean consecuencia directa de una contaminación ase-
gurada». 
En el modelo de Póliza los ruidos, campos electromagnéticos o cualquier otra mani-
festación de energía, que se transmita por ondas o radiaciones, u olores, queda fuera del 
concepto de contaminación y, por ende, de la Contaminación asegurada, lo que ha sido 
criticado2387 En mi opinión, quedan fuera daños aceptados tradicionalmente por la doc-
trina y la jurisprudencia civil como supuestos de contaminación generadoras de respon-
sabilidad civil extracontractual ex. arts. 1902 y 1908 C.c., lo cual se entiende no es de 
recibo. En el modelo de coniciones especiales de la antigua póliza del Pool estas cues-
tiones excluidas del concepto de contaminación venían a ser, a su vez, causas de exclu-
sión de la cobertura (apartado 2.1 letras n), ñ) y o), con la excepción de los olores (no 
estaban excluidos). HEBRERO ÁLVAREZ achaca esta exclusión a la incertidumbre actual 
acerca de la relación causal entre este tipo de inmisión y el resultado dañoso, aunque 
existan indicios de que puedan ser cancerígenos2388. 
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b) Objeto del seguro. 
El objeto del seguro de Responsabilidad Civil por Contaminación viene establecido en 
la cláusula 1 de las condiciones especiales del seguro complementario: 
«1. OBJETO DEL SEGURO 
De acuerdo con las Condiciones del Contrato y dentro siempre de los límites estableci-
dos en el mismo, el Asegurador cubre al Asegurado, en caso de siniestro, frente a la Respon-
sabilidadCivil, por haber causado daños o perjuicios indemnizables a terceros por contami-
nación asegurada. 
1.1.- Daños y perjuicios indemnizables: 
a).- Daños corporales: Muerte, lesión corporal o cualquier otro menoscabo de la in-
tegridad física o la salud de las personas. 
b).- Daños morales, que sean consecuencia directa e inmediata de un daño corporal 
amparado por el seguro. 
c).- Daños materiales: Destrucción, deterioro o pérdida de cosas o animales que 
pertenezcan a personas concretas. 
d).- Perjuicios: 
d-1). Las pérdidas económicas que son consecuencia directa de los daños corporales o 
materiales sufridos por el reclamante de dichas pérdidas. 
d-2). Las pérdidas económicas por paralización o aumento del coste de la actividad que 
resulten necesariamente de las acciones que sea necesario emprender para el cumplimiento 
de la responsabilidad medioambiental objeto de cobertura». 
El apartado 1.1 tiene una importancia crucial en lo que se refiere al alcance de la 
cobertura del seguro de responsabilidad civil por contaminación. En cuanto al daño mo-
ral, solamente son objeto de cobertura los que sean consecuencia directa e inmediata de 
un daño corporal, que incluye los daños a la salud física y psíquica si comporta una en-
fermedad reconocida ex art. 10:202 (1) EPTL, mientras que aquellos derivados de un 
daño a la dignidad humana, a la libertad o a otros derechos de la personalidad (daño 
moral) recogido en el art. 10:301 (1) EPTL no son objeto de cobertura. YANGUAS MON-
TERO achaca la falta de aseguramiento a varias razones: en primer lugar, a la reticencia 
del sector asegurador a cubrir unos daños heterogéneos y de difícil valoración; de otro, 
la ausencia de una conciencia generalizada de la importancia práctica y económica que 
para las actividades con incidencia ambiental tiene las reclamaciones por daños no pa-
trimoniales2389. La autora recuerda que el art. 73.1 LCS no distingue la naturaleza de los 
daños objeto de cobertura, por lo que resulta pacífica la admisión de los daños no patri-
moniales2390. El hecho de que no se cubran los daños morales tiene que ver con la exclu-
sión en el Seguro de la contaminación acústica, dado que este tipo de contaminación, 
por su naturaleza, es muy difícil que pueda producir daños patrimoniales y corporales, 
salvo cuando afecta a la salud, limitándose a los daños morales por la existencia de mo-
lestias intolerables. Por tanto, los daños morales que no deriven de daño corporal de-
berán solicitarse por el perjudicado al margen del seguro. Se llegará al extremo de que 
la mayoría de daños producidos por contaminación no tienen una vertiente corporal o de 
salud, por lo que en la gran mayoría de casos, el seguro no cubrirá este tipo de inmisio-
nes. Lo mismo sucede en el supuesto de lucro cesante. 
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 YANGUAS MONTERO, G.: El daño no patrimonial…, op. cit., pp. 231-234. Prueba de ello, según 
la autora (pp. 232-233) «es que no son muchas las actividades con incidencia ambiental que están obliga-
das a suscribir este tipo de seguros, siendo frecuente que se amparen el pólizas de responsabilidad civil 
general que no prevén siniestros ambientales». 
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c) Problemática de la cobertura del seguro de responsabilidad civil por contamina-
ción en materia de daños ocasionados por inmisiones. 
Surgen dudas acerca de la falta de cobertura del seguro por el hecho de que la con-
taminación se haya producido a raíz de un hecho previsto o consentido, por cuanto pa-
rece que se estaría en el supuesto de actuar negligente del asegurado, y esto puede ser 
interpretado un supuesto “normal” de contaminación para el tipo de actividad de que se 
trate. Es decir, la interpretación de la cobertura puede hacer pensar que solamente que-
dan cubiertos los daños fortuitos, lo que no tiene mucho sentido que sea el único daño 
cubierto por el seguro porque en virtud del art. 1105 C.c. éstos ya excluyen la responsa-
bilidad del causante del daño. Además, y centrándonos en la óptica de la Modalidad C 
del Seguro, el objetivo debería ser dar cobertura especialmente el daño producido a con-
secuencia de la culpa (falta de diligencia). ZUBIRI DE SALINAS2391 duda que se puedan 
contratar seguros de Responsabildiad Civil que cubra el riesgo de la actividad si en el 
caso de que se cometa un error no lo cubriera. Según opina la autora, ello podría vulne-
rar en el art. 73 1º párrafo LCS. En mi opinión, esta causa de exclusión (daño previsto y 
consentido) tiene más que ver con el hecho conocido que con el accidental-fortuito (da-
ño imprevisible o inevitable) o con la conducta negligente (daño previsible y evitable). 
En definitiva, creo que el término de “aleatoriedad” es totalmente incompatible con lo 
que se ha llamado en el presente trabajo “inmisión”, por lo que el seguro solamente 
puede cubrir los daños derivados de accidentes. 
El art. 32.2 LRM dice que «se considerará hecho generador la contaminación que 
se produzca de manera accidental y aleatoria, es decir, que sea extraordinaria y que no 
se haya generado por ninguna de las siguientes causas: a) De forma intencionada. b) 
Como consecuencia normal y prevista de la posesión de edificios, instalaciones o equi-
pos al servicio de la actividad autorizada. c) Como consecuencia de un hecho previsto y 
consentido por el operador, ocurrido dentro del recinto en el que se lleva a cabo dicha 
actividad o en el ámbito geográfico para el que la actividad ha sido autorizada. d) Por 
incumplimiento conocido por el asegurado, o que no podía ser ignorado por el mismo, 
de la normativa obligatoria aplicable a la actividad asegurada, tanto en materia medio-
ambiental, como en cualquier otra materia. e) Por la mala utilización consciente o falta o 
defecto de mantenimiento, reparación o reposición de las instalaciones o mecanismos y 
sus componentes. e) Por abandono o falta prolongada de uso de instalaciones o meca-
nismos y sus componentes (…)». La causa a), b) y c) viene reflejada en la Póliza de 
condiciones especiales del SRM (CERM-1203), lo que le aleja al daño producido me-
diante contaminación continuada. El resto de causas del art. 32.2 LRM las incluye la 
póliza en el capítulo 2º «Exclusiones», apartado 1 «Exclusiones aplicables con carácter 
general». Por su parte, el SCRCC recoge como «Contaminacion Asegurada» la misma 
definición dada para el SRM, así como todas las exclusiones indicadas en las condicio-
nes especiales del seguro de Responsabilidad Medioambiental al que complementa, 
independientemente de que recoja otras muchas que no son relevantes para nuestro Es-
tudio. Como se puede ver, el Pool y el mercado asegurador en general (el contenido 
expuesto se recoge en la gran mayoría de coberturas en esta materia) establece la misma 
definición de contaminación asegurada y de causas de exclusión. Esta posibilidad no 
hace sino reforzar la necesidad de regulación de los daños civiles por contaminación de 
forma independiente del régimen civil común cuando sea ocasionado por actividades 
recogidas en el Anexo III LRM (actividades autorizadas). 
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Los DCC se pueden distinguir en función de: 1) los intereses afectados, las invasio-
nes pueden perjudicar el uso y disfrute de la propiedad u otro tipo de intereses. 2) El 
grado de conocimiento por el operador del hecho contaminante, las emisiones pueden 
ser conocidas o producirse un escape desconocido. Si las emisiones desconocidas perju-
dican el uso y disfrute de la propiedad se les llama inmisiones. Si afecta a otro tipo de 
intereses pasarán a considerarse un caso de dolo. Por otro lado, las invasiones en el uso 
y disfrute de la propiedad que hayan sido ocasionadas por un escape desconocido, desde 
el momento en que las invasiones persistan, y este hecho sea conocido y aceptado por el 
operador, pasarán a considerase inmisiones. 3) De la peligrosidad de la actividad, si el 
escape es desconocido, independientemente de los intereses afectados, se reconducirá a 
los fundamentos de la responsabilidad basados en la culpa o negligencia, responsabili-
dad cuasi objetiva u objetiva por riesgo. Una gran parte de la doctrina y jurisprudencia 
patrias han intentado reconducir este tipo de daños a la responsabilidad sin culpa ex art. 
1908.2 C.c. basándolo en la doctrina del riesgo. 
De la clasificación anterior, pueden producirse las siguientes formas de contamina-
ción. Las inmisiones se manifestan normalmente de forma contínua y se producen como 
consecuencia de un hecho previsto y consentido por el operador, o como consecuencia 
normal y prevista de la posesión de las instalaciones o equipos al servicio de la activi-
dad autorizada. Las inmisiones que tengan origen en un suceso no conocido y que sigan 
teniendo lugar de forma continua o intermitente sin que el causante ponga remedio a las 
mismas, se convierte en un hecho previsto y conocido y, por lo tanto, en una inmisión. 
En cambio, pueden producirse DCC cuyo origen sea un escape no conocidas por el ope-
rador, que son aquellas producidas por un hecho no consentido, imprevisto o no evitado, 
alejado del “normal” devenir del ejercicio de la industria.  
De la definición de inmisión, que son las que ocupan una parte central de nuestro 
estudio por ser las que más han llevado a los particulares ante los juzgados de lo civil, 
especialmente en casos de molestias por humos, olores y ruidos, se puede concluir que 
las mismas no pueden ser objeto de aseguramiento por cuanto no se producen de forma 
aleatoria ni accidental, es decir, lo que le sitúa frente a un agravio comparativo respecto 
de las inmisiones accidentales, del resto de daños civiles por contaminación (daños civi-
les ambientales). Con base a lo expuesto se puede afirmar que la mayoría de supuestos 
de daños tradicionales por contaminación (que serán inmisiones) no se cubren mediante 
seguro. No obstante, esta falta de cobertura de los daños producidos por hechos previs-
tos y consentidos no es “patrimonio” de los daños tradicionales por contaminación, sino 
que también se extiende a los daños medioambientales. No obstante, en estos últimos y 
en los daños civiles por contaminación (excluidos a efectos del seguro las inmisiones) 
están excluidos del concepto de contaminación asegurada no solamente los daños pro-
ducidos por un hecho previsto y consentido o por la normal posesión de instalaciones o 
maquinaria (emisiones conocidas), sino también el dolo, y se excluyen de la cobertura 
aquellas conductas basadas en la propia puesta en peligro por parte del asegurado por 
desconocimiento, dejadez, mala praxis, etc.  
En definitiva, si se quiere tener un sistema perfectamente integrado y coordinado de 
los daños medioambientales y los daños civiles por contaminación a efectos de asegurar 
obligatoriamiente las medidas de prevención, evitación y reparación de los mismos, es 
necesario fijar el alcance de la “contaminación asegurada” y las causas de exclusión, 
armonizando ambos regímenes. De esta forma se conseguirá un sistema lógico y co-
herente que utilice los mismos mecanismos jurídicos y financieros para responder por 
unos mismos hechos contaminantes, independientemente de si sus efectos afectan al 
medioambiente o a intereses privados 
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d)  Propuesta de creación de un seguro obligatorio de responsabilidad civil por con-
taminación para actividades industriales autorizadas. 
El seguro supone una ventaja tanto para la víctima, que tendrá garantizada la com-
pensación, como para el responsable, desde el momento en el que se vea liberado del 
pago de sumas importantes; además constituye un intrumento destacado de política am-
biental al configurarse como un mecanismo eficaz de gestión de riesgos: en la medida 
en la que el importe de la prima del seguro está vinculado a la calidad en la gestión de 
riesgos. Es recomendable instaurar un sistema de seguro obligatorio al menos en rela-
ción con el ejercicio de determinadas actividades peligrosas2392. 
Los seguros voluntarios y obligatorios de responsabilidad civil tienen distinto fun-
damento. En el primer caso, el asegurado pretende trasladar a la compañía aseguradora 
las consecuencias económicas  del siniestro, sustituyendo la posible indemnización (in-
cierta en la cuantía y alcance) por el pago de una prima periódica. Por el contrario, los 
seguros obligatorios responden a un sistema de socialización de riesgos, impuesta a de-
terminadas actividades que, por la potencial peligrosidad que conllevan, deben asegu-
rarse del daño frente a terceros2393. En cualquier caso, será obligatorio el seguro en aque-
llas actividades que el Gobierno (Administración) determine, sin que puedan ser autori-
zadas en caso contrario (art. 75 LCS). Existe compatibilidad entre el seguro obligatorio 
y el voluntario, de manera que este último puede cubrir indemnizaciones más elevadas 
que en el primero (generalmente limitadas).  
ÁLVAREZ LATA dispone que la exigencia de responsabilidad civil por daños am-
bientales debería pasar por la necesidad de una garantía financiera de la reparación, da-
da la relevancia cuantitativa y cualitativa del daño y la progresiva objetivización de la 
responsabilidad, lo que formenta un necesario binomio responsabilidad civil-seguro2394. 
La autora se refiriere a la necesidad de que sea obligatoria la asegurabilidad del daño 
por contaminación cuando fuera causado por actividades con incidencia ambiental. El 
legislador parece haberle hecho caso al menos en lo referente el daño medioambiental, 
por cuanto existe una obligación de garantizar las obligaciones de prevención, evitación 
y reparación de los daños medioambientales por parte de aquellas empresas recogidas 
en el Anexo III LRM y que a su vez se remiten a las del Anejo 1 LPCIC, es decir, las 
actividades autorizadas. No obstante, nada se ha establecido para la responsabilidad 
civil tradicional por daños derivados de la contaminación proveniente de estas entida-
des, por lo que considero una solución parcial del legislador. Tal es así, que el modelo 
de condiciones especiales del daño civil por contaminación recogido en el Pool Español 
de Riesgos Ambientales es de carácter complementario y voluntario respecto del relati-
vo al seguro de responsabilidad medioambiental por contaminación. No obstante, aun 
siendo el seguro voluntario, creo que, de facto, el seguro pasaría a ser suscrito por la 
gran mayoría de estas industrias. Ello tendría un beneficio a la hora de calcular los posi-
ble efectos negativos de la contaminación, entre otras cuestions porque daría mayor 
certidumbre al sistema; por otro lado, los particulares podrían tener la seguridad de que 
se les asegure la reparación del daño; se pondría en un escalón de igualdad los daños 
medioambientales y civiles por contaminación. 
Otra solución posible sería la recogida en el Assurpol francés en cuanto establece 
una obligación de aseguramiento a todas las actividades peligrosas recogidas en la loi 
19 julliet 1976, incluyendo cerca de 600.000 instalaciones. 
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Parece muy interesante y conveniente la opción de suscribir un seguro con de res-
ponsabilidad medioambiental del Pool Español de Riesgos Medioambientales, que per-
mite, a su vez, contratar una póliza complementaria reguladora del daño civil por con-
taminación, lo que resulta muy útil para la cobertura del riesgo de daños para este tipo 
de actividades. Creo que si se creara una ley específica de responsabilidad civil por con-
taminación para actividades anormalmente peligrosas (podrían servir las del Anexo III 
LRM o Anexo I LPCIC), podría exigirse a este tipo de industrias la suscripción de las 
condiciones especiales relativas a este tipo de daños, poniéndolos al mismo nivel jurídi-
co de cobertura que sus “homólogos” daños medioambientales, al menos respecto de su 
forma de producción, pues, en definitiva, ambos tipos de daños derivan de un mismo 
hecho contaminante. En este punto creo que no sería suficiente con que doctrinal y ju-
risprudencialmente se aplicara la responsabildiad civil objetiva por daños civiles por 
contaminación producidos por actividades del Anexo III, pues seguiría faltando un pre-
cepto que obligara a estas empresas a adoptar el seguro. Para instaurar este sistema es 
necesario que los daños civiles por contaminación se sometan por igual al clausulado de 
las pólizas aseguradoras del mercado asegurador, para lo cual el estudio de las cláusulas 
del Pool pueden ser un buen referente pues el mismo suele “marcar tendencia”. Así, en 
el supuesto de que los DCC hubieran sido ocasionados alguna de las actividades recogi-
das en el Anexo III LRM o Anexo I LPCIC habría que estar a la definición de “conta-
minación asegurara” y a las cláusulas de exclusión para comprobar si los costes de pre-
vención, evitación o reparación están cubiertos o no, con independencia de que el daño 
haya sido ocasionado por inmisiones o por otros daños civiles por contaminación, si 
bien teniendo en cuenta que los daños ocasionados por inmisiones causadas por emisio-
nes conocidas están generalmente excluidas de la póliza pues se producen por hechos no 
aleatorios ni accidentales. En el caso de que no se aprobara una regulación específica 
para los daños civiles por contaminación ocasionada por actividades con elevada inci-
dencia ambiental que estableciera, entre otras cuestiones la obligación de constituir un 
seguro de responsabilidad civil por contaminación, las actividades que deben hacerlo y 
la atribución objetiva de la responsabilidad, la única posibilidad es que las mismas lo 
constituyan de manera voluntaria, pues muchas de las industrias preferirán una cobertu-
ra total de los posibles daños por contaminación. 
En el supuesto de considerar la póliza de los daños civiles por contaminación de 
forma complementaria a la de responsabilidad medioambiental, quizá las actividades 
que no requieran autorización ambiental integrada (anexo III LRM) no se les debería 
exigir seguro de responsabilidad civil por contaminación, por cuanto no coincidiría el 
régimen de responsabilidad (objetiva en el caso de las actividades del anexo III LRM y 
cuasi objetiva en el resto de actividades del RAMINP) ni el grado de peligrosidad 
(anormalmente peligrosas en el primer caso y molestas, insalubres, nocivas y peligrosas 
en el resto de casos). No obstante, ello no significa que las industrias no puedan asegu-
rar este tipo de daños (medioambientales o tradicionales), por cuanto siempre pueden 
acudir a pólizas específicas o de la industria que recojan este tipo de daños, teniendo en 
cuenta que las mismas, en especial las relativas a los daños tradicionales, tendrán un 
amplio margen de maniobra a la hora de confeccionar el clausulado, por cuanto existe 
una mayor independencia (o una total en el caso de daños tradicionales) con el conteni-
do de la LRM en cuanto a tipo de contaminación, actividades, coste de las medidas, 
régimen de exclusiones, etc. Esta solución tendría sentido si se permitiera el asegura-
miento de los daños medioambientales y civiles por contaminación en pólizas indepen-
dientes. De esta forma podría requerirse el seguro a todas las actividades del RAMINP 
y, por tanto, incrementar el espectro de actividades aseguradas, como ha hecho el pool 
francés (Assurpol) con el aseguramiento de este tipo de actividades.  
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CONCLUSIONES. 
1. Las industrias puede provocar la emisión de sustancias peligrosas, nocivas, mo-
lestas o insalubres en el ejercicio de su actividad, pudiendo provocar daños al medio 
ambiente o a las personas, físicas o jurídicas: 
a) Daños civiles por contaminación (o tradicionales) son los padecidos por los par-
ticulares en sus personas, bienes y derechos, causados por la contaminación. Se exclu-
yen de la regulación de la LRM, pues se consideran “no medioambientales”, pasando a 
regularse principalmente en los arts. 590, 1902 y 1908.2 C.c., sin perjuicio de otros ins-
titutos jurídicos: abuso de derecho (art. 7.2 C.c.), leyes de arrendamientos urbanos y de 
propiedad horizontal, interdictos posesorios, etc. 
b) Daños medioambientales son los daños a las especies silvestres y a los hábitat, 
aguas, ribera del mar y de las rías y suelo, ocasionados por el cambio adverso y mensu-
rable de un recurso natural o el perjuicio de un servicio de recursos naturales, tanto si se 
produce directa como indirectamente, incluidos aquellos ocasionados por elementos 
transportados por el aire (art. 2 LRM). Son los denominados tradicionalmente “daños 
ecológicos puros” o “deterioro ambiental”. No obstante, estos daños pueden tener la 
condición simultánea de bien de propiedad o titularidad del particular, en cuyo caso la 
forma de reparación se ajustará a lo dicho en la propia LRM, sin perjuicio de que pueda 
instarse su reparación en vía judicial civil.  
2. Para poder establecer una adecuada clasificación del régimen jurídico aplicable 
a los DCC, conviene tener en cuenta previamente los diferentes intereses afectados por 
la invasión, la forma de conducirse por parte del operador en su causación, y, finalmen-
te, la peligrosidad de la actividad que las produce:  
a) Los intereses perjudicados por una invasión contaminante pueden ser: a.1.) del 
uso y disfrute de la propiedad inmobiliaria: se les suele considerar “inmisiones” en un 
sentido general. En España pueden causarse daños a las personas o propiedades en rela-
ción con el bien inmueble. a.2) Otros intereses: son otros DCC causados en intereses 
distintos del uso y disfrute de la propiedad, es decir, se producen al margen de la rela-
ción de estabilidad con el fundo o bien inmueble invadido.  
b) En cuanto a la forma de causación de la contaminación, el operador puede haber 
actuado de forma: b.1) intencional (dolosa). b.2) Conocida, pero no intencional: el ope-
rador es conocedor de que la emisión está teniendo lugar, o es muy probable que así sea, 
como resultado de su actividad, pero aun así persiste en la misma. No obstante, no tiene 
ni la intención ni el conocimiento previo de la causación de perjuicios graves a particu-
lares. Generalmente provocan invasiones continuadas. Cuando afecten intereses relati-
vos al uso y disfrute de la propiedad son las verdaderas “inmisiones” y se aplicará la 
normativa de inmisiones vecinales (art. 590 y 1908.2 C.c.). Cuando afecten a otros in-
tereses se tratarán como daños intencionales (dolosos). b.3) No conocida: el operador no 
es conocedor del escape, siendo éste imprevisto y extraordinario con respecto al ejerci-
cio ordinario de la actividad, causando efectos contaminantes normalmente repentinos. 
Independientemente de que afecte el uso y disfrute de la propiedad u otros intereses, se 
reconducirán al régimen de la culpa (objetivada) o del riesgo. 
c) Con respecto a su peligrosidad, la actividad puede ser: c.1) no peligrosa, someti-
das al régimen de comunicación; c.2) peligrosa ( RAMINP, o legislación autonómica), 
sometidas a licencia ambiental), o c.3) anormalmente peligrosa (Anexo I LPCIC, o le-
gislación autonómica), que requieren AAI. No obstante, estas clasificaciones son mera-
mente indicativas desde el punto de vista civil, donde habrá que estar a la peligrosidad 
inherente a la actividad industrial caso por caso. 
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3. En algunos ordenamientos autonómicos o de otros países extranjeros (p. ej. el 
catalán o el alemán) se regulan las inmisiones dentro de las relaciones de vecindad y de 
las restricciones al derecho de la propiedad, alejándose, por tanto, del instituto clásico 
de la responsabilidad civil extracontractual. Suelen coincidir en que cuando se produz-
can inmisiones sustanciales causadas por una actividad que se ajusta al uso normal o 
autorizado, deberán ser toleradas y resarcidos los daños producidos y compensados los 
futuros, sin perjuicio de que el causante deba adoptar las medidas que sean técnica y 
económicamente posibles para reducir las inmisiones a la normal tolerabilidad. En cam-
bio, cuando las inmisiones que produzcan perjuicios sustanciales no vengan legitimadas 
podrán ser prohibidas y generarán responsabilidad.  
4. En el ordenamiento español no existe una regulación expresa de las inmisiones, 
pasándose a residenciarse mediante la acción de responsabilidad civil ex art. 1908.2 C.c. 
El resto de DCC se regula a través de la cláusula general de responsabilidad civil extra-
contractual ex art. 1902 C.c. Podemos clasificar los distintos fundamentos de la respon-
sabilidad civil por contaminación en función de los intereses afectados por la invasión, 
el actuar del causante y la peligrosidad de la actividad: 
a) Responsabilidad por hecho excesivo: se trata de la inmisión excesiva y nociva 
del art. 1908.2 C.c. Surge cuando se produzca una invasión -normalmente continua-, en 
el uso y disfrute de la propiedad, con conocimiento del operador industrial de que la 
emisión está teniendo lugar o es sustancialmente cierto que se producirá como resultado 
de su conducta, con independencia de la peligrosidad de la actividad. Se aplicará el art. 
1908.2 C.c. al resarcimiento del daño y a la evitación de ulteriores daños. Puede causar 
daños personales o patrimoniales. El art. 590 C.c.se aplicará a la tutela preventiva de las 
invasiones en el uso y disfrute de la propiedad y a la inhibitoria de inmisiones excesivas 
a través de la acción negatoria en su vertiente de cesación.  
b) Responsabilidad por culpa: el escape ha tenido lugar de forma desconocida por 
el operador de una actividad no peligrosa, pero se ha conducido con culpa o negligencia. 
La invasión alcanza todo tipo intereses (uso y disfrute de la propiedad u otros). Se apli-
cará el art. 1902 C.c. El problema de aplicar este tipo de atribución subjetiva es que la 
mayoría de casos de DCC industrial, las actividades o condiciones que los producen son 
peligrosas, pasando a aplicarse una culpa cuasi objetiva. 
c) Responsabilidad cuasi objetiva: el escape ha tenido lugar de forma desconocida 
por el operador de una actividad peligrosa. La invasión alcanza todo tipo de intereses 
(uso y disfrute de la propiedad u otros). Se utilizan expedientes objetivadores de la cul-
pa tales como la teoría del riesgo, la inversión de la carga de la prueba o el aumento de 
la diligencia exigible, de forma que ni el cumplimiento de la normativa reguladora de la 
actividad, ni el caso fortuito, eximen de responsabilidad al operador. De esta forma, si 
bien los tribunales aplican el art. 1902 C.c., lo hacen arguyendo una teoría propia y muy 
desarrollada. Se advierte el problema de que la jurisprudencia suele aplicar este tipo de 
responsabilidad también a las inmisiones excesivas. 
d) Responsabilidad objetiva: el escape ha tenido lugar de forma desconocida por el 
operador de una actividad o instalación anormalmente peligrosa. La invasión alcanza 
todo tipo de intereses, siempre que se ocasione dentro del ámbito de riesgo de la activi-
dad, con independencia del nivel de cuidado adoptado por el operador (Inglaterra y 
EEUU). En Alemania, la UmweltHG se aplica también a las invasiones producto de 
emisiones conocidas por el operador y continuas. En España se suele basar la responsa-
bilidad por riesgo en el art. 1908.2 C.c., derivado de la peligrosidad de la actividad, si 
bien no se desprenden del matiz de la inmisión “excesiva”. En algunas legislaciones 
especiales la fuerza mayor no exonera de responsabilidad. 
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5. Las inmisiones surgieron en sede de relaciones de vecindad. Originariamente, 
las relaciones de vecindad se basaban en el establecimiento de los requisitos y condicio-
nes jurídicas y fácticas necesarias para el establecimiento de una convivencia armónica, 
y su concepción, estricta o amplia, depende del momento histórico y lugar: 1) por un 
lado, en los ordenamientos característicos de la Codificación, en los que se plasmó el 
derecho de propiedad privada como derecho subjetivo individual, libre, absoluto, e ili-
mitado en esencia, los límites del dominio son una excepción pues sólo podían estable-
cerse por ley mediante las servidumbres legales, con la consecuencia de reconducir las 
relaciones de vecindad a las existentes entre propietarios vecinos (art. 1804 Code, art 
348 C.c. español, etc.). 2) En cambio, en aquellos ordenamientos donde la propiedad 
adquirió un significado básicamente económico (como por ejemplo el BGB alemán, 
C.c. italiano o catalán), se afronta el dominio desde una concepción subjetiva, haciéndo-
se referencia a las facultades del propietario que se definen sobre la base del poder del 
propietario de excluir a los demás del goce del bien.  
6. A partir del Siglo XVIII, entre los factores que han provocado la evolución de 
las relaciones de vecindad, se destacan: a) uno jurídico, en el que la propiedad se conci-
be como menos absoluta: b) uno sociológico, caracterizado por las concentraciones po-
blacionales y el aumento de la relación entre propietarios; c) uno de evolución económi-
ca y tecnológica, que ha provocado modificaciones en el destino de las propiedades, el 
surgimiento de numerosas instalaciones industriales, distintos métodos de producción, 
empleo de tecnología avanzada, etc. Así, junto a la vecindad clásica de naturaleza inter-
individual o interpredial aparece una vecindad moderna universal y colectiva, es decir, 
una vecindad industrial y urbana, caracterizada por: 
a) Conformar relaciones personales por el uso y disfrute de la propiedad, a título de 
dominio o cualquier otro título fruitivo, como conjunto de límites al ejercicio de la pro-
piedad basados en el respeto a los derechos de los demás, con el fin de que no se lesio-
nen en sus respectivos intereses jurídicamente protegidos, asegurando así la tutela de la 
propiedad, la salud y el bienestar de las personas.  
b) Englobar en el derecho de vecindad una vertiente jurídico-real y otra jurídico-
obligacional, lo que da lugar a la aparición, respectivamente, de instrumentos jurídicos 
de protección con carácter real (acción negatoria de inmisiones) y obligacional (respon-
sabilidad civil). Este derecho vecinal se integra por las disposiciones que delimitan la 
esfera de derechos y obligaciones recíprocas en relación con las propiedades vecinas, 
que se regulan como servidumbres legales o consuetudinarias de vecindad (art. 590 
C.c.), así como por aquellas normas que prevén la solución de de los daños derivados de 
las inmisiones excesivas y nocivas (art. 1908.2 C.c.).  
c) Caracterizarse el marco geográfico de la vecindad por la proximidad o zona de 
influencia de la inmisión real o potencial. 
7. La inmisión excesiva y nociva es la intromisión en un bien inmueble próximo 
al área de influencia del emisor, de humo, ruido, gases, vapores, olor, calor, temblor, 
ondas electromagnéticas y similares, que siendo transmitidas por elementos del medio 
ambiente (agua, suelo o aire), pueden llegar a afectar, en modo intolerable, los derechos 
inherentes a la propiedad y a la persona relacionada con aquélla de un modo estable. Las 
inmisiones inocuas o tolerables no se pueden prohibir ni dan lugar a indemnización. 
Cuestión distinta es que puedan haber casos expresamente previstos, como en los orde-
namientos alemán, catalán o italiano, donde aun existiendo inmisiones que producen 
perjuicios sustanciales aquéllas puedan ser lícitas -deban tolerarse- por haberse produci-
do por: a) actividades autorizadas; b) cuando se adecuen al uso normal de la actividad, o 
c) por primacía de los intereses de la Industria.  
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8. Las inmisiones se caracterizan por ser: 1) Indirectas, es decir, se separan siem-
pre de su punto de origen, lo que permite su propagación por medio de factores natura-
les (aire, tierra o agua), sin intervención de la voluntad humana. 2) Materiales: la inmi-
sión, atendiendo a criterios físicos, tiene una mínima corporeidad, o bien es incorporal, 
pudiendo ser medibles. 3) Positivas: la inmisión causa daños o molestias a las personas 
en su relación con la finca, o lo que es lo mismo, ha de interferir en el disfrute pacífico y 
útil del derecho de propiedad. 4) Producidas por emisiones conocidas por el operador 
como consecuencia del loable ejercicio de la actividad, es decir, consecuencia del dis-
frute del derecho de propiedad o de explotación de la actividad.  
La continuidad o periodicidad no es un requisito de las inmisiones, dado que pue-
den manifestarse súbitamente pero ser ser conocidas por el operador en el ejercicio loa-
ble de la actividad. No obstante, la continuidad: a) si la invasión afecta el uso y disfrute 
de la propiedad puede “convertir” un escape inicialmente desconocido en una emisión 
conocida, pasando a considerarse inmisión, cuando el perjudicado lo denuncie y el cau-
sante no pone remedio alguno; b) junto con la actualidad de la inmisión, es un requisito 
para ejercer la pretensión de cesación vía acción negatoria o de responsabilidad civil ex 
art. 1908.2 C.c.; c) puede ser un factor a tener en cuenta a la hora de determinar la gra-
vedad o intolerabilidad del daño, sobre todo cuando las inmisiones, aisladamente consi-
deradas, no producirían sino molestias leves; d) si la inmisión es repentina siempre se le 
aplicará la tutela reparadora ex art. 1908.2 C.c.  
9. La inmisión excesiva y nociva, ex art. 1908.2 C.c., se determina en virtud de la 
gravedad del daño o normal tolerancia de la misma, lo que se realizará a través del aná-
lisis de la entidad de la misma y los efectos perjudiciales en el fundo y en el sujeto inmi-
tido, a través de factores como la duración, intensidad, momento y lugar, atendiendo a 
un grado medio de sensibilidad hacia las mismas en los daños personales y a la adecua-
ción al uso normal del fundo inmitido en los patrimoniales. En caso contrario, ayudará 
la medición de la intensidad de la inmisión. Cuando estén produciéndose inmisiones 
excesivas y nocivas el perjudicado puede solicitar medidas de cesación y abstención de 
las mismas en sede de acción negatoria o de responsabilidad civil, así como la repara-
ción de los daños en sede del último tipo de acción citada. En otros ordenamientos, co-
mo el alemán o el catalán, los “perjuicios sustanciales” se acreditan, sobretodo, cuando 
se superen los valores límite de inmisión (VLI) reglamentarios, y se regula, de forma 
separada, la acción negatoria y la reparadora.  
10. Por otra parte, el criterio del uso normal (Cataluña y Alemania) o razonable 
(Navarra y Aragón) de la propiedad (actividad) toma en consideración a la emisión y al 
emitente, analizando el lugar de origen de la emisión y el sujeto activo, considerando 
tolerables aquellas inmisiones que derivan de un uso normal o razonable de la actividad, 
con independencia de que se ocasionen perjuicios sustanciales. Tendrá en cuenta la ade-
cuación del aprovechamiento al uso local de la actividad, analizando si la mayoría de las 
fincas son explotadas y producen inmisiones semejantes, así como si provoca enmisio-
nes más intensas que las producidas en la zona. En mi opinión, en Cataluña existe una 
regulación muy detallada que equilibra los intereses de los vecinos particulares. P. ej., el 
art. 546-14 2º C.c. legitima las inmisiones que producen perjuicios sustanciales si la 
actividad que las produce se ajusta al uso normal, según la normativa, y si poner fin a 
las mismas comporta un gasto económicamente desproporcionado. En este caso, los 
propietarios afectados podrán solicitar la indemnización de los daños producidos y una 
compensación económica por los que puedan causarse en el futuro (ap. 3º). Además, los 
propietarios podrán solicitar que la actividad se efectúe en el momento menos perjudi-
cial, así como que se adopten las medidas procedentes para atenuar los daños a cargo de 
los propietarios vecinos que los han ocasionado.  
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11. La actividad industrial en Cataluña tiene una gran certidumbre desde el punto 
de vista de los posibles perjudicios sustanciales que ocasionen en el ejercicio empresa-
rial, cuando el mismo se ajuste a lo recogido en las licencias o autorizaciones. Sin per-
juicio de que, en estos casos, los particulares vecinos afectados podrán solicitar la adop-
ción de las medidas ténicamente posibles y económicamente razonables para evitar las 
consecuencias dañosas y para solicitar la indemnización por los daños producidos. Si las 
consecuencias dañosas no pudieran evitarse de esta forma, los propietarios tienen dere-
cho a una compensación económica por los daños futuros. En este último punto es don-
de mayores problemas de aceptación se han dado por parte de la doctrina, pues no dife-
rencia entre los daños a la propiedad y los daños personales, pudiendo entenderse que el 
industrial podría seguir contaminando con la continuación de su actividad aun produ-
ciendo daños graves a la salud de las personas. 
12. En cuanto a la relación de la valoración de la excesividad con la normativa ad-
ministrativa, los VLI regulan cuándo un nivel de contaminación puede afectar negati-
vamente la salud de las personas o su propiedad, si bien no suelen ser causa suficiente 
para acreditar la intolerabilidad de la inmisión ya que el juez civil hace su propia valo-
ración. En cambio, en Alemania o en Cataluña se consideran perjuicios sustanciales los 
que superan los VLI o indicativos establecidos por las leyes o reglamentos. En Italia, la 
jurisprudencia afirma que si se superan los VLI reglamentarios se considera la inmisión 
automáticamente intolerable, pero no se considerará tolerable en el caso de que no los 
supere, debiendo estarse en este caso a una valoración civil.  
En el análisis del uso normal, además de tener en cuenta los VLE, se sostiene tam-
bién que puede influir en el mismo el incumplimiento de la normativa urbanística regu-
ladora de usos y de distancias, o la reguladora de las medidas preventivas, pues su vul-
neraciónpuede declarar la inmisión anormal, siempre que produzca daños significativos. 
En ordenamientos como el catálán la simbiosis entre el ordenamiento público y el pri-
vado es casi total, ya que el art. 543-14 2º C.c. se remite a la normativa administrativa a 
la hora de determinar el uso normal, lo que le dota al industrial de una elevada seguri-
dad jurídica en el ejercicio de su actividad y facilita, aunque no se haya realizado, un 
mejor comportamiento de los seguros de responsabilidad civil por contaminación. Si la 
actividad está autorizada, habrá que tener en cuenta, además, el cumplimiento o incum-
plimiento de lo dispuesto en la licencia o autorización.  
13. Se debería encontrar una posición de equilibrio, en materia de inmisiones, entre 
los intereses de la producción y los de los particulares, al objeto de evitar una situación 
de inseguridad jurídica para cualquiera de las partes implicadas. Podría suceder, p.ej., 
que aun habiendo cumplido el industrial con la normativa reguladora de la actividad, y 
con las licencias o autorizaciones en vigor, tuviera adoptar medidas correctoras econó-
micamente desproporcionadas y, en su defecto, tener que paralizar la actividad. Por el 
contrario, en Alemania o Cataluña se contempla la posibilidad de que, aun habiendo 
ocasionado el industrial daños sustanciales o esenciales, cuando hubiera cumplido con 
las normas administrativas y usos del lugar, y hubiera procedido a la adopción de las 
medidas correctoras técnica y económicamente posibles, a requerimiento del juez, o 
mediante acuerdo entre las partes contaminadora y perjudicada, podría ser condenado al 
pago de una compensación económica, permitiendo la continuidad de la actividad. No 
obstante, la jurisprudencia española no recoge la compensación económica al particular 
perjudicado en el caso de que los daños sustanciales se produzcan por actividades que 
cumplen las normas reguladoras o, siendo autorizadas, cumplieran con lo allí estableci-
do. En cualquier caso, puede pensarse que el punto de equlibrio debería tener como 
límite los daños corporales y a la salud, quedando sólo para la ponderación los daños a 
la propiedad que no supongan un total sacrificio de la misma. 
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14. La regulación de las inmisiones, en el sentido de invasiones en el uso y disfrute 
de la propiedad, se puede obtener de una interpretación extensiva -art. 4.1 C.c.-, conjun-
ta e integradora de los artículos 590 y 1908.2 y 1902 C.c. de manera que las soluciones 
judiciales puedan adaptarse a la realidad social del momento -art. 3.1. C.c.-, extendiendo 
su aplicación a las graves inmisiones de la era postindustrial. Lo mismo sucede con el 
ordenamiento francés, donde la doctrina y los tribunales han fundamentado la regula-
ción de las inmisiones con base en la teoría de troubles de voisinage (perturbaciones 
anormales de vecindad) en sede de responsabilidad civil extracontractual ex art. 1382 
C.c. En cambio, en otros ordenamientos se regula específicamente la materia de inmi-
siones italiano –art. 844 C.c.-, portugués –art. 1346 C.c.-, suizo –art. 684 ZGB-, austria-
co -§ 364.2 ABGB- o alemán -§ 906 BGB-; o autonómicos (Código civil catalán –art. 
546-14 C.c.- o Fuero Nuevo de Navarra –Ley 367 1º-).  
15. Los arts. 590 y 1908.2 C.c. se complementan recíprocamente y dan base para 
fraguar una teoría general de las inmisiones a través de una analogía generalizadora que 
configura una prohibición civil genérica de aquéllas que sean perjudiciales al vecino, no 
conformes al uso o a los reglamentos o, en último término, al criterio de la buena vecin-
dad, basado en la buena fe. El art. 590 C.c. actúa en la fase preventiva de la invasión en 
el uso y disfrute de la propiedad, mientras que el 1908.2 C.c. actúa en la fase posterior 
al daño causado por inmisiones excesivas. El art. 590 C.c. se ubica en la vertiente jurídi-
co-real de las relaciones de vecindad, puesto que marca hasta donde puede llegar el 
ejercicio del derecho de propiedad inmobiliaria, mientras que el art. 1908.2 C.c. se sitúa 
en la jurídico-obligacional y reparadora del daño. 
El art. 590 C.c. se puede aplicar en materia de inmisiones, en el sentido de invasio-
nes en el uso y disfrute de la propiedad, como: a) tutela preventiva pura del daño proce-
dente de instalaciones peligrosas, por incumplimiento de las normas administrativas en 
materia urbanísticas o de medidas de prevención. En este caso, el titular de un derecho 
real sobre el fundo que pueda recibir las inmisiones podrá instar ante los tribunales que 
el operador incumplidor se ajuste a lo dispuesto en la normativa reglamentaria. b) Tutela 
inhibitoria típica: medida de contención de inmisiones excesivas y nocivas, pues contie-
ne un límite del derecho de propiedad. En este caso, el titular afectado por las inmisio-
nes excesivas podrá solicitar que las mismas se ajusten a la normal tolerabilidad y, en su 
defecto, podrá instar la paralización de la actividad. c) Apoyo normativo al art. 1908.2 
C.c. para determinar el criterio del uso normal de la actividad, si bien teniendo en cuenta 
que su cumplimiento no significa “normalidad”.  
El art. 1908.2 C.c. regula la tutela resarcitoria y de evitación de ulteriores daños 
ocasionados por inmisiones excesivas y nocivas, hayan sido o no producidas por indus-
trias peligrosas, si bien con prevalencia de estas últimas. También se ha pretendido apli-
car este artículo cuando la actividad cumple con las normas reglamentarias, alegando 
que, de lo contrario, se aplicará el art. 1902 C.c. Se opina que si bien el cumplimiento o 
incumplimiento de la normativa reguladora puede provocar una presunción de excesivi-
dad o razonabilidad de la inmisión respectivamente, o determinar que una conducta no 
se ajusta al uso normal cuando la normativa tenga que ver con normas urbanísticas o 
VLE, el hecho de que en las inmisiones exista conocimiento de la emisión por parte del 
operador causante al ser las inmisiones producto normal del ejercio de la actividad in-
dustrial, y producirse normalmente de forma continua o periódica, no debe confundirse 
con la presunción de culpa ex art. 1902 C.c. que se derivaría del incumplimiento de la 
normativa reguladora en cuestión, ya que la cláusula general de responsabilidad civil 
extracontractual regula los daños por conduca negligente. Además, en el análisis de la 
excesividad de la inmisión ex art. 1908.2 C.c. se tiene en cuenta la gravedad del daño y 
la intensidad de la inmisión, según circunstancias. 
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16. A raíz de la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el Tribunal 
Constitucional y Supremo, se ha ido desarrollando progresivamente una doctrina juris-
prudencial que aplica normas constitucionales y Derechos Humanos a la hora de resol-
ver conflictos provocados por inmisiones, basada en la intimidad personal y familiar 
(18.1 CE), inviolabilidad de domicilio (18.2), dignidad de la persona (10.1) y calidad de 
vida. No obstante, los poderes públicos han rehuido la aplicación del art. 18.1 CE en 
casos de inmisiones en el ámbito de la intimidad domiciliaria, inclinándose por otras 
categorías constitucionales como el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado 
y la calidad de vida (art. 45 CE).No obstante, podría ser aplicable la doctrina del TEDH 
a mayor abundamiento en esta materia, en cuanto es susceptible de incrementar la pro-
tección de las personas en su ámbito domiciliario. En España ha sido reconocida esta 
solución como un verdadero avance en la protección de los derechos de los particulares 
en relación a los derechos de la personalidad relacionados con el la inviolabilidad del 
domicilio, la tranquilidad y la salud. 
17. Se echa de menos en el Derecho civil español una regulación expresa de las 
inmisiones, como sí se hace en otros países, al objeto de establecer por el legislador el 
equilibrio entre los intereses en juego. De lo contrario, siempre dependerá del juez y de 
las circunstancias de cada caso las soluciones a adoptar. Sería conveniente, al menos, 
consolidar una línea doctrinal y jurisprudencial que desarrollare la regulación de las 
inmisiones tal y como se hace el sistema norteamericano en el Restatement (Second) of 
Tort Law en relación a la private nuisance. 
18. La acción negatoria de inmisiones permite a los propietarios o titulares de de-
rechos reales limitados que comportan posesión para poner fin a las inmisiones ilegíti-
mas en su derecho que no consistan en la privación o retención indebidas de la posesión, 
así como exigir que no se produzcan perturbaciones futuras y previsibles del mismo 
género. Comprende una tutela preventiva pura, cuando la inmisión aún no acaecido y 
una inhibitoria, cuando se está produciendo o se ha producido, dividiéndose esta última, 
a su vez, en una vertiente de cesación de las inmisiones presentes y una de abstención 
de inmisiones futuras de la misma naturaleza:  
- La tutela preventiva “pura” del daño surge cuando existe un riesgo inminente de 
daño causado por invasiones en el uso y disfrute de la propiedad. La prueba más evi-
dente de este riesgo consiste en el incumplimiento de lo establecido en el art. 590 C.c. 
en relación a las normas urbanísticas y medidas preventivas. Su aplicación será de difí-
cil aceptación por los jueces civiles en el caso de que la industria cumpla escrupulosa-
mente con todas las exigencias reguladoras de la actividad por cuanto, al no existir in-
misión ni por ende perjuicio, será difícil probar el daño potencial. No obstante, siempre 
y cuando quede debidamente fundamentada mediante prueba pericial la amenaza inmi-
nente de daño aun con cumplimiento de las normas administrativas, se podrán adoptar 
medidas preventivas del daño por el juez civil.  
- La tutela inhibitoria de cesación y de abstención se ejercita frente a inmisiones ti-
picas excesivas, sean nocivas o potencialmente nocivas. Permitirá solicitar al juez la 
imposición de medidas correctoras reglamentarias, en caso de no cumplir con lo precep-
tuado, y las que sean técnica y económicamente viables y necesarias, según informe 
pericial, en caso de que sí se cumpla la normativa de remisión y aun así se prevea la 
producción de un daño, al objeto de que reduzcan las inmisiones a límites tolerables, a 
elección del demandante, y, en caso de no ser posible, adoptar excepcionalmente medi-
das de paralización provisional o definitiva de la actividad contaminante. Por una parte, 
se cesan las inmisiones actuales y, por otra, se evita que se sigan produciendo en el futu-
ro (efecto típico de abstención incluido en el de cesación).  
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19. La acción negatoria de inmisiones en su vertiente inhibitoria suele quedar 
“embebida” dentro de la acción de responsabilidad civil ex art. 1908.2 C.c., por cuanto 
en la mayoría de casos los procedimientos judiciales como consecuencia de daños civi-
les ocasionados por este tipo de inmisiones se enmarcan dentro de las medidas de evita-
ción de ulteriores daños a través de medidas de cesación y de abstención de la inmisión 
como efecto de la responsabilidad civil ex art. 1908.2 C.c., lo que suele denominar la 
doctrina “tutela inhibitoria atípica”. Esto sucede porque si las inmisiones han producido 
un daño material o corporal fácilmente acreditable, los jueces prefieren aplicar la acción 
de responsabilidad civil ex art. 1908.2 C.c., presumiendo la excesividad de la inmisión 
de la propia acreditación del daño, y no se complican haciendo uso del complejo análi-
sis de todas las variables que conforman los criterios de la normal tolerancia o del uso 
normal para determinar la ilegitimidad de la inmisión. La cuestión clave estriba en que 
el ejercicio de la acción negatoria en su vertiente inhibitoria no requiere la acreditación 
de un daño grave actual sino potencial. Asimismo, aun con mayor desacierto si cabe por 
parte de la doctrina y la jurisprudencia, se suele utilizar la cláusula general de responsa-
bilidad civil extractontractual (1902 C.c.) para la “acción inhibitoria atípica”, basado en 
el principio alterum non laedere.  
20. El art. 1902 C.c. se aplicará a todo tipo de DCC ocasionados por un escape 
contaminantes desconocido para el operador, fruto de un acontecimiento extraordinarias 
en el ejercicio de la actividad. En estos casos, se aplicará una responsabilidad por culpa 
o cuasi objetiva o en función de la peligrosidad de la actividad: 
- En los DCC ocasionados por un escape desconocido por el operador de activida-
des no peligrosas el fundamento de la responsabilidad será la culpa o negligencia. No 
obstante, el art. 1902 C.c. ha sido aplicado equivocadamente, a mayor abundamiento, a 
todos los DCC, cuando la actividad no cumple con las normas reglamentarias (590 
C.c.), asimilándolo a la culpa o negligencia del causante del daño. También ha sido 
aplicado en materia de inmisiones excesivas y nocivas, lo que no es de recibo, por cuan-
to existe un precepto específico de aplicación (1908.2 C.c.).  
- En los DCC ocasionados por un escape desconocido por el operador de activida-
des peligrosas se regirán por una responsabilidad cuasi objetiva ex art. 1902 C.c., a 
través de la aplicación de expedientes objetivadores de la responsabilidad por culpa, 
tales como la teoría del riesgo, la inversión de la carga de la pueba, o el aumento de una 
diligencia exigible, más allá de la reglamentaria. 
- En el ordenamiento español no existe una regla de responsabilidad objetiva para 
los DCC ocasionados por un escape desconocido por el operador de actividades anor-
malmente peligrosas, al contrario de lo que sucede en el common law inglés (regla Ry-
lands v. Fletcher) o norteamericano (abnormally dangerous activity).  
Consecuencia de lo anterior, no se distinguen por la jurisprudencia los diferentes 
grados de peligrosidad de las actividades, entre las inocuas, peligrosas o anormalmente 
peligrosas. En su lugar, los jueces aplican una jurisprudencia que, revisando el art. 1902 
C.c., aplica una responsabilidad cuasi objetiva. 
Una alternativa a la responsabilidad cuasi objetiva ex art. 1902 C.c., para este tipo 
de daños producidos por actividades peligrosas o anormalmente peligrosas, ha sido la 
aplicación del art. 1908.2 C.c. por parte de la doctrina, alegando que se trata de un art. 
que regula los DCC provocados por actividades peligrosas con razón del riesgo creado, 
cuando la inmisión sea excesiva y nociva. Las instalaciones serían las del RAMINP (o 
legislación autonómica equivalente). No obstante, creo que el art. 1908.2 C.c. se debería 
aplicar a las inmisiones, independientemente de la peligrosidad de la actividad, y no a 
un caso de responsabilidad objetiva por riesgo. 
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21. Los presupuestos de la acción de responsabilidad civil por contaminación 
(ARCC) son los siguientes: 1) Acción u omisión culposa: comprende un acto humano 
que puede consistir en una acción positiva (facere) o en una acción negativa u omisión 
(non facere). 2) La realidad de los daños y perjuicios sufridos. En las inmisiones, 
además, el daño ha de ser grave y estar relacionado con las personas o cosas que estén 
vinculadas al inmueble afectado. 3) La antijuridicidad: en las inmisiones lo marcará su 
excesividad, según el art. 1908.2 C.c. En los DCC ocasionados por un escape no cono-
cido por el operador de actividades no peligrosas lo será el incumplimiento de la norma-
tiva reguladora de la actividad o por la vulneración de una diligencia media en la forma 
de conducirse; en las peligrosas derivará de la vulneración del principio del alterum non 
laedere basado en el riesgo. 4) Atribución subjetiva de la responsabilidad: en los DCC 
causados por un escape desconocido por el operador de actividades actividades peligro-
sas se aplicará una responsabilidad cuasi objetiva, y, en las anormalmente peligrosas 
una objetiva por riesgo. En las inmisiones la responsabilidad es objetiva cuando aqué-
llas sean excesivas y nocivas. 5) Relación de causalidad, entre entre la acción u omisión 
y el daño. La jurídica se basa en la teoría de la causalidad adecuada, en el antecedente 
que es posible, probable o razonable que ocasione el daño. 
22. Las invasiones ocasionadas por un escape desconocido por el operador suele 
tener efectos repentinos, manifestándose en el mismo momento del hecho contaminante, 
o con leve retraso, y afectan a cualquier tipo de daños. En cambio, los daños por inmi-
siones producen daños morales y daños patrimoniales vinculados de forma estable con 
el bien inmueble que percibe las mismas, y suelen ser continuas, al requerir del trans-
curso de un cierto tiempo para que el perjudicado sea consciente de los daños. Por 
ejemplo, las inmisiones por ruido pueden generar molestias insoportables en función de 
parámetros como la duración, el momento del día, la intensidad y frecuencia de la inva-
sión, etc. El art. 1908.2 C.c. también cubre daños a la salud. 
23. La antijuridicidad de la conducta dañosa del operador industrial en los DCC 
depende del régimen jurídico aplicable a éstos:  
- En las inmisiones, la antijuridicidad vendrá determinada por la excesividad y noci-
vad de la misma, según el art. 1908.2 C.c. La inmisión excesiva y nociva se determinará 
mediante la ponderación entre los efectos perjudiciales que produce la invasión y la 
normalidad o exceso en el ejercicio de la actividad por parte del operador causante de 
las mismas. El carácter antijurídico de la inmisión se predicará respecto del hecho inmi-
sivo y no del daño. Pero como se ubican en sede de responsabilidad civil extracontrac-
tual a veces se suele utilizar el criterio de la gravedad del daño como causa de antijuri-
dicidad basada en el daño injusto (desvalor de resultado). 
- En los DCC ocasionados por un escape desconocidos por el operador y produci-
do por actividades inocuas, la antijuridicidad se determinana mediante la ilicitud del 
acto, manifestado generalmente por una vulneración de una norma reguladora de la ac-
tividad o de los VLE o VLI (norma de protección), o por la vulneración de una diligen-
cia media en la forma de conducirse. 
- En los DCC ocasionados por un escape desconocido por el operador y producido 
por actividades peligrosas, bastará para declarar el daño injusto la vulneración del prin-
cipio del neminen laedere, con base a la peligrosidad. Incluye tanto la protección del 
interés como el deber de conducirse diligentemente para evitar la lesión del interés jurí-
dicamente protegido. Este principio exige no dañar a otro sin causa de justificación. La 
juridicidad no se dará porque no se han adoptado las medidas preventivas necesarias 
para evitar el daño (responsabilidad cuasi objetiva). Al exigirse una diligencia necesaria 
para evitar el daño, su mera producción convertirá el daño en injusto. 
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- En los DCC ocasionados por un escape desconocido por el operador y producido 
por actividades anormalmente peligrosas, existe legislación que regula una responsabi-
lidad objetiva basada en el riesgo, tal y como sucedede en Alemania (UmweltHG). En 
EEUU, el comentarista del Restatement Second of Torts prevé una responsabilidad por 
riesgo para este tipo de actividades (abnormally dangerous activities). En estos casos se 
aplica la denominada responsabilidad por riesgo, que no necesita una previa conducta 
antijurídica, ya que supone un riesgo ilícito derivado de una actividad lícita, por lo que 
en estos supuestos es aplicable la concepción basada en el desvalor de resultado puro 
por la sóla lesión de un derecho subjetivo o interés jurídicamente protegido, eso sí, 
siempre y cuando el daño se haya producido por un hecho incluido entre los riesgos 
típicos. El agente responde porque conoce y domina la fuente u origen del riesgo, aun-
que no necesariamente el curso del acontecimiento productor del daño, y porque obtiene 
provechos de aquella actividad que es origen del riesgo: cuius es commodum euius est 
periculum; uubi emolumentum, ibi onu. 
24. En la determinación del criterio de atribución subjetiva de la responsabilidad, 
se ha de diferenciar el régimen jurídico de los arts. 1902 y 1908.2º C.c. En los DCC 
causados por un escape desconocido por el operador, cuando la actividades sea no peli-
grosa, se aplicará la responsabilidad por culpa o negligencia (art. 1902 C.c.); si las acti-
vidades son peligrosas, se aplicarán las técnicas de objetivación de la culpa tales como 
la aplicación de la teoría del riesgo, la utilización de una diligencia máxima, o la pre-
sunción de culpa con inversión de la carga de la prueba, más allá de la diligencia exigi-
ble en la normativa reguladora. Por el contrario, el art. 1908.2º C.c. recoge una respon-
sabilidad para las inmisiones que sean excesivas y nocivas a las personas o a las propie-
dades. En estos casos, para que el operador inmitente pueda exonerarse de responsabili-
dad, deberá probar que las inmisiones eran tolerables o que el uso de la actividad era 
normal o usual. En el ordenamiento español no se recoge la responsabilidad objetiva por 
riesto para DCC causados por un escape desconocido derivado de actividades anormal-
mente peligrosas, si bien se suele fundamentar en una parte de la doctrina en la respon-
sabilidad por riesgo ex art. 1908.2 C.c. 
25. En materia de atribución subjetiva, en los DCC causados por un  scape desco-
nocido por el operador, éstos suelen escudarse en el cumplimiento de la normativa regu-
ladora de la actividad, en la obtención de las licencias o autorizaciones, o en que la Ad-
ministración no ha detectado ningún fallo cuando la actividad ha sido inspeccionada. Al 
respecto, se deben hacer las siguientes precisiones: 
- En la responsabilidad por culpa o negligencia hay una fuerte interacción entre la 
culpa y la regulación positiva, por cuanto ésta puede establecer un estándar de conducta 
que, en caso de incumplimiento, puede considerar la conducta culposa o negligente. Las 
normas administrativas deberán proteger la clase de persona cuyo interés es invadido, el 
particular interés,y el interés contra la clase de daño acaecido y contra el particular peli-
gro desde donde el daño proviene. A tal efecto, las normas y procedimientos que esta-
blece la normativa reguladora de la actividad pueden servir de orientación para determi-
nar si la actuación del operador debe considerarse correcta o, por el contrario, negligen-
te, dadas las circunstancias. El incumplimiento de normas ambientales puede constituir 
una prueba de culpabilidad, que admite prueba en contrario,consistente en que el agente 
contaminador que causa el daño pruebe que ha actuado con la debida diligencia y cui-
dado en la actuación concreta, siendo labor del juez civil su evaluación. El cumplimien-
to de la normativa puede provocar la presunción de que se actuó de forma razonable, 
pero no convierte la conducta automáticamente en lícita, dado que la antijuridicidad 
puede proceder del incumplimiento del principio del alterum non laedere, salvo que el 
perjudicado tenga la obligación de soportar el daño. 
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- En la responsabilidad cuasi objetiva, las técnicas de objetivación establecen la 
presunción de que el autor del daño ha incurrido en culpa, y a él corresponde desvirtuar-
la mediante la prueba de haber obrado con la diligencia debida, por lo que cuando no se 
puede probar con exactitud la causa del daño, es el agente quién debe acreditar su propia 
diligencia, debiendo aplicarse rigurosamente el artículo 1104 C.c. al espacio de la res-
ponsabilidad extracontractual, en el sentido de exigir al agente, no una diligencia sim-
ple, sino la que corresponda a las circunstancias de las personas, el tiempo y el lugar. En 
estos casos, no basta con el cumplimiento de la normativa administrativa que obliga a la 
adopción de garantías para prevenir y evitar los daños, pues si estas medidas no han 
ofrecido resultado positivo, porque de hecho el daño se ha producido, revela su insufi-
ciencia y que faltaba algo por prevenir, no hallándose completa la diligencia. Así, una 
actuación lícita (desde el punto de vista del ordenamiento administrativo), puede dar 
lugar a daños resarcibles desde el punto de vista civil, cuando el agente no se asegura 
diligentemente del alcance y consecuencia de sus actos.  
- En la responsabilidad objetiva por riesgo, la responsabilidad es independiente del 
cumplimiento de las normas. Esta teoría se basa en que cuando una actividad industrial 
representa una fuente de ingresos para ella y un riesgo adicional y extraño para los de-
más, se configura una contrapartida por la utilidad proporcionada por la actividad peli-
grosa a favor de los posibles afectados por la contaminación causada por el particular o 
empresa, aunque el daño se haya producido sin poder evitarlo y a pesar de haberse to-
mado todas las precauciones técnicas exigidas.  
26. Se echa de menos una regulación especial de responsabilidad por riesgo para 
los DCC ocasionados por un escape desconocido por el operador de actividades anor-
malmente peligrosas, p. ej. Anexo I LPCIC. Si bien es cierto que existe una línea juris-
prudencial y doctrinal que defiende cada vez más la responsabilidad objetivada o por 
riesgo, no diferencia las actividades peligrosas, que requieren licencia ambiental, de las 
actividades anormalmente peligrosas, que requieren autorización ambiental integrada. 
Esta ley serviría para: 1) regular en un mismo régimen normativo todos los DCC causa-
dos por actividades anormalmente peligrosas; 2) para coordinar los supuestos de daños 
medioambientales cuya titularidad pertenece al particular; 3) para imponer un seguro de 
responsabilidad civil por contaminación; 4) en relación con el seguro, para establecer 
una limitación de las cuantías de la reparación. Para su implantación podría utilizarse 
como “espejo” la UmweltHG alemana. 
27. Para establecer la relación de causalidad entre la conducta y el daño hay que 
hacer un reconocimiento de la pluralidad de posibles causas del daño (cuestión de 
hecho), mediante leyes físicas o de la naturaleza (teorías de la equivalencia de condicio-
nes o de la conditio sine qua non). La demostración del nexo causal se podrá hacer me-
diante prueba de presunciones y la inversión de la carga de la prueba en actividades de 
riesgo. Una vez confirmado que la actuación del sujeto agente es, desde el punto de vis-
ta físico o material, causa del daño, habrá que determinar posteriormente su imputación 
objetiva, lo que se reconduce al terreno jurídico de la imputabilidad de la relación cau-
sal, identificando la causa que sea jurídicamente relevante (cuestión jurídica). Se deter-
minará generalmente mediante la teoría de la causa adecuada, donde la responsabilidad 
tendrá lugar cuando la consecuencia dañosa pueda considerarse imputable al agente. La 
idea de imputación pone el acontecer causal en relación con la voluntad del hombre, por 
lo que la responsabilidad llegará hasta donde el curso causal pueda ser dirigido y domi-
nado por la voluntad, esto es, cuando sea previsible. Previsibilidad como límite de la 
posible dominación o control de un hombre por un hecho, lo que no debe confundirse 
con el juicio subjetivo de previsibilidad de lo que un sujeto concreto debió prever para 
evitar un daño previsible y que a pesar de ello causa.  
Prevención y reparación de los daños civiles por contaminación industrial. 
Tesis doctoral. Universitat de València.   480 
28. La acción de responsabilidad civil por contaminación (ARCC) es independien-
te de la remisión a las normas reguladoras de la actividad, de su cumplimiento, y, final-
mente de la existencia y cumplimiento de licencias:  
- No será óbice al ejercicio de la ARCC la remisión de la norma civil de vecindad a 
disposiciones administrativas. No se produce intromisión por parte del juez civil en la 
jurisdicción contencioso-administrativa por cuanto aquél no emite un juicio de valor 
acerca del acto administrativo ni revisa la licencia concedida. Más bien cubriría una 
omisión de la Administración que o bien no valoró correctamente los supuestos al otor-
gar la concesión, o bien no exigió a posteriori las medidas correctoras para evitar los 
daños de un actividad que peligrosa. 
- No será óbice al ejercicio de la ARCC el cumplimiento de las normas reglamenta-
rias reguladoras de la actividad, ya que esto no elimina la posibilidad de causación de 
perjuicios a a terceros. El cumplimiento de las normas administrativas no coloca al obli-
gado al abrigo de la correspondiente acción civil al causante del daño cuando las medi-
das reglamentarias se revelan insuficientes para evitar eventos lesivos, puesto que si 
aquellos contemplan intereses públicos sociales, la jurisdicción civil protege el interés 
privado. Incumbe a la jurisdicción civil la adopción de las medidas adecuadas para que 
cese la producción de un perjuicio dimanante de la actividad industrial siempre y cuan-
do sea civil la acción que se ejercite y no se impugne acto administrativo concreto o se 
inste actuación de la Administración.  
- No será óbice al ejercicio de la ARCC que el ejercicio de la actividad se halle am-
parado por la preceptiva licencia administrativa o autorización. Ésta no es una especie 
de “salvoconducto” que asegure que no se puedan causar daños, ni llega ni mucho me-
nos a legitimar las inmisiones nocivas u otros daños que puedan derivarse a terceros. 
Una cosa es el permiso de instalación de una industria y de los elementos que deben ser 
acoplados para evitar daños y peligros, potestad de la administración, y otra bien distin-
ta que por no cumplir los requisitos ordenados o porque los elementos empleados sean 
deficientes o insuficientes se produce un daño en la propiedad de un tercero, cuyo cono-
cimiento compete a los Tribunales civiles. 
29. Serán legitimados activos de la ARCC por inmisiones los propietarios o titula-
res de algún otro derecho real sobre las fincas que les faculte para su uso y disfrute, que 
hayan sufrido la inmisión dañosa en su persona o en su propiedad. En el ap. 2º del art. 
1908 C.c. se dice que serán los titulares del terreno, si bien se ha ampliado, en aplica-
ción del principio ubi emolumentum ibi onus, a aquellas personas que tengan el uso y 
disfrute de la finca y realicen en ellas actividades que supongan inmisiones excesivas y 
nocivas; se extiende también a los titulares de las empresas que lleven a cabo tales acti-
vidades peligrosas. En materia de DCC ocasionados por un escape desconocido por el 
operador, serán legitimados activos todos aquellos particulares perjudicados en cuales-
quiera derechos e intereses legítimos. 
La legitimación pasiva en cualquier tipo de DCC corresponderá al titular de la acti-
vidad industrial bajo cuyo control se realiza la actividad generadora del daño, sea pro-
pietario o arrendatario de la actividad, así como, en su caso, al propietario del inmueble 
donde se desarrolla la actividad, pudiendo coexistir ambos supuestos. En materia de 
inmisiones en los supuestos del ap. 4º del art. 1908 C.c., corresponderá la legitimación 
pasiva al propietario del terreno por los daños causados por cloacas o depósitos de mate-
rias infectantes, si bien también al titular de estas últimas.  
Por otro lado, si existe pluralidad de responsables, la regla general de legitimación 
pasiva se basa en la solidaridad, salvo que pueda atribuirse a cada uno la parte propor-
cional del daño (regla de la mancomunidad). 
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30. El plazo de prescripción de la ARCC es de un año y se computa desde que lo 
supo el agraviado (art. 1968.2 C.c.). Se contará desde el día en que pudieron ejercitarse 
(art. 1969 C.c.). Se abren tres posibilidades: 1) El criterio subjetivo del conocimiento 
del daño que, en virtud del art. 1968.2 que se refiere al momento desde que lo supo el 
agraviado. 2) El criterio objetivo de la verificación total del daño, según dice el art. 
1969. 3) El criterio objetivo-subjetivo, que tiene en cuenta el momento en que el perju-
dicado conoce al causante, la causa y los propios daños, aplicando conjuntamente los 
arts. 1968.2 y 1969. En mi opinión, hay que optar por este último criterio, dado que es 
más beneficioso para la parte más perjudicada. 
Gran parte de las inmisiones producen daños continuados. El cómputo del plazo de 
prescripción de la acción no se inicia ("dies a quo") hasta la producción del definitivo 
resultado, cuando no es posible fraccionar en etapas diferentes o hechos diferenciados la 
serie proseguida. No obstante, no siempre resulta fácil determinar cuándo se ha produ-
cido ese definitivo resultado que se ofrece como algo vivo, latente y conectado precisa-
mente a la causa originadora y determinante de los mismos, que subsiste y se mantiene 
hasta su adecuada corrección. El resto de daños civiles por contaminación, generalmen-
te ocasionados de forma repentina, ocasionan daños instantáneos, en cuyo caso le es de 
aplicación lo dicho anteriormente. 
31. La tutela del particular frente a los DCC en la ARCC puede ser reparadora del 
daño y, en el caso de que el daño continue, al hacerlo también la causa que lo produce –
inmisiones -, podrá ser también inhibitoria (atípica) o a través de la pretensión de cesa-
ción de las inmisiones excesivas y nocivas y de evitación de ulteriores daños, incluso 
mediante el cese de la actividad causante del daño:  
a) La tutela reparadora tiene como objetivo la restitución de las cosas a su estado 
original (reparación in natura). No obstante, en la mayor parte de los casos se conceden 
indemnizaciones porque es el único modo posible de reparar tales perjuicios o porque 
resulta la forma menos gravosa de reparación.  
b) La tutela inhibitoria (atípica) o de evitación de ulteriores daños ex art. 1908.2 
C.c. ordena la cesación de la actividad dañosa y la adopción de medidas que impidan 
ulteriores daños, exigiendo su eliminación o reducción. La función de la tutela inhibito-
ria aquí es disuasoria de futuros daños, incentivando comportamientos que eviten su 
producción, contribuyendo a señalar el nivel de diligencia que los agentes deben obser-
var en cada sector del tráfico. La reparación en forma específica consiste en eliminar la 
causa del daño. En los DCC producidos por un escape desconocido y con efectos repen-
tinos, dado que cuando no se trate de contaminación conocida y gradual sino de un 
hecho imprevisto y repentino, no tienen sentido las medidas de cesación de las inmisio-
nes, pero sí las medidas de evitación de ulteriores daños.  
32. En el caso de daños medioambientales que tienen la condición simultánea de 
bien de propiedad o titularidad del particular (art. 5.2 LRM), los particulares no podrán 
exigir reparación ni indemnización en la medida en que tales daños queden reparados 
por la aplicación de la LRM. El responsable que hubiera hecho frente a esa doble recu-
peración podrá reclamar del perjudicado su devolución o la compensación. Los particu-
lares tendrán la opción de solicitar la iniciación del procedimiento establecido en la 
LRM (acción ciudadana de los arts. 41 y ss.) o bien iniciar un procedimiento judicial 
civil para exigir al juez la reparación del daño medioambiental sufrido y, en cualquier 
caso, la recuperación deberá hacerse con base a lo dispuesto en el Anexo II, tal y como 
exige la DA 9ª LRM. La regulación de éstos puede ser un foco de problemas, en parte 
debido a las dudas que suscita la posibilidad de que el juez de lo civil pueda imponer las 
medidas del Anexo II sin contar con las AAPP.  
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33. En el ordenamiento español no se prevé la obligación de adoptar un seguro de 
responsabilidad civil por contaminación (SRC), para los DCC ocasionados por activi-
dades anormalmente peligrosas (anexo I LPCIC), a diferencia de la existencia de un 
seguro de responsabilida medioambiental (SRM) como posible garantía obligatoria 
para las actividades del Anexo III de la LRM. Ambos seguros se recogidos en la póliza 
del Pool Español de Riesgos Medioambientales, por lo que resulta necesario estudiar el 
contenido de ambos tipos de cobertura. En mi opinión, el establecimiento obligatorio de 
un SRC para las actividades anormalmente peligrosas es un aspecto necesario para po-
der dar coherencia al sistema y al mercado asegurador, con independencia de que pudie-
ra ser “recomendable” también para la cobertura de los daños provocas por las indus-
trias peligrosas en general. Un ejemplo que debería ser tenido en cuenta es el caso del 
pool asegurador francés de DCC (Assurpol), que recoge una garantía para los daños 
ocasionados por actividades peligrosas (para 600.000 empresas, equivalente a las in-
cluidas en nuestro RAMINP) que cubre los daños tradicionales ocasionados de forma 
accidental, tanto repentina como gradual, por la emisión, la dispersión, el vertido o el 
depósito de toda sustancia contaminante en la atmósfera, el suelo o las aguas, la produc-
ción de olores, ruidos, vibraciones, variaciones de temperatura, ondas, radiaciones y 
emanaciones que excedan la medida de las obligaciones ordinarias de vecindad. Se ex-
cluyen las inmisiones asumidas como resultado normal de la actividad o por un hecho 
conocido y consentido, así como los casos de dolo, conocimiento, negligencia grave y 
contaminación histórica o crónica. 
34. El Pool Español de Riesgos Medioambientales ha redactado un modelo de 
póliza que incluye los daños medioambientales y los civiles por contaminación, y aun-
que el SRC se pueda contratar de forma voluntaria, puede ser muy atractiva esta cober-
tura complementaria por cuanto cubre la práctica totalidad de los daños a particulares 
ocasionados accidentalmente por la contaminación industrial. Si se estableciera esta 
obligación por el legislador se pondría la cobertura de los DCC al mismo nivel de co-
bertura que sus “homólogos” daños medioambientales, pues en ambas coberturas el 
daño cubierto proviene de un mismo hecho contaminante y tendría un beneficio a la 
hora de calcular los posible efectos perjudiciales de la contaminación. Por otro lado, los 
particulares podrían tener la seguridad de que la reparación del daño está garantizada. 
La utilización del modelo de póliza del Pool se puede servir como guía ad exemplum de 
futuras pólizas de SRC que pueda adoptar el sector asegurador, tanto si se trata de segu-
ros independientes de responsabilidad civil por contaminación como si se incluyen con-
juntamente con la responsabilidad medioambiental.  
El modelo de condiciones generales de la Póliza del Pool Español establece la obli-
gación de prevenir y evitar un siniestro inminente, así como de evitar ulteriores daños, 
independientemente de que se esté dentro de la modalidad específica de responsabilidad 
medioambiental o civil por contaminación. Las inmisiones provenientes de emisiones 
conocidas por el operador no tienen cabida en el SRC, pues no responden al término de 
“siniestro” como hecho imprevisto y aleatorio, pues se producen en el ejercicio ordina-
rio de la industria o como consecuencia de un hecho conocido. También se excluye la 
contaminación acústica o electromagnética. Tampoco tienen cabida los daños produci-
dos de forma de negligente grave o intencional.  
35. En cualquier caso, e independientemente de que sea conveniente el desarrollo 
de una póliza de SRC para los DCC ocasionados por actividades peligrosas (como en 
Francia), si se quiere que el mercado asegurador cubra los proveniente de actividades 
anormalmente peligrosas, de forma obligatoria, es necesaria la aprobación de una ley 
especial que los regule y exija su aseguramiento. Mientras tanto, habrá que conformarse 
con una cobertura voluntaria para los operadores.  
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36. Teniendo en cuenta todo lo dicho en el presente trabajo, se está en condición de 
efectuar una serie de propuestas que resumen las líneas más importantes del mismo, a 
modo de recapitulación de todo lo dicho: 
a) Regular el Derecho de inmisiones, mediante la aprobación de una ley especial o 
la inclusión de un artículo específico en el Código Civil. Lo ideal sería que esta regula-
ción se incluyera dentro de las restricciones a la propiedad inmobiliaria y relaciones de 
vecindad, y no dentro de la acción de responsabilidad civil. Con ello, se conseguiría un 
mayor equilibrio entre los intereses de la industria y los de los particulares afectados por 
la contaminación, si bien de darse este tipo de regulación difícilmente se incluirán los 
daños personales, aunque perfectamente podría determinarse que los daños corporales y 
a la salud convierten directamente la inmisión en ilegítima. Puede servir como modelo 
el § 906 BGB en lo que se refiere a la determinación de lo que se entiende por inmisión 
ilegítima. A su vez, habría que desarrollar el régimen jurídico de la acción negatoria, 
pudiendo abarcar con la misma la tutela preventiva, inhibitoria y reparadora de los da-
ños por inmisiones. En Alemania la acción negatoria de inmisiones se regula en el § 
1004 BGB. También se podría seguir el modelo catalán que permite, a través de dicha 
acción, resarcir el daño e inhibir las inmisiones excesivas.  
b) Aprobar una ley especial de responsabilidad civil por contaminación para los 
daños causados por actividades anormalmente peligrosas. Podría establecerse una res-
ponsabilidad objetiva por riesgo para los daños ocasionados por este tipo de actividades 
recogidas en el Anejo I LPCIC (o legislación autonómica equivalente), que regulase la 
prevención, evitación y reparación de cualquier tipo de DCC. Asimismo, esta ley deber-
ía recoger una limitación de la cuantía de las reparaciones y establecer la obligación de 
adoptar un seguro de responsabilidad civil por contaminación, para que pudiera coordi-
narse con el de responsabilidad medioambiental. Un buen modelo a seguir sería la Um-
weltHG alemana, que regula especialmente la responsabilidad civil objetiva por riesgo, 
así como su correspondiente aseguramento obligatorio, para los daños personales y pa-
trimoniales producidos por contaminación proveniente de actividades con incidencia 
ambiental, con independencia de los intereses afectados. 
37. Sin perjuicio de las propuestas anteriores, sería conveniente una mayor clarifi-
cación del régimen jurídico aplicable a los DCC, distinguiendo entre inmisiones e inva-
siones contaminantes no conocidas por el operador, y en cuanto a los fundamentos de la 
responsabilidad civil entre hecho excesivo (inmisiones), culpa (objetivada) y responsa-
bilidad objetiva. Para el régimen de las inmisiones ya tenemos mucho avanzado en 
cuanto a la dotrina interpretativa del art. 1908.2 C.c. No estaría de más incorporar el 
criterio del uso normal, para mayor garantía del sector industrial, si bien con la precau-
ción de no ponderar los intereses cuando se produzcan daños personales. Por otro lado, 
la responsabilidad cuasi objetiva por riesgo debería aplicarse solamente a las invasiones 
imprevistas y fuera del ejercicio de la actividad. En este punto puede servir el sistema 
diseñado por el comentarista norteamericano del Restatement Second of Torts, pues di-
ferencia las invasiones que afectan al uso y disfrute de la propidad (private nuisance) de 
las que afectan otros intereses, así como entre private nuisance intentional (dolosa o 
simplemente conocida) y no intentional. Las invasiones conocidas en el uso y disfrute 
de la propiedad ilegítimas son las private nuisance no razonables. Las invasiones no 
intencionales pueden ser provocadas por una conducta negligente, imprudente o por una 
actividad anormalmente peligrosa. El sistema norteamericano se centra sobretodo en los 
daños patrimoniales y en las molestias personales, si bien la jurisprudencia lo ha am-
pliado en algunos casos a los daños a la salud.  
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